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INTRODUCCIÓN

Introducción

La Ley de la Cualificaciones, catorce años después. Luces y sombras.
El caso de Castilla y León.

La Ley 5/2002 de la Cualificaciones y la Formación Profesional supuso la cristalización
normativa de los objetivos de los sucesivos Planes Nacionales de Formación Profesional
firmados entre 1992 y 2000. Aquellos planes, fruto del diálogo social, abordaron durante  la
década de los 90 la tarea de reordenar, por primera vez en España, las enseñanzas
profesionales, con el doble objetivo, de adecuar estas enseñanzas al mercado de trabajo y a
sus necesidades, y de hacerlas accesibles a las personas, como herramientas de acceso al
empleo, de permanencia y de progreso en él.

El contexto en que se gestaron aquellos acuerdos, de transformación profunda de la economía
española y de crecimiento del desempleo, explica en buena medida el inicio de la preocupación
por esas materias (preocupación que no ha hecho sino incrementarse con el tiempo hasta el
presente)  y la voluntad de diálogo alrededor de ellas.

El diálogo social en materia de formación profesional en España fue, en esa fase, muy fructífero
y sentó las bases para el desarrollo de la que se dio en llamar nueva formación profesional,
como un concepto integrador de las enseñanzas profesionales del sistema educativo y de las
desarrolladas, tanto por las Administraciones Laborales, en el ámbito de las políticas activas de
empleo, como por las empresas para la formación específica de sus trabajadores.

Merced a ese impulso se empezó a elaborar el Catálogo de Cualificaciones Profesionales y el
Modular de Formación asociado a aquél, se sientan las bases para que toda la formación vaya
adecuándose a dichos Catálogos  y se aborda, de manera global, la financiación del Sistema y
la participación en él de todos los agentes implicados en su definición y gestión, Administración
Laboral y Educativa, Administración Estatal y Autonómicas, Agentes Económicos y Sociales…

La publicación de la Ley de las Cualificaciones supone un hito en este proceso porque eleva
al rango de ley orgánica previsiones y objetivos directamente resultantes de una dilatada
experiencia de diálogo social y porque, al menos en sus objetivos declarados, promueve la
integración de todas las enseñanzas profesionales, más allá de su carácter laboral o educativo,
y consiguientemente, la necesaria implicación en relación a objetivos comunes concretos de
todas las Administraciones con competencias en esas materias.

Abordar desde el Sistema Público estos objetivos tendría el valor adicional de que la formación
profesional constituyera un derecho de los ciudadanos, con el consiguiente impacto generalizado
sobre el conjunto de la sociedad. Un derecho que además no puede limitarse a la correlativa
obligación de los Poderes Públicos de mantener una oferta educativa de estudios profesionales
dirigida a la población que aún no ha accedido al mercado de trabajo, sino que crecientemente
debe atender las necesidades de cualificación de las personas que ya están trabajando o que
buscan empleo porque han perdido el que tenían. Este enfoque amplio del derecho a la
formación profesional está en la Ley de las Cualificaciones y debe ser reivindicado aún hoy, de
manera que se tenga en cuenta tanto en el diseño como en la financiación pública de la oferta
de formación profesional inicial y de la de formación para el empleo.
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La Ley de las Cualificaciones, entre sus objetivos,  preveía una serie de instrumentos a
desarrollar, además de la oferta, suficiente y diversa, completa y modular, de títulos y
certificados. Dichos instrumentos serían, principalmente, los siguientes:

Un sistema integrado de orientación profesional, que acompañara a las personas desde la
fase educativa y durante toda su vida activa, especialmente en los momentos de dificultad,
pérdida de empleo, necesidad de reciclaje, actualización profesional o acreditación de su
cualificación.

Una red de centros integrados de formación profesional que impulsaran e hicieran de punta
de lanza de los objetivos de la Ley, señaladamente el mantenimiento de una oferta integrada y
accesible de formación profesional, al alcance de la población trabajadora.

Una red de Centros de Referencia Nacional vinculados a los diferentes sectores productivos
donde se trabajara permanentemente en el diseño, oferta y adecuación de las cualificaciones
del sector-familia profesional correspondiente.

Un sistema de acreditación de la experiencia profesional y la formación no formal que abordara
el problema de falta de acreditación de un volumen cada vez más importante de trabajadores y
trabajadoras, principalmente ocupados en actividades y puestos de trabajo que tradicionalmente
habían carecido de requisitos de acceso y exigencias formativas concretas.

Por último, la ley de las Cualificaciones preveía el desarrollo de un sistema de Calidad común
a todo el sistema, que garantizara su solvencia y su adecuación a los objetivos trazados.

El repaso de todos los anteriores elementos, principalmente de algunos de ellos, por el mayor
desarrollo normativo de que han sido objeto, constituye la materia de esta recopilación
normativa, cuyo principal sentido es mostrar una foto fija de la situación presente, en toda su
complejidad (y perenne provisionalidad), para así contribuir al conocimiento y presentación
simultáneos de toda esa confusa red normativa, y en último término, si fuera posible, para
contribuir a su mayor armonía y a la coherencia de su aplicación en el ámbito donde trabajamos,
la Comunidad de Castilla y León, así como, en último término, a la deseada materialización de
todos aquellos objetivos legales, siempre a medio camino de llegar a cumplirse. Siempre
avanzando y retrocediendo por el interior de un extraño e interminable laberinto, plagado de
obstáculos.  

A partir de la Ley de las Cualificaciones, la formación profesional en el ámbito educativo se
regula a través de la Ley Orgánica de Educación, con su correspondiente avatar, principalmente
la modificación profunda que significa en 2013 la publicación de la LOMCE (Ley Orgánica 8/2013
de Mejora de la Calidad Educativa),  así como su desarrollo específico en materia de formación
profesional.  

El desarrollo normativo del Sistema de Formación para el Empleo se contiene, por su parte,
en el R.D. 395/2007, cuyo desarrollo descansaba además en las dos OOMM, 2307/2007 y
718/2008, que recogían respectivamente la regulación y el correspondiente sistema de
financiación, de la formación en el seno de las empresas (el Sistema de Formación de demanda)
y de la formación promovida por las Administraciones Públicas, dirigida a trabajadores ocupados
y/o desempleados y desarrollada principalmente vía subvenciones públicas en el marco de las
políticas activas de empleo (Sistema de Formación de Oferta). Comoquiera que este modelo
derivado del R.D. 395/2007 se encuentra ahora pendiente del desarrollo normativo de la Ley
30/2015, ya no incorporamos a esta recopilación aquellas dos órdenes, sino solamente el Real
Decreto, por cuanto en su mayor parte sigue en vigor hasta el momento y contiene la estructura
del conjunto de la formación para el empleo.

La Reforma Laboral de 2012 introduce cambios de calado en el Sistema de Formación para
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el Empleo, cambios que, más allá de la concreción de los derechos formativos individuales en
la relación de trabajo, se concentran principalmente en la reordenación del papel de los agentes
del Sistema, incluyéndose la apertura de las subvenciones del Sistema de Formación para el
Empleo prioritariamente dirigido a trabajadores ocupados a los centros y entidades de formación
que, tradicionalmente, no eran solicitantes directos de formación en ese ámbito, al estar
reservado a la concurrencia exclusiva de las organizaciones empresariales y sindicales
representativas en los sectores correspondientes o más representativas en el caso de los
programas transversales de formación, así como a las organizaciones representativas de
trabajadores y trabajadoras autónomos y de la economía social.

La mayor concreción de las modificaciones apuntadas por la Reforma de 2012 en materia de
formación para el empleo se produce finalmente este mismo año, a través de un Real Decreto
Ley posteriormente  tramitado y convalidado a través de la Ley 30/2015 de Formación para el
Empleo.

Esta Ley se emplea principalmente en consolidar el nuevo modelo de formación de oferta de
formación para el empleo basado en subvenciones públicas a las que ya sólo podrán concurrir los
centros y entidades de formación, quedando expresamente excluidas como solicitantes las
organizaciones sindicales y empresariales así como las organizaciones de trabajadores autónomos
y representativas de la economía social. Pero más allá de esta previsión, la Ley es poco precisa en
relación a los objetivos de la formación para el empleo y en su garantía. Y no aborda el rediseño de
la formación para el empleo ni el aseguramiento de sus recursos. Abre alguna vía inquietante, como
la posibilidad para las Comunidades Autónomas de sustituir la oferta de formación por la entrega
individual al desempleado de un cheque formación, para que él por si mismo busque en el mercado
la formación a su alcance. Enuncia, pero no concreta, el desarrollo de una oferta pública suficiente
de certificados de profesionalidad aprovechando la red de centros integrados de formación profesional.
Y mantiene prácticamente igual el Sistema de Bonificaciones por formación en la empresa, no sólo
en cuanto al escaso papel de la representación de los trabajadores en dicha formación, sino también
en el exiguo grado de exigencia que esa formación tiene tradicionalmente, si bien es la mejor
financiada en el marco del Sistema. Sigue sin exigirse la más mínima adecuación de dicha formación
al Catálogo de Cualificaciones Profesionales, e incluso se relajan con esta reforma algunos de sus
requisitos, al admitirse acciones formativas de dos horas de duración. El único cambio positivo lo
representa la pérdida del carácter bonificable de la formación totalmente a distancia, a través de la
que durante los últimos años proliferó el fraude tan descaradamente que era imposible mirar hacia
otro lado. Pero la teleformación sigue siendo bonificable y su crecimiento, exponencial. La
inadecuación de este sistema a las pequeñas empresas es tan clamorosa que habría exigido alguna
medida, que no se ve ni en el espíritu ni en el texto de esta Ley. Por todo ello, poco cabe esperar del
nuevo modelo que parte de ella.

El desarrollo normativo de la Ley 30/2015 debería haberse producido en este último trimestre
del año pero finalmente no ha sido así. La Ley por si misma mantiene demasiadas incógnitas y
vías aún abiertas, debiendo coexistir con la normativa anterior, vigente en su mayoría,  en tanto
no sea sustituida por los desarrollos de la nueva Ley.

El escenario de inseguridad que implica este marco normativo provisional prolongado en el
tiempo viene a sumarse a cuatro años de caída sistemática de los recursos dedicados a
formación para el empleo, precisamente mientras el desempleo y la rotación laboral crecían
dramáticamente y las políticas activas se hacían más necesarias. Además, la reforma de la
formación para el empleo se aborda en este escenario al margen de cualquier consenso con
los agentes económicos  y sociales, sin atender a los problemas más acuciantes del sistema y
sin asegurarle unos recursos mínimos que impidan que siga reduciendo su alcance y su impacto. 



También se regula sin consenso el nuevo modelo de formación profesional dual, como fórmula
de integración de la formación en los entornos de trabajo, a desarrollar tanto a través del nuevo
contrato para la formación y el aprendizaje, como de estancias formativas, de carácter no laboral,
y más o menos prolongadas, del alumnado de formación profesional en la empresa. La
formación profesional dual aún no ha sido desarrollada normativamente en Castilla  León,
ajustándose las experiencias habidas hasta el momento exclusivamente al Decreto Estatal. 

En cuanto a los centros integrado de formación profesional se recoge en esta recopilación el
decreto estatal que los regula y a partir de ahí, su desarrollo normativo hasta el momento en
Castilla y León, como veremos más adelante. También se recoge la normativa básica relativa
a los Centros de Referencia Nacional, que aún están en fase de definición de la red y puesta en
marcha.

La acreditación de la experiencia profesional y la formación no formal fue objeto de regulación
por el Estado en 2009, más de siete años después de la publicación de la Ley de las
Cualificaciones, y lo fue a través de un Decreto que define un procedimiento de acreditación
basado en convocatorias, complejo y costoso,  y cuyo desarrollo y ejecución se encomienda
casi completamente a las Comunidades Autónomas, sin que se prevea una financiación estable
de este procedimiento ni una infraestructura administrativa mínima para asegurar su continuidad
como servicio a los ciudadanos.  Castilla y León ha desarrollado esta normativa, regulando su
procedimiento de acreditación en la orden que también recogemos en esta recopilación.

En este contexto general,  la formación para el empleo y el conjunto de la Formación
Profesional son objeto en Castilla y León de una ordenación estratégica común, en el marco de
la Estrategia Integrada de Empleo, Formación Profesional, Prevención de Riesgos Laborales e
Igualdad en el Empleo 2012-2015 (en adelante, la Estrategia). 

Dicha Estrategia, y los Planes Anuales de Estímulos que la han concretado durante estos
años, en el marco del diálogo social con la Administración de Castilla y León, han permitido
paliar al menos parcialmente algunos de los efectos más graves de los recortes en las
transferencias del Estado para formación para el empleo, al complementarse con aportaciones
propias de la Comunidad Autónoma esos recursos fuertemente disminuidos desde 2012 (un
35% en el caso de la formación de desempleados; casi un 70% en la formación prioritaria para
trabajadores ocupados). 

La Estrategia Integrada ha sido también  el marco para el impulso de la oferta de formación
para el empleo con medios propios (en centros del Servicio Público de Empleo y en Centros
Integrados de Formación Profesional), y para el desarrollo normativo de algunos de los
instrumentos básicos para ordenar y regular esta oferta, como el Registro de Centros y
Entidades de Formación o el Sistema de registro y expedición de certificados de profesionalidad.
La competencia autonómica en estas materias ha exigido a estas Administraciones, en nuestro
caso, principalmente al Servicio Público de Empleo (Ecyl),  cambiar su tradicional papel como
ejecutor de las políticas y fondos del Estado para asumir un rol mucho más complejo y proactivo,
para el que no estaba orgánica ni funcionalmente dotado, ni las circunstancias y la escasez de
recursos ponían fácil que pudieran llegar a estarlo a corto plazo. El papel de los agentes sociales,
en el ámbito del diálogo social, ha sido y es también exigir de nuestras Administraciones que
ejerzan las competencias que les corresponden y extiendan el desarrollo de la Ley de las
Cualificaciones y de sus instrumentos allí donde les competa. Solamente desde el punto de
vista normativo, en Castila y León siguen faltando normas necesarias para componer el suelo
regulatorio básico de la formación para el empleo, como la revisión y puesta al día del Fichero
de Expertos que imparten formación para el empleo o la regulación de la oferta privada de
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certificados de profesionalidad. Y falta una armonía en toda la normativa existente y un marco
claro común a toda ella, imprescindible para abordar con garantías objetivos comunes y tareas
compartidas, entre Administraciones y dentro de cada una de ellas.

La entrada en vigor del Real Decreto Ley de Formación para el Empleo en febrero de 2015
(posteriormente convalidado y sustituido por la Ley 30/2015) exigió, en el marco de las políticas activas
de empleo en nuestra Comunidad, una revisión de todos los programas de formación para adecuarse
a las medidas de aquel Decreto ley que eran directamente aplicables, principalmente relativas a
beneficiarios de las ayudas, estructura de costes y régimen de anticipos en el pago de la
subvenciones. Pero también, en el caso de la formación de ocupados, fue necesario rediseñar la
convocatoria en el nuevo contexto de libre concurrencia entre centros y entidades de formación. La
Estrategia Integrada permitió canalizar la participación de las organizaciones, empresarial y sindicales
firmantes, en la redefinición de los programas, plasmada en las bases reguladoras de cada uno de
ellos. La agilidad con que se trabajó para discutir y elaborar la normativa necesaria permitió la
convocatoria en 2015 de todas las líneas  de formación, evitándose la pérdida de los correspondientes
recursos, como sucedió en la propia convocatoria estatal de ocupados. Se recogen en esta
recopilación las bases reguladoras de los diferentes programas de formación para el empleo en
Castilla y León, adecuados al nuevo modelo de formación para el empleo y todavía en fase de
ejecución todos ellos en sus convocatorias de 2015.

Recogemos asimismo aquí el escueto Decreto por el que se siguen regulando los centros
integrados de formación profesional  en nuestra Comunidad. Este Decreto apenas esboza los
elementos más generales de estos centros, que siguen circunscritos en la práctica a los que
constituían la red de centros específicos de formación profesional de la Consejería de Educación
con escasos cambios en su funcionamiento hasta el momento. Sigue pendiente el desarrollo
autonómico de la normativa de funcionamiento de estos centros, como ya hemos manifestado
en la evaluación de la Estrategia Integrada 2012-2015 que ahora concluye su vigencia. 

Entretanto, los centros de formación dependientes de la Consejería de Empleo no se han
incorporado a la red de centros integrados ni tampoco han avanzado en esa dirección. Y lo que
es más grave, su limitación de recursos se ha mantenido e incrementado incluso en estos
últimos años, lo que sigue sin contribuir al refuerzo de las funciones y objetivos de estos centros,
ni siquiera en el caso de los tres centros ya calificados de referencia nacional, en Valladolid,
Salamanca y Segovia. Es un hecho que el Sistema de Formación para el Empleo se basa
principalmente en  oferta privada financiada con fondos públicos, pero mantener una red pública
de prestación de servicios en tiempos como los actuales y en comunidades como la nuestra,
donde la oferta es escasa, concentrada en pocos lugares y tan poco diversa, sería de gran
importancia para la formación y la cualificación de las personas y para su mejor incorporación
al empleo. Cuestión en la que deberemos seguir insistiendo.

Los Centros de Formación Profesional de la Consejería de Agricultura tampoco han avanzado
en su conversión en centros integrados, quedando pendiente hasta el momento un impulso
estratégico de esta red de centros que contribuya a mejorar de manera directa la oferta de
formación profesional y para el empleo de la familia agraria. El tratamiento de esta familia
profesional, junto a las familias afines (Hostelería, Servicios…) y el mantenimiento de una oferta
amplia y de calidad, debería ser clave en comunidades como Castilla y León, por la importancia
capital de estos sectores para el mantenimiento de la actividad y el empleo y para ofrecer
oportunidades económicas y sociales al extensísimo y variado medio rural de la Comunidad,
muy poco atendido y considerado, entre otras, en las políticas educativas y formativas. Y sin
embargo, inexplicablemente, ese objetivo continúa siendo una asignatura pendiente.
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El desarrollo de los centros integrados y la configuración definitiva de la red pública de Castilla
y León habrá de seguir siendo objeto de discusión y acuerdo en el marco de la nueva Estrategia
Integrada 2016-2020 en cuya negociación estamos ahora inmersos. Como en general deberá
seguir siendo un caballo de batalla el impulso de la red de centros de formación profesional por
su potencial para extender una formación profesional dependientes de la administración
educativa, de calidad en todo el territorio de la Comunidad, aprovechando su capilaridad y su
condición de centros públicos, al servicio de las políticas de la Adminsitración.

Asimismo,sobre la base del decreto estatal,  la acreditación de la experiencia ha sido objeto
de desarrollo normativo en Castilla y León con el fin de definir los órganos encargados de la
dirección y gestión de los procedimientos. Los que normativamente no quedan asegurados son
los recursos a dedicar ni la periodicidad de las convocatorias, si bien la norma reguladora del
procedimiento que aquí se recoge prevé la elaboración de planes directores plurianuales
negociados con los agentes económicos y sociales para definir  las cualificaciones a convocar
anualmente en atención a las necesidades del sistema productivo y de los trabajadores y
trabajadoras de Castilla y León. La financiación del Sistema, más allá de las transferencias
finalistas del Estado para este procedimiento, que tampoco están legalmente garantizadas, se
asegura hasta el momento en Castilla y León en el marco de los Planes de Estímulo al
Crecimiento y el Empleo que cada año durante la vigencia de la Estrategia Integrada 2012-2015
vienen concretando los compromisos de la Junta de Castilla y León en relación a todas estas
materias.

Incluimos, para terminar esta aproximación a la normativa autonómica, las bases reguladoras
de un programa propio de Castiila y León, dirigido a incentivar a las empresas que concedan
permisos individuales de formación para el desarrollo de estudios oficiales, con independencia
de que opten o no por bonificarse en sus cuotas a la Seguridad Social con motivo de la
concesión de estos permisos.

Finalmente, esta recopilación normativa se cierra con tres documentos, de diferente signo
entre sí, para contribuir a la mejor comprensión de todas estas materias desde el punto de vista
sindical, y para apuntar algunas líneas de futuro tomando como base el referente europeo:

Un artículo de Javier López y Gema Torres, recientemente publicado en el último número de
la Gaceta Sindical, sobre el estado de la formación profesional y para el empleo en España y
sobre nuestro papel en relación a ella.

El Informe conjunto de 2015 del Consejo y de la Comisión Europeos, sobre la aplicación del
marco estratégico para la cooperación europea en el ámbito de la educación y la formación
(2015/C 417/04).

Y por último, el apartado relativo a Competencias, Educación y Formación del Programa de
Acción de la Confederación Europea de Sindicatos (CES) 2015-2019, donde se recogen los
objetivos compartidos por todas las organizaciones sindicales miembros en el contexto europeo
sobre estas materias.

Una vez más, bienvenidos al laberinto.

Carmen Álvarez Álvarez

Secretaría de Empleo y Formación

CCOO de Castilla y León
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TEXTO CONSOLIDADO
Última modificación: 20 de junio de 2012

JUAN CARLOS I
REY DE ESPAÑA

A todos los que la presente vieren y entendieren.

Sabed: Que las Cortes Generales han aprobado y Yo vengo en sancionar la siguiente Ley Orgánica.

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

El derecho a la educación, que el artículo 27 de la Constitución reconoce a todos con el fin de alcanzar el pleno
desarrollo de la personalidad humana en el respeto a los principios democráticos de convivencia y a los derechos y
libertades fundamentales, tiene en la formación profesional una vertiente de significación individual y social creciente.
En esta misma línea y dentro de los principios rectores de la política social y económica, la Constitución, en su artículo
40, exige de los poderes públicos el fomento de la formación y readaptación profesionales, instrumentos ambos de
esencial importancia para hacer realidad el derecho al trabajo, la libre elección de profesión u oficio o la promoción a
través del trabajo. En efecto, la cualificación profesional que proporciona esta formación sirve tanto a los fines de la
elevación del nivel y calidad de vida de las personas como a los de la cohesión social y económica y del fomento del
empleo.

En el actual panorama de globalización de los mercados y de continuo avance de la sociedad de la información, las
estrategias coordinadas para el empleo que postula la Unión Europea se orientan con especial énfasis hacia la obtención
de una población activa cualificada y apta para la movilidad y libre circulación, cuya importancia se resalta expresamente
en el Tratado de la Unión Europea.

En este contexto, es necesaria la renovación permanente de las instituciones y, consiguientemente, del marco
normativo de la formación profesional, de tal modo que se garantice en todo momento la deseable correspondencia
entre las cualificaciones profesionales y las necesidades del mercado de trabajo, línea ésta en la que ya se venía
situando la Ley 51/1980, de 8 de octubre, Básica de Empleo, que señala como objetivo de la política de empleo lograr
el mayor grado de transparencia del mercado de trabajo mediante la orientación y la formación profesional ; la Ley
8/1980, de 10 de marzo, Estatuto de los Trabajadores (en el mismo sentido el actual texto refundido del Estatuto de los
Trabajadores), que considera un derecho de los trabajadores la formación profesional ; la Ley Orgánica 1/1990, de 3
de octubre, de Ordenación General del Sistema Educativo, que se propuso adecuar la formación a las nuevas exigencias
del sistema productivo, y el Nuevo Programa Nacional de Formación Profesional, elaborado por el Consejo General de
Formación Profesional y aprobado por el Gobierno para 1998-2002, que define las directrices básicas que han de
conducir a un sistema integrado de las distintas ofertas de formación profesional: reglada, ocupacional y continua. En
esta misma línea aparecen los Acuerdos de Formación Continua y los Planes Anuales de Acción para el Empleo.

En esta tendencia de modernización y mejora, que se corresponde con las políticas de similar signo emprendidas en
otros países de la Unión Europea, se inscribe decididamente la presente Ley, cuya finalidad es la creación de un Sistema
Nacional de Cualificaciones y Formación Profesional que, en el ámbito de la competencia exclusiva atribuida al Estado
por el artículo 149.1.1.a y 30.a, con la cooperación de las Comunidades Autónomas, dote de unidad, coherencia y
eficacia a la planificación, ordenación y administración de esta realidad, con el fin de facilitar la integración de las distintas
formas de certificación y acreditación de las competencias y de las cualificaciones profesionales.

El sistema, inspirado en los principios de igualdad en el acceso a la formación profesional y de participación de los
agentes sociales con los poderes públicos, ha de fomentar la formación a lo largo de la vida, integrando las distintas
ofertas formativas e instrumentando el reconocimiento y la acreditación de las cualificaciones profesionales a nivel
nacional, como mecanismo favorecedor de la homogeneización, a nivel europeo, de los niveles de formación y
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acreditación profesional de cara al libre movimiento de los trabajadores y de los profesionales en el ámbito del mercado
que supone la Comunidad Europea. A tales efectos, la Ley configura un Catálogo Nacional de Cualificaciones
Profesionales como eje institucional del sistema, cuya función se completa con el procedimiento de acreditación de
dichas cualificaciones, sistema que no deroga el que está actualmente en vigor y que no supone, en ningún caso, la
regulación del ejercicio de las profesiones tituladas en los términos previstos en el artículo 36 de la Constitución
Española.

En cuanto a la ordenación, el Sistema Nacional de Cualificaciones y Formación Profesional, toma como punto de
partida los ámbitos competenciales propios de la Administración General del Estado y de las Comunidades Autónomas,
así como el espacio que corresponde a la participación de los agentes sociales, cuya representatividad y necesaria
colaboración quedan reflejadas en la composición del Consejo General de Formación Profesional, a cuyo servicio se
instrumenta, como órgano técnico, el Instituto Nacional de las Cualificaciones.

Si el Sistema Nacional de Cualificaciones y Formación Profesional constituye el elemento central en torno al que gira
la reforma abordada por la presente Ley, la regulación que ésta lleva a cabo parte, como noción básica, del concepto
técnico de cualificación profesional, entendida como el conjunto de competencias con significación para el empleo,
adquiridas a través de un proceso formativo formal e incluso no formal que son objeto de los correspondientes
procedimientos de evaluación y acreditación. En función de las necesidades del mercado de trabajo y de las
cualificaciones que éste requiere, se desarrollarán las ofertas públicas de formación profesional, en cuya planificación
ha de prestarse especial atención a la enseñanza de las tecnologías de la infor mación y la comunicación, idiomas de
la Unión Europea y prevención de riesgos laborales.

La presente Ley establece, asimismo, que los títulos de formación profesional y los certificados de profesionalidad
constituirán las ofertas de formación profesional referidas al Catálogo de Cualificaciones Profesionales, que tienen
carácter oficial y validez en todo el territorio nacional y serán expedidos por las Administraciones competentes. La
coordinación de las referidas ofertas formativas de formación profesional debe garantizarse por las Administraciones
públicas con la clara finalidad de dar respuesta a las necesidades de cualificación, optimizando el uso de los recursos
públicos.

El acceso eficaz a la formación profesional, que se ha de garantizar a los diferentes colectivos, jóvenes, trabajadores
en activo ocupados y desempleados, hace que la Ley cuente con los centros ya existentes y trace las líneas ordenadoras
básicas de los nuevos Centros Integrados de Formación Profesional, y, dentro de ellas, los criterios sobre nombramiento
de la dirección de los mismos.

En esta Ley se establece también que a través de centros especializados por sectores productivos se desarrollarán
acciones de innovación y experimentación en materia de formación profesional que se programarán y ejecutarán
mediante convenios de colaboración entre la Administración del Estado y las Comunidades Autónomas, ateniéndose
en todo caso al ámbito de sus respectivas competencias.

Por otra parte, el aprendizaje permanente es un elemento esencial en la sociedad del conocimiento y, para propiciar
el acceso universal y continuo al mismo, la Ley establece que las Administraciones públicas adaptarán las ofertas de
formación, especialmente las dirigidas a grupos con dificultades de inserción laboral, de forma que se prevenga la
exclusión social y que sean motivadores de futuros aprendizajes mediante el reconocimiento de las competencias
obtenidas a través de estas ofertas específicas.

En el marco del Sistema Nacional de Cualificaciones y Formación Profesional se contemplan dos aspectos
fundamentales, la información y la orientación profesional, así como la permanente evaluación del sistema para
garantizar su calidad. Dentro de la orientación se destaca la necesidad de asesorar sobre las oportunidades de acceso
al empleo y sobre las ofertas de formación para facilitar la inserción y reinserción laboral. La evaluación de la calidad
del sistema debe conseguir su adecuación permanente a las necesidades del mercado de trabajo.

Finalmente con esta Ley, que no deroga el actual marco legal de la formación profesional establecido por la Ley
Orgánica 1/1990, de 3 de octubre, de Ordenación General del Sistema Educativo, se pretende conseguir el mejor
aprovechamiento de la experiencia y conocimientos de todos los profesionales en la impartición de las distintas
modalidades de formación profesional y con tal finalidad se posibilita a los funcionarios de los Cuerpos de Profesores
de Enseñanza Secundaria y Profesores Técnicos de Formación Profesional el desempeño de funciones en las diferentes
ofertas de formación profesional reguladas en la presente Ley.

TÍTULO PRELIMINAR

Artículo 1.  Finalidad de la Ley.

1. La presente Ley tiene por objeto la ordenación de un sistema integral de formación profesional, cualificaciones y
acreditación, que responda con eficacia y transparencia a las demandas sociales y económicas a través de las diversas
modalidades formativas.

14

Normativa de ámbito estatal



2. La oferta de formación sostenida con fondos públicos favorecerá la formación a lo largo de toda la vida,
acomodándose a las distintas expectativas y situaciones personales y profesionales.

3. A dicha finalidad se orientarán las acciones formativas programadas y desarrolladas en el marco del Sistema
Nacional de Cualificaciones y Formación Profesional, en coordinación con las políticas activas de empleo y de fomento
de la libre circulación de los trabajadores.

Artículo 2.  Principios del Sistema Nacional de Cualificaciones y Formación Profesional.

1. A los efectos de esta Ley se entiende por Sistema Nacional de Cualificaciones y Formación Profesional el conjunto
de instrumentos y acciones necesarios para promover y desarrollar la integración de las ofertas de la formación
profesional, a través del Catálogo Nacional de Cualificaciones Profesionales, así como la evaluación y acreditación de
las correspondientes competencias profesionales, de forma que se favorezca el desarrollo profesional y social de las
personas y se cubran las necesidades del sistema productivo.

2. Al Sistema Nacional de Cualificaciones y Formación Profesional le corresponde promover y desarrollar la integración
de las ofertas de la formación profesional, a través de un Catálogo Nacional de Cualificaciones Profesionales, así como
la evaluación y acreditación de las correspondientes competencias profesionales.

3. El Sistema Nacional de Cualificaciones y Formación Profesional se rige por los siguientes principios básicos:

a) La formación profesional estará orientada tanto al desarrollo personal y al ejercicio del derecho al trabajo como a
la libre elección de profesión u oficio y a la satisfacción de las necesidades del sistema productivo y del empleo a lo
largo de toda la vida.

b) El acceso, en condiciones de igualdad de todos los ciudadanos, a las diferentes modalidades de la formación
profesional.

c) La participación y cooperación de los agentes sociales con los poderes públicos en las políticas formativas y de
cualificación profesional.

d) La adecuación de la formación y las cualificaciones a los criterios de la Unión Europea, en función de los objetivos
del mercado único y la libre circulación de trabajadores.

e) La participación y cooperación de las diferentes Administraciones públicas en función de sus respectivas
competencias.

f) La promoción del desarrollo económico y la adecuación a las diferentes necesidades territoriales del sistema
productivo.

Artículo 3.  Fines del Sistema Nacional de Cualificaciones y Formación Profesional.

El Sistema Nacional de Cualificaciones y Formación Profesional tiene los siguientes fines:

1. Capacitar para el ejercicio de actividades profesionales, de modo que se puedan satisfacer tanto las necesidades
individuales como las de los sistemas productivos y del empleo.

2. Promover una oferta formativa de calidad, actualizada y adecuada a los distintos destinatarios, de acuerdo con las
necesidades de cualificación del mercado laboral y las expectativas personales de promoción profesional.

3. Proporcionar a los interesados información y orientación adecuadas en materia de formación profesional y
cualificaciones para el empleo.

4. Incorporar a la oferta formativa aquellas acciones de formación que capaciten para el desempeño de actividades
empresariales y por cuenta propia, así como para el fomento de las iniciativas empresariales y del espíritu emprendedor
que contemplará todas las formas de constitución y organización de las empresas ya sean

éstas individuales o colectivas y en especial las de la economía social.

5. Evaluar y acreditar oficialmente la cualificación profesional cualquiera que hubiera sido la forma de su adquisición.

6. Favorecer la inversión pública y privada en la cualificación de los trabajadores y la optimización de los recursos
dedicados a la formación profesional.

Artículo 4.  Instrumentos y acciones del Sistema Nacional de Cualificaciones y Formación Profesional.

1. El Sistema Nacional de Cualificaciones y Formación Profesional está formado por los siguientes instrumentos y
acciones:

a) El Catálogo Nacional de Cualificaciones Profesionales, que ordenará las identificadas en el sistema productivo en
función de las competencias apropiadas para el ejercicio profesional que sean susceptibles de reconocimiento y
acreditación.
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El catálogo, que incluirá el contenido de la formación profesional asociada a cada cualificación, tendrá estructura
modular.

b) Un procedimiento de reconocimiento, evaluación, acreditación y registro de las cualificaciones profesionales.

c) La información y orientación en materia de formación profesional y empleo.

d) La evaluación y mejora de la calidad del Sistema Nacional de Cualificaciones y Formación Profesional que
proporcione la oportuna información sobre el funcionamiento de éste y sobre su adecuación a las necesidades formativas
individuales y a las del sistema productivo.

2. A través de los referidos instrumentos y acciones se promoverá la gestión coordinada de las distintas
Administraciones públicas con competencias en la materia.

Artículo 5.  Regulación y coordinación del Sistema Nacional de Cualificaciones y Formación Profesional.

1. Corresponde a la Administración General del Estado la regulación y la coordinación del Sistema Nacional de
Cualificaciones y Formación Profesional, sin perjuicio de las competencias que corresponden a las Comunidades
Autónomas y de la participación de los agentes sociales.

2. El Consejo General de Formación Profesional, creado por la Ley 1/1986, de 7 de enero, modificada por las Leyes
19/1997, de 9 de junio, y 14/2000, de 29 de diciembre, es el órgano consultivo y de participación institucional de las
Administraciones públicas y los agentes sociales, y de asesoramiento del Gobierno en materia de formación profesional,
sin perjuicio de las competencias que el Consejo Escolar del Estado tiene atribuidas, según los artículos 30 y 32 de la
Ley Orgánica 8/1985, de 3 de julio, reguladora del Derecho a la Educación.

3. El Instituto Nacional de las Cualificaciones, creado por Real Decreto 375/1999, de 5 de marzo, es el órgano técnico
de apoyo al Consejo General de la Formación Profesional responsable de definir, elaborar y mantener actualizado el
Catálogo Nacional de Cualificaciones Profesionales y el correspondiente Catálogo Modular de Formación Profesional.

Artículo 6.  Colaboración de las empresas, de los agentes sociales y otras entidades.

1. Para el desarrollo del Sistema Nacional de Cualificaciones y Formación Profesional se promoverá la necesaria
colaboración de las empresas con las Administraciones públicas, Universidades, Cámaras de Comercio y entidades de
formación. La participación de las empresas podrá realizarse de forma individual o de modo agrupado a través de sus
organizaciones representativas.

2. La participación de las empresas y otras entidades en el Sistema Nacional de Cualificaciones y Formación
Profesional se desarrollará, entre otros, en los ámbitos de la formación del personal docente, la formación de los alumnos
en los centros de trabajo y la realización de otras prácticas profesionales, así como en la orientación profesional y la
participación de profesionales cualificados del sistema productivo en el sistema formativo. Dicha colaboración se
instrumentará mediante los oportunos convenios y acuerdos.

3. Para identificar y actualizar las necesidades de cualificación, así como para su definición y la de la formación
requerida, se establecerán procedimientos de colaboración y consulta con los diferentes sectores productivos y con los
interlocutores sociales.

4. La formación favorecerá la realización de prácticas profesionales de los alumnos en empresas y otras entidades.
Dichas prácticas no tendrán carácter laboral.

TÍTULO I
De las cualificaciones profesionales

Artículo 7.  Catálogo Nacional de Cualificaciones Profesionales.

1. Con la finalidad de facilitar el carácter integrado y la adecuación entre la formación profesional y el mercado laboral,
así como la formación a lo largo de la vida, la movilidad de los trabajadores y la unidad de mercado laboral, se crea el
Catálogo Nacional de Cualificaciones Profesionales, aplicable a todo el territorio nacional, que estará constituido por
las cualificaciones identificadas en el sistema productivo y por la formación asociada a las mismas, que se organizará
en módulos formativos, articulados en un Catálogo Modular de Formación Profesional.

2. El Gobierno, previa consulta al Consejo General de la Formación Profesional, de acuerdo con lo establecido en el
artículo 5.2 de esta Ley, determinará la estructura y el contenido del Catálogo Nacional de Cualificaciones Profesionales
y aprobará las que procedan incluir en el mismo, ordenadas por niveles de cualificación, teniendo en cuenta en todo
caso los criterios de la Unión Europea. Igualmente se garantizará la actualización permanente del catálogo, previa
consulta al Consejo General de la Formación Profesional, de forma que atienda en todo momento los requerimientos
del sistema productivo.



3. Los Ministerios de Educación y de Trabajo e Inmigración adecuarán, respectivamente, los módulos de los títulos
de formación profesional y de los certificados de profesionalidad a las modificaciones de aspectos puntuales de las
cualificaciones y unidades de competencia recogidas en el Catálogo Nacional de Cualificaciones Profesionales
aprobadas, éstas, conjuntamente por los titulares de ambos ministerios, previa consulta al Consejo General de la
Formación Profesional.

4. A los efectos de la presente Ley, se entenderá por:

a) Cualificación profesional: el conjunto de competencias profesionales con significación para el empleo que pueden
ser adquiridas mediante formación modular u otros tipos de formación y a través de la experiencia laboral.

b) Competencia profesional: el conjunto de conocimientos y capacidades que permitan el ejercicio de la actividad
profesional conforme a las exigencias de la producción y el empleo.

Artículo 8.  Reconocimiento, evaluación, acreditación y registro de las cualificaciones profesionales.

1. Los títulos de formación profesional y los certificados de profesionalidad tienen carácter oficial y validez en todo el
territorio nacional, son expedidos por las Administraciones competentes y tendrán los efectos que le correspondan con
arreglo a la normativa de la Unión Europea relativa al sistema general de reconocimiento de la formación profesional
en los Estados miembros de la Unión Europea y demás Estados signatarios del Acuerdo sobre el Espacio Económico
Europeo. Dichos títulos y certificados acreditan las corres pondientes cualificaciones profesionales a quienes los hayan
obtenido, y en su caso, surten los correspondientes efectos académicos según la legislación aplicable.

2. La evaluación y la acreditación de las competencias profesionales adquiridas a través de la experiencia laboral o
de vías no formales de formación, tendrá como referente el Catálogo Nacional de Cualificaciones Profesionales y se
desarrollará siguiendo en todo caso criterios que garanticen la fiabilidad, objetividad y rigor técnico de la evaluación.

3. El reconocimiento de las competencias profesionales así evaluadas, cuando no completen las cualificaciones
recogidas en algún título de formación profesional o certificado de profesionalidad, se realizará a través de una
acreditación parcial acumulable con la finalidad, en su caso, de completar la formación conducente a la obtención del
correspondiente título o certificado.

4. El Gobierno, previa consulta al Consejo General de la Formación Profesional, fijará los requisitos y procedimientos
para la evaluación y acreditación de las competencias, así como los efectos de las mismas.

TÍTULO II
De la formación profesional

Artículo 9.  La formación profesional.

La formación profesional comprende el conjunto de acciones formativas que capacitan para el desempeño cualificado
de las diversas profesiones, el acceso al empleo y la participación activa en la vida social, cultural y económica. Incluye
las enseñanzas propias de la formación profesional inicial, las acciones de inserción y reinserción laboral de los
trabajadores, así como las orientadas a la formación continua en las empresas, que permitan la adquisición y
actualización permanente de las competencias profesionales.

Artículo 10.  Las ofertas de formación profesional.

1. La Administración General del Estado, de conformidad con lo que se establece en el artículo 149.1.30.ª y 7.ª de la
Constitución y previa consulta al Consejo General de la Formación Profesional, determinará los títulos y los certificados
de profesionalidad, que constituirán las ofertas de formación profesional referidas al Catálogo Nacional de Cualificaciones
Profesionales.

Los títulos de formación profesional y los certificados de profesionalidad podrán incluir formaciones complementarias
no asociadas al Catálogo para cumplir con otros objetivos específicos de estas enseñanzas o las recomendaciones de
la Unión Europea.

2. Las Administraciones educativas, en el ámbito de sus competencias, podrán ampliar los contenidos de los
correspondientes títulos de formación profesional.

3. El Gobierno, previa consulta a las Comunidades Autónomas y mediante Real Decreto, podrá crear cursos de
especialización para complementar las competencias de quienes ya dispongan de un título de formación profesional.
La superación de la formación requerida para adquirir las competencias asociadas a una especialización se acreditará
mediante una certificación académica. Cuando la especialización incluya unidades de competencia del Catálogo
Nacional de Cualificaciones Profesionales, dicha certificación académica servirá para la acreditación de las mismas.
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4. Las ofertas públicas de formación profesional favorecerán la utilización de las tecnologías de la información y la
comunicación para extender al máximo la oferta formativa y facilitar el acceso a la misma de todos los ciudadanos
interesados.

5. Las ofertas formativas referidas al Catálogo Nacional de Cualificaciones Profesionales se desarrollarán
considerando las medidas establecidas en el Plan Nacional de Acción para el Empleo.

6. Las Administraciones públicas garantizarán la coordinación de las ofertas de formación profesional para dar
respuesta a las necesidades de cualificación y optimizar el uso de los recursos públicos.

7. Las Administraciones educativas y laborales programarán, con la colaboración de las corporaciones locales y de
los agentes sociales y económicos, la oferta de las enseñanzas de formación profesional.

Esta programación tendrá en cuenta la realidad socioeconómica del territorio de su competencia, las propias
expectativas de los ciudadanos, la demanda de formación, así como las perspectivas de desarrollo económico y social,
con la finalidad de realizar una oferta que responda a las necesidades de cualificación de las personas.

8. Las instituciones y entidades que desarrollen ofertas formativas sostenidas con fondos públicos están obligados a
facilitar a las Administraciones competentes toda la información que sea requerida para el seguimiento, fines estadísticos
y evaluación de las actuaciones desarrolladas. Asimismo, serán de aplicación los procedimientos, métodos y
obligaciones específicas que se derivan de la legislación presupuestaria, de la normativa y financiación europea y del
desarrollo de planes o programas de ámbito nacional y europeo.

9. En el acceso a las diferentes ofertas formativas se tendrán en cuenta las acreditaciones previstas en el artículo 8
de esta Ley.

Artículo 11.  Centros de Formación Profesional.

1. El Gobierno, previa consulta al Consejo General de la Formación Profesional, establecerá los requisitos básicos
que deberán reunir los centros que impartan ofertas de formación profesional conducentes a la obtención de títulos de
formación profesional y certificados de profesionalidad. Las Administraciones, en el ámbito de sus competencias, podrán
establecer los requisitos específicos que habrán de reunir dichos centros.

2. Corresponderá a las Administraciones, en sus respectivos ámbitos competenciales, la creación, autorización,
homologación y gestión de los centros a los que hace referencia el apartado anterior.

3. Se establecerán los mecanismos adecuados para que la formación que reciba financiación pública pueda ofrecerse
por centros o directamente por las empresas, mediante conciertos, convenios, subvenciones u otros procedimientos.

4. Se considerarán Centros Integrados de Formación Profesional aquellos que impartan todas las ofertas formativas
a las que se refiera el artículo 10.1 de la presente Ley.

Las Administraciones, en el ámbito de sus competencias podrán crear y autorizar dichos Centros de Formación
Profesional con las condiciones y requisitos que se establezcan.

5. La dirección de los Centros Integrados de Formación Profesional de titularidad de las Administraciones educativas,
será nombrada mediante el procedimiento de libre designación por la Administración competente, entre funcionarios
públicos docentes, conforme a los principios de mérito, capacidad y publicidad, previa consulta a los órganos colegiados
del centro.

6. Reglamentariamente, el Gobierno y los Consejos de Gobierno de las Comunidades Autónomas, en el ámbito de
sus respectivas competencias, adaptarán la composición y funciones de los Centros Integrados de Formación
Profesional a sus características específicas.

7. La innovación y experimentación en materia de formación profesional se desarrollará a través de una red de centros
de referencia nacional, con implantación en todas las Comunidades Autónomas, especializados en los distintos sectores
productivos. A tales efectos, dichos centros podrán incluir acciones formativas dirigidas a estudiantes, trabajadores
ocupados y desempleados, así como a empresarios y formadores.

La programación y ejecución de las correspondientes actuaciones de carácter innovador, experimental y formativo se
llevará a cabo, en el marco de lo establecido en esta Ley, mediante convenios de colaboración entre la Administración
del Estado y las Comunidades Autónomas, ateniéndose en todo caso al ámbito de sus respectivas competencias.

Artículo 12.  Oferta formativa a grupos con especiales dificultades de integración laboral.

Normativa de ámbito estatal
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1. Con la finalidad de facilitar la integración social y la inclusión de los individuos o grupos desfavorecidos en el
mercado de trabajo, las Administraciones públicas, especialmente la Administración Local, en el ámbito de sus
respectivas competencias, adaptarán las ofertas formativas a las necesidades específicas de los jóvenes con fracaso
escolar, discapacitados, minorías étnicas, parados de larga duración y, en general, personas con riesgo de exclusión
social.

2. Las referidas ofertas deberán favorecer la adquisición de capacidades en un proceso de formación a lo largo de la
vida, y además de incluir módulos asociados al Catálogo Nacional de Cualificaciones Profesionales, con los efectos
previstos en el artículo 8 de esta Ley, podrán incorporar módulos apropiados para la adaptación a las necesidades
específicas del colectivo beneficiario.

3. Los centros de formación profesional podrán ofertar, con la autorización de la administración competente, programas
formativos configurados a partir de módulos incluidos en los títulos de formación profesional o certificados de
profesionalidad que tengan autorizados y que estén asociados a unidades de competencia del Catálogo Nacional de
Cualificaciones Profesionales. Dichos programas podrán incluir también otra formación complementaria no referida al
Catálogo.

4. La superación de estos programas formativos conducirá a la obtención de una certificación expedida por la
administración competente, en las condiciones que se determinen reglamentariamente. Esta certificación acreditará,
además, las unidades de competencia asociadas a los módulos incluidos en el programa formativo.

Artículo 13.  Ofertas formativas no vinculadas al Catálogo Modular de Formación Profesional.

1. Con la finalidad de satisfacer y adecuarse al máximo a las necesidades específicas de formación y cualificación, la
oferta formativa sostenida con fondos públicos tendrá la mayor amplitud y a tal efecto incluirá acciones no asociadas al
Catálogo Nacional de Cualificaciones Profesionales.

2. Las competencias profesionales ofertadas y adquiridas mediante las acciones formativas indicadas en el apartado
anterior, podrán ser acreditadas cuando sean incorporadas al Catálogo de Cualificaciones, de acuerdo con lo previsto
en el artículo 8 de la presente Ley.

TÍTULO III
Información y orientación profesional

Artículo 14.  Finalidad.

En el marco del Sistema Nacional de Cualificaciones y Formación Profesional la información y orientación profesional
tendrá la finalidad de:

1. Informar sobre las oportunidades de acceso al empleo, las posibilidades de adquisición, evaluación y acreditación
de competencias y cualificaciones profesionales y del progreso en las mismas a lo largo de toda la vida.

2. Informar y asesorar sobre las diversas ofertas de formación y los posibles itinerarios formativos para facilitar la
inserción y reinserción laborales, así como la movilidad profesional en el mercado de trabajo.

Artículo 15.  Organización de la información y orientación profesional.

1. En la información y orientación profesional podrán participar, entre otros, los servicios de las Administraciones
educativas y laborales, de la Administración local y de los agentes sociales, correspondiendo a la Administración General
del Estado desarrollar fórmulas de cooperación y coordinación entre todos los entes implicados.

2. A los servicios de información y orientación profesional de las Administraciones públicas les corresponde
proporcionar información al alumnado del sistema educativo, las familias, los trabajadores desempleados y ocupados
y a la sociedad en general.

Asimismo, corresponde a las Administraciones públicas poner a disposición de los interlocutores sociales información
sobre el sistema que pueda servir de referente orientativo en la negociación colectiva, sin perjuicio de la autonomía de
las partes en la misma.

Artículo 15 bis.  Los servicios de información y orientación profesional.

1. El Gobierno, en el ámbito de sus competencias, promoverá el desarrollo de un sistema integrado de información y
orientación profesional, estableciendo una red que asegure, al menos, el asesoramiento de los ciudadanos en relación
con las posibilidades de formación, empleo y el reconocimiento de competencias, que permita la coordinación y busque
la complementariedad de los dispositivos dependientes de las administraciones educativas y laborales, de la
Administración local, de los interlocutores sociales, y de cualquier otro organismo o entidad que preste servicios de
orientación, en tanto que servicio público.
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2. El Gobierno, en cooperación con las Comunidades Autónomas, velará y promoverá actuaciones para que los
servicios públicos de orientación profesional se adecuen a las siguientes directrices:

a) La orientación integral y la calidad de los servicios de orientación, con independencia de la entidad que los preste.

b) La adecuada formación inicial y continua de los profesionales que prestan servicios de orientación.

c) La coordinación entre los servicios de orientación y las políticas de educación, empleo y de inclusión social.

d) La accesibilidad de este servicio a todos los ciudadanos, independientemente de su condición social y profesional
y de su ubicación geográfica, y de acuerdo con el principio de igualdad de oportunidades.

e) La prestación de servicios de atención singularizada a las empresas, especialmente pequeñas y medianas, así
como a trabajadores autónomos, en tanto que recurso que permite optimizar su capital humano y diseñar itinerarios
formativos ajustados a sus necesidades.

3. El Gobierno impulsará la recogida sistemática de datos a nivel nacional sobre el uso del servicio de información y
orientación profesional y la demanda potencial, a fin de ajustar el mapa de estos servicios y elaborará un informe con
recomendaciones y herramientas para mejorar la calidad de la prestación.

4. El Gobierno, desarrollará, con la colaboración de las administraciones de las Comunidades Autónomas, una
plataforma informática integrada de información y orientación, para el asesoramiento de los ciudadanos en relación con
las posibilidades de formación, empleo y el reconocimiento de competencias, que facilite la coordinación y la
complementariedad de los dispositivos dependientes de las administraciones educativas y laborales, de la Administración
local, de los interlocutores sociales, y de cualquier otro organismo o entidad que preste servicios de información y
orientación. Esta plataforma estará vinculada a la Red Europea para el desarrollo de las políticas de orientación
permanente.

5. Los centros integrados de formación profesional y los Centros de Referencia Nacional asumirán la función de
experimentación y difusión de los resultados del modelo mixto de servicio de información y orientación.

TÍTULO IV
Calidad y evaluación del Sistema Nacional de Cualificaciones y Formación Profesional

Artículo 16.  Finalidad.

La evaluación del Sistema Nacional de Cualificaciones y Formación Profesional tendrá la finalidad básica de garantizar
la eficacia de las acciones incluidas en el mismo y su adecuación permanente a las necesidades del mercado de trabajo.

Artículo 17.  Establecimiento y coordinación.

1. Corresponde al Gobierno el establecimiento y coordinación de los procesos de evaluación del Sistema Nacional de
Cualificaciones y Formación Profesional, previa consulta al Consejo General de la Formación Profesional, sin perjuicio
de las competencias atribuidas a las Comunidades Autónomas.

2. Las Administraciones públicas garantizarán, en sus respectivos ámbitos, la calidad de las ofertas formativas y
cooperarán en la definición y desarrollo de los procesos de evaluación del Sistema Nacional de Cualificaciones y
Formación Profesional, de conformidad con lo que se establezca reglamentariamente, debiendo proporcionar los datos
requeridos para la correspondiente evaluación de carácter nacional.

Disposición adicional primera.  Habilitación del profesorado de formación profesional.

1. El profesorado de los Cuerpos de Catedráticos y Profesores de Enseñanza Secundaria, así como el de Profesores
Técnicos de Formación Profesional, sin perjuicio de lo establecido en el artículo 95 de la Ley Orgánica 2/2006 de 3 de
Mayo, de Educación, podrán ejercer sus funciones en los centros de titularidad pública con oferta integrada, impartiendo
todas las modalidades de formación profesional de conformidad con su perfil académico y profesional, y siempre que
reúnan los requisitos para impartir los módulos incluidos en los títulos de formación profesional o en los certificados de
profesionalidad correspondientes. Este profesorado podrá completar la jornada y horario establecidos para su puesto
de trabajo impartiendo acciones formativas de las otras modalidades. Asimismo, podrán ampliar voluntariamente su
dedicación, considerándose de interés público y no sujeta a autorización de compatibilidad.

2. A los efectos previstos en el artículo 3 de la Ley 53/1984, de 26 de diciembre, de Incompatibilidades del Personal
Laboral al Servicio de las Administraciones Públicas, la impartición de la formación, en sus distintos ámbitos, tendrá la
consideración de interés público.

Disposición adicional segunda.  Habilitación de profesionales cualificados.

De acuerdo con las necesidades derivadas de la planificación de la oferta formativa, la formación profesional regulada
en esta Ley podrá ser impartida por profesionales cualificados, cuando no exista profesorado cuyo perfil se corresponda



con la formación asociada a las cualificaciones profesionales, en las condiciones y régimen que determinen las
correspondientes Administraciones competentes.

Disposición adicional tercera.  Áreas prioritarias en las ofertas formativas.

Son áreas prioritarias que se incorporarán a las ofertas formativas financiadas con cargo a recursos públicos las
relativas a tecnologías de la información y la comunicación, idiomas de los países de la Unión Europea, trabajo en
equipo, prevención de riesgos laborales así como aquéllas que se contemplen dentro de las directrices marcadas por
la Unión Europea.

Disposición adicional cuarta.  Equivalencias.

El Gobierno, previa consulta al Consejo General de la Formación Profesional, fijará las equivalencias, convalidaciones,
correspondencias, y los efectos de ellas, entre los títulos de formación profesional y los certificados de profesionalidad
establecidos y los que se creen conforme a lo previsto en la presente Ley.

Disposición adicional quinta.  Red de centros de formación profesional.

1. Las Administraciones Públicas, en el ámbito de sus competencias, consolidarán una red estable de centros de
formación profesional que permita armonizar la oferta y avanzar en la calidad de la misma. Esta red estará constituida
por:

a) Los centros integrados públicos y privados concertados de formación profesional.

b) Los centros públicos y privados concertados del sistema educativo que ofertan formación profesional.

c) Los Centros de Referencia Nacional.

d) Los centros públicos del Sistema Nacional de Empleo.

e) Los centros privados acreditados del Sistema Nacional de Empleo que ofertan formación profesional para el empleo.

2. Las Administraciones educativas y laborales competentes establecerán el procedimiento para que los centros
autorizados para impartir formación profesional del sistema educativo, que reúnan los requisitos necesarios, puedan
impartir también formación profesional para el empleo.

3. En el marco de las correspondientes previsiones presupuestarias, las administraciones competentes y los
interlocutores sociales podrán establecer acuerdos para la concreción de la oferta de formación profesional para el
empleo en los centros indicados en el punto anterior.

4. El funcionamiento de los centros sostenidos con fondos públicos que ofrezcan de forma integrada enseñanzas de
formación profesional del sistema educativo y para el empleo se ajustará, entre otras que puedan establecer las
administraciones educativas, a las siguientes reglas:

a) Disfrutarán de autonomía de organización y de gestión de los recursos humanos y materiales, en los términos que
reglamentariamente se establezcan.

b) Podrán acceder a los recursos presupuestarios destinados a la financiación de las acciones formativas para el
empleo que desarrollen, de conformidad con los mecanismos de cooperación que concierten las administraciones
educativas y laborales.

c) Deberán someter todas las acciones formativas que desarrollen a evaluaciones de calidad, en los términos que
reglamentariamente se establezcan.

5. La regla contemplada en la letra c) del apartado anterior resultará asimismo de aplicación a los centros privados
concertados que ofrezcan de forma integrada enseñanzas de formación profesional del sistema educativo y para el
empleo.

Disposición adicional sexta.  Formación profesional a distancia.

1. La oferta de las enseñanzas de formación profesional podrá flexibilizarse permitiendo la posibilidad de combinar el
estudio y la formación con la actividad laboral u otras responsabilidades, así como con aquellas situaciones personales
que dificulten el estudio y la formación en régimen de enseñanza presencial.

Con este fin, estas enseñanzas podrán ofertarse de forma completa o parcial y desarrollarse en régimen de enseñanza
presencial o a distancia, la combinación de ambas e incluso concentrarse en determinados periodos anualmente.

Las administraciones competentes garantizarán formación complementaria para aquellos alumnos que requieran
apoyo específico, con especial atención al alumnado que presenta necesidades específicas de apoyo educativo
derivadas de su discapacidad.
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2. El Gobierno, en el ámbito de sus competencias y en colaboración con las Comunidades Autónomas, promoverá la
puesta en marcha de una plataforma a distancia en todo el Estado dependiente de las Administraciones Públicas, a
través de la cual se podrán cursar módulos profesionales correspondientes a los distintos ciclos formativos de formación
profesional de grado medio y superior, o módulos formativos de los certificados de profesionalidad.

3. Las administraciones competentes reforzarán la oferta de formación profesional a distancia para permitir la formación
complementaria que requieran las personas que superen un proceso de evaluación y acreditación de competencias
profesionales adquiridas a través de la experiencia laboral, con la finalidad de que puedan obtener un título de formación
profesional o un certificado de profesionalidad.

4. La Administración General del Estado impulsará la generalización de esta oferta educativa a distancia, dando
prioridad a las ofertas relacionadas con los sectores en crecimiento o que estén generando empleo. Para ello elaborará,
en colaboración con las Comunidades Autónomas, los materiales necesarios para esta oferta.

5. Las Administraciones educativas colaborarán para facilitar la interoperabilidad de sus plataformas de enseñanza a
distancia.

Disposición adicional séptima.  Reconocimiento de las competencias profesionales.

1. El Gobierno, de común acuerdo con las Comunidades Autónomas y los interlocutores sociales, dará prioridad a la
evaluación y acreditación de las competencias profesionales relacionadas con:

Los sectores de crecimiento, que estén generando empleo.

Personas desempleadas sin cualificación profesional acreditada.

Sectores en los que exista alguna regulación que obligue a los trabajadores que quieran acceder o mantener el empleo
a poseer una acreditación formal.

2. Las Administraciones Públicas promoverán las acciones educativas y/o formativas necesarias, presenciales o a
distancia, para que las personas que hayan participado en el proceso de evaluación y acreditación de las competencias
profesionales adquiridas a través de la experiencia laboral, puedan cursar los módulos profesionales o formativos
necesarios para completar y conseguir, así, un título de Formación Profesional o un Certificado de profesionalidad.

3. Las administraciones competentes promoverán que los centros públicos y privados concertados ofrezcan programas
específicos de formación dirigidos a las personas que, una vez acreditadas determinadas competencias profesionales,
quieran completar la formación necesaria para obtener un título de formación profesional o un certificado de
profesionalidad, que les prepare y les facilite su inserción laboral.

Disposición final primera.  Título competencial.

1. La presente Ley se dicta al amparo de las disposiciones 1.a, 7.a y 30.a del artículo 149.1 de la Constitución.

2. Al amparo de lo establecido en el artículo 149.1.1.a y 30.a de la Constitución, en lo que se refiere a la regulación
de la formación profesional en el ámbito del Sistema Educativo, es competencia exclusiva del Estado el desarrollo de
los siguientes preceptos:

El apartado 1 del artículo 1, los artículos 2 a 5, los apartados 3 y 4 del artículo 6, los artículos 7 a 9, el apartado 1 del
artículo 10 y el apartado 6 del artículo 11.

La disposición adicional tercera.

Igualmente, al amparo de lo establecido en el artículo 149.1.1.a y 30.a de la Constitución y en lo que se refiere a la
regulación de la formación profesional en el ámbito del Sistema Educativo, son normas básicas de la presente Ley las
siguientes:

Los apartados 2 y 3 del artículo 1, los apartados 1 y 2 del artículo 6, los apartados 2 a 7 del artículo 10, los apartados
1 a 5 y 7 del artículo 11 y los artículos 12 a 17.

Las disposiciones adicionales primera y segunda.

Téngase en cuenta que se declara inconstitucional y nulo el apartado 2, párrafos primero y segundo, por Sentencia
del TC 111/2012, de 24 de mayo. Ref. BOE-A-2012-8319., en cuanto reserva al Estado el desarrollo exclusivo de los
arts. 4.1 b) y c); 5.1; 6.3 y 4; 8.4; 9; y 11.6; y de la disposición adicional tercera.

3. Al amparo de lo establecido en el artículo 149.1.7.a, es competencia exclusiva del Estado el desarrollo de la presente
Ley en todo aquello que no se refiera a la regulación de la formación profesional en el ámbito del Sistema Educativo,
sin perjuicio de su ejecución por los órganos de las Comunidades Autónomas.
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4. Al amparo de lo establecido en el artículo 149.1.1.a, 7.a y 30.a de la Constitución, es competencia exclusiva del
Estado el desarrollo de la disposición adicional cuarta.

Disposición final segunda.  Carácter de Ley Orgánica de la presente Ley.

La presente Ley tiene el carácter de Ley Orgánica, a excepción de los siguientes preceptos: Los apartados 2 y 3 del
artículo 1; el apartado 1 y las letras c) y d) del apartado 3 del artículo 2; el apartado 2 del artículo 4; los artículos 5, 6,
9, 13, 14, 15, 15 bis, 16 y 17; las disposiciones adicionales primera, segunda, tercera y cuarta y las disposiciones finales
primera, tercera y cuarta.

Disposición final tercera.  Habilitación para el desarrollo normativo.

Se habilita al Gobierno a fin de que dicte, previa consulta al Consejo General de Formación Profesional, la normativa
precisa para el desarrollo de la presente Ley en el ámbito de sus competencias.

Disposición final cuarta.  Entrada en vigor.

La presente Ley Orgánica entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el “Boletín Oficial del Estado”.

Por tanto, Mando a todos los españoles, particulares y autoridades, que guarden y hagan guardar esta Ley Orgánica.

Madrid, 19 de junio de 2002.

JUAN CARLOS R.
El Presidente del Gobierno,
JOSÉ MARÍA AZNAR LÓPEZ
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Real Decreto 1558/2005, de 23 de diciembre, por el que se regulan los requisitos
básicos de los Centros integrados de formación profesional.

Ministerio de la Presidencia
«BOE» núm. 312, de 30 de diciembre de 2005

Referencia: BOE-A-2005-21534

TEXTO CONSOLIDADO
Última modificación: 25 de mayo de 2010

La Ley Orgánica 5/2002, de 19 de junio, de las Cualificaciones y de la Formación Profesional, tiene por objeto «la
ordenación de un sistema integral de formación profesional, cualificaciones y acreditación, que responda con eficacia
y transparencia a las demandas sociales y económicas a través de las diversas modalidades formativas».

El artículo 11.1 de la Ley Orgánica 5/2002 habilita al Gobierno para establecer los requisitos básicos que deben reunir
los centros que impartirán ofertas de formación profesional conducentes a la obtención de títulos de formación
profesional y certificados de profesionalidad. Asimismo, el artículo 11.4 prevé la denominación de Centros integrados
para aquellos centros de formación profesional que se caractericen por impartir todas las ofertas formativas a las que
se refiere el artículo 10.1 de la misma. El objetivo de los Centros integrados es desarrollar acciones formativas derivadas
de la integración de las ofertas de formación profesional, dirigidas a la población demandante, jóvenes, trabajadores en
activo ocupados y desempleados, que faciliten el aprendizaje a lo largo de la vida.

La creación de Centros integrados de formación profesional responde a la necesidad de asegurar nueva oferta
integrada que capacite para el desempeño cualificado de las distintas profesiones y sirva de recurso formativo
permanente a la población adulta para mejorar sus condiciones de empleabilidad. El Centro integrado se concibe como
una institución al servicio de los ciudadanos y del sector productivo y debe contribuir a la cualificación y recualificación
de las personas, acomodándose a sus distintas expectativas profesionales. El Centro integrado pretende, asimismo,
atender a las necesidades de cualificación inmediatas y emergentes del sistema productivo, ser un referente orientador
para el sector productivo y formativo de su entorno, facilitar la integración de las ofertas de formación profesional y
rentabilizar los recursos humanos y materiales disponibles.

Para cumplir los fines citados, los Centros integrados de formación profesional deben tener autonomía y flexibilidad
organizativa, versatilidad en la programación de su oferta formativa y capacidad de respuesta formativa a las
necesidades del mundo laboral como consecuencia de los rápidos cambios tecnológicos, organizativos y materiales.

Por último, el artículo 11.4 de la Ley Orgánica 5/2002, de 19 de junio, prevé que las Administraciones públicas, en el
ámbito de su competencia, podrán crear y autorizar dichos Centros integrados de formación profesional con las
condiciones y requisitos que se establezcan. Los fines y funciones de los Centros integrados, las características de su
funcionamiento, las condiciones de su creación y autorización, la definición de sus órganos de gobierno y participación,
así como las condiciones de su gestión y financiación, son aspectos cuya regulación básica aborda la presente norma.

En el proceso de elaboración de este real decreto han sido consultados las comunidades autónomas, el Consejo
General de la Formación Profesional y el Consejo Escolar del Estado.

En su virtud, a propuesta de los Ministros de Educación y Ciencia y de Trabajo y Asuntos Sociales, con la aprobación
previa del Ministro de Administraciones Públicas, de acuerdo con el Consejo de Estado y previa deliberación del Consejo
de Ministros en su reunión de día 23 de diciembre de 2005,

DISPONGO:

Artículo 1.Objeto.
Este real decreto tiene por objeto regular los requisitos básicos de los Centros integrados de formación profesional,
en desarrollo de lo establecido en el artículo 11 de la Ley Orgánica 5/2002, de 19 de junio, de las Cualificaciones y de
la Formación Profesional.

Artículo 2.Definición de Centro integrado de formación profesional.
1. Son Centros integrados de formación profesional aquellos que, reuniendo los requisitos básicos establecidos en

2. Real Decreto 1558/2005,  Regulación  de los Centros Integrados de Formación Profesional.

25



este real decreto, impartan todas las ofertas formativas referidas al Catálogo nacional de cualificaciones profesionales
que conduzcan a títulos de formación profesional y certificados de profesionalidad, en consonancia con lo dispuesto
en los artículos 11.4 y 10.1 de la Ley Orgánica 5/2002, de 19 de junio, de las Cualificaciones y de la Formación Profe-
sional.
2. Los Centros integrados de formación profesional contribuirán a alcanzar los fines del Sistema nacional de las cuali-
ficaciones y formación profesional y dispondrán de una oferta modular y flexible, con alcance a los subsistemas exis-
tentes, para dar respuesta a las necesidades formativas de los sectores productivos, así como a las necesidades
individuales y expectativas personales de promoción profesional. Para ello, estos centros facilitarán la participación
de los agentes sociales más representativos en el ámbito de las comunidades autónomas.
3. Los Centros integrados de formación profesional incluirán en sus acciones formativas las enseñanzas propias de la
formación profesional inicial, las acciones de inserción y reinserción laboral de los trabajadores y las de formación
permanente dirigidas a la población trabajadora ocupada. Las Administraciones públicas garantizarán la coordinación
de las ofertas formativas con objeto de dar respuesta a las necesidades de cualificación de los diferentes colectivos.
4. Además de las ofertas formativas propias de las familias o áreas profesionales que tengan autorizadas, los Centros
integrados incorporarán los servicios de información y orientación profesional, así como, en su caso, de evaluación
de las competencias adquiridas a través de otros aprendizajes no formales y de la experiencia laboral, en el marco
del Sistema nacional de cualificaciones y formación profesional.

Artículo 3.Tipología de Centros integrados de formación profesional.
1. Los Centros integrados de formación profesional podrán ser públicos y privados.
2. Los Centros integrados de formación profesional podrán ser de nueva creación o proceder de la transformación de
centros ya existentes.
3. Los Centros integrados de formación profesional podrán recibir subvenciones y otras ayudas, incluidas las de régi-
men de conciertos educativos, para financiar las acciones formativas y los servicios que presten.
4. En el caso de aquellas acciones de formación profesional que estén cofinanciadas por el Fondo Social Europeo,
los Centros integrados tendrán que aplicar lo establecido en los reglamentos comunitarios que regulan la gestión y
control de estas ayudas y en aquellos que regulan las actividades de información y publicidad que deben llevar a
cabo los Estados miembros en relación con las intervenciones de los fondos estructurales.

Artículo 4.Creación y autorización de Centros integrados.
1. La programación de la oferta integrada de formación profesional se hará desde la consideración de que la forma-
ción a lo largo de la vida es un derecho de las personas que los poderes públicos deben asegurar. Para facilitar el
ejercicio de este derecho las Administraciones competentes organizarán una Red de centros integrados de titularidad
pública.
2. La Administración educativa, para transformar sus centros de formación profesional en Centros integrados, deberá
contar con la autorización de la Administración laboral. Igualmente, la Administración laboral, para transformar sus
Centros en Centros integrados, deberá contar con la autorización de la Administración educativa. En todo caso, los
centros deberán cumplir los requisitos establecidos en la presente norma, así como cuantos otros regulen las Admin-
istraciones competentes en el ejercicio de su capacidad normativa.
3. Las Administraciones educativas, en el ámbito de sus competencias, podrán crear nuevos Centros integrados de
formación profesional de titularidad pública. Así mismo, podrán autorizar nuevos Centros integrados de formación
profesional de titularidad privada. En ambos casos será preceptivo un informe de carácter vinculante de la Adminis-
tración laboral.
4. Las Administraciones laborales, en el ámbito de sus competencias, podrán crear nuevos Centros integrados de for-
mación profesional de titularidad pública. Así mismo, podrán autorizar nuevos Centros integrados de formación profe-
sional de titularidad privada. En ambos casos será preceptivo un informe de carácter vinculante de la Administración
educativa.
5. Las Administraciones educativas y laborales podrán revocar la autorización de los centros como Centros integra-
dos de formación profesional cuando no cumplan los requisitos establecidos en este real decreto.

Artículo 5.Fines de los Centros integrados de formación profesional.
Los Centros integrados de formación profesional contribuirán al desarrollo del Sistema nacional de cualificaciones y
formación profesional y, en consecuencia, tendrán los fines siguientes:
a) La cualificación y recualificación de las personas a lo largo de la vida, mediante el establecimiento de una oferta de
formación profesional modular, flexible, de calidad, adaptada a las demandas de la población y a las necesidades
generadas por el sistema productivo.
b) Cuando proceda, y en el marco del Sistema nacional de cualificaciones y formación profesional, contribuir a la
evaluación y acreditación de las competencias profesionales adquiridas por las personas a través de la experiencia
laboral y de vías no formales de formación, promoviendo así la valoración social del trabajo.
c) La prestación de los servicios de información y orientación profesional a las personas para que tomen las deci-
siones más adecuadas respecto de sus necesidades de formación profesional en relación con el entorno productivo
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en el que se desenvuelven.
d) El establecimiento de un espacio de cooperación entre el sistema de formación profesional y el entorno productivo
sectorial y local para desarrollar y extender una cultura de la formación permanente, contribuyendo a prestigiar la for-
mación profesional.
e) Fomentar la igualdad real y efectiva entre mujeres y hombres.

Artículo 6.Funciones de los Centros integrados.
1. Serán funciones básicas de los Centros integrados de formación profesional:
a) Impartir las ofertas formativas conducentes a títulos de formación profesional y certificados de profesionalidad de la
familia o área profesional que tengan autorizadas y otras ofertas formativas que den respuesta a las demandas de las
personas y del entorno productivo.
b) Desarrollar vínculos con el sistema productivo del entorno (sectorial y comarcal o local), en los ámbitos siguientes:
formación del personal docente, formación de alumnos en centros de trabajo y la realización de otras prácticas profe-
sionales, orientación profesional y participación de profesionales del sistema productivo en la impartición de docencia.
Asimismo, y en este contexto, colaborar en la detección de las necesidades de cualificación y en el desarrollo de la
formación permanente de los trabajadores.
c) Informar y orientar a los usuarios, tanto individual como colectivamente, para facilitar el acceso, la movilidad y el
progreso en los itinerarios formativos y profesionales, en colaboración con los servicios públicos de empleo.
2. Además de las funciones establecidas en el apartado anterior, los centros integrantes de la Red a la que se refiere
el artículo 4 y los Centros integrados privados concertados, que cuenten con autorización administrativa a tales efec-
tos, podrán desarrollar las funciones siguientes:
a) Participar en los procedimientos de evaluación y, en su caso, realizar la propuesta de acreditación oficial de las
competencias profesionales adquiridas por las personas a través de la experiencia laboral o de vías no formales de
formación, de acuerdo con lo que se establezca en desarrollo del artículo 8 de la Ley Orgánica 5/2002, de 19 de
junio, de las Cualificaciones y de la Formación Profesional.
b) Impulsar y desarrollar acciones y proyectos de innovación y desarrollo, en colaboración con las empresas del en-
torno y los interlocutores sociales, y transferir el contenido y valoración de las experiencias desarrolladas al resto de
los centros.
c) Colaborar en la promoción y desarrollo de acciones de formación para los docentes y formadores de los diferentes
subsistemas en el desarrollo permanente de las competencias requeridas en su función, respondiendo a sus necesi-
dades específicas de formación.
d) Colaborar con los Centros de referencia nacional, Observatorios de las profesiones y ocupaciones, Institutos de
cualificaciones y otras entidades en el análisis de la evolución del empleo y de los cambios tecnológicos y organiza-
tivos que se produzcan en el sistema productivo de su entorno.
e) Informar y asesorar a otros centros de formación profesional.
f) Cuantas otras funciones de análoga naturaleza determinen las Administraciones competentes.
3. Para realizar las funciones señaladas en los apartados anteriores, los Centros integrados podrán desarrollar acuer-
dos y convenios con empresas, instituciones y otros organismos y entidades para el aprovechamiento de las in-
fraestructuras y recursos disponibles, que contribuyan a la calidad de la formación y de las demás acciones que se
contemplan en este real decreto.

Artículo 7.Protocolos generales de colaboración.
Los Ministerios de Educación y Ciencia y de Trabajo y Asuntos Sociales y las Administraciones educativas y labo-
rales competentes de las comunidades autónomas podrán establecer protocolos generales para establecer el marco
y la metodología para la colaboración en el desarrollo de las funciones de los Centros integrados, de acuerdo con lo
previsto en el artículo 6 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públi-
cas y del Procedimiento Administrativo Común, modificada por la Ley 4/1999, de 13 de enero.

Artículo 8.Condiciones que deberán reunir los Centros integrados.
1. Los Centros integrados de formación profesional, además de los requisitos establecidos en este real decreto, de-
berán reunir los especificados en los reales decretos que regulen los títulos de formación profesional y los certificados
de profesionalidad correspondientes a las enseñanzas que se impartan en ellos.
2. Los Centros integrados de formación profesional deberán disponer de instalaciones que reúnan las condiciones
higiénicas, acústicas, de habitabilidad, de seguridad y de accesos ordinarios de personas, además de aquellas medi-
das previstas para personas con discapacidad, exigidas por la legislación vigente. Asimismo, deberán disponer de los
espacios adecuados para realizar las actividades de gestión, coordinación y apoyo de las funciones del centro, así
como los aularios, laboratorios y talleres para el desarrollo de las tareas formativas.
3. Las Administraciones competentes podrán autorizar el uso de ciertos espacios e instalaciones singulares, así
como, en su caso, de aquellas instalaciones y equipamientos propios de entornos profesionales que, siendo necesar-
ios para impartir los programas formativos y realizar la evaluación de las competencias, se encuentren ubicados en
un recinto distinto al resto de las instalaciones del centro. Los centros garantizarán que los citados espacios autoriza-
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dos sean de uso preferente para el desarrollo de sus actividades.
Los Centros integrados contarán con el número suficiente de profesores, formadores y expertos profesionales para
poder desarrollar las funciones que tienen asignadas. Dichos profesionales habrán de reunir los requisitos que se es-
tablecen en este real decreto, y aquellos otros que determinen las Administraciones competentes para su contrat-
ación. Asimismo, contarán con suficiente personal de administración y servicios para desarrollar las tareas de gestión
administrativa y los servicios de vigilancia y mantenimiento.

Artículo 9.Autonomía de los Centros integrados.
1. Los Centros integrados dispondrán de autonomía organizativa, pedagógica, de gestión económica y de personal,
de acuerdo con lo que establezca la Administración competente.
2. Los Centros integrados de formación profesional elaborarán un proyecto funcional de centro en el que se es-
tablezca el sistema organizativo, los procedimientos de gestión, los proyectos curriculares de ciclo formativo, las pro-
gramaciones didácticas y el plan de acción tutorial.
3. Para garantizar la calidad de las acciones del proyecto funcional se implantará un sistema de mejora continua en
cada centro, cuyos criterios de calidad e indicadores estén en relación con los objetivos de dicho proyecto y que, al
menos, evalúe el grado de inserción laboral de sus alumnos y usuarios y el nivel de satisfacción de los mismos.
4. Las Administraciones competentes, teniendo en cuenta la naturaleza de las ofertas formativas y de los servicios
que caracterizan a estos centros y las características específicas de los grupos destinatarios, determinarán los plazos
de admisión de alumnos, períodos de matrícula, organización temporal de las ofertas, así como otras cuestiones de
régimen interior que afectan al personal que preste servicios en los mismos. Especialmente, estos centros permitirán
un eficaz acceso de las personas adultas y trabajadoras a las ofertas formativas y servicios, teniendo en cuenta la
disponibilidad de tiempo de los usuarios.

Artículo 10.Planificación, gestión y financiación de los Centros integrados.
1. Las Administraciones educativas y laborales del Estado y de las comunidades autónomas, en su ámbito competen-
cial, en colaboración con las organizaciones empresariales y sindicales más representativas, establecerán un modelo
de planificación común, de carácter anual o plurianual, para la red de centros integrados de su ámbito territorial.
2. El modelo de planificación adoptado contemplará las características del mercado de trabajo territorial y sectorial,
así como aquellas directrices anuales contempladas en los Planes nacionales de acción para el empleo que sean de
aplicación al ámbito de actuación correspondiente.
3. Para la financiación de la planificación común, las Administraciones competentes tendrán en cuenta la normativa
reguladora de las distintas acciones formativas consideradas en el mismo. No se admitirá la concurrencia de subven-
ciones, conciertos o convenios para financiar una misma acción formativa o servicio y, en cualquier caso, los Centros
que desarrollen ofertas formativas sostenidas con fondos públicos estarán sujetos a las obligaciones específicas que
se deriven de la legislación presupuestaria y de las previstas en la Ley 38/2003, General de Subvenciones.
4. Las Administraciones competentes autorizarán el desarrollo del proyecto funcional de centro que incluirá, al
menos, los objetivos, prioridades y otros aspectos de las actuaciones, de acuerdo con la planificación realizada.
5. Las Administraciones competentes podrán delegar en los órganos de gobierno de los Centros integrados de titular-
idad pública la contratación de expertos, la adquisición de bienes, contratación de obras, servicios y otros sumin-
istros, con los límites que en la normativa correspondiente se establezcan, y asimismo, podrán regular el
procedimiento que permita obtener recursos complementarios mediante la oferta de servicios.
6. Los recursos a los que se refiere el apartado anterior se incorporarán al presupuesto de los centros, de acuerdo
con lo que dichas Administraciones establezcan.
7. Las Administraciones competentes velarán para que las actuaciones contempladas en los proyectos funcionales
de cada centro se adecuen a los fines y funciones de los mismos.
8. Los Centros integrados de formación profesional estarán obligados a informar al público sobre la naturaleza de las
distintas ofertas impartidas en ellos.

Artículo 11.Ejercicio de la función inspectora.
Corresponde a las Administraciones educativa y laboral, cada una en el ámbito de sus respectivas competencias, la
inspección de los Centros integrados de formación profesional.

Artículo 12.Órganos de gobierno, participación y coordinación.
1. La estructura de órganos de gobierno, participación y coordinación de los Centros integrados de formación profe-
sional se atendrá a lo que este real decreto dispone y a lo que dispongan los consejos de gobierno de las comu-
nidades autónomas, en el ámbito de sus competencias, de acuerdo con lo previsto en el artículo 11.6 de la Ley
Orgánica 5/2002, de 19 de junio, de las Cualificaciones y de la Formación Profesional.
2. En todo caso, serán órganos de gobierno y participación de los Centros integrados de formación profesional los
siguientes:
a) Órganos unipersonales de gobierno: Director; Jefe de Estudios, Secretario o equivalentes; cuantos otros determi-
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nen las Administraciones competentes. Estos órganos de gobierno constituirán el equipo directivo del centro.
b) Órganos colegiados de participación: Consejo Social; Claustro de profesores o equivalente y aquellos otros que
determinen las Administraciones competentes.
3. Los Centros integrados contarán con los órganos de coordinación necesarios para garantizar las siguientes fun-
ciones: la formación integrada y de calidad, la información y la orientación profesional, el reconocimiento y evaluación
de competencias profesionales y las relaciones con las empresas.

Artículo 13.Nombramiento y funciones del Director.
1. La dirección de los Centros integrados de titularidad pública será provista por el procedimiento de libre desi-
gnación. En el caso de los Centros integrados de titularidad de las Administraciones educativas el nombramiento se
efectuará entre funcionarios públicos docentes, conforme a los principios de mérito, capacidad y publicidad y previa
consulta a los órganos colegiados del centro.
2. El Director del Centro integrado tendrá las funciones siguientes:
a) Dirigir y coordinar las actividades del centro y ostentar su representación.
b) Proponer a la Administración competente el nombramiento y, en su caso, el cese de los órganos unipersonales de
gobierno, una vez oídos los órganos colegiados respectivos.
c) Dirigir y coordinar el proyecto funcional de centro, evaluar su grado de cumplimiento y promover planes de mejora.
d) Ejercer la jefatura de todo el personal adscrito al centro, fijar y aplicar la política de recursos humanos y adoptar las
resoluciones disciplinarias que correspondan de acuerdo con las normas aplicables.
e) Fomentar y facilitar la suscripción de acuerdos y convenios de colaboración, previa aprobación del Consejo Social,
con empresas, entidades y otras Administraciones para impartir la formación integrada y velar por su adecuado
cumplimiento.
f) Elaborar y ejecutar el presupuesto, autorizando los ingresos y gastos, ordenar los pagos y visar las certificaciones y
documentos oficiales del centro.
g) Contratar, en su caso, los recursos humanos necesarios para desarrollar las acciones formativas y otros servicios
programados.
h) Favorecer acciones de formación para el personal docente y formador.
i) Justificar la gestión económica del centro ante las Administraciones correspondientes.
j) Cualesquiera otras que les sean encomendadas por la Administración competente.

Artículo 14.Órganos colegiados de participación.
1. El Consejo Social es el órgano de participación de la sociedad en los Centros integrados de formación profesional.
2. El Consejo Social estará compuesto por un máximo de 12 miembros de acuerdo con la siguiente distribución:
a) Un número de representantes de la Administración, que no podrá ser inferior a un tercio del total de los compo-
nentes del Consejo. Entre ellos figurará el Director del centro, que será Presidente del Consejo.
b) Un número de representantes del centro, que no podrá ser inferior a un tercio del total de los componentes del
Consejo.
c) Un número paritario de representantes de las organizaciones empresariales y sindicales más representativas en
los términos que ellas mismas determinen, que no podrá ser inferior a un tercio del total de los componentes del Con-
sejo.
d) El Secretario del centro, que actuará como Secretario del Consejo, con voz y sin voto.
3. Las funciones del Consejo Social serán las siguientes:
a) Establecer las directrices para elaborar el proyecto funcional de centro y aprobar dicho proyecto.
b) Aprobar el presupuesto y el balance anual.
c) Realizar el seguimiento de las actividades del centro, asegurando la calidad y el rendimiento de los servicios.
d) Emitir informe con carácter previo al nombramiento del Director del centro.
4. El Claustro de profesores o su equivalente es el órgano de participación del profesorado en la actividad del centro.
5. El Claustro de profesores tendrá las siguientes competencias:
a) Formular al equipo directivo y al Consejo Social propuestas para la elaboración del proyecto funcional de centro.
b) Promover iniciativas en el ámbito de la experimentación y de la innovación pedagógica y en la formación del profe-
sorado del centro.
c) Participar en la elaboración de los planes de mejora de calidad del centro.
d) Cualesquiera otras que le sean atribuidas por la Administración competente.

Artículo 15.Profesorado.
1. Para ejercer la docencia en los Centros integrados de formación profesional será necesario cumplir los requisitos
generales de titulación así como los que al efecto se establezcan en las normas que aprueben los títulos de forma-
ción profesional y los certificados de profesionalidad.
2. En los centros de titularidad pública dependientes de las Administraciones educativas y laborales podrán ejercer la
docencia los funcionarios de los Cuerpos de Catedráticos de Enseñanza Secundaria, Profesores de Enseñanza Se-
cundaria y Profesores Técnicos de Formación Profesional de acuerdo con las especialidades previstas en las normas
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que aprueben los títulos de formación profesional. Asimismo podrán ejercer docencia los funcionarios pertenecientes
a la Escala Media de Formación Ocupacional de la Administración Laboral cuando reúnan los requisitos específicos
dispuestos en los certificados de profesionalidad.
3. Podrán ser contratados, como expertos, profesionales cualificados para impartir aquellas enseñanzas que por su
naturaleza lo requieran, en las condiciones y régimen que determinen las Administraciones competentes.
4. El personal que preste sus servicios en centros de titularidad pública estará sujeto al régimen de incompatibili-
dades previsto en la Ley 53/1984, de 26 de diciembre, de Incompatibilidades del Personal al Servicio de las Adminis-
traciones Públicas, y a lo que se derive de la consideración como de interés público que a los efectos previstos en el
artículo 3 de la citada Ley tiene la impartición de la formación en estos centros.

Artículo 16.Personal que desarrolla las funciones de información y orientación profesional.
En los Centros integrados públicos podrán ejercer la función de información y orientación profesional, en función de
sus titulaciones y formación específica, tanto el personal de los Cuerpos de Catedráticos de Enseñanza Secundaria,
Profesores de Enseñanza Secundaria y Profesores Técnicos de Formación Profesional dependientes de las Adminis-
traciones educativas, como el dependiente de los servicios públicos de empleo, en los términos que se establezca
reglamentariamente.

Artículo 17.Personal que desarrolla las funciones de aplicación de los procedimientos de evaluación de las compe-
tencias profesionales.
En los Centros integrados públicos y en los Centros integrados privados concertados autorizados al efecto, las fun-
ciones y los requisitos del personal que realice las funciones relativas a los procedimientos de evaluación de las com-
petencias profesionales se ajustarán a lo que establezca el desarrollo normativo del artículo 8 de la Ley Orgánica
5/2002, de 19 de junio, de las Cualificaciones y de la Formación Profesional.

Disposición adicional única.Régimen aplicable a los centros privados.
Será de aplicación a los Centros integrados de titularidad privada lo establecido en los artículos 1, 2, 3, 4.2, 4.3, 4.4,
4.5, 5, 6.1, 6.3, 7, 8, 11, y 15.1. Además, los Centros integrados privados que tengan régimen de concierto educativo
se ajustarán a lo establecido en los artículos 9 y 10 y dispondrán de los órganos de gobierno y de participación que
se establecen en los artículos 12, 13 y 14.

Disposición transitoria primera.Autorización de determinados centros existentes como Centros integrados de for-
mación profesional.
En los cinco años siguientes a la entrada en vigor de la presente norma, las Administraciones competentes podrán
autorizar como Centros integrados de formación profesional a aquellos que, además de ofrecer las enseñanzas de
los tres subsistemas en las condiciones previstas en este real decreto, ofrezcan enseñanzas de bachillerato, siempre
que éstas últimas no representen más de un tercio del alumnado total del centro.

Disposición transitoria segunda.Vigencia de las ofertas actuales.
Las ofertas educativas y formativas en los Centros integrados serán las actualmente en vigor hasta la sustitución de
los títulos de formación profesional y certificados de profesionalidad actuales por los correspondientes títulos y certifi-
cados de profesionalidad que se regulen a partir del Catálogo nacional de cualificaciones profesionales.

Disposición final primera.Título competencial.
Este real decreto tiene carácter de norma básica, es de aplicación en todo el territorio nacional y se dicta en virtud de
las competencias que atribuye al Estado el artículo 149.1, 1.ª, 7.ª y 30.ª de la Constitución y al amparo de la disposi-
ción final primera.2 y 3 de la Ley Orgánica 5/2002, de 19 de junio, de las Cualificaciones y de la Formación Profe-
sional, y de la habilitación que confiere al Gobierno el artículo 11.1 y 11.4 y la disposición final tercera de la citada Ley
Orgánica 5/2002, 19 de junio.

Disposición final segunda.Normativa de aplicación supletoria.
En lo no regulado en esta norma, serán de aplicación las normas específicas que regulan cada una de las ofertas for-
mativas.

Disposición final tercera.Normas de desarrollo.
Los Ministros de Educación y Ciencia y de Trabajo y Asuntos Sociales dictarán las normas de desarrollo de este real
decreto en el ámbito de sus respectivas competencias.
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Disposición final cuarta.Entrada en vigor.
El presente real decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado».

Dado en Madrid, el 23 de diciembre de 2005.
JUAN CARLOS R.
La Vicepresidenta Primera del Gobierno y Ministra de la Presidencia,
MARÍA TERESA FERNÁNDEZ DE LA VEGA SANZ

2. Real Decreto 1558/2005,  Regulación  de los Centros Integrados de Formación Profesional.

31





MINISTERIO DE LA PRESIDENCIA 

3526 REAL DECRETO 229/2008, de 15 de febrero, por el que se regulan los 

Centros de Referencia Nacional en el ámbito de la formación profe sional.

El Consejo Europeo de Lisboa de 2000, destacó el conocimiento y la innovación como los motores del pro greso
económico, incluyendo el crecimiento del empleo. En esta línea, se ha defendido la educación y el capital humano como
factores básicos para el crecimiento eco nómico y se establece como objetivo primordial de los países de la Unión
Europea la necesidad de mejorar la calidad, la equidad y la eficacia de los sistemas de educa ción y formación. 

La Ley Orgánica 5/2002, de 19 de junio, de las Cualifi caciones y de la Formación Profesional, tiene por objeto «la
ordenación de un sistema integral de formación profe sional, cualificaciones y acreditación, que responda con eficacia
y transparencia a las demandas sociales y eco nómicas a través de las diversas modalidades formativas». 

El artículo 11 de la Ley Orgánica 5/2002 regula los cen tros de formación profesional y en su apartado 1 habilita al
Gobierno para establecer los requisitos básicos que deben reunir los centros que impartirán ofertas de forma ción
profesional conducentes a la obtención de títulos de formación profesional y certificados de profesionalidad. Asimismo,
el mismo artículo 11, en su apartado 7, esta blece que «la innovación y experimentación en materia de formación
profesional se desarrollará a través de una Red de Centros de Referencia Nacional, con implantación en todas las
comunidades autónomas, especializados en los distintos sectores productivos. A tales efectos, dichos centros podrán
incluir acciones formativas dirigidas a estudiantes, trabajadores ocupados y desempleados, así como a empresarios y
formadores». 

El Centro de Referencia Nacional, que se concibe como una institución al servicio de los sistemas de forma ción
profesional, debe facilitar una formación profesional más competitiva y responder a los cambios en la demanda de
cualificación de los sectores productivos. Su trabajo debe ser, por lo tanto, un referente orientador para el sec tor
productivo y formativo. 

Así, los Centros de Referencia Nacional se distinguen por programar y ejecutar actuaciones de carácter innova dor,
experimental y formativo en materia de formación profesional, de modo que sirvan de referente al conjunto del Sistema
Nacional de Cualificaciones y Formación Pro fesional para el desarrollo de la formación profesional. Estarán organizados
en una Red de Centros de Referencia Nacional de formación profesional. 

La Red de Centros de Referencia Nacional en el ámbito de la formación profesional asegurará la participación de
todas las comunidades autónomas y estará organizada por las familias profesionales establecidas en el Real Decreto
1128/2003, de 5 de septiembre, por el que se regula el Catálogo Nacional de Cualificaciones Profesio nales, modificado
por el Real Decreto 1416/2005, de 25 de noviembre. 

Las actuaciones de estos centros se llevarán a cabo, en el marco legislativo del Sistema Nacional de Cualifica ciones
y Formación Profesional, mediante convenios de colaboración entre la Administración General del Estado y las
comunidades autónomas, y se atendrán, en todo caso, al ámbito de sus respectivas competencias. Las competencias
de ejecución en esta materia corresponden a las comunidades autónomas. La Administración Gene ral del Estado
ejercerá las funciones ejecutivas en el ámbito de la innovación y experimentación en materia de formación profesional
en aquellos supuestos en los que la legislación vigente se las haya reservado o en relación con los Centros de Referencia
Nacional de titularidad estatal. 

Los fines y funciones de los Centros de Referencia Nacional en el ámbito de la formación profesional, las
características de su funcionamiento, las condiciones de su creación y autorización, la definición de sus órganos de
gobierno y participación, así como las condiciones de su gestión y financiación, son aspectos cuya regulación básica
aborda la presente norma. 

En el proceso de elaboración de este real decreto han sido consultadas las comunidades autónomas y las orga -
nizaciones empresariales y sindicales y ha emitido informe el Consejo General de la Formación Profesional y el Consejo
Escolar del Estado. 

En su virtud, a propuesta conjunta del Ministro de Trabajo y Asuntos Sociales y de la Ministra de Educación y Ciencia,
previa aprobación de la Ministra de Administra ciones Públicas, de acuerdo con el Consejo de Estado y previa
deliberación del Consejo de Ministros en su reunión del día 15 de febrero de 2008, 
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DISPONGO:

Artículo 1. Objeto y ámbito de aplicación. 

El presente real decreto tiene por objeto desarro llar, de conformidad con lo previsto en la Ley Orgáni ca 5/2002, de 19
de junio, de las Cualificaciones y de la Formación Profesional, la regulación de los Centros de Referencia Nacional en
el ámbito de la formación profe sional y de la Red de Centros de Referencia Nacional. 

La colaboración entre la Administración General del Estado y la Administración autonómica, para todo lo previsto en
este real decreto, se articulará a través de con venios de colaboración. 

Artículo 2. Definición. 

Serán considerados Centros de Referencia Nacio nal aquellos centros públicos que, reuniendo las condicio nes
establecidas en el presente real decreto, realicen acciones de innovación y experimentación en materia de formación
profesional, especializados en los diferentes sectores productivos, a través de las familias profesio nales reguladas en
el Real Decreto 1128/2003, de 5 de septiembre, por el que se regula el Catálogo Nacional de Cualificaciones
Profesionales, modificado por Real Decreto 1416/2005, de 25 de noviembre, sin perjuicio de las competencias en materia
de innovación y experimen tación que tengan otras Administraciones públicas. 

Estos Centros servirán de referencia, a nivel estatal, en el ámbito de la familia profesional asignada y a través del
ejercicio de las funciones previstas en el artículo 4, al con junto del Sistema de Cualificaciones y Formación Profesio nal
y a los distintos sectores productivos. 

Los Centros de Referencia Nacional podrán incluir acciones formativas dirigidas a estudiantes, trabajadores ocupados
y desempleados, así como a empresarios, for madores y profesores, relacionadas con la innovación y la experimentación
en formación profesional, vinculadas al Catálogo Nacional de Cualificaciones Profesionales. 

Artículo 3. Fines. 

Los fines de los Centros de Referencia Nacional, en el ámbito de la familia profesional en el que desarrollen su
actividad, son: 

a) Observar la evolución y las necesidades de cualifi cación del sistema productivo, y contribuir a la actualiza ción y
desarrollo de la formación profesional para adap tarla a dichas necesidades. 

b) Aplicar y experimentar proyectos de innovación en materia de formación profesional en lo referido a la impartición
de acciones formativas, información y orien tación profesional, evaluación y acreditación de compe tencias profesionales
y otras con valor para el Sistema Nacional de Cualificaciones y Formación Profesional. 

c) Servir de enlace entre las instituciones de forma ción e innovación y los sectores productivos, promo viendo la
comunicación y difusión del conocimiento en el ámbito de la formación profesional. 

d) Proporcionar al Sistema Nacional de Cualificacio nes y Formación Profesional la información que requiera para su
funcionamiento y mejora. 

Artículo 4. Funciones.

Las funciones de los Centros de Referencia Nacional, en el ámbito de la familia profesional asignada, son: 

Observar y analizar, a nivel estatal, la evolución de los sectores productivos, para adecuar la oferta de forma ción a
las necesidades del mercado de trabajo. 

Colaborar con el Instituto Nacional de las Cualifi caciones en la actualización del Catálogo Nacional de las
Cualificaciones Profesionales. 

Experimentar acciones de innovación formativa vinculadas al Catálogo Nacional de Cualificaciones Profe sionales
para validar su adecuación y, en su caso, elabo rar contenidos, metodologías y materiales didácticos para proponer su
actualización. 

Colaborar y, en su caso, realizar estudios necesa rios para elaborar certificados de profesionalidad, así como participar
en la realización, custodia, manteni miento y actualización de sus pruebas de evaluación. 

Estudiar la idoneidad de instalaciones, equipa mientos y medios didácticos, desarrollar técnicas de orga nización y
gestión de la formación y proponer la aplica ción de criterios, indicadores y dispositivos de calidad para centros y
entidades de formación. 

Normativa de ámbito estatal
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Colaborar con las organizaciones empresariales y sindicales más representativas, así como con las Comi siones
Paritarias constituidas al amparo de la negociación colectiva sectorial de ámbito estatal. 

Establecer vínculos de colaboración, incluyendo la gestión de redes virtuales, con institutos y agencias de
cualificaciones autonómicos, universidades, centros tec nológicos y de investigación, Centros Integrados de For mación
Profesional, empresas, y otras entidades, para fomentar la investigación, innovación y desarrollo de la formación
profesional, así como para observar y analizar la evolución de las bases científicas y tecnológicas rela cionadas con los
procesos de formación o con el sector de referencia. 

Participar en programas e iniciativas internaciona les en su ámbito de actuación. 

Contribuir al diseño y desarrollo de planes de per feccionamiento técnico y metodológico dirigidos al per sonal docente
o formador, expertos y orientadores profe sionales, así como a evaluadores que intervengan en procesos de
reconocimiento de competencias profesio nales. 

Colaborar en el procedimiento de evaluación y acreditación de las competencias profesionales, de acuerdo con el
desarrollo del artículo 8 de la Ley Orgáni ca 5/2002, de 19 de junio, de las Cualificaciones y de la Formación Profesional. 

Realizar cuantas otras funciones análogas les sean asignadas relacionadas con los fines descritos. 

Artículo 5. Creación, calificación y titularidad. 

1. La Red de Centros de Referencia Nacional será única y coordinada por la Administración General del Estado, con
la colaboración de las comunidades autóno mas y las organizaciones empresariales y sindicales más representativas
que se articulará a través del Consejo General de la Formación Profesional. 

2. La Red de Centros de Referencia Nacional dará cobertura a todas las familias profesionales en las que se estructura
el Catálogo Nacional de Cualificaciones Profe sionales, abarcando a todos los sectores productivos. 

3. Existirá, al menos, un Centro de Referencia Nacio nal en cada comunidad autónoma. También, en su caso, podrán
existir Centros de Referencia Nacional en la Ciu dad de Ceuta y en la Ciudad de Melilla. 

4. La creación de los Centros de Referencia Nacio nal o la calificación de los ya existentes, en el ámbito del Sistema
Nacional de las Cualificaciones y la Forma ción Profesional, se realizará por convenio de colabora ción con la comunidad
autónoma en la que vayan a estar o estén ubicados, previo informe del Consejo General de la Formación Profesional,
y revestirá la forma de real decreto a propuesta de los Ministros de Trabajo y Asuntos Sociales y Educación y Ciencia.
Excepcionalmente y siempre que la falta de convenio supusiese que una de las familias profesionales en las que se
estructura el Catálogo Nacional de las Cualifica ciones Profesionales, o subsector productivo o área profesional de la
misma, careciese de Centros de Refe rencia Nacional, la Administración General del Estado, previo informe del Consejo
General de la Formación Profesional, podrá proceder a su creación mediante real decreto. En el supuesto de que se
califique más de un Centro de Referencia Nacional para una misma familia profe sional, cada uno estará especializado
en un subsector productivo o área profesional de la correspondiente familia profesional, y sus actuaciones serán
coordina das por la Administración General del Estado, a través de las Comisiones de Coordinación que a estos efectos
se designen en el Plan de Actuación de la Red de Cen tros de Referencia Nacional y en los planes de trabajo de cada
Centro. En todo caso, dichas Comisiones, que estarán presididas por la Administración General del Estado, contarán
con representantes de las comunida des autónomas en las que estén ubicados los Centros y de las organizaciones
empresariales y sindicales más representativas. 

5. La titularidad de estos Centros será de la Adminis tración autonómica o, en su caso, de la Administración General
del Estado. 

6. En la consecución de los objetivos de cada Centro de Referencia Nacional podrán colaborar, como entidades
asociadas al mismo, centros integrados, institutos o enti dades de innovación educativa y entidades relacionadas con la
innovación tecnológica del sector. 

7. Con una periodicidad de cuatro años, y teniendo en cuenta las evaluaciones anuales de las actuaciones de estos
centros podrá revocarse, previo informe favorable del Consejo General de la Formación Profesional, la con dición de los
Centros de Referencia Nacional. 

Artículo 6. Condiciones. 

Los Centros de Referencia Nacional deberán reunir las condiciones que se determinan en esta norma, así como las
establecidas en la normativa de carácter general que les afecte. 

Los Centros de Referencia Nacional deberán dis poner de instalaciones adecuadas que reúnan las condi 



ciones exigidas por la legislación vigente, de equipamien tos y de espacios, vinculados con la familia profesional o
área profesional que tengan asignada, a efectos de que puedan realizar las funciones descritas en el artículo 4 de la
presente norma. 

Los convenios de colaboración, correspondientes a la creación o calificación de los Centros de Referencia Nacional,
establecerán los requisitos básicos que deben reunir para el cumplimiento de sus funciones y finalida des. 

Para llevar a cabo las diferentes actuaciones que se encomienden a los Centros de Referencia Nacional, la
Administración pública titular del Centro podrá autorizar el uso de ciertos espacios e instalaciones singulares, así como,
en su caso, aquellas instalaciones y equipamientos propios de entornos profesionales que, siendo necesarios para
llevar a cabo las acciones de innovación y experi mentación, se encuentren ubicados en un recinto distinto de las
instalaciones del centro, siempre que sean adecua dos y se acredite documentalmente que se tiene conce dida la
autorización para su uso preferente durante el tiempo en que tengan lugar las actividades correspon dientes. 

De igual forma y siguiendo los procedimientos correspondientes de acuerdo a la normativa de la Admi nistración pública
titular del Centro, en su caso, los Cen tros de Referencia Nacional podrán establecer acuerdos de colaboración con
entidades, organismos o empresas del sector productivo de referencia, para que las instala ciones, aulas y equipamientos
de los mismos puedan ser utilizados por los trabajadores en la realización de accio nes formativas. 

Los Centros de Referencia Nacional deberán incorporar procedimientos e indicadores de calidad, de acuerdo con los
establecidos en el Plan de Actuación plu rianual. 

Artículo 7. Funcionamiento. 

Los Ministerios de Trabajo y Asuntos Sociales y de Educación y Ciencia elaborarán un Plan de Actuación plu rianual,
de carácter estatal, para el desarrollo de las fun ciones de los Centros de Referencia Nacional en colabora ción con las
comunidades autónomas y las organizaciones empresariales y sindicales más representativas. Dicha colaboración se
articulará a través del Consejo General de la Formación Profesional. 

El Plan de Actuación establecerá los objetivos prioritarios, los procedimientos y mecanismos de coordi nación,
seguimiento y evaluación de la Red, así como las Comisiones de Coordinación correspondientes. 

En función del Plan de Actuación, la Administración General del Estado, en colaboración con las comunidades
autónomas, establecerá los criterios de distribución pre supuestaria para la ejecución del mismo. 

Asimismo, incluirá los procedimientos e indicadores de calidad que permitan evaluar el cumplimiento de los fines y
objetivos de los Centros. 

Cada uno de los Centros de Referencia Nacio nal elaborará un Plan de Trabajo anual, a partir de la propuesta del
Consejo Social del Centro, que será reflejado en un convenio de colaboración entre la Administración General del Estado
y la Administración autonómica. 

El Plan de Trabajo incorporará las acciones a reali zar en función del Plan de Actuación y su aplicación con creta al
sector productivo correspondiente y a las funcio nes establecidas en este real decreto. Asimismo, en el Plan de Trabajo
se establecerán las acciones a ejecutar por las entidades asociadas a las que se hace mención en el artículo 5.6 de la
presente norma. 

El Plan de Trabajo deberá contener los mecanismos e indicadores necesarios que permitan realizar el segui miento
del mismo, así como evaluar su cumplimiento y ejecución. 

En el desarrollo y ejecución del Plan de Trabajo, los Centros dispondrán de autonomía organizativa, peda gógica y de
gestión económica, de acuerdo con lo esta blecido en la normativa propia de cada Administración competente. 

Las comunidades autónomas podrán desarrollar, en los Centros de Referencia Nacional de los que sean titulares,
cuantas otras actividades consideren adecua das, siempre que sean compatibles con el desarrollo de los fines y las
funciones que tienen asignados. Estas acti vidades serán financiadas con cargo a sus propios pre supuestos de gasto y
no estarán incluidas en el Plan de Trabajo. 

Sin perjuicio del ejercicio de la función inspectora de los centros que corresponde a las Administraciones públicas
competentes, la Administración General del Estado y la comunidad autónoma correspondiente eva luarán y revisarán
anualmente el cumplimiento del Plan de Trabajo de cada Centro, así como los requisitos y fun ciones para mantener la
calificación como Centro de Refe rencia Nacional. 

Normativa de ámbito estatal
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Artículo 8. Financiación. 

1. La Administración General del Estado garantizará los recursos económicos suficientes para el desempeño de las
funciones asignadas a los Centros de Referencia Nacional y de las actividades establecidas en el Plan de Actuación
plurianual. Asimismo, facilitará, en su caso, las inversiones requeridas para la actualización de los equi pamientos que
se consideren necesarios para su ade cuado funcionamiento. No obstante, los convenios de colaboración entre la
Administración General del Estado y las comunidades autónomas respectivas podrán contener compromisos de estas
últimas para la financiación de los Centros de los que sean titulares. 

2. Las Administraciones competentes podrán regular el procedimiento que permita a los Centros de Referencia
Nacional obtener recursos complementarios mediante la oferta de servicios, de acuerdo con su normativa presu -
puestaria. 

Artículo 9. Organización. 

Los Centros de Referencia Nacional, en el ámbito de la familia profesional asignada, contarán con el per sonal
necesario para realizar las acciones de innova ción, experimentación y formación. Además de la Dirección y de la
Secretaría del Centro, contarán con Departamentos o Unidades con contenido propio, rela tivas a la observación e
investigación, al desarrollo, innovación, experimentación y formación y, finalmente, a la acreditación y el reconocimiento
de cualificaciones profesionales. Todo ello en los términos y con los con tenidos que se determinen en el correspondiente
con venio de colaboración. 

El nombramiento de la Dirección del Centro corresponderá a la Administración pública titular del mismo, de acuerdo
con lo que establezcan sus normas de organización, una vez oído su Consejo Social. 

Los Centros de Referencia Nacional contarán con un Consejo Social u órgano de participación social. El Consejo
Social es el órgano de planificación y participa ción del sector productivo en dichos Centros y será presi dido por la
Administración titular de los mismos. 

El Consejo Social estará compuesto por representan tes de la Administración General del Estado, de las
Administraciones autonómicas y de las organizaciones empre sariales y sindicales más representativas. La mitad de los
mismos se designarán paritariamente por las organiza ciones empresariales y sindicales más representativas. De la otra
mitad, existirá una representación paritaria de la Administración del Estado y de la Administración auto nómica. 

En todo caso será miembro del Consejo Social el Director del Centro, y el Secretario del Centro asistirá a las reuniones
del mismo, con voz pero sin voto. 

El Consejo Social tendrá, al menos, las funciones de proponer las directrices plurianuales y el Plan de Trabajo del
Centro; informar la propuesta de presupuesto y el balance anual y la de nombramiento del Director del Cen tro; aprobar
la memoria anual de actividades y su propio reglamento de funcionamiento, así como conocer el informe anual de
evaluación del Centro, supervisar la efi cacia de sus servicios y colaborar en la búsqueda de financiación complementaria
o de equipamiento del Cen tro. 

Disposición adicional única. Centros Integrados de For mación Profesional. 

Los Centros Integrados de Formación Profesional que pudieran ser calificados como Centros de Referencia Nacional,
en virtud de lo dispuesto en este real decreto, podrán mantener todas o algunas de las funciones que vinieran
desempeñando y adaptarán su estructura a las exigencias de su nueva condición, en los términos y pla zos que se
especifiquen en las respectivas normas de calificación. 

Disposición transitoria única. Centros Nacionales de Formación Profesional Ocupacional. 

Los Centros Nacionales de Formación Profesional Ocupacional, regulados en el artículo 17 del Real Decre to 631/1993,
de 3 de mayo, por el que se regula el Plan Nacional de Formación e Inserción Profesional, podrán ser calificados como
Centros de Referencia Nacional, a efectos de lo dispuesto en el artículo 5.4 del presente real decreto, siempre que, en
el plazo de doce meses, a partir de la entrada en vigor del mismo, se adapten a las condi ciones y requisitos establecidos
en la presente norma. La solicitud para la calificación de un Centro Nacional como Centro de Referencia Nacional
corresponderá a la Admi nistración titular del mismo. 



Disposición final primera. Título competencial. 

Este real decreto se dicta en virtud de las competen cias que atribuye al Estado el artículo 149.1, 7.ª y 30.ª de la
Constitución y al amparo de las disposiciones finales pri mera y tercera de la Ley Orgánica 5/2002, de 19 de junio, de
las Cualificaciones y de la Formación Profesional. 

Disposición final segunda. Entrada en vigor. 

El presente real decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el «Boletín Oficial del Es-
tado». 

Dado en Madrid, el 15 de febrero de 2008. 

JUAN CARLOS R. 

La Vicepresidenta Primera del Gobierno y Ministra de la Presidencia, 

MARÍA TERESA FERNÁNDEZ DE LA VEGA SANZ 
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MINISTERIO DE LA PRESIDENCIA
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Real Decreto 1224/2009, de 17 de julio, de reconocimiento de las competencias 

profesionales adquiridas por experiencia laboral.

En la actual situación de globalización de los mercados, el rápido cambio de los medios tecnológicos y los procesos
productivos, así como el continuo avance de la sociedad de la información, hacen que las estrategias coordinadas para
el empleo que postula la Unión Europea se orienten hacia la obtención de una población activa cualificada.

Una medida para favorecer la educación y la formación profesional y contribuir a la consecución de los objetivos de
la cumbre de Lisboa del año 2000, que se han venido ampliando y ratificando en las cumbres posteriores de la Unión
Europea, es fomentar el reconocimiento de las competencias profesionales adquiridas a través de la experiencia laboral
o de vías no formales de formación. Todo ello, con el fin de facilitar la empleabilidad de los ciudadanos, la movilidad,
fomentar el aprendizaje a lo largo de la vida y favorecer la cohesión social, especialmente de aquellos colectivos que
carecen de una cualificación reconocida.

La Ley Orgánica 5/2002, de 19 de junio, de las Cualificaciones y de la Formación Profesional tiene como finalidad la
creación de un Sistema Nacional de Cualificaciones y Formación Profesional que favorezca la formación, con el fin de
elevar el nivel y la calidad de vida de las personas y ayudar a la cohesión económica y social, así como al fomento del
empleo. La citada Ley señala en el artículo 3.5 que uno de los fines de este sistema es evaluar y acreditar oficialmente
la cualificación profesional cualquiera que hubiera sido la forma de su adquisición. Asimismo establece en su artículo
4.1.b) que uno de sus instrumentos es un procedimiento de reconocimiento, evaluación, acreditación y registro de las
cualificaciones profesionales.

El artículo 8 de la Ley Orgánica 5/2002, de 19 de junio, expresamente dedicado al reconocimiento, evaluación,
acreditación y registro de las cualificaciones profesionales, recoge en el apartado 1 el carácter y validez de los títulos
de formación profesional y de los certificados de profesionalidad, que son las ofertas de formación profesional referidas
al Catálogo Nacional de Cualificaciones Profesionales que acreditan las correspondientes cualificaciones profesionales
a quienes las hayan obtenido.

El mismo artículo 8 de la Ley establece en su apartado 2 que la evaluación y acreditación de las competencias
profesionales adquiridas a través de la experiencia laboral o de vías no formales de formación tendrá como referente el
Catálogo Nacional de Cualificaciones Profesionales y se desarrollará siguiendo, en todo caso, criterios que garanticen
la fiabilidad, objetividad y rigor técnico de la evaluación. Indica, asimismo, que las competencias profesionales así
evaluadas, cuando no completen las cualificaciones recogidas en algún título de formación profesional o certificado de
profesionalidad, se reconocerán a través de una acreditación parcial acumulable con la finalidad, en su caso, de
completar la formación conducente a la obtención del correspondiente título o certificado.

Por último, el apartado 4 del artículo 8 de la Ley encomienda al Gobierno, previa consulta al Consejo General de la
Formación Profesional, fijar los requisitos y procedimientos para la evaluación y acreditación de las competencias, así
como los efectos de las mismas.

Establecidos ya, mediante el Real Decreto 1538/2006, de 15 de diciembre, por el que se establece la ordenación
general de la formación profesional del sistema educativo y el Real Decreto 34/2008, de 18 de enero, por el que se
regulan los certificados de profesionalidad, el procedimiento para evaluar y acreditar la formación adquirida y las
cualificaciones profesionales que conforman las diferentes ofertas reguladas en los citados Reales Decretos, procede
ahora establecer el procedimiento y los requisitos para la evaluación y acreditación de las competencias profesionales
adquiridas a través de la experiencia laboral o de vías no formales de formación.

De conformidad con la doctrina del Tribunal Constitucional, la gestión del sistema se descentraliza en las Comunidades
Autónomas, a las que corresponderá la convocatoria y gestión de los procesos de evaluación y acreditación de
competencias. Sin embargo, la Administración General del Estado se reserva la capacidad de convocar estos procesos
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en aquellos supuestos excepcionales en los que «no pueda llevarse a cabo mediante mecanismos de cooperación o
coordinación por requerir un grado de homogeneidad que sólo pueda asegurarse mediante atribución de un único titular,
que forzosamente ha de ser el Estado, o, en fin, cuando sea necesario recurrir a un ente con capacidad para integrar
intereses contrapuestos de diversas Comunidades Autónomas» (SSTC 329/1993, FJ. 4, 243/1993, FJ. 6, 102/1995,
FJ. 8, 190/2000, FJ. 10, 223/2000, FJ. 11 y 306/2002).

El presente Real Decreto determina el procedimiento único, tanto para el ámbito educativo como para el laboral, para
la evaluación y acreditación de las competencias profesionales adquiridas a través de la experiencia laboral o de vías
no formales de formación, del que trata el artículo 8.2 de la Ley Orgánica 5/2002.

Recoge el objeto, concepto y finalidad del procedimiento que se establece, las fases que comprende, así como su
estructura y organización; la naturaleza y características del proceso de evaluación así como el referente para la
evaluación y la certificación; los requisitos de acceso y garantías que deben tener los candidatos que quieran optar a
que sus competencias profesionales sean evaluadas.

En el proceso de elaboración de este Real Decreto han sido consultadas las Comunidades Autónomas e informadas
la Conferencia Sectorial de Empleo y Asuntos Laborales y la Conferencia Sectorial de Educación y han emitido informe
el Consejo General de la Formación Profesional, el Consejo Escolar del Estado y el Consejo General del Sistema
Nacional de Empleo.

En su virtud, a propuesta del Ministro de Trabajo e Inmigración y del Ministro de Educación, previa aprobación de la
Vicepresidenta primera del Gobierno y Ministra de la Presidencia, de acuerdo con el Consejo de Estado y previa
deliberación del Consejo de Ministros en su reunión del 17 de julio de 2009,

DISPONGO:

CAPÍTULO I

Objeto, concepto y finalidad

Artículo 1.Objeto y ámbito de aplicación.

1.El presente real decreto tiene por objeto establecer el procedimiento y los requisitos para la evaluación y acreditación
de las competencias profesionales adquiridas por las personas a través de la experiencia laboral o de vías no formales
de formación, así como los efectos de esa evaluación y acreditación de competencias.

2.El procedimiento y los requisitos establecidos en este real decreto, así como los efectos de la evaluación y
acreditación de competencias, tienen alcance y validez en todo el territorio del Estado.

Artículo 2.Concepto.

A los efectos del presente real decreto, se entiende por procedimiento de evaluación y acreditación de las
competencias profesionales el conjunto de actuaciones dirigidas a evaluar y reconocer estas competencias adquiridas
a través de la experiencia laboral o de vías no formales de formación.

Artículo 3.Fines del procedimiento de evaluación y acreditación.

Los fines del procedimiento que se regula en este real decreto son:

a)Evaluar las competencias profesionales que poseen las personas, adquiridas a través de la experiencia laboral y
otras vías no formales de formación, mediante procedimientos y metodologías comunes que garanticen la validez,
fiabilidad, objetividad y rigor técnico de la evaluación.

b)Acreditar oficialmente las competencias profesionales, favoreciendo su puesta en valor con el fin de facilitar tanto
la inserción e integración laboral y la libre circulación en el mercado de trabajo, como la progresión personal y profesional.

c)Facilitar a las personas el aprendizaje a lo largo de la vida y el incremento de su cualificación profesional, ofreciendo
oportunidades para la obtención de una acreditación parcial acumulable, con la finalidad de completar la formación
conducente a la obtención del correspondiente título de formación profesional o certificado de profesionalidad.

Artículo 4.Definiciones

A los efectos del presente real decreto, se entenderá por:

a)Competencia Profesional: el conjunto de conocimientos y capacidades que permitan el ejercicio de la actividad
profesional conforme a las exigencias de la producción y el empleo.



Las competencias profesionales se incluyen en las unidades de competencia de las cualificaciones profesionales.

b)Cualificación Profesional: el conjunto de competencias profesionales con significación para el empleo que pueden
ser adquiridas mediante formación modular u otros tipos de formación y a través de la experiencia laboral.

Las cualificaciones profesionales se recogen en el Catálogo Nacional de Cualificaciones Profesionales y se acreditan
en títulos de formación profesional y certificados de profesionalidad.

c)Vías formales de formación: Procesos formativos cuyo contenido está explícitamente diseñado en un programa que
conduce a una acreditación oficial.

d)Vías no formales de formación: Procesos formativos no conducentes a acreditaciones oficiales.

CAPÍTULO II

Naturaleza y características del procedimiento de evaluación y acreditación

Artículo 5.Naturaleza de la Evaluación.

La evaluación, en el marco definido en este real decreto, es el proceso estructurado por el que se comprueba si la
competencia profesional de una persona cumple o no con las realizaciones y criterios especificados en las unidades de
competencia del Catálogo Nacional de Cualificaciones Profesionales.

Artículo 6.Principios del procedimiento.

Este procedimiento se regirá por los siguientes principios:

a)Respeto de los derechos individuales: la igualdad de oportunidades en el acceso y la transparencia del proceso de
evaluación proporcionarán a las personas que participen oportunidades adecuadas para que puedan demostrar su
competencia profesional en las correspondientes unidades de competencia. El acceso al procedimiento tendrá carácter
voluntario y los resultados de la evaluación serán confidenciales. Cualquier tratamiento de datos de carácter personal
que se lleve a cabo durante la tramitación del procedimiento respetará lo dispuesto en la Ley Orgánica 15/1999, de 13
de diciembre, de protección de datos de carácter personal.

b)Fiabilidad: Se fundamentará en criterios, métodos, e instrumentos que aseguren resultados comparables en todas
las personas participantes, independientemente del lugar o momento en el que se desarrolle la evaluación de la
competencia profesional.

c)Validez: Los métodos de evaluación empleados, y su posible concreción en pruebas, deberán medir adecuadamente
la competencia profesional de las personas que se inscriban en el procedimiento.

d)Objetividad: En la evaluación y reconocimiento de la competencia profesional se asegurará el rigor técnico, la
imparcialidad de las comisiones de evaluación y se permitirá la revisión del resultado de las evaluaciones.

e)Participación: La definición, planificación y seguimiento del procedimiento se realizarán con la participación de los
interlocutores sociales más representativos.

f)Calidad: Un mecanismo de verificación interno y externo asegurará la calidad, el rigor técnico y la validez del mismo.

g)Coordinación: Se garantizará la adecuada coordinación y complementariedad en las actuaciones de todas las partes
responsables de su desarrollo, con el fin de conseguir la máxima eficacia y eficiencia en su implementación.

Artículo 7.El referente de la evaluación y la acreditación.

1.La evaluación y la acreditación tendrán como referentes las unidades de competencia del Catálogo Nacional de
Cualificaciones Profesionales que estén incluidas en títulos de formación profesional y/o en certificados de
profesionalidad.

2.Para la evaluación de la competencia profesional en una determinada unidad de competencia, se tomarán como
referentes las realizaciones profesionales, los criterios de realización y el contexto profesional incluidos en cada una de
ellas, de acuerdo con los criterios que se fijen en las correspondientes guías de evidencias a que se refiere el artículo
9.2.c).

3.Cada unidad de competencia será la unidad mínima de acreditación.
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CAPÍTULO III

Información y orientación e instrumentos de apoyo al procedimiento

Artículo 8.Información y orientación.

1.Las administraciones competentes garantizarán un servicio abierto y permanente que facilite información y
orientación, a todas las personas que la soliciten, sobre la naturaleza y las fases del procedimiento, el acceso al mismo,
sus derechos y obligaciones, las acreditaciones oficiales que pueden obtener y los efectos de las mismas. Esta
información y orientación facilitará que las personas puedan tomar una decisión fundamentada sobre su participación
en el procedimiento así como, en su caso, el acompañamiento necesario en el inicio y desarrollo del mismo.

2.Esta información y orientación será facilitada por las Administraciones educativas y laborales. También la podrán
facilitar las administraciones locales, los agentes sociales, Cámaras de Comercio y otras entidades y organizaciones
públicas y privadas.

3.Las administraciones competentes facilitarán, a todas las entidades que vayan a proporcionar servicios de
información y orientación, modelos de cuestionarios de autoevaluación de las unidades de competencia que sean objeto
de evaluación en cada convocatoria, con el fin de que las personas participantes identifiquen su posible competencia
profesional en alguna de las mismas.

4.Las administraciones competentes garantizarán la formación y actualización de los orientadores y de otros
profesionales de las Administraciones educativas y laborales, para el desarrollo de las funciones señaladas en el
apartado1 de este artículo.

5.El Ministerio de Trabajo e Inmigración y el Ministerio de Educación desarrollarán, con la colaboración de las
administraciones de las comunidades autónomas, una Plataforma de Información y Orientación que permita obtener
información relativa al procedimiento de evaluación y acreditación, a las convocatorias y a las ofertas de formación.
Asimismo se incluirán las herramientas necesarias para facilitar la autoevaluación y la elección de itinerarios formativos.

6.Esta Plataforma formará parte del Sistema Integrado de Información y Orientación Profesional en el marco de lo
previsto en la Ley Orgánica 5/2002, de 19 de junio, de las Cualificaciones y de la Formación Profesional, en el Real
Decreto 395/2007, de 23 de marzo, por el que se regula el subsistema de formación profesional para el empleo y en el
Real Decreto 1538/2006, de 15 de diciembre, por el que se establece la ordenación general de la formación profesional
del sistema educativo.

7.La Administración General del Estado desarrollará fórmulas de cooperación y coordinación entre todos los entes
implicados.

Artículo 9.Instrumentos de apoyo.

1.El Ministerio de Educación y el Ministerio de Trabajo e Inmigración, en colaboración con las Comunidades
Autónomas, elaborarán instrumentos para optimizar el procedimiento y garantizar su homogeneidad y fiabilidad. Se
facilitarán, al menos, los siguientes instrumentos:

a)Un manual de procedimiento que comprenderá una guía de las personas candidatas y guías para las figuras del
asesor y del evaluador.

b)Cuestionarios de autoevaluación de las unidades de competencia.

c)Guías de evidencias de las unidades de competencia como apoyo técnico para realizar el proceso de evaluación,
y cuya estructura básica se especifica en el Anexo I.

2.Las administraciones competentes de las comunidades autónomas podrán completar dichos instrumentos de apoyo
para adaptar la metodología de evaluación a sus necesidades específicas.

CAPÍTULO IV

Convocatoria e inscripción en el procedimiento

Artículo 10.Convocatoria del procedimiento de evaluación.

1.Las administraciones competentes realizarán la convocatoria pública del procedimiento de evaluación y acreditación
de las competencias profesionales, adquiridas a través de la experiencia laboral o de vías no formales de formación, en
la que constará como mínimo:

a)La identificación de las unidades de competencia que son objeto de evaluación, así como los títulos de formación
profesional y/o certificados de profesionalidad en los que están incluidas.
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b)Los requisitos generales a que se refiere el artículo 11 y, cuando por la naturaleza de la unidad de competencia
profesional que se va a evaluar así lo exija, los requisitos específicos no académicos acordados entre la Administración
General de Estado y las comunidades autónomas, en el marco de la cooperación territorial establecido.

c)Los lugares o medios para formalizar las inscripciones, así como los puntos específicos en los que se facilitará la
información y orientación a las que se refiere el artículo 8.

d)Los lugares en los que se desarrollará el procedimiento.

e)El período de inscripción y los plazos de las distintas fases del procedimiento de evaluación y acreditación.

f)El procedimiento y los plazos para presentar reclamaciones al resultado de la evaluación de las unidades de
competencia.

g)En el caso de que se limite el número de personas que podrán ser evaluadas, ese límite deberá ser establecido en
la convocatoria, atendiendo a las características socioeconómicas de la Administración convocante.

h)Los criterios de admisión en los casos en que se convoque un número máximo de personas a evaluar.

2.Las administraciones competentes, al planificar las convocatorias, tendrán en cuenta el plazo en el que se van a
convocar todas las unidades de competencia de una determinada cualificación profesional, para que los candidatos y
candidatas, puedan completar, al menos, un certificado de profesionalidad.

3.Para facilitar la cualificación de personas adultas que no posean el título de Graduado en Educación Secundaria
Obligatoria, las administraciones competentes designarán los centros en los que podrán solicitar, en cualquier momento,
su participación en el procedimiento regulado en el presente real decreto.

4.Para dar respuesta a las solicitudes presentadas a las que se refiere el punto anterior, las administraciones
competentes realizarán, al menos, una convocatoria anual con el fin de facilitar que puedan obtener como mínimo una
cualificación profesional de nivel I.

5.Las organizaciones sindicales y empresariales más representativas, en cada ámbito territorial, podrán solicitar, a la
Administración General del Estado o a la administración competente en cada Comunidad Autónoma, la realización de
convocatorias específicas para dar respuesta tanto a las necesidades de determinadas empresas, sectores profesionales
y productivos, como las de colectivos con especiales dificultades de inserción y/o integración laboral.

6.La Administración General del Estado, con la colaboración de las comunidades autónomas, podrá realizar
convocatorias de evaluación y acreditación de competencias para determinados sectores o colectivos de carácter
supraautonómico, cuando las convocatorias autonómicas no permitan garantizar la integración de los intereses
contrapuestos de diversas comunidades autónomas, así como la igualdad en las posibilidades de acceso al
procedimiento para las personas potencialmente beneficiarias residentes en el territorio de distintas comunidades
autónomas.

7.Para el eficaz acceso de las personas que están trabajando a los procesos de evaluación y acreditación de las
competencias profesionales adquiridas a través de la experiencia laboral y de otros aprendizajes no formales, se podrán
utilizar los permisos individuales de formación, de acuerdo con lo que establezca el Ministerio de Trabajo e Inmigración
en desarrollo del artículo 12 del Real Decreto 395/2007, de 23 de marzo, por el que se regula el Subsistema de
Formación Profesional para el empleo.

8.La Administración General del Estado y las administraciones competentes de las comunidades autónomas,
garantizarán, en cada ámbito territorial, el cumplimiento de la legislación en materia de igualdad de oportunidades, no
discriminación y accesibilidad universal, especialmente, de las personas con discapacidad. A tal fin las personas que
deseen participar en el procedimiento que se establece en este real decreto dispondrán de los medios y recursos que
se precisen para acceder y participar en el mismo.

Artículo 11.Requisitos de participación en el procedimiento.

1.Las personas que deseen participar en el procedimiento deberán cumplir los siguientes requisitos:

a)Poseer la nacionalidad española, haber obtenido el certificado de registro de ciudadanía comunitaria o la tarjeta de
familiar de ciudadano o ciudadana de la Unión, o ser titular de una autorización de residencia o, de residencia y trabajo
en España en vigor, en los términos establecidos en la normativa española de extranjería e inmigración.

b)Tener 18 años cumplidos en el momento de realizar la inscripción, cuando se trate de unidades de competencia
correspondientes a cualificaciones de nivel I y 20 años para los niveles II y III.

c)Tener experiencia laboral y/o formación relacionada con las competencias profesionales que se quieren acreditar:

1)En el caso de experiencia laboral. Justificar, al menos 3 años, con un mínimo de 2.000 horas trabajadas en total,
en los últimos 10 años transcurridos antes de realizarse la convocatoria. Para las unidades de competencia de nivel I,
se requerirán 2 años de experiencia laboral con un mínimo de 1.200 horas trabajadas en total.
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2)En el caso de formación. Justificar, al menos 300 horas, en los últimos 10 años transcurridos antes de realizarse la
convocatoria. Para las unidades de competencia de nivel I, se requerirán al menos 200 horas. En los casos en los que
los módulos formativos asociados a la unidad de competencia que se pretende acreditar contemplen una duración
inferior, se deberán acreditar las horas establecidas en dichos módulos.

d)En los casos a los que se refiere el artículo 10.1.b), poseer documento justificativo de cumplir con alguno de los
requisitos adicionales previstos.

2.Las personas mayores de 25 años que reúnan los requisitos de experiencia laboral o formativa indicados en el
apartado anterior, y que no puedan justificarlos mediante los documentos señalados en el artículo 12 de este real
decreto, podrán solicitar su inscripción provisional en el procedimiento. Presentarán la justificación mediante alguna
prueba admitida en derecho, de su experiencia laboral o aprendizajes no formales de formación.

Para estudiar estos casos, las administraciones competentes designarán a los asesores y asesoras necesarios, que
emitirán un informe sobre la procedencia o no de la participación del aspirante en el procedimiento. Si el informe es
positivo, se procederá a la inscripción definitiva.

Artículo 12.Justificación del historial profesional y/o formativo.

1.La justificación de la experiencia laboral se hará con los siguientes documentos:

a)Para trabajadores o trabajadoras asalariados:

Certificación de la Tesorería General de la Seguridad Social, del Instituto Social de la Marina o de la mutualidad a la
que estuvieran afiliadas, donde conste la empresa, la categoría laboral (grupo de cotización) y el período de contratación,
y

Contrato de Trabajo o certificación de la empresa donde hayan adquirido la experiencia laboral, en la que conste
específicamente la duración de los periodos de prestación del contrato, la actividad desarrollada y el intervalo de tiempo
en el que se ha realizado dicha actividad.

b)Para trabajadores o trabajadoras autónomos o por cuenta propia:

Certificación de la Tesorería General de la Seguridad Social o del Instituto Social de la Marina de los períodos de alta
en la Seguridad Social en el régimen especial correspondiente y

Descripción de la actividad desarrollada e intervalo de tiempo en el que se ha realizado la misma.

c)Para trabajadores o trabajadoras voluntarios o becarios:

Certificación de la organización donde se haya prestado la asistencia en la que consten, específicamente, las
actividades y funciones realizadas, el año en el que se han realizado y el número total de horas dedicadas a las mismas.

Las administraciones competentes promoverán el establecimiento de un sistema de comunicación electrónica con la
Tesorería General de la Seguridad Social para la transmisión de estos datos.

2.Para las competencias profesionales adquiridas a través de vías no formales de formación, la justificación se
realizará mediante documento que acredite que el aspirante posee formación relacionada con las unidades de
competencia que se pretendan acreditar, en el que consten los contenidos y las horas de formación.

Artículo 13.Inscripción en el procedimiento.

1.La inscripción para la participación en el procedimiento regulado en este real decreto deberá formalizarse en los
lugares o por los medios que determinen las administraciones competentes en la correspondiente convocatoria.

2.El modelo de solicitud contendrá los aspectos señalados en el anexo II. La solicitud irá acompañada del historial
personal y/o formativo de acuerdo con el modelo de currículum vitae europeo.

3.Los candidatos y candidatas, con el fin de facilitar la fase de asesoramiento, también podrán presentar cuestionarios
de autoevaluación, así como la documentación que consideren necesaria para justificar la competencia profesional
requerida en las unidades de competencia en las que se hayan inscrito.

4.Los aspirantes a participar en el procedimiento podrán inscribirse en cualquier convocatoria pública para la
evaluación y acreditación de la competencia profesional. Para ello, las convocatorias se publicarán íntegras en los
boletines o diarios oficiales de las Administraciones convocantes y un extracto de las mismas en el «Boletín Oficial del
Estado».

5.Las administraciones competentes harán pública la lista de aspirantes admitidos en el procedimiento, que iniciarán
la fase de asesoramiento.



CAPÍTULO V

Instrucción y resolución del procedimiento

Artículo 14.Fases.

La instrucción del procedimiento constará de las siguientes fases:

a)Asesoramiento.

b)Evaluación de la competencia profesional.

c)Acreditación y registro de la competencia profesional.

Artículo 15.Primera fase. Asesoramiento.

1.El asesoramiento será obligatorio y tendrá carácter individualizado o colectivo, en función de las características de
la convocatoria y de las necesidades de las personas que presenten su candidatura. Podrá realizarse de forma
presencial o a través de medios telemáticos, cuando así lo establezcan las Administraciones responsables de la
convocatoria.

2.El asesor o asesora, cuando se considere necesario, citará al aspirante a participar en el procedimiento para
ayudarle, en su caso, a autoevaluar su competencia, completar su historial personal y/o formativo o a presentar
evidencias que lo justifiquen. Esta solicitud de asesoramiento también se podrá realizar de forma individual.

3.El asesor o asesora, atendiendo a la documentación aportada, realizará un informe orientativo sobre la conveniencia
de que el aspirante acceda a la fase de evaluación y sobre las competencias profesionales que considera
suficientemente justificadas.

4.Si el informe citado en el apartado anterior es positivo, se trasladará a la correspondiente comisión de evaluación
toda la documentación aportada así como el informe elaborado debidamente firmado.

5.Si el informe es negativo, se le indicará al candidato o candidata la formación complementaria que debería realizar
y los centros donde podría recibirla. No obstante, dado que el contenido del informe del asesor o asesora no es
vinculante, el candidato o candidata podrá decidir pasar a la fase de evaluación. En este caso, también se trasladará a
la comisión de evaluación, junto con el informe, la documentación referida en el apartado 4 de este artículo.

Artículo 16.Segunda fase. Proceso de evaluación.

1.La evaluación, en cada una de las unidades de competencia en las que se haya inscrito el candidato o candidata,
tendrá por objeto comprobar si demuestra la competencia profesional requerida en las realizaciones profesionales, en
los niveles establecidos en los criterios de realización y en una situación de trabajo, real o simulada, fijada a partir del
contexto profesional.

2.La evaluación se realizará analizando el informe del asesor o asesora y toda la documentación aportada por el
candidato y, en su caso, recabando nuevas evidencias necesarias para evaluar la competencia profesional requerida
en las unidades de competencia en las que se haya inscrito.

3.Se utilizarán los métodos que se consideren necesarios para comprobar lo explicitado por la persona que presente
su candidatura en la documentación aportada. Estos métodos pueden ser, entre otros, la observación del candidato o
candidata en el puesto de trabajo, simulaciones, pruebas estandarizadas de competencia profesional o entrevista
profesional.

4.La selección de los métodos y su concreción en actividades de evaluación se realizará de acuerdo con la naturaleza
de la unidad de competencia, las características de la persona aspirante a participar en el procedimiento y los criterios
para la evaluación recogidos en las Guías de evidencias.

5.La evaluación se desarrollará siguiendo una planificación previa, en la que constarán, al menos, las actividades y
métodos de evaluación, así como los lugares y fechas previstos. De cada actividad quedará un registro firmado por el
aspirante y el evaluador.

6.El resultado de la evaluación de la competencia profesional en una determinada unidad de competencia se expresará
en términos de demostrada o no demostrada.

7.El candidato o candidata evaluado será informado de los resultados de la evaluación y tendrá derecho a reclamación
ante la Comisión de Evaluación y, en su caso, a presentar recurso de alzada ante la administración competente.

8.El expediente de todo el proceso, en el que se recogerán todos los registros y resultados producidos a lo largo del
procedimiento, será custodiado por la administración competente.
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Artículo 17.Tercera fase. Acreditación de la competencia profesional.

1.A los candidatos y candidatas que superen el proceso de evaluación, según el procedimiento previsto en este real
decreto, se les expedirá una acreditación de cada una de las unidades de competencia en las que hayan demostrado
su competencia profesional, de acuerdo con el modelo del anexo III-A.

2.Cuando, a través de este procedimiento, la persona candidata complete los requisitos para la obtención de un
certificado de profesionalidad o un título de formación profesional, la administración competente le indicará los trámites
necesarios para su obtención.

3.La obtención del título de Técnico o de Técnico superior requerirá cumplir los requisitos de acceso previos a las
enseñanzas correspondientes, según lo prevé la Ley Orgánica 2/2006, de Educación, de 3 de mayo.

Artículo 18.Expedición y registro de las acreditaciones.

1.La expedición de la acreditación de unidades de competencia corresponderá a la administración responsable de la
estructura a la que se refiere el artículo 21.1.

2.La administración competente transferirá los resultados a un registro, de carácter estatal, nominal y por unidades
de competencia acreditadas. El Servicio Público de Empleo Estatal será el responsable del fichero de este registro, al
que tendrán acceso el Ministerio de Educación para el ejercicio de las competencias atribuidas al mismo por ley y las
administraciones educativas y laborales de las comunidades autónomas a los efectos previstos en el artículo siguiente.
Para garantizar la completa actualización de esta información en tiempo real, a los efectos laborales y/o educativos, así
como a los efectos previstos en la legislación de protección de datos de carácter personal, se establecerán los
procedimientos correspondientes.

Artículo 19.Efecto de las acreditaciones obtenidas.

La acreditación de una unidad de competencia adquirida por este procedimiento tiene efectos de acreditación parcial
acumulable de acuerdo con lo establecido en el artículo 8.3 de la Ley 5/2002, de 19 de junio, de las Cualificaciones y
de la Formación Profesional, con la finalidad, en su caso, de completar la formación conducente a la obtención del
correspondiente título o certificado; así:

a)La Administración educativa reconocerá las unidades de competencia acreditadas, que surtirán efectos de
convalidación de los módulos profesionales correspondientes, según la normativa vigente, y que se establece en cada
uno de los títulos.

b)La Administración laboral reconocerá las unidades de competencia acreditadas, que surtirán efectos de exención
de los módulos formativos asociados a las unidades de competencia de los certificados de profesionalidad, según la
normativa vigente, y que se establece en cada uno de los certificados.

Artículo 20.Del plan de formación.

Al concluir todo el procedimiento de evaluación y acreditación de las competencias profesionales adquiridas a través
de la experiencia laboral o de vías no formales de formación, las administraciones competentes remitirán a todas las
personas que hayan participado en el procedimiento establecido en el presente real decreto, un escrito en el que se
hará constar, según proceda:

a)Posibilidades de formación, con las orientaciones pertinentes, para que puedan acreditar en convocatorias
posteriores las unidades de competencia para las que habían solicitado acreditación.

b)Posibilidades de formación, con las orientaciones pertinentes, para completar la formación conducente a la obtención
de un título de formación profesional o certificado de profesionalidad relacionado con las mismas.

CAPÍTULO VI

Organización y gestión del procedimiento

Artículo 21.Estructura.

1.Las estructuras organizativas responsables del procedimiento serán:

a)La Administración General del Estado. El Ministerio de Trabajo e Inmigración y el Ministerio de Educación constituirán
una comisión interministerial para garantizar el cumplimiento de los principios, fines y funciones del procedimiento
regulado en este real decreto, así como para el seguimiento y evaluación del mismo. Para ello, esta comisión deberá:

1)Disponer de la información de todas las convocatorias que se realicen en cada ámbito territorial con el fin de facilitar
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su complementariedad y la información a todas las personas interesadas.

2)Facilitar el intercambio de asesores y evaluadores entre las diferentes Comunidades Autónomas.

3)Promover los acuerdos necesarios entre la Administración General del Estado y las Comunidades Autónomas para
la realización de todas o alguna de las fases del procedimiento.

4)Elaborar, en colaboración con las comunidades autónomas, las Guías de evidencias de las diferentes unidades de
competencia así como el resto de documentación e instrumentos necesarios para la implementación del procedimiento
de evaluación y acreditación establecido en el presente real decreto.

5)Establecer, en colaboración con las comunidades autónomas, la estructura organizativa responsable del
procedimiento para las convocatorias previstas en el artículo 10.6.

b)Las administraciones de las comunidades autónomas. En cada comunidad autónoma, las administraciones
educativa y laboral competentes establecerán conjuntamente la estructura organizativa responsable del procedimiento
que se establece en este real decreto.

Esta estructura deberá indicar, al menos, los órganos, unidades y colectivos encargados de realizar las siguientes
funciones: gestión única del procedimiento, seguimiento y evaluación de resultados, información, asesoramiento,
evaluación de los candidatos, acreditación y registro de las unidades de competencia.

2.El Consejo General de Formación Profesional participará como órgano asesor y consultivo en el seguimiento y
evaluación del desarrollo y resultados de dicho procedimiento.

3.Las administraciones públicas competentes garantizarán, en la forma prevista en sus respectivos ámbitos
territoriales, la participación de las organizaciones empresariales y sindicales más representativas.

Artículo 22.Gestión.

1.Las administraciones responsables del procedimiento de evaluación y acreditación, en el ámbito territorial
correspondiente, realizarán las siguientes funciones:

a)Planificar, dirigir y coordinar la gestión del procedimiento, impulsando el desarrollo y la calidad del mismo en su
territorio de gestión.

b)Facilitar a la Administración General del Estado los datos necesarios para el seguimiento y evaluación del
procedimiento, en los términos establecidos en los artículos 10.6 y 17 de la Ley Orgánica 5/2002, de 19 de junio, de las
Cualificaciones y de la Formación Profesional.

c)Designar las comisiones de evaluación y dictar las instrucciones que orientarán sus actuaciones.

d)Determinar las sedes para la realización de las distintas fases del procedimiento.

e)Planificar y gestionar la formación inicial y continua de los asesores y evaluadores.

f)Habilitar a los asesores y evaluadores, y mantener el registro de los mismos.

g)Establecer un plan de calidad de todo el proceso en su ámbito de competencia.

h)Guardar y custodiar la documentación que se genere por cada candidato durante el desarrollo del procedimiento.

i)Acreditar las unidades de competencia a los candidatos y candidatas que hayan superado el procedimiento de
evaluación.

j)Registrar las acreditaciones expedidas.

2.Las administraciones competentes garantizarán la implantación y desarrollo del procedimiento en su ámbito de
competencia.

3.La Administración General del Estado y las administraciones competentes de las correspondientes comunidades
autónomas habilitarán a las personas necesarias para garantizar el desarrollo de las funciones de asesoramiento y
evaluación, que deberán cumplir, en todo caso, los requisitos establecidos en el artículo 25.1.

Artículo 23.Funciones de los asesores.

1.Las personas habilitadas por las administraciones competentes para desarrollar las tareas de asesoramiento tendrán,
en el marco de este procedimiento, las siguientes funciones:

a)Asesorar al candidato o candidata en la preparación y puesta a punto del proceso de evaluación, así como, en su
caso, en el desarrollo del historial profesional y formativo presentado y en la cumplimentación del cuestionario de
autoevaluación.
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b)Elaborar un informe orientativo sobre la conveniencia de que el aspirante a participar en el proceso pase a la fase
de evaluación y sobre las competencias profesionales que considera suficientemente justificadas y, en su caso, sobre
la formación necesaria para completar la unidad de competencia que pretenda sea evaluada.

c)Colaborar con las comisiones de evaluación cuando así les sea requerido.

2.Los responsables del asesoramiento podrán percibir las compensaciones económicas que reglamentariamente
establezca la Administración convocante en función de sus disponibilidades presupuestarias. Cuando la convocatoria
la realice la Administración General del Estado, las compensaciones se regirán por lo dispuesto en el Real Decreto
462/2002, de 24 de mayo, sobre indemnizaciones por razón del servicio.

Artículo 24.Funciones de los evaluadores.

Las personas habilitadas por las administraciones competentes, como miembros de las comisiones de evaluación,
tendrán las siguientes funciones:

a)Concretar las actividades de evaluación de la competencia profesional, de acuerdo con los métodos e instrumentos
establecidos por la comisión de evaluación y con lo establecido en la correspondiente Guía de Evidencias.

b)Realizar la evaluación de acuerdo con el plan establecido y registrar sus actuaciones en los documentos
normalizados.

c)Evaluar a los candidatos y candidatas siguiendo el procedimiento establecido, así como resolver las incidencias
que puedan producirse.

Artículo 25.Requisitos para ser asesor y/o evaluador.

1.Los requisitos que deberán concurrir en todo caso para obtener de las administraciones competentes la habilitación
para ejercer las funciones de asesoramiento y/o evaluación son:

a)Tener una experiencia de al menos cuatro años en alguno de los siguientes colectivos:

Profesorado perteneciente a los Cuerpos de Catedráticos, Profesores de enseñanza secundaria o Técnicos de
formación profesional, con atribución docente en la Familia Profesional correspondiente.

Formadores y formadoras especializados en las unidades de competencia que se especifiquen.

Profesionales expertos en las unidades de competencia que se especifiquen.

b)Superar un curso de formación específica organizado o supervisado por las administraciones competentes. Los
contenidos del curso tomarán como referente lo establecido en los Anexos IV y V.

2.Las personas designadas por las administraciones competentes para el asesoramiento no podrán participar como
evaluadores en una misma convocatoria de evaluación y acreditación.

Artículo 26.Comisiones de evaluación.

En cada ámbito territorial, las Administraciones responsables del procedimiento nombrarán las comisiones de eval-
uación necesarias de las diferentes especialidades o Familias Profesionales correspondientes a las unidades de com-
petencia para las que se haya convocado el procedimiento de evaluación y acreditación.

Artículo 27.Composición y funcionamiento de las Comisiones de evaluación.

1.Cada comisión estará formada por un mínimo de cinco personas acreditadas para evaluar: una que ostentará la
presidencia, otra la secretaría y al menos tres como vocales. Se garantizará la presencia de evaluadores tanto del sector
formativo como del productivo. Excepcionalmente, las administraciones competentes podrán designar comisiones de
evaluación en las que falte alguno de los dos sectores si de otra forma no pudiese realizarse la fase de evaluación.

2.Quien ostente la presidencia será el responsable de los trabajos de la comisión y mantendrá la necesaria
coordinación entre las diferentes fases del procedimiento. Será un empleado público de la administración y deberá tener
una experiencia laboral o docente de, al menos, seis años, o haber actuado durante dos años en funciones de asesoría
o de evaluación en este procedimiento.

3.El secretario o secretaria dará fe de los acuerdos tomados por la comisión y será un empleado público de la
Administración.

4.La comisión de evaluación podrá proponer la incorporación de profesionales cualificados en calidad de expertos,
con voz pero sin voto, que serán nombrados, si procede, por la administración competente.

5.Para proteger la imparcialidad y rigor técnico de la evaluación, y sin perjuicio de las peculiaridades previstas en este



real decreto, el funcionamiento y las actuaciones de las comisiones de evaluación estarán sujetas a la Ley 30/1992, de
26 de noviembre, de régimen jurídico de las Administraciones Públicas y del procedimiento administrativo común.

6.Los miembros de las comisiones podrán percibir las compensaciones económicas que reglamentariamente
establezca la Administración convocante, en función de sus disponibilidades presupuestarias. Cuando la convocatoria
la realice la Administración General del Estado, las compensaciones se regirán por lo dispuesto en el Real Decreto
462/2002, de 24 de mayo, sobre indemnizaciones por razón del servicio.

Artículo 28.Funciones de las Comisiones de evaluación.

Son funciones de las comisiones de evaluación:

a)Organizar el proceso de evaluación a través de un plan que incluya las actividades o pruebas necesarias y la gestión
derivada de su actuación.

b)Valorar la documentación aportada por los candidatos y por el informe del asesor al que se hace referencia en el
artículo 15.3. Se podrá requerir al interesado, si ello fuera necesario, la aportación de otra documentación
complementaria que evidencie la adquisición de las competencias profesionales que solicita le sean reconocidas.

c)Determinar los métodos e instrumentos de evaluación de la competencia profesional.

d)Evaluar la competencia profesional a partir de la información recopilada y las evidencias generadas y registradas a
lo largo de todo el procedimiento, tomando como referente las realizaciones profesionales y los criterios de realización
de cada una de las unidades de competencia.

e)Recoger los resultados en un acta de evaluación que, junto con todo el expediente, se remitirán a la administración
competente, con la propuesta de certificación correspondiente para la acreditación de los candidatos.

f)Resolver las reclamaciones que puedan presentar los candidatos durante el proceso de evaluación.

g)Documentar el proceso de evaluación para el seguimiento, control y aseguramiento de la calidad.

h)Informar al candidato de los resultados de la evaluación, así como sobre las oportunidades para completar su
formación y obtener la acreditación completa de títulos de formación profesional o certificados de profesionalidad.

i)Cuantas otras vinculadas a sus funciones le sean asignadas por la administración competente.

Artículo 29.Centros autorizados y sedes para la realización de las diferentes fases de instrucción y resolución del
procedimiento.

1.Los Centros integrados públicos de formación profesional, los Centros integrados privados concertados, que cuenten
con la correspondiente autorización administrativa, y los Centros de Referencia Nacional podrán ser autorizados por la
administración competente en cada ámbito territorial para desarrollar las distintas fases.

2.Cuando sea necesario, la administración competente podrá determinar otras sedes para la realización de algunas
de las fases, que cederán sus instalaciones y servicios. A estos efectos, podrán utilizarse otros centros que imparten
formación profesional u otros espacios ubicados fuera de los centros docentes cuando se considere adecuado. En estos
casos, la administración competente podrá suscribir convenios con empresas u otras entidades públicas o privadas.

Artículo 30.Seguimiento y evaluación.

1.La Administración General del Estado, en colaboración con las comunidades autónomas, y previa consulta al
Consejo General de la Formación Profesional, elaborará un Plan de Seguimiento y Evaluación que permita comprobar
la calidad, la eficacia y el impacto del procedimiento.

2.Las Comunidades Autónomas proporcionarán a la Administración General del Estado la información y los datos
necesarios para el desarrollo del Plan de Seguimiento y Evaluación en el conjunto del Estado.

3.La Administración General del Estado elaborará anualmente un informe que presentará al Consejo General de la
Formación Profesional y que incluirá, en su caso, propuestas de mejora para los distintos aspectos del procedimiento.

Disposición adicional primera.De la Gestión de la Calidad.

1.El procedimiento de evaluación y acreditación de la competencia profesional que desarrolle cada administración
competente a través de su propia estructura organizativa se dotará de sistemas de gestión de la calidad.

2.El sistema de gestión de la calidad deberá asegurar que se logren los objetivos y se cumplan las finalidades y los
principios establecidos en el presente real decreto. Para ello, contemplará la evaluación de todos los aspectos que
inciden en el procedimiento y contará con la participación de las diferentes personas y servicios que hayan intervenido
en el mismo.
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3.El proceso de evaluación y acreditación de la competencia será verificado a través de evaluaciones internas y
auditorías externas que puedan contribuir a un proceso de mejora continua.

Disposición adicional segunda.De la financiación.

1.Para participar en el procedimiento regulado en este real decreto, las personas que presenten su candidatura
deberán abonar las tasas administrativas que, en su caso, establezcan las administraciones competentes, con la
excepción de aquellos supuestos en los que se prevea su exención.

2.Las administraciones competentes dispondrán, estimado un nivel de ingresos por tasas, de recursos económicos
para la realización de lo establecido en este real decreto, conforme a las disponibilidades presupuestarias existentes.

Disposición adicional tercera.Inscripción en varias convocatorias.

La inscripción en varias convocatorias, durante el mismo año, para la evaluación de una misma unidad de competencia
profesional no permitirá que el aspirante reciba ayudas para más de una de las convocatorias.

Disposición adicional cuarta.Convalidación de módulos profesionales no asociados a unidades de competencia.

El Ministerio de Educación, en colaboración con las comunidades autónomas, establecerá un procedimiento para que
las personas que tengan acreditadas todas las unidades de competencia incluidas en un determinado título de formación
profesional puedan convalidar el resto de los módulos profesionales necesarios para obtener dicho título.

Disposición adicional quinta.Protección de datos de carácter personal.

Cualquier tratamiento de datos de carácter personal que se lleve a cabo durante la tramitación del procedimiento
respetará lo dispuesto en la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de Protección de datos de carácter personal.

Disposición adicional sexta.Profesiones del área sanitaria de formación profesional.

1.Las convocatorias del procedimiento de evaluación y acreditación de las competencias profesionales en la familia
profesional sanidad habrán de ajustarse a los requisitos específicos que se acuerden entre el Ministerio de Sanidad y
Política Social y las comunidades autónomas, en el marco de la cooperación territorial, tendentes a garantizar la
adecuada planificación de los recursos humanos del sistema de salud y el adecuado nivel formativo de los profesionales
del área sanitaria, en coherencia con lo regulado en la Ley 44/2003, de 21 de noviembre, de ordenación de las
profesiones sanitarias.

2.Para la evaluación de unidades de competencia profesional que estén incluidas en títulos de formación profesional
exigidos para el ejercicio de una profesión sanitaria regulada, las Comisiones de evaluación deberán, a propuesta de
la Administración sanitaria competente, incorporar profesionales cualificados en calidad de expertos, de acuerdo con el
artículo 27.4 de este Real Decreto o como evaluadores, si están habilitados para ello.

Disposición transitoria primera.Aplicación de normas anteriores.

Hasta el 30 de septiembre de 2009, las administraciones competentes podrán realizar convocatorias de procesos de
evaluación y acreditación de competencias profesionales adquiridas a través de la experiencia laboral o de vías no
formales de formación, al amparo de lo dispuesto en el Real Decreto 942/2003, de 18 de julio, por el que se determinan
las condiciones básicas que deben reunir las pruebas para la obtención de los títulos de técnico y técnico superior de
formación profesional específica, y en el Real Decreto 1506/2003, de 28 de noviembre, por el que se establecen las
directrices de los certificados de profesionalidad.

Disposición transitoria segunda.Efectos de la acreditación de unidades de competencia profesionales aún no in-
cluidas en títulos de formación profesional o certificados de profesionalidad.

1.Cuando las administraciones competentes convoquen el procedimiento de evaluación de una unidad de
competencia, que aún no esté incluida en algún título de formación profesional o certificado de profesionalidad, se
emitirá una acreditación de acuerdo con el anexo III B).

2.Dicha acreditación surtirá efectos de acreditación parcial acumulable cuando sea establecido el correspondiente
título o certificado que la incluya.
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Disposición transitoria tercera.Excepcionalidad del requisito de edad.

A las convocatorias que se realicen durante los años 2009 y 2010, al amparo del procedimiento descrito en el presente
real decreto, de evaluación de unidades de competencia correspondientes a cualificaciones de nivel II, se podrán
presentar las personas que tengan 19 años cumplidos en el momento de realizar la inscripción.

Disposición derogatoria única.Derogación normativa.

Quedan derogadas cuantas disposiciones de igual o inferior rango se opongan a lo establecido en este real decreto
y, en particular la disposición transitoria única del Real Decreto 942/2003, de 18 de julio, por el que se determinan las
condiciones básicas que deben reunir las pruebas para la obtención de los Títulos de Técnico y Técnico Superior de
Formación Profesional Específica.

Disposición final primera.Título competencial.

El presente real decreto se dicta en virtud de las competencias señaladas en el artículo 149.1, 1.ª, 7.ª y 30.ª de la
Constitución Española, que atribuye al Estado la competencia exclusiva para la regulación de las condiciones básicas
que garanticen la igualdad de todos los españoles en el ejercicio de los derechos y en el cumplimiento de los deberes
constitucionales; la legislación laboral; y la regulación de las condiciones de obtención, expedición y homologación de
títulos académicos y profesionales y normas básicas para el desarrollo del artículo 27 de la Constitución, a fin de
garantizar el cumplimiento de las obligaciones de los poderes públicos en esta materia.

Disposición final segunda.Normas de desarrollo.

Se habilita a las personas titulares de los Ministerios de Educación y de Trabajo e Inmigración a dictar, en el ámbito
de sus respectivas competencias, cuantas disposiciones sean precisas para desarrollar lo previsto en este real decreto.

Disposición final tercera.Implantación.

A partir de la entrada en vigor del presente real decreto, las comunidades autónomas iniciarán las actuaciones
necesarias para que, en el plazo máximo de un año, se implante el procedimiento de evaluación y acreditación de las
competencias profesionales adquiridas a través de la experiencia laboral o de vías no formales de formación, establecido
en el presente real decreto.

Disposición final cuarta.Entrada en vigor.

Este real decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado».

Dado en Madrid, el 17 de julio de 2009.

JUAN CARLOS R.

La Vicepresidenta Primera del Gobierno y Ministra de la Presidencia,

MARÍA TERESA FERNÁNDEZ DE LA VEGA SANZ
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Real Decreto 395/2007, de 23 de marzo, por el que se regula el subsistema de
formación profesional para el empleo.

Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales

«BOE» núm. 87, de 11 de abril de 2007
Referencia: BOE-A-2007-7573

TEXTO CONSOLIDADO
Última modificación: 4 de julio de 2014

En una economía cada vez más global e interdependiente el capital humano se erige en un factor clave para poder
competir con garantía de éxito. Por ello, la formación constituye un objetivo estratégico para reforzar la productividad y
competitividad de las empresas en el nuevo escenario global, y para potenciar la empleabilidad de los trabajadores en
un mundo en constante cambio.

Después de trece años de vigencia de dos modalidades diferenciadas de formación profesional en el ámbito laboral
-la formación ocupacional y la continua-, resulta necesario integrar ambos subsistemas en un único modelo de formación
profesional para el empleo e introducir mejoras que permitan adaptar la formación dirigida a los trabajadores ocupados
y desempleados a la nueva realidad económica y social, así como a las necesidades que demanda el mercado de
trabajo.

De igual modo, determinados acontecimientos y elementos relevantes han incidido en el modelo de formación
profesional en los últimos años y deben seguir presentes a la hora de afrontar su reforma:

La Ley Orgánica 5/2002, de 19 de junio, de las Cualificaciones y de la Formación Profesional, que establece un
Catálogo Nacional de Cualificaciones Profesionales que permite avanzar en un enfoque de aprendizaje permanente y
en la integración de las distintas ofertas de formación profesional (reglada, ocupacional y continua), propiciando el
reconocimiento y la acreditación de las competencias profesionales adquiridas tanto a través de procesos formativos
(formales y no formales) como de la experiencia laboral.

Las Sentencias del Tribunal Constitucional (STC 95/2002, de 25 de abril, y STC 190/2002, de 17 de octubre) que
delimitaron los ámbitos de actuación de la Administración General del Estado y de las Comunidades Autónomas en
materia de formación continua, ubicándola dentro del ámbito laboral.

Asimismo, la Ley 56/2003, de 16 de diciembre, de Empleo, que sitúa la formación ocupacional y la continua en el
centro de las políticas del ámbito laboral que mejor pueden contribuir a la consecución de los objetivos de empleo.

Por último, la aprobación de otras normas, no específicamente dirigidas a la formación, también está influyendo en el
desarrollo práctico de la formación, como es el caso de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones,
que incide de manera decisiva en la gestión de las subvenciones que financian la actividad formativa.

Por lo que respecta al ámbito de la Unión Europea, el aprendizaje permanente es considerado como un pilar
fundamental de la estrategia de empleo en una economía basada en el conocimiento. Asimismo, el aprendizaje
permanente se incorpora entre los indicadores estructurales de la Estrategia de Lisboa para los objetivos en educación
y formación para el año 2010. En esta línea, el Consejo Europeo de junio de 2005 planteó la necesidad de relanzar la
Estrategia de Lisboa y aprobó las directrices integradas para el crecimiento y el empleo 2005-2008, entre las que se
incluye la dirigida a adaptar los sistemas de educación y de formación a las nuevas necesidades en materia de
competencias.

En este escenario, la Declaración del Diálogo Social «Competitividad, empleo estable y Cohesión Social» firmada en
julio de 2004 por el Gobierno, CEOE, CEPYME, CCOO y UGT, establece que en el marco del diálogo social, los
firmantes analizarán de manera conjunta las adaptaciones necesarias del actual modelo de formación de los
trabajadores en un sentido acorde con las necesidades de formación que han de atenderse desde el ámbito estatal,
preservando los ámbitos de participación de las organizaciones sindicales y empresariales y posibilitando la participación
en la gestión por parte de las Comunidades Autónomas.

En el marco de este Diálogo Social, el Gobierno y los Interlocutores Sociales convinieron en la oportunidad de integrar,
en la línea de lo establecido en la Ley Orgánica 5/2002, de 19 de junio, de las Cualificaciones y de la Formación
Profesional, la formación ocupacional y la continua, orientadas ambas al empleo. El alargamiento de la vida activa del
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trabajador y el aprendizaje permanente hacen necesaria una visión que integre en sí misma la formación y el empleo
en la realidad del actual mercado de trabajo, que rompa la barrera entre la población ocupada y desempleada en la
perspectiva de la consecución del pleno empleo -objetivo fijado en la Estrategia de Lisboa- y que garantice la cohesión
social. Sin embargo, no ha de ser un obstáculo dicha integración para la existencia de ofertas diferenciadas y adaptadas
a las diferentes necesidades de formación.

Fruto de lo anterior, el 7 de febrero de 2006, el Gobierno y las citadas Organizaciones Empresariales y Sindicales
suscribieron el Acuerdo de Formación Profesional para el Empleo, cuyos fines, principios y ejes se han tenido en cuenta
en este real decreto con el objeto de promover la formación entre trabajadores y empresarios, y convertir el aprendizaje
permanente en nuestro país, en un elemento fundamental no sólo para la competitividad y el empleo, sino también para
el desarrollo personal y profesional de los trabajadores.

Al mismo tiempo, el presente real decreto plantea un modelo de formación para el empleo que insiste en la necesidad
de conjugar la realidad autonómica de nuestro Estado y la inserción de la formación en la negociación colectiva de
carácter sectorial estatal, creando un marco de referencia en los planos estatal y autonómico, así como en el plano
sectorial y de la empresa.

Por ello, el modelo de formación que se plantea respeta la competencia de gestión de las Comunidades Autónomas,
en línea con las citadas Sentencias del Tribunal Constitucional de abril y octubre de 2002, y profundiza en la cooperación
entre las Administraciones autonómicas y la Administración General del Estado.

Asimismo, el real decreto reconoce la estrecha vinculación de la formación tanto con el empleo como con las políticas
macroeconómicas y microeconómicas y a ello contribuye el importante papel de los Interlocutores Sociales en el
desarrollo de estrategias comunes para los diferentes sectores productivos en el marco de la unidad de mercado,
articuladas a través de la negociación colectiva de ámbito estatal, previendo la existencia de acciones formativas que
garanticen la adquisición de competencias por los trabajadores o que les permita formarse en otros sectores económicos
distintos a aquel en que despliegan su actividad, anticipándose o reaccionando así a eventuales situaciones de crisis
que puedan darse en algún sector y contribuyendo a impulsar de esta manera la libre circulación de trabajadores.

Por otro lado, el real decreto pretende potenciar la calidad de la formación así como su evaluación, a fin de que la
inversión en formación en nuestro país responda a los cambios rápidos y constantes que se producen en nuestro entorno
productivo, permitiendo mantener actualizadas las competencias de nuestros trabajadores y la capacidad de competir
de nuestras empresas y reduciendo el diferencial que dicha inversión tiene todavía en relación con la media europea.
Se trata de implantar un modelo dinámico y flexible, pero a la vez un modelo estable para afrontar desde la óptica de la
formación los desafíos de nuestra economía enmarcados en la Estrategia Europea para la consecución del pleno
empleo.

En definitiva, la reforma que se plantea refuerza, de una parte, la participación de los Interlocutores Sociales y, de
otra, la capacidad de gestión de las Comunidades Autónomas y la colaboración entre las Administraciones de éstas y
la Administración General del Estado.

Se ha consultado a la Conferencia Sectorial de Asuntos Laborales, a las Organizaciones Empresariales y Sindicales
más representativas y al Consejo General de Formación Profesional.

Esta norma de carácter general responde a las reservas competenciales a favor del Estado contenidas en el artículo
149.1. 7.ª y 17.ª de la Constitución Española y se dicta, previa consulta al citado Consejo General de Formación
Profesional, en uso de la autorización otorgada al Gobierno por la disposición final tercera de la Ley Orgánica 5/2002,
de 19 de junio, de las Cualificaciones y de la Formación Profesional.

En su virtud, a propuesta del Ministro de Trabajo y Asuntos Sociales, con la aprobación previa del Ministro de
Administraciones Públicas, de acuerdo con el Consejo de Estado y previa deliberación del Consejo de Ministros en su
reunión del día 23 de marzo de 2007,

DISPONGO:

CAPÍTULO I
Disposiciones generales

Artículo 1.  Objeto.

Este real decreto tiene por objeto regular las distintas iniciativas de formación que configuran el subsistema de
formación profesional para el empleo, su régimen de funcionamiento y financiación, así como su estructura organizativa
y de participación institucional.

Artículo 2.  Concepto y fines de la formación profesional para el empleo.

1. El subsistema de formación profesional para el empleo está integrado por el conjunto de instrumentos y acciones
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que tienen por objeto impulsar y extender entre las empresas y los trabajadores ocupados y desempleados una
formación que responda a sus necesidades y contribuya al desarrollo de una economía basada en el conocimiento.

2. Son fines de la formación profesional para el empleo:

a) Favorecer la formación a lo largo de la vida de los trabajadores desempleados y ocupados, mejorando su
capacitación profesional y desarrollo personal.

b) Proporcionar a los trabajadores los conocimientos y las prácticas adecuados a las competencias profesionales
requeridas en el mercado de trabajo y a las necesidades de las empresas.

c) Contribuir a la mejora de la productividad y competitividad de las empresas.

d) Mejorar la empleabilidad de los trabajadores, especialmente de los que tienen mayores dificultades de
mantenimiento del empleo o de inserción laboral.

e) Promover que las competencias profesionales adquiridas por los trabajadores tanto a través de procesos formativos
(formales y no formales), como de la experiencia laboral, sean objeto de acreditación.

Artículo 3.  Principios del subsistema de formación profesional para el empleo.

Constituyen principios que rigen el subsistema de formación profesional para el empleo:

a) La transparencia, calidad, eficacia y eficiencia.

b) La unidad de caja de la cuota de formación profesional.

c) La unidad de mercado de trabajo y la libre circulación de los trabajadores en el desarrollo de las acciones formativas.

d) La colaboración y coordinación entre las Administraciones competentes.

e) La vinculación del sistema con el Diálogo Social y la negociación colectiva sectorial.

f) La participación de los Interlocutores Sociales.

g) La vinculación de la formación profesional para el empleo con el Sistema Nacional de Cualificaciones y Formación
Profesional, regulado en la Ley Orgánica 5/2002, de 19 de junio, de las Cualificaciones y de la Formación Profesional.

h) El ejercicio del derecho a la formación profesional para el empleo, su carácter gratuito, a excepción de los supuestos
contemplados en la normativa reguladora de los certificados de profesionalidad para acciones formativas no financiadas
con fondos públicos, y la igualdad en el acceso de los trabajadores y las empresas a la formación y a las ayudas a la
misma.

Artículo 4.  Iniciativas de formación.

El subsistema de formación profesional para el empleo está integrado por las siguientes iniciativas de formación:

a) La formación de demanda, que abarca las acciones formativas de las empresas y los permisos individuales de
formación financiados total o parcialmente con fondos públicos, para responder a las necesidades específicas de
formación planteadas por las empresas y sus trabajadores.

b) La formación de oferta, que comprende los planes de formación dirigidos prioritariamente a trabajadores ocupados
y las acciones formativas dirigidas prioritariamente a trabajadores desempleados con el fin de ofrecerles una formación
que les capacite para el desempeño cualificado de las profesiones y el acceso al empleo.

c) La formación en alternancia con el empleo, que está integrada por las acciones formativas de los contratos para la
formación y por los programas públicos de empleo-formación, permitiendo al trabajador compatibilizar la formación con
la práctica profesional en el puesto de trabajo.

d) Las acciones de apoyo y acompañamiento a la formación, que son aquellas que permiten mejorar la eficacia del
subsistema de formación profesional para el empleo.

Artículo 5.  Trabajadores destinatarios de la formación y colectivos prioritarios.

1. Serán destinatarios de la formación profesional para el empleo todos los trabajadores ocupados y desempleados,
incluidos los que no cotizan por formación profesional, en los términos que a continuación se señalan:

a) En la formación de demanda podrán participar los trabajadores asalariados que prestan sus servicios en empresas
o en entidades públicas no incluidas en el ámbito de aplicación de los acuerdos de formación en las Administraciones
Públicas a que hace referencia el apartado 2 de este artículo, incluidos los trabajadores fijos discontinuos en los períodos
de no ocupación, así como los trabajadores que accedan a situación de desempleo cuando se encuentren en período
formativo, y los trabajadores acogidos a regulación de empleo en sus períodos de suspensión de empleo por expediente
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autorizado.

b) En la formación de oferta podrán participar los trabajadores ocupados y desempleados en la proporción que las
Administraciones competentes determinen, considerando las propuestas formuladas por el órgano de participación del
Sistema Nacional de Empleo previsto en el artículo 33.3.

Asimismo, podrán participar en la formación de oferta, regulada en este real decreto, los cuidadores no profesionales
que atiendan a las personas en situación de dependencia, de conformidad con lo establecido en el artículo 18.4 de la
Ley 39/2006, de 14 de diciembre, de promoción de la autonomía personal y atención a las personas en situación de
dependencia.

c) En la formación en alternancia con el empleo podrán participar los trabajadores contratados para la formación y los
trabajadores desempleados, en los términos que establezca la normativa específica reguladora de los contratos para
la formación y de los programas públicos de empleo-formación, respectivamente.

2. La formación de los empleados públicos se desarrollará a través de los planes específicos que se promuevan
conforme a lo establecido en los acuerdos de formación que se suscriban en el ámbito de las Administraciones Públicas.
Este colectivo podrá participar en los planes de formación intersectoriales previstos en el artículo 24.1, con el límite que
dicho precepto establece.

3. A fin de garantizar el acceso a la formación de trabajadores con mayor dificultad de inserción o de mantenimiento
en el mercado de trabajo, podrán tener prioridad para participar en las acciones formativas, entre otros:

a) Los desempleados pertenecientes a los siguientes colectivos: mujeres, jóvenes, personas con discapacidad,
afectados y víctimas del terrorismo y de la violencia de género, desempleados de larga duración, mayores de 45 años
y personas con riesgo de exclusión social, de acuerdo con lo previsto en cada caso por las prioridades establecidas en
la política nacional de empleo, en los planes de ejecución de la Estrategia Europea de Empleo y en los Programas
Operativos del Fondo Social Europeo.

b) Los trabajadores ocupados pertenecientes a los siguientes colectivos: trabajadores de pequeñas y medianas
empresas, mujeres, afectados y víctimas del terrorismo y de la violencia de género, mayores de 45 años, trabajadores
con baja cualificación y personas con discapacidad, de acuerdo con lo que establezcan, en su caso, los Programas
Operativos del Fondo Social Europeo y las Administraciones competentes en el marco de la planificación prevista en el
artículo 21 y en sus respectivas programaciones.

c) Los cuidadores no profesionales que atiendan a las personas en situación de dependencia, a que hace referencia
el segundo párrafo del apartado 1.b) de este artículo.

Artículo 6.  Financiación.

1. El subsistema de formación profesional para el empleo se financiará, de conformidad con lo establecido en la Ley
de Presupuestos Generales del Estado, con los fondos provenientes de la cuota de formación profesional que aportan
las empresas y los trabajadores, con las ayudas procedentes del Fondo Social Europeo y con las aportaciones
específicas establecidas en el presupuesto del Servicio Público de Empleo Estatal.

Asimismo, las Comunidades Autónomas podrán, en el ejercicio de su competencia, destinar fondos propios para
financiar la gestión de las iniciativas de formación previstas en el presente real decreto, mediante las fórmulas de
financiación que aquéllas determinen en el desarrollo de sus facultades de autoorganización.

2. Anualmente, el Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales determinará la propuesta de distribución del presupuesto
destinado a financiar el subsistema de formación profesional para el empleo entre los diferentes ámbitos e iniciativas
de formación contempladas en este real decreto.

La citada propuesta de distribución se someterá a informe del órgano de participación del Sistema Nacional de Empleo
previsto en el artículo 33, de conformidad con lo dispuesto en el apartado 2.c) del mismo.

3. Los fondos de formación profesional para el empleo, de ámbito nacional, destinados a la financiación de las
subvenciones gestionadas por las Comunidades Autónomas que tengan asumidas las competencias de ejecución, se
distribuirán de conformidad con lo previsto en el artículo 86 de la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General
Presupuestaria.

4. La parte de los fondos de formación profesional para el empleo fijada en la Ley de Presupuestos Generales del
Estado para la financiación de las subvenciones gestionadas por el Servicio Público de Empleo Estatal se aplicará a
los supuestos de planes o acciones formativas que trasciendan el ámbito territorial de una Comunidad Autónoma y
requieran de una acción coordinada y homogénea, que tengan por objeto la impartición de acciones formativas
relacionadas con el ejercicio de competencias exclusivas del Estado o que se dirijan a trabajadores inmigrantes en sus
países de origen.
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Se entiende que concurren los requisitos señalados en el párrafo anterior en los planes de formación amparados en
la negociación colectiva sectorial estatal cuando el diseño y programación de las acciones formativas incluidas en dichos
planes y la gestión de los correspondientes recursos se realicen de manera global, integrada o coordinada en el
correspondiente ámbito sectorial y por las partes legitimadas para la negociación del correspondiente convenio o
acuerdo. También se entiende que concurren estos requisitos en los planes de formación de carácter intersectorial
cuando favorezcan la adquisición de competencias básicas que permitan mejorar la empleabilidad de los trabajadores
y su promoción profesional y personal en el marco de la unidad de mercado, concurran las características de globalidad,
integración y coordinación anteriormente indicadas y se lleven a cabo por las organizaciones empresariales y sindicales
más representativas en el ámbito estatal, así como por las organizaciones de la economía social y asociaciones de
autónomos, con notable implantación en dicho ámbito.

Asimismo, se entiende que requieren de una acción coordinada y homogénea las acciones formativas que incluyan
compromisos de contratación de desempleados cuando su ejecución afecte a centros de trabajo ubicados en el territorio
de más de una Comunidad Autónoma, así como las dirigidas a colectivos con necesidades formativas especiales o que
tengan dificultades para su inserción o recualificación profesional cuando su ejecución, afectando a un ámbito geográfico
superior al de una Comunidad Autónoma y precisando una coordinación unificada, exija la movilidad geográfica de los
participantes.

CAPÍTULO II
Formación profesional para el empleo

Sección 1.ª Disposiciones comunes

Artículo 7.  Acciones formativas.

1. Se entiende por acción formativa la dirigida a la adquisición y mejora de las competencias y cualificaciones
profesionales, pudiéndose estructurar en varios módulos formativos con objetivos, contenidos y duración propios.

En todo caso, la oferta formativa dirigida a la obtención de los certificados de profesionalidad, previstos en los artículos
10 y 11, tendrá carácter modular con el fin de favorecer la acreditación parcial acumulable de la formación recibida y
posibilitar al trabajador que avance en su itinerario de formación profesional cualquiera que sea su situación laboral en
cada momento.

2. Cuando la formación no esté vinculada a la obtención de los certificados de profesionalidad, cada acción o módulo
formativo tendrá una duración adecuada a su finalidad, en función del colectivo destinatario, la modalidad de impartición
de la formación, el número de alumnos y otros criterios objetivos, sin que pueda ser inferior a 6 horas lectivas. Cuando
se trate de formación de carácter transversal en áreas que se consideren prioritarias por la Administración laboral
competente, la duración podrá ser inferior a ese límite.

3. La participación de un trabajador en acciones formativas no podrá ser superior a 8 horas diarias.

4. No tendrán la consideración de acciones formativas incluidas en el subsistema de formación profesional para el
empleo las actividades de índole informativa o divulgativa cuyo objeto no sea el desarrollo de un proceso de formación,
tales como jornadas, ferias, simposios y congresos.

Artículo 8.  Impartición de la formación.

1. La formación podrá impartirse de forma presencial, a distancia convencional, mediante teleformación o mixta.

Cuando la acción o módulo formativo incluya, en todo o en parte, formación a distancia, ésta deberá realizarse con
soportes didácticos que permitan un proceso de aprendizaje sistematizado para el participante, que necesariamente
será complementado con asistencia tutorial.

La modalidad de impartición mediante teleformación se entenderá realizada cuando el proceso de aprendizaje de las
acciones formativas se desarrolle a través de tecnologías de la información y comunicación telemáticas, posibilitando
la interactividad de alumnos, tutores y recursos situados en distinto lugar.

2. La formación impartida mediante la modalidad presencial se organizará en grupos de 25 participantes como máximo.
En la formación impartida mediante la modalidad a distancia convencional o de teleformación deberá haber, como
mínimo, un tutor por cada 80 participantes.

Las Administraciones competentes podrán establecer, en sus respectivos ámbitos de gestión, un número de
participantes menor a los señalados en el párrafo anterior en función de las características o del contenido de la
formación, o bien de los colectivos a los que ésta se dirige.

3. La formación, tanto teórica como práctica, deberá realizarse en aulas, talleres o instalaciones apropiadas, de
acuerdo con lo que establezca el correspondiente programa.



4. Mediante Orden del Ministro de Trabajo y Asuntos Sociales se determinarán los módulos económicos máximos de
financiación de las acciones formativas en función de su modalidad de impartición. Asimismo podrán establecerse
módulos económicos específicos en función de la singularidad de determinadas acciones formativas que, por su
especialidad y características técnicas, precisen de una financiación mayor.

Artículo 9.  Centros y entidades de formación.

1. Podrán impartir formación profesional para el empleo:

a) Las Administraciones Públicas competentes en materia de formación profesional para el empleo, a través de sus
centros propios o mediante convenios con entidades o empresas públicas que puedan impartir la formación. Tienen la
consideración de centros propios:

1.º Los Centros de Referencia Nacional, especializados por sectores productivos, tomando como referencia el mapa
sectorial que se defina y las Familias Profesionales del Catálogo Nacional de Cualificaciones Profesionales. Estos
Centros llevarán a cabo acciones de carácter experimental e innovador en materia de formación profesional, en las
condiciones que se disponga en la norma que regule los requisitos de estos Centros.

2.º Los Centros Integrados de Formación Profesional de titularidad pública. Estos Centros impartirán al menos las
ofertas formativas referidas al Catálogo Nacional de Cualificaciones Profesionales, que conduzcan a la obtención de
títulos de formación profesional y certificados de profesionalidad.

3.º Los demás centros de la Administración Pública que cuenten con instalaciones y equipamientos adecuados para
impartir formación profesional para el empleo.

b) Las Organizaciones empresariales y sindicales, y otras entidades beneficiarias de los planes de formación dirigidos
prioritariamente a trabajadores ocupados, por sí mismas o a través de los centros y entidades contemplados en los
programas formativos de las citadas organizaciones o entidades beneficiarias. Cuando se trate de centros o entidades
de formación deberán estar acreditados o inscritos, según los casos.

c) Las empresas que desarrollen acciones formativas para sus trabajadores o para desempleados con compromiso
de contratación, que podrán hacerlo a través de sus propios medios, siempre que cuenten con el equipamiento adecuado
para este fin, o a través de contrataciones externas.

d) Los Centros Integrados de Formación Profesional, de titularidad privada, y los demás centros o entidades de
formación, públicos o privados, acreditados por las Administraciones competentes para impartir formación dirigida a la
obtención de certificados de profesionalidad. Estos centros deberán reunir los requisitos especificados en los reales
decretos que regulan los certificados de profesionalidad correspondientes a la formación que se imparta en ellos, sin
perjuicio de los requisitos específicos que podrán establecer las Administraciones públicas en el ámbito de sus
competencias.

e) Los centros o entidades de formación que impartan formación no dirigida a la obtención de certificados de
profesionalidad, siempre que se hallen inscritos en el Registro que establezca la Administración competente. El Ministerio
de Trabajo y Asuntos Sociales podrá establecer criterios mínimos para dicha inscripción.

2. Las Comunidades Autónomas podrán crear un Registro donde se inscribirán los centros y entidades que impartan
formación profesional para el empleo en sus respectivos territorios.

El Servicio Público de Empleo Estatal, en el marco del Sistema Nacional de Empleo, mantendrá permanentemente
actualizado un Registro estatal de centros y entidades de formación, de carácter público. Este Registro estará coordinado
con los Registros Autonómicos a través del Sistema de Información de los Servicios Públicos de Empleo previsto en el
artículo 7.2.c) de la Ley 56/2003, de 16 de diciembre, de Empleo.

3. Los centros y entidades de formación deberán someterse a los controles y auditorías de calidad que establezcan
las Administraciones competentes, cuyos resultados podrán incorporarse a los Registros mencionados en el apartado
anterior.

Artículo 10.  Certificados de profesionalidad.

1. De conformidad con lo establecido en el artículo 10.1 de la Ley Orgánica 5/2002, de 19 de junio, de las
Cualificaciones y de la Formación Profesional, la oferta de formación profesional para el empleo vinculada al Catálogo
Nacional de Cualificaciones Profesionales estará constituida por la formación dirigida a la obtención de los certificados
de profesionalidad.

2. Los certificados de profesionalidad acreditan con carácter oficial las competencias profesionales que capacitan
para el desarrollo de una actividad laboral con significación en el empleo.

Tales competencias estarán referidas a las unidades de competencia de las cualificaciones profesionales del Catálogo
Nacional de Cualificaciones Profesionales, por lo que cada certificado de profesionalidad podrá comprender una o más
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de dichas unidades. En todo caso, la unidad de competencia constituye la unidad mínima acreditable y acumulable para
obtener un certificado de profesionalidad.

3. El Servicio Público de Empleo Estatal, con la participación de los Centros de Referencia Nacional, elaborará y
actualizará los certificados de profesionalidad, que serán aprobados por real decreto, previo informe del Consejo General
de Formación Profesional.

Artículo 11.  Acreditación de la formación y registro.

1. Cuando la formación vaya dirigida a la obtención de certificados de profesionalidad, en su desarrollo se respetarán
los contenidos de los módulos formativos y los requisitos que se determinen en los reales decretos que regulen dichos
certificados. Esta formación se acreditará mediante la expedición del correspondiente certificado de profesionalidad o
de sus acreditaciones parciales acumulables.

El certificado de profesionalidad se expedirá cuando se hayan superado los módulos formativos correspondientes a
la totalidad de las unidades de competencias en que se estructure. Las acreditaciones parciales acumulables se
expedirán cuando se hayan superado los módulos formativos correspondientes a una o algunas de dichas unidades de
competencia.

2. Cuando la formación no esté vinculada a la oferta formativa de los certificados de profesionalidad deberá entregarse
a cada participante que haya finalizado la acción formativa un certificado de asistencia a la misma y a cada participante
que haya superado la formación con evaluación positiva un diploma acreditativo.

Las competencias adquiridas a través de esta formación podrán ser reconocidas, al igual que las adquiridas a través
de la experiencia laboral, mediante las acreditaciones totales o parciales de los certificados de profesionalidad, de
conformidad con la normativa que regule el procedimiento y los requisitos para la evaluación y acreditación de las
competencias adquiridas a través de la experiencia laboral y de aprendizajes no formales, que se dicte en desarrollo
del artículo 8 de la Ley Orgánica 5/2002, de 19 de junio, de las Cualificaciones y de la Formación Profesional.

3. La expedición de los certificados de profesionalidad y de las acreditaciones parciales se realizará por el Servicio
Público de Empleo Estatal y los órganos competentes de las Comunidades Autónomas en el marco del Sistema Nacional
de Empleo.

4. Dichas Administraciones deberán llevar un registro nominal y por especialidades de los certificados de
profesionalidad y de las acreditaciones parciales acumulables expedidas.

A los efectos de garantizar la transparencia del mercado de trabajo y facilitar la libre circulación de trabajadores,
existirá un registro general en el Sistema Nacional de Empleo, coordinado por el Servicio Público de Empleo Estatal e
instrumentado a través del Sistema de Información de los Servicios Públicos de Empleo, al que deberán comunicarse
las inscripciones efectuadas en los registros a que se refiere el párrafo anterior.

Sección 2.ª Formación de demanda: acciones formativas 
de las empresas y permisos individuales de formación

Artículo 12.  Objeto y modalidades de la formación de demanda.

1. La formación de demanda responde a las necesidades específicas de formación de las empresas y trabajadores,
y está integrada por las acciones formativas de las empresas y los permisos individuales de formación.

Corresponde a las empresas la planificación y gestión de la formación de sus trabajadores, a los trabajadores la
iniciativa en la solicitud de los citados permisos, y a la representación legal de los trabajadores el ejercicio de los
derechos de participación e información previstos en este real decreto.

Esta formación se financiará mediante la aplicación de un sistema de bonificaciones en las cuotas de la Seguridad
Social que ingresan las empresas, que no tendrá carácter subvencional de conformidad con lo dispuesto en el artículo
2.4.g) de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones.

2. La formación impartida a través de las acciones formativas de las empresas deberá guardar relación con la actividad
empresarial y podrá ser general o específica.

La formación general es la que incluye una enseñanza que no es única o principalmente aplicable en el puesto de
trabajo actual o futuro del trabajador en la empresa beneficiaria, sino que proporciona cualificaciones en su mayor parte
transferibles a otras empresas o a otros ámbitos laborales.

La formación específica es la que incluye una enseñanza teórica y/o práctica aplicable directamente en el puesto de
trabajo actual o futuro del trabajador en la empresa beneficiaria y que ofrece cualificaciones que no son transferibles, o
sólo de forma muy restringida, a otras empresas o a otros ámbitos laborales.

3. El permiso individual de formación es el que la empresa autoriza a un trabajador para la realización de una acción
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formativa que esté reconocida mediante una acreditación oficial, incluida la correspondiente a los títulos y certificados
de profesionalidad que constituyen la oferta formativa del Catálogo Nacional de Cualificaciones Profesionales, con el
fin de favorecer su desarrollo profesional y personal.

La denegación de la autorización del permiso por parte de la empresa deberá estar motivada por razones organizativas
o de producción, comunicándolo al trabajador.

Mediante Orden del Ministro de Trabajo y Asuntos Sociales se regulará la utilización de estos permisos individuales
de formación para el acceso a los procesos que establezca la normativa reguladora del reconocimiento, evaluación y
acreditación de las competencias y cualificaciones profesionales adquiridas a través de la experiencia laboral y de otros
aprendizajes no formales e informales.

Artículo 13.  Asignación a las empresas de una cuantía para formación.

1. Las empresas dispondrán de un crédito para la formación de sus trabajadores cuyo importe resultará de aplicar a
la cuantía ingresada por cada empresa el año anterior, en concepto de cuota de formación profesional, el porcentaje
que anualmente se establezca en la Ley de Presupuestos Generales del Estado. Ese porcentaje se determinará en
función del tamaño de las empresas, de tal forma que cuanto menor sea el tamaño de la empresa mayor sea dicho
porcentaje. En todo caso se garantizará un crédito mínimo en la cuantía que se determine en la citada Ley. Esta última
cuantía podrá ser superior a la cuota por formación profesional ingresada por la empresa en el sistema de Seguridad
Social.

El crédito al que se refiere el párrafo anterior se hará efectivo mediante bonificaciones en las cotizaciones de Seguridad
Social que ingresan las empresas.

2. Las empresas que durante el correspondiente ejercicio presupuestario abran nuevos centros de trabajo, así como
las empresas de nueva creación, podrán beneficiarse de las bonificaciones establecidas en el apartado anterior cuando
incorporen a su plantilla nuevos trabajadores. En estos supuestos las empresas dispondrán de un crédito de
bonificaciones cuyo importe resultará de aplicar al número de trabajadores de nueva incorporación la cuantía que
determine la Ley de Presupuestos Generales del Estado, garantizándose, en todo caso, para las empresas de nueva
creación el crédito mínimo de bonificación a que hace referencia el apartado 1 de este artículo.

3. Asimismo, y hasta el límite de la disponibilidad presupuestaria autorizada anualmente en la Ley de Presupuestos
Generales del Estado, las empresas que concedan permisos individuales de formación a sus trabajadores dispondrán
de un crédito de bonificaciones para formación adicional al crédito anual que resulte de aplicar lo establecido en el
apartado 1 de este artículo. Mediante Orden del Ministro de Trabajo y Asuntos Sociales se determinarán los criterios
para la asignación del citado crédito adicional.

Artículo 14.  Cofinanciación de las empresas.

1. Las empresas participarán con sus propios recursos en la financiación de la formación de sus trabajadores, según
los porcentajes mínimos que, sobre el coste total de la formación, se establezcan mediante Orden del Ministro de Trabajo
y Asuntos Sociales en función del tamaño de las empresas. No obstante, se podrá excepcionar dicha obligación para
las empresas de menos de 10 trabajadores con el fin de facilitar su acceso a la formación.

Se considerarán incluidos en la cofinanciación privada los costes salariales de los trabajadores formados por la
empresa durante su jornada de trabajo.

2. La cofinanciación establecida en este artículo no será aplicable a los permisos individuales de formación.

Artículo 15.  Información a la representación legal de los trabajadores.

1. La empresa deberá someter las acciones formativas, incluidas las de los permisos individuales, a información de
la representación legal de los trabajadores, de conformidad con lo dispuesto en Texto refundido de la Ley del Estatuto
de los Trabajadores, aprobado por el Real Decreto Legislativo 1/1995, de 24 de marzo. A tal efecto, pondrá a disposición
de la citada representación, al menos, la siguiente información:

a) Denominación, objetivos y descripción de las acciones a desarrollar.

b) Colectivos destinatarios y número de participantes por acciones.

c) Calendario previsto de ejecución.

d) Medios pedagógicos.

e) Criterios de selección de los participantes.

f) Lugar previsto de impartición de las acciones formativas.

g) Balance de las acciones formativas desarrolladas en el ejercicio precedente.

60

Normativa de ámbito estatal



El incumplimiento por parte de la empresa de la obligación de informar a la representación legal de los trabajadores
impedirá la adquisición y, en su caso, el mantenimiento del derecho a la bonificación.

2. La representación legal de los trabajadores deberá emitir un informe sobre las acciones formativas a desarrollar
por la empresa en el plazo de 15 días desde la recepción de la documentación descrita en el apartado anterior,
transcurrido el cual sin que se haya remitido el citado informe se entenderá cumplido este trámite.

3. Si a resultas del trámite previsto en el apartado anterior surgieran discrepancias entre la dirección de la empresa y
la representación legal de los trabajadores respecto al contenido de la formación se dilucidarán las mismas en un plazo
de 15 días a computar desde la recepción por la empresa del informe de la representación legal de los trabajadores,
debiendo dejarse constancia escrita del resultado del trámite previsto en este apartado.

4. La ejecución de las acciones formativas y su correspondiente bonificación sólo podrá iniciarse una vez finalizados
los plazos previstos en los apartados 2 y 3 de este artículo.

5. En caso de que se mantuviera el desacuerdo a que se refiere el apartado 3 entre la representación legal de los
trabajadores y la empresa respecto a las acciones formativas, el examen de las discrepancias al objeto de mediar sobre
las mismas corresponde a la Comisión Paritaria competente.

En el supuesto de que no mediara la correspondiente Comisión paritaria, de que no existiera tal Comisión o de que
se mantuvieran las discrepancias tras la mediación, la Administración competente, según la distribución competencial
establecida en la disposición adicional primera, conocerá sobre ellas, siempre que se deban a alguna de las siguientes
causas: discriminación de trato, en los términos legalmente establecidos, realización de acciones que no se
correspondan con la actividad empresarial o concurrencia de cualquier otra circunstancia que pueda suponer abuso de
derecho en la utilización de fondos públicos.

La Administración competente dictará resolución que podrá afectar a la adquisición y mantenimiento del derecho a la
bonificación correspondiente a la acción o acciones formativas en las que se haya incurrido en las causas antes
señaladas. Si se declarara improcedente la bonificación aplicada, se iniciará el procedimiento para el abono por la
empresa de las cuotas no ingresadas.

6. Cuando la empresa no tenga representación legal de los trabajadores será necesaria la conformidad de los
trabajadores afectados por las acciones formativas. La disconformidad o denuncia por cualquier trabajador de la empresa
basada en las causas mencionadas en el apartado anterior dará lugar al inicio del procedimiento previsto en dicho
apartado.

Artículo 16.  Ejecución de las acciones formativas.

1. Las empresas podrán organizar y gestionar la formación de sus trabajadores por sí mismas, o bien contratar su
ejecución con centros o entidades especializadas. En este último caso, los citados centros o entidades deberán asumir,
al menos, la coordinación de las acciones formativas, no pudiendo delegar ni contratar con terceros el desarrollo de
dicha coordinación.

Las empresas asumirán la responsabilidad de la ejecución de las acciones formativas bonificadas ante la
Administración, debiendo asegurar tanto aquéllas como, en su caso, las entidades contratadas el desarrollo satisfactorio
de las funciones de los organismos de seguimiento y control.

2. Las empresas podrán agruparse voluntariamente, previo acuerdo por escrito, para organizar la formación de sus
trabajadores, designando a tal efecto una entidad organizadora para que les gestione sus programas de formación. En
este caso, las bonificaciones se aplicarán por las empresas agrupadas en sus respectivos boletines de cotización.

Podrá tener la condición de entidad organizadora cualquiera de las empresas que formen parte de la agrupación, o
bien un centro o entidad que tenga entre sus actividades la impartición de formación. La citada entidad será la
responsable de realizar las comunicaciones de inicio y finalización de la formación a que se hace referencia en el
apartado 3 de este artículo y de custodiar la documentación relacionada con la organización, gestión e impartición de
las acciones formativas en las que interviene como entidad organizadora. Asimismo, tendrá la obligación de colaborar
con las Administraciones y órganos de control competentes en las actuaciones de seguimiento y control que se
desarrollen respecto de dichas acciones.

Será de aplicación a las agrupaciones de empresas lo dispuesto en el apartado 1 de este artículo sobre
subcontratación y responsabilidad de las empresas.

3. Las empresas, o bien las entidades organizadoras cuando se trate de una agrupación, deberán comunicar la
información relativa a cada acción y grupo, conteniendo, al menos, los siguientes datos: denominación y contenidos
básicos de la acción formativa, modalidad de impartición, acreditación oficial, en su caso, número previsto de
trabajadores participantes y fechas, horario y lugar de realización. Además, cuando se trate de una agrupación de
empresas, deberá indicarse la razón social y el CIF de cada una de las empresas que tienen previsto participar en la
formación. Esta comunicación, y la anulación o modificación, en su caso, de sus datos, deberá realizarse en los plazos
que se establezcan mediante Orden del Ministro de Trabajo y Asuntos Sociales.
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Asimismo, antes de practicar la bonificación correspondiente a cada acción o grupo, las empresas, o bien las entidades
organizadoras cuando se trate de una agrupación, deberán comunicar su finalización con, al menos, la siguiente
información: denominación de la acción formativa realizada, listado de trabajadores participantes que han finalizado la
formación, número de horas lectivas y coste total de la formación, con indicación del coste máximo bonificable.

Estas comunicaciones de inicio y finalización de la formación se realizarán en el marco del Sistema Nacional de
Empleo a través de los procesos telemáticos implantados por el Servicio Público de Empleo Estatal, en los términos
que se establezcan mediante Orden del Ministro de Trabajo y Asuntos Sociales.

4. El Sistema Nacional de Empleo, mediante el Servicio Público de Empleo Estatal, garantizará a las Comunidades
Autónomas el acceso, en tiempo real, a las comunicaciones telemáticas realizadas por las empresas y las entidades
organizadoras, así como el acceso a toda la información necesaria para que las Comunidades Autónomas en el ámbito
de su competencia establezcan su sistema de evaluación, seguimiento y control de las acciones formativas de las
empresas.

Artículo 17.  Aplicación de las bonificaciones.

1. La cuantía del crédito de bonificaciones asignado a cada empresa, en los términos señalados en el artículo 13,
actuará como límite de las bonificaciones que podrá aplicarse en sus boletines de cotización a la Seguridad Social.

2. Las empresas podrán aplicarse con carácter anual, en la forma que determine la Tesorería General de la Seguridad
Social, las bonificaciones en las cotizaciones a la Seguridad Social a partir de la comunicación de la finalización de la
formación. El plazo para poder aplicarse dichas bonificaciones concluye el último día hábil para poder presentar el
boletín de cotización correspondiente al mes de diciembre de dicho ejercicio económico.

En los permisos individuales de formación, las empresas podrán aplicarse las correspondientes bonificaciones a
medida que abonen los salarios a los trabajadores que disfruten dichos permisos. Mediante Orden del Ministro de
Trabajo y Asuntos Sociales se establecerá el número de horas laborales por permiso y curso académico que pueden
ser objeto de dichas bonificaciones, así como los requisitos, procedimientos y, en su caso, volumen de permisos en
función del número de trabajadores en la plantilla de cada empresa.

3. En la realización de sus actividades de seguimiento y control, los Servicios Públicos de Empleo comprobarán la
procedencia y exactitud de las deducciones que en forma de bonificaciones hayan sido practicadas por las empresas.

Las Comunidades Autónomas informarán al Servicio Público de Empleo Estatal de los resultados de las actuaciones
de seguimiento y control que hubiesen llevado a cabo, así como de las presuntas irregularidades detectadas.

4. La aplicación indebida o fraudulenta de las bonificaciones determinará que las cantidades correspondientes sean
objeto de reclamación administrativa mediante acta de liquidación de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social. Sin
perjuicio de ello, el Servicio Público de Empleo Estatal, en el marco del Sistema Nacional de Empleo, colaborará con la
citada Inspección mediante la comunicación previa a las empresas de las irregularidades que se deduzcan tras la
aplicación del procedimiento señalado en el apartado anterior, con el fin de que procedan a la devolución de las
cantidades indebidamente aplicadas o, en su caso, formulen las alegaciones que estimen oportunas. Si no se produce
la devolución o las alegaciones no son aceptadas, el citado organismo lo comunicará a la Inspección de Trabajo y
Seguridad Social para la apertura de las actas de liquidación y, en su caso, de sanción.

Artículo 18.  Justificación.

1. A los efectos de su justificación, los costes derivados de las acciones formativas de las empresas y de los permisos
individuales de formación que hayan sido objeto de bonificación deberán quedar expresamente identificados como tales
en la contabilidad de la empresa.

2. La empresa deberá mantener a disposición de los órganos de control durante el período establecido en la legislación
nacional y comunitaria la documentación justificativa (facturas, justificación contable y cualquier otro documento
justificativo) de la realización de la formación.

3. El incumplimiento de estas obligaciones y de las demás establecidas en el presente real decreto podrá dar lugar al
abono total o parcial por la empresa de las cuotas no ingresadas, de acuerdo con el procedimiento contemplado en el
artículo 17.4 de este real decreto.

Artículo 19.  Apoyo a las pequeñas y medianas empresas.

1. El Sistema Nacional de Empleo promoverá las iniciativas necesarias para facilitar y generalizar el acceso de las
pequeñas y medianas empresas a la formación de sus trabajadores. A tal fin, el Servicio Público de Empleo Estatal y
los órganos o entidades correspondientes de las Comunidades Autónomas, previa elaboración coordinada de un plan
de apoyo a esas empresas, deberán prestarles asesoramiento y poner a su disposición la información necesaria acerca
de las distintas iniciativas de formación profesional para el empleo y de los centros y entidades formativas existentes,
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que incluirán también los relativos al sistema educativo. Deberán también prestarles apoyo y asistencia técnica para
satisfacer sus necesidades formativas, posibilitando, cuando sea necesario, la agrupación voluntaria de empresas a
que hace referencia el artículo 16, apartado 2.

2. Para la articulación de estas medidas de asesoramiento, apoyo y asistencia técnica a PYMES, las Administraciones
competentes contarán con la colaboración de las organizaciones empresariales y sindicales más representativas.
Asimismo, podrán contar con la colaboración de las entidades locales y de otras entidades que puedan contribuir a la
consecución de esos objetivos.

Sección 3.ª Formación de oferta

Artículo 20.  Objeto de la oferta de formación profesional para el empleo.

1. La oferta de formación profesional para el empleo tiene por objeto ofrecer a los trabajadores, tanto ocupados como
desempleados, una formación ajustada a las necesidades del mercado de trabajo y que atienda a los requerimientos
de productividad y competitividad de las empresas y a las aspiraciones de promoción profesional y desarrollo personal
de los trabajadores, de forma que les capacite para el desempeño cualificado de las distintas profesiones y para el
acceso al empleo.

Las Administraciones laborales competentes adoptarán las medidas necesarias para que la oferta de formación
profesional para el empleo sea amplia, permanente y accesible.

2. Con el fin de incentivar y facilitar la participación y el acceso de los trabajadores a la oferta formativa dirigida a la
obtención de los certificados de profesionalidad, se establecerá una oferta de formación modular que favorezca la
acreditación parcial acumulable de la formación recibida, reduzca los riesgos de abandonos y posibilite que el trabajador
avance en su itinerario de formación profesional cualquiera que sea la situación laboral en que se encuentre.

Asimismo, las Administraciones competentes desarrollarán una oferta formativa que cubra los ámbitos ocupacionales
que aún no dispongan de certificado de profesionalidad, así como las necesidades específicas de formación y
cualificación de los trabajadores.

3. A los efectos de lo establecido en el apartado anterior, el Servicio Público de Empleo Estatal, en el marco del
Sistema Nacional de Empleo, mantendrá permanentemente actualizado el Fichero de especialidades formativas e
informará de las modificaciones que se produzcan a las Comunidades Autónomas según los criterios que se establezcan
en el marco del Sistema de Información de los Servicios Públicos de Empleo contemplado en el artículo 7.2.c) de la Ley
56/2003, de 16 de diciembre, de Empleo.

Artículo 21.  Planificación plurianual de la oferta formativa.

De conformidad con los reales decretos sobre traspaso de funciones y servicios en materia de gestión de la formación
profesional ocupacional a las Comunidades Autónomas, el Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales realizará una
planificación plurianual en la que se determinarán las prioridades, objetivos generales y recomendaciones a tener en
cuenta en la oferta formativa del conjunto del subsistema de formación profesional para el empleo.

La citada planificación se realizará considerando las propuestas formuladas por las Comunidades Autónomas y las
Organizaciones Empresariales y Sindicales a través del órgano de participación previsto en el artículo 33.

Artículo 22.  Programación y gestión en el ámbito estatal.

1. La programación y gestión de la oferta formativa en el ámbito estatal incluye, dentro de lo indicado en el artículo
6.4 de este real decreto:

a) Los planes de formación dirigidos prioritariamente a los trabajadores ocupados, según la regulación contenida en
el artículo 24.

b) Los programas específicos que establezca el Servicio Público de Empleo Estatal para la formación de personas
con necesidades formativas especiales o que tengan dificultades para su inserción o recualificación profesional. En la
ejecución de estos programas podrán participar instituciones públicas o entidades sin ánimo de lucro que tengan entre
sus fines la formación o inserción profesional de los colectivos de trabajadores a los que se dirigen estos programas.

c) La formación profesional para el empleo de las personas en situación de privación de libertad y de los militares de
tropa y marinería que mantienen una relación laboral de carácter temporal con las Fuerzas Armadas, mediante convenios
suscritos por el Servicio Público de Empleo Estatal con las instituciones de la Administración General del Estado
competentes en estos ámbitos.

d) La programación de acciones formativas que incluyan compromisos de contratación dirigidos prioritariamente a
desempleados y a trabajadores inmigrantes en sus países de origen según el marco legal vigente, mediante convenios
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suscritos por el Servicio Público de Empleo Estatal con las empresas, sus asociaciones u otras entidades que adquieran
el citado compromiso de contratación.

2. Los planes de formación y los programas específicos a que se refieren las letras a) y b) del apartado anterior se
financiarán mediante subvenciones públicas, previa convocatoria del Servicio Público de Empleo Estatal, conforme a
las bases reguladoras que se establezcan mediante Orden del Ministro de Trabajo y Asuntos Sociales.

La ejecución de las ofertas formativas señaladas en las letras c) y d) del apartado anterior se financiarán mediante
subvenciones públicas concedidas por el Servicio Público de Empleo Estatal en régimen de concesión directa, de
conformidad con lo establecido en el Real Decreto 357/2006, de 24 de marzo, por el que se regula la concesión directa
de determinadas subvenciones en los ámbitos del empleo y de la formación profesional ocupacional. Para la aplicación
del régimen de concesión directa a otros supuestos diferentes al señalado en este párrafo se estará a lo establecido en
la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones.

3. El Servicio Público de Empleo Estatal deberá especificar en cada convocatoria las acciones formativas que tengan
carácter prioritario, sin perjuicio de las señaladas por las Comisiones Paritarias Sectoriales. Las acciones formativas
prioritarias deben tratar de anticipar la formación al nuevo modelo productivo, apostando por los sectores más
innovadores.

4. Los Servicios Públicos de Empleo de las Comunidades Autónomas deberán especificar en cada convocatoria las
acciones formativas que tengan carácter prioritario, sin perjuicio de las señaladas por las Comisiones Paritarias
Sectoriales. Las acciones formativas prioritarias deben tratar de anticipar la formación al nuevo modelo productivo,
apostando por los sectores más innovadores.

Artículo 23.  Programación y gestión en el ámbito autonómico.

1. En el ámbito autonómico, la oferta de formación profesional para el empleo comprenderá la formación dirigida a
trabajadores desempleados y ocupados en la proporción que las Comunidades Autónomas determinen en función del
número de trabajadores que se hallen en cada situación y, en su caso, de otras circunstancias objetivas.

Asimismo, en el marco de lo establecido en este real decreto corresponde a las Comunidades Autónomas, en el
ejercicio de sus facultades de autoorganización, determinar la proporción de los trabajadores a formar a través de cada
una de las vías de desarrollo de su oferta formativa señaladas en el apartado siguiente.

2. Además de la oferta formativa desarrollada por la propia Administración según lo previsto en el artículo 9.1.a), la
oferta de formación profesional para el empleo en el ámbito autonómico incluye:

a) Los planes de formación dirigidos prioritariamente a los trabajadores ocupados, según la regulación contenida en
el artículo 24.

b) Las acciones formativas dirigidas prioritariamente a los trabajadores desempleados, reguladas en el artículo 25.

c) Los programas específicos que establezcan las Comunidades Autónomas para la formación de personas con
necesidades formativas especiales o que tengan dificultades para su inserción o recualificación profesional. En la
ejecución de estos programas, y en los términos que establezca el órgano o entidad competente de la respectiva
Comunidad Autónoma, se impulsará la participación de las Administraciones locales y de otras instituciones públicas o
entidades sin ánimo de lucro que tengan entre sus fines la formación o inserción profesional de los colectivos de
trabajadores a los que se dirigen estos programas.

d) La programación de acciones formativas que incluyan compromisos de contratación dirigidos prioritariamente a
desempleados, mediante subvenciones concedidas por el órgano o entidad competente de la respectiva Comunidad
Autónoma a las empresas, sus asociaciones u otras entidades que adquieran el citado compromiso de contratación.

3. Los planes de formación y los programas específicos a que se refieren las letras a) y c) del apartado anterior se
financiarán mediante subvenciones públicas, previa convocatoria del órgano competente de la respectiva Comunidad
Autónoma, conforme a las bases reguladoras que se establezcan mediante Orden del Ministro de Trabajo y Asuntos
Sociales.

Las acciones formativas contempladas en la letra b) podrán financiarse mediante subvenciones, según lo establecido
en el párrafo anterior, o mediante otras fórmulas de financiación que determinen las Comunidades Autónomas.

La ejecución de las programaciones de acciones formativas que incluyan compromisos de contratación, señaladas
en la letra d) del apartado anterior, se financiarán mediante subvenciones públicas concedidas por el órgano competente
de la respectiva Comunidad Autónoma en régimen de concesión directa, de conformidad con lo establecido en el Real
Decreto 357/2006, de 24 de marzo, por el que se regula la concesión directa de determinadas subvenciones en los
ámbitos del empleo y de la formación profesional ocupacional. Para la aplicación del régimen de concesión directa a
otros supuestos diferentes al señalado en este párrafo se estará a lo establecido en la Ley 38/2003, de 17 de noviembre,
General de Subvenciones.
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Lo establecido en este apartado se entiende sin perjuicio de lo dispuesto en el segundo párrafo del artículo 6.1, relativo
a la financiación de las iniciativas de formación con fondos propios de las Comunidades Autónomas.

Artículo 24.  Planes de formación dirigidos prioritariamente a los trabajadores ocupados.

1. Los planes de formación dirigidos prioritariamente a los trabajadores ocupados podrán ser intersectoriales y
sectoriales. Las Administraciones competentes podrán decidir la proporción de acciones formativas de carácter sectorial
e intersectorial que incluyen en su oferta, considerando las propuestas formuladas por el órgano de participación previsto
en el artículo 33.3.

Los planes de formación intersectoriales estarán compuestos por acciones formativas dirigidas al aprendizaje de
competencias transversales a varios sectores de la actividad económica o de competencias específicas de un sector
para el reciclaje y recualificación de trabajadores de otros sectores, incluida la formación dirigida a la capacitación para
la realización de funciones propias de la representación legal de los trabajadores. En estos planes podrán participar
hasta un 10 por ciento de trabajadores de las Administraciones Públicas sobre el total de participantes de cada plan.

Los planes de formación sectoriales se compondrán de acciones formativas dirigidas a la formación de trabajadores
de un sector productivo concreto, con el fin de desarrollar acciones formativas de interés general para dicho sector y
satisfacer necesidades específicas de formación del mismo. Las Administraciones competentes deberán garantizar que
los planes de formación sectoriales que se desarrollen tanto en el ámbito estatal como autonómico respeten los criterios
y prioridades generales establecidos en el marco de la negociación colectiva sectorial estatal, según lo previsto en el
artículo 35.1.c).

Las acciones específicas programadas en un plan de formación sectorial podrán dirigirse también al reciclaje y
recualificación de trabajadores procedentes de sectores en situación de crisis.

2. En el ámbito estatal, la ejecución de los planes de formación se llevará a cabo mediante convenios suscritos en el
marco del Sistema Nacional de Empleo entre el Servicio Público de Empleo Estatal y las siguientes organizaciones y
entidades:

– Las Organizaciones Empresariales y Sindicales más representativas en el ámbito estatal, cuando se trate de planes
de formación intersectoriales.

Estos planes también se ejecutarán a través de convenios suscritos con las organizaciones representativas de la
economía social con notable implantación en el ámbito estatal y las organizaciones representativas de autónomos de
ámbito estatal y suficiente implantación, en cuyo caso la formación se dirigirá específicamente a los colectivos de
trabajadores de la economía social y de autónomos, respectivamente.

– Las Organizaciones Empresariales y Sindicales más representativas en el ámbito estatal y las representativas en
tal ámbito, cuando se trate de planes de formación sectoriales, así como los entes paritarios creados o amparados en
el marco de la negociación colectiva sectorial estatal. En aquellos sectores en los que no exista negociación colectiva
sectorial estatal, o la misma no esté suficientemente estructurada, se articularán las medidas necesarias para garantizar
la formación de oferta en dichos sectores.

– Los centros y entidades de formación debidamente acreditados e inscritos en el Registro Estatal de Centros y
Entidades de Formación.

3. En el ámbito autonómico, y sin perjuicio de las competencias de las Comunidades Autónomas, la ejecución de los
planes de formación se llevará a cabo en el marco de los convenios suscritos entre el órgano o entidad competente de
la respectiva Comunidad Autónoma y las siguientes organizaciones:

– Las Organizaciones Empresariales y Sindicales más representativas en el ámbito estatal y las más representativas
en el ámbito autonómico, cuando se trate de planes de formación intersectoriales.

Estos planes también se ejecutarán a través de convenios suscritos con las organizaciones representativas de la
economía social y de las representativas de autónomos, en ambos casos con suficiente implantación en el ámbito
autonómico y para la formación dirigida específicamente a los colectivos de trabajadores de la economía social y de
autónomos, respectivamente.

– Las Organizaciones Empresariales y Sindicales más representativas y las representativas en el correspondiente
sector, cuando se trate de planes de formación sectoriales, así como los entes paritarios creados o amparados en el
marco de la negociación colectiva sectorial estatal.

– Los centros y entidades de formación debidamente acreditados e inscritos en el Registro de Centros y Entidades
de Formación de la correspondiente Comunidad Autónoma.

4. La duración de los planes de formación podrá ser plurianual, sin perjuicio de su concreción anual para atender las
necesidades de formación requeridas en cada momento por el mercado de trabajo.
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Artículo 25.  Acciones formativas dirigidas prioritariamente a los trabajadores desempleados.

1. El objetivo prioritario de estas acciones formativas es la inserción o reinserción laboral de los trabajadores
desempleados en aquellos empleos que requiere el sistema productivo. Los órganos o entidades competentes de las
Comunidades Autónomas programarán estas acciones formativas de acuerdo a las necesidades de cualificación y a
las ofertas de empleo detectadas.

2. La oferta formativa regulada en este artículo tenderá a incluir acciones dirigidas a la obtención de los certificados
de profesionalidad referidos al Catálogo Nacional de Cualificaciones Profesionales.

3. Asimismo, se potenciarán acuerdos con las empresas, públicas o privadas, al objeto de favorecer la realización de
prácticas profesionales (incluidas las de carácter internacional), el intercambio de tecnologías y de personal experto y
la utilización de infraestructuras y medios técnicos y materiales. Las prácticas profesionales en las empresas no
supondrán, en ningún caso, la existencia de relación laboral entre los alumnos y las empresas.

En el acuerdo deberá describirse el contenido de las prácticas, así como su duración, lugar de realización y horario,
y el sistema de tutorías para su seguimiento y evaluación. Antes del comienzo de las prácticas, se pondrá en
conocimiento de los representantes legales de los trabajadores en la empresa el citado acuerdo, así como una relación
de los alumnos que participan en las mismas.

Las empresas podrán recibir una compensación económica por alumno/hora de práctica, en la que se incluirá el coste
de la suscripción de una póliza colectiva de accidentes de trabajo.

4. Los trabajadores desempleados que participen en las acciones formativas reguladas en el presente real decreto
podrán percibir ayudas en concepto de transporte, manutención y alojamiento, en la cuantía y condiciones que se
determinen mediante Orden del Ministro de Trabajo y Asuntos Sociales. Asimismo, podrán establecerse ayudas que
permitan conciliar su asistencia a la formación con el cuidado de hijos menores de 6 años o de familiares dependientes.

Además de las ayudas anteriores, la citada Orden Ministerial contemplará la concesión de becas a las personas
discapacitadas y a los alumnos de los programas públicos de empleo-formación regulados en el artículo 28. Asimismo,
en el marco de los programas específicos regulados en los artículos 22.1.b) y 23.2.c), las Administraciones competentes
para establecerlos podrán contemplar la concesión de dichas becas a determinados colectivos de desempleados que
participen en itinerarios de formación profesional personalizados.

5. Las compensaciones, ayudas y becas a que hacen referencia los apartados 3 y 4 anteriores se financiarán en
régimen de concesión directa, de conformidad con lo establecido en el Real Decreto 357/2006, de 24 de marzo, por el
que se regula la concesión directa de determinadas subvenciones en los ámbitos del empleo y de la formación
profesional ocupacional.

6. Las programaciones que se aprueben a los centros para la impartición de las acciones formativas reguladas en
este artículo podrán tener una duración plurianual, sin perjuicio de su concreción anual para atender las necesidades
de formación requeridas en cada momento por el mercado de trabajo.

Sección 4.ª Formación en alternancia con el empleo

Artículo 26.  Objeto de la formación en alternancia.

1. La formación en alternancia es aquella que tiene por objeto contribuir a la adquisición de las competencias
profesionales de la ocupación mediante un proceso mixto, de empleo y formación, que permite al trabajador
compatibilizar el aprendizaje formal con la práctica profesional en el puesto de trabajo.

2. Esta formación incluye las acciones formativas de los contratos para la formación, en desarrollo de lo previsto en
el artículo 11.2 del Texto refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores, aprobado por el Real Decreto Legislativo
1/1995, de 24 de marzo, y los programas públicos de empleo-formación realizados por las Administraciones Públicas.

Artículo 27.  Formación teórica de los contratos para la formación.
(Derogado)

Artículo 28.  Programas públicos de empleo-formación.

1. Los programas públicos de empleo-formación tienen como finalidad mejorar la cualificación y las posibilidades de
empleo de determinados colectivos de desempleados. Durante el desarrollo de estos programas, los trabajadores
participantes recibirán formación profesional adecuada a la ocupación a desempeñar en alternancia con el trabajo y la
práctica profesional.

Estos programas públicos de empleo-formación se regirán por lo establecido en su normativa específica en lo no
previsto en este capítulo.



2. Los contenidos de la formación de los programas públicos mencionados en el apartado anterior estarán vinculados
a la oferta formativa de las unidades de competencia de los certificados de profesionalidad de la ocupación relacionada
con el oficio o puesto de trabajo previsto en el contrato laboral. De no existir certificado de profesionalidad, la formación
teórica estará constituida por los contenidos mínimos orientativos establecidos en el fichero de especialidades formativas
para las ocupaciones o especialidades relativas al oficio o puesto de trabajo contemplados en el contrato laboral, y, en
su defecto, por los contenidos formativos que se aprueben por el Servicio Público de Empleo competente para el
respectivo proyecto de empleo-formación.

Cuando los trabajadores participantes en los citados programas no hayan alcanzado los objetivos de la educación
secundaria obligatoria se organizarán programas específicos de formación de acuerdo con lo que establezca la
legislación reguladora del sistema educativo.

3. Los programas públicos de empleo-formación se financiarán mediante subvenciones otorgadas a las entidades
promotoras de los mismos, con cargo a la partida prevista para los programas de fomento del empleo en el Presupuesto
del Servicio Público de Empleo Estatal. Los fondos destinados a la financiación de las subvenciones gestionadas por
las Comunidades Autónomas que tengan asumidas las competencias de ejecución, se distribuirán de acuerdo con lo
previsto en el artículo 86 de la Ley 4/2003, de 26 de noviembre, General Presupuestaria.

4. La cualificación o competencia profesional adquirida a través de los programas públicos de empleo-formación será
objeto de acreditación en los términos establecidos en el artículo 11 de este real decreto.

5. La gestión de estos programas corresponde a las Comunidades Autónomas que tengan asumidas las competencias
de ejecución, salvo en los supuestos señalados en el artículo 6.4 en que su gestión está reservada al Servicio Público
de Empleo Estatal.

CAPÍTULO III
Apoyo, acompañamiento y acciones complementarias a la formación

Artículo 29.  Estudios de carácter general y sectorial.

1. Las Administraciones Públicas competentes, con sus propios medios, a través de los Centros de Referencia
Nacional o mediante contratación externa, realizarán los estudios de carácter general y sectorial, de manera integral y
coordinada para el conjunto del Sistema Nacional de Cualificaciones y de Formación Profesional.

2. En el marco del Programa anual de trabajo del Sistema Nacional de Empleo, y con el fin de asegurar la
complementariedad de los estudios previstos en el apartado anterior, el Servicio Público de Empleo Estatal y los órganos
competentes de las Comunidades Autónomas elaborarán conjuntamente la planificación de los estudios a realizar en
materia de formación profesional para el empleo, en la que se detallarán la financiación y los órganos responsables de
su ejecución.

Artículo 30.  Acciones de investigación e innovación.

1. En el marco de los criterios y prioridades generales que propongan las Organizaciones Empresariales y Sindicales
más representativas y representativas en cada sector al amparo de la negociación colectiva sectorial estatal, el Ministerio
de Trabajo y Asuntos Sociales realizará una planificación plurianual de las acciones de investigación e innovación que
sean de interés para la mejora de la formación profesional para el empleo, a nivel sectorial o intersectorial, o para la
difusión del conjunto del subsistema de formación profesional para el empleo.

Esta planificación se realizará teniendo en cuenta las propuestas formuladas por las Comunidades Autónomas en el
seno de la Conferencia Sectorial de Asuntos Laborales y en las Comisiones de Coordinación y Seguimiento a que hace
referencia el artículo 32.3.

La citada planificación se someterá a informe del órgano de participación previsto en el artículo 33.

2. Mediante Orden del Ministro de Trabajo y Asuntos Sociales se establecerán las bases reguladoras para la concesión
de las subvenciones que se otorguen para la financiación de este tipo de acciones.

La competencia de gestión de estas subvenciones en el ámbito estatal corresponde al Servicio Público de Empleo
Estatal. En el caso de que las acciones afecten al ámbito territorial exclusivo de una Comunidad Autónoma, será el
correspondiente órgano o entidad de la Comunidad Autónoma el competente para gestionarlas.

3. En el marco del Sistema Nacional de Empleo, el Servicio Público de Empleo Estatal establecerá, previo informe
del órgano de participación previsto en el artículo 33.3, los instrumentos necesarios para garantizar la coordinación
entre las acciones que se realicen en los ámbitos estatal y autonómico, a fin de asegurar la complementariedad de las
acciones ejecutadas en los mismos.
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Artículo 31.  Información y orientación profesional.

1. En el marco de lo previsto en la Ley Orgánica 5/2002, de 19 de junio, de las Cualificaciones y de la Formación
Profesional y en el presente real decreto, el Gobierno desarrollará un sistema integrado de información y orientación
profesional que asegure el asesoramiento a los trabajadores desempleados y ocupados, en relación con las
oportunidades de formación y empleo y con las posibilidades de reconocimiento y acreditación de su cualificación.

2. El sistema integrado de información y orientación profesional estará al servicio de la definición y ejecución de
itinerarios profesionales individuales para la mejora de la empleabilidad de los trabajadores, así como del desarrollo del
espíritu emprendedor y del apoyo a iniciativas empresariales y de autoempleo.

3. Para favorecer el desarrollo de un sistema integrado de orientación y formación profesional se reforzarán las
actuaciones de los Servicios Públicos de Empleo, que fijarán las acciones a realizar con la población activa, su
financiación y la participación de los interlocutores sociales, así como el papel de los Centros Integrados de Formación
Profesional y de los Centros de Referencia Nacional en este ámbito.

CAPÍTULO IV
Estructura organizativa y de participación

Artículo 32.  Órganos competentes para la programación, gestión y control.

1. El Servicio Público de Empleo Estatal, con la colaboración y el apoyo técnico de la Fundación Tripartita para la
Formación en el Empleo, desarrollará las funciones de programación, gestión y control de la formación profesional para
el empleo de competencia estatal.

2. En el ámbito autonómico, los órganos o entidades competentes para la programación, gestión y control de la
formación profesional para el empleo serán los que determinen las Comunidades Autónomas.

3. El Servicio Público de Empleo Estatal y los órganos competentes de las Comunidades Autónomas llevarán a cabo
su colaboración, coordinación y cooperación en materia de formación profesional para el empleo a través de la
Conferencia Sectorial de Asuntos Laborales, de conformidad con lo establecido en el artículo 7.1.a) de la Ley 56/2003,
de 16 de diciembre, de Empleo, y a través de las Comisiones de Coordinación y Seguimiento reguladas en los
respectivos Reales Decretos de traspaso de funciones y servicios en materia de gestión de la formación.

4. Las Administraciones públicas competentes garantizarán la participación de las organizaciones empresariales y
sindicales más representativas en la forma que se prevea por dichas Administraciones en sus respectivos ámbitos
competenciales, contemplando la composición tripartita y paritaria de los órganos que se constituyan.

Artículo 33.  Órgano de participación de las Administraciones Públicas y los Interlocutores Sociales.

1. El Consejo General del Sistema Nacional de Empleo, en cuanto órgano consultivo y de participación institucional
en materia de política de empleo, es el principal órgano de consulta y de participación de las Administraciones Públicas
y los Interlocutores Sociales en el subsistema de formación profesional para el empleo.

2. El Consejo General del Sistema Nacional de Empleo, en desarrollo de lo dispuesto en el artículo 7.1.b) de la Ley
56/2003, de 16 de diciembre, de Empleo, tendrá las siguientes funciones en materia de formación profesional para el
empleo:

a) Velar por el cumplimiento de lo dispuesto en el presente real decreto y en la restante normativa reguladora de la
formación profesional para el empleo, así como por la eficacia de los objetivos generales del sistema.

b) Emitir informe preceptivo sobre los proyectos de normas del subsistema de formación profesional para el empleo.

c) Informar y realizar propuestas sobre la asignación de los recursos presupuestarios entre los diferentes ámbitos e
iniciativas formativas previstas en este real decreto.

d) Informar, con carácter preceptivo, y realizar propuestas sobre la planificación plurianual de la oferta de formación
profesional para el empleo y de las acciones de investigación e innovación, prevista en los artículos 21 y 30.1,
respectivamente, así como sobre los planes anuales que en materia de calidad, evaluación y control están previstos en
los artículos 36.3, 37.2 y 38.1 de este real decreto.

e) Recomendar medidas para asegurar la debida coordinación entre las actuaciones que en el marco del presente
real decreto se realicen en el ámbito del Estado y en el de las Comunidades Autónomas.

f) Actuar en coordinación con el Consejo General de Formación Profesional para el desarrollo de las acciones e
instrumentos esenciales que componen el Sistema Nacional de Cualificaciones y Formación Profesional.

g) Aprobar el mapa sectorial para mejorar la racionalidad y eficacia de las Comisiones Paritarias previstas en el artículo
35.
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h) Determinar los criterios y condiciones que deben cumplir las Comisiones Paritarias Sectoriales Estatales a efectos
de su financiación.

i) Conocer los informes anuales sobre programación, gestión, control y evaluación de la formación profesional para
el empleo elaborados tanto en el ámbito estatal como en el autonómico, así como extraer conclusiones y proponer
recomendaciones sobre el funcionamiento del subsistema.

j) Cualesquiera otras funciones relacionadas con el cumplimiento de los principios y fines del subsistema, a fin de
mantener su coherencia y la vinculación con el Sistema Nacional de Cualificaciones y Formación Profesional.

3. Para el desarrollo de estas funciones se constituirá en el seno del Consejo General la Comisión Estatal de Formación
para el Empleo, manteniendo el carácter paritario y tripartito del Consejo en su composición y régimen de adopción de
acuerdos.

Artículo 34.  La Fundación Tripartita para la Formación en el Empleo.

1. La Fundación Tripartita para la Formación en el Empleo, perteneciente al Sector Público Estatal, tiene carácter
tripartito y su Patronato está constituido por la Administración Pública (con representación del Ministerio de Trabajo y
Asuntos Sociales y las Comunidades Autónomas) y por las organizaciones empresariales y sindicales más
representativas.

El régimen de adopción de acuerdos será el previsto en sus Estatutos, teniendo su Presidente voto dirimente en caso
de empate.

2. La presidencia corresponderá al Director General del Servicio Público de Empleo Estatal. Existirán dos
vicepresidencias, de las cuales una corresponderá a representantes de las organizaciones empresariales y la otra a los
de las sindicales.

El Presidente coordinará a la Gerencia de la Fundación Tripartita con la Subdirección General del Servicio Público de
Empleo Estatal competente en materia de formación profesional para el empleo.

La Gerencia de la Fundación será nombrada por el Patronato, a propuesta de la Dirección General del Servicio Público
de Empleo Estatal, entre personal funcionario de la Administración General del Estado. De este nombramiento se
informará a la Conferencia Sectorial de Asuntos Laborales.

3. En el marco de lo establecido en la Ley 50/2002, de 26 de diciembre, de Fundaciones, y sin perjuicio de las
competencias de ejecución correspondientes a las Comunidades Autónomas en materia de formación profesional para
el empleo, la Fundación Tripartita para la Formación en el Empleo desarrollará, entre otras, las siguientes actividades:

a) Colaborar y asistir técnicamente al Servicio Público de Empleo Estatal en sus actividades de planificación,
programación, gestión, evaluación, seguimiento y control de las iniciativas de formación previstas en el presente real
decreto, así como en la confección del informe anual sobre dichas actividades.

En particular, actuar como entidad colaboradora del Servicio Público de Empleo Estatal en la gestión de las
convocatorias de subvenciones públicas que se realicen por dicho organismo en el marco de lo previsto en el presente
real decreto. La Fundación Tripartita colaborará en la instrucción de los procedimientos y en la elaboración de las
propuestas relativas a la resolución y justificación de las subvenciones, correspondiendo al Servicio Público de Empleo
Estatal la concesión y el pago de las subvenciones. A estos efectos, ambas entidades suscribirán el correspondiente
convenio de colaboración de acuerdo con lo establecido en los artículos 12 y siguientes de la Ley 38/2003, de 17 de
noviembre, General de Subvenciones.

b) Apoyar técnicamente al Servicio Público de Empleo Estatal en el diseño e instrumentación de los medios telemáticos
necesarios para que las empresas y las entidades organizadoras realicen las comunicaciones de inicio y finalización de
la formación acogida al sistema de bonificaciones, garantizando en todo caso la seguridad y confidencialidad de las
comunicaciones.

c) Elevar al Servicio Público de Empleo Estatal propuestas de resoluciones normativas e instrucciones relativas al
subsistema de formación profesional para el empleo, así como elaborar los informes que le sean requeridos.

d) Contribuir al impulso y difusión del subsistema de formación profesional para el empleo entre las empresas y los
trabajadores.

e) Prestar apoyo técnico, en la medida que le sea requerido, a las Administraciones Públicas y a las Organizaciones
empresariales y sindicales presentes en el órgano de participación a que se refiere el artículo 33.3, así como a las
representadas en el Patronato de la Fundación Tripartita y a las Comisiones Paritarias Estatales.

f) Dar asistencia y asesoramiento a las PYMES posibilitando su acceso a la formación profesional para el empleo, así
como apoyo técnico a los órganos administrativos competentes en la orientación a los trabajadores.
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g) Colaborar con el Servicio Público de Empleo Estatal en promover la mejora de la calidad de la formación profesional
para el empleo, en la elaboración de las estadísticas para fines estatales, y en la creación y mantenimiento del Registro
estatal de centros de formación regulado en el artículo 9.2 de este real decreto.

h) Participar en los foros nacionales e internacionales relacionados con la formación profesional para el empleo.

Artículo 35.  Comisiones Paritarias.

1. En el marco de la negociación colectiva sectorial de ámbito estatal, a través de convenios colectivos o de acuerdos
concretos en materia de formación de igual ámbito que pudieran suscribirse por las Organizaciones Empresariales y
Sindicales más representativas y por las representativas en el sector correspondiente, podrán constituirse Comisiones
Paritarias Sectoriales Estatales o de otro ámbito.

Estas Comisiones Paritarias tendrán, en el ámbito del subsistema de formación profesional para el empleo, las
siguientes funciones:

a) Intervenir en la mediación de los supuestos de discrepancias a que se refiere el artículo 15.5.

b) Conocer la formación profesional para el empleo que se realice en sus respectivos ámbitos.

c) Fijar los criterios orientativos y las prioridades generales de la oferta formativa sectorial dirigida a los trabajadores.

d) Participar y colaborar en actividades, estudios o investigaciones de carácter sectorial y realizar propuestas en
relación con el Sistema Nacional de Cualificaciones y Formación Profesional y los Centros de Referencia Nacional
correspondientes a sus respectivos ámbitos.

e) Elaborar una memoria anual sobre la formación correspondiente a sus ámbitos.

f) Conocer de la agrupación de empresas en su sector prevista en el artículo 16.2.

g) Cualesquiera otras que les sean atribuidas por la normativa de desarrollo de este real decreto.

2. En el marco de la gestión de la formación profesional para el empleo desarrollada en el ámbito estatal, la Comisión
Mixta Estatal, prevista en el IV Acuerdo Nacional de Formación, podrá actuar en aquellos ámbitos o sectores donde no
se encuentre articulada la negociación colectiva sectorial estatal.

CAPÍTULO V
Calidad, evaluación, seguimiento y control de la formación

Artículo 36.  Calidad de la formación.

1. Las acciones, tanto formativas como de apoyo y acompañamiento, que se impartan y desarrollen de acuerdo a lo
establecido en este real decreto deberán tener la calidad requerida para que la formación profesional para el empleo
responda a las necesidades de los trabajadores ocupados y desempleados y de las empresas.

La formación y las acciones de apoyo y acompañamiento deberán desarrollarse aplicando los procedimientos y
metodologías apropiados, con el personal y los medios didácticos, técnicos y materiales más adecuados a sus
características.

2. Las Administraciones Públicas competentes promoverán, en sus respectivos ámbitos, la mejora de la calidad de la
formación profesional para el empleo, en cuanto a contenidos, duración, profesorado e instalaciones, así como medición
de sus resultados.

3. Para favorecer la calidad de la formación profesional para el empleo, el Servicio Público de Empleo Estatal, teniendo
en cuenta las propuestas de las Comunidades Autónomas en el marco del Programa anual de trabajo del Sistema
Nacional de Empleo, elaborará un plan para el perfeccionamiento del profesorado que imparta acciones formativas y
para el desarrollo de una metodología técnico-didáctica orientada al mismo. Cuando las acciones del citado plan vayan
dirigidas a formadores de dos o más Comunidades Autónomas se ejecutarán a través de los Centros de Referencia
Nacional, que recibirán del Servicio Público de Empleo Estatal la financiación acordada en el seno de las respectivas
Comisiones de Coordinación y Seguimiento, y cuando vayan dirigidas específicamente a formadores de una Comunidad
Autónoma serán gestionadas en el ámbito autonómico.

Con esa misma finalidad, las Administraciones competentes establecerán, en el marco del citado Programa anual de
trabajo, un plan para la dotación y equipamiento de centros de formación en función de las necesidades de adaptación
a los cambios tecnológicos y de organización del trabajo. En el supuesto de que dicha dotación y equipamiento se
financie mediante subvenciones concedidas a los centros impartidores de formación profesional para el empleo, su
regulación se llevará a cabo mediante Orden del Ministro de Trabajo y Asuntos Sociales, sin perjuicio de las
competencias de ejecución de las Comunidades Autónomas.

Estos planes anuales se someterán a informe del órgano de participación previsto en el artículo 33.



Artículo 37.  Evaluación del subsistema de formación profesional para el empleo.

1. En el marco del Sistema Nacional de Empleo, el Servicio Público de Empleo Estatal y los órganos competentes de
las Comunidades Autónomas evaluarán el impacto de la formación realizada en el acceso y mantenimiento del empleo,
y en la mejora de la competitividad de las empresas, la eficacia del sistema en cuanto al alcance de la formación y la
adecuación de las acciones a las necesidades del mercado laboral y de las empresas, así como la eficiencia de los
recursos económicos y medios empleados.

2. El Servicio Público de Empleo Estatal, con los órganos o entidades correspondientes de las Comunidades
Autónomas, elaborará anualmente un plan de evaluación de la calidad, impacto, eficacia y eficiencia del conjunto del
subsistema de formación profesional para el empleo, que pueda servir para introducir mejoras en su funcionamiento.

Este plan anual se someterá a informe del órgano de participación previsto en el artículo 33.

3. En la evaluación de la calidad de las acciones formativas participarán los propios alumnos en función de los
estándares establecidos por las Administraciones públicas competentes, de lo que quedará constancia en la
documentación correspondiente a cada grupo impartido.

4. Sin perjuicio de las evaluaciones externas que se realicen por entidades independientes con posterioridad a la
realización de la formación, las entidades responsables de ejecutar los planes de formación profesional para el empleo
deberán realizar, durante su ejecución, una evaluación y control de la calidad de la formación que ejecuten,
determinándose en la convocatoria la parte del importe de la subvención que se destinará a dicha finalidad.

Artículo 38.  Seguimiento y control de la formación.

1. Las Administraciones competentes en materia laboral desarrollarán las actuaciones de control y seguimiento de
las acciones de formación, y de apoyo y acompañamiento reguladas en este real decreto. Respecto de la formación
cofinanciada por el Fondo Social Europeo, organizarán los sistemas de gestión, verificación y control de conformidad
con lo previsto en la normativa de la Unión Europea.

A los efectos de lo previsto en este apartado, el Servicio Público de Empleo Estatal y los órganos competentes de las
Comunidades Autónomas elaborarán, en el marco del Programa anual de trabajo del Sistema Nacional de Empleo, un
plan de seguimiento y control de la formación profesional para el empleo.

2. Lo previsto en el apartado anterior se establece sin perjuicio de las actuaciones que respecto a la formación
profesional para el empleo puedan realizar los diferentes órganos de fiscalización y control que tengan atribuidas tales
competencias en el ámbito estatal y autonómico, así como los órganos e instituciones de la Unión Europea respecto de
la formación cofinanciada por el Fondo Social Europeo.

3. El seguimiento y control de la formación profesional para el empleo a que se refiere este artículo deberá realizarse
de manera integral y coordinada por las Administraciones y entidades competentes, procurando racionalizar esfuerzos
y unificar criterios en las actuaciones que se lleven a cabo.

Artículo 39.  Información y estadística.

1. Las Comunidades Autónomas deberán proporcionar al Servicio Público de Empleo Estatal, en su condición de
promotor de los Programas Operativos del Fondo Social Europeo, toda la información, documentación y certificaciones
necesarias para la justificación de las acciones cofinanciadas por el citado Fondo.

2. Las Comunidades Autónomas deberán proporcionar al Servicio Público de Empleo Estatal información sobre la
formación desarrollada en sus respectivos ámbitos, de forma que quede garantizada su coordinación e integración con
la información estadística del conjunto del Estado.

Por su parte, el Servicio Público de Empleo Estatal facilitará a las Comunidades Autónomas información sobre la
formación ejecutada en el conjunto del Estado, incluida la que se ejecute a través del Servicio Público de Empleo Estatal
en el ámbito territorial de cada Comunidad Autónoma.

Disposición adicional primera.  Distribución competencial en las iniciativas de formación financiadas mediante
bonificaciones en las cuotas de la Seguridad Social.

Dentro del Sistema Nacional de Empleo, corresponde a la Administración General del Estado, a través del Servicio
Público de Empleo Estatal, la realización de las actividades de evaluación, seguimiento y control de las iniciativas de
formación financiadas mediante bonificaciones en las cuotas de la Seguridad Social que se aplican las empresas que
tengan sus centros de trabajo en más de una Comunidad Autónoma.
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Las Comunidades Autónomas realizarán dichas actividades de evaluación, seguimiento y control cuando las empresas
tengan todos sus centros de trabajo en el ámbito de la misma Comunidad Autónoma, sin perjuicio de las competencias
exclusivas del Estado en cuanto al régimen económico de la Seguridad Social.

Disposición adicional segunda.  Registro estatal de centros y entidades de formación.

En el Registro estatal de centros y entidades de formación, previsto en el artículo 9.2 de este real decreto, se integrará
el censo de centros colaboradores de la formación profesional ocupacional del Servicio Público de Empleo Estatal.

Disposición adicional tercera.  Entidades organizadoras en la formación de demanda.

Sin perjuicio de lo establecido en el artículo 16.2, tendrán también la condición de entidad organizadora las entidades
o empresas que, teniendo la formación dentro de su objeto social con anterioridad al 1 de enero de 2003, se hubieren
constituido como tales al amparo del Real Decreto 1046/2003, de 1 de agosto, por el que se regula el subsistema de
formación profesional continua y de su normativa de desarrollo.

Disposición adicional cuarta.  Constitución del órgano de participación de las Administraciones Públicas y los Inter-
locutores Sociales.

El órgano de participación de las Administraciones Públicas y los Interlocutores Sociales previsto en el artículo 33 se
constituirá en el plazo de un año a contar desde la publicación del presente real decreto. En tanto no se constituya, las
funciones que le encomienda el presente real decreto serán desarrolladas por la Comisión Tripartita de Formación
Continua, en cuyo caso las Comunidades Autónomas se incorporarán a dicha Comisión.

Disposición adicional quinta.  Comisiones de coordinación y seguimiento.

A partir de la entrada en vigor del presente real decreto y a los efectos de lo previsto en el mismo, las actuales
Comisiones de coordinación y seguimiento de la Formación Ocupacional y de Centros Nacionales se transformarán en
Comisiones de coordinación y seguimiento de la formación profesional para el empleo.

Disposición adicional sexta.  Elaboración de estadísticas.

El Servicio Público de Empleo Estatal, en el marco del Sistema Nacional de Empleo, adoptará las medidas necesarias
para que las estadísticas que se elaboren en el ámbito de todo el territorio del Estado incluyan no sólo la formación
realizada en el marco de este real decreto, sino también aquella que realicen las empresas con financiación propia y
las Administraciones Públicas para sus empleados.

Disposición adicional séptima.  Fundación Tripartita para la Formación en el Empleo.

Se autoriza a la Fundación Tripartita para la Formación en el Empleo para que, a partir de la fecha de entrada en
vigor de la presente norma y con cargo a su presupuesto, adopte las medidas técnicas y económicas que resulten
necesarias a fin de adecuar sus estatutos, funcionamiento, estructura orgánica y relación de puestos de trabajo a lo
establecido en el presente real decreto.

Disposición adicional octava.  Adopción de medidas para la aplicación total de los fondos provenientes de la cuota
de formación profesional.

El Gobierno articulará las fórmulas y las medidas que sean necesarias para que los fondos con destino a la formación
para el empleo provenientes de la cuota de formación profesional sean aplicados en su totalidad a la financiación de
las iniciativas de formación recogidas en este real decreto.

Disposición adicional novena.  Personas con discapacidad.

En el desarrollo del presente real decreto las Administraciones competentes adoptarán aquellas medidas de
adaptación que sean necesarias para facilitar e incentivar la participación de las personas con discapacidad en las
acciones de formación profesional para el empleo.

Disposición adicional décima.  Concesión directa.

Las referencias relativas al Real Decreto 631/1993, de 3 de mayo, por el que se regula el Plan Nacional de Formación
e Inserción Profesional, contenidas en el Real Decreto 357/2006, de 24 de marzo, por el que se regula la concesión
directa de determinadas subvenciones en los ámbitos del empleo y de la formación profesional ocupacional, se
entenderán realizadas al presente real decreto en los artículos que regulan las mismas materias.

Asimismo, las referencias relativas a la formación profesional ocupacional se entenderán realizadas a la formación
profesional para el empleo.
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Disposición transitoria primera.  Régimen transitorio de los procedimientos.

1. Los procedimientos de concesión de subvenciones en materia de formación ocupacional y continua iniciados con
anterioridad a la entrada en vigor de la normativa de desarrollo de este real decreto se regirán por la normativa anterior
que les sea de aplicación. Los procedimientos se entenderán iniciados con la publicación de las correspondientes
convocatorias.

2. La formación de demanda que se inicie a partir del 1 de enero de 2007 se regirá por lo dispuesto en este real
decreto y en la normativa que lo desarrolle.

Disposición transitoria segunda.  Mapa sectorial.

En tanto no sea aprobado el mapa sectorial a que se refiere el artículo 33.2.g) de este real decreto las convocatorias
para la concesión de subvenciones públicas destinadas a la realización de acciones de formación de carácter sectorial
facilitarán la presentación en este ámbito de propuestas conjuntas que agrupen a varios sectores afines, tomando como
punto de referencia, en su caso, las Familias Profesionales establecidas en el Catálogo Nacional de Cualificaciones
Profesionales.

Disposición transitoria tercera.  Centros Nacionales de Formación Profesional.

Los Centros Nacionales de Formación Profesional Ocupacional regulados en el artículo 17 del Real Decreto 631/1993,
de 3 de mayo, por el que se regula el Plan Nacional de Formación e Inserción Profesional, continuarán con su estatus
jurídico y con la afectación de los mismos a funciones de carácter nacional en tanto no adquieran la condición de Centros
de Referencia Nacional de acuerdo con lo que establezca la normativa de desarrollo del artículo 11.7 de la Ley Orgánica
5/2002, de 19 de junio, de las Cualificaciones y de la Formación Profesional.

Disposición transitoria cuarta.  Evaluación, seguimiento y control de las iniciativas de formación financiadas medi-
ante bonificaciones en las cuotas de la Seguridad Social.

La realización por las Comunidades Autónomas de las actividades de evaluación, seguimiento y control derivadas de
la distribución competencial establecida en la disposición adicional primera podrá diferirse hasta tanto no se produzca
el traspaso a las mismas de los medios y recursos necesarios para la realización de dichas actividades.

Disposición transitoria quinta.  Determinación del crédito de bonificaciones para el ejercicio presupuestario 2007.

Para el ejercicio presupuestario 2007 el crédito del que dispondrán las empresas para desarrollar la formación de
demanda prevista en la Sección 2.ª del Capítulo II del presente real decreto resultará de aplicar a la cuantía ingresada
por la empresa en concepto de formación profesional durante el año 2006, el porcentaje de bonificación que, en función
del tamaño de las empresas, se establece a continuación:

a) Empresas de 250 o más trabajadores: 50 por ciento.

b) De 50 a 249 trabajadores: 60 por ciento.

c) De 10 a 49 trabajadores: 75 por ciento.

d) De 6 a 9 trabajadores: 100 por ciento.

Las empresas de 1 a 5 trabajadores dispondrán de un crédito de bonificación por empresa de 420 euros, con el
siguiente alcance temporal: Para las empresas de 1 y 2 trabajadores, el citado crédito se asigna para un período de 3
y 2 años, respectivamente, a contar desde el 1 de enero de 2007. Para las empresas de 3 a 5 trabajadores, el citado
crédito se asigna con carácter anual.

Para la determinación del crédito en los supuestos de empresas que abran nuevos centros de trabajo y de empresas
de nueva creación, previstos en el artículo 13.2 de este real decreto, se tomará como referencia para el año 2007 una
cuantía de 65 euros por cada trabajador de nueva incorporación.

Las empresas que durante el año 2007 concedan permisos individuales de formación para sus trabajadores
dispondrán de un crédito adicional en los términos que establece el artículo 13.3 de este real decreto. El citado crédito
se irá asignando a las empresas que comuniquen permisos individuales de formación hasta tanto no se supere, en su
conjunto, el 5 por ciento del crédito establecido en el presupuesto del Servicio Público de Empleo Estatal para la
financiación de las bonificaciones en las cotizaciones de la Seguridad Social por formación continua.

Disposición derogatoria única.  Derogación normativa.

1. Quedan derogadas todas las normas de igual o inferior rango en lo que contradigan o se opongan a lo dispuesto
en este real decreto.



2. Quedan derogadas expresamente las siguientes disposiciones, y las normas que las desarrollan:

a) El Real Decreto 1046/2003, de 1 de agosto, por el que se regula el subsistema de formación profesional continua.

b) El Real Decreto 631/1993, de 3 de mayo, por el que se regula el Plan Nacional de Formación e Inserción Profesional.

c) Los artículos 10 y 12 del Real Decreto 488/1998, de 27 de marzo, por el que se desarrolla el artículo 11 del Estatuto
de los Trabajadores en materia de contratos formativos.

Disposición final primera.  Título competencial.

Este real decreto se dicta al amparo de lo dispuesto en el artículo 149.1.7.ª de la Constitución, que atribuye al Estado
la competencia exclusiva en materia de legislación laboral. Los artículos 12.1, 13, 15.4 y 5, 16, 17 y 27.5 se dictan al
amparo del artículo 149.1.17.ª de la Constitución, que atribuye al Estado la legislación básica y régimen económico de
la Seguridad Social.

Disposición final segunda.  Habilitación para el desarrollo reglamentario.

Se habilita al Ministro de Trabajo y Asuntos Sociales para dictar cuantas normas sean necesarias para el desarrollo
y ejecución de lo previsto en este real decreto.

Disposición final tercera.  Entrada en vigor.

El presente real decreto entrará en vigor el día siguiente a su publicación en el «Boletín Oficial del Estado».

Dado en Madrid, el 23 de marzo de 2007.
JUAN CARLOS R.
El Ministro de Trabajo y Asuntos Sociales,
JESÚS CALDERA SÁNCHEZ-CAPITÁN
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Real Decreto 34/2008, de 18 de enero, por el que se regulan los certificados 
de profesionalidad.

Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales

«BOE» núm. 27, de 31 de enero de 2008
Referencia: BOE-A-2008-1628

TEXTO CONSOLIDADO
Última modificación: 21 de marzo de 2013

La Ley 56/2003, de 16 de diciembre, de Empleo, señala en su artículo 25.2 que los programas de formación
ocupacional y continua se desarrollarán de acuerdo con lo establecido en dicha ley, así como en la Ley Orgánica 5/2002,
de 19 de junio, de las Cualificaciones y de la Formación Profesional y en las normas que se dicten para su aplicación.

A este respecto, la Ley Orgánica 5/2002, de 19 de junio, de las Cualificaciones y de la Formación Profesional establece
en el apartado 1 de su artículo 8 que los certificados de profesionalidad tienen carácter oficial y validez en todo el
territorio nacional, acreditan las correspondientes cualificaciones profesionales a quienes los hayan obtenido y serán
expedidos por la Administración laboral competente. La expedición de los certificados de profesionalidad corresponderá,
de acuerdo con el régimen de distribución de competencias en la materia en la que se incardina el presente real decreto,
a los órganos competentes de las Comunidades Autónomas. La Administración General del Estado expedirá los
certificados de profesionalidad en aquellos supuestos en que la legislación vigente haya reservado a la misma las
competencias ejecutivas en materia de formación profesional para el empleo o cuando no exista traspaso.

En el mismo apartado del artículo 8 de la citada Ley se establece que, tanto los títulos de formación profesional como
los certificados de profesionalidad tendrán los efectos que les correspondan con arreglo a la normativa de la Unión
Europea relativa al sistema general de reconocimiento de la formación profesional en los Estados miembros de la Unión
y demás Estados signatarios del Acuerdo sobre el Espacio Económico Europeo. Dichos títulos y certificados acreditan
las correspondientes cualificaciones profesionales a quienes los hayan obtenido.

Por otro lado el artículo 10.1 señala que la Administración General del Estado, de conformidad con lo que se establece
en el artículo 149.1.30.ª y 7.ª de la Constitución y previa consulta al Consejo General de la Formación Profesional,
determinará los títulos y los certificados de profesionalidad, que constituirán las ofertas de formación profesional referidas
al Catálogo Nacional de Cualificaciones Profesionales. Puesto que los certificados de profesionalidad regulados en el
presente real decreto acreditarán cualificaciones contenidas en el Catálogo Nacional de Cualificaciones Profesionales,
su correspondencia con los títulos de formación profesional garantizará la transparencia y la movilidad.

Esta concepción integral de la formación profesional, tanto a nivel europeo –a través del proceso de Copenhague,
enmarcado en el programa «Educación & formación 2010», como uno de los objetivos de la cumbre de Lisboa–, como
en la integración de las ofertas de formación de las Administraciones educativa y laboral, busca asegurar la movilidad
de los trabajadores, a través de la transparencia de las cualificaciones adquiridas en los diferentes subsistemas y
Estados.

En este sentido y atendiendo a lo dispuesto en el artículo 8.5 del Real Decreto 1128/2003, de 5 de septiembre, por el
que se regula el Catálogo Nacional de Cualificaciones Profesionales, en la redacción dada al mismo por el Real Decreto
1416/2005, de 25 de noviembre, la oferta formativa de certificados de profesionalidad se ajustará a los indicadores y
requisitos mínimos de calidad que se establezcan de mutuo acuerdo entre las Administraciones educativa y laboral,
previa consulta al Consejo General de la Formación Profesional, que garanticen los aspectos fundamentales de un
Sistema Integrado de Formación.

A este respecto, el Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales favorecerá dicha transparencia y movilidad a través de
los certificados de profesionalidad y teniendo en cuenta la propuesta de Recomendación del Parlamento Europeo y del
Consejo relativa a la creación del Marco Europeo de Cualificaciones para el aprendizaje permanente.

Los certificados de profesionalidad se configuran como acreditaciones de las competencias profesionales del Catálogo
Nacional de Cualificaciones Profesionales adquiridas mediante: la experiencia laboral, vías no formales de formación y
acciones de formación profesional para el empleo, estas últimas en los términos previstos en el artículo 7.1 del Real
Decreto 395/2007, de 23 de marzo, por el que se regula el subsistema de formación profesional para el empleo.

6.  Real Decreto 34/2008, por el que se regulan los certificados de profesionalidad.
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Por último, cabe señalar que este real decreto recoge métodos de aseguramiento de la calidad, tal como establece
el artículo 36 del Real Decreto 395/2007, de 23 de marzo, tanto en la configuración de las ofertas formativas vinculadas
a cada certificado de profesionalidad, como en el sistema de expedición de los certificados acreditativos de las
competencias profesionales adquiridas.

Así mismo, las Administraciones Públicas competentes promoverán en sus respectivos ámbitos la mejora de la calidad
de la formación profesional para el empleo, su eficiencia y eficacia, así como el impacto de dicha formación en la
empleabilidad de los trabajadores y la competitividad de las empresas.

En el proceso de elaboración de este real decreto han sido consultadas las comunidades autónomas y han emitido
informe el Consejo General de la Formación Profesional, el Consejo Nacional de la Discapacidad y la Agencia Española
de Protección de Datos.

En su virtud, a propuesta del Ministro de Trabajo y Asuntos Sociales, con la aprobación previa de la Ministra de
Administraciones Públicas, de acuerdo con el Consejo de Estado y previa deliberación del Consejo de Ministros en su
reunión del día 18 de enero de 2008,

DISPONGO:

Artículo 1.  Objeto y ámbito de aplicación.

Este real decreto tiene por objeto regular los certificados de profesionalidad, en aspectos esenciales tales como sus
efectos, estructura y contenido, vías para su obtención y los relativos a la impartición y evaluación de las
correspondientes ofertas de formación profesional para el empleo, de acuerdo con lo establecido en la Ley Orgánica
5/2002, de 19 de junio, de las Cualificaciones y de la Formación Profesional.

Artículo 2.  Los certificados de profesionalidad.

1. El certificado de profesionalidad es el instrumento de acreditación oficial de las cualificaciones profesionales del
Catálogo Nacional de Cualificaciones Profesionales en el ámbito de la Administración laboral, que acredita la
capacitación para el desarrollo de una actividad laboral con significación para el empleo y asegura la formación necesaria
para su adquisición, en el marco del subsistema de formación profesional para el empleo regulado en el Real Decreto
395/2007, de 23 de marzo.

Un certificado de profesionalidad configura un perfil profesional entendido como conjunto de competencias
profesionales identificable en el sistema productivo, y reconocido y valorado en el mercado laboral.

2. Los certificados de profesionalidad tendrán carácter oficial y validez en todo el territorio nacional, sin que ello
constituya regulación del ejercicio profesional, y serán expedidos por el Servicio Público de Empleo Estatal y los órganos
competentes de las Comunidades Autónomas.

3. Cada certificado de profesionalidad acreditará una cualificación profesional del Catálogo Nacional de Cualificaciones
Profesionales. Con carácter excepcional, y cuando el perfil profesional así lo requiera, el certificado de profesionalidad
podrá recoger menos unidades de las definidas en la cualificación profesional de referencia del Catálogo Nacional de
Cualificaciones Profesionales. En ambos casos la unidad de competencia constituye la unidad mínima acreditable para
obtener un certificado de profesionalidad.

4. Los módulos formativos del certificado de profesionalidad serán los del Catálogo Modular de Formación Profesional.

5. El Repertorio Nacional de certificados de profesionalidad es el conjunto de los certificados de profesionalidad
ordenados sectorialmente en 26 familias profesionales y constituido por certificados de profesionalidad de nivel 1, nivel
2 y nivel 3, de acuerdo con lo establecido en los anexos I y II del Real Decreto 1128/2003, de 5 septiembre, por el que
se regula el Catálogo Nacional de las Cualificaciones Profesionales, modificado por el Real Decreto 1416/2005, de 25
de noviembre.

El Repertorio Nacional de certificados de profesionalidad forma parte del Fichero de especialidades formativas recogido
en el artículo 20.3 del Real Decreto 395/2007, de 23 de marzo.

Artículo 3.  Finalidad.

Los certificados de profesionalidad tienen por finalidad:

a) Acreditar las cualificaciones profesionales o las unidades de competencia recogidas en los mismos,
independientemente de su vía de adquisición, bien sea a través de la vía formativa, o mediante la experiencia laboral o
vías no formales de formación según lo que se establezca en el desarrollo del artículo 8 de la Ley Orgánica 5/2002, de
19 de junio, de las Cualificaciones y de la Formación Profesional.
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b) Facilitar el aprendizaje permanente de todos los ciudadanos mediante una formación abierta, flexible y accesible,
estructurada de forma modular, a través de la oferta formativa asociada al certificado.

c) Favorecer, tanto a nivel nacional como europeo, la transparencia del mercado de trabajo a empleadores y a
trabajadores.

d) Ordenar la oferta formativa del subsistema de formación profesional para el empleo vinculada al Catálogo Nacional
de Cualificaciones Profesionales.

e) Contribuir a la calidad de la oferta de formación profesional para el empleo.

f) Contribuir a la integración, transferencia y reconocimiento entre las diversas ofertas de formación profesional
referidas al Catalogo Nacional de Cualificaciones Profesionales.

Para la consecución de estos fines se contará con la participación de todos los agentes implicados en la formación
profesional.

Artículo 4.  Estructura y contenido del certificado de profesionalidad.

Cada uno de los certificados de profesionalidad incluirá los siguientes apartados:

1. Identificación del certificado de profesionalidad:

a) Denominación.

b) Familia Profesional.

c) Nivel.

d) Cualificación profesional de referencia.

e) Relación de unidades de competencia que configuran el certificado de profesionalidad.

f) Competencia general.

g) Entorno profesional.

h) Duración en horas de la formación asociada.

i) Relación de módulos formativos del Catálogo Modular de Formación Profesional.

2. Perfil profesional del certificado de profesionalidad. Se definirá por la cualificación profesional o en su caso, por las
unidades de competencia del Catálogo Nacional de Cualificaciones Profesionales a las que dé respuesta el certificado
de profesionalidad. Incluirá información sobre los requisitos necesarios según la legislación vigente, en su caso, para
el ejercicio profesional.

3. Formación del certificado de profesionalidad. Estará compuesta por el desarrollo de cada uno de los módulos
formativos del Catálogo Modular de Formación Profesional asociados a cada unidad de competencia del certificado de
profesionalidad. Así mismo incluirá la duración, los requisitos de espacios, instalaciones y equipamientos, que
responderán siempre a medidas de accesibilidad y seguridad de los participantes y las prescripciones sobre formadores
y alumnos que garanticen la calidad de la oferta.

Artículo 5.  Módulos formativos del certificado de profesionalidad.

1. Se entiende por módulo formativo del certificado de profesionalidad el bloque coherente de formación asociado a
cada una de las unidades de competencia que configuran la cualificación acreditada mediante el certificado de
profesionalidad.

2. Cada módulo formativo incluirá los datos de identificación, las especificaciones de la formación y los parámetros
del contexto formativo para impartirlo.

3. Los datos de identificación corresponderán a la denominación del módulo formativo, el nivel, el código, la unidad
de competencia a la que está asociado y la duración expresada en horas.

4. Las especificaciones de la formación se expresarán a través de las capacidades y sus correspondientes criterios
de evaluación, las capacidades que se deban desarrollar en un entorno real de trabajo, el desarrollo de los contenidos
que permitan alcanzar dichas capacidades y, en su caso, las unidades formativas y las orientaciones metodológicas
para impartir el módulo. Las capacidades que deben ser adquiridas en un entorno real de trabajo, del conjunto de
módulos formativos que configuran el certificado de profesionalidad, se organizarán en un módulo de formación práctica
que se desarrollará, con carácter general, en un centro de trabajo. Dicha formación tendrá carácter de práctica
profesional no laboral y se desarrollará a través de un conjunto de actividades profesionales que permitirán completar
las competencias profesionales no adquiridas en el contexto formativo.

6.  Real Decreto 34/2008, por el que se regulan los certificados de profesionalidad.
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5. Los parámetros y criterios del contexto formativo para impartir el módulo formativo estarán constituidos por:

a) Los requisitos mínimos que deben tener los formadores para su impartición.

b) Los requisitos mínimos sobre los espacios, instalaciones y equipamientos necesarios para el proceso de enseñanza-
aprendizaje y la adquisición de la competencia profesional correspondiente.

c) Los criterios de acceso de los alumnos, que asegurarán que éstos cuentan con los requisitos formativos y
profesionales suficientes para cursar con aprovechamiento la formación.

A los alumnos que accedan a las acciones de formación de los certificados de profesionalidad de nivel 1 de
cualificación no se les exigirán requisitos académicos ni profesionales.

Artículo 5 bis.  Módulo de formación práctica en centros de trabajo.

1. El módulo de formación práctica en centros de trabajo se realizará preferentemente una vez realizados el resto de
los módulos formativos del certificado de profesionalidad, si bien podrá desarrollarse simultáneamente a la realización
de aquéllos, previa autorización de los Servicios Públicos de Empleo. Esta autorización se resolverá por el Servicio
Público de Empleo competente en el plazo de un mes desde su solicitud. La no resolución en dicho plazo legitima a los
interesados para entender estimada su solicitud por silencio administrativo.

Este módulo de formación práctica se debe programar necesariamente en las acciones formativas dirigidas a la
obtención de un certificado completo o cuando las acciones formativas vayan dirigidas a completar el itinerario formativo
de un certificado que haya sido objeto previamente de acreditaciones parciales.

El módulo de formación práctica en centros de trabajo vinculado a un determinado certificado de profesionalidad se
podrá ofertar de forma independiente en los siguientes casos:

a) Cuando los participantes provengan del Subsistema de Formación Profesional para el Empleo y hayan obtenido la
calificación de «apto» en todos los módulos formativos del certificado de profesionalidad.

b) Cuando los participantes provengan de la Formación profesional del sistema educativo sin haber superado el
módulo profesional de formación en centros de trabajo correspondiente, y presenten el certificado académico que
acredite la superación de los módulos profesionales concretos y su relación con las unidades de competencia
acreditadas que conforman el certificado de profesionalidad.

2. La realización de este módulo se articulará según determinen las Administraciones competentes en la gestión de
la formación profesional para el empleo, y en general se realizará a través de convenios o acuerdos entre los centros
formativos y los centros de trabajo, sin perjuicio de su sujeción al régimen contemplado para las prácticas profesionales
no laborales en empresas en el artículo 25.3 del Real Decreto 395/2007, de 23 de marzo, por el que se regula el
subsistema de formación profesional para el empleo, y en la Orden TAS/718/2008, de 7 de marzo, por la que se
desarrolla el Real Decreto 395/2007, de 23 de marzo, en materia de formación de oferta y se establecen las bases
reguladoras para la concesión de subvenciones públicas destinadas a su financiación.

3. El tutor del módulo de formación práctica en centros de trabajo será el responsable de acordar el programa formativo
con la empresa y de realizar, junto con el tutor designado por la empresa, el seguimiento y la evaluación de los alumnos.
A tal fin el programa formativo incluirá criterios de evaluación, observables y medibles.

Las Administraciones competentes podrán conceder subvenciones a los centros o entidades formativas para la
financiación de los costes de la actividad del tutor. La cuantía de esta subvención se calculará aplicando un módulo
específico máximo de 3 euros por alumno y hora de práctica en centros de trabajo. La concesión de esta subvención,
a excepción de la cuantía señalada, se regulará de acuerdo con lo dispuesto en la Orden TAS/718/2008, de 7 de marzo,
para el resto de módulos formativos.

4. Estarán exentos de realizar este módulo los alumnos de los programas de formación en alternancia con el empleo
del certificado correspondiente a las acciones formativas inherentes a los contratos para la formación y el aprendizaje
que se realicen en el marco de la formación dual, en los términos contemplados en el artículo 16.5 del Real Decreto
1529/2012, de 8 de noviembre, por el que se desarrolla el contrato para la formación y el aprendizaje y se establecen
las bases de la formación profesional dual, así como quienes acrediten una experiencia laboral de al menos tres meses,
que se corresponda con las capacidades recogidas en el citado módulo del certificado de profesionalidad. Las solicitudes
de exención de este módulo por su correspondencia con la práctica laboral se realizarán de acuerdo con lo regulado
por las administraciones laborales competentes, que expedirán un certificado de exención del mismo.

5. La experiencia laboral, a efectos de exención del módulo de formación práctica en centros de trabajo, se acreditará
mediante la siguiente documentación:

a) Para trabajadores asalariados: Certificación de la Tesorería General de la Seguridad Social, del Instituto Social de
la Marina o de la mutualidad a la que estuvieran afiliados, donde conste la empresa, la categoría laboral (grupo de
cotización) y el período de contratación, y certificación de la empresa donde hayan adquirido la experiencia laboral, en
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la que conste específicamente la duración de los periodos de prestación del contrato, la actividad desarrollada y el
intervalo de tiempo en el que se ha realizado dicha actividad.

b) Para trabajadores autónomos o por cuenta propia: Certificación de la Tesorería General de la Seguridad Social o
del Instituto Social de la Marina de los períodos de alta en la Seguridad Social en el régimen especial correspondiente
y una declaración responsable de cumplimiento de los requisitos para la exención del modulo de prácticas con la
descripción de la actividad desarrollada e intervalo de tiempo en el que se ha realizado la misma.

c) Para trabajadores voluntarios o becarios: Certificación de la organización o empresa donde se haya prestado la
asistencia en la que consten, específicamente, las actividades y funciones realizadas, el año en el que se han realizado
y el número total de horas dedicadas a las mismas.

Las administraciones competentes promoverán el establecimiento de un sistema de comunicación electrónica con la
Tesorería General de la Seguridad Social para la transmisión de estos datos.

Artículo 6.  Unidades formativas.

1. De acuerdo con lo establecido en el apartado 4 del artículo 5 del presente real decreto, y con el fin de promover la
formación a lo largo de la vida, el Servicio Público de Empleo Estatal con carácter general, siempre que proceda,
subdividirá para su impartición los módulos formativos incluidos en los certificados de profesionalidad que superen las
90 horas, en unidades formativas de menor duración que, en todo caso, no podrán ser inferiores a 30 horas de duración.

Con carácter general el número máximo de unidades formativas en que se podrá subdividir cada módulo no será
superior a tres.

La subdivisión de los módulos formativos en unidades formativas tendrá en cuenta las propuestas acordadas por las
Comisiones Paritarias Sectoriales para sus planes de referencia así como los trabajos avanzados por las comunidades
autónomas.

El Instituto Nacional de las Cualificaciones apoyará técnicamente al Servicio Público de Empleo Estatal en la
realización de estos trabajos.

2. Estas unidades formativas, que se recogerán en el fichero de especialidades formativas, serán certificables siempre
que se hayan desarrollado con los requisitos de calidad establecidos para impartir el módulo al que pertenecen.

La certificación tendrá validez en el ámbito de la Administración laboral. La superación de todas las unidades formativas
definidas para el módulo, siempre que el participante curse de forma consecutiva al menos una unidad formativa por
año, dará derecho a la certificación de módulo formativo y a la acreditación de la unidad de competencia correspondiente.

3. Cada unidad formativa incluirá los datos de identificación, capacidades, criterios de evaluación y contenidos.

4. Las competencias profesionales adquiridas en unidades formativas derivadas de los trabajos avanzados por las
Comisiones Paritarias Sectoriales y por las comunidades autónomas, se tendrán en cuenta con carácter preferente a
los efectos del reconocimiento de las competencias profesionales, mediante el procedimiento que se establezca en el
desarrollo normativo del artículo 8 de la Ley Orgánica 5/2002, de 19 de junio.

En su caso también podrá ser tenida en cuenta la impartición de los módulos formativos cuando se hayan adaptado
en función de las características y experiencia del colectivo destinatario.

5. Los requisitos para la impartición de las unidades formativas serán los del módulo formativo del certificado de
profesionalidad que corresponda.

Artículo 7.  Elaboración y actualización de los certificados de profesionalidad.

1. El Servicio Público de Empleo Estatal, con la colaboración de los Centros de Referencia Nacional, elaborará y
actualizará los certificados de profesionalidad, que serán aprobados por real decreto, previo informe del Consejo General
de Formación Profesional y del Consejo General del Sistema Nacional de Empleo.

2. La elaboración y actualización de los certificados de profesionalidad se llevará a cabo a partir de las cualificaciones
incorporadas al Catálogo Nacional de Cualificaciones Profesionales.

3. Siempre que se modifiquen o actualicen las cualificaciones profesionales o unidades de competencia del Catálogo
Nacional de Cualificaciones incluidas en certificados de profesionalidad, según lo previsto en el artículo 9 del Real
Decreto 1128/2003, por el que se regula el Catalogo Nacional de las Cualificaciones Profesionales, según la redacción
dada al mismo por el Real Decreto 1416/2005, de 25 de noviembre, se procederá a la revisión y actualización de los
mismos.

4. Las comunidades autónomas y las Organizaciones Empresariales y Sindicales más representativas a nivel nacional
podrán proponer, al Servicio Público de Empleo Estatal, nuevos Certificados de Profesionalidad.
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Artículo 8.  Vías para la obtención de los certificados de profesionalidad.

1. El certificado de profesionalidad se puede obtener a través de la superación de todos los módulos correspondientes
al certificado de profesionalidad o mediante la acumulación del módulo de prácticas no laborales y las acreditaciones
parciales de los módulos formativos asociados a las unidades de competencia que comprenda el certificado de
profesionalidad.

2. El certificado de profesionalidad también se podrá obtener mediante los procedimientos para la evaluación y
acreditación de las competencias profesionales adquiridas a través de la experiencia laboral o de vías no formales de
formación que se establezcan en el desarrollo normativo del artículo 8.4 de la Ley Orgánica 5/2002, de 19 de junio, de
las Cualificaciones y de la Formación Profesional.

Artículo 9.  Acciones de formación correspondiente a los certificados de profesionalidad.

1. Se entiende por acción formativa la dirigida a la adquisición y mejora de las competencias profesionales de las
cualificaciones profesionales, y, en su caso, unidades de competencia del certificado, pudiéndose estructurar en varios
módulos con objetivos, contenidos y duración propios, de acuerdo con lo establecido en el artículo 7.1 del Real Decreto
395/2007, de 23 de marzo, por el que se regula el subsistema de formación profesional para el empleo.

2. El subsistema de formación profesional para el empleo contemplará en sus ofertas formativas, tanto de ámbito
estatal como autonómico, acciones formativas dirigidas a la adquisición de la cualificación y competencias profesionales
recogidas en el correspondiente certificado de profesionalidad.

3. La oferta formativa dirigida a la obtención de los certificados de profesionalidad se podrá realizar por la totalidad de
los módulos formativos asociados al mismo, o bien por módulos formativos asociado a cada una de las unidades de
competencia que comprenda el certificado de profesionalidad, ofertados de modo independiente, a efectos de favorecer
la acreditación de dichas unidades de competencia.

4. (Suprimido).

5. Las Administraciones públicas competentes, podrán ofertar otros módulos, junto con la acción formativa dirigida a
la obtención del certificado de profesionalidad relativos a tecnologías de la información y la comunicación, idiomas,
trabajo en equipo, prevención de riesgos laborales, orientación profesional y otras materias transversales o que se
contemplen dentro de las directrices marcadas por la Unión Europea.

Artículo 10.  Modalidades de impartición de la formación referida a los certificados de profesionalidad.

1. La formación referida a los certificados de profesionalidad podrá impartirse de forma presencial o mediante
teleformación.

2. La modalidad de impartición mediante teleformación se entenderá realizada cuando las acciones formativas se
desarrollen en su totalidad, o en parte combinadas con formación presencial, de acuerdo con lo establecido en cada
certificado para esta modalidad, a través de las tecnologías de la información y comunicación, posibilitando la
interactividad de alumnos, tutores-formadores y recursos situados en distinto lugar. La formación estará organizada de
tal forma que permita un proceso de aprendizaje sistematizado para el participante, con una metodología apropiada a
la modalidad de impartición, que deberá cumplir los requisitos de accesibilidad y diseño para todos establecidos por el
Servicio Público de Empleo Estatal y que necesariamente será complementada con asistencia tutorial.

3. Los módulos formativos que constituyen la formación de los certificados de profesionalidad podrán ofertarse
mediante teleformación, siempre que se garantice que el alumnado pueda conseguir los resultados de aprendizaje,
según se establece en el artículo 14.3.

4. Las Administraciones competentes garantizarán la flexibilidad y diversidad de la oferta formativa vinculada a los
certificados de profesionalidad, en función de la modalidad de impartición, de manera que se adapte a las necesidades
de formación derivada de los contratos para la formación y el aprendizaje como modalidad de la formación profesional
dual.

5. Cuando la formación vinculada a los certificados de profesionalidad se desarrolle mediante teleformación, deberá
realizarse a través de una plataforma virtual de aprendizaje, autorizada por el Servicio Público de Empleo Estatal, que
asegure la gestión de los contenidos y el seguimiento y evaluación de los participantes.

6. Los módulos formativos que se desarrollen mediante teleformación requerirán la evaluación en los términos que se
establecen en el artículo 14, así como la realización de una prueba de evaluación final de carácter presencial. Esta
prueba será elaborada por los centros y entidades de formación en los que se impartan las acciones formativas, y
autorizada por los Servicios Públicos de Empleo competentes. Asimismo, los Servicios Públicos de Empleo competentes
podrán supervisar la aplicación de estas pruebas finales.
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7. El Ministerio de Empleo y Seguridad Social, previo informe de las Comunidades Autónomas, determinará las
condiciones de impartición de los certificados de profesionalidad en las distintas modalidades con el fin de garantizar la
calidad de impartición de los mismos.

Artículo 11.  Programas de formación en alternancia con el empleo.

1. En los programas de formación en alternancia con el empleo, los contenidos de la formación serán los
correspondientes a los módulos formativos asociados a las unidades de competencia de los certificados de
profesionalidad cuando se corresponda con la ocupación relacionada con el oficio o puesto de trabajo previsto en el
contrato laboral.

Tendrán dicha consideración las acciones formativas de los contratos para la formación y los programas públicos de
formación y empleo (Escuelas Taller y Casas de Oficios y Talleres de Empleo).

2. Los alumnos de los programas de formación en alternancia con el empleo estarán exentos del módulo de formación
práctica en centro de trabajo.

3. Los alumnos que superen los módulos de aquellos programas de formación en alternancia que den respuesta a
módulos formativos referidos a unidades de competencia correspondientes a cualificaciones de nivel uno del Catálogo
Nacional de Cualificaciones Profesionales, obtendrán el certificado de profesionalidad o la acreditación parcial
correspondiente expedidos por el órgano competente de la comunidad autónoma, que tendrá efectos de acreditación
de las competencias profesionales adquiridas en relación con el Sistema Nacional de Cualificaciones y Formación
Profesional.

Artículo 12.  Centros que impartan acciones formativas correspondientes a los certificados de profesionalidad.

1. Las acciones formativas correspondientes a certificados de profesionalidad podrán impartirse en los siguientes
centros:

a) Centros Integrados de Formación Profesional conforme a lo dispuesto en el Real Decreto 1558/2005, de 23 de
diciembre, por el que se regulan los requisitos básicos de los Centros integrados de formación profesional. En estos
centros, la programación de la oferta modular asociada a unidades de competencia incluidas en títulos de formación
profesional y certificados de profesionalidad será la misma.

b) Centros de Referencia Nacional, con la finalidad de innovación y experimentación que se establece en el artículo
11.7 de la Ley Orgánica 5/2002, de 19 de junio, de las Cualificaciones y de la Formación Profesional y en el Real Decreto
229/2008, de 15 de febrero, por el que se regulan los Centros de Referencia Nacional en el ámbito de la formación
profesional.

c) Centros propios de la administración laboral competente que reúnan los requisitos establecidos en los reales
decretos por los que se establecen los certificados de profesionalidad.

d) Centros o entidades de formación públicos o privados acreditados por la administración laboral competente según
lo establecido en el artículo 9 del Real Decreto 395/2007, de 23 de marzo, por el que se regula el subsistema de
formación profesional para el empleo.

e) Las empresas, respecto a la formación inherente a los contratos para la formación y el aprendizaje que hayan
suscrito con sus trabajadores u otras iniciativas de formación, cuando dispongan de instalaciones adecuadas y personal
con formación técnica y didáctica adecuada a los efectos de la acreditación de la competencia o cualificación profesional,
y se encuentren acreditadas como centro o entidad de formación para impartir la formación dirigida a la obtención de
certificados de profesionalidad.

2. Con independencia de la formación profesional para el empleo, financiada con fondos públicos, a que se refiere la
letra h) del artículo 3 del Real Decreto 395/2007, de 23 de marzo, que tendrá que estar garantizada, las empresas y los
centros de formación y los centros integrados de formación profesional de iniciativa privada también podrán desarrollar
acciones formativas conducentes a la obtención de certificados de profesionalidad, para la formación de los trabajadores
y desempleados, en los términos establecidos en el artículo 19.

En todo caso, la formación deberá adecuarse a la normativa reguladora de los certificados de profesionalidad y estas
empresas y centros de formación deberán estar acreditados por la administración laboral competente.

3. La formación inherente a los contratos para la formación y el aprendizaje realizada en régimen de alternancia con
la actividad laboral retribuida se impartirá en los centros formativos contemplados en el artículo 11.2.d) del texto refundido
de la Ley del Estatuto de los Trabajadores, aprobado por Real Decreto Legislativo 1/1995, de 24 de marzo y desarrollado
por el artículo 18 del Real Decreto 1529/2012, de 8 de noviembre.
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Artículo 12 bis.  Requisitos generales de los centros que impartan la formación conducente a la obtención de un cer-
tificado de profesionalidad.

1. Los centros que impartan acciones formativas correspondientes a certificados de profesionalidad deberán reunir
los requisitos especificados en los reales decretos que regulen dichos certificados.

2. Los centros que impartan la formación conducente a la obtención de un certificado de profesionalidad deberán
estar acreditados por la Administración laboral competente. Los Servicios Públicos de Empleo siempre que existan
acciones formativas para dichos centros, comprobarán anualmente las acreditaciones realizadas, revisando el
cumplimiento de las condiciones establecidas para dicha acreditación.

3. Los centros que impartan la formación conducente a la obtención de un certificado de profesionalidad en la
modalidad presencial deberán cumplir con las prescripciones de los formadores y los requisitos mínimos de espacios,
instalaciones y equipamiento establecidos para todos los módulos formativos que constituyen los certificados de
profesionalidad, así como las especificaciones que determinen las administraciones laborales competentes.

La acreditación de los centros que impartan la formación conducente a la obtención de certificados de profesionalidad
en la modalidad presencial será realizada por el Servicio Público de Empleo competente en el territorio en que radiquen.

El Servicio Público de Empleo Estatal realizará la acreditación de los centros que impartan la formación conducente
a la obtención de un certificado de profesionalidad, en la modalidad presencial, en su ámbito de gestión, y a efectos de
los supuestos contemplados en los artículos 4.a) y 22.1 del Real Decreto 395/2007, de 23 de marzo. Asimismo realizará
la acreditación en el supuesto de los programas públicos de empleo-formación contemplados en el artículo 28 de dicho
Real Decreto y en el artículo 25.1.d) de la Ley 56/2003, de 16 de diciembre, de Empleo, incluyendo Escuelas Taller,
Casas de Oficios y Talleres de Empleo, cuando dichos programas se desarrollen con cargo a la reserva de crédito
establecida en el artículo 13.h) de la citada Ley 56/2003, de 16 de diciembre.

Sin perjuicio de lo anterior, el Servicio Público de Empleo Estatal, a efectos de la realización de acciones formativas
dentro de su ámbito de gestión, reconocerá las acreditaciones realizadas por parte de otras Administraciones
competentes en su ámbito territorial, de acuerdo con la información que conste en el Registro Estatal de Centros y
Entidades de Formación, no siendo necesario solicitar una nueva acreditación.

Corresponde a los Servicios Públicos de Empleo, en su respectivo ámbito de gestión, el seguimiento y control de las
acciones formativas impartidas por los centros vinculadas a certificados de profesionalidad en la modalidad presencial.

4. Los centros que impartan la formación conducente a la obtención de un certificado de profesionalidad en la
modalidad de teleformación deberán cumplir, para todos los módulos formativos que constituyen el certificado de
profesionalidad, las prescripciones de los tutores-formadores establecidas en el artículo 13.4, así como los requisitos
de las plataformas y soportes contemplados en este apartado.

En la formación conducente a la obtención de un certificado de profesionalidad impartida a distancia en centros del
ámbito educativo acreditados por la administración laboral, se entiende incluida la modalidad de teleformación.

La acreditación de los centros que impartan la formación conducente a la obtención de un certificado de profesionalidad
en la modalidad de teleformación será realizada por el Servicio Público de Empleo Estatal.

Corresponde a los Servicios Públicos de Empleo, en su respectivo ámbito de gestión, el seguimiento y control de las
acciones formativas impartidas por los centros vinculadas a certificados de profesionalidad en la modalidad de
teleformación.

Los requisitos que los centros deberán cumplir para su acreditación e impartición en la modalidad de teleformación
son:

a) Disponer de un proyecto formativo en el que se detalle la planificación didáctica y de la evaluación, la metodología
de aprendizaje, las tutorías presenciales si proceden, así como el seguimiento y los instrumentos de evaluación.

b) Disponer de las instalaciones y todos los recursos necesarios para la realización de las actividades que requieran
presencia del alumnado, en su propio centro, o mediante acuerdos o convenios con otras entidades o centros
debidamente acreditados para la impartición presencial.

c) Disponer de una plataforma de aprendizaje de teleformación con capacidad suficiente para gestionar y garantizar
la formación del alumnado, permitiendo la interactividad y el trabajo cooperativo, así como la disponibilidad de un servicio
técnico de mantenimiento.

La plataforma de aprendizaje deberá poseer los siguientes requisitos:

Herramientas de gestión de contenidos, de comunicación y colaboración, de seguimiento y evaluación,
complementarias, así como integración de herramientas de administración y gestión para los procesos de inscripción y
registro.
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Tener como referente los niveles de fiabilidad, seguridad, accesibilidad e interactividad señalado en las normas UNE
que les puedan ser de aplicación y otras específicas del sector, de acuerdo con las especificaciones técnicas que se
establezcan reglamentariamente.

Dispositivos de acceso simultáneo para todos los posibles usuarios, garantizando un ancho de banda de la plataforma
que se mantenga uniforme en todas las etapas del curso.

d) Disponer del curso completo que recibirá el alumno y que deberá incluir los materiales con contenidos en formato
multimedia así como las actividades de aprendizaje y evaluación de los módulos formativos de acuerdo con los Reales
Decretos de los certificados de profesionalidad.

e) Disponer de una planificación de la actuación de los formadores que desarrolle la programación de cada módulo
formativo del certificado de profesionalidad, que pueda ser utilizado como guía de aprendizaje y evaluación.

Artículo 13.  Formadores.

1. Para poder impartir la formación correspondiente a cada uno de los módulos formativos de los certificados de
profesionalidad, los formadores deberán reunir los requisitos específicos que se incluyan en el mismo. Estos requisitos
deben garantizar el dominio de los conocimientos y las técnicas relacionadas con la unidad de competencia a la que
está asociado el módulo, y se verificarán mediante la correspondiente acreditación y/o experiencia profesional en el
campo de las competencias relacionadas con el módulo formativo.

En cualquier caso, para impartir los módulos formativos de los certificados de profesionalidad, será requisito que el
formador acredite poseer competencia docente.

Para acreditar la competencia docente requerida, el formador o persona experta deberá estar en posesión del
certificado de profesionalidad de formador ocupacional o del certificado de profesionalidad de docencia de la formación
profesional para el empleo.

Del requisito establecido en el párrafo anterior estarán exentos:

a) Quienes estén en posesión de las titulaciones universitarias oficiales de licenciado en Pedagogía, Psicopedagogía
o de Maestro en cualquiera de sus especialidades, de un título universitario de graduado en el ámbito de la Psicología
o de la Pedagogía, o de un título universitario oficial de posgrado en los citados ámbitos.

b) Quienes posean una titulación universitaria oficial distinta de las indicadas en el apartado anterior y además se
encuentren en posesión del Certificado de Aptitud Pedagógica o de los títulos profesionales de Especialización Didáctica
y el Certificado de Cualificación Pedagógica. Asimismo estarán exentos quienes acrediten la posesión del Máster
Universitario habilitante para el ejercicio de las Profesiones reguladas de Profesor de Educación Secundaria Obligatoria
y Bachillerato, Formación Profesional y Escuelas Oficiales de Idiomas y quienes acrediten la superación de un curso de
formación equivalente a la formación pedagógica y didáctica exigida para aquellas personas que, estando en posesión
de una titulación declarada equivalente a efectos de docencia, no pueden realizar los estudios de máster, establecida
en la disposición adicional primera del Real Decreto 1834/2008, de 8 de noviembre, por el que se definen las condiciones
de formación para el ejercicio de la docencia en la educación secundaria obligatoria, el bachillerato, la formación
profesional y las enseñanzas de régimen especial y se establecen las especialidades de los cuerpos docentes de
enseñanza secundaria.

c) Quienes acrediten una experiencia docente contrastada de al menos 600 horas en los últimos diez años en
formación profesional para el empleo o del sistema educativo.

2. En los Centros Integrados de titularidad pública podrá impartir las acciones formativas el personal al que se refiere
el artículo 15.2 del Real Decreto 1558/2005, de 23 de diciembre, por el que se regulan los requisitos básicos de los
Centros integrados de formación profesional cuando reúnan los requisitos específicos dispuestos en los certificados de
profesionalidad.

3. También podrán ser contratados como expertos, para la impartición de determinados módulos, de acuerdo con el
artículo 15.3 del Real Decreto 1558/2005, de 23 de diciembre, profesionales cualificados para impartir aquellas
enseñanzas que por su naturaleza lo requieran y que se especificarán en cada certificado de profesionalidad.

4. Los tutores-formadores que impartan formación mediante teleformación, además de cumplir las prescripciones que
se establecen en el apartado 1, deberán acreditar una formación de al menos 30 horas o experiencia en esta modalidad
y en la utilización de las tecnologías de la información y comunicación. La experiencia se acreditará según lo dispuesto
en la normativa que desarrolle este real decreto. A tal fin, las Administraciones competentes desarrollarán programas
y actuaciones específicas para la formación de estos formadores.

Para garantizar el seguimiento y calidad en la modalidad de teleformación de los certificados de profesionalidad, en
la planificación de la acción formativa se establecerá un mínimo de dedicación del tutor-formador de 10 horas semanales
por cada 20 alumnos, incluyendo las actividades presenciales requeridas.
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Cada módulo formativo que se imparta, en todo o en parte, combinada con formación presencial, tendrá asignado un
tutor-formador con las siguientes funciones:

a) Desarrollar el plan de acogida de los grupos de alumnos según las características específicas de las acciones
formativas.

b) Orientar y guiar al alumnado en la realización de actividades, el uso de los materiales y la utilización de las
herramientas de la plataforma virtual de aprendizaje para la adquisición de las capacidades de los distintos módulos
formativos.

c) Fomentar la participación del alumnado, proponiendo actividades de reflexión y debate individuales y en equipo,
organizando actividades individuales y de trabajo en equipo, utilizando para ello las herramientas de comunicación
establecidas.

d) Realizar el seguimiento y la valoración de las actividades realizadas por el alumnado, resolviendo dudas y
solucionando problemas a través de las herramientas de la plataforma virtual de aprendizaje, ajustándose a la
planificación establecida.

e) Realizar la evaluación del alumnado, de acuerdo con los criterios establecidos, participar en la organización y
desarrollo de las pruebas de evaluación y en las sesiones de evaluación y calificación establecidas al efecto.

f) Coordinar las tutorías presenciales que en su caso se realicen.

g) Participar en todas aquellas actividades que impliquen la coordinación con el resto del equipo responsable de la
organización, gestión y desarrollo de las acciones formativas.

Artículo 14.  Evaluación de la formación.

1. Los formadores que impartan las acciones formativas llevarán a cabo una evaluación continua del alumnado, que
será realizada por módulos y, en su caso, por unidades formativas, con objeto de comprobar los resultados de
aprendizaje y, en consecuencia, la adquisición de las competencias profesionales.

2. La evaluación se desarrollará de manera sistemática, ajustándose a una planificación previa en la que constarán,
al menos, para cada módulo y, en su caso, unidad formativa, una estimación de la fechas previstas para la evaluación,
los espacios en los que ésta se llevará a cabo, los instrumentos de evaluación que serán utilizados y la duración que
conlleva su aplicación.

3. Los resultados de aprendizaje a comprobar en los módulos formativos estarán referidos tanto a los conocimientos
como a las destrezas prácticas y habilidades recogidas en las capacidades y criterios de evaluación de los mismos, de
manera que, en su conjunto, permitan demostrar la adquisición de las competencias profesionales, en concordancia
con los descriptores establecidos en la Recomendación 2008/C 111/10 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 23
de abril de 2008, relativa a la creación del Marco Europeo de Cualificaciones para el aprendizaje permanente.

Para obtener la acreditación de las unidades de competencia, será necesario superar con evaluación positiva, en
términos de apto, los módulos formativos asociados a cada una de ellas.

4 Los métodos e instrumentos de evaluación se adecuarán a la naturaleza de los distintos tipos de resultados a
comprobar y se acompañarán de los correspondientes soportes para su corrección y puntuación, de manera que se
garantice la objetividad, fiabilidad y validez de la evaluación.

5. Los formadores reflejarán documentalmente los resultados obtenidos por los alumnos en la evaluación de cada
uno de los módulos formativos y, en su caso, unidades formativas del certificado, en la que se incluirá el desempeño
de cada alumno en los distintos instrumentos de evaluación aplicados, con las correcciones y puntuaciones obtenidas
en los mismos.

6. Los formadores elaborarán un acta de evaluación en la que quedará constancia de los resultados obtenidos por
los alumnos. El acta, que estará firmada por el formador y por la persona responsable del centro o entidad en la que la
acción formativa se haya impartido, incluirá la identificación de los alumnos con nombre, apellidos, DNI y resultados en
cada uno de los módulos, o en su caso unidades formativas, en términos de “apto” o “no apto”.

7. En la modalidad de teleformación, además de lo establecido anteriormente con carácter general a todas las
modalidades, la evaluación de los módulos formativos será realizada por los tutores-formadores mediante un
seguimiento del proceso de aprendizaje y una prueba de evaluación final de carácter presencial. El seguimiento del
proceso de aprendizaje incluirá el análisis de las actividades y trabajos presentados en la plataforma virtual y realizados
a lo largo de la acción formativa así como la participación en las herramientas de comunicación que se establezcan.
Los criterios de evaluación establecidos de forma cuantificada de cada una de las actividades que intervienen en el
proceso de aprendizaje se aplicarán según lo definido en el proyecto formativo.
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8. El seguimiento y evaluación de los alumnos en el módulo de formación práctica en centros de trabajo, será realizado
conjuntamente por los tutores designados por el centro de formación y por la empresa.

Los alumnos que superen este módulo recibirán una certificación firmada por ambos tutores y el responsable de la
empresa, que será necesario aportar a efectos de solicitar el correspondiente certificado de profesionalidad.

9. El centro que imparta acciones formativas correspondientes a certificados de profesionalidad deberá disponer de
los siguientes documentos:

a) Planificación de la evaluación, según se indica en el apartado 2.

b) Los instrumentos de evaluación utilizados, con los correspondientes soportes para su corrección y puntuación,
según se indica en el apartado 4.

c) La documentación que recoja los resultados obtenidos por los alumnos, según se indica en el apartado 5.

d) Las actas de evaluación, según se indica en el apartado 6.

10. El centro que imparta acciones formativas correspondientes a certificados de profesionalidad deberá entregar, en
un plazo no superior a tres meses desde la finalización, las actas de evaluación firmadas y los documentos donde se
reflejen los resultados de la misma, a la Administración competente responsable de expedir el certificado de
profesionalidad, que será responsable de su custodia.

Esta documentación servirá de base a los órganos competentes de las Comunidades Autónomas, o al Servicio Público
de Empleo Estatal, para expedir las pertinentes certificaciones de los módulos formativos superados con las que las
personas interesadas podrán solicitar la expedición del certificado de profesionalidad o acreditación parcial acumulable
que corresponda, de acuerdo con lo que se establece en el artículo 16.

Artículo 15.  Experiencia laboral y vías no formales de formación.

1. Cuando las competencias profesionales se hayan adquirido a través de la experiencia laboral o de vías no formales
de formación, el acceso al procedimiento para la obtención del certificado de profesionalidad o de una acreditación
parcial acumulable, se realizará según los requisitos y procedimientos que se establezcan en desarrollo normativo del
artículo 8 de la Ley Orgánica 5/2002, de 19 de junio, de las Cualificaciones y de la Formación Profesional.

2. La Administraciones públicas competentes en materia laboral garantizarán a la población activa la posibilidad de
acceder por la vía de la experiencia laboral y por vías no formales de formación a la evaluación y reconocimiento de
sus competencias profesionales.

3. Quienes acrediten una experiencia laboral que se corresponda con el entorno profesional del certificado de
profesionalidad podrán quedar exentos total o parcialmente del módulo de formación práctica en centros de trabajo. En
cualquier caso, los reales decretos que establezcan los certificados de profesionalidad determinarán las condiciones
de dicha exención.

Artículo 16.  Expedición de los certificados de profesionalidad.

1. Los certificados de profesionalidad se expedirán a quienes lo hayan solicitado y demuestren haber superado los
módulos correspondientes a dicho certificado, o bien hayan obtenido el reconocimiento y la acreditación de todas las
unidades de competencia que lo componen mediante el procedimiento que se establezca en el desarrollo normativo
del artículo 8 de la Ley Orgánica 5/2002, de 19 de junio, de las Cualificaciones y de la Formación Profesional. El modelo
de solicitud de certificado de profesionalidad es el contemplado en el anexo I del presente real decreto.

2. Quienes no superen la totalidad de los módulos asociados al certificado de profesionalidad y superen los módulos
asociados a una o varias unidades de competencia del mismo, recibirán una certificación de los módulos superados
que tendrá efectos de acreditación parcial acumulable de las competencias profesionales adquiridas, según el modelo
establecido en el anexo II del presente real decreto.

3. La expedición de los certificados de profesionalidad corresponderá a la Administración laboral competente. El
modelo de documento acreditativo del certificado de profesionalidad, así como sus características técnicas, se
establecen, asimismo, en el anexo II del presente real decreto.

Artículo 17.  Registro de los certificados de profesionalidad.

1. Las Administraciones laborales competentes deberán llevar un registro nominal y por especialidades (denominación)
de los certificados de profesionalidad y de las acreditaciones parciales acumulables expedidas.

2. A los efectos de garantizar la transparencia del mercado de trabajo y facilitar la libre circulación de trabajadores,
existirá un registro general en el Sistema Nacional de Empleo, coordinado por el Servicio Público de Empleo Estatal e
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instrumentado a través del Sistema de Información de los Servicios Públicos de Empleo, al que deberán comunicar
telemáticamente y en tiempo real las inscripciones efectuadas en los registros a que se refiere el párrafo anterior.

3. Las especificaciones técnicas del registro de certificados de profesionalidad y de las acreditaciones parciales
acumulables se establecen en el anexo III.

4. Las personas que hayan obtenido la acreditación de unidades de competencia en la administración educativa
podrán solicitar la inclusión en el citado registro.

5. El tratamiento y cesión de los datos derivado de lo dispuesto en este artículo se efectuará, en todo caso, respetando
lo establecido en la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de Protección de Datos de Carácter Personal.

Artículo 18.  Evaluación, seguimiento y control de la calidad de la formación.

1. De acuerdo con lo establecido en los artículos 16 y 17 de la Ley Orgánica 5/2002, de 19 de junio, de las
Cualificaciones y de la Formación Profesional, y con el fin de asegurar la eficacia de las acciones formativas y su
adecuación permanente a las necesidades del mercado de trabajo, la planificación, ejecución, seguimiento y supervisión
correspondientes a la oferta formativa conducente a los certificados de profesionalidad se ajustará a lo que se establezca
en la normativa del Subsistema de Formación Profesional para el Empleo.

Las Administraciones públicas competentes establecerán las medidas necesarias para la organización de la oferta
formativa.

2. Las acciones conducentes a los certificados de profesionalidad se ajustarán a los dispositivos de calidad que se
implanten en el Subsistema de Formación Profesional para el Empleo, y serán sometidas a un proceso de evaluación,
seguimiento y control, según el Plan Anual de Evaluación que determine el Servicio Público de Empleo Estatal, en
coordinación con las Comunidades Autónomas, y en los términos acordados por la Comisión Estatal de Formación
Profesional para el Empleo. El citado Plan incluirá además, para los certificados de profesionalidad acciones de control
y evaluación internas y externas sobre dichas acciones formativas, con fines de diagnóstico y mejora de la calidad
aunque no vinculadas a la obtención de los propios certificados.

3. El Plan Anual de Evaluación favorecerá el desarrollo de los procesos de evaluación del Sistema Nacional de
Cualificaciones y Formación Profesional y proporcionará datos que contribuirán a la mejora del mismo.

4. De acuerdo con lo dispuesto en el capítulo V del Real Decreto 395/2007, de 23 de marzo, las administraciones
laborales competentes establecerán los procedimientos y medidas necesarios para garantizar la adecuación y calidad
de la formación impartida en cualquiera de sus modalidades, estableciendo mecanismos de evaluación, seguimiento y
control de las condiciones y resultados del desarrollo de la formación.

5. Los centros deberán someterse a las actuaciones de seguimiento y control que lleven a cabo las administraciones
competentes durante el desarrollo de la acción formativa, facilitando su realización y aportando la documentación que
sea requerida. Cuando la impartición de certificados de profesionalidad se realice en modalidad de teleformación,
deberán proporcionar a las mencionadas administraciones un acceso a la plataforma virtual de aprendizaje al objeto de
realizar el citado seguimiento.

A estos efectos las administraciones competentes establecerán mecanismos de seguimiento y control de la calidad
de las acciones formativas que aseguren la adecuación de:

a) Las instalaciones y equipamientos

b) Los requisitos de los formadores y de acceso del alumnado

c) La planificación didáctica y de evaluación

d) Los procedimientos y métodos de impartición

e) Los medios didácticos y técnicos utilizados en la impartición

f) La evaluación de los resultados de aprendizaje.

6. Sin perjuicio de lo dispuesto en el capítulo V del Real Decreto 395/2007, de 23 de marzo, y normas que lo
desarrollan, los centros que impartan acciones formativas correspondientes a certificados de profesionalidad tendrán
disponibles para su revisión en los procesos de evaluación, seguimiento y control de la calidad de dichas acciones la
documentación que acredite el cumplimiento de los requisitos y obligaciones establecidos en la normativa de aplicación.

Artículo 19.  Acciones formativas no financiadas con fondos públicos desarrolladas por empresas y centros de inicia-
tiva privada.

1. Las empresas y centros de formación de iniciativa privada, debidamente acreditados por las administraciones
laborales competentes para impartir formación conducente a la obtención de certificados de profesionalidad, que
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desarrollen las acciones formativas no financiadas con fondos públicos mencionadas en el artículo 12.2 deberán cumplir
las siguientes obligaciones, además de las establecidas con carácter general en este real decreto y demás normativa
de aplicación, sin perjuicio de las que puedan establecer las Administraciones competentes:

a) Comunicar, con una antelación no inferior a treinta días a la fecha de inicio, las acciones formativas que van a
impartir para su autorización por la administración competente, que comprobará el cumplimiento de las condiciones de
impartición a las que se refiere al artículo 10.7.

b) Remitir a la administración competente la comunicación de inicio de dichas acciones formativas, que como mínimo
especificará:

Las fechas de inicio y finalización de cada acción formativa.

La relación de alumnos participantes, con indicación de los que van a realizar el módulo de formación práctica en
centros de trabajo (detallando empresas y fechas de realización), así como de los alumnos que se encuentran exentos
de su realización.

La documentación justificativa de la acreditación requerida por formadores y tutores-formadores intervinientes en la
acción formativa.

Una planificación del proceso de evaluación, con indicación de las fechas de realización de las pruebas finales cuando
proceda, de los instrumentos que se van a utilizar, de los espacios destinados a las pruebas y de la duración de las
mismas.

El convenio o acuerdo entre los centros formativos y los centros de trabajo para la realización del módulo de formación
práctica en centros de trabajo.

La documentación acreditativa de la existencia de una póliza de seguro para la realización del módulo de formación
práctica en centros de trabajo.

c) Comunicar a la administración competente las bajas y altas de alumnos y las fechas en que se producen.

d) Remitir a la administración competente, en un plazo no superior a tres meses desde la finalización de la acción
formativa, la documentación relativa al proceso de evaluación y los cuestionarios de evaluación de la calidad de las
acciones formativas.

2. Se entenderá por administración competente, a la que corresponderá la autorización, evaluación seguimiento y
control, respecto de las acciones formativas a que se refiere este artículo, el Servicio Público de Empleo de la Comunidad
Autónoma donde esté ubicado el centro de formación y se vaya a desarrollar la acción formativa.

En el supuesto de acciones formativas que se impartan en la modalidad de teleformación se entenderá por
Administración competente el Servicio Público de Empleo Estatal.

Artículo 20.  Requisitos de acceso a la formación de los certificados de profesionalidad.

1. Corresponderá a la Administración laboral competente la comprobación de que los alumnos poseen los requisitos
formativos y profesionales para cursar con aprovechamiento la formación en los términos previstos en los apartados
siguientes.

2. Para acceder a la formación de los módulos formativos de los certificados de profesionalidad de los niveles de
cualificación profesional 2 y 3 los alumnos deberán cumplir alguno de los requisitos siguientes:

a) Estar en posesión del título de Graduado en Educación Secundaria Obligatoria para el nivel 2 o título de Bachiller
para nivel 3.

b) Estar en posesión de un certificado de profesionalidad del mismo nivel del módulo o módulos formativos y/o del
certificado de profesionalidad al que desea acceder.

c) Estar en posesión de un certificado de profesionalidad de nivel 1 de la misma familia y área profesional para el
nivel 2 o de un certificado de profesionalidad de nivel 2 de la misma familia y área profesional para el nivel 3.

d) Cumplir el requisito académico de acceso a los ciclos formativos de grado medio para el nivel 2 o de grado superior
para el nivel 3, o bien haber superado las correspondientes pruebas de acceso reguladas por las administraciones
educativas.

e) Tener superada la prueba de acceso a la universidad para mayores de 25 años y/o de 45 años.

f) Tener las competencias clave necesarias, de acuerdo con lo recogido en el anexo IV de este real decreto, para
cursar con aprovechamiento la formación correspondiente al certificado de profesionalidad.

Para el acceso a los certificados de profesionalidad se realizarán pruebas de competencia matemática y de
comunicación en lengua castellana y, si la hubiere, en lengua cooficial, en el nivel que corresponda. Además para
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aquellos que incluyan un módulo de lengua extranjera se requerirá pruebas de competencia en comunicación en lengua
extranjera en el correspondiente nivel. Estas pruebas se realizarán en relación con las competencias definidas en el
anexo IV de este real decreto.

Las citadas competencias están inspiradas en los ámbitos establecidos en la Recomendación del Parlamento Europeo
y del Consejo, de 18 de diciembre de 2006 sobre las competencias clave para el aprendizaje permanente (2006/962/CE)
y en el Marco Común Europeo de referencia para las lenguas.

Para verificar con objetividad y rigor técnico el cumplimiento de este requisito, los Servicios Públicos de Empleo
determinarán el procedimiento de realización de las pruebas de competencias clave necesarias para acceder a la
formación de los certificados de profesionalidad, como parte del proceso de selección de los alumnos, así como los
resultados concretos que han de comprobarse y los criterios para su medición. Las pruebas se podrán realizar bien
directamente por los Servicios Públicos de Empleo o a través de los centros formativos, para lo cual deberán estar
previamente autorizados, en base a pruebas previamente establecidas o las que puedan proponer dichos centros.

Estarán exentos de la realización de estas pruebas, las personas que hayan superado con evaluación positiva
acciones formativas correspondientes a competencias clave que figuren en el fichero de especialidades formativas del
Servicio Público de Empleo Estatal.

Disposición adicional primera.  Equivalencias.

1. La Administración laboral expedirá a quienes lo soliciten el certificado de profesionalidad correspondiente siempre
que, a través de las enseñanzas cursadas en el sistema educativo, hayan obtenido la certificación académica que
acredite la superación de la totalidad de los módulos profesionales asociados a las unidades de competencia que
conformen dicho certificado de profesionalidad según lo dispuesto en la Disposición adicional duodécima del Real
Decreto 1538/2006 de 15 de diciembre, por el que se establece la ordenación general de la formación profesional del
sistema educativo.

2. Las unidades de competencia acreditadas por un certificado de profesionalidad o una acreditación parcial
acumulable, expedida por la Administración laboral competente, serán reconocidas por la Administración educativa y
surtirán los efectos de convalidación del módulo o módulos profesionales correspondientes de acuerdo con los reales
decretos por los que se establecen cada uno de los títulos de formación profesional, a quienes lo soliciten.

Disposición adicional segunda.  Oferta formativa a grupos con especiales dificultades de integración laboral.

Las Administraciones públicas competentes, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 12 de la Ley Orgánica 5/2002,
de 19 de junio, de las Cualificaciones y de la Formación Profesional, podrán realizar ofertas formativas adaptadas a las
necesidades específicas de los jóvenes con fracaso escolar, las personas con discapacidad, minorías étnicas, parados
de larga duración, mujeres víctimas de violencia de género y, en general, personas con riesgo de exclusión social.
Dichas ofertas, además de incluir módulos asociados al Catálogo Nacional de Cualificaciones Profesionales, podrán
incorporar módulos apropiados para la adaptación a las necesidades específicas del colectivo beneficiario. Las
competencias profesionales adquiridas en estos módulos podrán ser evaluadas y acreditadas cuando sean incorporados
al citado Catálogo, de acuerdo con el procedimiento que se establezca en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo
8 de la citada Ley.

Disposición adicional tercera.  Acceso a la información.

El acceso por el Ministerio de Educación y Ciencia, para el ejercicio de las competencias atribuidas al mismo por la
ley, al Registro de certificados de profesionalidad y acreditaciones parciales del Servicio Público de Empleo Estatal se
realizará de acuerdo con lo que se establezca en convenio con el Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales y con las
garantías que se establecen en la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de Protección de Datos de Carácter
Personal.

Disposición adicional cuarta.  Acciones formativas de carácter piloto.

1. En los Planes de Trabajo que desarrollen los Centros Nacionales de Formación Ocupacional, regulados en el
artículo 17 del Real Decreto 631/1993, de 3 de mayo, por el que se regula el Plan Nacional de Formación e Inserción
Profesional y los Centros de Referencia Nacional, regulados en el Real Decreto 229/2008, de 15 de febrero, se podrán
incorporar para su realización acciones formativas de carácter piloto correspondientes a certificados de profesionalidad
que se encuentren en fase de proyecto y no hayan sido aprobados.

2. Una vez aprobados por real decreto los correspondientes certificados de profesionalidad, quienes hayan superado
todos los módulos de los mismos incluidos en las acciones formativas de carácter piloto contempladas en el apartado
anterior, podrán solicitar que les sea expedido el correspondiente certificado de profesionalidad o, en su caso, la
acreditación parcial acumulable de las competencias profesionales adquiridas.
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Disposición adicional quinta.  Administraciones competentes.

A los efectos de este real decreto se entenderá por administración competente, cuando no se haya determinado
expresamente, aquella que haya autorizado la acción formativa.

Disposición adicional sexta.  Nivel de los certificados de profesionalidad en el marco europeo de cualificaciones.

Una vez que se establezca la relación entre el marco nacional de cualificaciones y el marco europeo de cualificaciones
se determinará el nivel correspondiente de los certificados de profesionalidad del Repertorio Nacional conforme a la
Recomendación del Parlamento Europeo y del Consejo de 23 de abril de 2008, relativa a la creación del Marco Europeo
de Cualificaciones para el aprendizaje permanente.

Disposición transitoria primera.  Vigencia de certificados de profesionalidad.

Los trabajadores que hayan completado o completen con evaluación positiva la formación asociada a un certificado
de profesionalidad podrán solicitar que les sea expedido el correspondiente certificado, siempre que dicha formación
se haya realizado durante la vigencia del real decreto que regule el mismo.

A estos efectos se reconocerá la formación realizada a través de cursos de formación ocupacional del Plan de
Formación e Inserción Profesional, así como de los programas de Escuelas Taller, Casas de Oficios y Talleres de
Empleo gestionados por la Administración laboral competente.

Disposición transitoria segunda.  Procesos experimentales.

Quienes hayan superado las pruebas de evaluación aplicadas en los procesos experimentales realizados por la
Administración Laboral competente, podrán solicitar que les sea expedido el correspondiente certificado de
profesionalidad.

Disposición transitoria tercera.  Formación de formadores.

Las Administraciones públicas competentes garantizarán la oferta suficiente de formación de formadores que de
respuesta a los requisitos establecidos en el artículo 12.1 de este real decreto.

Los formadores que acrediten una experiencia docente igual o superior a dos años tendrán reconocida la competencia
a la que se refiere dicho artículo.

Disposición transitoria cuarta.  Pruebas de certificación.

En tanto no se apruebe la normativa de desarrollo del artículo 8.2 de la Ley Orgánica 5/2002, de 19 de junio, relativo
al procedimiento para la evaluación y acreditación de las competencias profesionales adquiridas a través de la
experiencia laboral o de vías no formales de formación, continuarán vigentes las disposiciones relativas a las pruebas
de certificación, contenidas en el Real Decreto 1506/2003, de 28 de noviembre, por el que se establecen las directrices
de los certificados de profesionalidad y, por lo tanto, podrán seguir realizándose convocatorias de pruebas para la
obtención de los certificados de profesionalidad al amparo del mismo, así como de la Orden TAS/470/2004, de 19 de
febrero, que lo desarrolla.

Disposición derogatoria única.  Derogación normativa.

Queda derogado el Real Decreto 1506/2003, de 28 de noviembre, por el que se establecen las directrices de los
certificados de profesionalidad.

Disposición final primera.  Título competencial.

Este real decreto se dicta en virtud de las competencias que se atribuyen al Estado en el artículo 149.1.1.ª, 7.ª y 30.ª
de la Constitución Española, y al amparo de lo establecido en los artículos 8, 10.1 y 11.1, disposición adicional cuarta
y disposición final tercera de la Ley Orgánica 5/2002, de 19 de junio, de las Cualificaciones y de la Formación Profesional.

Disposición final segunda.  Desarrollo normativo.

Se autoriza al Ministro de Trabajo y Asuntos Sociales para dictar cuantas disposiciones sean precisas para el desarrollo
de este real decreto.

Disposición final tercera.  Entrada en vigor.

El presente real decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Boletín Oficial del Estado.

6.  Real Decreto 34/2008, por el que se regulan los certificados de profesionalidad.
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Dado en Madrid, el 18 de enero de 2008.
JUAN CARLOS R.
El Ministro de Trabajo y Asuntos Sociales,
JESÚS CALDERA SÁNCHEZ-CAPITÁN

ANEXO I

SOLICITUD DE CERTIFICADO DE PROFESIONALIDAD

Para la solicitud de certificados de profesionalidad, con carácter general, se ha de incoporar como mínimo la
información que figura en el modelo adjunto, de manera especial el escudo del FSE, permitiendo que cada comunidad
inserte su escudo.

SOLICITUD DE ACREDITACIÓN DE UNIDADES DE COMPETENCIA DE LAS CUALIFICACIONES (ACRED-
ITACIÓN PARCIAL ACUMULABLE)

Para la solicitud de acreditaciones de unidades de competencia, con carácter general, se ha de incorporar como
mínimo la información que figura en el modelo adjunto, de manera especial el escudo del FSE, permitiendo que cada
comunidad establezca su escudo.

ANEXO II

CARACTERÍSTICAS TÉCNICAS DE IMPRESIÓN PARA LOS CERTIFICADOS DE PROFESIONALIDAD

1. Los certificados de profesionalidad establecidos en este real decreto serán expedidos de acuerdo con las siguientes
características:

a) El soporte de los certificados de profesionalidad será el material especificado en el apartado 2 de este anexo y
llevará incorporado determinadas marcas de seguridad. En el proceso de impresión de atributos y en la personalización
de los títulos se incorporarán, asimismo, marcas de seguridad contra la falsificación.

Por razones de seguridad, las características básicas de los soportes que se determinan en este anexo podrán ser
actualizadas por el Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales en coordinación con las administraciones autonómicas
competentes.

b) Los soportes llevarán incorporado el Escudo de España con las características definidas por la Ley 33/1981, de 5
de octubre, y el Real Decreto 2964/1981, de 18 de diciembre.

c) Figurarán en el ángulo inferior izquierdo los logotipos Servicio Público de Empleo Estatal y del Ministerio de Trabajo
y Asuntos Sociales o, en su caso, de la comunidad autónoma competente.

También figurará en el ángulo inferior derecho el logotipo del Fondo Social Europeo, de acuerdo con lo establecido
en el reglamento (CE) n.º 1828/2006 de la Comisión, de 8 de diciembre de 2006, por el que se fijan normas de desarrollo
para el reglamento (CE) n.º 1083/2006 del Consejo, por el que se establecen disposiciones generales relativas al Fondo
Social Europeo y al Fondo de Cohesión, y el reglamento (CE) n.º 1080/2006 del Parlamento Europeo y del Consejo,
relativo al Fondo Europeo de Desarrollo Regional. En este caso el Escudo de España se situará en la parte superior
izquierda y el de la comunidad en la parte superior derecha.

d) Estarán numerados mediante series alfanuméricas relacionadas en el ANEXO III que regula el registro de
certificados de profesionalidad. Esta numeración aparecerá en el ángulo inferior izquierdo fuera de la orla con la
denominación: clave de registro.

e) Los certificados llevarán impreso todo su texto, así como las firmas de los cargos que tengan la competencia
atribuida en la Administración de la Comunidad Autónoma respectiva. Los certificados que corresponde expedir al
Ministro de Trabajo y Asuntos Sociales llevarán impresa la firma de dicha autoridad.

f) No se incorporará inscripción alguna no impresa en el anverso, salvo la firma del interesado.

2. Los materiales de los soportes, características mínimas de seguridad, formatos y tamaños de los certificados de
profesionalidad serán los siguientes:
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I. Características de los elementos a emplear:

a) Papel:

1.º Composición fibrosa: Sin pasta mecánica (o similares), ni pasta semiquímica.

2.º Grado de blancura de 80 a 86 por 100 (norma UNE 57-062).

3.º Opacidad: » 93 por 100 (UNE 57-063).

4.º Porosidad: entre 100 y 200 ml/min medido en aparato Bendtsen (UNE 57-066).

5.º Lisura: Entre 150 y 300 ml/min medio en aparato Bendtsen (UNE 57-080).

6.º Resistencia mecánica a la rotura (UNE 57-028):

Longitud de rotura, en sentido longitudinal, » 5,8 km.

Longitud de rotura, en sentido transversal, » 3 km.

7.º Alargamiento:

En sentido longitudinal » 2 por 100.

En sentido transversal » 3,5 por 100.

8.º Estabilidad dimensional, en sentido transversal > 2 por 100, por inmersión al agua (UNE 57-049).

9.º Llevar perfectamente indicada la dirección de la fibra o sentido máquina.

10.º Índice de rasgado: » al 70 media de las medidas en la dirección longitudinal y transversal del papel (UNE 57
033).

11.º Tener un gramaje de 160 g/m2 (± 4 por 100) (UNE 57-009).

12.º El soporte debe tener un pH entre 7 y 9.

13.º Carente de blanqueantes ópticos.

b) Tintas:

Las tintas utilizadas en la impresión han de ser físico-químicamente estables y de forma especial frente a la abrasión
y al efecto decolorante de la luz:

1.º Solidez a la luz: Mínimo admisible «5» en la escala de lana.

2.º Tratamiento adicional de protección para elevar la solidez, especialmente en los tonos del entorno del amarillo
magenta.

3.º Protección de las tintas metalizadas contra la oxidación.

4.º Las tintas invisibles, especialmente el azul, deben ser anclables y resistentes a la migración y corrimiento.

c) Colores:

El Escudo de España deberá reunir los requisitos establecidos en la Ley 33/1981, de 5 de octubre, y en el Real Decreto
2964/1981, de 18 de diciembre, si bien el rojo puede obtenerse de masas de magenta y amarillo, y el verde de masas
de cián y amarillo, manteniendo los demás colores al objeto de aminorar la utilización de tintas.

El texto «Juan Carlos I, Rey de España» irá impreso en azul cián.

El fondo de la cartela deberá ir estampado en una trama de 133 líneas por centímetro cuadrado, a un 20 por 100 de
color amarillo (pantone 130 U).

Los escudos de las Comunidades Autónomas deberán reunir los requisitos establecidos en sus respectivas normas
reguladoras.

II. Características mínimas de seguridad:

a) Papel:

1.º Atributos luminiscentes incluidos en la masa del soporte en dos colores (a determinar).

2.º Reactivo contra borrado químico.

3.º Marca al agua del escudo de España de 2,5 centímetros de alto en el ángulo inferior izquierdo de la cartela, que
se determina en el siguiente apartado de formatos y tamaños.

b) Impresión:
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1.º Tintas luminiscentes visibles.

2.º Tintas luminiscentes invisibles.

3.º Tintas metaméricas con un máximo de un 20 por 100 de diferencia de intensidad.

c) Atributos:

1.º Control alfanumérico.

2.º Número de Registro.

3.º Sello en seco.

III. Formas y tamaños:

La impresión se realizará en un solo tamaño de papel UNE A-3 (297 × 420 milímetros en formato horizontal).

La cartela en los modelos irá centrada al eje vertical con un margen superior de 97 milímetros y un margen inferior de
30 milímetros.

Habrá tres modelos que se adjuntan, uno para los certificados expedidos por el Ministro de Trabajo y Asuntos Sociales,
otro para las comunidades autónomas con un único idioma oficial y otro para las comunidades autónomas bilingües.

MODELO DE ACREDITACIÓN DE UNIDADES DE COMPETENCIA DE LAS CUALIFICACIONES
PROFESIONALES (ACREDITACION PARCIAL ACUMULABLE) MEDIANTE

CERTIFICADOS DE PROFESIONALIDAD

ANEXO III

SOBRE EL REGISTRO DE CERTIFICADOS Y DE ACREDITACIÓN DE UNIDADES DE COMPETENCIA DE LAS
CUALIFICACIONES PROFESIONALES

El artículo 16 de este real decreto establece que las administraciones laborales competentes deberán llevar un registro
nominal y por especialidades de certificados de profesionalidad y de acreditaciones parciales acumulables expedidas:

1. Especificaciones técnicas del registro de Certificados de Profesionalidad y de las acreditaciones parciales
acumulables.

La clave identificativa de los certificados de profesionalidad y las unidades de competencia, para su inclusión en el
registro general será un código único. Se compondrá de dos dígitos indicativos del organismo que emite el certificado,
seguidos de dos dígitos representativos del año en que se expide, otros ocho dígitos correspondientes al número de
orden y el identificador del certificado de profesionalidad y el de la unidad de competencia cuando proceda.

En el caso de que el certificado o la acreditación de la unidad de competencia hayan sido expedidos por la
Administración General del Estado, los dos primeros dígitos serán 20.

Los datos que deberán contener estos certificados para su registro serán los siguientes:

Clave de registro:

00/00/00000000/XXXX00.

Código de la comunidad autónoma./año/número de orden/código del certificado de profesionalidad.

En el caso de las acreditaciones parciales acumulables se añadirá el código de la unidad de competencia: 0000.

Titular:

Primer apellido.

Segundo apellido.

Nombre.

Identificador en el Sistema Nacional de Empleo

Sexo: V o M.

Fecha de nacimiento:

Fecha de otorgamiento DD/MM/AAAA

Lugar de otorgamiento.
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Este registro recogerá las acreditaciones de unidades de competencia de las cualificaciones profesionales de aquellas
personas que, no habiendo obtenido el certificado de profesionalidad, hayan superado los módulos formativos asociados
a una o varias unidades de competencia. La clave identificativa de este registro será análoga a la de los certificados de
profesionalidad.

2. Códigos de las comunidades autónomas y ciudades autónomas utilizados para el registro de certificado de
profesionalidad y para el registro de acreditación de unidades de competencia de las cualificaciones profesionales.

Código Comunidades

01 Andalucía.

02 Aragón.

03 Principado de Asturias.

04 Illes Balears.

05 Canarias.

06 Cantabria.

07 Castilla La Mancha.

08 Castilla y León.

09 Cataluña.

10 Comunidad Valenciana.

11 Extremadura.

12 Galicia.

13 Madrid.

14 Región de Murcia.

15 Foral de Navarra.

16 País Vasco.

17 La Rioja.

18 Ceuta.

19 Melilla.

ANEXO IV

COMPETENCIAS CLAVE RELACIONADAS CON EL ACCESO A LOS CERTIFICADOS DE PROFESIONALIDAD DE
NIVELES 2 Y 3 DE CUALIFICACIÓN PROFESIONAL

1. Competencia clave: Comunicación en Lengua Extranjera

Esta competencia se refiere a la utilización de la lengua extranjera como instrumento de comunicación oral y escrita
en diversos contextos. En la descripción de los aspectos de la competencia que se deben medir se toma como referencia
la escala global del Marco Común Europeo de Referencia para las Lenguas.

Nivel 2. Aspectos de la competencia que se deben medir:

Comprensión oral de frases y expresiones de uso frecuente relacionadas con áreas de experiencia que sean
especialmente relevantes, como información básica sobre uno mismo y su familia, compras, lugares de interés,
profesiones, entre otras.

Comprensión escrita de textos breves y sencillos relacionados con la vida cotidiana, como anuncios publicitarios,
horarios o menús.

Descripción oral de la familia y personas del entorno, aspectos de la vida personal, familiar y laboral.

Producción de textos escritos breves y sencillos, sobre aspectos del pasado y el entorno, así como cuestiones
relacionadas con necesidades inmediatas y finalidades diversas.

Interacción oral para llevar a cabo tareas simples y cotidianas que no requieran más que intercambios sencillos y
directos de información sobre cuestiones conocidas o habituales.

6.  Real Decreto 34/2008, por el que se regulan los certificados de profesionalidad.
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Nivel 3. Aspectos de la competencia que se deben medir:

Comprensión oral y escrita de los puntos principales de textos claros y en lengua estándar sobre cuestiones conocidas,
ya sea en situaciones de trabajo, de estudio o de ocio.

Expresión e interpretación oral de diferentes tipos de discurso acordes a la situación comunicativa en diferentes
contextos sociales y culturales.

Producción de textos sencillos y coherentes sobre temas familiares o en los que existe un interés personal o
profesional.

Descripción de experiencias, acontecimientos, deseos y aspiraciones, así como expresión breve de opiniones o
explicación de planes.

Interacción oral en situaciones de la vida diaria y sobre temas familiares, de ocio, laborales, viajes o de actualidad.

2. Competencia clave: Comunicación en lengua castellana y, si la hubiere, en lengua cooficial

Definición: Esta competencia se refiere a la habilidad para expresar e interpretar conceptos, pensamientos,
sentimientos, hechos y opiniones de forma oral y escrita (escuchar, hablar, leer y escribir), y para interactuar
lingüísticamente de una manera adecuada y creativa en los diferentes contextos sociales y culturales, como la educación
y la formación, la vida privada y profesional, y el ocio, en lengua castellana y, si la hubiere, en lengua cooficial.

Nivel 2. Aspectos de la competencia que se deben medir:

Demostrar un nivel de comprensión y uso de expresiones orales y textos escritos que le permitan el acceso al
conocimiento, identificando las ideas principales y secundarias de la información así como su estructura formal básica.

Expresar pensamientos, emociones y opiniones, narrar y comentar con claridad hechos y experiencias y exponer
oralmente un tema dando coherencia y cohesión al discurso.

Resumir textos orales y escritos, identificando el tema principal y los secundarios y reflejando los principales
argumentos y puntos de vista.

Generar ideas y redactar textos con una organización clara con corrección ortográfica y gramatical.

Nivel 3. Aspectos de la competencia que se deben medir:

Comunicar ideas y opiniones en interacciones orales, sobre temas de actualidad, a partir de un esquema previamente
elaborado y empleando diferentes recursos, explicando y argumentando activa y reflexivamente, utilizando
adecuadamente la tonalidad y el lenguaje gestual y corporal

Demostrar un nivel de comprensión y uso de expresiones orales y textos escritos que le permitan el acceso al
conocimiento, sintetizando y expresando informaciones contenidas en distintas fuentes previamente consultadas,
identificando el tema principal y los secundarios, las relaciones entre ellos, la intención comunicativa y los diferentes
puntos de vista expresados, indicando posibles incoherencias o ambigüedades de contenido y proporcionando una
opinión personal.

Crear comunicaciones escritas de diferente tipo (expositivo y argumentativo), utilizando un discurso propio y
construyéndolas con coherencia, cohesión y corrección ortográfica y gramatical.

Analizar e interpretar de forma crítica textos de diferente tipo (científico, periodístico, humanístico, técnico y literario),
reconociendo sus elementos estructurales básicos y expresando con autonomía juicios fundamentados en argumentos
sólidos.

3. Competencia clave: Competencia matemática

Definición: Esta competencia se refiere a la habilidad para utilizar y relacionar los números, sus operaciones, los
símbolos y las formas de expresión así como para desarrollar y aplicar el razonamiento matemático con el fin de resolver
diversos problemas en situaciones cotidianas y con el mundo laboral. Basándose en un buen dominio del cálculo, el
énfasis se sitúa en el proceso y la actividad, aunque también en los conocimientos. La competencia matemática entraña
(en distintos grados) la capacidad y la voluntad de utilizar procesos de razonamiento (inducción y deducción) y modos
matemáticos de pensamiento (pensamiento lógico y espacial) y de representación (fórmulas, modelos, construcciones,
gráficos y diagramas).

Nivel 2. Aspectos de la competencia que se deben medir:

Conocer y manejar los elementos matemáticos básicos, números enteros, fraccionarios, decimales y porcentajes
sencillos; unidades de medida, símbolos, elementos geométricos, etc).

Resolver problemas, utilizando adecuadamente los distintos números, las cuatro operaciones elementales, los
procedimientos básicos de la proporcionalidad numérica (regla de tres, cálculo de porcentajes) y el lenguaje algebraico
para resolver ecuaciones de primer grado.

Normativa de ámbito estatal
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Resolver problemas cotidianos sobre unidades monetarias y unidades de medida usuales y calcular longitudes, áreas,
volúmenes y ángulos.

Elaborar e interpretar informaciones estadísticas más usuales e información gráfica sobre la vida cotidiana y
fenómenos sencillos de probabilidad.

Nivel 3. Aspectos de la competencia que se deben medir:

Realizar cálculos con distintos tipos de números (racionales e irracionales) y unidades del sistema métrico decimal
para resolver problemas relacionados con la vida diaria, comprendiendo su significado.

Resolver problemas empleando métodos algebraicos y operando con expresiones algebraicas, polinómicas y
racionales así como con la proporcionalidad (directa e inversa) y los porcentajes (regla de tres simple y compuesta,
intereses; etc).

Resolver problemas mediante ecuaciones de primer y segundo grado, operar con matrices en el contexto de problemas
profesionales y resolver problemas de longitudes, áreas y volúmenes utilizando modelos geométricos.

Representar gráficamente funciones matemáticas e interpretar gráficas en problemas relacionados con la vida
cotidiana y fenómenos naturales y tecnológicos.

Elaborar e interpretar informaciones estadísticas y calcular parámetros estadísticos de uso corriente así como de
probabilidad.

Usuario
Cuadro de texto
Índice





Ley 30/2015, de 9 de septiembre, por la que se regula el Sistema de Formación
Profesional para el empleo en el ámbito laboral.

Jefatura del Estado

«BOE» núm. 217, de 10 de septiembre de 2015
Referencia: BOE-A-2015-9734

TEXTO CONSOLIDADO
Última modificación: sin modificaciones

FELIPE VI
REY DE ESPAÑA

A todos los que la presente vieren y entendieren.
Sabed: Que las Cortes Generales han aprobado y Yo vengo en sancionar la siguiente ley.

PREÁMBULO

I

Las reformas acometidas por el Gobierno desde el inicio de la legislatura tienen entre sus finalidades la de afrontar
los cambios que necesita nuestro modelo productivo para situar a España en una senda sostenible de crecimiento y
generar empleos estables y de calidad.

La formación profesional para el empleo tiene un papel esencial en la articulación de esos cambios. Para una
recuperación sostenida de nuestra economía es necesario potenciar el capital humano y su empleabilidad mediante la
mejora de sus capacidades y competencias profesionales. Asimismo, es necesaria una adecuación entre la oferta y la
demanda de cualificaciones, lo que requiere anticiparse a las necesidades demandadas por las empresas y ofrecer a
los jóvenes y a la población trabajadora en general una formación ajustada a esas necesidades.

El sistema de formación profesional para el empleo en el ámbito laboral ha permitido la mejora de la empleabilidad y
la cualificación de muchos trabajadores de nuestro país en los últimos 20 años y ha servido para avanzar en la
vinculación de la formación con la negociación colectiva. Además, ha permitido la difusión y universalización de una
cultura de formación que alcanza a más de cuatro millones de trabajadores al año en la actualidad y a más de 478.000
empresas participantes sólo en la denominada «formación de demanda».

Ha sido un modelo de gestión compartida entre las Administraciones públicas (Administración General del Estado y
comunidades autónomas) y los interlocutores sociales, que ha permitido avanzar en la mejora de las competencias
profesionales de los trabajadores y la competitividad de las empresas españolas. No obstante, el sistema ha puesto de
manifiesto determinadas debilidades e ineficiencias que deben abordarse de manera urgente para dar respuesta
inmediata y de una manera más eficaz y eficiente a las necesidades formativas de los trabajadores y del sistema
productivo.

Al respecto, las conclusiones de la Mesa del Diálogo Social, formada por el Gobierno, las organizaciones empresariales
CEOE y CEPYME y los sindicatos CCOO y UGT, acerca del desarrollo del último Acuerdo de Formación Profesional
para el Empleo de 2006 muestran, entre otras debilidades, la deficiente coordinación del conjunto del sistema; la falta
de una planificación estratégica de la formación profesional para el empleo; su escasa vinculación con la realidad del
tejido productivo, especialmente la formación de demanda dirigida a la PYME; la no disponibilidad de un sistema de
información integrado; la falta de la evaluación de su impacto; y una definición poco eficiente del papel de los agentes
implicados en el sistema.

Estas carencias han debilitado el sistema de formación hasta ahora vigente para afrontar los retos que plantea la
actual etapa de recuperación económica y las tendencias que influirán en la dinámica del mercado de trabajo español
y de los sectores productivos en los próximos años.

El nuevo marco normativo se centra en atender la diferente posición, tras el impacto de la reciente crisis, de los
distintos sectores y ocupaciones en el proceso de recuperación económica; el impacto también desigual de la crisis en
el colectivo de jóvenes, que requieren una atención específica; la tendencia a requerimientos de mayores niveles de
cualificación, sobre todo para cubrir los empleos de cualificación media; la demanda que el envejecimiento de la
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población activa tendrá en las cualificaciones necesarias para cubrir los empleos de sustitución; la coexistencia de altas
tasas de paro con la escasez de oferta de mano de obra cualificada en algunos sectores u ocupaciones emergentes
con elevados niveles de innovación; y el aumento del colectivo de parados de larga duración durante la reciente crisis,
con la consiguiente y necesaria adecuación de su empleabilidad a las nuevas condiciones del mercado de trabajo.

El actual contexto económico constituye una oportunidad para el cambio. La Estrategia de Competencias de la OCDE
afirma que las competencias se han convertido en la divisa internacional de las economías del siglo XXI: en una sociedad
global, basada cada vez más en los conocimientos, es necesario invertir en formación y actualizarla conforme a la
evolución constante de los requerimientos de los mercados laborales. Conseguir mejores resultados exige analizar el
perfil de competencias de los trabajadores, así como determinar y anticipar las competencias requeridas en el mercado,
para desarrollarlas, creando con ello mejores oportunidades de empleo y de desarrollo económico.

Ante esta situación, en un entorno competitivo, con requerimientos cada vez mayores de cualificación de los
trabajadores y constatados los resultados del binomio empleo-formación, un modelo productivo de éxito exige un sistema
de formación profesional para el empleo de calidad.

Ello implica un sistema de formación que acompañe a los trabajadores en su acceso, mantenimiento y retorno al
empleo, así como en su capacidad de desarrollo personal y promoción profesional. Un sistema que promueva la
adquisición y actualización de conocimientos, que mejore las perspectivas de empleo estable y de calidad de los
trabajadores, así como la ventaja competitiva de las empresas y de la economía española. Para ello, ese sistema debe
anticiparse a las necesidades del tejido productivo y constituir un apoyo a la capacidad innovadora y competitiva de la
empresa, a partir de unos recursos humanos de calidad.

II

La Ley 51/1980, de 8 de octubre, Básica de Empleo, al regular el Programa de Formación Profesional Ocupacional
dispuso que el Instituto Nacional de Empleo estableciera un programa anual de formación profesional ocupacional, que
con carácter gratuito, asegurase la adecuada formación profesional de los que quisieran incorporarse al mundo laboral
o, encontrándose en él, pretendiesen reconvertirse o alcanzar una mayor especialización profesional, dotándose de
carácter permanente al Plan Nacional de Formación e Inserción Profesional a través del Real Decreto 1618/1990, de
14 de diciembre.

El Real Decreto 631/1993, de 3 de mayo, por el que se regula el Plan Nacional de Formación e Inserción Profesional,
inicia la separación de la formación de ocupados y desempleados, reordenando las acciones de formación ocupacional
y poniendo un mayor énfasis en la reinserción profesional de las personas en situación de paro. A partir de ese momento
el reciclaje profesional de los trabajadores ocupados se articula a través de los distintos Acuerdos Nacionales sobre
Formación Continua (firmados en 1992, 1996 y 2000).

El Real Decreto 1046/2003, de 1 de agosto, por el que se regula el subsistema de formación profesional continua,
pone en marcha un nuevo modelo de gestión de la formación continua, pasando de un modelo basado en la autonomía
negocial a un sistema basado en un marco normativo que pretende dotar al sistema de una mayor estabilidad y
seguridad, sin olvidar el protagonismo de los agentes sociales. Por su parte, la formación profesional ocupacional
continúa regulándose por el Real Decreto 631/1993, de 3 de mayo.

El Acuerdo de Formación Profesional para el Empleo firmado por el Gobierno y los interlocutores sociales el 7 de
febrero de 2006 apuesta nuevamente por un modelo integrado de formación para el empleo, que contribuya al avance
de la formación y el aprendizaje permanente en nuestro país, manteniendo los pilares que han permitido su desarrollo
en los últimos años, y tratando de superar las insuficiencias del modelo así como de potenciar los elementos que
permitan progresar aún más en el logro de los objetivos de formación y compatibilizar la mayor competitividad de las
empresas con la formación individual del trabajador.

Consecuencia del citado Acuerdo, y después de trece años de vigencia de dos modalidades diferenciadas de
formación profesional en el ámbito laboral –la formación ocupacional y la continua–, el Real Decreto 395/2007, de 23
de marzo, por el que se regula el subsistema de formación profesional para el empleo, integra ambos subsistemas en
un único modelo de formación profesional para el empleo e introduce mejoras que permiten adaptar la formación dirigida
a los trabajadores ocupados y desempleados a la nueva realidad económica y social.

El subsistema de formación profesional para el empleo se incorpora al marco legal vigente por el Real Decreto-ley
3/2011, de 18 de febrero, de medidas urgentes para la mejora de la empleabilidad y la reforma de las políticas activas
de empleo, que modifica íntegramente el artículo 26 de la Ley 56/2003, de 16 de diciembre, de Empleo y establece las
líneas generales del citado subsistema.

El Acuerdo de propuestas para la negociación tripartita para fortalecer el crecimiento económico y el empleo, firmado
por el Gobierno y los interlocutores sociales el pasado 29 de julio, recoge un compromiso con el desarrollo de medidas
concretas en diversos ámbitos, incluida la voluntad de trabajar para transformar el sistema de formación profesional
para el empleo, sobre la base del diálogo social.

Normativa de ámbito estatal
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III

La regulación prevista en la actual ley acomete una reforma integral del sistema que garantiza el interés general y la
necesaria estabilidad y coherencia que el sistema precisa. De conformidad con lo previsto en el mencionado Acuerdo
de 29 de julio de 2014, esta reforma persigue cuatro objetivos estratégicos. A saber, la garantía del ejercicio del derecho
a la formación de los trabajadores, empleados y desempleados, en particular, de los más vulnerables; la contribución
efectiva de la formación a la competitividad de las empresas; el fortalecimiento de la negociación colectiva en la
adecuación de la oferta formativa a los requerimientos del sistema productivo, así como la eficiencia y transparencia en
la gestión de los recursos públicos. En última instancia, se trata de consolidar en el sistema productivo una cultura de
formación profesional y favorecer con ello la creación de empleo estable y de calidad.

La reforma planteada está en clara sintonía con las políticas de flexiseguridad promovidas por la Unión Europea
basadas en la idea de la empleabilidad. El nuevo modelo se desarrolla teniendo en cuenta las orientaciones para las
políticas de empleo de los Estados Miembros. Además, la reforma es uno de los objetivos reiterados en el Plan Nacional
de Reformas y en las recomendaciones del Consejo sobre el Programa de Estabilidad de 2014 de España, en el sentido
de mejorar la eficacia de las políticas activas del mercado de trabajo de manera que se proporcione formación adecuada
y se garantice la correspondencia entre la demanda y la oferta de empleo.

También se tiene en cuenta la doctrina constitucional que señala que el modelo de formación profesional para el
empleo tiene una incardinación genérica en la competencia exclusiva del Estado en materia de «legislación laboral»
(artículo 149.1.7.ª de la Constitución Española), aunque sin excluir que pueda haber supuestos en los que, atendiendo
al tipo de actividad al que se orienta, la acción formativa quede vinculada a otro título competencial, con las consiguientes
consecuencias para la delimitación del alcance de la competencia del Estado. Y que añade que, no cabe negar la
incidencia que en este ámbito puede tener lo dispuesto en el artículo 149.1.13.ª de la Constitución Española, que atribuye
al Estado la competencia exclusiva en materia de bases y coordinación de la planificación general de la actividad
económica, en cuanto existen aspectos de la formación profesional, vinculados al fomento del empleo, que podrían
encontrar cobertura en el citado artículo, si bien como título de carácter específico y complementario.

El nuevo marco profundiza en la transformación que inició la Ley 3/2012, de 6 de julio, de medidas urgentes para la
reforma del mercado laboral. Esta supuso el reconocimiento explícito de un derecho individual a la formación de los
trabajadores, dotó de carácter prioritario a las acciones formativas relacionadas con las nuevas tecnologías o la
internacionalización de la empresa y permitió, por primera vez, el acceso directo de los centros de formación a los
fondos disponibles para la gestión de los planes de formación de los trabajadores que hasta la fecha estaban limitados
a las organizaciones empresariales y sindicales.

Desde entonces, sobre la base de la colaboración en torno a la Conferencia Sectorial de Empleo y Asuntos Laborales,
se han producido avances determinantes en el ámbito de las políticas de activación para el empleo con el objetivo de
mejorar la capacidad de los servicios públicos de empleo de acompañar a los trabajadores desempleados en su proceso
de retorno al empleo e impulsar las oportunidades de promoción y mejora de los trabajadores ocupados a lo largo de
su carrera profesional.

La citada colaboración se ha plasmado en la Estrategia Española de Activación para el Empleo 2014-2016, que
constituye el marco plurianual que institucionaliza las medidas a llevar a cabo, tanto desde el Servicio Público de Empleo
Estatal como desde los servicios públicos de empleo autonómicos, para la consecución de objetivos comunes y con un
compromiso con la transparencia, la evaluación y la orientación a resultados.

De forma coherente con la mencionada Estrategia y gracias al trabajo conjunto entre administraciones, se han
desarrollado importantes medidas, entre otras, en el ámbito de la colaboración público-privada en intermediación laboral,
la transformación gradual del sistema de formación profesional para el empleo o, en el marco de la Estrategia de
Emprendimiento y Empleo Joven 2013-2016, la creación del Sistema de Garantía Juvenil, para facilitar el acceso de los
jóvenes menores de 25 años al mercado de trabajo.

La reactivación de la economía española y del empleo exigen ahora profundizar en las medidas de activación para el
empleo, muy particularmente, en el ámbito de la formación profesional para el empleo en el ámbito laboral.

IV

En aras de afrontar todas las deficiencias detectadas en el sistema de formación profesional para el empleo en el
ámbito laboral y para dar cumplimiento a los objetivos y principios acordados en el marco del Diálogo Social, esta ley
plantea la reforma del sistema de formación profesional para el empleo en torno a los ejes vertebradores que se
describen a continuación.

El capítulo I describe el objeto de la norma y establece, junto con los fines del sistema de formación profesional para
el empleo, que este será de aplicación en todo el territorio nacional y responderá a una acción coordinada, colaborativa
y cooperativa entre las Administraciones públicas competentes y los demás agentes que intervienen en el mismo,
respetando el marco de distribución de competencias.
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Los principios inspiradores recogidos en el artículo 3 definen el sistema como marco coherente de planificación,
ejecución eficiente, seguimiento y evaluación permanente, con entidades que impartan formación profesional para el
empleo en el ámbito laboral de calidad e instrumentos renovados de información, seguimiento y control. En este sistema
destaca, además, el papel protagonista de la negociación colectiva y del diálogo social como herramientas esenciales
para contar con un sistema más eficaz y orientado a satisfacer las necesidades reales de empresas y trabajadores.

Ello resulta coherente, asimismo, con la unidad financiera del sistema y de su régimen económico que garantiza el
principio de unidad de caja de la cuota para la formación profesional.

El nuevo marco legal exige, asimismo, la modificación del artículo 26 de la Ley 56/2003, de 16 de diciembre, de
Empleo, para establecer las líneas generales del nuevo modelo de formación profesional para el empleo en el ámbito
laboral, lo que se lleva a cabo en la disposición final cuarta.

El capítulo II introduce, de manera novedosa, los elementos de un sistema eficiente de observación y prospección
del mercado de trabajo, para detectar los cambios en las demandas de cualificación y competencias del tejido productivo.

Resulta necesario corregir una de las principales ineficiencias identificadas en el sistema: la falta de una adecuada
anticipación de las necesidades y la planificación de la actividad formativa. La formación que se imparta debe responder
a un diagnóstico de la realidad, a un análisis de las necesidades actuales y futuras de empresas y trabajadores, para
cumplir sus fines de forma eficaz. Para ello, el nuevo sistema aprovechará el potencial de la coordinación de los distintos
dispositivos y agentes que realizan análisis y prospección del mercado de trabajo.

Por ello, el artículo 5 prevé la elaboración, con la participación, entre otros, de las comunidades autónomas, las
organizaciones empresariales y sindicales, las organizaciones representativas de los trabajadores autónomos y de la
economía social, de un escenario estratégico plurianual, referente de la programación de toda la formación que se
imparta en el sistema. Sobre la base del análisis prospectivo mencionado, este escenario plurianual de planificación
estratégica incorporará las tendencias y previsiones económicas y, junto con el análisis de las cualificaciones de los
trabajadores, permitirá identificar los objetivos de atención prioritaria, así como los indicadores para su evaluación, que
guardarán coherencia con la Estrategia Española de Activación para el Empleo.

Este escenario, además, incluirá una proyección plurianual estimativa de la financiación pública para atender las
necesidades formativas reales de las empresas y los trabajadores, en un marco de estabilidad del sistema que favorezca
la certidumbre, la anticipación y las decisiones de inversión.

El artículo 6 introduce de manera inequívoca la concurrencia competitiva abierta a todos los proveedores de formación
acreditados y/o inscritos, como norma general para la gestión de los fondos destinados a financiar las programaciones
formativas de las distintas Administraciones públicas.

Este principio de concurrencia, que se ha introducido de manera gradual en las convocatorias de subvenciones durante
los últimos años, se establece como rasgo básico transversal a la gestión de la financiación por parte de todas las
Administraciones competentes en materia de formación profesional. Esta novedad resulta, además, coherente con las
recomendaciones que se desprenden del Informe del Tribunal de Cuentas de Fiscalización sobre la gestión de la
Fundación Tripartita para la Formación en el Empleo en relación con el subsistema de formación profesional para el
empleo en materia de formación de oferta, correspondiente al ejercicio 2010.

Asimismo, el artículo 6 recoge la posibilidad de que las administraciones públicas, en sus respectivos ámbitos
competenciales, puedan articular un «cheque formación» para trabajadores desempleados con el objeto de
proporcionarles la formación que necesitan. Se trata de una herramienta novedosa que permitirá la libertad de elección
entre las entidades adheridas a los dispositivos específicos que se desarrollen para su seguimiento.

A estas mejoras de la eficiencia se une la simplificación en el acceso a la financiación por vías que permitan, al mismo
tiempo, garantizar la calidad de la formación. De ahí la previsión en el artículo 7 de esta ley de desarrollar el régimen
de concesión y justificación de subvenciones, u otras formas de financiación, a través de módulos, una vez identificados
los precios de mercado de las distintas especialidades formativas.

El capítulo III recoge un nuevo enfoque de las iniciativas de formación profesional para el empleo, situando a las
propias empresas y a los trabajadores en el centro del sistema. Esta ley plantea un nuevo papel de la formación que
programa la empresa para sus propios trabajadores, llamada a ser la herramienta principal para ofrecer una respuesta
inmediata a las necesidades cambiantes de los sectores y reforzar su capacidad de innovación, al tiempo que se
satisfacen las necesidades de adaptación, cualificación y empleabilidad de los trabajadores. En el nuevo modelo todas
las empresas participarán en alguna medida con sus propios recursos en la financiación de la formación de sus
trabajadores.

El artículo 10 prevé que las distintas Administraciones, en sus respectivos ámbitos competenciales y en lo no previsto
en el ámbito de la empresa, completarán la oferta formativa con su propia programación para los trabajadores ocupados,
en la cual las organizaciones empresariales y sindicales dejarán de ser titulares de planes de formación, si bien
participarán en su diseño, programación y difusión.
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La detección de necesidades se realizará teniendo en cuenta el referido escenario plurianual y con la participación de
las organizaciones empresariales y sindicales, las organizaciones representativas de autónomos y de la economía social
intersectoriales y cuantas organizaciones o entidades con acreditada experiencia en la materia se decida por las
autoridades competentes.

Asimismo, las Administraciones competentes también programarán formación para los trabajadores desempleados
conforme a lo previsto en el artículo 11, en la que cobrará un papel especialmente relevante la labor de los servicios
públicos de empleo, que deberán identificar los perfiles y los itinerarios individuales y personalizados de empleo de los
beneficiarios, conforme a las novedades introducidas por la Estrategia Española de Activación para el Empleo.

En todas las iniciativas mencionadas, se potencia la formación online frente a la formación a distancia tradicional, que
se suprime, de forma coherente con la evolución de las nuevas tecnologías y las garantías que ofrecen de alcance y
calidad de la formación.

Las entidades de formación acreditadas y/o registradas, tanto públicas como privadas, además de su papel de
proveedores de formación, serán corresponsables en el seguimiento del aprendizaje y su evaluación. Entre las entidades
que podrán impartir formación para el empleo están incluidas las empresas que desarrollen acciones formativas para
sus propios trabajadores, así como para trabajadores de su grupo o red empresarial, o para desempleados, bien con
compromiso de contratación u otro acuerdo con los Servicios Públicos de Empleo. Para ello, podrán utilizar sus propios
medios o recurrir a su contratación, siempre que sean adecuados para este fin.

El capítulo IV recoge las nuevas previsiones relacionadas con el control de la formación y el régimen sancionador,
con el objetivo de garantizar el principio de tolerancia cero contra el fraude en la gestión de los fondos de formación
profesional para el empleo. Ello exige la modificación del texto refundido de la Ley sobre Infracciones y Sanciones en
el Orden Social, aprobado por el Real Decreto Legislativo 5/2000, de 4 de agosto, en distintos aspectos para evitar y
corregir con éxito situaciones de mala praxis, lo que se lleva a cabo en la disposición final tercera.

Por un lado, se amplían los sujetos responsables para incluir a las entidades de formación y a las que asuman la
organización de la formación programada por las empresas. Asimismo, y con el fin de adaptarlos a la normativa vigente
y a la realidad social, se modifican los tipos infractores existentes, se crean tipos nuevos como el incumplimiento de la
prohibición de efectuar subcontrataciones, que se tipifica como infracción muy grave, y, por último, se exige un mayor
reproche administrativo al considerar una infracción por cada empresa y acción formativa.

Por otro lado, se establece la responsabilidad solidaria de los sujetos que participen en la obtención fraudulenta de
ayudas, subvenciones y bonificaciones y se endurecen las sanciones, de manera que los beneficiarios del sistema de
formación profesional para el empleo no puedan volver a serlo durante un periodo de 5 años en caso de cometer una
infracción muy grave.

Por último y a fin de garantizar un refuerzo del control y capacidad sancionadora se prevé la creación de una Unidad
Especial de Inspección en el seno de la Dirección Especial adscrita a la Autoridad Central de la Inspección de Trabajo
y Seguridad Social.

Esta ley recoge en su capítulo V la implantación de un sistema integrado de información que garantice la trazabilidad
de las acciones formativas y la comparabilidad, la coherencia y la actualización permanente de toda la información
sobre formación profesional para el empleo que se lleve a cabo en los distintos ámbitos competenciales.

Este sistema integrado permitirá desarrollar tres instrumentos clave de difusión, garantía de calidad y transparencia
para el sistema a que hace referencia el artículo 20: la Cuenta de Formación, que acompañará al trabajador a lo largo
de su carrera profesional al objeto de acreditar su historial formativo y de orientar la oferta formativa al incremento de
su empleabilidad; el Catálogo de Especialidades Formativas, que será referente común de toda la oferta formativa que
se programe para los trabajadores ocupados y desempleados y será objeto de actualización permanente; y el Registro
Estatal de Entidades de Formación, de carácter público, al que se incorporarán los resultados de las auditorías o
controles de calidad que se realicen a dichas entidades.

De la mano de los mejores sistemas de información, se introduce un compromiso de evaluación permanente y en
todas las fases del proceso formativo. El énfasis de la evaluación se sitúa en la calidad y el impacto real de la formación,
en términos de mejora en el desempeño en el puesto de trabajo o de inserción de los trabajadores. Serán estos
resultados los que permitan mejorar la toma de decisiones acerca de la adecuación de las acciones formativas a las
necesidades del mercado y la eficiencia de los recursos económicos y medios empleados.

Junto con estas evaluaciones, se realizarán auditorías de calidad de las entidades que impartan la formación y sus
resultados se harán públicos, de forma que empresas, trabajadores y Administraciones dispongan de toda la información
posible en un sistema más transparente.

Por último, el capítulo VI hace referencia a la gobernanza del sistema y define un nuevo papel para los distintos
agentes y órganos que intervienen en el gobierno del sistema, mediante la transformación de los mencionados órganos
de gobierno y, en particular, de la Fundación Tripartita para la Formación en el Empleo en los que la representación de
la Administración General del Estado deberá ser mayoritaria. El papel de los agentes sociales en el sistema es objeto
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de modificaciones de calado: se impulsa su liderazgo y el protagonismo de las organizaciones sindicales y empresariales
más representativas en el diseño estratégico, en la planificación, programación, difusión, control, seguimiento y
evaluación de la formación profesional para el empleo, especialmente en la dirigida a los trabajadores ocupados. Se
trata de hacer el mejor aprovechamiento posible de la experiencia y conocimiento que puede aportar su cercanía al
tejido productivo mediante una contribución que representará, de hecho, una de las grandes fortalezas del nuevo sistema
de formación profesional para el empleo, al tiempo que se promueven diferentes espacios y formas de participación y
colaboración de otros agentes sociales.

De manera coherente con este nuevo papel y con los cambios ya operados en el sistema desde la reforma laboral de
febrero de 2012, los agentes sociales dejan de participar en la gestión de fondos y en la impartición de la formación
como lo hacían hasta la fecha, dejando este papel a las entidades que imparten formación profesional y que
desarrollarán esta tarea en un nuevo entorno más competitivo.

La ley se completa con doce disposiciones adicionales, cuatro transitorias, una derogatoria y diez finales.

La disposición adicional primera recoge la especial atención a las pequeñas y medianas empresas que deberán
promover los servicios públicos de empleo, mientras que la segunda prevé el impulso al «cheque formación» a través
de las medidas que se propongan en la Conferencia Sectorial de Empleo y Asuntos Laborales.

La disposición adicional segunda contiene una medida de impulso al cheque-formación.

La disposición adicional tercera supone un impulso necesario a los instrumentos clave del Sistema Nacional de
Cualificaciones y Formación Profesional, entre los cuales se encuentran los procedimientos de acreditación de la
experiencia laboral, para reforzar las oportunidades de cualificación, así como la adecuación de las acciones formativas
a las necesidades de los trabajadores y del sistema productivo.

La disposición adicional cuarta se refiere a las medidas necesarias para la elaboración de estadísticas que reflejen la
totalidad de la actividad formativa que se desarrolla en todo el territorio del Estado.

La disposición adicional quinta prevé la adaptación de la Fundación Tripartita para la Formación en el Empleo con
arreglo a lo previsto en esta norma.

Por su parte, la disposición adicional sexta hace referencia a la financiación de las actividades de prospección y
planificación previstas en el sistema a través del presupuesto de la Fundación Estatal para la Formación en el Empleo.

La disposición adicional sexta contempla la financiación de las actividades de prospección y planificación.

La disposición adicional séptima recoge un mandato al Gobierno para el análisis del conjunto de bonificaciones a la
contratación y reducciones en las cotizaciones a la Seguridad Social en vigor en todos los ámbitos territoriales y su
presentación antes del 31 de mayo de 2016.

La disposición adicional octava prevé que los remanentes de crédito destinado al sistema de formación profesional
para el empleo en el ámbito laboral que pudieran producirse al final de cada ejercicio en la reserva de crédito del Servicio
Público de Empleo Estatal, se incorporarán a los créditos correspondientes al siguiente ejercicio, conforme a la Ley de
Presupuestos Generales del Estado que corresponda.

La disposición adicional novena recoge una previsión relativa a la ausencia de aumento en el gasto público como
consecuencia de las medidas de esta ley.

La disposición adicional décima contiene límites a los pagos anticipados.

La disposición adicional undécima contempla financiación de acciones de fomento del empleo en 2015.

La disposición adicional duodécima establece el régimen para la Comunidad Autónoma del País Vasco.

La transformación del modelo de formación profesional para el empleo no acaba con la aprobación de esta ley. En su
desarrollo se aprobará un nuevo real decreto y una orden ministerial que derogarán la totalidad del marco jurídico
vigente, constituido por el Real Decreto 395/2007, de 23 de marzo, por el que se regula el subsistema de formación
profesional para el empleo, y todas las normas que lo desarrollan.

Sin embargo, este desarrollo normativo posterior no debe demorar la puesta en marcha de los elementos esenciales
del nuevo modelo de formación profesional para el empleo descritos anteriormente, que serán de aplicación a partir de
la entrada en vigor de la presente ley.

Por ello, la disposición transitoria primera establece que se mantendrá vigente el citado Real Decreto 395/2007, de
23 de marzo, así como su normativa de desarrollo, sólo en aquellos aspectos en los que no pueda ser de aplicación
directa lo establecido en esta ley hasta tanto no se desarrolle reglamentariamente lo previsto en la misma, detallándose
las previsiones que sí serán de aplicación directa para mayor seguridad jurídica.

En cualquier caso, parte importante de la efectividad de los cambios va más allá del nuevo marco normativo, pues
hay instrumentos y medidas en los que el éxito de su implantación dependerá de manera fundamental del compromiso
de todos los agentes implicados en el Sistema de Formación Profesional para el Empleo.
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La disposición transitoria segunda recoge las competencias de carácter transversal que deberán tener consideración
de prioritarias a efectos de la programación formativa en 2015.

La disposición transitoria tercera se refiere al régimen tributario de los contratos predoctorales vigentes a la entrada
en vigor de esta ley.

La disposición transitoria cuarta hace referencia al régimen transitorio hasta la suscripción de convenios entre el
Servicio Público de Empleo Estatal y las comunidades autónomas.

La disposición final primera hace referencia al título competencial, mientras que la segunda prevé la organización de
la unidad especial de inspección encargada de las funciones de vigilancia y control en el ámbito de la formación
profesional para el empleo.

La disposición final segunda se refiere a la Unidad especial de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social.

La disposición final tercera introduce, como se ha mencionado anteriormente, la modificación del Real Decreto
legislativo 5/2000, de 4 de agosto, de Infracciones y Sanciones en el Orden Social.

La disposición final cuarta se refiere a la modificación de la Ley 56/2003, de 16 de diciembre, de Empleo.

Mediante la disposición final quinta se modifica la Ley 20/2007, de 11 de julio, del Estatuto del trabajo autónomo, para
incorporar a las organizaciones empresariales entre aquellas con capacidad jurídica para actuar en representación de
los trabajadores autónomos y para clarificar determinados extremos relativos a la representatividad de las organizaciones
de autónomos.

La disposición final sexta modifica la Ley 14/2011, de 1 de junio, de la Ciencia, la Tecnología y la Innovación para
regular la figura del contrato del personal investigador predoctoral en formación.

Mediante la disposición final séptima se procede a la integración de los funcionarios y pensionistas de los Montepíos
de las Administraciones Públicas de Navarra en el Sistema Nacional de Salud, dando así cumplimiento a lo previsto en
la disposición adicional tercera de la Ley 3/2014, de 27 de marzo, por la que se modifica el texto refundido de la Ley
General para la Defensa de los Consumidores y Usuarios y otras leyes complementarias, aprobado por el Real Decreto
Legislativo 1/2007, de 16 de noviembre. Asimismo, la disposición final octava habilita para la modificación por rango
reglamentario de la norma reglamentaria que es objeto de modificación por la disposición final anterior.

Finalmente, la disposición final novena habilita al Gobierno a realizar los desarrollos reglamentarios que resulten
precisos en ejecución de la presente ley y la séptima prevé su entrada en vigor.

La disposición final décima recoge la cláusula de entrada en vigor.

V

La reforma del Sistema de Formación Profesional para el Empleo en el ámbito laboral resulta inaplazable en el contexto
económico y laboral en el que nos encontramos, con el fin de acelerar los efectos potencialmente beneficiosos que
podrá tener esta reforma, en términos de creación de empleo, en el momento actual de recuperación de la economía
española.

La formación tiene una incidencia determinante sobre el empleo. De hecho, el empleo perdido durante la reciente
recesión económica lo ha sido mayoritariamente en ocupaciones de bajo nivel de capacitación. Entre 2007 y 2013 más
de la mitad de los trabajadores que no habían superado la educación primaria perdieron su empleo. En cambio, el
número de ocupados con estudios superiores se incrementó en un 2 por ciento.

Las carencias formativas tienen un impacto negativo cuantificable sobre las oportunidades de empleo de los
trabajadores: las personas con menor nivel de competencias básicas están expuestas a casi el doble de probabilidades
de quedar desempleadas con la pérdida económica y social que implica (Informe PIAAC, 2010).

A pesar del crecimiento del PIB durante los últimos seis trimestres y la recuperación del empleo observada,
permanecen importantes diferencias formativas entre los desempleados que requieren de una respuesta específica y
contundente. Según los últimos datos de la Encuesta de Población Activa, correspondientes al cuarto trimestre de 2014,
la tasa de paro de quienes sólo tienen estudios primarios (38,07 por ciento) es 2,7 veces superior a aquella de quienes
tienen estudios superiores (14,29 por ciento). El 54 por ciento de los desempleados no ha superado la educación
secundaria.

Asimismo, se observa una incidencia diferencial del nivel formativo en el tiempo de permanencia en desempleo: del
total de trabajadores desempleados que buscan un puesto de trabajo desde hace, al menos, dos años, el 60 por ciento
no han completado la educación secundaria. Casi el 70 por ciento de los trabajadores desempleados que sólo cuentan
con educación primaria han permanecido en esta situación durante más de un año, 15 puntos por encima de lo que se
observa entre los trabajadores con educación superior.

Así, resulta esencial acometer la reforma de la formación profesional para el empleo para evitar que una parte
importante de nuestra población activa se perpetúe en situación de desempleo (14,6 por ciento de desempleo de larga



duración en el cuarto trimestre de 2014, más del doble de la media de la UE), con las graves consecuencias tanto
económicas como sociales que ello supone en el largo plazo. Se trata de acelerar su proceso de retorno al empleo con
las mejores garantías y amplificar, con ello, el impacto de la recuperación económica prevista (2 por ciento de crecimiento
del PIB previsto para 2015) sobre el mercado de trabajo.

De otra parte, también la calidad de la formación que reciben los trabajadores ocupados resulta determinante para la
recuperación económica y del empleo: la formación contribuye a aumentar la productividad de los trabajadores, a su
capacidad de innovar y acomodar los cambios tecnológicos. Ello redunda en la mayor competitividad de las empresas
y de la economía española. Además, favorece la menor rotación de los trabajadores y la mayor estabilidad en el empleo.

Por todo ello, la inmediata puesta en marcha del nuevo sistema de formación profesional para el empleo contribuirá,
a corto plazo, a multiplicar los positivos efectos de la coyuntura económica y del empleo esperable en 2015 y 2016.

Finalmente, la regulación del nuevo modelo de formación profesional para el empleo se acompaña de un novedoso
régimen de infracciones y sanciones.

La necesidad de la reforma se puso de manifiesto también en el Acuerdo de propuestas para la negociación tripartita
para fortalecer el crecimiento económico y el empleo, del pasado 29 de julio ya mencionado. El Gobierno y los
interlocutores sociales en dicho Acuerdo manifiestan que la recuperación económica exige la transformación del modelo
para mejorar la capacitación de los trabajadores y contribuir a la competitividad de las empresas españolas, al tiempo
que se debe superar la actual situación de desajuste de cualificaciones en España para no perder las oportunidades de
empleo que surgirán en Europa en los próximos años.

Por ello, todas las partes se comprometieron a que el nuevo modelo estuviera operativo y resultara de aplicación a
todo el sistema de formación profesional para el empleo en el ámbito laboral a partir del 1 de enero de 2015.

Esta norma ha tenido en cuenta, además, dos hechos muy recientes que profundizan en la necesidad de la reforma
definitiva del sistema. Por un lado, se impone resolver las ineficiencias del actual modelo de formación profesional para
el empleo que se han puesto de manifiesto en los últimos informes de fiscalización de la gestión elaborados por el
Tribunal de Cuentas. Por otro, la doctrina del Tribunal Constitucional recogida en sus últimas sentencias sobre la
normativa vigente en esta materia, la más reciente de 15 de diciembre de 2014, permite al Gobierno acometer ahora
una reforma integral del sistema de formación profesional para el empleo que resulte conforme al marco constitucional
de distribución de competencias entre el Estado y las comunidades autónomas, garantizándose así la necesaria
estabilidad y coherencia que el sistema precisa.

La necesidad de que las administraciones públicas competentes puedan aplicar ya en el ejercicio 2015 las
disposiciones y medidas que introduce esta norma para corregir las graves ineficiencias y debilidades detectadas, sin
que ello ponga en riesgo la continuidad en la prestación de los servicios formativos que requieren trabajadores y
empresas, máxime en una coyuntura como la descrita, exige celeridad.

CAPÍTULO I
Disposiciones generales

Artículo 1.  Objeto y ámbito de aplicación.

1. La presente ley tiene por objeto regular, en el marco general del Sistema Nacional de las Cualificaciones y
Formación Profesional, la planificación y financiación del sistema de formación profesional para el empleo en el ámbito
laboral, la programación y ejecución de las acciones formativas, el control, el seguimiento y el régimen sancionador, así
como el sistema de información, la evaluación, la calidad y la gobernanza del sistema, conforme a los fines y principios
señalados en los artículos 2 y 3.

2. El sistema de formación profesional para el empleo regulado en esta ley dará cobertura a empresas y trabajadores
de cualquier parte del territorio del Estado español y responderá a una acción coordinada, colaborativa y cooperativa
entre la Administración General del Estado, las comunidades autónomas, las organizaciones empresariales y sindicales
más representativas y los demás agentes que intervienen en el mismo para garantizar la unidad de mercado y un
enfoque estratégico de la formación, respetando el marco competencial existente.

Artículo 2.  Fines del sistema.

Los fines del sistema de formación profesional para el empleo en el ámbito laboral son:

a) Favorecer la formación a lo largo de la vida de los trabajadores desempleados y ocupados para mejorar sus
competencias profesionales y sus itinerarios de empleo y formación, así como su desarrollo profesional y personal.

b) Contribuir a la mejora de la productividad y competitividad de las empresas.

c) Atender a los requerimientos del mercado de trabajo y a las necesidades de las empresas, proporcionando a los
trabajadores las competencias, los conocimientos y las prácticas adecuados.
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d) Mejorar la empleabilidad de los trabajadores, especialmente de los que tienen mayores dificultades de
mantenimiento del empleo o de inserción laboral.

e) Promover que las competencias profesionales adquiridas por los trabajadores, tanto a través de procesos formativos
como de la experiencia laboral, sean objeto de acreditación.

f) Acercar y hacer partícipes a los trabajadores de las ventajas de las tecnologías de la información y la comunicación,
promoviendo la disminución de la brecha digital existente, y garantizando la accesibilidad de las mismas.

Artículo 3.  Principios del sistema.

Los principios que rigen el sistema de formación profesional para el empleo son:

a) El ejercicio del derecho individual a la formación y la garantía de igualdad en el acceso de los trabajadores, las
empresas y los autónomos a una formación vinculada a las necesidades del mercado de trabajo.

b) La anticipación a los requerimientos y cambios del modelo productivo, como vía fundamental para reforzar la calidad
y eficacia de la formación.

c) La unidad del mercado de trabajo y la libre circulación de los trabajadores en el desarrollo de las acciones formativas.

d) La negociación colectiva y el diálogo social como instrumento de desarrollo del sistema de formación profesional
para el empleo en el ámbito laboral, así como la participación de los agentes sociales en los órganos de gobernanza
del sistema y en particular en el diseño, planificación, control, seguimiento y evaluación de la oferta formativa,
especialmente la dirigida a los trabajadores ocupados.

e) La unidad de caja de la cuota de formación profesional y el acceso a una financiación suficiente, estable y equitativa
en el conjunto del sistema de formación profesional para el empleo, que incluya la financiación proveniente de la citada
cuota, de carácter finalista. Esta financiación deberá gestionarse en régimen de concurrencia competitiva abierta a
todos los proveedores de formación, públicos y privados, acreditados y/o inscritos conforme a la normativa vigente,
para la impartición de toda la programación formativa aprobada por las distintas Administraciones públicas.

f) La calidad, eficacia, eficiencia y transparencia en la gestión.

g) La estabilidad, seguridad y certidumbre que permita la planificación estratégica y promueva la inversión en recursos
formativos.

h) La articulación del sistema a través de la coordinación, la colaboración y la cooperación interadministrativa en el
marco de la competencia normativa del Estado, que permita la flexibilidad y la optimización de los recursos destinados
al sistema.

i) El impulso a la formación programada por la empresa, con la participación de la representación legal de los
trabajadores, como vía ágil y flexible de responder a las necesidades más inmediatas y cercanas a empresas y
trabajadores.

j) La medición del impacto de la formación y compromiso con la mejora continua, mediante el refuerzo de los sistemas
de información, el seguimiento y control, así como la evaluación permanente en todas las etapas del proceso formativo,
todo ello en el marco de los instrumentos que cuenten con la presencia de la Administración y de las organizaciones
empresariales y sindicales.

k) La accesibilidad y participación de las personas con discapacidad o especialmente vulnerables en las acciones del
sistema de formación profesional para el empleo, mediante la adopción de las disposiciones y medidas que resulten
necesarias.

CAPÍTULO II
Planificación y financiación de la formación profesional para el empleo

Artículo 4.  Prospección y detección de necesidades formativas.

1. El Ministerio de Empleo y Seguridad Social, a través del Observatorio del Servicio Público de Empleo Estatal, en
coordinación y cooperación con las comunidades autónomas en el ejercicio de sus competencias, a través de la
Conferencia Sectorial de Empleo y Asuntos Laborales, y de los agentes sociales, a través del Consejo General del
Sistema Nacional de Empleo, desarrollará una función permanente de prospección y detección de necesidades
formativas del sistema productivo, para proporcionar respuestas efectivas a las necesidades de formación y
recualificación del mercado laboral, y para anticiparse a los cambios y responder a la demanda que se pueda producir
de mano de obra cualificada, contribuyendo así al desarrollo profesional y personal de los trabajadores y a la
competitividad de las empresas.
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2. La realización de la citada función comprenderá, al menos, las siguientes actividades:

a) El desarrollo de una metodología y herramienta de análisis prospectivo, en las que se definan procedimientos
estructurados para su desarrollo y la difusión y traslación de sus resultados a la programación de la oferta formativa.

b) La potenciación de las iniciativas de detección de necesidades mediante la coordinación de los distintos agentes
que pueden aportar al proceso, en particular, las estructuras paritarias sectoriales, favoreciendo un marco de intercambio
de información y puesta en común de conocimientos.

c) La identificación de las carencias y necesidades formativas concretas de los trabajadores, a partir de un análisis
de su perfil profesional, de forma que puedan adquirir las competencias necesarias para evitar los desajustes con los
requerimientos de cualificaciones del sistema productivo.

3. Los resultados de las actividades señaladas en el apartado anterior se plasmarán en el escenario plurianual a que
se refiere el artículo 5. Asimismo, darán lugar a un informe anual que recogerá, al menos, la identificación de las
ocupaciones con mejores perspectivas de empleo, las necesidades formativas de los trabajadores y las
recomendaciones concretas que serán referentes de la programación de la oferta formativa dirigida a trabajadores
ocupados y desempleados. De este informe se dará conocimiento al Consejo General de Formación Profesional y al
Consejo General del Sistema Nacional de Empleo.

Artículo 5.  Escenario plurianual.

1. El Ministerio de Empleo y Seguridad Social elaborará, con informe del Consejo General del Sistema Nacional de
Empleo, un escenario plurianual que actúe como marco de planificación estratégica de todo el sistema de formación
profesional para el empleo en el ámbito laboral, para asegurar que el sistema responda de forma dinámica a las
necesidades formativas de empresas y trabajadores identificadas desde los distintos ámbitos competenciales y ofrecer
una imagen de certidumbre y estabilidad a todos los agentes implicados en su desarrollo que permita la inversión en
formación y la generación de estructuras estables en el tiempo.

Su diseño se realizará con la participación de las organizaciones empresariales y sindicales más representativas, de
las comunidades autónomas, de las estructuras paritarias sectoriales y de las organizaciones intersectoriales
representativas de autónomos y de las entidades de la economía social en su ámbito específico, y con la colaboración
de otros departamentos ministeriales, de observatorios y de expertos en la materia.

2. Este escenario plurianual identificará, al menos:

a) Las tendencias y la evolución previsible de la economía española, plasmando las novedades que exigen actualizar
y adaptar las competencias de los trabajadores a través de la formación.

b) Los sectores que serán motor de crecimiento y de creación de nuevos puestos de trabajo y los sectores en
reconversión, junto con las necesidades de formación y recualificación de sus trabajadores.

c) Las competencias transversales que deben ser objeto de atención prioritaria para dar respuesta a las tendencias
identificadas y favorecer la empleabilidad y movilidad intersectorial de los trabajadores.

d) Los objetivos de atención prioritaria (sectoriales, transversales, territoriales y por colectivos) y los indicadores que
permitan la evaluación del desarrollo y los resultados de la actividad formativa que se realice en virtud de ese escenario.
En todo caso, dichos objetivos deberán converger con las prioridades de la Estrategia Española de Activación para el
Empleo a que se refiere el artículo 4 bis de la Ley 56/2003, de 16 de diciembre, de Empleo, así como de la Estrategia
y directrices europeas sobre empleo y formación, vigentes en cada momento.

e) La proyección estimativa de los recursos financieros para el sistema de formación profesional para el empleo
durante el correspondiente período, de manera que pueda atender las necesidades de empresas y trabajadores.
Conforme a lo previsto en el artículo siguiente, esta proyección podrá incorporar los recursos propios que las
comunidades autónomas tengan previsto destinar en el ejercicio de su competencia y según se determine en el marco
de la Conferencia Sectorial de Empleo y Asuntos Laborales.

Artículo 6.  Financiación.

1. El sistema de formación profesional para el empleo en el ámbito laboral se financiará con los fondos provenientes
de la cuota de formación profesional que aportan las empresas y los trabajadores, de conformidad con lo establecido
en la Ley de Presupuestos Generales del Estado de cada ejercicio, así como con las aportaciones específicas
establecidas en el presupuesto del Servicio Público de Empleo Estatal, y con los fondos propios que las comunidades
autónomas puedan destinar en el ejercicio de su competencia. Igualmente, las acciones del sistema de formación
profesional para el empleo podrán ser objeto de cofinanciación a través del Fondo Social Europeo o de otras ayudas e
iniciativas europeas.
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De la misma manera, y al objeto de garantizar la universalidad y sostenimiento del sistema, éste se podrá financiar
con cuantas cotizaciones por formación profesional pudieran establecerse a otros colectivos beneficiarios en la Ley de
Presupuestos Generales del Estado de cada ejercicio.

2. Anualmente, el Ministerio de Empleo y Seguridad Social elaborará la propuesta de distribución del presupuesto
destinado a financiar el sistema de formación profesional para el empleo entre los diferentes ámbitos e iniciativas de
formación contempladas en esta ley. La propuesta de distribución se someterá a informe del órgano de participación
del Consejo General del Sistema Nacional de Empleo.

3. La parte de los fondos de formación para el empleo fijada en la Ley de Presupuestos Generales del Estado que
deba ser gestionada por el Servicio Público de Empleo Estatal se aplicará a las acciones e iniciativas formativas que
requieran de una actuación coordinada y homogénea para integrar los diversos componentes multisectoriales e
interterritoriales implicados en las correspondientes ayudas. Igualmente se aplicarán a las acciones e iniciativas
formativas relacionadas con el ejercicio de competencias exclusivas del Estado o que se dirijan a trabajadores
inmigrantes en sus países de origen.

4. Los fondos procedentes de los Presupuestos Generales del Estado para la financiación de las iniciativas de
formación gestionadas por las comunidades autónomas, se distribuirán de conformidad con lo previsto en el artículo 86
de la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General Presupuestaria. Asimismo, en la asignación y seguimiento de estos
fondos será de aplicación la Estrategia Española de Activación para el Empleo vigente en cada momento y, en particular,
su distribución entre las comunidades autónomas en función del grado de cumplimiento de los objetivos fijados en el
Plan Anual de Políticas de Empleo de cada ejercicio, así como el control y garantía de la máxima eficiencia en la
utilización de dichos fondos.

5. En la aplicación de los fondos de formación profesional para el empleo señalados en el apartado 1, se utilizarán las
siguientes formas de financiación:

a) Bonificaciones en las cotizaciones empresariales a la Seguridad Social, que no tendrán carácter subvencional. Se
aplicarán a la formación programada por las empresas para sus trabajadores y a los permisos individuales de formación.

b) Subvenciones en régimen de concurrencia competitiva, que se aplicarán a la oferta formativa para trabajadores
desempleados y ocupados, incluida la dirigida específicamente a trabajadores autónomos y de la economía social, así
como a los programas públicos mixtos de empleo-formación. La concurrencia estará abierta a todas las entidades de
formación que cumplan los requisitos de acreditación y/o inscripción conforme a la normativa vigente.

Cuando se trate de programas formativos con compromisos de contratación, la concurrencia estará abierta a las
empresas y entidades que comprometan la realización de los correspondientes contratos en los términos que
reglamentariamente se establezcan.

En la iniciativa de formación en alternancia con el empleo no financiada con bonificaciones, incluyendo los programas
públicos de empleo y formación, la actividad formativa se regirá por lo establecido en su normativa reguladora específica
mediante subvenciones en régimen de concurrencia abierta a las entidades previstas en dicha normativa, sin perjuicio
de los supuestos en que sea de aplicación la concesión directa de subvenciones, en los términos previstos en la letra
d) de este apartado.

Los servicios públicos de empleo competentes podrán, como alternativa a las convocatorias de subvenciones,
proporcionar un «cheque formación» a los trabajadores desempleados que, de acuerdo con su perfil, les acredite para
realizar acciones formativas concretas dirigidas a mejorar su empleabilidad. En este caso, el trabajador entregará el
citado cheque a la entidad de formación seleccionada por él de entre las que cumplan los requisitos de acreditación y/o
inscripción establecidos para impartir la formación, que, a su vez, sean seleccionadas por la Administración competente
para formar parte del sistema de información y seguimiento específico que se desarrolle al efecto.

c) Sin perjuicio de lo dispuesto anteriormente, las Administraciones públicas competentes podrán aplicar el régimen
de contratación pública, o cualquier otra forma jurídica ajustada a Derecho que garantice la publicidad y la concurrencia,
a lo previsto en el artículo 7 así como a las restantes previsiones recogidas en esta ley relativas a la gestión de fondos
del sistema de formación profesional para el empleo, su seguimiento y control, así como la calidad y la evaluación de
la formación impartida.

d) La concesión directa de subvenciones se aplicará a las becas, ayudas de transporte, manutención y alojamiento y
ayudas que permitan conciliar la asistencia a la formación con el cuidado de hijos menores de 6 años o de familiares
dependientes, que se concedan a los desempleados que participen en las acciones formativas y, en su caso, a la
compensación económica a empresas por la realización de prácticas profesionales no laborales, siempre y cuando
concurra la excepcionalidad contemplada en el artículo 22.2 de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de
Subvenciones.

Asimismo, y sin perjuicio de aquellas iniciativas y supuestos para cuya financiación se prevea la concesión directa de
subvenciones de conformidad con la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, dicha forma de concesión se aplicará, por
razones de interés público y social, a los convenios que suscriban las instituciones públicas competentes para la



formación de las personas en situación de privación de libertad y de los militares de tropa y marinería que mantienen
una relación de carácter temporal con las Fuerzas Armadas.

e) A la financiación de formación impartida con carácter extraordinario a través de la red pública de centros de
formación se destinará anualmente en la Ley de Presupuestos Generales del Estado una partida específica y suficiente,
con el fin de garantizar una oferta formativa de calidad dirigida a trabajadores ocupados y desempleados. La parte de
estos fondos que deban ser gestionados por las comunidades autónomas en función de sus competencias, se distribuirá
de conformidad con los criterios que al efecto se fijen en Conferencia Sectorial de Empleo y Asuntos Laborales. Las
acciones formativas que se financien con esta dotación presupuestaria deberán estar contempladas en el Catálogo de
Especialidades formativas previsto en el artículo 20.3. Esta financiación se someterá al régimen de concurrencia
competitiva entre los centros de formación de la red pública.

6. A la financiación de la formación de los empleados públicos se destinará el porcentaje que, sobre los fondos
provenientes de la cuota de formación profesional, determine la Ley de Presupuestos Generales del Estado de cada
ejercicio. Esta formación se desarrollará a través de los programas específicos que se promuevan conforme a lo
establecido en los acuerdos de formación que se suscriban en el ámbito de las Administraciones públicas.

Sin perjuicio de los citados acuerdos, las bases reguladoras para la concesión de financiación para la formación de
los empleados públicos se regirán por el régimen de concurrencia competitiva abierta a todas las entidades de formación
que cumplan los requisitos de acreditación y/o inscripción conforme a la normativa vigente.

Queda exceptuado de lo dispuesto en el párrafo anterior la formación que para su propio personal, y con sus medios
propios, realicen directamente las propias Administraciones públicas, o las entidades públicas de formación dependientes
de las mismas, sin recurrir para su realización a entidades de formación privadas.

7. A la financiación de las acciones formativas dirigidas a la capacitación para el desarrollo de las funciones
relacionadas con la negociación colectiva y el diálogo social se destinará la cuantía que anualmente establezca la Ley
de Presupuestos Generales del Estado.

8. Reglamentariamente se establecerán las bases reguladoras para la concesión de las subvenciones públicas
señaladas en este artículo y que resultarán de aplicación a las distintas administraciones competentes en la gestión de
la totalidad de los fondos previstos en el apartado 1. Estas bases reguladoras sólo contemplarán la financiación de las
acciones formativas realizadas a partir del acto de concesión de la correspondiente subvención.

Asimismo, estas bases podrán prever entregas de fondos con carácter previo al inicio de la actividad formativa,
conforme a lo recogido en el artículo 34 de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, con un límite máximo que no podrá
superar el 25 por ciento del importe concedido. Igualmente, podrá preverse el pago de hasta un 35 por ciento adicional
una vez acreditado el inicio de la actividad formativa, lo que supondrá que como mínimo un 40 por ciento del importe
concedido se hará efectivo una vez finalizada y justificada la actividad formativa subvencionada.

Los anticipos y/o pagos restantes que debe realizar la Administración, tal y como se contempla en el párrafo anterior,
se harán efectivos en el plazo máximo de tres meses, a contar desde la presentación por el beneficiario de la
documentación requerida para solicitar dicho anticipo, o de doce meses desde la presentación de la justificación final
de la actividad objeto de subvención, salvo cuando se aplique el régimen de concesión y justificación a través de
módulos, a que hace referencia el artículo 7, apartado 2, en cuyo caso el citado plazo será de seis meses.

Estas bases no podrán incluir, en ningún caso, criterios de concesión de las subvenciones que impliquen la reserva
de actividad para determinadas entidades, así como otros criterios ajenos a aspectos de solvencia técnica y financiera.

La gestión de las distintas administraciones competentes de los fondos a que se refieren los apartados anteriores
deberá ajustarse a los principios previstos en el capítulo II de la Ley 20/2013, de 9 de diciembre, de garantía de la
unidad de mercado.

Reglamentariamente se establecerán, asimismo, los mecanismos de justificación y pago de las cuantías a que se
refiere el apartado 7.

Artículo 7.  Módulos económicos.

1. A los efectos de lo previsto en los apartados siguientes, se entiende por módulo económico el coste por participante
y hora de formación que podrá ser objeto de financiación pública. Los módulos económicos se aplicarán a todas las
iniciativas de formación profesional para el empleo, incluida la formación de los empleados públicos.

2. Reglamentariamente, se fijarán módulos económicos específicos para las distintas especialidades formativas
incluidas en el Catálogo previsto en el artículo 20.3 previo estudio de su adecuación a los precios de mercado en función
de la singularidad, especialización y características técnicas de aquéllas, así como de las modalidades de impartición.
La citada norma establecerá los límites, máximo y mínimo, entre los que se podrán ajustar estos módulos específicos,
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conforme a criterios objetivos que deberán atender, entre otros aspectos, a la diferencia de precios de mercado en
función de la especialidad formativa y del ámbito territorial en que se imparta. Los módulos a que se refiere este apartado
se actualizarán periódicamente.

Cuando se lleve a cabo lo dispuesto en el párrafo anterior, las bases reguladoras de las subvenciones, que resulten
de aplicación conforme a lo previsto en el segundo párrafo del artículo 6.8, podrán prever el régimen de concesión y
justificación a través de módulos, según la regulación contenida en los artículos 76 a 79 del Real Decreto 887/2006, de
21 de julio, por el que se aprueba el Reglamento de la Ley General de Subvenciones.

3. Asimismo, se fijarán los módulos económicos máximos que serán de aplicación en la financiación de los costes de
la actividad formativa realizada y justificada para aquellas especialidades o acciones formativas para las que no se
hayan establecido los módulos específicos a que se refiere el apartado anterior.

En el importe de estos módulos estarán comprendidos tanto los costes directos como los costes indirectos de la
actividad formativa. Los costes indirectos no podrán superar el 10 por ciento del coste total de la actividad formativa
realizada y justificada.

Por su parte, se podrán financiar los costes de organización en la formación programada por las empresas siempre
que estas encomienden la organización de la formación a una entidad externa conforme a lo previsto en el artículo 12.
Estos costes no podrán superar el 10 por ciento del coste de la actividad formativa, si bien podrán alcanzar hasta un
máximo del 15 por ciento en caso de acciones formativas dirigidas a trabajadores de empresas que posean entre 6 y 9
trabajadores en plantilla, así como hasta un máximo del 20 por ciento en caso de empresas que tengan hasta 5
trabajadores en plantilla.

Reglamentariamente se establecerán las incompatibilidades entre conceptos financiables como costes indirectos y
costes de organización de la formación.

4. En ningún caso se entenderá como coste objeto de financiación pública los bienes, productos, materiales o servicios
que sean entregados, puestos a disposición o prestados por las entidades de formación o las entidades externas
organizadoras de la formación y que no resulten estrictamente necesarios para la impartición de la actividad formativa.

CAPÍTULO III
Programación y ejecución de la formación

Artículo 8.  Iniciativas de formación profesional para el empleo.

1. Se entiende por iniciativa de formación cada una de las modalidades de formación profesional para el empleo
dirigidas a dar respuesta inmediata a las distintas necesidades individuales y del sistema productivo. En particular:

a) La formación programada por las empresas, para sus trabajadores.

b) La oferta formativa de las administraciones competentes para trabajadores ocupados, constituida por los programas
de formación sectoriales y los programas de formación transversales, así como los programas de cualificación y
reconocimiento profesional.

c) La oferta formativa de las administraciones competentes para trabajadores desempleados, que incluye los
programas de formación dirigidos a cubrir las necesidades detectadas por los servicios públicos de empleo, los
programas específicos de formación y los programas formativos con compromisos de contratación.

d) Otras iniciativas de formación profesional para el empleo, relativas a los permisos individuales de formación, la
formación en alternancia con el empleo, la formación de los empleados públicos y la formación no financiada con fondos
públicos desarrollada por centros y entidades de iniciativa privada destinada a la obtención de certificados de
profesionalidad. Asimismo, se consideran iniciativas de formación las relativas a la formación de las personas en
situación de privación de libertad y la formación de los militares de tropa y marinería que mantienen una relación de
carácter temporal con las Fuerzas Armadas, previa suscripción de los correspondientes convenios entre las instituciones
públicas competentes.

2. Las iniciativas de formación profesional para el empleo a que se refiere el apartado anterior, así como las acciones
formativas que las integran, estarán dirigidas a la adquisición, mejora y actualización permanente de las competencias
y cualificaciones profesionales, favoreciendo la formación a lo largo de toda la vida de la población activa, y conjugando
las necesidades de las personas, de las empresas, de los territorios y de los sectores productivos.

Sin perjuicio de lo anterior, en la oferta formativa programada por las administraciones competentes, la duración de
las acciones formativas se ajustará a lo establecido en el Catálogo previsto en el artículo 20.3 para la correspondiente
especialidad formativa. En la formación programada por las empresas, las acciones formativas estarán sujetas a una
duración mínima de dos horas. En cualquier caso, no tendrán la consideración de acciones formativas las actividades
de índole informativa o divulgativa cuyo objeto no sea el desarrollo de un proceso de formación.
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Artículo 9.  Formación programada por las empresas.

1. En la formación programada por las empresas podrán participar los trabajadores asalariados que prestan sus
servicios en empresas o en entidades públicas no incluidas en el ámbito de aplicación de los acuerdos de formación en
las Administraciones públicas a que hace referencia el artículo 6.6, incluidos los trabajadores fijos-discontinuos en los
períodos de no ocupación, así como los trabajadores que, durante su participación en esta formación, accedan a
situación de desempleo y los trabajadores afectados por medidas temporales de suspensión de contrato por causas
económicas, técnicas, organizativas o de producción, en sus períodos de suspensión de empleo.

Asimismo, la formación programada podrá aplicarse a los trabajadores de los colectivos cuyo régimen de cotización
contemple el pago de cuota por el concepto de formación profesional, para cubrir sus propias necesidades formativas
en las mismas condiciones que las establecidas por el presente artículo.

2. Las acciones formativas programadas por las empresas deberán guardar relación con la actividad empresarial.
Estas acciones se desarrollarán con la flexibilidad necesaria en sus contenidos y en cuanto al momento de su impartición
para atender las necesidades formativas de la empresa de manera ágil y ajustar las competencias de sus trabajadores
a los requerimientos cambiantes.

La citada programación se realizará respetando el derecho de información y consulta de la representación legal de
los trabajadores, a quien se deberá solicitar informe de forma preceptiva, sin perjuicio de la agilidad en el inicio y
desarrollo de las acciones formativas.

Si surgieran discrepancias entre la empresa y la representación legal de los trabajadores, deberá quedar constancia
escrita y motivada de las mismas. De mantenerse las discrepancias durante el plazo que se establezca
reglamentariamente, estas serán objeto de examen por la correspondiente estructura paritaria, al objeto de mediar sobre
las mismas, sin que ello paralice la ejecución de las acciones formativas y la correspondiente bonificación.

3. Las empresas podrán organizar la formación de sus trabajadores por sí mismas, así como impartir la formación
empleando para ello medios propios o bien recurriendo a su contratación.

En el caso de grupo de empresas, la formación se podrá organizar de forma independiente por cada una o
agrupándose algunas o todas ellas. En el caso de agruparse, cualquiera de las empresas del grupo podrá organizar la
formación de los trabajadores del grupo por sí misma, así como impartir la formación empleando para ello medios
propios o bien recurriendo a su contratación.

En ambos supuestos, la empresa deberá comunicar el inicio y finalización de las acciones formativas programadas
bajo esta iniciativa ante la Administración, debiendo asegurar el desarrollo satisfactorio de las acciones formativas y de
las funciones de seguimiento, control y evaluación, así como la adecuación de la formación realizada a las necesidades
formativas reales de las empresas y sus trabajadores.

Asimismo, las empresas podrán optar por encomendar la organización de la formación a una entidad externa conforme
a lo previsto en el artículo 12. En este caso la impartición de la formación se realizará por una entidad formativa
acreditada y/o inscrita en el registro de entidades de formación habilitado por la Administración pública competente a
que se refiere el artículo 15. Se considerarán inscritas o acreditadas las entidades homologadas por otras
administraciones para impartir formación habilitante para el ejercicio de determinadas actividades profesionales. Ni la
actividad de organización ni la de impartición podrán ser objeto de subcontratación. No se entenderá que se ha
encomendado la organización de la formación a una entidad externa, cuando la actividad a desempeñar por esta se
limite a las funciones de gestión administrativas necesarias para la correcta aplicación de las bonificaciones.

4. Para la financiación de los costes derivados de la formación prevista en este artículo, anualmente, desde el primer
día del ejercicio presupuestario, las empresas dispondrán de un «crédito de formación», el cual podrán hacer efectivo
mediante bonificaciones en las correspondientes cotizaciones empresariales a la Seguridad Social a medida que se
realiza la comunicación de finalización de las acciones formativas. El importe de este crédito de formación se obtendrá
en función de las cuantías ingresadas por cada empresa el año anterior en concepto de cuota de formación profesional
y el porcentaje que, en función de su tamaño, se establezca en la Ley de Presupuestos Generales del Estado de cada
ejercicio.

Las empresas de menos de 50 trabajadores podrán comunicar, según el procedimiento que a tal efecto se establezca
reglamentariamente y siempre dentro de los primeros meses de cada ejercicio presupuestario, su voluntad de reservar
el crédito del ejercicio en curso para acumularlo hasta el crédito de los dos ejercicios siguientes con el objetivo de poder
desarrollar acciones formativas de mayor duración o en las que puedan participar más trabajadores. Las cuantías no
dispuestas en el último de los ejercicios mencionados se considerarán desestimadas por las empresas y no podrán
recuperarse para ejercicios futuros.

En caso de pertenecer a un grupo de empresas, cada empresa podrá disponer del importe del crédito que corresponda
al grupo, conforme a lo establecido en los párrafos anteriores, con el límite del 100 por cien de lo cotizado por cada una
de ellas en concepto de formación profesional. Lo establecido en este párrafo producirá efectos a partir del 1 de enero
de 2016.
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Las empresas de menos de 100 trabajadores podrán, a su vez, agruparse con criterios territoriales o sectoriales con
el único objetivo de gestionar de forma conjunta y eficiente sus respectivos créditos de formación. Estas agrupaciones
serán gestionadas necesariamente por las organizaciones y entidades previstas en el apartado 1 del artículo 12 de esta
ley. Reglamentariamente se establecerá el procedimiento para la comunicación y justificación que se desarrolle al
amparo de esta iniciativa.

Asimismo, la Ley de Presupuestos Generales del Estado de cada ejercicio establecerá el crédito mínimo de formación
en función del número de trabajadores que las empresas tengan en sus plantillas, que podrá ser superior a la cuota de
formación profesional ingresada por aquellas en el sistema de Seguridad Social.

5. Las empresas participarán con sus propios recursos en la financiación de la formación de sus trabajadores según
los porcentajes mínimos que, sobre el coste total de la formación, se establecen a continuación en función de su tamaño,
a excepción de las empresas de 1 a 5 trabajadores que resultan exentas de esta obligación:

a) De 6 a 9 trabajadores: 5 por ciento.

b) De 10 a 49 trabajadores: 10 por ciento.

c) De 50 a 249 trabajadores: 20 por ciento.

d) De 250 o más trabajadores: 40 por ciento.

Se considerarán incluidos en la cofinanciación privada los costes salariales de los trabajadores que reciben formación
en la jornada laboral. A estos efectos, sólo podrán tenerse en cuenta las horas de dicha jornada en las que realmente
los trabajadores participan en la formación.

6. Cuando el trabajador pueda realizar las acciones formativas dirigidas a la obtención de la formación profesional
para el empleo en el marco de un plan de formación desarrollado por iniciativa empresarial o comprometido por la
negociación colectiva, se entenderá cumplido, en todo caso, el derecho del trabajador al permiso retribuido de veinte
horas anuales de formación profesional para el empleo, reconocido en el artículo 23.3 del texto refundido de la Ley del
Estatuto de los Trabajadores, aprobado por el Real Decreto Legislativo 1/1995, de 24 de marzo. En este caso, el coste
de la actividad formativa vinculada al citado permiso podrá financiarse con el crédito de formación asignado a la empresa,
según lo previsto en el apartado 4 de este artículo. Asimismo, este permiso retribuido de 20 horas anuales se entenderá
cumplido con la autorización al trabajador del permiso individual de formación señalado en el artículo 8.1.d).

Artículo 10.  Oferta formativa para trabajadores ocupados.

1. La oferta formativa para trabajadores ocupados tiene por objeto ofrecerles una formación que atienda a los
requerimientos de productividad y competitividad de las empresas, a las necesidades de adaptación a los cambios en
el sistema productivo y a las posibilidades de promoción profesional y desarrollo personal de los trabajadores, de forma
que les capacite para el desempeño cualificado de las distintas profesiones y les permita mejorar su empleabilidad.

Esta oferta formativa atenderá a las necesidades no cubiertas por la formación programada por las empresas y se
desarrollará de manera complementaria a esta mediante programas de formación que incluyan acciones formativas
que respondan a necesidades de carácter tanto sectorial como transversal. En particular, esta oferta formativa deberá
garantizar, además de los programas de formación sectoriales, la formación en competencias transversales conforme
a las necesidades identificadas en el escenario plurianual y el informe anual a que se refieren los artículos 4 y 5.
Asimismo, con el fin de incentivar y facilitar la participación y el acceso de los trabajadores ocupados a la oferta formativa
dirigida a la obtención de los certificados de profesionalidad, las Administraciones competentes desarrollarán programas
de cualificación y reconocimiento profesional procurando, para ello, una oferta de formación modular que favorezca la
acreditación parcial acumulable, así como los procedimientos que permitan un reconocimiento efectivo de las
competencias adquiridas por la experiencia laboral.

2. La detección de necesidades, así como el diseño, la programación y la difusión de la oferta formativa para
trabajadores ocupados, teniendo en cuenta el escenario plurianual previsto en el artículo 5, se realizará:

a) Con la participación de las organizaciones empresariales y sindicales más representativas y las representativas en
el correspondiente ámbito de actuación y sector, a través de las estructuras paritarias sectoriales que se constituyan,
respecto de los programas de formación sectoriales y los programas de cualificación y reconocimiento profesional que
tengan ese carácter sectorial. A falta de constitución de las citadas estructuras paritarias sectoriales, las funciones
señaladas en este apartado se realizarán con la participación directa de las organizaciones mencionadas anteriormente.

b) Con la participación de las organizaciones empresariales y sindicales más representativas y las representativas en
el correspondiente ámbito de actuación, respecto de los programas de formación transversales y los programas de
cualificación y reconocimiento profesional que tengan ese carácter transversal.

c) Con la participación de las organizaciones intersectoriales representativas de autónomos y de la economía social,
así como aquellas con suficiente implantación en el correspondiente ámbito de actuación, respecto de la formación



dirigida específicamente a trabajadores autónomos y de la economía social en el ámbito de participación que se
establezca.

Asimismo, se podrá consultar con cuantas organizaciones o entidades con acreditada experiencia en la materia se
decida por las autoridades competentes.

3. Podrán participar en la oferta formativa prevista en este artículo, además de los trabajadores ocupados, los
desempleados en función del límite que se establezca reglamentariamente de forma acorde a la coyuntura del mercado
de trabajo en cada momento.

Artículo 11.  Oferta formativa para trabajadores desempleados.

1. La oferta formativa para trabajadores desempleados tiene por objeto ofrecerles una formación ajustada a las
necesidades formativas individuales y del sistema productivo, que les permita adquirir las competencias requeridas en
el mercado de trabajo y mejorar su empleabilidad. Para ello se tendrá en cuenta el perfil del trabajador elaborado por
los servicios públicos de empleo, con el asesoramiento necesario cuando las condiciones particulares del trabajador
con discapacidad lo requieran, conforme a lo previsto por la Cartera Común de Servicios del Sistema Nacional de
Empleo.

El diseño, programación y difusión de esta oferta formativa corresponde a las Administraciones públicas competentes,
con informe preceptivo y no vinculante de las organizaciones empresariales y sindicales más representativas conforme
a los órganos de participación establecidos en cada ámbito competencial.

2. La oferta formativa para trabajadores desempleados se desarrollará mediante programas de las administraciones
competentes dirigidos a cubrir las necesidades formativas detectadas en los itinerarios personalizados de inserción y
en las ofertas de empleo, programas específicos para la formación de personas con necesidades formativas especiales
o con dificultades para su inserción o recualificación profesional y programas formativos que incluyan compromisos de
contratación. Las Administraciones competentes podrán desarrollar acciones dirigidas a la obtención de certificados de
profesionalidad, en los términos establecidos en el apartado 1 del artículo 10.

Asimismo, las acciones formativas incluidas en dicha oferta podrán estar orientadas al fomento del autoempleo y de
la economía social, así como contemplar la realización de prácticas profesionales no laborales en empresas.

3. Con carácter general, la oferta formativa prevista en este artículo otorgará prioridad a los desempleados con bajo
nivel de cualificación e incluirá preferentemente acciones dirigidas a la obtención de certificados de profesionalidad,
además de aquellas otras que programen las Administraciones competentes de acuerdo a las necesidades de
cualificación de la población desempleada, de las competencias requeridas por el mercado de trabajo y de las
ocupaciones y sectores con mayores perspectivas de empleo.

Artículo 12.  Organización de la formación programada por las empresas para sus trabajadores.

1. La formación regulada en el artículo 9 podrá ser organizada por la propia empresa o bien encomendarse a
organizaciones empresariales o sindicales, a estructuras paritarias constituidas en el ámbito de la negociación colectiva
que cuenten con personalidad jurídica propia, a asociaciones de trabajadores autónomos y de la economía social o a
otras entidades externas, incluidas las entidades de formación acreditadas y/o inscritas en el correspondiente registro
habilitado por la Administración pública competente, a que se refiere el artículo 15.

2. Las entidades a las que las empresas encomienden la organización de la formación para sus trabajadores estarán
obligadas a comunicar el inicio y finalización de las acciones formativas programadas bajo esta iniciativa ante la
Administración cuando así lo acuerden con la empresa, debiendo asegurar, en todo caso, el desarrollo satisfactorio de
las acciones formativas y de las funciones de seguimiento, control y evaluación, así como la adecuación de la formación
realizada a la actividad empresarial.

Asimismo, las mencionadas entidades serán las que contraten a la entidad de formación acreditada y/o inscrita que
imparta las acciones formativas, salvo en el caso de tratarse de la misma entidad.

Además de estas obligaciones y de las que puedan establecerse reglamentariamente, las citadas entidades deberán
facilitar a las empresas para las que organicen la formación de sus trabajadores la documentación relacionada con la
organización, gestión e impartición de las acciones formativas, así como la información necesaria para la correcta
aplicación de las bonificaciones por parte de dichas empresas.

Asimismo, deberán someterse a las actuaciones de comprobación, seguimiento y control que realicen las
Administraciones públicas competentes y los demás órganos de control, asegurando el desarrollo satisfactorio de dichas
actuaciones.
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Artículo 13.  Programación y gestión de las ofertas formativas.

1. Las programaciones de las ofertas formativas, reguladas en los artículos 10 y 11, deben ser coherentes con los
objetivos de la política de empleo y tendrán entre sus referentes el escenario plurianual de formación, el informe anual
de prospección y detección de necesidades formativas y el Catálogo de especialidades formativas previsto en el artículo
20.3.

Estas programaciones podrán tener carácter anual o plurianual y serán aprobadas, a efectos de su financiación pública,
por las Administraciones competentes en sus respectivos ámbitos de gestión conforme a lo previsto en el párrafo anterior
y sin perjuicio de la participación de las organizaciones recogidas en el apartado 2 del artículo 10. Para garantizar el
ejercicio del derecho a la formación en cualquier momento y lugar, dichas programaciones contendrán una oferta de
acciones formativas amplia, flexible, abierta y permanente, así como accesible para todos los trabajadores cualquiera
que sea el lugar de su residencia, de forma que puedan dar respuestas ágiles a las necesidades formativas que surjan
en el mercado de trabajo y que requieran la adaptación de los trabajadores.

2. Las ofertas formativas programadas estarán basadas en un diagnóstico previo de necesidades y enunciarán, de
manera clara y precisa, los objetivos que se persiguen con su realización. Además, se detallarán las mejoras introducidas
en aplicación de los resultados de las evaluaciones realizadas y se identificarán las acciones formativas de carácter
prioritario, las cuales tratarán de anticipar la formación al nuevo modelo productivo, apostando por los sectores más
innovadores.

3. Se garantizarán los principios de publicidad, objetividad y libre concurrencia en la gestión de las convocatorias
públicas para la financiación de la actividad formativa. Los organismos gestores publicarán en sus páginas web, una
vez finalizado el citado proceso, la relación de entidades beneficiarias con especificación del tipo o líneas de programa,
la puntuación técnica y la financiación obtenidas.

Los principios previstos en el párrafo anterior se garantizarán, igualmente, en la selección de las entidades de
formación debidamente acreditadas y/o inscritas que participen en la implantación del cheque formación previsto en el
artículo 6.

4. La información relativa a las acciones formativas programadas y ejecutadas en cada ámbito (estatal, autonómico,
de empresa o sector) se integrará, a efectos estadísticos y de su seguimiento, en una base de datos común que
administrará el Servicio Público de Empleo Estatal.

5. Las Administraciones públicas competentes deberán evitar duplicidades y solapamientos entre los distintos ámbitos
de gestión, tanto en lo que se refiere a las acciones formativas programadas como a los contenidos y destinatarios de
las mismas, así como posibles lagunas en la cobertura de las necesidades formativas. En particular, garantizarán la
posibilidad de que un desempleado pueda participar en actividades de formación de comunidades autónomas distintas
de aquella en la que esté empadronado.

Artículo 14.  Impartición de la formación.

1. La formación profesional para el empleo podrá impartirse de forma presencial, mediante teleformación, bajo
plataformas y contenidos accesibles a las personas con discapacidad, o bien de forma mixta, mediante la combinación
de las dos modalidades anteriores.

Lo establecido en este apartado producirá efectos a partir del 1 de enero de 2016.

2. Podrán impartir formación profesional para el empleo:

a) Las empresas que desarrollen acciones formativas para sus propios trabajadores, así como para trabajadores de
su grupo o red empresarial, o para desempleados, bien con compromiso de contratación u otro acuerdo con los servicios
públicos de empleo. Para ello, podrán utilizar sus propios medios o bien recurrir a su contratación, siempre que resulten
adecuados para este fin.

b) Las Administraciones Públicas competentes en materia de formación profesional para el empleo, bien a través de
centros propios adecuados para impartir formación o bien mediante convenios o conciertos con entidades o empresas
públicas que estén acreditadas y/o inscritas para impartir la formación, en cuyo caso estas últimas no podrán
subcontratar con terceros la ejecución de la actividad formativa, no considerándose subcontratación, a estos efectos,
la contratación del personal docente.

En todo caso, se consideran centros propios los Centros de Referencia Nacional y los Centros Integrados de
Formación Profesional de titularidad pública.

c) Las entidades de formación, públicas o privadas, acreditadas y/o inscritas en el correspondiente registro, conforme
a lo previsto en el artículo siguiente, para impartir formación profesional para el empleo, incluidos los Centros Integrados
de Formación Profesional de titularidad privada. Los trabajadores pertenecientes a la plantilla de estas entidades, en
caso de actuar como beneficiaria o proveedora de la oferta formativa regulada en el artículo 10, podrán participar en las
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acciones formativas que aquella gestione hasta un límite del 10 por ciento del total de participantes sin superar, en
ningún caso, el límite del 10 por ciento del total de sus trabajadores en plantilla.

Asimismo, estas entidades no podrán subcontratar con terceros la ejecución de la actividad formativa que les sea
adjudicada. A estos efectos, la contratación del personal docente para la impartición de la formación no se considerará
subcontratación.

Artículo 15.  Acreditación y registro de las entidades de formación.

1. Las entidades de formación, públicas y privadas, deberán estar inscritas en el correspondiente registro habilitado
por la Administración pública competente para poder impartir cualquiera de las especialidades incluidas en el Catálogo
de Especialidades Formativas previsto en el artículo 20.3. Sin perjuicio de la obligación de comunicar el inicio y
finalización de las acciones formativas, la inscripción a que se refiere este párrafo no se requerirá a las empresas que
impartan formación sus trabajadores sea con sus propios medios o recurriendo a la contratación. Tampoco será
necesaria la inscripción cuando la formación se imparta por la propia empresa a través de plataformas de teleformación
residentes en el exterior y siempre que se trate de empresas multinacionales. En el caso de que la empresa opte por
encomendar la organización de la formación a una entidad externa conforme a lo previsto en el artículo 12, sí se requerirá
inscripción en el correspondiente registro a la entidad de formación que la imparta, incluso cuando no se trate de
formación recogida en el Catálogo de Especialidades Formativas conforme a lo previsto en el artículo 20.3.

Asimismo, para poder impartir formación profesional para el empleo dirigida a la obtención de Certificados de
Profesionalidad, las entidades de formación deberán estar acreditadas por la Administración pública competente. La
citada acreditación conllevará la inscripción en el registro previsto en el párrafo anterior.

La inscripción en el registro mencionado en este apartado no tendrá carácter constitutivo.

2. La competencia para efectuar la citada acreditación y/o inscripción corresponderá al órgano competente de la
comunidad autónoma en la que radiquen las instalaciones y los recursos formativos de la entidad de formación
interesada.

Cuando la acreditación e inscripción esté referida a las entidades de formación para la modalidad de teleformación,
la competencia corresponderá al órgano competente de la comunidad autónoma en la que estén ubicados los centros
en los que se desarrollen las sesiones de formación presencial y/o pruebas de evaluación final presenciales y al Servicio
Público de Empleo Estatal cuando dichos centros presenciales estén ubicados en más de una comunidad autónoma.

Igualmente, corresponderá al Servicio Público de Empleo Estatal la acreditación e inscripción de los centros móviles
cuando su actuación formativa se desarrolle en más de una comunidad autónoma. Asimismo, podrán solicitar su
acreditación e inscripción al citado organismo las entidades de formación que dispongan de instalaciones y recursos
formativos permanentes en más de una comunidad autónoma.

3. Para la acreditación y/o inscripción de las entidades de formación en la especialidad o especialidades formativas
de que se trate, aquellas deberán disponer de instalaciones y recursos humanos suficientes que garanticen su solvencia
técnica para impartir la formación, tanto teórica como práctica, así como la calidad de la misma. Las instalaciones y
recursos podrán ser propios o bien de titularidad de terceras entidades privadas o públicas cuando ello no implique
subcontratar la ejecución de la actividad formativa, debiendo aportar en este caso el correspondiente acuerdo o contrato
de disponibilidad.

Cuando la formación esté dirigida a la obtención de certificados de profesionalidad, las entidades de formación deberán
reunir, para su acreditación y el mantenimiento de esta, los requisitos especificados en la normativa reguladora de los
correspondientes certificados de profesionalidad. Respecto de las demás especialidades formativas, tales requisitos
serán los especificados en el Catálogo previsto en el artículo 20.3.

4. Las entidades de formación interesadas en inscribirse en el correspondiente registro para impartir especialidades
formativas no dirigidas a la obtención de Certificados de Profesionalidad, deberán presentar ante la Administración
pública competente una declaración responsable sobre el cumplimiento de los requisitos exigidos conforme a lo
dispuesto en el primer párrafo del apartado anterior. La presentación de la declaración responsable habilitará para el
inicio de la actividad desde el momento de la presentación. La Administración Pública competente procederá a inscribir
de oficio a la entidad de formación en el registro sobre la base de la declaración responsable presentada, sin perjuicio
de la supervisión posterior del cumplimiento de los requisitos.

Las entidades de formación interesadas en inscribirse en el correspondiente registro para impartir formación distinta
de las especialidades previstas en el Catálogo de especialidades formativas deberán, asimismo, presentar ante la
Administración pública competente una declaración responsable con arreglo al modelo específico que se desarrolle
para ello.

Por su parte, las entidades de formación interesadas en impartir las especialidades formativas dirigidas a la obtención
de Certificados de Profesionalidad deberán presentar ante la Administración pública competente una solicitud de
acreditación, considerándose estimadas las no resueltas en el plazo de seis meses desde la fecha de su presentación.
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En todo caso, la acreditación y/o inscripción será única y válida para la prestación de servicios en todo el territorio
nacional, conforme a lo previsto en el artículo 20 de la Ley 20/2013, de 9 de diciembre, de garantía de la unidad de
mercado.

5. Cada uno de los registros habilitados por las Administraciones públicas competentes deberá estar coordinado con
el Registro Estatal de Entidades de Formación previsto en el artículo 20.4.

Tanto los registros habilitados por las Administraciones competentes como el Registro Estatal a que se refiere el
párrafo anterior incorporarán y publicarán la información relativa a las entidades que hayan sido objeto de sanción como
consecuencia de la comisión de infracciones conforme a la normativa aplicable.

A estos efectos, las autoridades competentes para imponer las sanciones las comunicarán a la administración pública
competente, conforme a lo previsto en el apartado 2, para incorporar esta información en el correspondiente registro.

Artículo 16.  Obligaciones de las entidades de formación.

1. Son obligaciones de las entidades de formación que impartan formación en el sistema de formación profesional
para el empleo:

a) Cumplir en la impartición de las acciones formativas las prescripciones que les sean de aplicación en virtud de
disposición legal o reglamentaria, incluida la obligación de impartir la formación en los espacios y con los medios
formativos acreditados y/o inscritos para tal fin.

b) Facilitar y corresponsabilizarse en el seguimiento de la participación de los alumnos, del aprendizaje y su evaluación,
así como en la investigación de metodologías y herramientas necesarias para la puesta al día del sistema.

c) Someterse a los controles y auditorías de calidad que establezcan las Administraciones competentes, cuyos
resultados se incorporarán a los registros en los que estén inscritas.

d) Mantener las exigencias técnico-pedagógicas, de instalaciones, equipamiento y medios humanos tenidas en cuenta
para la acreditación o inscripción de la especialidad.

e) Colaborar en los procesos para la selección de participantes y para su inserción en el mercado de trabajo cuando
sean desempleados, específicamente en la forma que lo determine por la Administración competente en cada una de
las iniciativas que se convoquen.

f) Comunicar a la Administración pública competente para mantener la inscripción como entidad de formación cualquier
cambio de titularidad o de forma jurídica de la misma.

2. Sin perjuicio del régimen de sanciones e infracciones previsto en el artículo 19, la Administración pública
competente, previo trámite de audiencia y, en su caso, subsanación de incidencias por un plazo máximo de un mes,
podrá dictar resolución por la que se acuerde la baja en el registro de la entidad de formación o de la correspondiente
especialidad, según los casos, cuando se incumpla alguna de las obligaciones señaladas anteriormente.

CAPÍTULO IV
Control de la formación y régimen sancionador

Artículo 17.  Seguimiento y control.

1. Con el fin de garantizar el cumplimiento de las condiciones que motivan la realización de las acciones formativas,
estas deberán ser objeto de un seguimiento y control efectivo por las administraciones competentes que comprenderá
la totalidad de las iniciativas y modalidades de impartición y que abarcará, más allá de la mera comprobación de
requisitos y formalidades, la evaluación de los resultados de la formación, contribuyendo así a garantizar su calidad.

Este seguimiento y control se podrá realizar sobre la totalidad de las acciones formativas o en base a una muestra
estadística suficientemente representativa, de acuerdo con lo que determine la administración competente,
complementado con cuestionarios y entrevistas a los participantes sobre la calidad e impacto de la formación recibida
y con auditorías de calidad de las entidades de formación en base a indicadores objetivos y transparentes, en particular,
de los resultados de la formación.

2. Asimismo, deberá garantizarse un seguimiento y control de la formación para el empleo de manera integral y
coordinada entre las diferentes Administraciones y organismos que intervienen en su gestión. A tal efecto, elaborarán
un plan anual de seguimiento en sus respectivos ámbitos de actuación teniendo en cuenta las orientaciones que se
aprueben en el Consejo General del Sistema Nacional de Empleo.

Los resultados agregados de los diferentes planes de seguimiento y control se incorporarán a un informe que, con
carácter anual, se elevará al citado órgano de participación y será de pública difusión.



Artículo 18.  Refuerzo del control y la capacidad sancionadora.

1. Las Administraciones competentes se dotarán de los instrumentos y medios de control necesarios para detectar,
evitar y, en su caso, sancionar los casos de incumplimiento o infracción. Asimismo, se dará visibilidad pública a los
canales de denuncia y conocimiento de las situaciones fraudulentas.

2. La Inspección de Trabajo y Seguridad Social deberá contar con estructuras especializadas en materia de formación
profesional para el empleo, para lo que se constituirá, en el ámbito de las competencias de la Administración General
del Estado, una Unidad Especial de Inspección, de acuerdo con lo establecido en esta ley.

La referida Unidad especial desarrollará anualmente un programa de inspección, de acuerdo con la información que
le sea facilitada por el Servicio Público de Empleo Estatal y, en su caso, por los servicios públicos de empleo de las
comunidades autónomas, cuando estas hayan dispuesto en los correspondientes planes de actuación territorial que la
Inspección de Trabajo y Seguridad Social asuma actuaciones concretas y determinadas en materia de formación
profesional para el empleo, en los términos previstos en la normativa autonómica. La ejecución de dicho programa de
inspección contará en todo caso con la participación de las Direcciones Territoriales de la Inspección de Trabajo y
Seguridad Social y con las Inspecciones Provinciales de Trabajo y Seguridad Social.

En el ámbito del sistema de Inspección de Trabajo y Seguridad Social, corresponderá a las comunidades autónomas
que hayan recibido el traspaso de funciones y servicios en materia de función pública inspectora ordenar la actividad
de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social en esta materia, que se realizará, cuando resulte necesario, en
colaboración con la referida Unidad especial de Inspección.

3. Para la ejecución de las actividades de seguimiento y control de la formación señaladas en el artículo 17, las
Administraciones públicas competentes podrán recurrir al apoyo de entidades externas especializadas e independientes,
destinando para ello una financiación que no podrá superar el 5 por ciento de los fondos de formación gestionados en
el respectivo ámbito competencial. Estas entidades deben ser ajenas a los órganos de participación y gobernanza del
sistema de formación profesional para el empleo, así como a la impartición y a la organización de la formación
programada por terceros.

El mencionado apoyo en el desarrollo de los citados planes no podrá suponer, en ningún caso, la delegación de las
potestades públicas asociadas al seguimiento y control de la actividad formativa.

Artículo 19.  Infracciones y sanciones.

1. El régimen de infracciones y sanciones aplicable en el ámbito de la formación profesional para el empleo será el
regulado por el texto refundido de la Ley sobre Infracciones y Sanciones en el Orden Social, aprobado por el Real
Decreto Legislativo 5/2000, de 4 de agosto.

En lo no previsto en el régimen de infracciones y sanciones establecido en el párrafo anterior, se estará al contenido
en el Título IV de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones.

2. La Inspección de Trabajo y Seguridad Social controlará la aplicación de las subvenciones y ayudas establecidas
en programas de apoyo a la formación profesional para el empleo, sin perjuicio del ejercicio del control financiero de las
subvenciones y de la actividad formativa por los órganos competentes en la materia.

No obstante, la legislación autonómica podrá disponer otras fórmulas de inspección en materia de formación
profesional para el empleo.

3. Las sanciones impuestas por las infracciones graves y muy graves en materia de formación profesional para el
empleo que den lugar a que la subvención sea declarada indebida por el órgano concedente, una vez firmes, se incluirán
en la Base de Datos Nacional de Subvenciones a que se refiere el artículo 20 de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre.

La inclusión en la Base de Datos se realizará mediante comunicación de las autoridades competentes para imponer
las sanciones, en la forma, plazos, contenido y modo de envío previsto en el artículo 20 de la Ley 38/2003, de 17 de
noviembre.

La cesión de datos de carácter personal que debe efectuarse a la Intervención General de la Administración del Estado
no requerirá el consentimiento del afectado. En este ámbito no será de aplicación lo dispuesto en el artículo 21.1 de la
Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de Protección de Datos de Carácter Personal.

4. Las exclusiones del acceso a subvenciones por un período determinado, como consecuencia de la comisión de
infracciones conforme a la normativa aplicable, afectarán también a aquellas entidades de formación de las que, por
razón de las personas que las rigen o de otras circunstancias, pueda presumirse que son continuación o que derivan,
por transformación, fusión o sucesión, de otras empresas en las que hubiesen concurrido aquellas.

5. Las conductas constitutivas de infracción administrativa derivadas del ejercicio del control financiero de las
subvenciones y plasmadas en los informes que realicen la Intervención General de la Administración del Estado, de las
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comunidades autónomas o de las corporaciones locales, así como los órganos que, de acuerdo con la normativa
comunitaria, tengan atribuidas funciones de control financiero, serán sancionadas conforme a lo dispuesto en los
apartados anteriores.

CAPÍTULO V
Sistemas de información, evaluación y calidad

Artículo 20.  Sistema integrado de información.

1. El sistema integrado de información recogerá una información completa y actualizada acerca de las actividades
formativas que se desarrollan en todo el territorio nacional, que permita su trazabilidad y la evaluación de su impacto
sobre la mejora de la empleabilidad de los trabajadores, y que garantice la comparabilidad, la coherencia y la
actualización permanente de toda la información sobre formación profesional para el empleo, cualquiera que sea la
iniciativa bajo la cual se desarrolle. Esta información quedará recogida en un fichero único, accesible para todas las
Administraciones competentes.

El Servicio Público de Empleo Estatal, en colaboración con las comunidades autónomas, definirá los modelos y
protocolos comunes de intercambio de datos que resulten necesarios para la puesta en marcha del sistema integrado
de información y del referido fichero. Asimismo, completará y desarrollará los siguientes instrumentos de transparencia
y difusión del sistema: la Cuenta de Formación, el Catálogo de Especialidades Formativas y el Registro Estatal de
Entidades de Formación.

2. La formación recibida por el trabajador a lo largo de su carrera profesional, y en todo caso la recibida de acuerdo
con el Catálogo Nacional de Cualificaciones Profesionales y el Marco Español de Cualificaciones para la Educación
Superior, se inscribirá en una Cuenta de Formación asociada al número de afiliación a la Seguridad Social.

Los servicios públicos de empleo velarán por la fiabilidad de la información que incorporen a esta cuenta y efectuarán,
en tiempo y forma, las anotaciones correspondientes.

3. El Servicio Público de Empleo Estatal desarrollará y mantendrá permanentemente actualizado un Catálogo de
Especialidades Formativas, que contendrá toda la oferta formativa desarrollada en el marco del sistema de formación
profesional para el empleo en el ámbito laboral, incluida la dirigida a la obtención de Certificados de Profesionalidad,
así como los requerimientos mínimos tanto del personal docente y de los participantes como de las instalaciones y
equipamientos para la impartición de cada especialidad formativa.

La actualización permanente del Catálogo preverá medios ágiles para la incorporación al mismo de nuevas
especialidades formativas y la respuesta a las demandas de formación de sectores y ocupaciones emergentes.
Asimismo, deberá efectuarse una revisión periódica de las mismas en un plazo no superior a cinco años a partir de su
inclusión en el Catálogo.

En la iniciativa de formación programada por las empresas para sus trabajadores no será obligatorio que las acciones
formativas estén referenciadas a las especialidades formativas del citado Catálogo, sin perjuicio de la obligación de
comunicar su inicio y finalización.

4. Asimismo, el Servicio Público de Empleo Estatal desarrollará y mantendrá permanentemente actualizado un
Registro Estatal de Entidades de Formación, de carácter público, que estará coordinado, con una estructura común de
datos con los registros de que dispongan las comunidades autónomas para la inscripción de las entidades de formación
en sus respectivos territorios, conforme a lo dispuesto en el artículo 15 e integrará la información de dichos registros.

Este registro estatal incorporará la información relativa a la calidad y resultados de la formación impartida por las
entidades de formación inscritas mediante indicadores objetivos y transparentes.

Artículo 21.  Evaluación de la formación: Impacto y eficiencia.

1. El sistema de formación profesional para el empleo dispondrá de mecanismos de evaluación permanente que
permitan conocer el impacto de la formación realizada en el acceso y mantenimiento del empleo, la mejora de la
competitividad de las empresas, la mejora de la cualificación de los trabajadores, la adecuación de las acciones
formativas a las necesidades del mercado laboral y la eficiencia de los recursos económicos y medios empleados.

Con esta finalidad, el Servicio Público de Empleo Estatal, con la participación de los órganos o entidades competentes
de las comunidades autónomas y de las organizaciones empresariales y sindicales más representativas, elaborará
anualmente un plan de evaluación de la calidad, impacto, eficacia y eficiencia del conjunto del sistema de formación
profesional para el empleo en el ámbito laboral, cuyas conclusiones y recomendaciones deberán dar lugar a la
incorporación de mejoras en su funcionamiento.

Este plan anual de evaluación se someterá a informe del Consejo General del Sistema Nacional de Empleo.



2. Asimismo, los órganos competentes para la gestión, programación y control de la formación profesional para el
empleo en sus respectivos ámbitos serán los responsables de realizar una evaluación permanente que incluya:

a) Un estudio previo que justifique la necesidad o idoneidad de la puesta en marcha de toda iniciativa de formación.
Este estudio incluirá un análisis de mercado con, al menos, un diagnóstico preciso de las necesidades de formación a
las que se pretende dar respuesta.

b) El establecimiento de objetivos previos, específicos y cuantificables, acompañados de un sistema de indicadores
transparente que permita realizar un seguimiento y evaluación de calidad de la formación.

c) La medición del impacto de los conocimientos adquiridos, en términos de inserción de los trabajadores
desempleados en un empleo relacionado con la formación recibida y de mejora del desempeño en el puesto o
posibilidades de promoción para los trabajadores ocupados.

d) Una evaluación de la satisfacción de los usuarios en la que participarán los propios alumnos y las empresas.

e) El análisis sistemático de las conclusiones y recomendaciones que resulten de la evaluación, para que se traduzcan
en mejoras para el sistema.

3. En la formación programada y gestionada por las empresas para sus propios trabajadores, sin perjuicio de la
evaluación que se realice en el seno de aquellas, se realizará una evaluación de la iniciativa en su conjunto para conocer
si responde a las necesidades previamente detectadas. Esta evaluación se incorporará al plan anual previsto en el
apartado 1.

4. A las anteriores evaluaciones se sumarán cuantas otras se estimen necesarias para dar respuesta a objetivos e
indicadores concretos previamente definidos. Estas evaluaciones se realizarán por entidades externas especializadas
e independientes, ajenas a los órganos de participación y gobernanza del sistema de formación profesional para el
empleo, así como a la impartición y a la organización de la formación programada para terceros. Asimismo, en el marco
de la Conferencia Sectorial de Empleo y Asuntos Laborales podrán acordarse evaluaciones interadministrativas acerca
de la calidad y el impacto de la formación profesional para el empleo en los distintos ámbitos.

5. Las Administraciones competentes publicarán los resultados de las evaluaciones previstas en los apartados
anteriores, destinando para ello un espacio de información y consulta pública fácilmente accesible e identificable.

Artículo 22.  Calidad de la formación.

1. Los Servicios Públicos de Empleo velarán por la calidad de la formación en sus respectivos ámbitos competenciales.
Para ello, se guiarán por las previsiones de seguimiento y evaluación de la Estrategia Española de Activación para el
Empleo vigente en cada momento, así como por sus objetivos y principios de actuación, en particular, en lo referente
a:

a) La orientación a resultados, así como el seguimiento y evaluación de los resultados de las acciones y del
cumplimiento de objetivos.

b) La identificación de costes y difusión de buenas prácticas.

c) La oferta de formación a los demandantes de empleo como instrumento de activación y reinserción, reforzando la
vinculación entre las políticas activas y pasivas de empleo.

d) El ajuste y adecuación de la formación a las necesidades de sus destinatarios y a las del mercado laboral,
atendiendo a la realidad del territorio en que se apliquen.

e) La apertura a la sociedad, favoreciendo la participación de otros agentes y empresas, tanto públicos como privados,
a través de los correspondientes instrumentos de colaboración.

2. Las entidades de formación que impartan la oferta formativa para trabajadores ocupados y desempleados deberán
suscribir, con carácter previo a la percepción de financiación pública, un compromiso verificable de calidad en la gestión,
transparencia y eficiencia en la utilización de recursos públicos. Este compromiso estará referido al seguimiento de la
impartición y asistencia de todos los participantes, a su satisfacción con el desarrollo de la acción formativa, sus
contenidos, sus resultados, la calidad del profesorado y las modalidades de impartición.

3. El Servicio Público de Empleo Estatal, teniendo en cuenta las propuestas de las comunidades autónomas, elaborará
un plan para el perfeccionamiento del profesorado que imparta acciones formativas y para el desarrollo de una
metodología técnico-didáctica orientada al mismo. Cuando las acciones del citado plan vayan dirigidas a formadores
de dos o más comunidades autónomas se ejecutarán a través de los Centros de Referencia Nacional, que recibirán del
Servicio Público de Empleo Estatal la financiación acordada en el seno de las respectivas Comisiones de Coordinación
y Seguimiento, y cuando vayan dirigidas específicamente a formadores de una comunidad autónoma serán gestionadas
en el ámbito autonómico.

Este plan se someterá a informe del Consejo General del Sistema Nacional de Empleo.

118

Normativa de ámbito estatal



CAPÍTULO VI
Gobernanza del sistema

Artículo 23.  Órgano de participación de las Administraciones Públicas y los Interlocutores Sociales.

1. El Consejo General del Sistema Nacional de Empleo es el principal órgano estatal de consulta y de participación
de las administraciones públicas y los interlocutores sociales en el sistema de formación profesional para el empleo en
el ámbito laboral. En esta materia, y en lo que no sea objeto de informe preceptivo por el Consejo General de Formación
Profesional, el citado órgano desarrollará, además de las funciones establecidas en esta ley, las que se establezcan
reglamentariamente.

2. El Consejo, de carácter paritario y tripartito, desarrollará las siguientes funciones en materia de formación profesional
para el empleo en el ámbito laboral:

a) Velar por el cumplimiento de lo dispuesto en la presente ley y en la restante normativa reguladora de la formación
profesional para el empleo, así como por la eficacia de los objetivos generales del sistema.

b) Emitir informe preceptivo sobre el escenario plurianual y el informe anual a los que se refieren los artículos 4 y 5,
sobre el proyecto de norma reglamentaria a que se refiere el artículo 26.4 de esta ley y sobre los demás proyectos de
normas del sistema de formación profesional para el empleo.

c) Informar y realizar propuestas sobre la asignación de los recursos presupuestarios entre los diferentes ámbitos e
iniciativas formativas previstas en esta ley.

d) Proponer la elaboración de estudios e investigaciones de carácter sectorial e intersectorial.

e) Aprobar las orientaciones del Plan anual de seguimiento y control de la formación para el empleo e informar sobre
el Plan anual de evaluación de la calidad, impacto, eficacia y eficiencia del sistema, a que se refiere el artículo 21, y
sobre el Plan para el perfeccionamiento del profesorado, contemplado en el artículo 22, ambos de esta ley.

f) Recomendar medidas para asegurar la debida coordinación entre las actuaciones que, en el marco de las materias
a que se refiere la presente ley, se realicen en el ámbito de la Administración General del Estado y en el de las
comunidades autónomas.

g) Actuar en coordinación con el Consejo General de Formación Profesional para el desarrollo de las acciones e
instrumentos esenciales que componen el Sistema Nacional de Cualificaciones y Formación Profesional.

h) Aprobar el mapa sectorial para mejorar la racionalidad y eficacia de las Estructuras Paritarias Sectoriales previstas
en el artículo 26 de esta ley.

i) Conocer el informe anual de «Prospección y detección de necesidades formativas» y proponer recomendaciones
sobre el funcionamiento del sistema de formación profesional para el empleo.

j) Cualesquiera otras funciones relacionadas con el cumplimiento de los principios y fines del sistema de formación
profesional para el empleo, a fin de mantener su coherencia y la vinculación con el Sistema Nacional de Cualificaciones
y Formación Profesional.

Artículo 24.  Administraciones públicas competentes y coordinación del sistema.

1. Cada Administración pública velará por la programación, gestión y control de la formación profesional para el empleo
en su ámbito competencial, en coherencia y coordinación con la correspondiente a otras Administraciones.

El Servicio Público de Empleo Estatal y los órganos competentes de las comunidades autónomas llevarán a cabo su
colaboración, coordinación y cooperación en esta materia a través de la Conferencia Sectorial de Empleo y Asuntos
Laborales, de conformidad con lo establecido en el artículo 7.a) de la Ley 56/2003, de 16 de diciembre, de Empleo.

2. En el ámbito estatal, el Servicio Público de Empleo Estatal desarrollará las funciones de programación, gestión y
control de la formación profesional para el empleo en los siguientes supuestos:

a) Las actividades de evaluación, seguimiento y control de las iniciativas de formación financiadas mediante
bonificaciones en las cuotas de la Seguridad Social que se aplican las empresas que tengan sus centros de trabajo en
más de una Comunidad Autónoma.

b) Programas o acciones formativas que trasciendan el ámbito territorial de una Comunidad Autónoma y requieran de
la intervención del Servicio Público de Empleo Estatal para garantizar una acción coordinada y homogénea.
Reglamentariamente se determinarán los supuestos en los que concurren estos requisitos.

c) Acciones formativas relacionadas con el ejercicio de competencias exclusivas del Estado según lo dispuesto en el
artículo 13.h).4 de la Ley 56/2003, de 16 de diciembre, de Empleo.
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d) Acciones formativas en el ámbito territorial de Ceuta y Melilla mientras su gestión no haya sido objeto de
transferencia a estas ciudades autónomas, según lo dispuesto en la disposición transitoria segunda de la Ley 56/2003,
de 16 de diciembre, de Empleo.

3. En el ámbito autonómico, los órganos o entidades competentes para la programación, gestión y control de la
formación profesional para el empleo serán los que determinen las comunidades autónomas.

4. Las comunidades autónomas deberán proporcionar al Servicio Público de Empleo Estatal información sobre la
formación desarrollada en sus respectivos ámbitos, incluida la necesaria para la justificación de las acciones
cofinanciadas por el Fondo Social Europeo, de forma que quede garantizada su coordinación e integración con la
información estadística del conjunto del Estado.

Por su parte, el Servicio Público de Empleo Estatal facilitará a las comunidades autónomas información sobre la
formación ejecutada en el conjunto del Estado, incluida la que se ejecute a través del Servicio Público de Empleo Estatal
en el ámbito territorial de cada comunidad autónoma.

Asimismo, el citado organismo velará por el cumplimiento de las obligaciones de información de las comunidades
autónomas y comunicará a éstas las subsanaciones que resulten necesarias.

En las normas o convenios de colaboración que incorporarán los criterios objetivos de distribución de fondos aprobados
por la Conferencia Sectorial de Empleo y Asuntos Laborales en cada ejercicio, se fijarán junto con las condiciones de
gestión establecidas en el artículo 86 de la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General Presupuestaria, las consecuencias
derivadas del incumplimiento de las obligaciones de información recogidas en este apartado.

Artículo 25.  Fundación Estatal para la Formación en el Empleo.

1. La Fundación Estatal para la Formación en el Empleo pertenece al sector público estatal y su Patronato estará
constituido por la Administración General del Estado, por las comunidades autónomas y por las organizaciones
empresariales y sindicales más representativas. El citado Patronato estará compuesto por el número de miembros que
determinen sus Estatutos con el límite entre doce a dieciocho miembros por las organizaciones empresariales y
sindicales más representativas, un miembro por cada comunidad autónoma y el número de miembros de la
Administración General del Estado que resulte necesario para que esta tenga una representación mayoritaria en dicho
órgano. De conformidad con lo establecido en el artículo 15 de la Ley 50/2002, de 26 de diciembre, de Fundaciones,
los patronos no percibirán retribución alguna por el ejercicio de su cargo. Sin perjuicio de lo anterior, los patronos tendrán
derecho al reembolso de los gastos de desplazamiento, alojamiento y manutención debidamente justificados, en las
cuantías establecidas en el Real Decreto 462/2002, de 24 de mayo, sobre indemnizaciones por razón del servicio.
Respecto de aquellos patronos que no figuren expresamente señalados en el artículo 8 o en el anexo 1 del citado Real
Decreto, se estará a lo dispuesto en la disposición final segunda del mismo.

La presidencia la ostentará el titular de la Secretaría de Estado de Empleo.

El régimen de adopción de acuerdos requerirá la mayoría de los miembros del Patronato, teniendo su Presidente voto
dirimente en caso de empate.

2. En el marco de lo establecido en la Ley 50/2002, de 26 de diciembre, de Fundaciones, la Fundación Estatal para
la Formación en el Empleo llevará a cabo, en el ámbito de las competencias del Estado, las actividades que le sean
atribuidas reglamentariamente. En todo caso, actuará como entidad colaboradora y de apoyo técnico del Servicio Público
de Empleo Estatal en materia de formación profesional para el empleo, previa suscripción del correspondiente convenio
de colaboración de acuerdo con lo establecido en los artículos 12 y siguientes de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre,
General de Subvenciones.

Asimismo, tendrá funciones de apoyo al Ministerio de Empleo y Seguridad Social en el desarrollo estratégico del
sistema de formación profesional para el empleo en el ámbito laboral.

Artículo 26.  Estructuras paritarias sectoriales.

1. En el marco de la negociación colectiva sectorial de ámbito estatal, y mediante acuerdos específicos en materia de
formación de igual ámbito, las organizaciones empresariales y sindicales más representativas y las representativas en
el sector correspondiente podrán constituir Estructuras Paritarias Sectoriales con o sin personalidad jurídica propia.

Estas Estructuras Paritarias agruparán a sectores afines conforme al mapa sectorial que apruebe el Consejo General
del Sistema Nacional de Empleo.

2. Las Estructuras Paritarias Sectoriales tendrán, en el ámbito del sistema de formación profesional para el empleo,
las siguientes funciones:

a) Prospección y detección de necesidades formativas sectoriales.

b) Propuesta de orientaciones y prioridades formativas para los programas formativos sectoriales, con especial énfasis
en las que se dirijan a las PYME.
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c) Propuesta de mejoras de la gestión y de la calidad de la formación para el empleo en su ámbito sectorial.

d) Elaboración de propuestas formativas relacionadas con los procesos de ajuste, reestructuración y desarrollo
sectorial, en especial las relacionadas con necesidades de recualificación de trabajadores de sectores en declive.

e) Mediación en los procesos de discrepancias y definición de mecanismos que favorezcan los acuerdos en materia
de formación en el seno de las empresas.

f) Conocimiento de formación profesional para el empleo que se realice en sus respectivos ámbitos.

g) Difusión de las iniciativas de formación y promoción de la formación profesional para el empleo, especialmente
entre las PYME y micro-PYME.

h) Elaboración de una memoria anual sobre la formación profesional para el empleo en su ámbito sectorial.

i) Elaboración de propuestas para la realización de estudios sectoriales e investigaciones que se promuevan en sus
respectivos ámbitos y en los que llevan a cabo los Centros de Referencia Nacional.

3. Asimismo, a requerimiento del Servicio Público de Empleo Estatal o de la Fundación Estatal para la Formación en
el Empleo, podrán:

a) Realizar estudios e investigaciones de carácter sectorial sobre la formación profesional para el empleo en el ámbito
laboral.

b) Participar en la definición y actualización de cualificaciones profesionales, certificados de profesionalidad y
especialidades formativas.

c) Intervenir en los procesos de acreditación de la experiencia laboral y en el diseño de actuaciones formativas que
contribuyan a la culminación de los mismos.

d) Participar en la extensión y consolidación de la formación profesional dual, a través del contrato para la formación
y el aprendizaje, en el ámbito laboral.

4. Reglamentariamente se determinará el marco de funcionamiento, plazos, criterios, condiciones y obligaciones de
información que deben cumplir las Estructuras Paritarias Sectoriales a efectos de su financiación, previo informe del
Consejo General del Sistema Nacional de Empleo.

Estas Estructuras Paritarias se dotarán de un reglamento de funcionamiento, y contarán con apoyo técnico cualificado
y financiación suficiente para que puedan desarrollar las funciones encomendadas.

Disposición adicional primera.  Apoyo a pequeñas y medianas empresas.

Los servicios públicos de empleo, con la colaboración de las organizaciones empresariales y sindicales más
representativas o representativas en sus respectivos ámbitos sectoriales y territoriales, promoverán las iniciativas
necesarias para facilitar y generalizar el acceso de las pequeñas y medianas empresas a la formación de sus
trabajadores. A tal fin, deberán prestarles asesoramiento y poner a su disposición la información necesaria acerca de
las distintas iniciativas de formación profesional para el empleo y de las entidades formativas existentes para su
impartición.

Disposición adicional segunda.  Impulso al cheque de formación.

En el seno de la Conferencia Sectorial de Empleo y Asuntos Laborales, se analizará de manera conjunta entre el
Ministerio de Empleo y Seguridad Social y las comunidades autónomas, la puesta en marcha del cheque de formación,
así como los mecanismos para su evaluación.

Disposición adicional tercera.  Impulso a instrumentos clave del Sistema Nacional de Cualificaciones y Formación
Profesional.

Con el objetivo de acercar la formación profesional para el empleo a las necesidades reales de la economía productiva,
se impulsarán algunos instrumentos clave del Sistema Nacional de Cualificaciones y Formación Profesional, para
reforzar su calidad y eficacia, así como su adecuación a las necesidades formativas individuales y del sistema productivo.
A estos efectos, y de acuerdo con lo previsto en la Ley Orgánica 5/2002, de 19 de junio, de las Cualificaciones y la
Formación Profesional, las Administraciones públicas competentes adoptarán las medidas que resulten necesarias
para:

a) Actualizar el Repertorio Nacional de Certificados de Profesionalidad de acuerdo con un procedimiento ágil y acorde
a necesidades de un mercado laboral cambiante, así como con las actualizaciones del Catálogo Nacional de
Cualificaciones Profesionales.
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b) Potenciar la red de Centros de Referencia Nacional, fomentando su colaboración en el desarrollo de acciones de
carácter innovador, experimental y formativo en el ámbito de la formación profesional para el empleo, y en particular en
actividades de mejora de la calidad dirigidas a la red de entidades de formación colaboradoras y a los formadores. Para
ello, estos Centros procurarán mantener relación con centros tecnológicos y otras redes de gestión del conocimiento,
tanto nacionales como internacionales, en sus ámbitos sectoriales específicos.

c) Impulsar los procedimientos de acreditación de la experiencia laboral, con mejoras que favorezcan su continuidad,
agilidad y eficiencia para garantizar la calidad y las oportunidades de cualificación, en igualdad de condiciones, para
todos los trabajadores.

d) Desarrollar un sistema integrado y accesible a todas las personas trabajadoras, especialmente a las personas con
discapacidad, de información y orientación laboral que, sobre la base del perfil individual, facilite el progreso en la
cualificación profesional de los trabajadores a través de la formación y el reconocimiento de la experiencia laboral.

Disposición adicional cuarta.  Elaboración de estadísticas.

El Servicio Público de Empleo Estatal, en el marco del Sistema Nacional de Empleo, adoptará las medidas necesarias
para que las estadísticas que se elaboren en el ámbito de todo el territorio del Estado incluyan no sólo la formación
realizada en el marco de esta ley, sino también aquella que realicen las empresas con financiación propia y las
Administraciones Públicas para sus empleados.

Disposición adicional quinta.  Fundación Tripartita para la Formación en el Empleo.

La Fundación Tripartita para la Formación en el Empleo adoptará la denominación de la Fundación prevista en el
artículo 25 y ajustará su composición a las condiciones previstas por el citado artículo.

Se autoriza a la Fundación Tripartita para la Formación en el Empleo para que, en el plazo máximo de un mes a partir
de la fecha de entrada en vigor de esta ley y con cargo a su presupuesto, adopte las medidas técnicas y económicas
que resulten necesarias a fin de adecuar sus estatutos y organización a lo establecido en esta ley.

Disposición adicional sexta.  Financiación de las actividades de prospección y planificación.

La financiación de las actividades previstas en los apartados 2 y 3 del artículo 26, así como las que se pudieran llevar
a cabo para dar cumplimiento a lo establecido en el artículo 10.2, se realizará a través del presupuesto asignado a la
Fundación Estatal para la Formación en el Empleo o de las administraciones competentes, en sus respectivos ámbitos
territoriales, según corresponda, y su distribución se realizará en función de la actividad efectivamente realizada. En
ningún caso, la realización de una misma actividad podrá financiarse por más de una vía de financiación.

Asimismo, se podrá indemnizar a los participantes en dichas actividades por sus gastos de desplazamiento,
manutención y alojamiento.

Disposición adicional séptima.  Evaluación de las medidas de apoyo a la contratación.

El Gobierno desarrollará un análisis del conjunto de bonificaciones a la contratación y reducciones en las cotizaciones
a la Seguridad Social en vigor en todos los ámbitos territoriales que deberá presentar antes del 31 de mayo de 2016.
Dicho análisis evaluará la eficacia de las medidas de apoyo a la contratación en vigor para el cumplimiento de sus
objetivos, su impacto presupuestario y valorará la conveniencia de mantener los incentivos o de destinar esos recursos
a otras iniciativas en el ámbito de las políticas activas de empleo.

Disposición adicional octava.  Remanentes de crédito incorporables.

Los remanentes de crédito destinados al sistema de formación profesional para el empleo en el ámbito laboral que
pudieran producirse al final de cada ejercicio en la reserva de crédito del Servicio Público de Empleo Estatal se
incorporarán a los créditos correspondientes al siguiente ejercicio, conforme a lo que se disponga en la Ley de
Presupuestos Generales del Estado para cada ejercicio.

Disposición adicional novena.  Gasto público.

Las medidas incluidas en esta ley no podrán suponer incremento neto de gasto público ni de los gastos de personal
al servicio de la Administración.

Disposición adicional décima.  Límites a los pagos anticipados.

En el caso de ayudas dirigidas a la Administración General del Estado, las comunidades autónomas o las entidades
locales, así como a las entidades cuya titularidad corresponda íntegramente a las anteriores, en el marco de los
programas públicos de empleo y formación, de los convenios suscritos para formación de las personas en situación de
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privación de libertad y la formación de los militares de tropa y marinería que mantienen una relación de carácter temporal
con las Fuerzas Armadas, a que se refiere la letra d) del artículo 8.1, así como en el marco de los convenios que las
Administraciones competentes suscriban para la utilización de centros públicos en la impartición de la formación
profesional para el empleo, de acuerdo con lo previsto en el artículo 14.2, letra b), las bases reguladoras previstas en
el artículo 6.8 podrán establecer límites a los pagos anticipados distintos a los señalados en su párrafo segundo.

Disposición adicional undécima.  Financiación de acciones de fomento del empleo en 2015.

Con vigencia exclusiva para el año 2015, se mantiene la posibilidad de destinar el 20 por ciento de los fondos
procedentes de la cuota de formación profesional para el empleo que financiarán las acciones formativas dirigidas
prioritariamente a trabajadores desempleados, así como los programas públicos de empleo formación, a la realización
de acciones de fomento del empleo incluidas en el Plan Anual de Política de Empleo, en las que participen personas
inscritas como demandantes de empleo, previo informe del Servicio Público de Empleo competente, en los términos
establecidos en la disposición adicional octogésima novena de la Ley 36/2014, de 26 de diciembre, de Presupuestos
Generales del Estado para el año 2015.

Disposición adicional duodécima.  Comunidad Autónoma del País Vasco.

Esta ley se aplicará en la Comunidad Autónoma del País Vasco de conformidad con lo establecido en el artículo
149.1.7.ª de la Constitución Española, en el artículo 12.2 de la Ley Orgánica 3/1979, de 18 de diciembre, por la que se
aprueba el Estatuto de Autonomía para el País Vasco, en el Real Decreto 1441/2010, de 5 de noviembre, sobre traspaso
de funciones y servicios a la Comunidad Autónoma del País Vasco en materia de ejecución de la legislación laboral en
el ámbito del trabajo, el empleo y la formación profesional para el empleo, que realiza el Servicio Público de Empleo
Estatal, y en la Ley 12/2002, de 23 de mayo, por la que se aprueba el Concierto Económico con la Comunidad Autónoma
del País Vasco.

Disposición transitoria primera.  Régimen transitorio del Real Decreto 395/2007, de 23 de marzo.

1. Hasta tanto no se desarrollen reglamentariamente las iniciativas de formación profesional para el empleo señaladas
en el artículo 8, se mantendrán vigentes las previstas en el Real Decreto 395/2007, de 23 de marzo, por el que se regula
el subsistema de formación profesional para el empleo, y en su normativa de desarrollo, salvo en lo relativo a las
siguientes previsiones:

a) El régimen de concurrencia competitiva abierta sólo a entidades de formación acreditadas y/o inscritas en el
correspondiente registro, en los supuestos en los que así está previsto conforme al artículo 6.5. Estas entidades, además
de cumplir con las obligaciones establecidas en el artículo 16, no podrán subcontratar con terceros la ejecución de la
actividad formativa que les sea adjudicada, no considerándose subcontratación, a estos efectos, la contratación del
personal docente.

b) La financiación sólo de acciones formativas realizadas a partir de su concesión o adjudicación.

c) El pago anticipado de las subvenciones, si lo hubiere, conforme a lo recogido en el segundo párrafo del artículo
6.8.

d) El impulso al cheque formación previsto en el artículo 6.5, de conformidad con lo establecido en la disposición
adicional segunda.

e) En las acciones formativas de las empresas cuyo inicio se comunique a partir de la publicación de esta ley, los
módulos económicos vigentes se aplicarán por igual para todas las empresas, cualquiera que sea su tamaño. Asimismo,
será de aplicación a dichas acciones formativas la duración mínima de éstas establecida en el artículo 8.2, los
porcentajes de costes indirectos y de costes de organización fijados en el artículo 7.3, los porcentajes de cofinanciación
establecidos en el artículo 9.5.

Asimismo, las convocatorias de formación de oferta que se publiquen a partir de la entrada en vigor de la presente
ley aplicarán el límite del 10 por ciento en la financiación de los costes indirectos.

f) Las empresas, además de poder organizar e impartir la formación de sus trabajadores por sí mismas, podrán optar
por encomendar la organización e impartición de la formación a entidades externas, en los términos establecidos en los
artículos 9.3 y 12.

g) Los trabajadores pertenecientes a la plantilla de una entidad de formación que actúe como beneficiaria o proveedora
de la formación de oferta para trabajadores ocupados, podrán participar en las acciones formativas que aquella gestione
con los límites señalados en el artículo 14.2.c).

h) Para la ejecución de los planes de formación dirigidos a trabajadores ocupados no será obligatoria la suscripción,
con las entidades de formación que resulten adjudicatarias, del convenio previsto en los apartados 2 y 3 del artículo 24
del Real Decreto 395/2007, de 24 de marzo, por el que se regula el subsistema de formación profesional para el empleo.
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2. Los órganos que hayan aprobado convocatorias de subvenciones pendientes de resolver a la fecha de entrada en
vigor del Real Decreto-Ley 4/2015, de 22 de marzo, para la reforma urgente del Sistema de Formación Profesional para
el Empleo en el ámbito laboral, anularán las disposiciones que sean contrarias a lo previsto en relación con las materias
señaladas en las letras a), b) y c) del apartado 1, así como con el límite del 10 por ciento en la financiación de costes
indirectos.

Se exceptúan, durante el presente año 2015, de lo previsto en el párrafo anterior aquellas convocatorias de formación
para el empleo de los empleados públicos ya publicadas a la fecha de entrada en vigor del Real Decreto-ley 4/2015, de
22 de marzo, para la reforma urgente del Sistema de Formación Profesional para el Empleo en el ámbito laboral,
realizadas en el marco y con los requisitos establecidos en el Acuerdo de formación para el empleo en las
Administraciones Públicas.

3. Los porcentajes de financiación máximos previstos en el artículo 7.3 para los costes indirectos, así como para los
costes de organización en la formación programada por las empresas, serán de aplicación a los costes asociados y a
los costes de organización respectivamente.

Disposición transitoria segunda.  Competencias transversales prioritarias para 2015.

Hasta tanto no se elabore el escenario plurianual ni el informe anual de necesidades formativas a que se refieren los
artículos 4 y 5, tendrán la consideración de acciones prioritarias a efectos de la programación formativa, al menos,
aquéllas relacionadas con las competencias de idiomas, ofimática y tecnologías de la información y comunicación,
conocimientos financieros, jurídicos y del funcionamiento de las Administraciones públicas.

Disposición transitoria tercera.  Régimen transitorio de los contratos predoctorales vigentes a la fecha de entrada
en vigor de esta ley.

La modificación de la Ley 14/2011, de 1 de junio, de la Ciencia, la Tecnología y la Innovación, introducida por la
disposición final sexta de esta ley podrá ser de aplicación a los contratos predoctorales celebrados con anterioridad a
la fecha de su entrada en vigor.

Disposición transitoria cuarta.  Régimen transitorio hasta la suscripción de convenios entre el Servicio Público de
Empleo Estatal y las comunidades autónomas.

Hasta tanto no se suscriba entre el Servicio Público de Empleo Estatal y las comunidades autónomas el
correspondiente convenio sobre el intercambio de la información necesaria para el seguimiento y control de la iniciativa
de formación regulada en el artículo 9 y de los permisos individuales de formación, el Servicio Público de Empleo Estatal
realizará el seguimiento y control de las acciones formativas programadas por las empresas con centros de trabajo
radicados en el ámbito de una misma comunidad autónoma.

Disposición derogatoria.  Derogación normativa.

1. Quedan derogadas todas las normas de igual o inferior rango en lo que contradigan o se opongan a lo dispuesto
en esta ley.

2. Quedan derogadas expresamente la disposición adicional sexta de la Ley 56/2003, de 16 de diciembre, de Empleo
y la disposición adicional quinta de la Ley 43/2006, de 29 de diciembre, para la mejora del crecimiento y del empleo.

Asimismo, quedan derogados el capítulo I y la disposición transitoria del Real Decreto 1613/2010, de 7 de diciembre,
por el que se crea y regula el Consejo de la representatividad de las asociaciones profesionales de trabajadores
autónomos en el ámbito estatal y se establece la composición y régimen de funcionamiento y organización del Consejo
del Trabajo Autónomo.

Disposición final primera.  Título competencial.

Esta ley se dicta al amparo de lo dispuesto en los artículos 149.1.7.ª y 149.1.13.ª de la Constitución, que atribuyen al
Estado la competencia exclusiva en materia de legislación laboral y la competencia para regular las bases y coordinación
de la planificación general de la actividad económica respectivamente.

Asimismo, la disposición final séptima se dicta al amparo de lo dispuesto en los artículos 149.1.16.ª y 149.1.17.ª de
la Constitución, que atribuyen al Estado la competencia exclusiva en materia de bases y coordinación general de la
sanidad y del régimen económico de la Seguridad Social, respectivamente.

Disposición final segunda.  Unidad especial de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social.

Mediante orden de la Ministra de Empleo y Seguridad Social, la Inspección de Trabajo y Seguridad Social, organizará
en el seno de la Dirección Especial adscrita a la Autoridad Central, una Unidad especial de inspección encargada de
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las funciones de vigilancia y control a que se refiere el artículo 3, apartados 1.3.1 y 1.4.3 de la Ley 42/1997, de 14 de
noviembre, Ordenadora de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social, en el ámbito de las bonificaciones subvenciones
y ayudas en materia de formación profesional para el empleo cuya competencia esté atribuida a la Administración
General del Estado. Las funciones encomendadas a esta Unidad especial serán compatibles con el ejercicio de las
funciones de vigilancia y control que en esta materia tienen atribuidas las Direcciones territoriales de la Inspección de
Trabajo y Seguridad Social y las Inspecciones Provinciales de Trabajo y Seguridad Social.

La creación y funcionamiento de la Unidad especial, así como la dotación de su relación de puestos de trabajo, no
supondrá aumento de gasto público.

Disposición final tercera.  Modificación del texto refundido de la Ley sobre Infracciones y Sanciones en el Orden
Social, aprobado por el Real Decreto Legislativo 5/2000, de 4 de agosto.

El texto refundido de la Ley sobre Infracciones y Sanciones en el Orden Social, aprobado por el Real Decreto
Legislativo 5/2000, de 4 de agosto, queda modificado en los siguientes términos:

Uno. Los apartados 2 y 3 del artículo 2 quedan redactados en los siguientes términos:

«2. Los empresarios, trabajadores por cuenta propia o ajena o asimilados, perceptores y solicitantes de las
prestaciones de Seguridad Social, las entidades de formación o aquellas que asuman la organización de las acciones
de formación profesional para el empleo programada por las empresas, de forma individual o en agrupación de empresas
y los solicitantes y beneficiarios de las ayudas y subvenciones públicas de formación profesional para el empleo, las
Mutuas Colaboradoras con la Seguridad Social y demás entidades colaboradoras en la gestión, en el ámbito de la
relación jurídica de Seguridad Social, así como las entidades o empresas responsables de la gestión de prestaciones
en cuanto a sus obligaciones en relación con el Registro de Prestaciones Sociales Públicas y demás sujetos obligados
a facilitar información de trascendencia recaudatoria en materia de Seguridad Social.

3. Los empresarios, los trabajadores, los solicitantes de ayudas y subvenciones públicas y, en general, las personas
físicas o jurídicas, respecto de la normativa de colocación, fomento del empleo y de formación profesional para el
empleo.»

Dos. El apartado 1 del artículo 5 queda redactado en los siguientes términos:

«1. Son infracciones laborales las acciones u omisiones de los empresarios contrarias a las normas legales,
reglamentarias y cláusulas normativas de los convenios colectivos en materia de relaciones laborales, tanto individuales
como colectivas, de colocación, empleo, formación profesional para el empleo, de trabajo temporal y de inserción
sociolaboral, tipificadas y sancionadas de conformidad con la presente ley. Asimismo, tendrán dicha consideración las
demás acciones u omisiones de los sujetos responsables en las materias que se regulan en el presente capítulo.»

Tres. El título de la subsección 1.ª de la sección 3.ª del capítulo II queda redactado en los siguientes términos:

«Infracciones de los empresarios, de las agencias de colocación, de las entidades de formación o aquellas que asuman
la organización de las acciones de formación profesional para el empleo programada por las empresas y de los
beneficiarios de ayudas y subvenciones en materia de empleo y ayudas al fomento del empleo en general.»

Cuatro. El apartado 4 del artículo 14 queda redactado como sigue:

«4. Incumplir, los empresarios, las entidades de formación o aquellas que asuman la organización de las acciones
formativas programadas por las empresas y los solicitantes y beneficiarios de las ayudas y subvenciones públicas, las
obligaciones de carácter formal o documental exigidas en la normativa específica sobre formación profesional para el
empleo, siempre que no estén tipificadas como graves o muy graves.»

Cinco. El apartado 6 del artículo 15 queda redactado como sigue:

«6. Incumplir, los empresarios, las entidades de formación o aquellas que asuman la organización de las acciones
formativas programadas por las empresas y los beneficiarios de ayudas y subvenciones públicas, las obligaciones
establecidas en la normativa específica sobre formación profesional para el empleo, salvo que haya dado lugar al disfrute
indebido de bonificaciones en el pago de las cuotas sociales, mediante cualquiera de las acciones siguientes:

a) Ejecutar acciones formativas en los términos, forma y contenido distintos a los previamente preavisados, cuando
no se hubiera notificado en tiempo y forma su cancelación o modificación al órgano competente.

b) Ejecutar acciones formativas que no guarden relación con la actividad empresarial.

c) Incumplir las obligaciones en materia de control de asistencia de los participantes en las acciones formativas, así
como incumplir la obligación de seguimiento de la participación de los alumnos, su aprendizaje y evaluación.

d) Expedir certificaciones de asistencia o diplomas sin el contenido mínimo exigido, que no se ajusten a las acciones
formativas, aprobadas y/ o realizadas o cuando no se hayan impartido las mismas, así como negar su entrega o realizar
su remisión fuera de plazo, a pesar de haber sido requerido en tal sentido por los órganos de vigilancia y control.
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e) Incumplir las obligaciones relativas a la comunicación del inicio y finalización de cada acción formativa en los plazos,
forma o contenidos previstos en su normativa aplicable así como no comunicar las transformaciones, fusiones,
escisiones o cambios de titularidad que se produzcan en la empresa.

f) No identificar en cuenta separada o epígrafe específico de su contabilidad todos los gastos de ejecución de las
acciones formativas, así como las bonificaciones que se apliquen y la cofinanciación, en su caso, del Fondo Social
Europeo u otras ayudas e iniciativas europeas, bajo la denominación de Formación profesional para el Empleo.

g) Incumplir las obligaciones relativas a la custodia y entrega de la documentación relacionada con la organización,
gestión e impartición de las acciones formativas.

h) Imputar como coste objeto de financiación pública los bienes, productos, materiales o servicios que sean
entregados, puestos a disposición o prestados por las entidades de formación o las entidades organizadoras de la
formación y que no resulten estrictamente necesarios para la impartición de la actividad formativa.

i) Incumplir las obligaciones relativas al derecho de información y consulta de la representación legal de los
trabajadores.

Se entenderá una infracción por cada empresa y por cada acción formativa para los supuestos previstos en las letras
a), b) y c) de este apartado.»

Seis. El artículo 16 queda redactado en los siguientes términos:

«Artículo 16.  Infracciones muy graves.

1. Son infracciones muy graves:

a) Ejercer actividades de intermediación laboral, de cualquier clase y ámbito funcional, que tengan por objeto la
colocación de trabajadores sin haber presentado, con carácter previo a la actuación como agencia de colocación, una
declaración responsable, de reunir los requisitos establecidos en la Ley 56/2003, de 16 de diciembre, de Empleo, y su
normativa de desarrollo, o exigir a los trabajadores precio o contraprestación por los servicios prestados.

b) En el caso de las empresas de trabajo temporal que hubieran presentado una declaración responsable para actuar
como agencias de colocación de reunir los requisitos establecidos en la Ley 56/2003, de 16 de diciembre, de Empleo,
y su normativa de desarrollo, incumplir los mismos.

c) Solicitar datos de carácter personal en los procesos de selección o establecer condiciones, mediante la publicidad,
difusión o por cualquier otro medio, que constituyan discriminaciones para el acceso al empleo por motivos de sexo,
origen, incluido el racial o étnico, edad, estado civil, discapacidad, religión o convicciones, opinión política, orientación
sexual, afiliación sindical, condición social y lengua dentro del Estado.

d) Obtener o disfrutar indebidamente de subvenciones, ayudas de fomento del empleo o cualesquiera establecidas
en programas de apoyo a la creación de empleo o formación profesional para el empleo concedidas, financiadas o
garantizadas, en todo o en parte, por el Estado, las comunidades autónomas o el Fondo Social Europeo u otras ayudas
e iniciativas europeas, en el marco de la ejecución de la legislación laboral, ajenas al régimen económico de la Seguridad
Social.

e) La no aplicación o las desviaciones en la aplicación de las ayudas o subvenciones de fomento del empleo, de
reinserción de demandantes de empleo, de la formación profesional para el empleo, concedidas, financiadas o
garantizadas, en todo o en parte, por el Estado, las comunidades autónomas o el Fondo Social Europeo u otras ayudas
e iniciativas europeas, en el marco de la ejecución de la legislación laboral, ajenas al régimen económico de la Seguridad
Social.

f) Incumplir los empresarios, las entidades de formación o aquellas que asuman la organización de las acciones
formativas programadas por las empresas y los beneficiarios de ayudas y subvenciones públicas, las obligaciones
establecidas en la normativa específica sobre formación profesional para el empleo, salvo que haya dado lugar al disfrute
indebido de bonificaciones en el pago de cuotas sociales, mediante cualquiera de las acciones siguientes:

1.º Solicitar cantidades a los participantes para pagar total o parcialmente las iniciativas de formación profesional para
el empleo, cuando las acciones formativas sean financiables con fondos públicos y gratuitas para los mismos.

2.º Simular la contratación laboral con la finalidad de que los trabajadores participen en acciones formativas.

3.º El falseamiento de documentos, así como la simulación de la ejecución de la acción formativa, incluida la
teleformación, para la obtención o disfrute indebido de ayudas o subvenciones públicas para sí o para un tercero en
materia de formación profesional para el empleo.

4.º Impartir formación sin estar acreditadas o, en su caso, sin haber presentado la declaración responsable de acuerdo
con la normativa específica.

5.º Realizar subcontrataciones indebidas, tanto en lo que respecta a la impartición como a la organización de las
acciones formativas.
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g) La aplicación indebida o la no aplicación a los fines previstos legal o reglamentariamente de las donaciones y
acciones de patrocinio recibidas de las empresas por fundaciones y asociaciones de utilidad pública, como medida
alternativa al cumplimiento de la obligación de reserva de empleo a favor de las personas con discapacidad.

En las infracciones señaladas en los párrafos 2.º, 3.º, 4.º y 5.º de la letra f), las entidades que asuman la organización
de las acciones formativas programadas por las empresas, las entidades que impartan formación, y los beneficiarios
de ayudas y subvenciones públicas, responderán solidariamente de la devolución de las cantidades indebidamente
obtenidas por cada empresa y acción formativa.

Se entenderá una infracción por cada empresa y acción formativa para los supuestos previstos en las letras d), e) y
párrafos 2.º, 3.º, 4.º y 5.º de la letra f).»

Siete. El título de la sección 1.ª del Capítulo III queda redactado como sigue:

«Infracciones de los empresarios, entidades de formación, entidades que asuman la organización de las acciones de
formación profesional para el empleo programada por las empresas, trabajadores por cuenta propia y asimilados.»

Ocho. Se modifica el apartado 9 del artículo 22 en los siguientes términos:

«9. Obtener o disfrutar indebidamente cualquier tipo de reducciones, bonificaciones o incentivos en relación con el
importe de las cuotas sociales que corresponda, entendiendo producida una infracción por cada trabajador afectado,
salvo que se trate de bonificaciones de formación profesional para el empleo y reducciones de las cotizaciones por
contingencias profesionales a las empresas que hayan contribuido especialmente a la disminución y prevención de la
siniestralidad laboral, en la que se entenderá producida una infracción por cada empresa y acción formativa.»

Nueve. Se añade un nuevo apartado 15 al artículo 22, con la siguiente redacción:

«15. Incumplir, las entidades de formación o aquellas que asuman la organización de las acciones formativas
programadas por las empresas, los requisitos de cada acción formativa establecidos por la normativa específica sobre
formación profesional para el empleo, cuando haya dado lugar al disfrute indebido de bonificaciones en el pago de
cuotas, salvo cuando la infracción sea calificada como muy grave de acuerdo con el artículo siguiente.

Dichas entidades responderán solidariamente de la devolución de las cantidades indebidamente bonificadas por cada
empresa y acción formativa.

Se entenderá una infracción por cada empresa y por cada acción formativa.»

Diez. La letra h) del apartado 1 del artículo 23 queda redactada del siguiente modo:

«h) Incurrir los empresarios, las entidades de formación o aquellas que asuman la organización de las acciones
formativas programadas por las empresas, en el falseamiento de documentos o en la simulación de la ejecución de la
acción formativa, incluida la teleformación, para la obtención o disfrute indebido de bonificaciones en materia de
formación profesional para el empleo.

Se entenderá una infracción por cada empresa y por cada acción formativa.»

Once. Se añade un nuevo párrafo al apartado 2 del artículo 23, con la siguiente redacción:

«En las infracciones señaladas en el apartado 1.h), las entidades de formación o aquellas que asuman la organización
de las acciones formativas programadas por las empresas y los solicitantes o beneficiarios de subvenciones y ayudas
públicas, responderán solidariamente de la devolución de las cantidades disfrutadas de forma indebida por cada acción
formativa.»

Doce. El último párrafo del artículo 40.1.f) queda redactado en los siguientes términos:

«Las sanciones impuestas por las infracciones muy graves tipificadas en las letras d), e) y f) del apartado 1 del artículo
16, y en las letras a) y h) del apartado 1 del artículo 23, así como las sanciones por obstrucción calificadas como muy
graves en el párrafo anterior, una vez firmes, se harán públicas en la forma que se prevea reglamentariamente.»

Trece. Se modifica el título de la subsección 3.ª de la sección 2.ª del capítulo VI, que queda redactado del siguiente
modo:

«Sanciones accesorias a los empresarios, entidades de formación o aquellas que asuman la organización de las
acciones formativas programadas por las empresas en materia de empleo, ayudas de fomento del empleo, subvenciones
y ayudas para la formación profesional para el empleo y protección por desempleo.»

Catorce. La rúbrica y el apartado 1 del artículo 46 quedan redactados en los siguientes términos:

«Artículo 46.  Sanciones accesorias.

1. Sin perjuicio de las sanciones a que se refiere el artículo 40.1 y, salvo lo establecido en el artículo 46 bis de esta
ley, los empresarios que hayan cometido las infracciones graves previstas en los apartados 3 y 6 del artículo 15 o las
infracciones muy graves tipificadas en los artículos 16 y 23 de esta ley, en materia de empleo, formación profesional
para el empleo y protección por desempleo:

7. Ley 30/2015, regulación del Sistema de Formación Profesional para el empleo en el ámbito laboral.
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a) Perderán, automáticamente, y de forma proporcional al número de trabajadores afectados por la infracción, las
ayudas, bonificaciones y, en general, los beneficios derivados de la aplicación de los programas de empleo o formación
profesional para el empleo, con efectos desde la fecha en que se cometió la infracción.

La pérdida de estas ayudas, subvenciones, bonificaciones y beneficios derivados de la aplicación de los programas
de empleo o formación profesional para el empleo afectará a los de mayor cuantía, con preferencia sobre los que la
tuvieren menor en el momento de la comisión de la infracción. Este criterio ha de constar necesariamente en el acta de
infracción, de forma motivada.

b) Podrán ser excluidos del acceso a tales ayudas, subvenciones, bonificaciones y beneficios por un período máximo
de dos años, con efectos desde la fecha de la resolución que imponga la sanción.

Se excluirá en todo caso del acceso a tales ayudas, subvenciones, bonificaciones y beneficios por un periodo de
cinco años, cuando la infracción cometida estuviera tipificada como muy grave en las letras d), e) y f) del apartado 1 del
artículo 16 y en la letra h) del apartado 1 del artículo 23 de esta ley, con efectos desde la fecha de la resolución que
imponga la sanción.

c) En los supuestos previstos en las letras d), e) y f) del artículo 16.1, quedan obligados, en todo caso, a la devolución
de las cantidades obtenidas indebidamente y las no aplicadas o aplicadas incorrectamente.»

Disposición final cuarta.  Modificación de la Ley 56/2003, de 16 de diciembre, de Empleo.

Se modifica el artículo 26 de la Ley 56/2003, de 16 de diciembre, de Empleo, que queda redactado en los siguientes
términos:

«Artículo 26.  Sistema de formación profesional para el empleo en el ámbito laboral.

1. El sistema de formación profesional para el empleo en el ámbito laboral está constituido por el conjunto de iniciativas,
programas e instrumentos que tienen como finalidad impulsar y extender entre las empresas y los trabajadores ocupados
y desempleados una formación que contribuya al desarrollo personal y profesional de los trabajadores y a su promoción
en el trabajo que responda a las necesidades del mercado laboral y esté orientada a la mejora de la empleabilidad de
los trabajadores y la competitividad empresarial, conforme a los fines y principios establecidos en la Ley Orgánica
5/2002, de las Cualificaciones y la Formación Profesional y en la normativa reguladora del sistema de formación
profesional para el empleo en el ámbito laboral.

2. Sin perjuicio de las competencias de ejecución de las comunidades autónomas, la Administración General del
Estado, en el ejercicio de su competencia normativa plena, ejercerá la coordinación en el diseño estratégico del sistema.
Por su parte, las organizaciones empresariales y sindicales más representativas participarán en los órganos de
gobernanza del sistema y en particular en el diseño, la planificación, la programación, el control, el seguimiento, la
evaluación y la difusión de la formación profesional para el empleo, especialmente en la dirigida a los trabajadores
ocupados, en los términos previstos en la normativa reguladora del sistema de formación profesional para el empleo en
el ámbito laboral. Esta participación se llevará a cabo directamente o a través de estructuras paritarias sectoriales.

3. En el marco de la planificación estratégica del conjunto del sistema, el Ministerio de Empleo y Seguridad Social,
con la participación de las comunidades autónomas, de las organizaciones empresariales y sindicales más
representativas y de las organizaciones representativas de autónomos y de la Economía Social, elaborará un escenario
plurianual de la formación profesional para el empleo y desarrollará un sistema eficiente de observación y prospección
del mercado de trabajo para detectar y anticipar los cambios en las demandas de cualificación y competencias del tejido
productivo.

4. El sistema de formación profesional para el empleo en el ámbito laboral dispondrá de una financiación suficiente,
estable y equitativa, que incluirá la proveniente de la cuota de formación profesional, con el fin de otorgarle estabilidad
al propio sistema. Esta financiación deberá gestionarse en régimen de concurrencia competitiva abierta a todos los
proveedores de formación, acreditados y/o inscritos conforme a la normativa vigente, para la impartición de toda la
programación formativa de las distintas Administraciones públicas.

Las Administraciones competentes, previa consulta con las organizaciones empresariales y sindicales más
representativas, podrán decidir la implantación progresiva de un cheque formación para trabajadores desempleados
delimitando los sectores en los que se aplicará. A tal efecto, reglamentariamente se determinarán los requisitos y
condiciones para su disfrute. Asimismo, en el seno de la Conferencia Sectorial de Empleo y Asuntos Laborales se
analizará su puesta en marcha y los mecanismos para su evaluación.

5. Las iniciativas y las acciones de formación profesional para el empleo estarán dirigidas a la adquisición, mejora y
actualización permanente de las competencias y cualificaciones profesionales, favoreciendo la formación a lo largo de
toda la vida de la población activa, y conjugando las necesidades de las personas, las empresas, los territorios y los
sectores productivos.
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6. Las Administraciones públicas competentes promoverán el mantenimiento de una red de entidades de formación,
públicas y privadas, que junto a sus centros propios, garantice una permanente oferta de formación para el empleo de
calidad.

Asimismo, realizarán un seguimiento y control efectivo de las acciones formativas, que comprenderá la totalidad de
las iniciativas y modalidades de impartición y se ampliará más allá de la mera comprobación de requisitos y formalidades,
incorporando los resultados de la formación y contribuyendo a la garantía de su calidad. Para ello, reforzarán sus
instrumentos y medios de control, así como su capacidad sancionadora a través de una Unidad Especial de la Inspección
de Trabajo y Seguridad Social.

7. El Certificado de Profesionalidad es el instrumento de acreditación, en el ámbito laboral, de las cualificaciones
profesionales del Catálogo Nacional de Cualificaciones Profesionales adquiridas a través de procesos formativos o del
proceso de reconocimiento de la experiencia laboral y de vías no formales de formación.

8. El sistema de formación profesional para el empleo contará con un sistema integrado de información que garantice
la trazabilidad de las acciones formativas y la comparabilidad, la coherencia y la actualización permanente de toda la
información sobre formación profesional para el empleo, que quedará recogida en un portal único que interconecte los
servicios autonómicos de empleo con el estatal y haga que sus formatos sean homogéneos.

9. La Administraciones públicas competentes impulsarán su colaboración y coordinación para la mejora de la calidad,
eficacia y eficiencia del sistema de formación profesional para el empleo. Asimismo, impulsarán procesos de evaluación
permanente y en todas las fases del proceso formativo, como garantía de calidad de la formación, de manera que
permitan conocer su impacto en el acceso y mantenimiento del empleo.»

Disposición final quinta.  Modificación de la Ley 20/2007, de 11 de julio, del Estatuto del trabajo autónomo.

La Ley 20/2007, de 11 de julio, del Estatuto del trabajo autónomo, queda modificada en los siguientes términos:

Uno. El artículo 21 queda redactado como sigue:

«Artículo 21.  Determinación de la representatividad de las asociaciones de trabajadores autónomos.

1. Sin perjuicio de la representación que ostentan de sus afiliados y a los efectos de lo previsto en este artículo y el
siguiente, tendrán la consideración de asociaciones profesionales representativas de los trabajadores autónomos a
nivel estatal, aquéllas que, inscritas en el Registro Estatal de Asociaciones Profesionales de Trabajadores Autónomos,
demuestren una suficiente implantación en el ámbito nacional.

2. La suficiente implantación a nivel estatal se reconocerá teniendo en cuenta el número de trabajadores autónomos
afiliados, así como la dimensión de su estructura, reflejada en los recursos humanos contratados por la asociación y su
implantación en el territorio.

Será necesario acreditar un nivel de afiliación de los cotizantes al Régimen Especial de Seguridad Social de los
Trabajadores por Cuenta Propia o Autónomos en los términos que reglamentariamente se determinen, y disponer de
sedes y recursos humanos en, al menos, tres comunidades autónomas, todo ello en el año natural anterior al de la
solicitud de la acreditación.

La documentación acreditativa del cumplimiento de los requisitos exigidos se deberá presentar en el Registro Estatal
de Asociaciones Profesionales de Trabajadores Autónomos en los términos que reglamentariamente se determinen.

3. Las asociaciones representativas de los trabajadores autónomos intersectoriales a nivel estatal y, además, las
organizaciones empresariales y sindicales más representativas, gozarán de una posición jurídica singular, que les otorga
capacidad jurídica para actuar en representación de los trabajadores autónomos a todos los niveles territoriales con las
siguientes funciones:

a) Ostentar representación institucional ante las Administraciones Públicas u otras entidades u organismos de carácter
estatal o de comunidad autónoma que la tengan prevista.

b) Ser consultadas cuando las Administraciones Públicas diseñen las políticas públicas que incidan sobre el trabajo
autónomo.

c) Colaborar en el diseño de programas públicos dirigidos a los trabajadores autónomos en los términos previstos
legalmente.

d) Cualquier otra función que se establezca legal o reglamentariamente.

4. La suficiente implantación a nivel autonómico se reconocerá teniendo en cuenta los mismos criterios que para el
reconocimiento de la representatividad a nivel estatal, en los términos establecidos en el apartado 2.

Las Asociaciones profesionales de Trabajadores Autónomos que tengan la consideración de representativas a nivel
autonómico gozarán de capacidad para ejercer, en el ámbito específico de la comunidad autónoma, las funciones
previstas en el apartado 3.»

7. Ley 30/2015, regulación del Sistema de Formación Profesional para el empleo en el ámbito laboral.
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Dos. La disposición adicional duodécima queda redactada como sigue:

«Disposición adicional duodécima.  Participación de trabajadores autónomos en programas de formación e infor-
mación de prevención de riesgos laborales.

Con la finalidad de reducir la siniestralidad y evitar la aparición de enfermedades profesionales en los respectivos
sectores, las asociaciones representativas de los trabajadores autónomos intersectoriales y las organizaciones sindicales
y empresariales más representativas podrán realizar programas permanentes de información y formación
correspondientes a dicho colectivo, promovidos por las Administraciones Públicas competentes en materia de prevención
de riesgos laborales y de reparación de las consecuencias de los accidentes de trabajo y las enfermedades
profesionales.»

Disposición final sexta.  Modificación de la Ley 14/2011, de 1 de junio, de la Ciencia, la Tecnología y la Innovación.

Se modifica el párrafo c) del artículo 21 de la Ley 14/2011, de 1 de junio, de la Ciencia, la Tecnología y la Innovación,
que queda redactado en los siguientes términos:

«c) El contrato será de duración determinada, con dedicación a tiempo completo.

La duración del contrato no podrá ser inferior a un año, ni exceder de cuatro años. Cuando el contrato se hubiese
concertado por una duración inferior a cuatro años podrá prorrogarse sucesivamente sin que, en ningún caso, las
prórrogas puedan tener una duración inferior a un año. La actividad desarrollada por el personal investigador predoctoral
en formación será evaluada anualmente por la comisión académica del programa de doctorado, o en su caso de la
escuela de doctorado, durante el tiempo que dure su permanencia en el programa, pudiendo ser resuelto el contrato en
el supuesto de no superarse favorablemente dicha evaluación.

No obstante, cuando el contrato se concierte con una persona con discapacidad, el contrato podrá alcanzar una
duración máxima de seis años, prórrogas incluidas, teniendo en cuenta las características de la actividad investigadora
y el grado de las limitaciones en la actividad.

Ningún trabajador podrá ser contratado mediante esta modalidad, en la misma o distinta entidad, por un tiempo
superior a cuatro años, incluidas las posibles prórrogas, salvo en el caso de las personas con discapacidad indicadas
en el párrafo anterior para las que el tiempo no podrá ser superior a seis años.

Sin perjuicio de lo establecido en los párrafos anteriores, en el supuesto de que, por haber estado ya contratado el
trabajador bajo esta modalidad, el tiempo que reste hasta el máximo de cuatro años, o de seis en el caso de personas
con discapacidad, sea inferior a un año, podrá concertarse el contrato, o su prórroga, por el tiempo que reste hasta el
máximo establecido en cada caso.

Las situaciones de incapacidad temporal, riesgo durante el embarazo, maternidad, adopción o acogimiento, riesgo
durante la lactancia y paternidad, suspenderán el cómputo de la duración del contrato».

Disposición final séptima.  Modificación del Real Decreto 1192/2012, de 3 de agosto, por el que se regula la condi-
ción de asegurado y de beneficiario a efectos de la asistencia sanitaria en España, con cargo a fondos públicos, a
través del Sistema Nacional de Salud.

Se añade una nueva disposición adicional décima en el Real Decreto 1192/2012, de 3 de agosto, por el que se regula
la condición de asegurado y de beneficiario a efectos de la asistencia sanitaria en España, con cargo a fondos públicos,
a través del Sistema Nacional de Salud, con la siguiente redacción:

«Disposición adicional décima.  Personal de los Montepíos de las Administraciones Públicas de Navarra.

A efectos de la asistencia sanitaria con cargo al Sistema Nacional de Salud, los funcionarios en activo al servicio de
la Diputación Foral, Ayuntamientos, Concejos y Entidades Administrativas de Navarra así como los pensionistas
encuadrados en los Montepíos de las Administraciones Públicas de Navarra, se entenderán incluidos respectivamente
en los párrafos 1.º y 2.º del artículo 2.1.a) de este real decreto.

Asimismo, los familiares de unos y otros, que se encuentren en alguno de los supuestos y cumplan con los requisitos
establecidos en el artículo 3, tendrán la condición de beneficiarios de aquellos a efectos de la asistencia sanitaria con
cargo al Sistema Nacional de Salud.»

Disposición final octava.  Modificación de disposiciones reglamentarias.

Las normas reglamentarias que son objeto de modificación por esta ley podrán ser modificadas en el futuro por normas
del rango reglamentario correspondiente a la norma en que figuran.
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Disposición final novena.  Habilitación reglamentaria.

En un plazo máximo de 6 meses desde la entrada en vigor de la presente ley el Gobierno, en el ámbito de sus
competencias, dictará las disposiciones que sean precisas para el desarrollo y ejecución de lo establecido en el mismo.

Disposición final décima.  Entrada en vigor.

La presente ley entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado», salvo lo
establecido en los artículos 9.4 y 14.1.

Por tanto,

Mando a todos los españoles, particulares y autoridades, que guarden y hagan guardar esta ley.

Madrid, 9 de septiembre de 2015.

FELIPE R.
El Presidente del Gobierno,
MARIANO RAJOY BREY

Usuario
Cuadro de texto
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I. DISPOSICIONES GENERALES
MINISTERIO DE EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL

Real Decreto Legislativo 3/2015, de 23 de octubre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de Empleo.

BOLETÍN OFICIAL DEL ESTADO
Núm. 255 Sábado 24 de octubre de 2015 Sec. I.   Pág. 100309

El artículo Uno.f) de la Ley 20/2014, de 29 de octubre, por la que se delega en el Gobierno la potestad de dictar
diversos textos refundidos, en virtud de lo establecido en el artículo 82 y siguientes de la Constitución Española, autorizó
al Gobierno para aprobar un texto refundido en el que se integrasen, debidamente regularizadas, aclaradas y
armonizadas, la Ley 56/2003, de 16 de diciembre, de Empleo, y todas las disposiciones legales relacionadas que se
enumeran en ese apartado, así como las normas con rango de ley que las hubieren modificado y las que, afectando a
su ámbito material, puedan, en su caso, promulgarse antes de la aprobación por Consejo de Ministros del texto refundido
que proceda y así se haya previsto en las mismas. El plazo para la realización de dicho texto es de doce meses a partir
de la entrada en vigor de la citada Ley 20/2014, de 29 de octubre, que tuvo lugar el 31 de octubre de 2014.

Este real decreto legislativo ha sido sometido a consulta de las organizaciones sindicales y empresariales más
representativas. Además, ha sido informado por el Consejo Económico y Social.

En su virtud, a propuesta de la Ministra de Empleo y Seguridad Social, de acuerdo con el Consejo de Estado y previa
deliberación del Consejo de Ministros en su reunión del día 23 de octubre de 2015,

DISPONGO:

Artículo único.Aprobación del texto refundido de la Ley de Empleo.

Se aprueba el texto refundido de la Ley de Empleo que se inserta a continuación.

Disposición derogatoria única.Derogación normativa.

Quedan derogadas cuantas disposiciones de igual o inferior rango se opongan a lo dispuesto en el texto refundido de
la Ley de Empleo, y en particular, las siguientes:

a)La Ley 56/2003, de 16 de diciembre, de Empleo.

b)Las disposiciones adicionales sexta y decimoséptima de la Ley 35/2010, de 17 de septiembre, de medidas urgentes
para la reforma del mercado de trabajo.

c)La disposición adicional primera, el último párrafo de la disposición transitoria segunda y la disposición final primera
del Real Decreto-ley 3/2011, de 18 de febrero, de medidas urgentes para la mejora de la empleabilidad y la reforma de
las políticas activas de empleo.

d)La disposición adicional decimoquinta de la Ley 3/2012, de 6 de julio, de medidas urgentes para la reforma del
mercado laboral.

Dado en Oviedo, a 23 de octubre de 2015.

FELIPE R.

[...]
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TÍTULO III

Instrumentos de la política de empleo

CAPÍTULO II

Las políticas activas de empleo

Artículo 36.Concepto de las políticas activas de empleo.

1.Se entiende por políticas activas de empleo el conjunto de servicios y programas de orientación, empleo y formación
profesional para el empleo en el ámbito laboral dirigidas a mejorar las posibilidades de acceso al empleo, por cuenta
ajena o propia, de las personas desempleadas, al mantenimiento del empleo y a la promoción profesional de las
personas ocupadas y al fomento del espíritu empresarial y de la economía social.

Las políticas definidas en el párrafo anterior deberán desarrollarse en todo el Estado, teniendo en cuenta la Estrategia
Española de Activación para el Empleo, los contenidos comunes establecidos en la normativa estatal de aplicación, las
necesidades de los demandantes de empleo y los requerimientos de los respectivos mercados de trabajo, de manera
coordinada entre los agentes de formación profesional para el empleo en el ámbito laboral e intermediación laboral que
realizan tales acciones, con objeto de favorecer la colocación de los demandantes de empleo.

2.Dichas políticas se complementarán y se relacionarán, en su caso, con la protección por desempleo regulada en el
texto refundido de la Ley General de la Seguridad Social. La acción protectora por desempleo a que se refiere el artículo
206 del referido texto legal comprende las prestaciones por desempleo de nivel contributivo y asistencial y las acciones
que integran las políticas activas de empleo.

3.Los recursos económicos destinados a las políticas activas de empleo serán gestionados por los servicios públicos
de empleo, pudiendo desarrollar los servicios y programas que consideren necesarios, teniendo en cuenta los aspectos
contemplados en el apartado 1 de este artículo, y que se incluirán en los Planes Anuales de Política de Empleo y estarán
integrados en los Ejes establecidos en el artículo 10.4.

Estos servicios y programas podrán ser gestionados mediante la concesión de subvenciones públicas, contratación
administrativa, suscripción de convenios, gestión directa o cualquier otra forma jurídica ajustada a derecho.

Artículo 37.Principios generales de las políticas activas de empleo.

1.En el diseño y ejecución de las políticas activas de empleo han de estar presentes los siguientes principios generales:

a)El tratamiento individualizado y especializado a las personas en situación de desempleo para mejorar su
empleabilidad, así como a las personas ocupadas para contribuir a la calidad y mantenimiento de su empleo.

b)La respuesta a las necesidades de las empresas en materia de capital humano, empleo y formación.

c)El fomento del autoempleo y la iniciativa emprendedora, especialmente en el marco de la economía sostenible y de
los nuevos yacimientos de empleo, incluyendo la atención y el acompañamiento a las personas emprendedoras en la
puesta en marcha de su iniciativa empresarial.

d)La igualdad de oportunidades y no discriminación en el acceso al empleo en los términos previstos en el artículo
2.a). En particular, se tendrá en cuenta de manera activa el objetivo de la igualdad de trato entre mujeres y hombres
para garantizar en la práctica la plena igualdad por razón de sexo.

e)La adecuación a las características del territorio, teniendo en cuenta la realidad del mercado de trabajo y las
peculiaridades locales y sectoriales.

2.Estos principios informarán, a su vez, todas las actuaciones de las entidades colaboradoras de los servicios públicos
de empleo.

Artículo 38.Desarrollo de las políticas activas de empleo.

Los servicios y programas de políticas activas de empleo darán cobertura a los Ejes establecidos en el artículo 10.4
y se diseñarán y desarrollarán por las comunidades autónomas y por el Servicio Público de Empleo Estatal en el ámbito
de sus competencias teniendo en cuenta los contenidos comunes establecidos en la normativa estatal de aplicación. A
estos efectos, reglamentariamente se regularán servicios y programas y contenidos comunes que serán de aplicación
en todo el territorio del Estado. Este desarrollo reglamentario incluirá un marco legal de medidas estatales de políticas
activas de empleo dirigidas de manera integrada a favorecer la inclusión laboral de las personas con discapacidad, que
establecerá los contenidos mínimos que serán de aplicación en el conjunto del Estado.



Artículo 39.Evaluación continuada de las políticas activas de empleo.

Anualmente, el Gobierno presentará una memoria sobre el gasto, incluido el necesario para la gestión del sistema, y
los resultados de las políticas activas de empleo en el conjunto del Estado con el objetivo de otorgar mayor transparencia
a las políticas de empleo y de formación, al tiempo que contribuye a garantizar la eficacia y eficiencia del gasto en
consonancia con los objetivos fijados.

En ella, se incluirá un apartado destinado a la evaluación de la mejora de los procedimientos de la iniciativa de
formación programada por las empresas, en cuanto a la reducción de las cargas burocráticas, rigideces del sistema y
la incorporación de las pequeñas y medianas empresas.

Artículo 40.Sistema de formación profesional para el empleo en el ámbito laboral.

1.El sistema de formación profesional para el empleo en el ámbito laboral está constituido por el conjunto de iniciativas,
programas e instrumentos que tienen como finalidad impulsar y extender entre las empresas y los trabajadores ocupados
y desempleados una formación que contribuya al desarrollo personal y profesional de los trabajadores y a su promoción
en el trabajo que responda a las necesidades del mercado laboral y esté orientada a la mejora de la empleabilidad de
los trabajadores y la competitividad empresarial, conforme a los fines y principios establecidos en la Ley Orgánica
5/2002, de las Cualificaciones y la Formación Profesional y en la normativa reguladora del sistema de formación
profesional para el empleo en el ámbito laboral.

2.Sin perjuicio de las competencias de ejecución de las comunidades autónomas, la Administración General del
Estado, en el ejercicio de su competencia normativa plena, ejercerá la coordinación en el diseño estratégico del sistema.
Por su parte, las organizaciones empresariales y sindicales más representativas participarán en los órganos de
gobernanza del sistema y en particular en el diseño, la planificación, la programación, el control, el seguimiento, la
evaluación y la difusión de la formación profesional para el empleo, especialmente en la dirigida a los trabajadores
ocupados, en los términos previstos en la normativa reguladora del sistema de formación profesional para el empleo en
el ámbito laboral. Esta participación se llevará a cabo directamente o a través de estructuras paritarias sectoriales.

3.En el marco de la planificación estratégica del conjunto del sistema, el Ministerio de Empleo y Seguridad Social,
con la participación de las comunidades autónomas, de las organizaciones empresariales y sindicales más
representativas y de las organizaciones representativas de autónomos y de la Economía Social, elaborará un escenario
plurianual de la formación profesional para el empleo y desarrollará un sistema eficiente de observación y prospección
del mercado de trabajo para detectar y anticipar los cambios en las demandas de cualificación y competencias del tejido
productivo.

4.El sistema de formación profesional para el empleo en el ámbito laboral dispondrá de una financiación suficiente,
estable y equitativa, que incluirá la proveniente de la cuota de formación profesional, con el fin de otorgarle estabilidad
al propio sistema. Esta financiación deberá gestionarse en régimen de concurrencia competitiva abierta a todos los
proveedores de formación, acreditados y/o inscritos conforme a la normativa vigente, para la impartición de toda la
programación formativa de las distintas Administraciones públicas.

Las Administraciones competentes, previa consulta con las organizaciones empresariales y sindicales más
representativas, podrán decidir la implantación progresiva de un cheque formación para trabajadores desempleados
delimitando los sectores en los que se aplicará. A tal efecto, reglamentariamente se determinarán los requisitos y
condiciones para su disfrute. Asimismo, en el seno de la Conferencia Sectorial de Empleo y Asuntos Laborales se
analizará su puesta en marcha y los mecanismos para su evaluación.

5.Las iniciativas y las acciones de formación profesional para el empleo estarán dirigidas a la adquisición, mejora y
actualización permanente de las competencias y cualificaciones profesionales, favoreciendo la formación a lo largo de
toda la vida de la población activa, y conjugando las necesidades de las personas, las empresas, los territorios y los
sectores productivos.

6.Las Administraciones públicas competentes promoverán el mantenimiento de una red de entidades de formación,
públicas y privadas, que junto a sus centros propios, garantice una permanente oferta de formación para el empleo de
calidad.

Asimismo, realizarán un seguimiento y control efectivo de las acciones formativas, que comprenderá la totalidad de
las iniciativas y modalidades de impartición y se ampliará más allá de la mera comprobación de requisitos y formalidades,
incorporando los resultados de la formación y contribuyendo a la garantía de su calidad. Para ello, reforzarán sus
instrumentos y medios de control, así como su capacidad sancionadora a través de una Unidad Especial de la Inspección
de Trabajo y Seguridad Social.

7.El Certificado de Profesionalidad es el instrumento de acreditación, en el ámbito laboral, de las cualificaciones
profesionales del Catálogo Nacional de Cualificaciones Profesionales adquiridas a través de procesos formativos o del
proceso de reconocimiento de la experiencia laboral y de vías no formales de formación.
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8.El sistema de formación profesional para el empleo contará con un sistema integrado de información que garantice
la trazabilidad de las acciones formativas y la comparabilidad, la coherencia y la actualización permanente de toda la
información sobre formación profesional para el empleo, que quedará recogida en un portal único que interconecte los
servicios autonómicos de empleo con el estatal y haga que sus formatos sean homogéneos.

9.La Administraciones públicas competentes impulsarán su colaboración y coordinación para la mejora de la calidad,
eficacia y eficiencia del sistema de formación profesional para el empleo. Asimismo, impulsarán procesos de evaluación
permanente y en todas las fases del proceso formativo, como garantía de calidad de la formación, de manera que
permitan conocer su impacto en el acceso y mantenimiento del empleo.

[...]
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I.DISPOSICIONES GENERALES
MINISTERIO DE LA PRESIDENCIA

Real Decreto 1529/2012, de 8 de noviembre, por el que se desarrolla el contrato para la formación y el aprendizaje y
se establecen las bases de la formación profesional dual.

BOLETÍN OFICIAL DEL ESTADO
Núm. 270 Viernes 9 de noviembre de 2012 Sec. I.   Pág. 78348

El Real Decreto-ley 10/2011, de 26 de agosto, de medidas urgentes para la promoción del empleo de los jóvenes, el
fomento de la estabilidad en el empleo y el mantenimiento del programa de recualificación profesional de las personas
que agoten su prestación por desempleo, modificó diversos aspectos de la legislación laboral. Entre dichas
modificaciones, poseen especial relevancia las que afectan a los denominados contratos para la formación regulados
en el artículo 11.2 del texto refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores, aprobado por Real Decreto Legislativo
1/1995, de 24 de marzo, que en virtud de las mismas pasan a denominarse contratos para la formación y el aprendizaje.
Esta modalidad contractual se configura como un instrumento destinado a favorecer la inserción laboral y la formación
de las personas jóvenes en un régimen de alternancia de actividad laboral retribuida en una empresa con actividad
formativa recibida en el marco del sistema de formación profesional para el empleo o del sistema educativo.

A su vez, la Ley 3/2012, de 6 de julio, de medidas urgentes para la reforma del mercado laboral ha modificado la
regulación del contrato para la formación y el aprendizaje para potenciar el empleo juvenil suprimiendo ciertas
limitaciones para su aplicación en las empresas que se han considerado poco adecuadas.

A dichos objetivos contribuye igualmente el presente real decreto, que sustituye las disposiciones reglamentarias
anteriores relativas a los contratos de formación, incorporando las modificaciones derivadas de las citadas reformas
legales en relación con aquellos aspectos relativos al contrato para la formación y el aprendizaje que requieren un
desarrollo reglamentario. En tal sentido, este real decreto se dicta en uso de la autorización prevista en la disposición
final quinta del Estatuto de los Trabajadores y en la disposición final decimonovena de la Ley 3/2012, de 6 de julio.

Asimismo, este real decreto pretende establecer las bases para la implantación progresiva de la formación profesional
dual en España, entendida como el conjunto de acciones e iniciativas formativas que tienen por objeto la cualificación
profesional de las personas, combinando los procesos de enseñanza y aprendizaje en la empresa y en el centro de
formación. Procede avanzar decididamente en una formación profesional dual basada en una mayor colaboración y
participación de las empresas en los sistemas de formación profesional, propiciando una participación más activa de la
empresa en el propio proceso formativo del alumnado y, así, permitir que éstas conozcan de manera más cercana la
formación que reciben los jóvenes, cada vez más adaptada a las demandas de los sectores productivos y a las
necesidades específicas de las empresas. Con la formación dual se pretende que la empresa y el centro de formación
profesional estrechen sus vínculos, aúnen esfuerzos y favorezcan una mayor inserción del alumnado en el mundo
laboral durante el periodo de formación.

En este sentido, los artículos 6 y 11.3 de la Ley Orgánica 5/2002, de 19 de junio, de las Cualificaciones y de la
Formación Profesional, especifican que la colaboración de las empresas en el desarrollo del Sistema Nacional de
Cualificaciones y Formación Profesional se desarrollará entre otros ámbitos, mediante su participación en la formación
de los alumnos en los centros de trabajo, favoreciendo la realización de prácticas profesionales de los alumnos en
empresas y otras entidades, y llaman a establecer los mecanismos adecuados para que la formación que reciba
financiación pública pueda ofrecerse por centros o directamente por las empresas, mediante conciertos, convenios,
subvenciones u otros procedimientos. Y el artículo 42.2 de la Ley Orgánica 2/2006, de 3 de mayo, de Educación, prevé
que el currículo de las enseñanzas de Formación Profesional incluirá una fase de formación práctica en los centros de
trabajo. La regulación de este real decreto en lo relativo a la formación dual se dicta por tanto de conformidad con lo
establecido en la disposición final tercera de la Ley Orgánica 5/2002 y en la disposición final sexta de la Ley Orgánica
2/2006, en relación con su artículo 39.6.

9. Real Decreto 1529/2012. Contrato de formación y aprendizaje y bases de la formación profesional dual
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En el proceso de elaboración de este real decreto, han sido consultadas las organizaciones empresariales y sindicales
más representativas, ha emitido informe el Consejo General de la Formación Profesional, el Consejo General del Sistema
Nacional de Empleo, el Consejo Escolar del Estado, la Comisión Estatal de Formación para el Empleo y el Consejo
General de la Discapacidad y han sido informadas la Conferencia Sectorial de Empleo y Asuntos Laborales y la
Conferencia Sectorial de Educación.

En su virtud, a propuesta de los Ministros de Empleo y Seguridad Social y de Educación, Cultura y Deporte, de acuerdo
con el Consejo de Estado y previa deliberación del Consejo de Ministros en su reunión del día 8 de noviembre de 2012,

DISPONGO:

TÍTULO I

Disposiciones generales

Artículo 1.Objeto.

1.El objeto de este real decreto es el desarrollo reglamentario del contrato para la formación y el aprendizaje, regulado
en el artículo 11.2 del texto refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores, aprobado por Real Decreto Legislativo
1/1995, de 24 de marzo.

2.Asimismo, es objeto de este real decreto la regulación de determinados aspectos de la formación profesional dual,
que combina los procesos de enseñanza y aprendizaje en la empresa y en el centro de formación.

Artículo 2.Definición de formación profesional dual.

1.A los efectos del presente real decreto, se entenderá por formación profesional dual el conjunto de las acciones e
iniciativas formativas, mixtas de empleo y formación, que tienen por objeto la cualificación profesional de los trabajadores
en un régimen de alternancia de actividad laboral en una empresa con la actividad formativa recibida en el marco del
sistema de formación profesional para el empleo o del sistema educativo.

2.Tendrá la consideración de formación profesional dual la actividad formativa inherente a los contratos para la
formación y el aprendizaje regulada en el capítulo II del título II.

3.Asimismo, tendrán consideración de formación profesional dual los proyectos desarrollados en el ámbito del sistema
educativo regulados en el título III.

Artículo 3.Modalidades de desarrollo de la formación profesional dual.

1.La formación profesional dual se desarrollará a través de alguna de las siguientes modalidades:

a)Formación exclusiva en centro formativo, que consiste en compatibilizar y alternar la formación que se adquiere en
el centro de formación y la actividad laboral que se lleva a cabo en la empresa.

b)Formación con participación de la empresa, consistente en que las empresas faciliten a los centros de formación
los espacios, las instalaciones o los expertos para impartir total o parcialmente determinados módulos profesionales o
módulos formativos.

c)Formación en empresa autorizada o acreditada y en centro de formación, que consiste en la impartición de
determinados módulos profesionales o módulos formativos en la empresa, complementariamente a los que se impartan
en el centro de formación.

d)Formación compartida entre el centro de formación y la empresa, que consiste en coparticipar en distinta proporción
en los procesos de enseñanza y aprendizaje en la empresa y en el centro de formación. La empresa deberá disponer
de autorización de la Administración educativa y/o de la acreditación de la Administración laboral correspondiente para
impartir este tipo de formación, y estará adscrita al centro con el que comparta la formación.

e)Formación exclusiva en la empresa, que consiste en que la formación se imparte en su totalidad en la empresa de
acuerdo con lo dispuesto en el artículo 18.4.

2.Las empresas autorizadas para impartir ciclos formativos de formación profesional se someterán a supervisión
educativa, en la forma que determinen las Administraciones educativas competentes.

3.En el supuesto de que la formación en la empresa, prevista en este artículo, apartado 1, letras b, c), d) y e), se dirija
a la obtención de un título de formación profesional la evaluación del alumnado será responsabilidad de los Profesores
de los módulos profesionales del centro de adscripción, teniendo en cuenta las aportaciones de los formadores de la
empresa y las actividades desarrolladas en la misma. En el supuesto de que la formación se dirija a la obtención de un



certificado de profesionalidad la evaluación se efectuará de acuerdo con lo contemplado en el Real Decreto 34/2008,
de 18 de enero, por el que se regulan los certificados de profesionalidad.

Artículo 4.Centros participantes.

La actividad formativa inherente a la formación profesional dual será impartida por la red de centros de formación
profesional a que se refiere el artículo 18 y los centros a que se refiere el artículo 29.

Artículo 5.Duración de la actividad formativa.

La duración de la actividad formativa inherente a la formación profesional dual será, respectivamente, la establecida
en los artículos 19 y 30.

TÍTULO II

Contrato para la formación y el aprendizaje

CAPÍTULO I

Aspectos laborales aplicables al contrato para la formación y el aprendizaje

Artículo 6.Requisitos subjetivos.

El contrato para la formación y el aprendizaje se podrá celebrar con trabajadores, mayores de dieciséis y menores de
veinticinco años, que carezcan de la cualificación profesional obtenida y reconocida por el sistema de formación
profesional para el empleo o del sistema educativo requerida para concertar un contrato en prácticas para el puesto de
trabajo u ocupación objeto del contrato.

El límite máximo de edad no será de aplicación cuando el contrato se concierte con personas con discapacidad ni
con los colectivos en situación de exclusión social previstos en la Ley 44/2007, de 13 de diciembre, para la regulación
del régimen de las empresas de inserción, en los casos en que sean contratados por parte de empresas de inserción
que estén cualificadas y activas en el registro administrativo correspondiente.

Artículo 7.Formalización de los contratos.

1.Los contratos para la formación y el aprendizaje y los anexos relativos a los acuerdos para la actividad formativa a
que se refiere el artículo 21 deberán formalizarse por escrito en los modelos oficiales que se establezcan por el Servicio
Público de Empleo Estatal.

2.El empresario deberá comunicar la formalización y finalización de los contratos y sus anexos al Servicio Público de
Empleo correspondiente, en el plazo de diez días desde la fecha de formalización o finalización de los contratos.

Artículo 8.Jornada.

1.Los contratos para la formación y el aprendizaje no podrán celebrarse a tiempo parcial, de conformidad con lo
establecido en el artículo 12.2 del Estatuto de los Trabajadores.

2.El tiempo de trabajo efectivo, que habrá de ser compatible con el tiempo dedicado a las actividades formativas, no
podrá ser superior al 75 por ciento durante el primer año, o al 85 por ciento durante el segundo y tercer año, de la
jornada máxima prevista en el convenio colectivo o, en su defecto, de la jornada máxima legal.

3.En los supuestos en que la jornada diaria de trabajo incluya tanto tiempo de trabajo efectivo como actividad formativa,
los desplazamientos necesarios para asistir al centro de formación computarán como tiempo de trabajo efectivo no
retribuido.

4.Los trabajadores no podrán realizar horas extraordinarias, salvo en los supuestos previstos en el artículo 35.3 del
Estatuto de los Trabajadores. Tampoco podrán realizar trabajos nocturnos ni trabajos a turnos.

Artículo 9.Salario.

La retribución de los trabajadores contratados para la formación y el aprendizaje, será la establecida en convenio
colectivo, fijada conforme a lo dispuesto en el artículo 11.2.g) del Estatuto de los Trabajadores, y no podrá ser, en ningún
caso, inferior al salario mínimo interprofesional en proporción al tiempo de trabajo efectivo.

139

9. Real Decreto 1529/2012. Contrato de formación y aprendizaje y bases de la formación profesional dual



Artículo 10.Período de prueba.

1.Respecto al periodo de prueba en los contratos para la formación y el aprendizaje, se estará a lo dispuesto con
carácter general en el artículo 14 del Estatuto de los Trabajadores.

2.Si al término del contrato la persona trabajadora continuase en la empresa, no podrá concertarse un nuevo período
de prueba, computándose la duración del contrato para la formación y el aprendizaje a efectos de antigüedad en la
empresa.

Artículo 11.Duración y prórroga de los contratos.

La duración mínima del contrato será de un año y la máxima de tres. No obstante, mediante convenio colectivo podrá
establecerse distintas duraciones del contrato, en función de las necesidades organizativas o productivas de las
empresas, sin que la duración mínima pueda ser inferior a seis meses ni la máxima superior a tres años. La empresa
informará a la representación legal de las personas trabajadoras sobre las prórrogas suscritas.

En caso de que el contrato se hubiera concertado por una duración inferior a la máxima legal o convencionalmente
establecida, podrá prorrogarse mediante acuerdo de las partes hasta por dos veces, sin que la duración de cada prórroga
pueda ser inferior a seis meses y sin que la duración total del contrato pueda exceder la duración máxima de tres años.

Artículo 12.Prórroga de los contratos que hubiesen agotado su duración máxima.

Los contratos para la formación y el aprendizaje se considerarán prorrogados tácitamente como contratos ordinarios
por tiempo indefinido, salvo prueba en contrario que acredite la naturaleza temporal de la prestación, si la persona
trabajadora continuara prestando servicios tras haberse agotado la duración máxima del contrato y no hubiera mediado
denuncia expresa.

Artículo 13.Extinción del contrato.

Los contratos para la formación y el aprendizaje se extinguirán por cualquiera de las causas recogidas en el artículo
49 del Estatuto de los Trabajadores.

Cuando la causa sea la expiración del tiempo convenido, requerirá previa denuncia de alguna de las partes. La parte
que formule la denuncia deberá notificar a la otra la terminación del contrato con una antelación mínima de quince días
a su terminación.

El incumplimiento por la empresa del plazo señalado en el párrafo anterior dará lugar a una indemnización a la persona
trabajadora equivalente al salario correspondiente a los días en que dicho plazo se haya incumplido.

Artículo 14.Presunciones.

1.Se presumirán celebrados por tiempo indefinido y a jornada completa los contratos para la formación y el aprendizaje
cuando no se hubiesen observado las exigencias de formalización escrita, salvo prueba en contrario que acredite su
naturaleza temporal.

2.Adquirirán la condición de personas trabajadoras fijas y a jornada completa las contratadas para la formación y el
aprendizaje que no hubieran sido dadas de alta en la Seguridad Social, una vez transcurrido un plazo igual al que
legalmente hubieran podido fijar para el período de prueba, salvo que de la propia naturaleza de las actividades o de
los servicios contratados se deduzca claramente la duración temporal de los mismos.

3.Se presumirán por tiempo indefinido y a jornada completa los contratos para la formación y el aprendizaje celebrados
en fraude de ley.

Artículo 15.Contratos para la formación y el aprendizaje previos.

1.La empresa podrá recabar por escrito, antes de celebrar los contratos regulados en el presente real decreto, una
certificación del Servicio Público de Empleo competente en la que conste el tiempo que la persona trabajadora ha estado
contratada en la modalidad del contrato para la formación y el aprendizaje con anterioridad a la contratación que se
pretende realizar y la actividad laboral u ocupación objeto de la cualificación profesional asociada al contrato. A efectos
de este cómputo, se tendrán en cuenta, asimismo, los períodos que, en su caso, hubiera estado la persona trabajadora
contratada bajo la modalidad del contrato para la formación.

2.El Servicio Público de Empleo competente emitirá la correspondiente certificación en el plazo de diez días desde la
fecha de solicitud. En caso de que en el transcurso de dicho plazo no se hubiera emitido la referida certificación, la
empresa quedará exenta de responsabilidad por la celebración del contrato incumpliendo los requisitos de duración
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máxima del contrato para la misma actividad laboral y ocupación, según lo establecido en el artículo 11.2.c), del Estatuto
de los Trabajadores, salvo que la empresa hubiera tenido conocimiento, por el trabajador o por otras vías de información
suficiente, de que dicha celebración pudiera suponer incurrir en el mencionado incumplimiento.

CAPÍTULO II

Aspectos formativos del contrato para la formación y el aprendizaje

Artículo 16.Actividad formativa del contrato para la formación y el aprendizaje.

1.La actividad formativa inherente al contrato para la formación y el aprendizaje, que tiene como objetivo la cualificación
profesional de las personas trabajadoras en un régimen de alternancia con la actividad laboral retribuida en una empresa,
será la necesaria para la obtención de un título de formación profesional de grado medio o superior o de un certificado
de profesionalidad o, en su caso, certificación académica o acreditación parcial acumulable.

2.La empresa estará obligada a proporcionar a la persona trabajadora un trabajo efectivo relacionado con el perfil
profesional del título de formación profesional o del certificado de profesionalidad y a garantizar las condiciones que
permitan su asistencia a los programas formativos determinados en el acuerdo para la actividad formativa anexo al
contrato. Por su parte la persona trabajadora contratada para la formación y el aprendizaje estará obligada a prestar el
trabajo efectivo y a participar de manera efectiva en la actividad formativa relacionada. Las faltas de puntualidad o de
asistencia no justificadas de la persona trabajadora a las actividades formativas podrán ser calificadas como faltas al
trabajo a los efectos legales oportunos.

3.La actividad formativa inherente al contrato para la formación y el aprendizaje estará relacionada con la actividad
laboral desempeñada en el puesto de trabajo que ocupe la persona trabajadora, la cual deberá reunir los requisitos de
acceso establecidos en la correspondiente normativa para cursar las enseñanzas de dicha actividad formativa.

4.Previamente a la formalización del contrato de trabajo, la empresa deberá verificar que, para el trabajo efectivo a
realizar por la persona trabajadora, existe una actividad formativa relacionada con el mismo que se corresponde con un
título de formación profesional de grado medio o superior o con un certificado de profesionalidad y que constituirá la
actividad formativa inherente al contrato.

En todo caso, las empresas recabarán de los Servicios Públicos de Empleo las actuaciones de información y
orientación previstas en el artículo 22 con objeto de conocer la oferta de centros de formación disponibles para impartir
la formación inherente al contrato.

5.Las personas trabajadoras contratadas estarán exentas totalmente de realizar el módulo de formación práctica de
los certificados de profesionalidad. Cuando la formación inherente al contrato para la formación y el aprendizaje se dirija
a la obtención de títulos de formación profesional, las personas trabajadoras estarán exentas total o parcialmente de
realizar el módulo profesional de formación en centros de trabajo de los títulos de formación profesional. En ambos
supuestos, los citados módulos se entenderán realizados por el trabajo en alternancia.

Para la exención total del módulo profesional de formación en centros de trabajo de los títulos de formación profesional,
la duración del contrato inicial y sus prórrogas deberá ser como mínimo de un año.

En todo caso, la actividad laboral deberá estar relacionada con el contenido formativo del módulo de formación práctica
del correspondiente certificado de profesionalidad o del módulo de formación en centros de trabajo del título que
corresponda.

6.Entre las actividades formativas se podrá incluir formación no referida al Catálogo Nacional de Cualificaciones
Profesionales para dar respuesta tanto a las necesidades de las personas trabajadoras, como a las de las empresas.
Esta formación deberá ser autorizada por el Servicio Público de Empleo competente y no se considerará como trabajo
efectivo.

7.La actividad formativa del contrato para la formación y el aprendizaje será autorizada previamente a su inicio por el
Servicio Público de Empleo competente. A estos efectos, la empresa deberá presentar el correspondiente acuerdo para
la actividad formativa previsto en el artículo 21.

8.Cuando una misma empresa realice contratos para la formación y el aprendizaje en más de una Comunidad
Autónoma, la autorización del acuerdo para la actividad formativa será concedida por el Servicio Público de Empleo
Estatal. En ese caso, el seguimiento y evaluación de dicha actividad formativa será realizado por el Servicio Público de
Empleo Estatal.

9.Las autorizaciones contempladas en los apartados 6, 7 y 8 anteriores se resolverán por el Servicio Público de
Empleo competente en el plazo de un mes desde la fecha de presentación del acuerdo para la actividad formativa. La
no resolución en dicho plazo, legitima a los interesados para entender estimada su solicitud por silencio administrativo.
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Artículo 17.Modalidades de impartición.

1.Con el fin de facilitar su adecuación al régimen de alternancia con la actividad laboral en la empresa, las actividades
formativas inherentes a los contratos para la formación y el aprendizaje se podrán ofertar e impartir, en el ámbito de la
formación profesional para el empleo, en las modalidades presencial, teleformación o mixta, y en el ámbito educativo,
en régimen presencial o a distancia, de acuerdo, en cada caso, con lo dispuesto en la normativa reguladora de la
formación profesional de los certificados de profesionalidad o del sistema educativo. Asimismo dichas actividades
formativas podrán concentrarse, en los términos que acuerden de forma expresa las partes contratantes, en
determinados periodos de tiempo respecto a la actividad laboral durante la vigencia del contrato.

2.Las actividades formativas podrán organizarse con una distribución temporal flexible que en todo caso deberá
garantizar que el trabajador pueda cursar los módulos profesionales del ciclo formativo o los módulos formativos del
certificado de profesionalidad.

Artículo 18.Red de centros de formación profesional.

1.La formación inherente al contrato para la formación y el aprendizaje deberá ser impartida directamente por un
centro de formación profesional de aquéllos a los que se refiere la disposición adicional quinta de la Ley Orgánica
5/2002, de 19 de junio, de las Cualificaciones y de la Formación Profesional.

2.En el caso de los centros del sistema educativo, será suficiente que la Administración educativa comunique al
Servicio Público de Empleo competente los centros disponibles para desarrollar las actividades formativas de los
contratos para la formación y el aprendizaje.

3.Los Servicios Públicos de Empleo incluirán en los registros contemplados en el artículo 9.2 del Real Decreto
395/2007, de 23 de marzo, por el que se regula el subsistema de formación profesional para el empleo, los centros
acreditados para poder impartir la formación inherente al contrato para la formación y el aprendizaje, o harán constar
esta condición de acreditados en los centros ya incluidos en dicho registro. En todo caso, estos centros deberán cumplir
los requisitos establecidos para su acreditación en la normativa reguladora de los certificados de profesionalidad.

4.La formación inherente al contrato para la formación y el aprendizaje también se podrá impartir en la propia empresa
cuando disponga de instalaciones adecuadas y personal con formación técnica y didáctica adecuada a los efectos de
la acreditación de la competencia o cualificación profesional, sin perjuicio de la necesidad, en su caso, de realización
de periodos de formación complementaria en los centros de la red mencionada. En todo caso, la empresa deberá estar
autorizada para ofertar la formación de ciclos formativos y/o acreditada como centro para impartir la formación dirigida
a la obtención de certificados de profesionalidad, para lo cual deberá reunir los requisitos establecidos en la normativa
de aplicación, así como las condiciones que puedan determinar las Administraciones educativas y laborales en el ámbito
de sus competencias.

Artículo 19.Duración de la actividad formativa.

1.La duración de la actividad formativa será, al menos, la necesaria para la obtención del título de formación
profesional, del certificado de profesionalidad o de la certificación académica o acreditación parcial acumulable, y se
especificará en el acuerdo para la actividad formativa anexo al contrato. En todo caso se deberá respetar la duración
de la formación asociada que se establece para cada uno de los módulos profesionales que constituyen las enseñanzas
de los títulos en la norma que desarrolla el currículo correspondiente o la duración de los módulos formativos de los
certificados de profesionalidad que se determina en los correspondientes reales decretos por los que se establecen los
mismos.

2.El periodo de formación se desarrollará durante la vigencia del contrato para formación y el aprendizaje.

Artículo 20.Tutorías vinculadas al contrato.

1.La persona titular de la empresa deberá tutelar el desarrollo de la actividad laboral, ya sea asumiendo personalmente
dicha función, cuando desarrolle su actividad profesional en la empresa, ya sea designando, entre su plantilla, una
persona que ejerza la tutoría; siempre que, en ambos casos, la misma posea la cualificación o experiencia profesional
adecuada.

2.La persona que ejerza la tutoría en la empresa será responsable del seguimiento del acuerdo para la actividad
formativa anexo al contrato, de la coordinación de la actividad laboral con la actividad formativa, y de la comunicación
con el centro de formación; además, deberá elaborar, al finalizar la actividad laboral de la persona trabajadora, un
informe sobre el desempeño del puesto de trabajo.

3.El centro formativo designará una persona, profesora o formadora, como tutora responsable de la programación y
seguimiento de la formación, así como de la coordinación de la evaluación con los Profesores y/o tutores que intervienen.
Asimismo, esta persona será la interlocutora con la empresa para el desarrollo de la actividad formativa y laboral
establecida en el contrato.

Normativa de ámbito estatal
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Artículo 21.Acuerdo para la actividad formativa en el contrato para la formación y el aprendizaje.

1.Las empresas que celebren contratos para la formación y el aprendizaje deberán suscribir simultáneamente un
acuerdo con el centro de formación u órgano designado por la Administración educativa o laboral que imparta la
formación y con la persona trabajadora, que se anexará al contrato de trabajo, en el que, al menos, se consignarán y
se convendrán los siguientes extremos:

a)Identificación de la persona que representa al centro formativo, de la que representa a la empresa y de la persona
trabajadora que suscriben el acuerdo.

b)Identificación de las personas que ejercen la tutoría de la empresa y del centro formativo.

c)Expresión detallada del título de formación profesional, certificado de profesionalidad o certificación académica o
acreditación parcial acumulable objeto del contrato y expresión detallada de la formación complementaria asociada a
las necesidades de la empresa o de la persona trabajadora, cuando así se contemple.

d)Indicación de la modalidad de impartición de la formación: presencial, a distancia, teleformación o mixta.

e)Indicación de la correspondiente modalidad de desarrollo de la formación profesional inherente al contrato para la
formación y el aprendizaje, de las previstas en el artículo 3.

f)Contenido del programa de formación, con expresión de las actividades que se desarrollan en la empresa y en el
centro formativo, profesorado y forma y criterios de evaluación.

g)Calendario, jornada, programación y horarios en los que la persona trabajadora realizará su actividad laboral en la
empresa y su actividad formativa.

h)Criterios para la conciliación de las vacaciones a las que tiene derecho la persona trabajadora en la empresa y de
los periodos no lectivos en el centro de formación.

2.La empresa informará a la representación legal de las personas trabajadoras sobre los acuerdos suscritos, indicando,
al menos, las personas contratadas para la formación y el aprendizaje, el puesto de trabajo a desempeñar y el contenido
de la actividad formativa.

3.En el supuesto que la formación se imparta en la propia empresa, según lo contemplado en el artículo 18.4, el
acuerdo se suscribirá entre la empresa y la persona trabajadora, adecuándose su contenido a este supuesto.

Artículo 22.Información y orientación.

1.Corresponde a los Servicios Públicos de Empleo, en colaboración con las Administraciones educativas, en sus
respectivos ámbitos de competencias, informar y orientar a empresas y personas trabajadoras de las posibilidades de
esta contratación y de las posibilidades de formación, así como orientarles para facilitar un adecuado ajuste entre las
características del puesto de trabajo ofertado por la empresa y los centros de formación disponibles para impartir la
formación inherente al contrato, facilitando información que ayude a relacionar dicho puesto de trabajo y la plaza de
formación vinculada al mismo.

2.A estos efectos, los Servicios Públicos de Empleo establecerán los medios específicos para garantizar estos
servicios de información y orientación, coordinarán la información relativa a las empresas que demandan celebrar
contratos para la formación y el aprendizaje y a los centros formativos reconocidos para impartir la formación vinculada
a estos contratos. La prestación de estos servicios se podrá realizar directamente, en una sede física, a través una
página web o de cualquier otro medio que garantice su difusión. En todo caso, el establecimiento de estos servicios se
efectuará, exclusivamente, con los medios de los que dispongan dichos Servicios Públicos de Empleo.

Asimismo, los Servicios Públicos de Empleo, en colaboración con las Administraciones educativas, en sus respectivos
ámbitos de competencias, coordinarán la información sobre los puestos de trabajo ofertados por las empresas, los
centros de formación disponibles, las posibilidades de formación en todo el territorio nacional y la igualdad en el acceso
a la información.

Artículo 23.Acreditación de la cualificación.

1.La cualificación o competencia profesional adquirida a través del contrato para la formación y el aprendizaje será
objeto de acreditación en los términos previstos en el artículo 11.2.e) del Estatuto de los Trabajadores.

2.Cuando la actividad formativa inherente al contrato incluya formación complementaria impartida por la empresa,
ésta podrá en su caso ser objeto de reconocimiento de acuerdo con el procedimiento establecido en el Real Decreto
1224/2009, de 17 de julio, de reconocimiento de las competencias profesionales adquiridas por la experiencia laboral.

3.Las cualificaciones o competencias profesionales adquiridas a través del contrato para la formación y el aprendizaje,
quedarán recogidas en el Sistema de Información de los Servicios Públicos de Empleo.
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Artículo 24.Financiación y gestión.

La actividad formativa inherente al contrato para la formación y aprendizaje se realizará con cargo a los presupuestos
del Servicio Público de Empleo Estatal, en los siguientes supuestos:

1.Las empresas podrán financiarse el coste de la formación inherente al contrato para la formación y el aprendizaje
mediante bonificaciones en las cotizaciones empresariales a la Seguridad Social, con cargo a la partida prevista en el
presupuesto del Servicio Público de Empleo Estatal para la financiación de las bonificaciones en las cotizaciones de la
Seguridad Social acogidas a medidas de fomento de empleo por contratación laboral.

Mediante orden ministerial del Ministerio de Empleo y Seguridad Social se establecerán las cuantías máximas que
podrán ser objeto de bonificación y los trámites y requisitos a cumplir por los centros impartidores de la formación y las
empresas que se apliquen las citadas bonificaciones, así como los supuestos en los cuáles sea posible la financiación
de la actividad formativa mediante bonificaciones y mediante convenio de colaboración.

2.El Servicio Público de Empleo Estatal podrá conceder subvenciones a las Comunidades Autónomas y en su caso
al Ministerio de Educación, Cultura y Deporte, para financiar los costes adicionales que para dichas Administraciones
pueda suponer la impartición de la actividad formativa en los contratos para la formación y el aprendizaje, respecto del
coste efectivo de las actividades formativas que se imparten con carácter gratuito. Estas subvenciones serán otorgadas
por concesión directa atendiendo a su carácter singular por interés público, económico y social de los contratos para la
formación y el aprendizaje de acuerdo con lo dispuesto en los artículos 22.2.c) y 28 de la Ley 38/2003, de 17 de
noviembre, General de Subvenciones y artículo 67 de su Reglamento, aprobado por el Real Decreto 887/2006, de 21
de julio.

A estos efectos se suscribirán convenios entre las Administraciones educativas y laborales competentes que incluirán
aspectos relacionados con la gestión y financiación de los costes adicionales que para dichas administraciones se
deriven de la impartición de la actividad formativa en los contratos para la formación y el aprendizaje.

En ningún caso será objeto subvención por el Servicio Público de Empleo Estatal las actividades de información y
orientación previstas en el artículo 22.

3.El ejercicio presupuestario en el que este Real Decreto entre en vigor se formalizarán los respectivos Convenios
con las Comunidades Autónomas que acrediten la existencia de costes adicionales con posterioridad a la citada entrada
en vigor, incluyendo un importe máximo estimado en cada uno de estos Convenios.

Los Convenios de Colaboración se formalizarán principalmente en el primer trimestre de cada año natural y darán
cobertura a los gastos realizados en todo el ejercicio. Se hará constar en los mismos un importe máximo en función de
los costes adicionales existentes en el ejercicio inmediatamente anterior, abonándose los importes a las Comunidades
Autónomas con la periodicidad establecida en los propios Convenios previa justificación por parte de las mismas de los
costes efectivamente incurridos.

4.Los créditos con los que se financiarán estas costes adicionales, no tendrán el carácter de fondos de empleo de
ámbito nacional, a que se refiere el artículo 14 de la Ley 56/2003, de 16 de diciembre, de Empleo, por lo que no será
de aplicación lo establecido en el artículo 86.2 de la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General Presupuestaria, sobre
la territorialización anual para su gestión por las Comunidades Autónomas.

5.La financiación de la actividad formativa estará sujeta en todo caso a la existencia de disponibilidades
presupuestarias, salvo que los créditos destinados a financiar esta actividad tengan la consideración de ampliables en
los términos establecidos en el artículo 54 de la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General Presupuestaria.

En todo caso, no será de aplicación a la financiación de la actividad formativa de los contratos para la formación y el
aprendizaje el régimen de financiación, mediante bonificaciones en las cuotas de la Seguridad Social, previsto para la
formación de demanda en el artículo 12 del Real Decreto 395/2007, de 23 de marzo.

6.La gestión de la actividad formativa, incluyendo su autorización, seguimiento y evaluación, corresponde a los
Servicios Públicos de Empleo de las Comunidades Autónomas y al Servicio Público de Empleo Estatal, en sus
respectivos ámbitos de gestión. En todo caso, el control de las bonificaciones contempladas en el apartado 1
corresponderá al Servicio Público de Empleo Estatal; el incumplimiento por el empresario de las obligaciones derivadas
de la actividad formativa inherente al contrato para la formación y el aprendizaje conllevará el reintegro de las
bonificaciones aplicadas.

Artículo 25.Evaluación, seguimiento de la formación y pruebas finales de evaluación de los certificados de
profesionalidad vinculados a los contratos para la formación y el aprendizaje.

1.Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 14 del Real Decreto 34/2008, de 18 de enero, por el que se regulan los
certificados de profesionalidad, los Servicios Públicos de Empleo, en el marco del seguimiento de la actividad formativa
del contrato para la formación y el aprendizaje¸ garantizarán el desarrollo de procesos de evaluación que aseguren los



resultados de aprendizaje definidos en las capacidades y criterios de evaluación de cada uno de los módulos formativos
que incluyen los certificados de profesionalidad.

2.Los módulos formativos a los que se refiere el apartado anterior, cuando se desarrollen mediante teleformación, en
todo o en parte, requerirán la definición y realización de una prueba final de carácter presencial en los términos definidos
en el artículo 10 del Real Decreto 34/2008, de 18 de enero.

3.Los Servicios Públicos de Empleo realizarán el seguimiento y control de la formación para a la obtención de los
certificados de profesionalidad vinculada a los contratos de formación y aprendizaje.

CAPÍTULO III

Normas de Seguridad Social

Artículo 26.Alcance de la protección social.

1.De conformidad con lo establecido en el artículo 11.2.h) del Estatuto de los Trabajadores, la acción protectora de la
Seguridad Social del trabajador contratado para la formación y el aprendizaje comprenderá todas las contingencias,
situaciones protegibles y prestaciones, incluido el desempleo.

2.Asimismo, se tendrá derecho a la cobertura del Fondo de Garantía Salarial.

Artículo 27.Cotización a la Seguridad Social y otros conceptos de recaudación conjunta.

1.En aplicación de lo dispuesto en el apartado 2 de la disposición adicional quinta del Real Decreto-ley 10/2011, de
26 de agosto, la cotización a la Seguridad Social, Fondo de Garantía Salarial y formación profesional en los contratos
para la formación y el aprendizaje se efectuará en la forma y cuantía que se determine en la Ley de Presupuestos
Generales del Estado. La cotización por la contingencia de desempleo se efectuará de acuerdo con lo dispuesto en la
disposición adicional cuadragésima novena del Texto Refundido de la Ley General de la Seguridad Social.

2.Las retribuciones que, en el supuesto previsto en el artículo 35.3 del Estatuto de los Trabajadores, perciban las
personas trabajadoras contratadas para la formación y el aprendizaje en concepto de horas extraordinarias estarán
sujetas a la cotización adicional correspondiente.

TÍTULO III

Formación profesional dual del sistema educativo

Artículo 28.Objeto y finalidades.

1.El objeto de este título es establecer el marco para el desarrollo de proyectos de formación profesional dual en el
sistema educativo, con la coparticipación de los centros educativos y las empresas, cuando no medie un contrato para
la formación y el aprendizaje.

2.El desarrollo de proyectos de formación profesional dual tendrá las siguientes finalidades:

a)Incrementar el número de personas que puedan obtener un título de enseñanza secundaria postobligatoria a través
de las enseñanzas de formación profesional.

b)Conseguir una mayor motivación en el alumnado disminuyendo el abandono escolar temprano.

c)Facilitar la inserción laboral como consecuencia de un mayor contacto con las empresas.

d)Incrementar la vinculación y corresponsabilidad del tejido empresarial con la formación profesional.

e)Potenciar la relación del profesorado de formación profesional con las empresas del sector y favorecer la
transferencia de conocimientos.

f)Obtener datos cualitativos y cuantitativos que permitan la toma de decisiones en relación con la mejora de la calidad
de la formación profesional.

3.Los proyectos que no se desarrollen en el marco de lo establecido en este real decreto, deberán cumplir lo
establecido en el artículo 120.5 de la Ley Orgánica 2/2006, de 3 de mayo, de Educación.

Artículo 29.Centros participantes.

1.Podrán participar en estos proyectos los centros docentes autorizados para impartir ciclos formativos de formación
profesional y que establezcan convenios de colaboración con empresas del sector correspondiente, de acuerdo con lo
que determine la normativa autonómica.
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2.Los proyectos de formación profesional dual se llevarán a cabo en centros educativos con entornos productivos que
reúnan requisitos idóneos para su aplicación, de conformidad con:

a)Las características de la actividad profesional a la que responde el ciclo formativo.

b)Las características de las empresas del entorno del centro educativo.

c)Las características de la formación implicada en cada ciclo formativo.

Artículo 30.Programa de formación.

1.El convenio suscrito con la empresa colaboradora, al que se refiere el artículo 31, especificará la programación para
cada uno de los módulos profesionales. Deberá contemplar, al menos, las actividades a realizar en el centro y en la
empresa, la duración de las mismas y los criterios para su evaluación y calificación. La programación permitirá la
adquisición de los resultados de aprendizaje establecidos.

2.Se establecerá un mínimo del 33% de las horas de formación establecidas en el título con participación de la
empresa. Este porcentaje podrá ampliarse en función de las características de cada módulo profesional y de la empresa
participante.

3.La duración del ciclo formativo podrá ampliarse hasta tres años.

4.El alumno deberá cursar previamente la formación necesaria que garantice el desarrollo de la formación en la
empresa con seguridad y eficacia.

5.La actividad formativa en la empresa y en el centro educativo se coordinará mediante reuniones mensuales de
control en las que se hará seguimiento de cada uno de los alumnos. Para ello, se establecerán las tutorías a que se
refiere el artículo 20 de este real decreto.

6.La evaluación del alumnado será responsabilidad de los Profesores de los módulos profesionales del centro de
adscripción, teniendo en cuanta las aportaciones de los formadores de la empresa y el resultado de las actividades
desarrolladas en la misma.

Artículo 31.Convenios con las empresas.

1.El proyecto de formación profesional dual deberá ser autorizado por la Administración educativa correspondiente y
se formalizará a través de un convenio con la empresa colaboradora en las condiciones que las Administraciones
educativas establezcan. El convenio contemplará, como mínimo, los siguientes aspectos:

a)El programa de formación.

b)El número de alumnos participantes.

c)El régimen de becas.

d)La jornada y horario en el centro y en la empresa.

e)Las condiciones que deben cumplir empresas, alumnos, Profesores y tutores.

f)Los seguros necesarios para el alumnado y el profesorado para la cobertura de la formación.

2.Cuando el ámbito de aplicación del proyecto de formación profesional dual presentado por una empresa afecte a
más de una Comunidad Autónoma, su autorización corresponderá al Ministerio de Educación, Cultura y Deporte.

Artículo 32.Derechos y deberes.

Los estudiantes, y en caso de ser menores de edad los tutores legales, tendrán derecho a la adecuada información
y orientación sobre los proyectos en los que participen.

Los alumnos y tutores legales, en su caso, deberán adoptar el compromiso de cumplir las condiciones del proyecto y
de la empresa participante establecidas en el convenio.

El alumno tendrá obligación de cumplir con el calendario, la jornada y el horario establecidos en el programa.

En el caso de que los alumnos no superen alguno de los módulos profesionales, las Administraciones educativas, en
el marco de la normativa vigente, establecerán las medidas necesarias para facilitarles la obtención del título; entre
otras, la ampliación de la duración del proyecto, el traslado de centro o la finalización del programa formativo en un
centro educativo.

Normativa de ámbito estatal
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Artículo 33.Becas.

Los alumnos podrán estar becados por las empresas, instituciones, fundaciones, etc., y/o por las Administraciones,
en la forma que se determine para cada proyecto.

Artículo 34.Seguimiento y evaluación.

1.Las Administraciones educativas se responsabilizarán de realizar el seguimiento y evaluación de estos proyectos.

2.Para realizar el seguimiento y evaluación del conjunto de proyectos de formación profesional dual, la Dirección
General de Formación Profesional del Ministerio de Educación, Cultura y Deporte, en colaboración con las Comunidades
Autónomas, establecerá los mecanismos de recogida y tratamiento de la información obtenida tras el desarrollo e
implantación de los proyectos así como los mecanismos para su difusión.

3.Los instrumentos de la evaluación de cada proyecto deberán recoger, al menos, la información sobre los alumnos
participantes; los alumnos que abandonan y los alumnos que culminan con éxito el programa de formación previsto; y
los alumnos que continúan en la empresa al término de los dos años posteriores a la finalización del proyecto
desempeñando funciones relacionadas con el ciclo formativo cursado, entre otros. Esta información deberá ser
transmitida a la Dirección General de Formación Profesional del Ministerio de Educación, Cultura y Deporte.

Disposición adicional primera.Particularidades en determinados contratos para la formación y el aprendizaje.

1.Los contratos para la formación y el aprendizaje que se suscriban en el marco de las acciones y medidas
establecidas en el artículo 25.1, letra d), de la Ley 56/2003, de 16 de diciembre, de Empleo, incluyendo Escuelas Taller,
Casas de Oficios y Talleres de Empleo u otras que se puedan aprobar, se ajustarán a lo dispuesto en este real decreto,
con las siguientes particularidades:

a)De acuerdo con lo dispuesto en el apartado 2 de la disposición adicional decimonovena del Estatuto de los
Trabajadores, no será de aplicación el límite máximo de edad ni el mínimo y máximo de duración establecidos,
respectivamente, en el artículo 11.2.a) y b) de dicho Estatuto de los Trabajadores. Tampoco serán de aplicación los
límites establecidos en la citada letra b) respecto del número y duración de las prórrogas. La duración de los contratos
y sus posibles prórrogas se adecuarán a la normativa reguladora de las acciones y medidas contempladas en esta
disposición adicional. Asimismo, respecto del límite de duración de estos contratos, las situaciones de incapacidad
temporal, riesgo durante el embarazo, maternidad, adopción o acogimiento, riesgo durante la lactancia y paternidad no
interrumpirán el cómputo de la duración del contrato.

b)La financiación de las acciones formativas correspondientes a estos contratos se regulará por las disposiciones
reguladoras de las acciones y medidas contempladas en esta disposición adicional.

2.En función de lo establecido en la disposición adicional tercera de la Ley 35/2010, de 17 de septiembre, de medidas
urgentes para la reforma del mercado de trabajo, los contratos para la formación y el aprendizaje suscritos con alumnos
trabajadores en los programas de Escuelas Taller, Casas de Oficio y Talleres de Empleo y demás acciones y medidas
establecidas en el artículo 25.1.d) de la Ley 56/2003, de 16 de diciembre, no cotizarán, ni estarán protegidos, por la
contingencia de desempleo.

3.La actividad formativa en estos contratos, en los supuestos en que no exista título de formación profesional o
certificado de profesionalidad relacionados con el trabajo efectivo a realizar, podrá estar constituida por los contenidos
formativos autorizados por los Servicios Públicos de Empleo competentes.

Disposición adicional segunda.Contratos para la formación y el aprendizaje concertados con personas con
discapacidad.

1.Los contratos para la formación y el aprendizaje que celebren las empresas con personas con discapacidad se
ajustarán a lo establecido en el artículo 11 del Estatuto de los Trabajadores y en este real decreto con las siguientes
peculiaridades:

a)A los efectos de este real decreto se entiende por persona con discapacidad aquella que tenga reconocido un grado
de discapacidad igual o superior al 33 por ciento.

Asimismo, se considerará que presentan una discapacidad en grado igual o superior al 33 por ciento los pensionistas
de la Seguridad Social que tengan reconocida una pensión de incapacidad permanente en el grado de total, absoluta
o gran invalidez, y los pensionistas de clases pasivas que tengan reconocida una pensión de jubilación o de retiro por
incapacidad permanente para el servicio o inutilidad.

La acreditación del grado de discapacidad y, en su caso, del tipo de discapacidad, se realizará de acuerdo con lo
dispuesto en el Real Decreto 1414/2006, de 1 de diciembre, por el que se determina la consideración de persona con



discapacidad a los efectos de la Ley 51/2003, de 2 de diciembre, de igualdad de oportunidades, no discriminación y
accesibilidad universal de las personas con discapacidad.

b)La duración máxima del contrato podrá ampliarse, previo informe favorable del Servicio Público de Empleo
competente, que a estos efectos podrá recabar informe de los equipos técnicos de valoración y orientación de la
discapacidad competentes, cuando, debido al tipo y grado de discapacidad y demás circunstancias individuales y
profesionales del trabajador, así como las características del proceso formativo a realizar, el trabajador no hubiese
alcanzado el nivel mínimo de conocimientos requeridos para desempeñar el puesto de trabajo, sin que, en ningún caso,
pueda exceder de cuatro años.

c)Cuando el trabajador contratado para la formación y el aprendizaje sea una persona con discapacidad intelectual,
hasta un 25% del tiempo de trabajo efectivo podrá dedicarse a la realización de procedimientos de rehabilitación,
habilitación o de ajuste personal y social.

d)En el desarrollo del presente real decreto las Administraciones competentes adoptarán aquellas medidas de
adaptación que sean necesarias para facilitar e incentivar la suscripción de contratos para la formación y el aprendizaje
con las personas con discapacidad y el desarrollo de las actividades formativas vinculadas.

e)En los supuestos en que la formación vaya dirigida a la obtención de un título de formación profesional será de
aplicación, a efectos de la flexibilización de la oferta y las condiciones de accesibilidad de las personas con discapacidad,
lo dispuesto en el artículo 41.3 y en la disposición adicional segunda del Real Decreto 1147/2011, de 29 de julio. Cuando
la formación se dirija a la obtención de un certificado de profesionalidad se estará, a efectos de la realización de ofertas
formativas adaptadas a las necesidades específicas de las personas con discapacidad, a lo contemplado en la
disposición adicional segunda del Real Decreto 34/2008, de 18 de enero, por el que se regulan los certificados de
profesionalidad.

f)Los centros en los que se imparta la formación inherente a los contratos para la formación y el aprendizaje para
personas con discapacidad dispondrán de las condiciones que posibiliten el acceso, la circulación y la comunicación de
las personas con discapacidad, de acuerdo con lo dispuesto en la legislación aplicable en materia de inclusión, igualdad
de oportunidades, no discriminación y accesibilidad universal, sin perjuicio de los ajustes razonables que deban
adoptarse, de manera que se garantice la plena igualdad en el trabajo.

g)Las personas con discapacidad intelectual podrán realizar en el puesto de trabajo o en procesos formativos
presenciales la formación de módulos formativos que no sean a distancia.

Disposición adicional tercera.Matriculación de los alumnos en centros de formación del sistema educativo.

Las Administraciones educativas tomarán las medidas oportunas para facilitar la matrícula de las personas
trabajadoras que suscriban un contrato para la formación y el aprendizaje, entre las que podrán ser:

a)La reserva de plazas en los centros educativos y en la oferta a distancia a favor de estas personas, que podrán
ofertarse al resto de colectivos si no fueran cubiertas al mes de comenzar el curso.

b)La admisión de la matrícula en cualquier momento del año.

Disposición adicional cuarta.Referencias a los Servicios Públicos de Empleo.

A los efectos de la presente norma, se entenderá que las referencias que se hacen a lo largo de la misma a los
Servicios Públicos de Empleo competentes o correspondientes, lo son al Servicio Público de Empleo Estatal en el ámbito
territorial de las ciudades autónomas de Ceuta y Melilla, y a los Servicios Públicos de Empleo de cada una de las
Comunidades Autónomas en función de su territorio.

Disposición adicional quinta.Adaptación de los requisitos para la acreditación de empresas de menos de 5
trabajadores.

Reglamentariamente se regulará la modulación de los requisitos mínimos de espacios, instalaciones y equipamientos
al número de trabajadores a formar, cuando una empresa de menos de 5 trabajadores, solicite la acreditación para la
impartición de certificados de profesionalidad de nivel 1 a sus propios trabajadores a través del contrato para la formación
y el aprendizaje.

Disposición transitoria primera.Contratos para la formación vigentes.

La formación teórica de los contratos para la formación concertados con anterioridad a la entrada en vigor del Real
Decreto-ley 10/2011, de 26 de agosto, se regirá por la normativa legal o convencional vigente en la fecha en que se
celebraron.
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Disposición transitoria segunda.Actividad formativa en los contratos para la formación y el aprendizaje vigentes.

1.En los contratos para la formación y el aprendizaje suscritos desde el 31 de agosto de 2011 hasta el 12 de febrero
de 2012, en los supuestos en que exista título de formación profesional o certificado de profesionalidad relacionados
con el trabajo efectivo a realizar, y centros formativos disponibles para su impartición, la actividad formativa inherente
a estos contratos se iniciará, previa solicitud por parte de la empresa, una vez se haya autorizado por los Servicios
Públicos de Empleo de las Comunidades Autónomas. Esta autorización se comunicará al Servicio Público de Empleo
Estatal a los efectos del control de la aplicación de las bonificaciones correspondientes.

En los supuestos en que no exista título de formación profesional o certificado de profesionalidad relacionados con el
trabajo efectivo a realizar, o centros formativos disponibles para su impartición, la actividad formativa inherente a estos
contratos estará constituida por los contenidos mínimos orientativos establecidos en el fichero de especialidades
formativas, accesible para su consulta en la página web del Servicio Público de Empleo Estatal, www.sepe.es y en las
de los Servicios Públicos de Empleo correspondientes de las Comunidades Autónomas, para las ocupaciones o
especialidades relativas a la actividad laboral contemplada en el contrato; en su defecto, estará constituida por los
contenidos formativos determinados por las empresas o comunicados por estas al Servicio Público de Empleo Estatal,
a los efectos de su validación en el marco del Sistema Nacional de Empleo.

En los supuestos contemplados en el párrafo anterior, la duración de la actividad formativa se adecuará a las
características de la actividad laboral a desempeñar, respetando, en todo caso, el número de horas establecido por el
Servicio Público de Empleo Estatal para las especialidades formativas adecuadas a dicha actividad laboral.

En los supuestos contemplados en el párrafo segundo, la formación inherente al contrato deberá realizarse por la
empresa directamente o a través de los centros autorizados por el Servicio Público de Empleo Estatal y los Servicios
Públicos de Empleo correspondientes de las Comunidades Autónomas.

La cualificación o competencia profesional adquirida a través del contrato para la formación y el aprendizaje, en los
supuestos previstos en el párrafo segundo, será objeto de acreditación en los términos contemplados en el artículo 11.2
del Real Decreto 395/2007, de 23 de marzo, por el que se regula el subsistema de formación profesional para el empleo.

2.En los contratos para la formación y el aprendizaje suscritos desde el 12 de febrero de 2012, en los supuestos en
que exista título de formación profesional o certificado de profesionalidad relacionados con el trabajo efectivo a realizar,
y centros formativos disponibles para su impartición, la actividad formativa inherente a estos contratos se iniciará, previa
solicitud por parte de la empresa, una vez se haya autorizado por los Servicios Públicos de Empleo de las Comunidades
Autónomas o por el Servicio Público de Empleo Estatal en el ámbito de sus respectivas competencias. Los Servicios
Públicos de Empleo de las Comunidades Autónomas comunicarán esta autorización al Servicio Público de Empleo
Estatal a los efectos del control de la aplicación de las bonificaciones correspondientes.

En los contratos para la formación y el aprendizaje que se suscriban en los doce meses siguientes al 12 de febrero
de 2012, en los supuestos en que no exista título de formación profesional o certificado de profesionalidad relacionados
con el trabajo efectivo a realizar, o centros formativos disponibles para su impartición, la actividad formativa inherente
a estos contratos estará constituida por los contenidos mínimos orientativos establecidos en el fichero de especialidades
formativas, accesible para su consulta en la página web del Servicio Público de Empleo Estatal, www.sepe.es y en las
de los Servicios Públicos de Empleo correspondientes de las Comunidades Autónomas, para las ocupaciones o
especialidades relativas a la actividad laboral contemplada en el contrato; en su defecto, estará constituida por los
contenidos formativos determinados por las empresas o comunicados por estas al Servicio Público de Empleo Estatal,
a los efectos de su validación en el marco del Sistema Nacional de Empleo.

En los supuestos contemplados en el párrafo anterior, la duración de la actividad formativa se adecuará a las
características de la actividad laboral a desempeñar, respetando, en todo caso, el número de horas establecido por el
Servicio Público de Empleo Estatal para las especialidades formativas adecuadas a dicha actividad laboral.

En los supuestos contemplados en el párrafo segundo, la formación inherente al contrato deberá realizarse por la
empresa directamente o a través de los centros autorizados por el Servicio Público de Empleo Estatal y los Servicios
Públicos de Empleo de las Comunidades Autónomas.

La cualificación o competencia profesional adquirida a través del contrato para la formación y el aprendizaje, en los
supuestos previstos en el párrafo segundo, será objeto de acreditación en los términos contemplados en el artículo 11.2
del Real Decreto 395/2007, de 23 de marzo, por el que se regula el subsistema de formación profesional para el empleo.

Disposición transitoria tercera.Aplicación de normas en materia de bonificaciones.

Sin perjuicio de lo dispuesto en la disposición derogatoria única, letra c), serán de aplicación los artículos 9, 10 y 11
de la Orden del Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales de 14 de julio de 1998, por la que se regulan aspectos
formativos del contrato para la formación, hasta la entrada en vigor de la Orden ministerial a la que se refiere el artículo
24.1.
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Disposición transitoria cuarta.Celebración de contratos para la formación y el aprendizaje en relación con la tasa de
desempleo.

Será de aplicación a los trabajadores menores de 30 años lo contemplado en el apartado 1 de la disposición transitoria
novena de la Ley 3/2012, de 6 de julio, sobre la no aplicabilidad del límite de edad para realizar contratos para la
formación y el aprendizaje en los términos allí expuestos.

Disposición derogatoria única.Alcance de la derogación normativa.

Quedan derogadas cuantas disposiciones de igual o inferior rango se opongan a lo establecido en el presente real
decreto, y expresamente las siguientes:

a)El capítulo II, las referencias a los contratos para la formación contenidas en el capítulo III, las disposiciones
adicionales segunda y tercera y la disposición final primera del Real Decreto 488/1998, de 27 de marzo, por el que se
desarrolla el artículo 11 del Estatuto de los Trabajadores en materia de contratos formativos.

b)El artículo 27 del Real Decreto 395/2007, de 23 de marzo, por el que se regula el subsistema de formación
profesional para el empleo.

c)La Orden del Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales de 14 de julio de 1998, por la que se regulan aspectos
formativos del contrato para la formación y la Resolución de 26 de octubre de 1998, de la Dirección General del Instituto
Nacional de Empleo, por la que se aprueba el modelo de contrato para la formación y se dictan instrucciones para el
desarrollo y aplicación de dicha Orden.

Disposición final primera.Título competencial.

Los artículos 1.1 y 6 a 25, disposición adicional primera, disposición adicional segunda, disposición adicional cuarta,
las disposiciones transitorias primera y tercera y la disposición derogatoria única, se dictan al amparo del título
competencial previsto en el artículo 149.1.7.ª de la Constitución, que atribuye al Estado la competencia exclusiva en
materia de legislación laboral, sin perjuicio de su ejecución por los órganos de las Comunidades Autónomas.

Los artículos 26 y 27 se dictan al amparo del título competencial previsto en el artículo 149.1.17.ª de la Constitución,
que atribuye al Estado la competencia exclusiva en materia de legislación básica y régimen económico de la Seguridad
Social, sin perjuicio de la ejecución de sus servicios por las Comunidades Autónomas.

Los artículos 1.2, 2, 3, 4 y 5 y 28 a 34 y disposición adicional tercera, se dictan al amparo del artículo 149.1.30.ª de la
Constitución, que reserva al Estado la competencia para establecer la regulación de las condiciones de obtención,
expedición y homologación de títulos académicos y profesionales, así como las normas básicas para el desarrollo del
derecho a la educación, a fin de garantizar el cumplimiento de los deberes de los poderes públicos en esta materia.

Disposición final segunda.Facultades de desarrollo y ejecución.

Se autoriza a las personas titulares de los Ministerios de Empleo y Seguridad Social y de Educación, Cultura y Deporte,
en el ámbito de sus respectivas competencias, para dictar cuantas disposiciones sean necesarias para el desarrollo de
este real decreto.

Asimismo, se faculta a la persona titular de la Dirección General del Servicio Público de Empleo Estatal, en el ámbito
de sus competencias, para dictar cuantas resoluciones sean precisas para la aplicación de este real decreto.

Disposición final tercera.Entrada en vigor.

1.El presente real decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado».

2.Sin perjuicio de lo dispuesto en el apartado anterior, lo contemplado en este real decreto será de aplicación a los
contratos para la formación y el aprendizaje suscritos desde el 31 de agosto de 2011 en lo que no se oponga a la
normativa vigente en el momento de la celebración del contrato.

Dado en Madrid, el 8 de noviembre de 2012.

JUAN CARLOS R.

La Vicepresidenta del Gobierno y Ministra de la Presidencia,

SORAYA SÁENZ DE SANTAMARÍA ANTÓN
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I.DISPOSICIONES GENERALES
MINISTERIO DE EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL

Orden ESS/2518/2013, de 26 de diciembre, por la que se regulan los aspectos formativos del contrato para la forma-
ción y el aprendizaje, en desarrollo del Real Decreto 1529/2012, de 8 de noviembre, por el que se desarrolla el con-

trato para la formación y el aprendizaje y se establecen las bases de la formación profesional dual.

BOLETÍN OFICIAL DEL ESTADO
Núm. 10 Sábado 11 de enero de 2014 Sec. I.   Pág. 1560

La Ley 3/2012, de 6 de julio, de medidas urgentes para la reforma del mercado laboral, ha modificado la regulación
del contrato para la formación y el aprendizaje para potenciar el empleo juvenil. A dicho objetivo contribuye igualmente
el reciente Real Decreto 1529/2012, de 8 de noviembre, por el que se desarrolla el contrato para la formación y el
aprendizaje y se establecen las bases de la formación profesional dual, que permitirá la implantación progresiva de la
formación profesional dual en España, entendida como el conjunto de acciones e iniciativas formativas que tienen por
objeto la cualificación profesional de las personas, combinando los procesos de enseñanza y aprendizaje en la empresa
y en el centro de formación.

Esta alternancia de la actividad formativa con la práctica en el puesto de trabajo garantiza a los jóvenes trabajadores
una elevada cualificación y/o competencia profesional, que es objeto de acreditación oficial por la Administración pública
competente mediante un Título de formación profesional o Certificado de Profesionalidad, o bien mediante una
certificación o acreditación parcial acumulable. A esto hay que añadir que la formación que reciben los jóvenes
trabajadores durante la vigencia del contrato responde a las necesidades de las empresas. Consecuentemente, existe
la posibilidad de que, en un alto porcentaje, el joven trabajador continúe vinculado a la empresa con un contrato indefinido
tras la finalización del contrato para la formación y el aprendizaje.

Mediante la presente orden ministerial se regulan los aspectos señalados en el artículo 24.1 del Real Decreto
1529/2012, de 8 de noviembre, y aquellos otros que, relacionados con la actividad formativa del contrato para la
formación y el aprendizaje, precisan de algún desarrollo. En concreto, el citado artículo 24.1 del Real Decreto 1529/2012,
de 8 de noviembre, señala que mediante orden ministerial del Ministerio de Empleo y Seguridad Social se establecerán
las cuantías máximas que podrán ser objeto de bonificación y los trámites y requisitos a cumplir por los centros
impartidores de la formación y las empresas a las que se apliquen las citadas bonificaciones, así como los supuestos
en los cuáles sea posible la financiación de la actividad formativa mediante bonificaciones y mediante convenio de
colaboración.

Por su parte, la disposición final segunda del Real Decreto 1529/2012, de 8 de noviembre, autoriza a la persona titular
del Ministerio de Empleo y Seguridad Social, en el ámbito de sus competencias, a dictar cuantas disposiciones sean
necesarias para el desarrollo de este real decreto.

En el proceso de elaboración de esta orden han sido consultadas las organizaciones empresariales y sindicales más
representativas, informada la Conferencia Sectorial de Empleo y Asuntos Laborales y ha emitido informe la Abogacía
del Estado en el Departamento.

En su virtud, con la aprobación previa del Ministro de Hacienda y Administraciones Públicas, 

DISPONGO:

Artículo 1.Objeto y ámbito de aplicación.

1.La presente orden ministerial tiene por objeto la regulación de los aspectos formativos del contrato para la formación
y el aprendizaje, en desarrollo del Real Decreto 1529/2012, de 8 de noviembre, por el que se desarrolla el contrato para
la formación y el aprendizaje y se establecen las bases de la formación profesional dual.

De conformidad con el artículo 11.2 del texto refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores, aprobado por Real
Decreto Legislativo 1/1995, de 24 de marzo, el contrato para la formación y el aprendizaje tendrá por objeto la
cualificación profesional de los trabajadores en un régimen de alternancia de actividad laboral retribuida en una empresa
con actividad formativa recibida en el marco del sistema de formación profesional para el empleo o del sistema educativo.

2.El ámbito de aplicación de esta orden ministerial se extiende a todo el territorio estatal.
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Artículo 2.Contrato de trabajo y acuerdo para la actividad formativa.

El contrato para la formación y el aprendizaje, así como su anexo relativo al acuerdo para la actividad formativa que
deberá suscribir la empresa con el centro de formación u órgano designado por la Administración educativa o laboral
que imparta la formación y la persona trabajadora, o sólo con ésta cuando la formación se imparta en la propia empresa,
se formalizarán en los modelos oficiales que figuran, en formato electrónico, en la página web del Servicio Público de
Empleo Estatal (www.sepe.es).

Dicho contrato seguirá las indicaciones recogidas en el Capítulo I del Título II del Real Decreto 1529/2012, de 8 de
noviembre, en el que se desarrollan los aspectos laborales aplicables al contrato para la formación y el aprendizaje en
cuanto a requisitos, formalización, jornada laboral, salario, periodo de prueba, duración y prórrogas, y extinción.

Artículo 3.Tiempo dedicado a la actividad formativa.

De conformidad con lo establecido en el artículo 8 del Real Decreto 1529/2012, de 8 de noviembre, el contrato para
la formación y el aprendizaje se celebrará a tiempo completo, destinándose una parte de ese tiempo al desempeño de
una actividad laboral retribuida y otra parte al desarrollo de una actividad formativa relacionada con el puesto de trabajo
que ocupa la persona trabajadora.

El tiempo dedicado a la actividad formativa no podrá ser inferior al 25 por ciento durante el primer año, o al 15 por
ciento durante el segundo y tercer año, de la jornada máxima prevista en el convenio colectivo o, en su defecto, de la
jornada máxima legal. Para el cálculo del tiempo dedicado a la actividad formativa se tomará como referencia la jornada
anual, no computándose en ella los días de vacaciones.

Cuando las partes acuerden concentrar las actividades formativas en determinados períodos de tiempo durante la
vigencia del contrato, deberán hacerlo constar expresamente en el acuerdo para la actividad formativa.

Artículo 4.Contenido de la actividad formativa.

1.La actividad formativa del contrato para la formación y el aprendizaje será la necesaria para la obtención de un título
de formación profesional de grado medio o superior o de un certificado de profesionalidad o, en su caso, certificación
académica o acreditación parcial acumulable, debiendo ser programada de acuerdo a los reales decretos que regulan
cada certificado de profesionalidad o cada ciclo formativo.

Cuando la formación se dirija a la obtención de un certificado de profesionalidad de nivel 2 ó nivel 3, o bien a un título
de formación profesional, el acuerdo para la actividad formativa deberá contener una declaración relativa a que la
persona trabajadora reúne los requisitos de acceso a esta formación establecidos en la normativa reguladora de los
mismos. Este extremo podrá ser objeto de comprobación en las actuaciones de seguimiento y control de la actividad
formativa que realicen las Administraciones públicas competentes.

2.La actividad formativa podrá incluir, además de la señalada en el apartado anterior, formación complementaria
asociada a las necesidades de la empresa o de la persona trabajadora, que no se considerará como trabajo efectivo y
que deberá ser autorizada por el Servicio Público de Empleo competente junto con la autorización de inicio de la actividad
formativa regulada en el artículo 6, por lo que esta formación complementaria deberá estar programada en el acuerdo
para la actividad formativa.

Esta formación complementaria no será objeto de financiación pública mediante las bonificaciones previstas en el
artículo 10.

Artículo 5.Centros impartidores de la actividad formativa.

1.La actividad formativa inherente al contrato para la formación y el aprendizaje será impartida directamente por los
siguientes centros o entidades:

a)Los centros y entidades de formación, públicos y privados, acreditados para impartir la formación vinculada a los
certificados de profesionalidad, de acuerdo con la normativa reguladora del subsistema de formación profesional para
el empleo y la de los certificados de profesionalidad.

b)Los centros públicos y privados concertados, autorizados por la Administración educativa competente, que oferten
los títulos de formación profesional.

c)Los centros integrados públicos y privados de formación profesional.

d)Los Centros de Referencia Nacional, en las condiciones y para los fines establecidos en el Real Decreto 229/2008,
de 15 de febrero, por el que se regulan los centros de referencia nacional en el ámbito de la formación profesional.

e)Las empresas que dispongan de autorización de la Administración educativa competente para impartir la formación
de ciclos formativos y/o acreditación de la Administración laboral competente para impartir la formación vinculada a los
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certificados de profesionalidad, en los supuestos contemplados en el artículo 3.1, letras c), d) y e), del Real Decreto
1529/2012, de 8 de noviembre, así como en su disposición adicional quinta respecto de las empresas de menos de
cinco trabajadores. En este último supuesto, los requisitos mínimos de espacios, instalaciones y equipamientos para
impartir la formación serán los que se establezcan, en desarrollo de la citada disposición, por la normativa reguladora
de los certificados de profesionalidad.

Asimismo, en los certificados de profesionalidad que, de acuerdo con su normativa reguladora, se puedan impartir
mediante la modalidad de teleformación, la tutoría-formación de la parte presencial obligatoria podrá realizarse en la
propia empresa, en los supuestos contemplados en el artículo 3.1, letras c), d) y e), del Real Decreto 1529/2012, de 8
de noviembre. En este caso, se especificarán en el acuerdo para la actividad formativa los requerimientos que, según
el centro de formación que suscribe el citado acuerdo, deberán cumplirse por parte de la empresa para garantizar la
calidad de la formación y el cumplimiento de lo previsto en los correspondientes certificados de profesionalidad. En todo
caso, será de aplicación a este supuesto la prueba de evaluación final de carácter presencial que corresponde realizar
al centro de formación respecto de los módulos formativos impartidos mediante la modalidad de teleformación.

2.Sin perjuicio de los servicios de información y orientación regulados en el artículo 22 del Real Decreto 1529/2012,
de 8 de noviembre, el Servicio Público de Empleo Estatal proporcionará información actualizada sobre los centros que
figuran en el Registro Estatal de Centros y Entidades de Formación como centros acreditados para impartir la actividad
formativa vinculada a los certificados de profesionalidad. Asimismo, informará en colaboración con el Ministerio de
Educación, Cultura y Deporte, sobre los centros del sistema educativo autorizados para impartir formación vinculada a
contratos para la formación y el aprendizaje, de acuerdo con la comunicación que la Administración educativa realizará
al Servicio Público de Empleo Estatal en la forma y los plazos que se determinen en el correspondiente convenio de
colaboración.

Esta información estará disponible a través de la página web del citado organismo (www.sepe.es), mediante un
buscador que relacionará los certificados de profesionalidad y los títulos de formación profesional con los centros
disponibles para su impartición y las diferentes ocupaciones a las que dan cobertura.

Artículo 6.Autorización de inicio de la actividad formativa.

1.Previamente a la formalización del contrato inicial y de sus prórrogas, la actividad formativa será autorizada por el
Servicio Público de Empleo competente, que será el Servicio Público de Empleo de la Comunidad autónoma donde
esté ubicado el centro de trabajo de la empresa.

No obstante lo anterior, de conformidad con lo establecido en el artículo 16.8 del Real Decreto 1529/2012, de 8 de
noviembre, cuando una misma empresa, con centros de trabajo en más de una Comunidad autónoma, realice contratos
para la formación y el aprendizaje, la citada autorización corresponderá al Servicio Público de Empleo Estatal. A estos
efectos, en la solicitud de autorización de inicio de la actividad formativa la empresa deberá declarar si tiene o no centros
de trabajo en más de una Comunidad autónoma.

2.La solicitud de dicha autorización irá acompañada del acuerdo para la actividad formativa previsto en el artículo 21
del Real Decreto 1529/2012, de 8 de noviembre.

3.Cuando la competencia para conceder la autorización sea del Servicio Público de Empleo Estatal, la solicitud, en
todo caso, se efectuará a través de su Registro Electrónico, a través del cual, además, se realizarán los siguientes
trámites:

a)Cumplimentación y presentación de la solicitud de autorización de inicio de la actividad formativa y del
correspondiente acuerdo para la actividad formativa.

b)Cumplimentación y presentación de la solicitud de cualquier modificación posterior del acuerdo para la actividad
formativa. Las modificaciones del acuerdo deberán obedecer a causas justificadas y el procedimiento para su
autorización será el mismo que el establecido para la autorización de inicio de la actividad formativa.

c)Comunicación por los centros de formación de los datos contemplados en el artículo 9.2.

d)Comunicación de la finalización de la actividad formativa.

Tanto la solicitud de autorización como los trámites previstos en las letras a), b), y d) de este apartado podrán ser
realizados directamente por la empresa o, en su lugar, por el centro de formación que suscriba el acuerdo para la
actividad formativa.

4.Cuando la competencia para conceder la autorización corresponda a las comunidades autónomas, estas podrán
optar por que la solicitud, así como cada uno de los trámites contemplados en el apartado 3, se efectúe a través del
Registro Electrónico del Servicio Público de Empleo Estatal, debiéndose estar, en este caso, a lo dispuesto en el artículo
24.3 de la Ley 11/2007, de 22 de junio, de acceso electrónico de los ciudadanos a los servicios públicos.
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Las Comunidades Autónomas, en todo caso, estarán sujetas al cumplimiento de las obligaciones de información al
Servicio Público de Empleo Estatal contempladas en la disposición adicional segunda, a través de la aplicación
electrónica que se habilitará mediante resolución de la persona titular de la Dirección General del Servicio Público de
Empleo Estatal, además de informar de la fecha de registro de las solicitudes presentadas.

5.Una vez autorizado el inicio de la actividad formativa, ya sea de forma expresa o por silencio administrativo, según
lo previsto en el artículo 16.9 del Real Decreto 1529/2012, de 8 de noviembre, procederá la formalización del contrato
y del anexo relativo al acuerdo para la actividad formativa, en los términos señalados en el artículo 7 del citado Real
Decreto. Una copia del acuerdo firmado por las partes estará en la empresa y otra en el centro de formación a disposición
de los órganos competentes de control.

La empresa deberá comunicar en el plazo máximo de 10 días la formalización y finalización del contrato inicial y de
sus prórrogas al Servicio Público de Empleo correspondiente, de conformidad con lo establecido en el artículo 7.2 del
Real Decreto 1529/2012, de 8 de noviembre.

6.En caso de desestimación de la solicitud de autorización de inicio de la actividad formativa, el Servicio Público de
Empleo competente reflejará en la correspondiente resolución los motivos de dicha desestimación.

Tal desestimación no impedirá la presentación de una nueva solicitud y, en su caso, obtención de autorización, una
vez subsanadas las deficiencias que motivaron la desestimación.

7.La autorización de inicio de la actividad formativa por parte de los Servicios Públicos de Empleo se realizará de
forma coordinada con las Administraciones educativas competentes, cuando la formación vaya dirigida a la obtención
de títulos de formación profesional.

Artículo 7.Seguimiento, evaluación y acreditación de la formación.

1.El seguimiento, evaluación y acreditación de la formación para la obtención de los certificados de profesionalidad,
vinculada a los contratos para la formación y el aprendizaje, corresponderá a los Servicios Públicos de Empleo que,
según lo señalado en el artículo 6, hayan autorizado el inicio de la actividad formativa.

Por su parte, las Administraciones educativas se responsabilizarán de realizar el seguimiento, evaluación y
acreditación de la formación dirigida a la obtención de los títulos de formación profesional.

2.Sin perjuicio de la regulación contenida en los artículos 23 y 25 del Real Decreto 1529/2012, de 8 de noviembre, el
seguimiento, evaluación y acreditación de la formación inherente al contrato para la formación y el aprendizaje se regirá,
asimismo, por la normativa vigente reguladora de la formación profesional del sistema educativo y de los certificados
de profesionalidad.

Artículo 8.Costes de formación y financiación máxima.

1.Los costes financiables de la formación en el contrato para la formación y el aprendizaje se calcularán de acuerdo
con los siguientes módulos económicos:

a)Modalidad presencial: Los costes hora/participante serán de 8 euros.

b)Modalidad a distancia/teleformación: Los costes hora/participante serán de 5 euros.

Estos módulos económicos se podrán actualizar por Resolución del titular de la Dirección General del Servicio Público
de Empleo Estatal.

2.La cuantía máxima de las bonificaciones que podrá aplicarse la empresa para la financiación de los costes de
formación señalados en el apartado anterior, será la que resulte de multiplicar el correspondiente módulo económico
por un número de horas equivalente al 25 por ciento de la jornada durante el primer año del contrato, y el 15 por ciento
de la jornada el segundo y tercer año.

Artículo 9.Pago a los centros y justificación.

1.Cuando la formación sea impartida por un centro de formación acreditado o autorizado, de titularidad privada, la
empresa abonará mensualmente al centro el coste de la formación y se podrá aplicar por ello las correspondientes
bonificaciones en las cotizaciones a la Seguridad Social en los términos señalados en el artículo 10.

El pago al centro deberá realizarse durante el mes siguiente a la finalización del plazo reglamentario de ingreso de
las cuotas de la Seguridad Social correspondientes a cada mes hasta que finalice el contrato inicial o las prórrogas.

2.El centro emitirá a la empresa mensualmente factura en la que conste datos del participante, nombre del centro,
formación realizada, número de horas de formación correspondientes al mes liquidado, fecha de la factura y
representante legal del centro.



Asimismo, y a efectos de justificación y posterior control de las bonificaciones aplicadas por las empresas dentro de
cada ejercicio presupuestario, el centro de formación comunicará al Servicio Público de Empleo Estatal los datos
señalados en el párrafo anterior a través de la aplicación electrónica prevista en el artículo 6.3. La citada comunicación
podrá realizarse periódicamente, a medida que el coste de la actividad formativa se va facturando, o una vez finalizado
cada ejercicio presupuestario, dentro del mes siguiente a dicha finalización.

La mencionada comunicación se realizará por la propia empresa cuando, disponiendo de la acreditación o autorización
correspondiente, sea ésta la responsable de impartir la actividad formativa inherente al contrato para la formación y el
aprendizaje.

3.Las facturas o recibos de pago estarán en la empresa a disposición del Servicio Público de Empleo Estatal y demás
organismos facultados para su control durante el plazo de cinco años, a contar desde la finalización de los contratos
para la formación y el aprendizaje que hayan sido realizados. En el supuesto de cofinanciación por el Fondo Social
Europeo, se dará publicidad de la misma mediante Resolución del Servicio Público de Empleo Estatal y el plazo señalado
anteriormente será el que establezca la normativa comunitaria.

Asimismo, los costes de la formación objeto de bonificación deberán quedar expresamente identificados en la
contabilidad de la empresa.

Artículo 10.Bonificaciones y requisitos a cumplir por las empresas.

1.Hasta el límite de la cuantía máxima señalada en el artículo 8.2, la empresa podrá financiarse el coste de la formación
inherente al contrato para la formación y el aprendizaje mediante bonificaciones aplicadas en las cuotas de la Seguridad
Social, siempre que cumpla al menos los siguientes requisitos:

a)Suscripción del acuerdo para la actividad formativa e información del mismo a la representación legal de los
trabajadores.

b)Solicitud y autorización de inicio de la actividad formativa.

c)Asignación a la persona trabajadora de un puesto de trabajo relacionado con la actividad formativa y compatible
con el tiempo dedicado a dicha actividad. Los Servicios Públicos de Empleo competentes revisarán tal relación antes
de la autorización de inicio de la actividad formativa.

d)Designación de una persona con la cualificación y experiencia profesional adecuada para ejercer la tutoría en el
ámbito de la empresa.

e)Custodia de los soportes justificativos del coste y pago de la formación realizada.

2.La empresa se aplicará las bonificaciones en los boletines mensuales de cotización manteniendo la proporción de
un número máximo de horas financiables, por la formación efectivamente realizada, equivalente al 25 por ciento de la
jornada aplicada en cada mes durante el primer año del contrato, y el 15 por ciento de la jornada el segundo y tercer
año. Igualmente, en el supuesto de que el desarrollo de la actividad formativa se concentre en un determinado período
durante la vigencia del contrato, la aplicación de las bonificaciones se realizará mensualmente, y en la proporción
señalada, hasta que la empresa totalice la cuantía máxima de financiación a que tiene derecho.

3.La aplicación indebida o fraudulenta de las bonificaciones determinará que las cantidades correspondientes a las
cuotas no ingresadas sean objeto de reclamación administrativa mediante acta de liquidación de la Inspección de Trabajo
y Seguridad Social. La devolución de dichas cantidades comprenderá el interés de demora calculado desde el momento
del disfrute indebido de las bonificaciones en las cuotas de la Seguridad Social.

Artículo 11.Subvenciones para la financiación de costes adicionales.

1.De conformidad con lo establecido en el artículo 24 del Real Decreto 1529/2012, de 8 de noviembre, el Servicio
Público de Empleo Estatal podrá otorgar subvenciones, en régimen de concesión directa, a las Comunidades Autónomas
y, en su caso, al Ministerio de Educación, Cultura y Deporte, para financiar los costes adicionales que se deriven para
los centros públicos del sistema educativo como consecuencia de la impartición de la actividad formativa en los contratos
para la formación y el aprendizaje.

A estos efectos, se suscribirán convenios entre las Administraciones educativas y laborales competentes que incluirán
aspectos relacionados con la gestión y financiación de dichos costes adicionales.

2.Preferentemente en el primer trimestre de cada año natural se suscribirán los respectivos convenios de colaboración
en los que se regularán, al menos, los siguientes aspectos:

a)Indicación del número de plazas y títulos de formación profesional ofertados para estos contratos en cada uno de
los centros del sistema educativo pertenecientes al ámbito competencial de la Administración que suscribe el convenio.
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b)Estimación del importe máximo de los costes adicionales que para la Administración educativa pueda suponer,
durante todo el ejercicio, la impartición de la formación profesional ofertada en los contratos para la formación y el
aprendizaje, respecto del coste efectivo de la programación ordinaria de las actividades formativas que se imparten con
carácter gratuito.

c)Periodicidad para el abono de las cantidades destinadas a financiar los costes adicionales previstos en el convenio
y reglas sobre la justificación de los costes en los que efectivamente ha incurrido la Administración receptora de las
subvenciones. En todo caso, el abono a dicha Administración de los importes de las subvenciones se realizará previa
justificación por parte de la misma de los costes efectivamente incurridos, de conformidad con lo establecido en el
artículo 24.3 del Real Decreto 1529/2012, de 8 de noviembre.

Disposición adicional primera.Celebración de contratos para la formación y el aprendizaje por las empresas de trabajo
temporal.

A los efectos de la presente norma, se entenderá que las referencias que se hacen a lo largo de la misma a las
empresas incluyen a las empresas de trabajo temporal cuando celebren contratos para la formación y el aprendizaje
con los trabajadores contratados para ser puestos a disposición de las empresas usuarias.

De conformidad con los artículos 6.bis y 20.1 del Real Decreto 1529/2012, de 8 de noviembre, la empresa de trabajo
temporal será la responsable de las obligaciones relativas a los aspectos formativos del citado contrato. Por su parte,
la empresa usuaria será la responsable de designar la persona encargada de tutelar el desarrollo de la actividad laboral,
que actuará como interlocutora con la empresa de trabajo temporal a estos efectos, debiendo asumir esta última el
resto de obligaciones relativas a las tutorías vinculadas al contrato y al acuerdo para la actividad formativa.

Disposición adicional segunda.Obligaciones de información al Servicio Público de Empleo Estatal por parte de los
Servicios Públicos de Empleo de las Comunidades autónomas.

Los Servicios Públicos de Empleo de las Comunidades autónomas comunicarán al Servicio Público de Empleo Estatal,
a través de la aplicación electrónica prevista en el artículo 6.3, la estimación o desestimación de las solicitudes de
autorización de inicio y, en su caso, de modificación de los acuerdos para la actividad formativa correspondientes a los
contratos para la formación y el aprendizaje suscritos en sus respectivos ámbitos de gestión. La comunicación se
realizará en el plazo de 10 días desde la fecha de autorización de inicio del acuerdo para la actividad formativa o de su
modificación.

Disposición adicional tercera.Apoyo técnico de la Fundación Tripartita para la Formación en el Empleo.

En los términos que se determinen en el correspondiente convenio de colaboración, la Fundación Tripartita para la
Formación en el Empleo apoyará técnicamente al Servicio Público de Empleo Estatal en la realización de las actividades
de gestión e implantación que determine el citado organismo en relación con el contrato para la formación y el
aprendizaje.

Disposición adicional cuarta.Tutorías vinculadas al contrato para la formación y el aprendizaje.

Las Administraciones públicas competentes desarrollarán, de manera coordinada, programas, guías u otras
actuaciones específicas para la preparación y formación de las personas que ejerzan las tutorías vinculadas al contrato
para la formación y el aprendizaje, tanto de las designadas por las empresas como por los centros de formación, para
el desarrollo de las funciones señaladas en el artículo 20 del Real Decreto 1529/2012, de 8 de noviembre.

Disposición adicional quinta.Medidas para promover la participación de las pequeñas y medianas empresas.

Las Administraciones públicas competentes adoptarán las medidas oportunas para promover la participación de las
pequeñas y medianas empresas en la formación profesional dual a través del contrato para la formación y el aprendizaje;
en particular, impulsarán la modalidad de teleformación en la impartición de la formación ofertada por la red de centros
de formación profesional con el objeto de favorecer el acceso a la actividad formativa inherente al contrato para la
formación y el aprendizaje de todos los trabajadores, especialmente de las pequeñas y medianas empresas, en cualquier
momento y lugar.

Disposición adicional sexta.Particularidades en determinados contratos para la formación y el aprendizaje.

Los contratos para la formación y el aprendizaje que se suscriban en el marco de las acciones y medidas establecidas
en el artículo 25.1, letra d), de la Ley 56/2003, de 16 de diciembre, de Empleo, incluyendo Escuelas Taller, Casas de
Oficios y Talleres de Empleo u otras que se puedan aprobar, se ajustarán a lo dispuesto en esta orden, con las siguientes
particularidades:
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a)No será necesaria la cumplimentación del anexo relativo al acuerdo para la actividad formativa recogido en el artículo
2, al aprobarse dicha actividad cuando se aprueba el proyecto.

b)No será necesaria la autorización de inicio de la actividad formativa del artículo 6, porque la resolución de aprobación
del proyecto lleva implícita dicha autorización.

Disposición transitoria única.Contratos para la formación y el aprendizaje no vinculados a certificados de profesion-
alidad o títulos de formación.

Los contratos para la formación y el aprendizaje que transitoriamente, de conformidad con el apartado 2 de la
disposición transitoria octava de la Ley 3/2012, de 6 de julio, de medidas urgentes para la reforma del mercado laboral,
no estén vinculados a la obtención de un título de formación profesional o certificado de profesionalidad relacionados
con el trabajo efectivo a realizar, se regirán por el siguiente procedimiento:

a)El acuerdo para la actividad formativa se formalizará en el Anexo II que figura en la página web del Servicio Público
de Empleo Estatal, no siendo de aplicación al mismo lo establecido en el artículo 6.

b)El centro de formación que suscriba el citado acuerdo deberá enviar una copia, en todo caso, a la Dirección Provincial
del Servicio Público de Empleo Estatal que corresponda según la ubicación del puesto de trabajo, con independencia
de que dicho acuerdo, junto con el contrato, se haya comunicado a través de Contrat@.

c)La financiación del coste de la formación se realizará de acuerdo con lo previsto en los artículos 8, 9 y 10.

d)El Servicio Público de Empleo Estatal realizará las actuaciones de gestión, control y seguimiento de los contratos
para la formación y el aprendizaje a que se refiere esta disposición transitoria, sin perjuicio de la información que de
ello proporcione a cada Comunidad Autónoma respecto de los contratos para la formación y el aprendizaje que se
suscriban en su ámbito territorial.

Disposición final primera.Titulo competencial.

Esta orden se dicta al amparo de lo establecido en el artículo 149.1.7.ª de la Constitución, que atribuye al Estado la
competencia exclusiva en materia de legislación laboral, sin perjuicio de su ejecución por los órganos de las
Comunidades Autónomas.

Disposición final segunda.Facultades de desarrollo.

Se faculta al titular de la Dirección General del Servicio Público de Empleo Estatal para dictar cuantas resoluciones
sean necesarias para el desarrollo y aplicación de la presente orden.

Disposición final tercera.Entrada en vigor.

La presente orden entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado».

Madrid, 26 de diciembre de 2013.–La Ministra de Empleo y Seguridad Social, Fátima Báñez García.

10. Orden ESS/2518/2013. Aspectos formativos contrato formación y aprendizaje

157

Usuario
Cuadro de texto
Índice





I. DISPOSICIONES GENERALES
MINISTERIO DE EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL

Orden ESS/41/2015, de 12 de enero, por la que se modifica la Orden ESS/2518/2013, de 26 de diciembre, por la que
se regulan los aspectos formativos del contrato para la formación y el aprendizaje, en desarrollo del Real Decreto

1529/2012, de 8 de noviembre, por el que se desarrolla el contrato para la formación y el aprendizaje y se establecen
las bases de la formación profesional dual y la Orden TAS/718/2008, de 7 de marzo, por la que se desarrolla el Real
Decreto 395/2007, de 23 de marzo, por el que se regula el subsistema de formación profesional para el empleo, en
materia de formación de oferta y se establecen las bases reguladoras para la concesión de subvenciones públicas

destinadas a su financiación.

BOLETÍN OFICIAL DEL ESTADO
Núm. 21 Sábado 24 de enero de 2015 Sec. I.   Pág. 5212

El Real Decreto-ley 8/2014, de 4 de julio, de aprobación de medidas urgentes para el crecimiento, la competitividad
y la eficiencia establece en su artículo 109 que, en el plazo de un mes desde su entrada en vigor, el Ministerio de Empleo
y Seguridad Social modificará la Orden ESS/2518/2013, de 26 de diciembre, por la que se regulan los aspectos
formativos del contrato para la formación y el aprendizaje, en desarrollo del Real Decreto 1529/2012, de 8 de noviembre,
por el que se desarrolla el contrato para la formación y el aprendizaje y se establecen las bases de la formación
profesional dual, para aumentar las cuantías máximas de las bonificaciones en las cotizaciones empresariales a la
Seguridad Social dirigidas a financiar los costes de la formación inherente a dicho contrato, reguladas en al artículo 8
de la citada orden, siempre y cuando se contrate a un beneficiario de la Garantía Juvenil. Asimismo, mediante esta
modificación introducirá una bonificación adicional para financiar los costes derivados de la obligada tutorización de
cada trabajador a través del contrato para la formación y el aprendizaje.

Esto significa el establecimiento de nuevas medidas para el fomento del uso de los contratos para la formación y el
aprendizaje, elevando la cuantía máxima de las bonificaciones inherentes a la actividad formativa cuando éstos sean
celebrados con personas beneficiarias del Sistema Nacional de Garantía Juvenil. Además, se recoge el compromiso
de avanzar en la articulación de los mecanismos que incentiven que las empresas realicen el contrato para la formación
y el aprendizaje, a través de la compensación de los costes inherentes a la formación, incluyendo los derivados de la
necesaria tutorización del trabajador así como los de formación complementaria. La formación complementaria da
respuesta tanto a las necesidades de las empresas como de los trabajadores y se establece que deberá formar parte
del fichero de especialidades formativas y pasa ahora a ser objeto de financiación pública mediante bonificaciones con
los mismos costes de formación establecidos para la formación acreditable.

Por otro lado, mediante esta norma se procede a modificar la Orden TAS/718/2008, de 7 de marzo, por la que se
desarrolla el Real Decreto 395/2007, de 23 de marzo, por el que se regula el subsistema de formación profesional para
el empleo, en materia de formación de oferta y se establecen las bases reguladoras para la concesión de subvenciones
públicas destinadas a su financiación, a fin de introducir modificaciones en la misma que refuercen los principios de
eficacia y eficiencia en el ámbito de la formación profesional para el empleo, recogiendo con carácter general la
obligación de aportación de garantías en el supuesto de abono anticipado de las subvenciones concedidas, cuando así
lo prevean las correspondientes convocatorias.

El apartado 1 de la disposición final segunda del Real Decreto-ley 8/2014, de 4 de julio, habilita al Gobierno y a los
titulares de todos los departamentos ministeriales, en el ámbito de sus respectivas competencias, para dictar las
disposiciones y adoptar las medidas necesarias para el desarrollo y ejecución de dispuesto en el mismo. Asimismo, el
artículo 24.1 y la disposición final segunda del Real Decreto 1529/2012, de 8 de noviembre, habilitan a la persona titular
del Ministerio de Empleo y Seguridad para su desarrollo. Finalmente, la disposición final segunda del Real Decreto
395/2007, de 23 de marzo, habilita al Ministro de Trabajo y Asuntos Sociales, en la actualidad de Empleo y Seguridad
Social, para dictar cuantas normas sean necesarias para su desarrollo y ejecución.

En el proceso de elaboración de esta orden han sido consultadas las organizaciones empresariales y sindicales más
representativas, ha emitido informe el Consejo General del Sistema Nacional de Empleo, ha sido informada la

159

11. Orden ESS/41/2015 Modificación Orden ESS/2518/2013 Aspectos formativos contrato formación y aprendizaje



Conferencia Sectorial de Empleo y Asuntos Laborales y han emitido informe la Abogacía del Estado en el Departamento
y la Intervención Delegada de la Intervención General del Estado en el Servicio Público de Empleo Estatal.

En su virtud, dispongo:

Artículo 1.Modificación de la Orden ESS/2518/2013, de 26 de diciembre, por la que se regulan los aspectos formativos
del contrato para la formación y el aprendizaje, en desarrollo del Real Decreto 1529/2012, de 8 de noviembre, por el
que se desarrolla el contrato para la formación y el aprendizaje y se establecen las bases de la formación profesional
dual.

La Orden ESS/2518/2013, de 26 de diciembre, por la que se regulan los aspectos formativos del contrato para la
formación y el aprendizaje, en desarrollo del Real Decreto 1529/2012, de 8 de noviembre, por el que se desarrolla el
contrato para la formación y el aprendizaje y se establecen las bases de la formación profesional dual queda modificada
como sigue:

Uno.El apartado 2 del artículo 4 queda redactado como sigue:

«2.La actividad formativa podrá incluir, además de la señalada en el apartado anterior, formación complementaria
asociada a las necesidades específicas de la empresa o de la persona trabajadora, que no se considerará trabajo
efectivo y que deberá ser autorizada por el Servicio Público de Empleo competente junto con la autorización de inicio
de la actividad formativa regulada en el artículo 6, por lo que esta formación complementaria deberá estar programada
en el acuerdo para la actividad formativa.

La formación complementaria deberá corresponderse con una o varias de las especialidades formativas incluidas en
el Fichero de especialidades formativas previsto en el artículo 20.3 del Real Decreto 395/2007, de 23 de marzo, por el
que se regula el subsistema de formación profesional para el empleo y por tanto se ajustará a los requisitos que figuran
en los programas formativos que se encuentran disponibles en la página web: www.sepe.es.

En el caso de que la formación complementaria no forme parte del Fichero de especialidades formativas se procederá
según lo establecido en la Resolución de 12 de marzo de 2010, del Servicio Público de Empleo Estatal, por la que se
establece el procedimiento para la inclusión de nuevas especialidades en el Fichero de especialidades formativas.

Los centros, o en su caso la empresa, que impartan formación complementaria deberán estar inscritos en el Registro
de Centros y Entidades de Formación en la correspondiente especialidad.

Esta formación complementaria será objeto de financiación pública mediante las bonificaciones previstas en el artículo
10, siendo de aplicación los costes de formación y financiación máxima establecidos en el artículo 8.1 y 8.3.»

Dos.La letra e) del apartado 1 del artículo 5 queda redactada como sigue:

«e)Las empresas que dispongan de autorización de la Administración educativa competente para impartir la formación
de ciclos formativos y/o acreditación de la Administración laboral competente para impartir la formación vinculada a los
certificados de profesionalidad, en los supuestos contemplados en el artículo 3.1, letras c), d) y e), del Real Decreto
1529/2012, de 8 de noviembre, así como en su disposición adicional quinta respecto de las empresas de menos de
cinco trabajadores para la impartición de certificados de profesionalidad de nivel 1 a sus propios trabajadores. En este
último supuesto, los requisitos mínimos de espacios, instalaciones y equipamientos para impartir la formación serán los
del correspondiente real decreto que regule el certificado de profesionalidad objeto de la formación, de manera
proporcional al número de sus trabajadores a formar, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 34 de la Orden
ESS/1897/2013, de 10 de octubre, por la que se desarrolla el Real Decreto 34/2008, de 18 de enero, por el que se
regulan los certificados de profesionalidad y los reales decretos por los que se establecen certificados de profesionalidad
dictados en su aplicación.

Asimismo, en los certificados de profesionalidad que, de acuerdo con su normativa reguladora, se puedan impartir
mediante la modalidad de teleformación, la tutoría-formación de la parte presencial obligatoria podrá realizarse en la
propia empresa, en los supuestos contemplados en el artículo 3.1, letras c), d) y e), del Real Decreto 1529/2012, de 8
de noviembre. En este caso, se especificarán en el acuerdo para la actividad formativa los requerimientos que, según
el centro de formación que suscribe el citado acuerdo, deberán cumplirse por parte de la empresa para garantizar la
calidad de la formación y el cumplimiento de lo previsto en los correspondientes certificados de profesionalidad. En todo
caso, será de aplicación a este supuesto la prueba de evaluación final de carácter presencial que corresponde realizar
al centro de formación respecto de los módulos formativos impartidos mediante la modalidad de teleformación.»

Tres.Se añaden dos nuevos apartados 3 y 4 al artículo 8, con la siguiente redacción:

«3.Cuando el contrato para la formación y el aprendizaje se formalice con personas beneficiarias del Sistema Nacional
de Garantía Juvenil la cuantía máxima de bonificaciones que podrá aplicarse la empresa para la financiación de los
costes de formación será la que resulte de multiplicar el correspondiente módulo económico por un número de horas
equivalente al 50 por ciento de la jornada durante el primer año del contrato, y del 25 por ciento de la jornada el segundo
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y tercer año. Estos porcentajes se tendrán en cuenta a efectos de lo previsto en el artículo 10.2 para el cálculo de las
bonificaciones a aplicar por la empresa.

4.A fin de financiar los costes derivados de la obligada tutorización en la empresa de cada trabajador a través del
contrato para la formación y el aprendizaje, las empresas se podrán aplicar una bonificación adicional a los costes
señalados en el apartado 1, con una cuantía máxima de 1,5 euros por alumno y hora de tutoría, con un máximo de 40
horas por mes y alumno. En el supuesto de empresas de menos de cinco trabajadores la bonificación adicional tendrá
una cuantía máxima de 2 euros por alumno y hora de tutoría, con un máximo de 40 horas por mes y alumno.»

Cuatro.Se añade un nuevo artículo 12, con la siguiente redacción:

«Articulo 12.Funciones de tutoría en la empresa en los contratos para la formación y el aprendizaje.

Corresponden al tutor de empresa, las siguientes funciones:

a)Realizar la comunicación con el centro de formación a través del tutor del centro de formación.

b)Coordinar con el tutor del centro de formación la elaboración del programa de formación correspondiente a la
actividad formativa inherente al contrato.

En dicho programa se determinaran, entre otros aspectos, los resultados de aprendizaje que serán objeto de
adquisición en el centro de formación y en la empresa, así como los criterios a evaluar en ambos escenarios.

c)Realizar el seguimiento del acuerdo para la actividad formativa, atendiendo al trabajador con la periodicidad que se
establezca, durante el periodo de trabajo efectivo en la empresa, con el objeto de valorar el desarrollo del programa y
establecer los apoyos formativos necesarios.

d)Colaborar con el tutor del centro de formación en la evaluación del aprendizaje desarrollado durante el tiempo del
contrato y al término del mismo.

e)Velar para que el trabajador cumpla los correspondientes protocolos de seguridad y prevención de riesgos laborales
asociados a los diferentes puestos de trabajo y aprendizaje, suministrando el asesoramiento necesario.

f)Elaborar, al finalizar la actividad laboral de la persona trabajadora, un informe sobre el desempeño del puesto de
trabajo y los resultados de aprendizaje alcanzados en la empresa.»

Cinco.Se modifica la disposición transitoria única, que queda redactada como sigue:

«Disposición transitoria única.Contratos para la formación y el aprendizaje no vinculados a certificados de
profesionalidad o títulos de formación.

1.Los contratos para la formación y el aprendizaje que transitoriamente, de conformidad con el apartado 2 de la
disposición transitoria octava de la Ley 3/2012, de 6 de julio, de medidas urgentes para la reforma del mercado laboral,
no estén vinculados a la obtención de un título de formación profesional o certificado de profesionalidad relacionados
con el trabajo efectivo a realizar, se regirán por el siguiente procedimiento:

a)El acuerdo para la actividad formativa se formalizará en el Anexo II que figura en la página web del Servicio Público
de Empleo Estatal, no siendo de aplicación al mismo lo establecido en el artículo 6.

b)El centro de formación que suscriba el citado acuerdo deberá enviar una copia, en todo caso, a la Dirección Provincial
del Servicio Público de Empleo Estatal que corresponda según la ubicación del puesto de trabajo, con independencia
de que dicho acuerdo, junto con el contrato, se haya comunicado a través de Contrat@.

c)La financiación del coste de la formación se realizará de acuerdo con lo previsto en los artículos 8, 9 y 10.

d)El Servicio Público de Empleo Estatal realizará las actuaciones de gestión, control y seguimiento de los contratos
para la formación y el aprendizaje a que se refiere esta disposición transitoria, sin perjuicio de la información que de
ello proporcione a cada Comunidad Autónoma respecto de los contratos para la formación y el aprendizaje que se
suscriban en su ámbito territorial.

2.Lo dispuesto en los apartados 3 y 4 del artículo 8 no será de aplicación en los contratos para la formación y el
aprendizaje no vinculados a certificados de profesionalidad o títulos de formación a que se refiere esta disposición
transitoria única.»

Artículo 2.Modificación de la Orden TAS/718/2008, de 7 de marzo, por la que se desarrolla el Real Decreto 395/2007,
de 23 de marzo, por el que se regula el subsistema de formación profesional para el empleo, en materia de formación
de oferta y se establecen las bases reguladoras para la concesión de subvenciones públicas destinadas a su finan-
ciación.
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Se modifica la disposición adicional sexta de la Orden TAS/718/2008, de 7 de marzo, por la que se desarrolla el Real
Decreto 395/2007, de 23 de marzo, por el que se regula el subsistema de formación profesional para el empleo, en
materia de formación de oferta y se establecen las bases reguladoras para la concesión de subvenciones públicas
destinadas a su financiación, que queda redactada como sigue:

«Disposición adicional sexta.Anticipo del pago de la subvención.

En el ámbito de gestión de la Administración General del Estado los beneficiarios de subvenciones concedidas por el
Servicio Público de Empleo Estatal deberán garantizar los anticipos de pagos sobre las mismas, cuando así se prevea
en las correspondientes convocatorias, de acuerdo con lo establecido en la Orden TAS/1622/2002, de 13 de junio, por
la que se regula la forma de garantizar, por los beneficiarios de las subvenciones y ayudas públicas que conceda el
Instituto Nacional de Empleo, los anticipos de pago sobre las mismas, así como por los obligados al pago en período
voluntario de los fraccionamientos y aplazamientos que se concedan, resultantes del procedimiento de reintegro de
dicho Organismo contenido en la Resolución de 20 de marzo de 1996.»

Disposición transitoria primera.Aplicación de las medidas.

1.Lo dispuesto en el artículo 1 será de aplicación a los contratos para la formación y el aprendizaje que se celebren
a partir de la fecha de entrada en vigor de esta orden.

2.Lo dispuesto en el artículo 2 será de aplicación a los procedimientos de concesión de subvenciones que inicien a
partir de la fecha de entrada en vigor de esta orden.

Disposición transitoria segunda.Aplicación de incentivos del Sistema Nacional de Garantía Juvenil.

Lo dispuesto en el nuevo apartado 3 del artículo 8 de la Orden ESS/2518/2013, de 26 de diciembre, será de aplicación
en los contratos que se celebren hasta el 30 de junio de 2016.

Disposición final primera.Titulo competencial.

La presente orden se dicta al amparo de lo establecido en el artículo 149.1.7.ª de la Constitución, que atribuye al
Estado la competencia exclusiva en materia de legislación laboral, sin prejuicio de su ejecución por los órganos de las
Comunidades Autónomas.

Disposición final segunda.Facultades de desarrollo.

Se faculta al titular de la Dirección General del Servicio Público de Empleo Estatal para dictar cuantas resoluciones
sean necesarias para el desarrollo y aplicación de la presente orden.

Disposición final tercera.Entrada en vigor.

La presente orden entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado».

Madrid, 12 de enero de 2015.–La Ministra de Empleo y Seguridad Social, Fátima Báñez García.

162

Normativa de ámbito estatal

Usuario
Cuadro de texto
Índice



Ley Orgánica 2/2006, de 3 de mayo, de Educación.

Jefatura del Estado

«BOE» núm. 106, de 4 de mayo de 2006
Referencia: BOE-A-2006-7899

TEXTO CONSOLIDADO
Última modificación: 29 de julio de 2015 [...]

CAPÍTULO V
Formación profesional 

Artículo 39.  Principios generales.

1. La formación profesional comprende el conjunto de acciones formativas que capacitan para el desempeño
cualificado de las diversas profesiones, el acceso al empleo y la participación activa en la vida social, cultural y
económica. Incluye las enseñanzas propias de la formación profesional inicial, las acciones de inserción y reinserción
laboral de los trabajadores así como las orientadas a la formación continua en las empresas, que permitan la adquisición
y actualización permanente de las competencias profesionales. La regulación contenida en la presente Ley se refiere a
la formación profesional inicial que forma parte del sistema educativo.

2. La Formación Profesional, en el sistema educativo, tiene por finalidad preparar al alumnado para la actividad en un
campo profesional y facilitar su adaptación a las modificaciones laborales que pueden producirse a lo largo de su vida,
contribuir a su desarrollo personal y al ejercicio de una ciudadanía democrática, y permitir su progresión en el sistema
educativo y en el sistema de formación profesional para el empleo, así como el aprendizaje a lo largo de la vida.

3. La Formación Profesional en el sistema educativo comprende los ciclos de Formación Profesional Básica, de grado
medio y de grado superior, con una organización modular, de duración variable, que integre los contenidos teórico-
prácticos adecuados a los diversos campos profesionales.

4. Los títulos de Formación Profesional estarán referidos, con carácter general, al Catálogo Nacional de Cualificaciones
Profesionales, y los ciclos de la Formación Profesional que conducen a su obtención serán los siguientes:

a) Ciclos de Formación Profesional Básica.

b) Ciclos formativos de grado medio.

c) Ciclos formativos de grado superior.

El currículo de estas enseñanzas se ajustará a las exigencias derivadas del Sistema Nacional de Cualificaciones y
Formación Profesional y a lo establecido en el apartado 4 del artículo 6.bis de la presente Ley Orgánica.

El Gobierno desarrollará reglamentariamente las medidas que resulten necesarias para permitir la correspondencia,
a efectos de equivalencia y convalidación, de los certificados de profesionalidad regulados en el apartado 3 del artículo
26 de la Ley 56/2003, de 16 de diciembre, de Empleo, con los títulos de Formación Profesional del sistema educativo,
a través de las unidades de competencia acreditadas.

5. Los estudios de formación profesional regulados en esta Ley podrán realizarse tanto en los centros educativos que
en ella se regulan como en los centros integrados y de referencia nacional a los que se refiere el artículo 11 de la Ley
Orgánica 5/2002, de 19 de junio, de las Cualificaciones y de la Formación Profesional.

6. El Gobierno, previa consulta a las Comunidades Autónomas, establecerá las titulaciones correspondientes a los
estudios de formación profesional, así como los aspectos básicos del currículo de cada una de ellas.

7. En los estudios de Formación Profesional se prestará especial atención a los alumnos y alumnas con necesidad
específica de apoyo educativo.

Artículo 40.  Objetivos.

1. La Formación Profesional en el sistema educativo contribuirá a que el alumnado consiga los resultados de
aprendizaje que le permitan:

12. Ley Orgánica Educación-LOMCE (Extractos) 
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a) Desarrollar las competencias propias de cada título de formación profesional.

b) Comprender la organización y las características del sector productivo correspondiente, así como los mecanismos
de inserción profesional.

c) Conocer la legislación laboral y los derechos y obligaciones que se derivan de las relaciones laborales.

d) Aprender por sí mismos y trabajar en equipo, así como formarse en la prevención de conflictos y en la resolución
pacífica de los mismos en todos los ámbitos de la vida personal, familiar y social, con especial atención a la prevención
de la violencia de género.

e) Fomentar la igualdad efectiva de oportunidades entre hombres y mujeres, así como de las personas con
discapacidad, para acceder a una formación que permita todo tipo de opciones profesionales y el ejercicio de las mismas.

f) Trabajar en condiciones de seguridad y salud, así como prevenir los posibles riesgos derivados del trabajo.

g) Desarrollar una identidad profesional motivadora de futuros aprendizajes y adaptaciones a la evolución de los
procesos productivos y al cambio social.

h) Afianzar el espíritu emprendedor para el desempeño de actividades e iniciativas empresariales.

i) Preparar al alumnado para su progresión en el sistema educativo.

j) Conocer y prevenir los riesgos medioambientales.

2. Los ciclos de Formación Profesional Básica contribuirán, además, a que el alumnado adquiera o complete las
competencias del aprendizaje permanente.

3. Los ciclos formativos de grado medio contribuirán, además, a ampliar las competencias de la enseñanza básica
adaptándolas a un campo o sector profesional que permita al alumnado el aprendizaje a lo largo de la vida, a progresar
en el sistema educativo, y a incorporarse a la vida activa con responsabilidad y autonomía.

Artículo 41.  Condiciones de acceso y admisión.

1. El acceso a los ciclos de Formación Profesional Básica requerirá el cumplimiento simultáneo de las siguientes
condiciones:

a) Tener cumplidos quince años, o cumplirlos durante el año natural en curso, y no superar los diecisiete años de
edad en el momento del acceso o durante el año natural en curso.

b) Haber cursado el primer ciclo de Educación Secundaria Obligatoria o, excepcionalmente, haber cursado el segundo
curso de la Educación Secundaria Obligatoria.

c) Haber propuesto el equipo docente a los padres, madres o tutores legales la incorporación del alumno o alumna a
un ciclo de Formación Profesional Básica, de conformidad con lo indicado en el artículo 30.

2. El acceso a ciclos formativos de grado medio requerirá el cumplimiento de al menos una de las siguientes
condiciones:

a) Estar en posesión de al menos uno de los siguientes títulos:

1.º Título de Graduado en Educación Secundaria Obligatoria, siempre que el alumno o alumna haya superado la
evaluación final de Educación Secundaria Obligatoria por la opción de enseñanzas aplicadas.

2.º Título Profesional Básico.

3.º Título de Bachiller.

4.º Un título universitario.

5.º Un título de Técnico o de Técnico Superior de Formación Profesional.

b) Estar en posesión de un certificado acreditativo de haber superado todas las materias de Bachillerato.

c) Haber superado un curso de formación específico para el acceso a ciclos de grado medio en centros públicos o
privados autorizados por la administración educativa, y tener 17 años cumplidos en el año de finalización del curso. Las
materias del curso y sus características básicas serán reguladas por el Gobierno.

d) Haber superado una prueba de acceso de acuerdo con los criterios establecidos por el Gobierno, y tener 17 años
cumplidos en el año de realización de dicha prueba.

Las pruebas y cursos indicados en los párrafos anteriores deberán permitir acreditar los conocimientos y habilidades
suficientes para cursar con aprovechamiento los ciclos de formación de grado medio, de acuerdo con los criterios
establecidos por el Gobierno.



Además, siempre que la demanda de plazas en ciclos formativos de grado medio supere la oferta, las Administraciones
educativas podrán establecer procedimientos de admisión al centro docente, de acuerdo con las condiciones que el
Gobierno determine reglamentariamente.

3. El acceso a ciclos formativos de grado superior requerirá el cumplimiento de las siguientes condiciones:

a) Estar en posesión del título de Bachiller, de un título universitario, o de un título de Técnico o de Técnico Superior
de Formación Profesional, o de un certificado acreditativo de haber superado todas las materias de Bachillerato, o haber
superado una prueba de acceso, de acuerdo con los criterios establecidos por el Gobierno, y tener 19 años cumplidos
en el año de realización de dicha prueba.

La prueba deberá permitir acreditar los conocimientos y habilidades suficientes para cursar con aprovechamiento los
ciclos de formación de grado superior, de acuerdo con los criterios establecidos por el Gobierno.

b) Siempre que la demanda de plazas en ciclos formativos de grado superior supere la oferta, las Administraciones
educativas podrán establecer procedimientos de admisión al centro docente, de acuerdo con las condiciones que el
Gobierno determine reglamentariamente.

4. Los alumnos y alumnas que no hayan superado las pruebas de acceso o las pruebas que puedan formar parte de
los procedimientos de admisión, o que deseen elevar las calificaciones obtenidas, podrán repetirlas en convocatorias
sucesivas, previa solicitud.

5. El Gobierno establecerá, previa consulta a las Comunidades Autónomas, los criterios básicos relativos a la exención
de alguna parte o del total de las pruebas de acceso o las pruebas que puedan formar parte de los procedimientos de
admisión a los que se refieren los apartados anteriores, en función de la formación o de la experiencia profesional
acreditada por el aspirante.

6. Se establecerán las medidas más adecuadas para que las condiciones de realización de las pruebas de evaluación
se adapten a las necesidades del alumnado con necesidades educativas especiales.

Artículo 42.  Contenido y organización de la oferta.

1. Corresponde a las Administraciones educativas programar la oferta de las enseñanzas de Formación Profesional,
con respeto a los derechos reconocidos en la presente Ley.

2. El currículo de las enseñanzas de Formación Profesional incluirá una fase de formación práctica en los centros de
trabajo, de la que podrán quedar exentos quienes acrediten una experiencia laboral que se corresponda con los estudios
profesionales cursados. Las Administraciones educativas regularán esta fase y la mencionada exención.

3. La Formación Profesional promoverá la integración de contenidos científicos, tecnológicos y organizativos del ámbito
profesional, así como los de las materias instrumentales, y garantizará que el alumnado adquiera y amplíe las
competencias necesarias para su desarrollo profesional, personal y social.

4. Los ciclos de Formación Profesional Básica garantizarán la adquisición de las competencias del aprendizaje
permanente a través de la impartición de enseñanzas organizadas en los siguientes bloques comunes:

a) Bloque de Comunicación y Ciencias Sociales, que incluirá las siguientes materias:

1.º Lengua Castellana.

2.º Lengua extranjera.

3.º Ciencias Sociales.

4.º En su caso, Lengua Cooficial.

b) Bloque de Ciencias Aplicadas, que incluirá las siguientes materias:

1.º Matemáticas Aplicadas al Contexto Personal y de Aprendizaje en un Campo Profesional.

2.º Ciencias Aplicadas al Contexto Personal y de Aprendizaje en un Campo Profesional.

Los criterios pedagógicos con los que se desarrollarán los programas formativos de estos ciclos se adaptarán a las
características específicas del alumnado y fomentarán el trabajo en equipo. Asimismo, la tutoría y la orientación
educativa y profesional tendrán una especial consideración.

Además, las enseñanzas de la Formación Profesional Básica garantizarán al menos la formación necesaria para
obtener una cualificación de nivel 1 del Catálogo Nacional de las Cualificaciones Profesionales a que se refiere el artículo
7 de la Ley Orgánica 5/2002, de 19 de junio, de las Cualificaciones y de la Formación Profesional.

Los ciclos tendrán dos años de duración, y serán implantados en los centros que determinen las Administraciones
educativas.
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Los alumnos y alumnas podrán permanecer cursando un ciclo de Formación Profesional Básica durante un máximo
de cuatro años.

5. En el marco de lo establecido por las Administraciones educativas, los centros educativos podrán ofertar al alumnado
que curse ciclos formativos de grado medio las siguientes materias voluntarias para facilitar la transición del alumno o
alumna hacia otras enseñanzas:

a) Comunicación en Lengua Castellana.

b) Comunicación en Lengua extranjera.

c) Matemáticas Aplicadas.

d) En su caso, Comunicación en Lengua Cooficial.

Además, al objeto de facilitar la progresión del alumnado hacia los ciclos formativos de grado superior de la Formación
Profesional, los centros educativos podrán ofertar, en el marco de lo establecido por las Administraciones educativas,
materias voluntarias relacionadas con el campo o sector profesional del que se trate, cuya superación facilitará la
admisión en los ciclos formativos de grado superior en los términos que el Gobierno determine reglamentariamente.

Las materias indicadas en los párrafos anteriores podrán ofertarse en modalidad presencial o a distancia y no formarán
parte del currículo de los ciclos formativos de grado medio.

6. Se establecerán medidas de flexibilización y alternativas metodológicas en la enseñanza y evaluación de la lengua
extranjera para el alumnado con discapacidad, en especial para aquél que presenta dificultades en su expresión oral.
Estas adaptaciones en ningún caso se tendrán en cuenta para minorar las calificaciones obtenidas.

Artículo 42 bis.  Formación Profesional dual del Sistema Educativo Español.

1. La Formación Profesional dual del Sistema Educativo Español es el conjunto de acciones e iniciativas formativas
que, en corresponsabilidad con las empresas, tienen por objeto la cualificación profesional de las personas, armonizando
los procesos de enseñanza y aprendizaje entre los centros educativos y los centros de trabajo.

2. El Gobierno regulará las condiciones y requisitos básicos que permitan el desarrollo por las Administraciones
educativas de la Formación Profesional dual en el ámbito del sistema educativo.

Artículo 43.  Evaluación.

1. La evaluación del aprendizaje del alumnado en los ciclos de Formación Profesional Básica y en los ciclos formativos
de grado medio y superior se realizará por módulos profesionales y, en su caso, por materias o bloques, de acuerdo
con las condiciones que el Gobierno determine reglamentariamente.

2. La superación de los ciclos de Formación Profesional Básica, de los ciclos formativos de grado medio y de los de
grado superior requerirá la evaluación positiva en todos los módulos y en su caso materias y bloques que los componen.

Artículo 44.  Títulos y convalidaciones.

1. Los alumnos y alumnas que superen un ciclo de Formación Profesional Básica recibirán el título Profesional Básico
correspondiente.

El título Profesional Básico permitirá el acceso a los ciclos formativos de grado medio de la Formación Profesional del
sistema educativo.

Los alumnos y alumnas que se encuentren en posesión de un título Profesional Básico podrán obtener el título de
Graduado en Educación Secundaria Obligatoria por cualquiera de las dos opciones a las que se refiere el artículo 29.1
de esta Ley Orgánica, mediante la superación de la evaluación final de Educación Secundaria Obligatoria en relación
con las materias del bloque de asignaturas troncales que como mínimo se deban cursar en la opción que escoja el
alumno o alumna. La calificación final de Educación Secundaria Obligatoria será la nota obtenida en la evaluación final
de Educación Secundaria Obligatoria.

Además, las personas mayores de 22 años que tengan acreditadas las unidades de competencia profesional incluidas
en un título profesional básico, bien a través de certificados de profesionalidad de nivel 1 o por el procedimiento de
evaluación y acreditación establecido, recibirán de las Administraciones educativas el título Profesional Básico.

2. Los alumnos y alumnas que superen los ciclos formativos de grado medio de la Formación Profesional recibirán el
título de Técnico de la correspondiente profesión.

El título de Técnico permitirá el acceso, previa superación de un procedimiento de admisión, a los ciclos formativos
de grado superior de la Formación Profesional del sistema educativo.

Normativa de ámbito estatal
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3. Los alumnos y alumnas que superen los ciclos formativos de grado superior de la Formación Profesional obtendrán
el título de Técnico Superior.

El título de Técnico Superior permitirá el acceso, previa superación de un procedimiento de admisión, a los estudios
universitarios de grado.

4. Los alumnos y alumnas que se encuentren en posesión de un título de Técnico o de Técnico Superior podrán
obtener el título de Bachiller por la superación de la evaluación final de Bachillerato en relación con las materias del
bloque de asignaturas troncales que como mínimo se deban cursar en la modalidad y opción que escoja el alumno o
alumna.

En el título de Bachiller deberá hacerse referencia a que dicho título se ha obtenido de la forma indicada en el párrafo
anterior, así como la calificación final de Bachillerato que será la nota obtenida en la evaluación final de Bachillerato.

5. Aquellos alumnos y alumnas que no superen en su totalidad las enseñanzas de los ciclos de Formación Profesional
Básica, o de cada uno de los ciclos formativos de grado medio o superior, recibirán un certificado académico de los
módulos profesionales y en su caso bloques o materias superados, que tendrá efectos académicos y de acreditación
parcial acumulable de las competencias profesionales adquiridas en relación con el Sistema Nacional de Cualificaciones
y Formación Profesional.

6. El Gobierno regulará el régimen de convalidaciones y equivalencias entre los ciclos formativos de grado medio y
superior de la Formación Profesional y el resto de enseñanzas y estudios oficiales, oídos los correspondientes órganos
colegiados.

CAPÍTULO VI
Enseñanzas artísticas

Artículo 45.  Principios.

1. Las enseñanzas artísticas tienen como finalidad proporcionar al alumnado una formación artística de calidad y
garantizar la cualificación de los futuros profesionales de la música, la danza, el arte dramático, las artes plásticas y el
diseño.

2. Son enseñanzas artísticas las siguientes:

a) Las enseñanzas elementales de música y de danza.

b) Las enseñanzas artísticas profesionales. Tienen esta condición las enseñanzas profesionales de música y danza,
así como los grados medio y superior de artes plásticas y diseño.

c) Las enseñanzas artísticas superiores. Tienen esta condición los estudios superiores de música y de danza, las
enseñanzas de arte dramático, las enseñanzas de conservación y restauración de bienes culturales, los estudios
superiores de diseño y los estudios superiores de artes plásticas, entre los que se incluyen los estudios superiores de
cerámica y los estudios superiores del vidrio.

3. Se crea el Consejo Superior de Enseñanzas Artísticas, como órgano consultivo del Estado y de participación en
relación con estas enseñanzas.

4. El Gobierno, previa consulta a las Comunidades Autónomas, regulará la composición y funciones de dicho Consejo.

Artículo 46.  Ordenación de las enseñanzas.

1. El currículo de las enseñanzas artísticas profesionales será definido por el procedimiento establecido en el apartado
3 del artículo 6 bis de esta Ley Orgánica.

2. La definición del contenido de las enseñanzas artísticas superiores, así como la evaluación de las mismas, se hará
en el contexto de la ordenación de la educación superior española en el marco europeo y con la participación del Consejo
Superior de Enseñanzas Artísticas y, en su caso, del Consejo de Coordinación Universitaria.

Artículo 47.  Correspondencia con otras enseñanzas.

1. Las Administraciones educativas facilitarán la posibilidad de cursar simultáneamente las enseñanzas artísticas
profesionales y la educación secundaria.

2. Con objeto de hacer efectivo lo previsto en el apartado anterior, se podrán adoptar las oportunas medidas de
organización y de ordenación académica que incluirán, entre otras, las convalidaciones y la creación de centros
integrados.



Sección primera. Enseñanzas elementales y profesionales de música y de danza

Artículo 48.  Organización.

1. Las enseñanzas elementales de música y de danza tendrán las características y la organización que las
Administraciones educativas determinen.

2. Las enseñanzas profesionales de música y de danza se organizarán en un grado de seis cursos de duración. Los
alumnos podrán, con carácter excepcional y previa orientación del profesorado, matricularse en más de un curso cuando
así lo permita su capacidad de aprendizaje.

3. Con independencia de lo establecido en los apartados anteriores, podrán cursarse estudios de música o de danza
que no conduzcan a la obtención de títulos con validez académica o profesional en escuelas específicas, con
organización y estructura diferentes y sin limitación de edad. Estas escuelas serán reguladas por las Administraciones
educativas.

Artículo 49.  Acceso.

Para acceder a las enseñanzas profesionales de música y de danza será preciso superar una prueba específica de
acceso regulada y organizada por las Administraciones educativas. Podrá accederse igualmente a cada curso sin haber
superado los anteriores siempre que, a través de una prueba, el aspirante demuestre tener los conocimientos necesarios
para cursar con aprovechamiento las enseñanzas correspondientes.

Artículo 50.  Titulaciones.

1. La superación de las Enseñanzas Profesionales de Música o de Danza dará derecho a la obtención del título de
Técnico correspondiente.

2. El alumnado que se encuentre en posesión de un título de Técnico de las Enseñanzas Profesionales de Música o
de Danza podrá obtener el título de Bachiller por la superación de la evaluación final de Bachillerato en relación con las
materias del bloque de asignaturas troncales que como mínimo se deban cursar en la modalidad y opción que escoja
el alumno o alumna.

En el título de Bachiller deberá hacerse referencia a que dicho título se ha obtenido de la forma indicada en el párrafo
anterior, así como la calificación final de Bachillerato, que será la nota obtenida en la evaluación final de Bachillerato.

Sección segunda. Enseñanzas profesionales de artes plásticas y diseño

Artículo 51.  Organización.

1. Las enseñanzas de artes plásticas y diseño se organizarán en ciclos de formación específica, según lo dispuesto
al efecto en el capítulo V del título I de la presente Ley, con las salvedades que se establecen en los artículos siguientes.

2. Los ciclos formativos a los que se refiere este artículo incluirán fases de formación práctica en empresas, estudios
y talleres.

Artículo 52.  Requisitos de acceso.

1. Para acceder al grado medio de las enseñanzas de artes plásticas y diseño será necesario estar en posesión del
título de Graduado en Educación Secundaria Obligatoria y, además, acreditar las aptitudes necesarias mediante la
superación de una prueba específica.

2. Podrán acceder al grado superior de artes plásticas y diseño quienes tengan el título de Bachiller y superen una
prueba que permita demostrar las aptitudes necesarias para cursar con aprovechamiento las enseñanzas de que se
trate.

3. También podrán acceder a los grados medio y superior de estas enseñanzas aquellos aspirantes que, careciendo
de los requisitos académicos, superen una prueba de acceso. Para acceder por esta vía a ciclos formativos de grado
medio se requerirá tener diecisiete años como mínimo, y diecinueve para el acceso al grado superior, cumplidos en el
año de realización de la prueba o dieciocho si se acredita estar en posesión de un título de Técnico relacionado con
aquél al que se desea acceder.

4. Las pruebas a las que se refiere el apartado anterior deberán acreditar para el grado medio los conocimientos y
habilidades suficientes para cursar con aprovechamiento dichas enseñanzas, además de las aptitudes necesarias a
las que se refiere el apartado 1 de este artículo. Para el acceso al grado superior deberán acreditar la madurez en
relación con los objetivos del bachillerato y las aptitudes a las que hace referencia el apartado dos de este artículo.

5. Las Administraciones educativas regularán las pruebas mencionadas en los apartados anteriores.
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Artículo 53.  Titulaciones.

1. Los alumnos que superen el grado medio de artes plásticas y diseño recibirán el título de Técnico de Artes Plásticas
y Diseño en la especialidad correspondiente.

2. El título de Técnico de Artes Plásticas y Diseño permitirá el acceso directo a cualquiera de las modalidades de
Bachillerato.

3. Los alumnos que superen el grado superior de artes plásticas y diseño recibirán el título de Técnico Superior de
Artes Plásticas y Diseño en la especialidad correspondiente.

4. El Gobierno, oído el Consejo de Coordinación Universitaria, regulará el régimen de convalidaciones entre los
estudios universitarios y los ciclos formativos de grado superior de artes plásticas y diseño.

5. El título de Técnico Superior de Artes Plásticas y Diseño permitirá el acceso a los estudios superiores, universitarios
o no, que se determinen, teniendo en cuenta su relación con los estudios de artes plásticas y diseño correspondientes.

Sección tercera. Enseñanzas artísticas superiores

Artículo 54.  Estudios superiores de música y de danza.

1. Los estudios superiores de música y de danza se organizarán en diferentes especialidades y consistirán en un
ciclo de duración variable según sus respectivas características.

2. Para acceder a los estudios superiores de música o de danza será preciso reunir los requisitos siguientes:

a) Estar en posesión del título de Bachiller o haber superado la prueba de acceso a la universidad para mayores de
25 años.

b) Haber superado una prueba específica de acceso regulada por las Administraciones educativas en la que el
aspirante demuestre los conocimientos y habilidades profesionales necesarios para cursar con aprovechamiento las
enseñanzas correspondientes. La posesión del título profesional será tenida en cuenta en la calificación final de la
prueba.

3. Los alumnos y alumnas que hayan terminado los estudios superiores de Música o de Danza obtendrán el título
Superior de Música o Danza en la especialidad de que se trate, que queda incluido a todos los efectos en el nivel 2 del
Marco Español de Cualificaciones para la Educación Superior y será equivalente al título universitario de grado. Siempre
que la normativa aplicable exija estar en posesión del título universitario de Grado, se entenderá que cumple este
requisito quien esté en posesión del título Superior de Música o Danza.

Artículo 55.  Enseñanzas de arte dramático.

1. Las enseñanzas de arte dramático comprenderán un solo grado de carácter superior, de duración adaptada a las
características de estas enseñanzas.

2. Para acceder a las enseñanzas de arte dramático será preciso:

a) Estar en posesión del título de Bachiller o haber superado la prueba de acceso a la universidad para mayores de
25 años.

b) Haber superado una prueba específica, regulada por las Administraciones educativas, en la que se valorará la
madurez, los conocimientos y las aptitudes necesarias para cursar con aprovechamiento estas enseñanzas.

3. Quienes hayan superado las enseñanzas de Arte Dramático obtendrán el título Superior de Arte Dramático, que
queda incluido a todos los efectos en el nivel 2 del Marco Español de Cualificaciones para la Educación Superior y será
equivalente al título universitario de grado. Siempre que la normativa aplicable exija estar en posesión del título
universitario de Grado, se entenderá que cumple este requisito quien esté en posesión del título Superior de Arte
Dramático.

Artículo 56.  Enseñanzas de conservación y restauración de bienes culturales.

1. Para el acceso a las enseñanzas de conservación y restauración de bienes culturales se requerirá estar en posesión
del título de Bachiller y superar una prueba de acceso, regulada por las Administraciones educativas, en la que se
valorarán la madurez, los conocimientos y las aptitudes para cursar con aprovechamiento estas enseñanzas.

2. Los alumnos y alumnas que superen estos estudios obtendrán el título Superior de Conservación y Restauración
de Bienes Culturales, que queda incluido a todos los efectos en el nivel 2 del Marco Español de Cualificaciones para la
Educación Superior y será equivalente al título universitario de grado. Siempre que la normativa aplicable exija estar en
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posesión del título universitario de Grado, se entenderá que cumple este requisito quien esté en posesión del título
Superior de Conservación y Restauración de Bienes Culturales.

Artículo 57.  Estudios superiores de artes plásticas y diseño.

1. Tienen la condición de estudios superiores en el ámbito de las artes plásticas y el diseño los estudios superiores
de artes plásticas y los estudios superiores de diseño. La ordenación de estos estudios comportará su organización por
especialidades.

2. Para el acceso a los estudios superiores a que se refiere este artículo se requerirá estar en posesión del título de
Bachiller y superar una prueba de acceso, regulada por las Administraciones educativas, en la que se valorarán la
madurez, los conocimientos y las aptitudes para cursar con aprovechamiento estos estudios.

3. Los estudios superiores de Artes Plásticas, entre los que se incluyen los estudios superiores de cerámica y los
estudios superiores del vidrio, conducirán al título Superior de Artes Plásticas en la especialidad que corresponda, que
queda incluido a todos los efectos en el nivel 2 del Marco Español de Cualificaciones para la Educación Superior y será
equivalente al título universitario de grado. Siempre que la normativa aplicable exija estar en posesión del título
universitario de Grado, se entenderá que cumple este requisito quien esté en posesión del título Superior de Artes
Plásticas.

4. Los estudios superiores de Diseño conducirán al título Superior de Diseño, en la especialidad que corresponda,
que queda incluido a todos los efectos en el nivel 2 del Marco Español de Cualificaciones para la Educación Superior y
será equivalente al título universitario de grado. Siempre que la normativa aplicable exija estar en posesión del título
universitario de Grado, se entenderá que cumple este requisito quien esté en posesión del título Superior de Diseño.

Artículo 58.  Organización de las enseñanzas artísticas superiores.

1. Corresponde al Gobierno, previa consulta a las Comunidades Autónomas y al Consejo Superior de Enseñanzas
Artísticas, definir la estructura y el contenido básicos de los diferentes estudios de enseñanzas artísticas superiores
regulados en esta Ley.

2. En la definición a que se refiere el apartado anterior, se regularán las condiciones para la oferta de estudios de
postgrado en los centros de enseñanzas artísticas superiores. Estos estudios conducirán a títulos equivalentes, a todos
los efectos, a los títulos universitarios de postgrado.

3. Los estudios superiores de música y de danza se cursarán en los conservatorios o escuelas superiores de música
y danza y los de arte dramático en las escuelas superiores de arte dramático; los de conservación y restauración de
bienes culturales en las escuelas superiores de conservación y restauración de bienes culturales; los estudios superiores
de artes plásticas en las escuelas superiores de la especialidad correspondiente y los estudios superiores de diseño en
las escuelas superiores de diseño.

4. Las Comunidades Autónomas y las universidades de sus respectivos ámbitos territoriales podrán convenir fórmulas
de colaboración para los estudios de enseñanzas artísticas superiores regulados en esta Ley.

5. Asimismo las Administraciones educativas fomentarán convenios con las universidades para la organización de
estudios de doctorado propios de las enseñanzas artísticas.

6. Los centros superiores de enseñanzas artísticas fomentarán programas de investigación en el ámbito de las
disciplinas que les sean propias.

7. Las Administraciones educativas podrán adscribir centros de Enseñanzas Artísticas Superiores mediante convenio
a las Universidades, según lo indicado en el artículo 11 de la Ley Orgánica 6/2001, de 21 de diciembre, de Universidades.

8. Las Administraciones educativas podrán establecer procedimientos para favorecer la autonomía y facilitar la
organización y gestión de los Conservatorios y Escuelas Superiores de Enseñanzas Artísticas.

[...]

CAPÍTULO IX 
Educación de personas adultas

Artículo 66.  Objetivos y principios.

1. La educación de personas adultas tiene la finalidad de ofrecer a todos los mayores de dieciocho años la posibilidad
de adquirir, actualizar, completar o ampliar sus conocimientos y aptitudes para su desarrollo personal y profesional.

2. Para el logro de la finalidad propuesta, las Administraciones educativas podrán colaborar con otras Administraciones
públicas con competencias en la formación de adultos y, en especial, con la Administración laboral, así como con las
corporaciones locales y los diversos agentes sociales.
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3. La educación de personas adultas tendrá los siguientes objetivos:

a) Adquirir una formación básica, ampliar y renovar sus conocimientos, habilidades y destrezas de modo permanente
y facilitar el acceso a las distintas enseñanzas del sistema educativo.

b) Mejorar su cualificación profesional o adquirir una preparación para el ejercicio de otras profesiones.

c) Desarrollar sus capacidades personales, en los ámbitos expresivos, comunicativo, de relación interpersonal y de
construcción del conocimiento.

d) Desarrollar su capacidad de participación en la vida social, cultural, política y económica y hacer efectivo su derecho
a la ciudadanía democrática.

e) Desarrollar programas que corrijan los riesgos de exclusión social, especialmente de los sectores más
desfavorecidos.

f) Responder adecuadamente a los desafíos que supone el envejecimiento progresivo de la población asegurando a
las personas de mayor edad la oportunidad de incrementar y actualizar sus competencias.

g) Prever y resolver pacíficamente los conflictos personales, familiares y sociales. Fomentar la igualdad efectiva de
derechos y oportunidades entre hombres y mujeres, así como analizar y valorar críticamente las desigualdades entre
ellos.

h) Adquirir, ampliar y renovar los conocimientos, habilidades y destrezas necesarias para la creación de empresas y
para el desempeño de actividades e iniciativas empresariales.

4. Las personas adultas pueden realizar sus aprendizajes tanto por medio de actividades de enseñanza, reglada o no
reglada, como a través de la experiencia, laboral o en actividades sociales, por lo que se tenderá a establecer conexiones
entre ambas vías y se adoptarán medidas para la validación de los aprendizajes así adquiridos.

Artículo 67.  Organización.

1. Además de las personas adultas, excepcionalmente, podrán cursar estas enseñanzas los mayores de dieciséis
años que lo soliciten y que tengan un contrato laboral que no les permita acudir a los centros educativos en régimen
ordinario o sean deportistas de alto rendimiento. Podrán incorporarse a la educación de personas adultas quienes
cumplan dieciocho años en el año en que comience el curso.

2. La organización y la metodología de las enseñanzas para las personas adultas se basarán en el autoaprendizaje
y tendrán en cuenta sus experiencias, necesidades e intereses, pudiendo desarrollarse a través de la enseñanza
presencial y también mediante la educación a distancia.

3. Las Administraciones educativas podrán promover convenios de colaboración para la enseñanza de personas
adultas con las universidades, corporaciones locales y otras entidades públicas o privadas. En este último supuesto, se
dará preferencia a las asociaciones sin ánimo de lucro. Estos convenios podrán, asimismo, contemplar la elaboración
de materiales que respondan a las necesidades técnicas y metodológicas de este tipo de enseñanzas.

4. Igualmente, corresponde a las Administraciones educativas promover programas específicos de aprendizaje de la
lengua castellana y de las otras lenguas cooficiales, en su caso, así como de elementos básicos de la cultura para
facilitar la integración de las personas inmigrantes.

5. En la educación de personas adultas se prestará una atención adecuada a aquellas que presenten necesidad
específica de apoyo educativo.

6. En los establecimientos penitenciarios se garantizará a la población reclusa el acceso a estas enseñanzas.

7. Las enseñanzas para las personas adultas se organizarán con una metodología flexible y abierta, de modo que
respondan a sus capacidades, necesidades e intereses.

8. Las Administraciones educativas estimularán la realización de investigaciones y la difusión de prácticas innovadoras
en el campo de la educación de las personas adultas, con objeto de permitir el desarrollo de nuevos modelos educativos
y la mejora continua de los existentes.

9. En atención a sus especiales circunstancias, por vía reglamentaria se podrán establecer currículos específicos
para la educación de personas adultas que conduzcan a la obtención de uno de los títulos establecidos en la presente
Ley.

Artículo 68.  Enseñanzas obligatorias.

1. Las personas adultas que quieran adquirir las competencias y los conocimientos correspondientes a la educación
básica contarán con una oferta adaptada a sus condiciones y necesidades.

12. Ley Orgánica Educación-LOMCE (Extractos) 
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2. Corresponde a las Administraciones educativas, en el ámbito de sus competencias, organizar periódicamente
pruebas para que las personas mayores de dieciocho años puedan obtener directamente el título de Graduado en
Educación Secundaria Obligatoria por cualquiera de las dos opciones a las que se refiere el artículo 25.1 de esta Ley
Orgánica, siempre que hayan logrado los objetivos de la etapa y alcanzado el adecuado grado de adquisición de las
competencias correspondientes. La calificación final de Educación Secundaria Obligatoria será la nota obtenida en
dichas pruebas.

Además, las Administraciones educativas velarán por que se adopten las medidas necesarias para asegurar la
igualdad de oportunidades, no discriminación y accesibilidad universal de las personas con discapacidad que se
presenten a dichas pruebas.

3. Para las personas que superen los diecisiete años de edad, las Administraciones educativas podrán establecer
programas formativos dirigidos a la obtención del título de Técnico Profesional Básico, con independencia de la
posibilidad de completar las enseñanzas de Formación Profesional Básica quienes las hubieran comenzado de acuerdo
con lo indicado en los artículos 30, 41.1 y 42.4.

Artículo 69.  Enseñanzas postobligatorias.

1. Las Administraciones educativas promoverán medidas tendentes a ofrecer a todas las personas la oportunidad de
acceder a las enseñanzas de bachillerato o formación profesional.

2. Corresponde a las Administraciones educativas adoptar las medidas oportunas para que las personas adultas
dispongan de una oferta específica de estos estudios organizada de acuerdo con sus características.

3. Igualmente, corresponde a las Administraciones educativas organizar la oferta pública de educación a distancia
con el fin de dar una respuesta adecuada a la formación permanente de las personas adultas. Esta oferta incluirá el
uso de las tecnologías de la información y la comunicación.

4. Las Administraciones educativas, en el ámbito de sus competencias, organizarán periódicamente pruebas para
obtener directamente el título de Bachiller y los títulos de Formación Profesional de acuerdo con las condiciones y
características que establezca el Gobierno por vía reglamentaria. Para presentarse a las pruebas para la obtención del
título de Bachiller se requiere tener veinte años, dieciocho para el título de Técnico y para el título Profesional Básico,
veinte para el de Técnico Superior o, en su caso, diecinueve para aquéllos que estén en posesión del título de Técnico.

Además, las Administraciones educativas velarán por que se adopten las medidas necesarias para asegurar la
igualdad de oportunidades, no discriminación y accesibilidad universal de las personas con discapacidad que se
presenten a dichas pruebas.

5. Los mayores de dieciocho años de edad podrán acceder directamente a las enseñanzas artísticas superiores
mediante la superación de una prueba específica, regulada y organizada por las Administraciones educativas, que
acredite que el aspirante posee los conocimientos, habilidades y aptitudes necesarios para cursar con aprovechamiento
las correspondientes enseñanzas. La edad mínima de acceso a los Estudios superiores de música o de danza será de
dieciséis años.

6. Las personas mayores de 25 años de edad podrán acceder directamente a la Universidad, sin necesidad de
titulación alguna, mediante la superación de una prueba específica.

Artículo 70.  Centros.

Cuando la educación de las personas adultas conduzca a la obtención de uno de los títulos establecidos en la presente
Ley, será impartida en centros docentes ordinarios o específicos, debidamente autorizados por la Administración
educativa competente.

[...]
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Real Decreto 1147/2011, de 29 de julio, por el que se establece la ordenación gen-
eral de la formación profesional del sistema educativo.

Ministerio de Educación
«BOE» núm. 182, de 30 de julio de 2011

Referencia: BOE-A-2011-13118

TEXTO CONSOLIDADO
Última modificación: sin modificaciones

La Ley Orgánica 5/2002, de 19 de junio, de las Cualificaciones y de la Formación Profesional, ordena un sistema
integral de formación profesional, cualificaciones y acreditación que pueda responder con eficacia y transparencia a las
demandas sociales y económicas a través de las diversas modalidades formativas. Con este fin se crea el Sistema
Nacional de Cualificaciones y Formación Profesional, en cuyo marco deben orientarse las acciones formativas
programadas y desarrolladas en coordinación con las políticas activas de empleo y de fomento de la libre circulación
de los trabajadores.

En este sentido, el artículo 9 de la Ley Orgánica 5/2002, de 19 de junio, configura una formación profesional
comprensiva de un conjunto de acciones formativas que capacitan para el desempeño de las distintas profesiones e
incluye «las enseñanzas propias de la formación profesional inicial, las acciones de inserción y reinserción laboral de
los trabajadores, así como las orientadas a la formación continua en las empresas», que permitan la adquisición y
actualización permanente de las competencias profesionales. Esta misma definición ha sido reproducida por el artículo
39 de la Ley Orgánica 2/2006, de 3 de mayo, de Educación (LOE).

Por ello, las diferentes acciones formativas de formación profesional se integran en el Sistema Nacional de
Cualificaciones y Formación Profesional, uno de cuyos fines esenciales es promover una oferta formativa de calidad,
actualizada y adecuada a quienes se destina, de acuerdo con las necesidades de cualificación del mercado laboral y
las expectativas personales de promoción profesional.

La formación profesional reglada o inicial forma parte del sistema educativo y, en consecuencia, se regula en el
capítulo V del título I de la LOE. Esta formación profesional tiene por finalidad preparar a los alumnos para la actividad
en un campo profesional y facilitar su adaptación a las modificaciones laborales que pueden producirse a lo largo de su
vida, así como contribuir a su desarrollo personal y al ejercicio de una ciudadanía democrática.

La formación profesional del sistema educativo comprende un conjunto de ciclos formativos con una organización
modular, de duración variable y contenidos teórico-prácticos adecuados a los diversos campos profesionales. Estos
ciclos formativos serán de grado medio y de grado superior y estarán referidos al Catálogo Nacional de Cualificaciones
Profesionales.

La LOE dispone que el Gobierno, previa consulta a las Comunidades Autónomas, establecerá las titulaciones
correspondientes a los estudios de formación profesional, así como los aspectos básicos del currículo de cada una de
ellas (artículo 39.6). En desarrollo de esta previsión, el Real Decreto 1538/2006, de 15 de diciembre, estableció la
ordenación general de la formación profesional del sistema educativo.

Actualmente, la formación profesional constituye una prioridad de la política educativa, de la política económica de la
Unión Europea y del Gobierno de España. Por un lado, los objetivos fijados por la Unión Europea para el año 2020
recogen la necesidad de incrementar el nivel de formación y cualificación tanto de los jóvenes en edad escolar como
de la población trabajadora, para lo que es necesario reforzar, modernizar y flexibilizar las enseñanzas de formación
profesional. En el ámbito nacional, el Gobierno concibe la Formación Profesional como instrumento clave para avanzar
hacia un nuevo modelo de crecimiento económico, y así lo ha manifestado en la Estrategia para una economía
sostenible, aprobada por el Consejo de Ministros en noviembre de 2009. Consecuentemente, el Ministerio de Educación
ha convertido la formación profesional en uno de los ejes esenciales de su actuación, desarrollada y ordenada en el
Plan de Acción 2010-2011.

En este contexto, la Ley 2/2011, de 4 de marzo, de Economía Sostenible, y la Ley Orgánica 4/2011, de 11 de marzo,
complementaria de la Ley de Economía Sostenible, por la que se modifican las Leyes Orgánicas 5/2002, de las
Cualificaciones y de la Formación Profesional, 2/2006, de Educación, y 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial, han
introducido un ambicioso conjunto de cambios legislativos necesarios para incentivar y acelerar el desarrollo de una
economía más competitiva, más innovadora, capaz de renovar los sectores productivos tradicionales y abrirse camino
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hacia las nuevas actividades demandantes de empleo, estables y de calidad.

De forma más específica, estas leyes han introducido modificaciones significativas en el marco legal de las enseñanzas
de formación profesional con el fin de facilitar la adecuación de la oferta formativa a las demandas de los sectores
productivos, ampliar la oferta de formación profesional, avanzar en la integración de la formación profesional en el
conjunto del sistema educativo y reforzar la cooperación entre las Administraciones educativas, así como con los agentes
sociales y las empresas privadas.

Este nuevo marco normativo hace necesaria una nueva regulación de la ordenación de la formación profesional del
sistema educativo. Se trata de un reforma de largo alcance, que introduce novedades muy importantes, entre las que
destacan: la integración en la ordenación de la formación profesional de los módulos profesionales de los Programas
de Cualificación Profesional Inicial; los cursos de especialización de los ciclos formativos; la ampliación de las
posibilidades de acceder a los diferentes niveles de formación profesional (esencialmente a los ciclos de grado medio
y superior), a través de una nueva regulación del acceso y las convalidaciones y exenciones; o la flexibilización de la
oferta formativa para garantizar una mejora adaptación a las demandas de entorno socioeconómico.

Además, se recogen en esta norma otras disposiciones en materia de formación profesional, como son la formación
profesional a distancia, la información y orientación profesional, la red de centros de formación profesional o la
colaboración con el sistema universitario.

En lo que afecta al contenido básico de esta norma reglamentaria, su justificación se encuentra, conforme a la doctrina
del Tribunal Constitucional, en la propia naturaleza de la materia regulada, ya que resulta un complemento indispensable
para asegurar el mínimo común denominador establecido en las normas legales básicas.

En el proceso de elaboración de este real decreto han sido consultadas las Comunidades Autónomas y han emitido
informe el Consejo General de la Formación Profesional, el Consejo Escolar del Estado y el Ministerio de Política
Territorial y Administración Pública.

En su virtud, a propuesta del Ministro de Educación, de acuerdo con el Consejo de Estado y previa deliberación del
Consejo de Ministros en su reunión del día 29 de julio de 2011,

DISPONGO:

TÍTULO PRELIMINAR
Disposiciones generales

Artículo 1.Objeto.

1. El objeto de este real decreto es establecer la ordenación general de las enseñanzas de formación profesional del
sistema educativo.

2. La formación profesional del sistema educativo se define como el conjunto de acciones formativas que tienen por
objeto la cualificación de las personas para el desempeño de las diversas profesiones, para su empleabilidad y para la
participación activa en la vida social, cultural y económica.

Artículo 2.Finalidad de la formación profesional del sistema educativo.

La formación profesional del sistema educativo persigue las siguientes finalidades:

a) Cualificar a las personas para la actividad profesional y contribuir al desarrollo económico del país.

b) Facilitar su adaptación a los cambios profesionales y sociales que puedan producirse durante su vida.

c) Contribuir a su desarrollo personal, al ejercicio de una ciudadanía democrática, favoreciendo la inclusión y la
cohesión social y el aprendizaje a lo largo de la vida.

Artículo 3.Principios y objetivos generales.

1. Las enseñanzas de formación profesional tienen por objeto conseguir que el alumnado adquiera las competencias
profesionales, personales y sociales, según el nivel de que se trate (anexo I), necesarias para:

a) Ejercer la actividad profesional definida en la competencia general del programa formativo.

b) Comprender la organización y características del sector productivo correspondiente, los mecanismos de inserción
profesional, su legislación laboral y los derechos y obligaciones que se derivan de las relaciones laborales.

c) Consolidar hábitos de disciplina, trabajo individual y en equipo, así como capacidades de autoaprendizaje y
capacidad crítica.
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d) Establecer relaciones interpersonales y sociales, en la actividad profesional y personal, basadas en la resolución
pacífica de los conflictos, el respeto a los demás y el rechazo a la violencia, a los prejuicios de cualquier tipo y a los
comportamientos sexistas.

e) Prevenir los riesgos laborales y medioambientales y adoptar medidas para trabajar en condiciones de seguridad y
salud.

f) Desarrollar una identidad profesional motivadora de futuros aprendizajes y adaptaciones a la evolución de los
procesos productivos y al cambio social.

g) Potenciar la creatividad, la innovación y la iniciativa emprendedora.

h) Utilizar las tecnologías de la información y la comunicación, así como las lenguas extranjeras necesarias en su
actividad profesional.

i) Comunicarse de forma efectiva en el desarrollo de la actividad profesional y personal.

j) Gestionar su carrera profesional, analizando los itinerarios formativos más adecuados para mejorar su empleabilidad.

2. La formación profesional también fomentará la igualdad efectiva de oportunidades para todos, con especial atención
a la igualdad entre hombres y mujeres.

3. Estas enseñanzas prestarán una atención adecuada, en condiciones de accesibilidad universal y con los recursos
de apoyo necesarios, en cada caso, a las personas con discapacidad.

4. Asimismo, la formación profesional posibilitará el aprendizaje a lo largo de la vida, favoreciendo la incorporación de
las personas a las distintas ofertas formativas y la conciliación del aprendizaje con otras responsabilidades y actividades.

TÍTULO I
Las enseñanzas de formación profesional

CAPÍTULO I
La ordenación y la organización de las enseñanzas

Artículo 4.La ordenación de la formación profesional.

Las enseñanzas de la formación profesional del sistema educativo se ordenan en:

a) Los módulos profesionales específicos de los programas de cualificación profesional inicial.

b) Los ciclos formativos de grado medio.

c) Los ciclos formativos de grado superior.

d) Los cursos de especialización.

Artículo 5.Organización de las enseñanzas.

1. Las enseñanzas de formación profesional del sistema educativo deben responder a un perfil profesional y se
organizan en módulos profesionales de duración variable.

2. Las enseñanzas de formación profesional se organizarán de manera que permitan la conciliación del aprendizaje
de las personas con otras actividades y responsabilidades.

3. Las enseñanzas de formación profesional se adaptarán al alumnado con necesidad específica de apoyo educativo
para que se garantice su acceso, permanencia y progresión en estas enseñanzas.

Artículo 6.Los módulos profesionales.

1. Los módulos profesionales estarán constituidos por áreas de conocimiento teórico -prácticas, en función de las
competencias profesionales, sociales y personales que se pretendan alcanzar. Estos módulos profesionales, según su
naturaleza, estarán asociados o no a unidades de competencia del Catálogo Nacional de Cualificaciones Profesionales.

2. Con el fin de promover la formación a lo largo de la vida, las Administraciones educativas podrán organizar la
impartición de los módulos profesionales en unidades formativas de menor duración. Estas unidades podrán ser
certificables. La certificación tendrá validez en el ámbito de la correspondiente Administración educativa. La superación
de todas las unidades formativas que constituyen un módulo profesional dará derecho a la certificación del mismo, que
es la unidad mínima de certificación con valor en todo el territorio nacional.
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Artículo 7.El perfil profesional.

Los elementos que definen el perfil profesional de cada enseñanza son los siguientes:

a) La competencia general. Describe las funciones profesionales más significativas del perfil profesional. Tomará
como referente el conjunto de cualificaciones profesionales y las unidades de competencia incluidas. En los cursos de
especialización, la competencia general podrá estar referida al Catálogo Nacional de Cualificaciones Profesionales.

b) Las competencias profesionales, personales y sociales. Describen el conjunto de conocimientos, destrezas y
competencia, entendida ésta en términos de autonomía y responsabilidad, que permiten responder a los requerimientos
del sector productivo, aumentar la empleabilidad y favorecer la cohesión social.

c) Las cualificaciones profesionales y, en su caso, las unidades de competencia cuando se refieran al Catálogo
Nacional de Cualificaciones Profesionales.

Artículo 8.El currículo.

1. Corresponde al Gobierno, mediante real decreto, establecer los aspectos básicos del currículo que constituyen las
enseñanzas mínimas de los ciclos formativos y de los cursos de especialización de las enseñanzas de formación
profesional que, en todo caso, se ajustarán a las exigencias derivadas del Sistema Nacional de Cualificaciones y
Formación Profesional.

2. Las Administraciones educativas establecerán los currículos correspondientes respetando lo dispuesto en el
presente real decreto y en las normas que regulen las diferentes enseñanzas de formación profesional. En todo caso,
la ampliación y desarrollo de los contenidos incluidos en los aspectos básicos del currículo, establecido por el Gobierno,
se referirán a las cualificaciones y unidades de competencia del Catálogo Nacional de Cualificaciones Profesionales
incluidas en las correspondientes enseñanzas, así como a la formación no asociada a dicho catálogo, respetando el
perfil profesional establecido.

3. Las Administraciones educativas tendrán en cuenta, al establecer el currículo de las enseñanzas reguladas en el
presente real decreto, la realidad socioeconómica del territorio de su competencia, así como las perspectivas de
desarrollo económico y social, con la finalidad de que las enseñanzas respondan en todo momento a las necesidades
de cualificación de los sectores socio-productivos de su entorno, sin perjuicio alguno a la movilidad del alumnado. Para
ello, se contará con la colaboración de los interlocutores sociales.

4. Los centros de formación profesional aplicarán los currículos establecidos por la Administración educativa
correspondiente, de acuerdo con las características y expectativas del alumnado, con especial atención a las
necesidades de aquellas personas que presenten una discapacidad. Asimismo, se tendrán en cuenta las posibilidades
formativas del entorno, especialmente en el módulo profesional de formación en centros de trabajo.

5. Con el fin de facilitar al alumnado la adquisición de las competencias correspondientes, las Administraciones
educativas, en el marco de sus competencias, promoverán la autonomía pedagógica organizativa y de gestión de los
centros que impartan formación profesional, fomentarán el trabajo en equipo del profesorado y el desarrollo de planes
de formación, investigación e innovación en su ámbito docente, así como las actuaciones que favorezcan la mejora
continua de los procesos formativos.

6. La metodología didáctica de las enseñanzas de formación profesional integrará los aspectos científicos, tecnológicos
y organizativos que en cada caso correspondan, con el fin de que el alumnado adquiera una visión global de los procesos
productivos propios de la actividad profesional correspondiente.

Artículo 9.Estructura de los títulos de formación profesional y de los cursos de especialización.

Las disposiciones estatales que establezcan un título de formación profesional o un curso de especialización, y
determinen sus características y contenidos básicos, deberán tener, como mínimo, el siguiente contenido:

a) Identificación del título o curso de especialización:

− Denominación.

− Nivel en el sistema educativo.

− Duración.

− Familia o familias profesionales.

− Nivel en el Marco Español de Cualificaciones y, para los ciclos formativos de grado superior, además, nivel del
Marco Español de Cualificaciones para la Educación Superior y sus correspondencias con los marcos europeos.

b) Perfil profesional. Competencia general, competencias profesionales, personales y sociales. Relación de
cualificaciones profesionales y unidades de competencia del Catálogo Nacional de Cualificaciones Profesionales
incluidas.
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c) El entorno profesional, que incluye, entre otros, las ocupaciones y puestos de trabajo.

d) La prospectiva en el sector o sectores.

e) Enseñanzas:

− Objetivos generales.

− Módulos profesionales, en los términos previstos en el artículo siguiente.

f) Los parámetros básicos de contexto formativo. Se concretarán: los espacios y los equipamientos mínimos,
adecuados al número de puestos escolares, así como las titulaciones y especialidades del profesorado, y sus
equivalencias a efectos de docencia.

g) La correspondencia, en su caso, de los módulos profesionales con las unidades de competencia para su
acreditación.

h) Convalidaciones, exenciones y equivalencias.

i) Información sobre los requisitos necesarios según la legislación vigente para el ejercicio profesional.

j) Para los títulos de grado superior, la modalidad y materias del Bachillerato que faciliten la admisión en caso de
concurrencia competitiva.

Artículo 10.Estructura de los módulos profesionales.

1. Los módulos profesionales incluirán, en su caso, las especificaciones de la formación recogidas en los
correspondientes módulos formativos del Catálogo Nacional de Cualificaciones Profesionales.

2. Los módulos profesionales estarán definidos en resultados de aprendizaje, criterios de evaluación y contenidos,
tomando como referencia las competencias profesionales, personales y sociales que se pretenden desarrollar a través
del módulo profesional.

3. El real decreto por el que se establezca un título de formación profesional o un curso de especialización especificará
para cada módulo profesional los siguientes aspectos:

a) Denominación y código.

b) Los objetivos expresados en resultados de aprendizaje.

c) Criterios de evaluación.

d) Contenidos básicos del currículo, que quedarán descritos de forma integrada en términos de procedimientos,
conceptos y actitudes. Se agruparan en bloques relacionados directamente con los resultados de aprendizaje.

e) Orientaciones pedagógicas.

f) Duración mínima en horas del módulo profesional en la modalidad presencial.

g) Número de créditos ECTS de cada módulo profesional en los ciclos formativos de grado superior y cursos de
especialización.

h) Requisitos del profesorado.

4. Los módulos profesionales específicos de los PCPI se ajustarán a la misma estructura, en los apartados que les
afecten.

5. La adecuación puntual de módulos profesionales, incluidos en las diferentes ofertas de formación profesional del
sistema educativo, a los cambios de las unidades de competencia del Catálogo Nacional de Cualificaciones
Profesionales se hará por orden ministerial. Las Administraciones educativas comunicarán a los centros docentes las
adaptaciones que deban realizarse en el currículo de los módulos profesionales que resulten afectados por estas
actualizaciones.

CAPÍTULO II
Los módulos profesionales específicos de los Programas de Cualificación Profesional Inicial

Artículo 11.Objetivos.

Los Programas de Cualificación Profesional Inicial incluyen módulos profesionales que tienen como objetivo que todo
el alumnado alcance competencias profesionales propias de cualificaciones profesionales de nivel 1 del Catálogo
Nacional de Cualificaciones Profesionales que permitan obtener, al menos, un certificado de profesionalidad de nivel 1,
así como favorecer la inserción laboral. Entre estos módulos se contemplará un módulo de formación en centros de
trabajo.

13. Real Decreto 1147/2011, de la ordenación general de la formación profesional del sistema educativo.
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Artículo 12.Módulo profesional específico de formación en centros de trabajo en los Programas de Cualificación Pro-
fesional Inicial.

1. El módulo de formación en centros de trabajo no tendrá carácter laboral y cumplirá las finalidades siguientes:

a) Completar la adquisición de competencias profesionales alcanzadas en el centro educativo relacionadas con el
perfil profesional.

b) Completar conocimientos relativos al sistema de relaciones sociolaborales de las empresas.

2. Las Administraciones educativas determinarán el momento en el que debe cursarse el módulo profesional de
formación en centros de trabajo, en función de las características del programa y de la disponibilidad de puestos
formativos en las empresas.

3. La atribución docente de este módulo profesional correrá a cargo del profesorado que imparta docencia en los
módulos profesionales asociados a unidades de competencia que integran el programa.

Artículo 13.Acreditaciones oficiales.

1. El alumnado que supere los módulos profesionales específicos incluidos en un Programa de Cualificación
Profesional Inicial tendrá derecho a obtener los certificados de profesionalidad de nivel 1 de las cualificaciones
profesionales correspondientes.

2. Las Administraciones educativas, previa solicitud de los interesados, y a través del procedimiento que establezcan
solicitarán a la Administración laboral correspondiente los certificados de profesionalidad del alumnado que haya
superado los módulos profesionales de los Programas de Cualificación Profesional Inicial para su entrega a los
interesados.

3. Quienes no superen todos los módulos profesionales específicos incluidos en un Programa de Cualificación
Profesional Inicial podrán solicitar un certificado académico en el que consten los módulos profesionales superados,
así como las unidades de competencia acreditadas del Catálogo Nacional de Cualificaciones Profesionales.

CAPÍTULO III
Ciclos formativos de grado medio y superior

Artículo 14.Ordenación.

1. Las enseñanzas de formación profesional conducentes a la obtención de los títulos de Técnico y de Técnico Superior
establecidos en la Ley Orgánica de Educación se ordenarán en ciclos formativos de grado medio y de grado superior,
respectivamente.

2. Los ciclos formativos de grado medio forman parte de la enseñanza secundaria postobligatoria y los ciclos formativos
de grado superior forman parte de la educación superior del sistema educativo.

Sección 1.ª Acceso a los ciclos formativos

Artículo 15.Acceso a ciclos formativos de grado medio.

Para acceder a los ciclos formativos de grado medio se requerirá una de las siguientes condiciones:

a) Estar en posesión del título de Graduado en Educación Secundaria Obligatoria o de un nivel académico superior.

b) Haber superado los módulos obligatorios de un programa de cualificación profesional inicial.

c) Haber superado el curso de formación específico para el acceso a ciclos de grado medio en centros públicos o
privados autorizados por la Administración educativa.

d) Haber superado la prueba de acceso a ciclos formativos de grado medio o de grado superior, o la prueba de acceso
a la universidad para mayores de 25 años.

e) Alguna de las titulaciones contempladas en el artículo 18.

2. En los supuestos de acceso al amparo de las letras c) y d), se requerirá tener, al menos, diecisiete años, cumplidos
en el año de realización de la prueba o del inicio del curso de acceso y no reunir otros requisitos de acceso a ciclos
formativos de grado medio.

Artículo 16.Curso de acceso a los ciclos formativos de grado medio.

1. El curso de acceso a los ciclos de grado medio tendrá una duración mínima de 600 horas.
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2. El currículo de referencia para la organización del curso se centrará en las competencias básicas de la educación
secundaria obligatoria que permitan cursar con éxito los ciclos de formación profesional de grado medio y se organizará
en torno a los siguientes ámbitos: ámbito de comunicación, ámbito social y ámbito científico-tecnológico.

3. La calificación de cada ámbito del curso será numérica entre 1 y 10. La nota final del curso será la media aritmética
de las calificaciones de los ámbitos expresada con dos decimales, siendo positiva la calificación de cinco puntos o
superior: Será necesario obtener un mínimo de 4 puntos en cada uno de los ámbitos para realizar la media.

4. Los ámbitos indicados en el apartado anterior serán impartidos por profesorado con atribución docente en las
materias que los integran.

5. Las Administraciones educativas determinarán los centros públicos que podrán impartir estos cursos. También
podrán impartirlos los centros privados que tengan autorizadas las enseñanzas de educación secundaria obligatoria
que determinen las Administraciones educativas.

Artículo 17.Prueba de acceso a los ciclos formativos de grado medio.

1. La prueba de acceso a los ciclos formativos de grado medio deberá acreditar que el alumno posee los conocimientos
y habilidades suficientes para cursar con aprovechamiento las enseñanzas correspondientes. Se organizarán en tres
partes, una por cada uno de los ámbitos señalados en el artículo anterior.

2. El currículo de referencia para la organización de la prueba será el mismo que el establecido para el curso de
acceso regulado en el artículo anterior.

3. Las pruebas se realizarán en los Centros públicos que establezcan las Administraciones educativas.

Artículo 18.Acceso a ciclos formativos de grado superior.

Para acceder a los ciclos formativos de grado superior se requerirá una de las siguientes condiciones:

a) Estar en posesión del título de Bachiller.

b) Poseer un título de Técnico de Grado Medio y haber superado un curso de formación específico para el acceso a
ciclos de grado superior en centros públicos o privados autorizados por la Administración educativa.

c) Haber superado la prueba de acceso a ciclos formativos de grado superior o la prueba de acceso a la universidad
para mayores de 25 años

Artículo 19.Curso de formación específico para el acceso a los ciclos formativos de grado superior.

1. El curso de acceso a los ciclos de grado superior tendrán una duración mínima de 700 horas.

2. Este curso constará de dos partes, una parte común y otra específica.

– La parte común tendrá carácter instrumental y desarrollará como mínimo los objetivos de la lengua castellana e
idioma extranjero del Bachillerato.

– La parte específica se organizará, al menos, en dos opciones: ciencia y tecnología, y humanidades y ciencias
sociales. Dentro de cada opción las Administraciones educativas desarrollarán como mínimo dos materias.

3. Estas materias serán impartidas por profesorado con atribución docente en las mismas.

4. La calificación de cada materia del curso será numérica entre 1 y 10. La nota final del curso será la media aritmética
de éstas expresada con dos decimales, siendo positiva la calificación de cinco puntos o superior. Será necesario obtener
un mínimo de 4 puntos en cada una de las materias para realizar la media.

5. Para realizar el curso será necesario estar en posesión de un título de técnico de formación profesional.

6. Las Administraciones educativas determinarán los centros públicos que podrán impartir estos cursos. También
podrán impartirlos los centros privados que tengan autorizadas las enseñanzas de Bachillerato que determinen las
Administraciones educativas.

Artículo 20.Prueba de acceso a los ciclos formativos de grado superior.

1. La prueba de acceso a la formación profesional de grado superior tendrá por objeto acreditar que el alumno posee
la madurez necesaria en relación con los objetivos del Bachillerato, así como los conocimientos específicos que se
requieran para el ciclo al que desee acceder.

2. La prueba se organizará en dos partes, común y específica, tomando como referente lo establecido para la
organización del curso de formación especifica.

13. Real Decreto 1147/2011, de la ordenación general de la formación profesional del sistema educativo.
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3. Las pruebas se realizarán en los Centros públicos que establezcan las Administraciones educativas.

4. Para acceder a la prueba de acceso se requerirá tener diecinueve años, cumplidos en el año de realización de la
prueba o dieciocho si se acredita estar en posesión de un título de Técnico relacionado con aquél al que se desea
acceder.

Artículo 21.Disposiciones comunes para los cursos y las pruebas de acceso.

1. Las Administraciones educativas convocarán, al menos una vez al año, las pruebas de acceso a ciclos formativos
de grado medio y de grado superior de acuerdo con lo dispuesto en este real decreto.

2. Tanto los cursos como las pruebas de acceso tendrán por objeto acreditar la adquisición de las competencias
recogidas en los anexos II y III.

3. La prueba de acceso a ciclos formativos de grado medio y de grado superior se calificará numéricamente entre
cero y diez, con dos decimales para cada una de las partes que se establezcan. La nota final de la prueba será la media
aritmética de éstas, expresada con dos decimales, siendo positiva la calificación de cinco puntos o superior. Será
necesario obtener un mínimo de 4 puntos en cada una de las partes en las que se organice la prueba para realizar la
media.

4. La superación del curso o pruebas de acceso a ciclos formativos de grado medio y de grado superior tendrán
validez en todo el territorio nacional.

5. En un mismo curso escolar no se podrá concurrir a las pruebas de acceso en más de una Comunidad Autónoma.
Las Administraciones educativas podrán establecer criterios de admisión en caso de que la demanda sea mayor que la
oferta.

6. Corresponde a las Administraciones educativas regular la exención de las partes de las pruebas o del curso de
formación que da acceso a los ciclos formativos de grado medio y de grado superior en función de la formación previa
acreditada por el alumnado.

Sección 2.ª Módulos profesionales que configuran los ciclos formativos

Artículo 22.Tipos de módulos profesionales.

Los ciclos formativos incluirán, como mínimo, los siguientes módulos profesionales:

a) Módulos asociados a unidades de competencia del Catálogo Nacional de Cualificaciones Profesionales.

b) Módulo de formación y orientación laboral

c) Módulo de empresa e iniciativa emprendedora.

d) Módulo de formación en centros de trabajo.

e) Módulo de proyecto, sólo para ciclos formativos de grado superior.

Asimismo, podrán incluir otros módulos profesionales no asociados a las unidades de competencia.

Artículo 23.Módulo profesional de formación y orientación laboral.

1. Todos los ciclos formativos incluirán la formación necesaria para conocer las oportunidades de aprendizaje, las
oportunidades de empleo, la organización del trabajo, las relaciones en la empresa, la legislación laboral básica, así
como los derechos y deberes que se derivan de las relaciones laborales, para facilitar el acceso al empleo o la
reinserción laboral en igualdad de género y no discriminación de las personas con discapacidad.

2. Este módulo incorporará la formación en la prevención de riesgos laborales, sin perjuicio de su tratamiento
transversal en otros módulos profesionales, según lo exija el perfil profesional.

3. La formación establecida en este módulo profesional capacita para llevar a cabo responsabilidades profesionales
equivalentes a las que precisan las actividades de nivel básico en prevención de riesgos laborales, establecidas en el
Real Decreto 39/1997, de 17 de enero, por el que se aprueba el Reglamento de los Servicios de Prevención.

4. La concreción curricular de este módulo profesional estará contextualizada a las características propias de cada
familia profesional o del sector productivo correspondiente al título.

Artículo 24.Módulo profesional de empresa e iniciativa emprendedora.

1. Todos los ciclos formativos incluirán la formación necesaria para conocer los mecanismos de creación y gestión
básica de las empresas, el autoempleo, el desarrollo de la responsabilidad social de las empresas. así como la
innovación y la creatividad en los procesos y técnicas de su actividad laboral.

Normativa de ámbito estatal

180



2. Esta formación podrá, con carácter excepcional, incorporarse transversalmente a varios módulos profesionales
cuando, por coherencia formativa de la formación asociada al perfil profesional, así se requiera.

3. La concreción curricular de este módulo profesional estará contextualizada a las características propias de cada
familia profesional o del sector productivo correspondiente al título.

Artículo 25.Módulo profesional de formación en centros de trabajo.

1. Todos los ciclos formativos incluirán un módulo de formación en centros de trabajo que no tendrá carácter laboral.

2. El módulo profesional de Formación en Centros de Trabajo tendrá las finalidades siguientes:

a) Completar la adquisición de competencias profesionales propias de cada título alcanzadas en el centro educativo.

b) Adquirir una identidad y madurez profesional motivadoras para el aprendizaje a lo largo de la vida y para las
adaptaciones a los cambios que generen nuevas necesidades de cualificación profesional.

c) Completar conocimientos relacionados con la producción, la comercialización, la gestión económica y el sistema
de relaciones sociolaborales de las empresas, con el fin de facilitar su inserción laboral.

d) Evaluar los aspectos más relevantes de la profesionalidad alcanzada por el alumno en el centro educativo y acreditar
los aspectos requeridos en el empleo que para verificarse requieren situaciones reales de trabajo.

3. Las Administraciones educativas determinarán el momento en el que debe cursarse el módulo profesional de
formación en centros de trabajo, en función de las características de cada ciclo formativo, la estacionalidad, tipo de
oferta y disponibilidad de puestos formativos en las empresas.

4. En cualquier caso, los reales decretos que establezcan los títulos de formación profesional podrán determinar los
módulos profesionales que al menos deben haberse superado para realizar el módulo de Formación en Centros de
Trabajo.

5. La atribución docente de este módulo profesional correrá a cargo del profesorado de las especialidades de formación
profesional que imparta docencia en el ciclo formativo en módulos profesionales asociados a unidades de competencia
que lo integran.

Artículo 26.Módulo profesional de proyecto.

1. Los ciclos formativos de grado superior incorporarán un módulo profesional de proyecto, que se definirá de acuerdo
con las características de la actividad laboral del ámbito del ciclo formativo y con aspectos relativos al ejercicio profesional
y a la gestión empresarial.

2. El módulo tendrá por objeto la integración de las diversas capacidades y conocimientos del currículo de todos los
módulos del ciclo formativo. Esta integración se concretará en proyectos que contemplen las variables tecnológicas y
organizativas relacionadas con el título. Para ello, el módulo profesional de proyecto se realizará durante el último
período del ciclo formativo y se evaluará una vez cursado el módulo profesional de formación en centros de trabajo.

3. Este módulo se organizará sobre la base de la tutoría individual y colectiva y su atribución docente correrá a cargo
del profesorado que imparta docencia en el ciclo formativo, preferentemente en módulos profesionales asociados a
unidades de competencia.

CAPÍTULO IV
Cursos de especialización

Artículo 27.Cursos de especialización.

1. Los cursos de especialización tendrán por objeto complementar las competencias de quienes ya dispongan de un
título de formación profesional y facilitar el aprendizaje a lo largo de la vida.

2. El Gobierno, mediante real decreto, previa consulta a las Comunidades Autónomas y al Consejo General de la
Formación Profesional, podrá crear cursos de especialización.

3. Los cursos de especialización se ajustarán a los siguientes requisitos y condiciones:

a) Versarán, dentro de su mismo nivel de formación, sobre los aspectos y áreas que impliquen profundización en el
campo de conocimiento de los títulos de referencia, o bien una ampliación de las competencias que se incluyen en los
mismos.

b) Con carácter general, cuando el perfil profesional o las competencias incluidas tengan como referente una
cualificación del Catálogo Nacional de Cualificaciones Profesionales no ha de estar incluida de forma completa en un
título de formación profesional. No obstante, de forma excepcional, podrán incluirse unidades de competencia de dicha
cualificación profesional.
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c) El real decreto que regule el curso de especialización deberá especificar los títulos de formación profesional que
dan acceso al mismo.

d) La naturaleza de los cursos de especialización requiere la especificación completa de la formación.

e) La formación que se incorpora en el diseño del curso de especialización deberá tener en cuanta la formación previa
incluida en los títulos que dan acceso a la misma.

f) La duración, con carácter general, quedará fijada entre 300 y 600 horas de formación.

4. Para poder acceder a los cursos de especialización, se requerirá poseer un titulo de formación profesional de los
establecidos en el real decreto por el que se regula cada curso de especialización.

5. Cuando se considere necesario, se incorporará un módulo profesional de Formación en Centros de Trabajo (FCT)
que se ajustará a lo establecido para el módulo de FCT para los ciclos formativos de formación profesional.

6. Las Administraciones educativas determinarán los requisitos que deben cumplir los centros docentes que puedan
ofertar estos cursos de especialización en régimen presencial o a distancia. Entre estos requisitos estará el impartir
alguno de los títulos que den acceso a los mismos así como los requisitos específicos que se definan en el real decreto
que regule el correspondiente curso de especialización.

CAPÍTULO V
Otros programas formativos

Artículo 28.Objetivo.

Las Administraciones educativas podrán organizar programas formativos que tengan como objetivo formar a las
personas mayores de 17 años cumplidos en el año de inicio del programa, que abandonaron prematuramente el sistema
educativo sin ninguna cualificación profesional, para facilitar su acceso a una actividad profesional concreta, adaptada
a las necesidades del sector productivo y del entorno, así como facilitar la empleabilidad y la obtención de un título de
formación profesional.

Artículo 29.Características.

1. En estos programas formativos se indicará el perfil profesional y las ocupaciones de referencia. Estarán configurados
por algunos de los módulos profesionales de los títulos de formación profesional o de los programas de cualificación
profesional inicial asociados a unidades de competencia del Catálogo Nacional de Cualificaciones Profesionales.

2. Estos programas se impartirán en el centro que ya esté autorizado para impartir los títulos o programas de
cualificación profesional inicial de referencia.

3. Estos programas podrán incluir formación complementaria no referida al Catálogo Nacional de Cualificaciones
Profesionales para adaptarse a las necesidades del colectivo al que van destinados. Esta formación complementaria
seguirá la estructura modular y sus objetivos estarán definidos en resultados de aprendizaje, criterios de evaluación y
contenidos.

4. Los módulos profesionales superados tendrán carácter acumulable para la obtención de un título de formación
profesional.

5. La duración será variable según las necesidades de los colectivos a los que vayan destinados y a los módulos
profesionales incluidos en los mismos.

6. Todos los módulos tendrán asignado un profesor con la atribución docente establecida para el módulo profesional
correspondiente.

Artículo 30.Modalidades de impartición de los programas formativos.

Estos programas formativos se podrán desarrollar en dos modalidades:

a) En un centro docente público o privado autorizado por la Administración educativa.

b) En alternancia con la actividad en la empresa.

Artículo 31.Modalidad en alternancia.

1. Podrán desarrollarse programas formativos en alternancia en colaboración con empresas para aquellas personas
que dispongan de un contrato de trabajo, un contrato para la formación, una beca de formación en empresas o entidades
públicas o la condición de voluntario de acuerdo con la Ley 6/1996, de 15 de enero, del Voluntariado.
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2. Para la aplicación de lo establecido en este artículo será necesaria la suscripción de un convenio entre la empresa
y la Administración educativa, por el procedimiento que ésta establezca, y con la Administración laboral competente,
cuando así lo prevean sus normas específicas, en el que deberán recogerse, como mínimo, los siguientes aspectos:

a) El contenido de los programas de formación, las actividades que se desarrollen y la forma de evaluar el progreso
del alumno.

b) El alcance del compromiso formativo que corresponda a la empresa, así como la flexibilidad en la actividad en la
misma para que los alumnos participantes puedan cursar las actividades de formación que se realicen en el centro
educativo.

c) La duración del programa se adaptará a las características propias de la formación compartida entre centro
educativo y empresa. Deberá garantizarse que la duración total del programa y la actividad docente que corresponda
a los centros permita al alumnado adquirir los resultados de aprendizaje contenidos en los diferentes módulos
profesionales.

d) La participación e información a los representantes legales de los trabajadores en la empresa que ha suscrito el
correspondiente convenio.

3. El programa deberá contar con un tutor en el centro docente y un tutor en la empresa. Todos los módulos tendrán
asignado un profesor responsable, encargado de la programación, supervisión de la formación y el progreso de los
alumnos, así como de la evaluación del alumnado.

4. En los supuestos de contrato para la formación, se tendrá en cuenta que cuando el trabajador contratado para la
formación no haya finalizado la educación secundaria obligatoria, la formación tendrá por objeto prioritario la obtención
del título de graduado en Educación Secundaria Obligatoria.

5. La formación de aquellas personas que dispongan de un contrato de trabajo se desarrollará sin perjuicio de las
competencias de la administración laboral en materia de formación para el empleo en relación con la formación de
demanda establecida en los artículos 12 al 19 del Real Decreto 395/2007, de 23 de marzo, por el que se regula el
subsistema de formación profesional para el empleo.

TÍTULO II
Títulos de formación profesional

CAPÍTULO I
Los títulos y sus efectos

Artículo 32.Títulos de formación profesional.

1. Los títulos de la formación profesional del sistema educativo son el de Técnico y el de Técnico Superior, de
conformidad con lo dispuesto en el artículo 44 de la Ley Orgánica 2/2006, de 3 de mayo, de Educación.

2. Los títulos de formación profesional acreditan las competencias incluidas en el perfil profesional, incluyendo
competencias profesionales, personales y sociales para favorecer la competitividad, la empleabilidad y la cohesión
social, así como las cualificaciones profesionales y las unidades de competencia incluidas en el título.

3. Los títulos de Técnico y Técnico Superior quedarán agrupados en las familias profesionales establecidas en el
Anexo I del Real Decreto 1128/2003, de 5 de septiembre, por el que se regula el Catálogo Nacional de Cualificaciones
Profesionales.

4. Los títulos de formación profesional acreditan un nivel de formación en el sistema educativo y un perfil profesional
y tendrán las siguientes características:

a) Responderán a las necesidades demandadas por el sistema productivo, las personas y la sociedad para ejercer
una ciudadanía democrática y desempeñar las actividades profesionales relacionadas con el perfil profesional del
referencia.

b) El perfil profesional vendrá determinado, fundamentalmente, por las cualificaciones profesionales completas y, en
su caso, otras unidades de competencia del Catálogo Nacional de Cualificaciones Profesionales que se incluyan en el
mismo.

c) Mantendrán un equilibrio entre polivalencia y especialización que vendrá determinado por las características de los
correspondientes sectores productivos. La polivalencia permitirá aumentar la empleabilidad y las posibilidades de
adaptación a los cambios organizativos y tecnológicos. La especialización deberá favorecer la productividad, la
competitividad y la innovación.

d) Podrán incluir formación no asociada al Catálogo Nacional de Cualificaciones Profesionales que permita conseguir
las competencias de carácter personal, social y profesional incluidas en el título. Esta formación podrá incluirse en



módulos profesionales independientes o de forma transversal en otros módulos profesionales en función del ciclo
formativo de que se trate.

e) La configuración modular de los ciclos formativos facilitará la movilidad del alumnado entre ciclos y otras enseñanzas
de sistema educativo.

f) Los ciclos formativos contribuirán a hacer realidad el sistema integrado de formación profesional, estableciendo la
correspondencia entre módulos profesionales y unidades de competencia incluidas en el Catálogo Nacional de
Cualificaciones Profesionales.

g) Cada título incluirá, al menos, una cualificación profesional completa.

Artículo 33.Catálogo de títulos de formación profesional.

1. El Catálogo de Títulos de la Formación Profesional del sistema educativo deberá responder a las competencias
profesionales requeridas por los diferentes sectores productivos y contribuirá al desarrollo económico a nivel nacional,
autonómico y local. Asimismo, dará respuesta a la demanda de la sociedad y a los intereses y expectativas de los
ciudadanos.

2. El Catálogo de títulos de formación profesional está constituido por los títulos de Técnico y de Técnico Superior
que el Gobierno establezca. Asimismo incluirá los cursos de especialización.

3. El Ministerio de Educación mantendrá actualizado permanentemente este Catálogo.

Artículo 34.Efectos de los títulos.

1. Los títulos de Técnico y Técnico Superior tienen carácter oficial y validez académica y profesional en todo el territorio
nacional.

2. El título de Técnico permitirá el acceso a cualquiera de las modalidades de Bachillerato así como a las
convalidaciones de las materias del Bachillerato que determine el Gobierno.

3. El alumno que haya obtenido un título de técnico de formación profesional obtendrá el título de Bachiller si supera
las materias comunes del Bachillerato.

4. El título de Técnico Superior dará derecho al acceso directo a los estudios universitarios de acuerdo con la normativa
vigente de acceso a la Universidad así como a las convalidaciones de los créditos de los estudios universitarios que
correspondan.

5. El registro y la expedición de los títulos de Técnico y Técnico Superior se realizará de conformidad con la normativa
vigente sobre expedición de títulos académicos y profesionales correspondientes a las enseñanzas establecidas por la
Ley Orgánica 2/2006, de 3 de mayo, de Educación.

CAPÍTULO II
Formas de obtención de los títulos

Artículo 35.Vías para la obtención de los títulos.

Los títulos de formación profesional pueden obtenerse mediante:

a) La superación de las diferentes ofertas de ciclos formativos de grado medio y de grado superior.

b) La superación de las pruebas organizadas a tal efecto.

Artículo 36.Pruebas para la obtención de los títulos de Técnico y de Técnico Superior.

1. Las Administraciones educativas organizarán periódicamente las pruebas establecidas en el artículo 69.4 de la Ley
Orgánica 2/2006, de 3 de mayo, de Educación, para la obtención de título de Técnico y de Técnico Superior.

2. Las pruebas serán convocadas, al menos, una vez al año. Las Administraciones educativas en el ámbito de sus
competencias determinarán en sus convocatorias los módulos profesionales de los ciclos formativos para los que se
realizan las pruebas, el periodo de matriculación y las fechas de realización. Las Administraciones educativas
establecerán los centros públicos en los que se realizarán las pruebas.

3. La evaluación se realizará por módulos profesionales y los contenidos de las pruebas se referirán a los currículos
de los ciclos formativos vigentes.

4. Un alumno no podrá estar matriculado en el mismo año académico en un mismo módulo profesional en diferentes
Comunidades Autónomas. Tampoco podrá estar matriculado simultáneamente en un mismo módulo profesional en la
modalidad de formación presencial y a distancia.
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Artículo 37.Requisitos para participar en las pruebas.

Para participar en las pruebas de obtención de los títulos será necesario cumplir los siguientes requisitos:

a) Para las pruebas de Técnico tener dieciocho años y reunir alguna de las condiciones de acceso a que se refiere el
artículo 15 de este Real Decreto.

b) Para las pruebas de Técnico Superior tener veinte años y reunir alguna de las condiciones de acceso a que se
refiere el artículo 18 de este Real Decreto.

TITULO III
Régimen de convalidaciones y exenciones

Artículo 38.Convalidaciones.

1. Los módulos profesionales podrán ser objeto de convalidación en los siguientes términos:

a) Quienes tengan acreditada oficialmente alguna una unidad de competencia que forme parte del Catálogo Nacional
de Cualificaciones Profesionales tendrán convalidados los módulos profesionales correspondientes según se establezca
en la norma que regule cada título o curso de especialización.

b) Los módulos profesionales pertenecientes a los ciclos formativos de grado medio podrán convalidarse con materias
del Bachillerato, en los términos que determine la norma que regule cada ciclo.

c) El módulo profesional de Formación y Orientación Laboral de cualquier título de formación profesional establecido
al amparo de la Ley Orgánica 2/2006, de 3 de mayo, de Educación, podrá ser objeto de convalidación siempre que se
acredite haber superado el módulo profesional de Formación y Orientación Laboral establecido al amparo de la Ley
1/1990, de 3 de octubre, de Ordenación General del Sistema Educativo, y se acredite la formación establecida para el
desempeño de las funciones de nivel básico de la actividad preventiva, expedida de acuerdo con lo dispuesto en la
normativa vigente.

2. El Gobierno, mediante real decreto, establecerá el régimen de convalidaciones entre las enseñanzas de la educación
superior: las universitarias, las de formación profesional y las de régimen especial.

3. Los módulos profesionales convalidados se calificarán con un 5, a efectos de obtención de la nota media.

Artículo 39.Exención del módulo profesional de formación en centros de trabajo.

1. Podrá determinarse la exención total o parcial del módulo profesional de formación en centros de trabajo por su
correspondencia con la experiencia laboral, siempre que se acredite una experiencia correspondiente al trabajo a tiempo
completo de un año, relacionada con los estudios profesionales respectivos.

2. La justificación de la experiencia laboral se realizará de conformidad con lo dispuesto en el artículo 12 del Real
Decreto 1224/2009, de 17 de julio, de reconocimiento de las competencias profesionales adquiridas por experiencia
laboral.

Artículo 40.Aspectos procedimentales.

1. Quienes cursen las enseñanzas de formación profesional reguladas en el presente Real Decreto en un centro
docente autorizado podrán solicitar la convalidación o exención de los módulos profesionales establecidos en la norma
que regule cada título o curso de especialización, a fin de completar o finalizar dichas enseñanzas.

La solicitud irá acompañada de la certificación académica oficial de los estudios cursados, o en su caso, del certificado
de profesionalidad elaborado a partir del Catalogo Nacional de Cualificaciones Profesionales o de la acreditación parcial
de unidades de competencia obtenida a través del procedimiento establecido en el Real Decreto 1224/2009, de 17 de
julio, de reconocimiento de las competencias profesionales adquiridas por experiencia laboral.

El Ministerio de Educación, en colaboración con las Comunidades Autónomas, promoverá los mecanismos necesarios
para que los interesados puedan sustituir la aportación del certificado académico oficial por la autorización al instructor
de los procedimientos para que aporte directamente este documento.

2. El reconocimiento de las convalidaciones y exenciones recogidas en los artículos 38 y 39 corresponde a la Dirección
del centro docente donde conste el expediente académico del alumno, de acuerdo con lo que establezcan las
Administraciones educativas. El vencimiento del plazo máximo sin haberse notificado resolución expresa legitima al
interesado o interesados que hubieran deducido la solicitud para entenderla desestimada por silencio administrativo.

3. La convalidación o exención de los módulos profesionales que procedan quedará registrada en el expediente
académico del alumno, en las actas de evaluación y en la certificación académica, respectivamente, como:

13. Real Decreto 1147/2011, de la ordenación general de la formación profesional del sistema educativo.
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a) Convalidado, en aquellos módulos profesionales que hayan sido objeto de convalidación.

b) Exento, según corresponda, en aquellos casos en los que el módulo profesional de formación en centros de trabajo
haya sido objeto de exención.

4. Las convalidaciones de los módulos profesionales incluidos en los títulos no contempladas en los artículos anteriores
deberán ser solicitadas al Ministerio de Educación que resolverá según proceda.

5. Las convalidaciones de los módulos profesionales que no estén incluidos en las enseñanzas mínimas que regulen
los títulos de formación profesional y que completen los contenidos del currículo de las Comunidades autónomas serán
solicitadas en la Comunidad Autónoma correspondiente.

TÍTULO IV
La oferta y los centros de formación profesional

CAPÍTULO I
La oferta de formación profesional del sistema educativo

Artículo 41.Oferta de las enseñanzas.

1. Las Administraciones educativas, en el ámbito de sus competencias, establecerán las medidas necesarias para
programar y organizar la oferta de las enseñanzas de formación profesional con la colaboración de las corporaciones
locales y de los agentes sociales más representativos.

2. Esta programación tendrá en cuenta la realidad socioeconómica del territorio de su competencia, las expectativas
e intereses de los ciudadanos, la demanda de formación, así como la perspectiva de desarrollo económico y social.

3. La oferta de las enseñanzas de formación profesional podrá flexibilizarse, permitiendo a las personas la posibilidad
de combinar el estudio y la formación con la actividad laboral o con otras actividades, entre ellas, aquellas actividades
derivadas de la situación de discapacidad, respondiendo así a las necesidades e intereses personales.

4. Estas enseñanzas podrán ofertarse de forma completa o parcial y, en aquellos módulos profesionales en que sea
posible, podrán desarrollarse en regímenes de enseñanza presencial o a distancia.

Artículo 42.Oferta modular de ciclos formativos.

1. Con la finalidad de facilitar la formación permanente, la integración social y la inclusión de las personas adultas con
especiales dificultades de inserción en el mercado de trabajo, las Administraciones educativas podrán ofertar,
excepcionalmente, en régimen presencial o a distancia, módulos profesionales incluidos en títulos y asociados a
unidades de competencia del Catálogo Nacional de Cualificaciones Profesionales a personas con experiencia laboral
que no tengan las condiciones establecidas para el acceso a los ciclos formativos.

2. Esta formación será acumulable para la obtención de un título de formación profesional, siendo necesario para ello
acreditar los requisitos de acceso correspondientes.

Artículo 43.Oferta para completar un ciclo formativo de formación profesional.

1. La acreditación de competencias profesionales adquiridas a través de la experiencia laboral o de vías no formales
de formación deberá obtenerse mediante el procedimiento establecido en el Real Decreto 1224/2009, de 17 de julio, de
reconocimiento de las competencias profesionales adquiridas por experiencia laboral.

2. Las Administraciones educativas promoverán que las personas que hayan participado en el procedimiento de
evaluación y acreditación de competencias profesionales adquiridas por la experiencia laboral, puedan completar la
formación necesaria para la obtención de un título de formación profesional.

3. Las Administraciones educativas facilitarán información sobre las distintas ofertas de módulos profesionales, en
régimen presencial o a distancia, que pueden cursar para completar la formación conducente a un título de formación
profesional.

Artículo 44.Acciones formativas desarrolladas en las empresas.

1. Las Administraciones educativas regularán los requisitos para impartir en las empresas acciones formativas
destinadas a facilitar a sus trabajadores mayores de 18 años la obtención de un título de formación profesional.

2. La evaluación se realizará por módulos profesionales del ciclo formativo correspondiente y, en su caso, por unidades
formativas de los módulos profesionales y se llevará a cabo por centros de formación profesional debidamente
acreditados.
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3. Los requisitos que establezcan las Administraciones educativas para impartir las acciones formativas y las pruebas
de evaluación deberán garantizar la adquisición de los resultados de aprendizaje en las condiciones de calidad
establecidas para la obtención de los títulos de formación profesional.

CAPÍTULO II
Centros que imparten formación profesional del sistema educativo

Artículo 45.Centros docentes y red de centros de formación profesional.

1. Las enseñanzas de formación profesional del sistema educativo podrán impartirse en los siguientes centros:

a) Centros públicos y privados autorizados por la Administración educativa competente.

b) Centros de referencia nacional, en las condiciones y para los fines establecidos en el Real Decreto 229/2008, de
15 de febrero, por el que se regula los centros de referencia nacional en el ámbito de la formación profesional.

c) Centros integrados de formación profesional, conforme a lo dispuesto en el artículo 11 de la Ley Orgánica 5/2002,
de 19 de junio, de las Cualificaciones Profesionales y de la Formación Profesional, y en el Real Decreto 1558/2005, de
23 de diciembre, por el que se regulan los requisitos básicos de los centros integrados de formación profesional.

2. Las Administraciones educativas asegurarán una red estable de centros de formación profesional del sistema
educativo con todos los centros sostenidos con fondos públicos.

3. Los centros públicos y privados concertados que ofrezcan de forma integrada enseñanzas de formación profesional
del sistema educativo y para el empleo:

a) Disfrutarán de autonomía de organización y de gestión de los recursos humanos y materiales, en los términos que
reglamentariamente establezcan las Administraciones educativas y laborales en el ámbito de sus competencias.

b) Podrán acceder a los recursos presupuestarios destinados a la financiación de las acciones formativas para el
empleo que desarrollen, de conformidad con los mecanismos de cooperación que concierten las Administraciones
educativas y laborales.

c) Deberán someter todas las acciones formativas que desarrollen a evaluaciones de calidad, en los términos que
reglamentariamente establezcan las Administraciones competentes.

4. En la oferta de módulos profesionales específicos de Programas de Cualificación Profesional Inicial podrán participar
las corporaciones locales, las asociaciones profesionales, las organizaciones no gubernamentales y otras entidades
empresariales y sindicales en las condiciones que determinen las Administraciones educativas.

Artículo 46.Requisitos de los centros donde se impartan las enseñanzas de formación profesional del sistema
educativo.

1. Todos los centros de titularidad pública o privada que ofrezcan enseñanzas de formación profesional deberán
cumplir, como mínimo, los siguientes requisitos:

a) Reunir las condiciones de habitabilidad y de seguridad que se señalan en la legislación vigente. Los espacios en
los que se desarrolle la práctica docente tendrán ventilación e iluminación natural.

b) Disponer de las condiciones que posibiliten el acceso, la circulación y la comunicación de las personas con
discapacidad, de acuerdo con lo dispuesto en la legislación aplicable en materia de promoción de la accesibilidad y
eliminación de barreras, sin perjuicio de los ajustes razonables que deban adoptarse.

c) Cumplir los requisitos de espacios establecidos en los reales decretos por los que se regule cada título o curso de
especialización y con los equipamientos establecidos por las Administraciones educativas para conseguir los resultados
de aprendizaje de cada módulo profesional.

d) Disponer como mínimo de los siguientes espacios e instalaciones:

− Despacho de dirección, de actividades de coordinación y de orientación.

− Secretaría.

− Biblioteca y sala de profesores adecuadas al número de puestos escolares.

− Aseos y servicios higiénico-sanitarios adecuados al número de puestos escolares, así como aseos y servicios
higiénico-sanitarios adaptados para personas con discapacidad en el número, proporción y condiciones de uso funcional
que la legislación aplicable en materia de accesibilidad, establezca.

2. Para los módulos profesionales específicos de los Programas de Cualificación Profesional Inicial los centros y
entidades deberán disponer de los espacios y equipamientos establecidos por las Administraciones educativas.

13. Real Decreto 1147/2011, de la ordenación general de la formación profesional del sistema educativo.
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3. Las instalaciones podrán ser comunes a otras enseñanzas que se impartan en el mismo centro educativo. Los
espacios formativos definidos para cada ciclo formativo podrán ser utilizados, de forma no simultánea, para otros ciclos
formativos o enseñanzas, siempre que se disponga de los equipamientos requeridos.

4. Los centros autorizados para impartir un determinado ciclo formativo podrán impartir el ciclo formativo que lo
sustituya por actualización del Catálogo de Títulos, conforme el plan de implantación de la Comunidad Autónoma.

5. Con objeto de poder utilizar las instalaciones propias de entornos profesionales, las Administraciones educativas
podrán autorizar para impartir los ciclos formativos de formación profesional del sistema educativo, el uso de otros
espacios y entornos, siempre que sean adecuados para el desarrollo de las actividades docentes, que se identifiquen
dichos espacios y que su superficie guarde proporción con el número de estudiantes y satisfagan las características
que les correspondan, acreditando documentalmente que tienen concedida autorización para uso de las mismas durante
el tiempo en que tengan lugar las actividades formativas. En cualquier caso, estos espacios y entornos, así como los
itinerarios que conduzcan a los mismos incorporarán las condiciones de accesibilidad precisas que permitan su
utilización por parte del alumnado con discapacidad, de acuerdo con lo que se establece en la legislación aplicable en
materia de accesibilidad.

6. Los centros docentes que impartan formación profesional en régimen presencial tendrán como máximo 30 alumnos
por unidad escolar. El número de puestos escolares en estos centros, se fijará en las correspondientes disposiciones
por las que se autorice su apertura y funcionamiento, teniendo en cuenta las instalaciones y condiciones materiales
correspondientes.

CAPÍTULO III
Admisión y matrícula

Artículo 47.Admisión en los centros que impartan formación profesional.

1. El proceso de admisión para cursar las enseñanzas de formación profesional en centros públicos y privados
concertados se realizará cumpliendo lo dispuesto por las Administraciones educativas como desarrollo de lo establecido
en la Ley Orgánica 2/2006, de 3 de mayo, de Educación y en el presente real decreto.

2. Cuando no existan plazas suficientes en el centro solicitado, y dado que existen diferentes vías de acceso a los
ciclos formativos de grado medio y de grado superior, las Administraciones educativas establecerán reservas de plazas
atendiendo a los siguientes criterios:

a) Acceso a los ciclos formativos de grado medio:

− Entre el 60% y el 70% de las plazas para el alumnado que tenga el título de Graduado en Educación Secundaria
Obligatoria.

− Entre el 20% y el 30% de las plazas para el alumnado que haya superado los módulos obligatorios de un Programa
de Cualificación Profesional Inicial.

− Entre el 10% y el 20% de las plazas para el alumnado que acceda por las otras vías contempladas en el presente
real decreto.

En el caso de no cubrirse la reserva en alguna de las opciones, las vacantes se adjudicarán a de forma proporcional
al resto de las reservas.

b) Acceso a los ciclos formativos de grado superior:

− Entre el 60% y el 70% de las plazas para el alumnado que tenga el título de Bachiller.

− Entre el 20% y el 30% de las plazas para el alumnado que haya superado el curso de acceso a los ciclos formativos
de grado superior.

− Entre el 10% y el 20% de las plazas para el alumnado que acceda por las otras vías contempladas en el presente
real decreto.

En el caso de no cubrirse la reserva en alguna de las opciones, las vacantes se adjudicarán a de forma proporcional
al resto de las reservas.

2. Las Administraciones educativas establecerán los criterios para regular el orden de prelación del alumnado dentro
de cada uno de los colectivos señalados en el apartado anterior. Entre estos criterios se tendrá en cuenta el expediente
académico del alumnado.

3. Las Administraciones educativas determinarán los criterios de admisión, en caso de que la demanda sea mayor
que la oferta, para el resto de ofertas de formación profesional reguladas en el presente real decreto.

Normativa de ámbito estatal
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13. Real Decreto 1147/2011, de la ordenación general de la formación profesional del sistema educativo.

4. Para aquellas enseñanzas de formación profesional cuyo perfil profesional requiera determinadas condiciones
psicofísicas ligadas a situaciones de seguridad o salud, las Administraciones educativas podrán requerir la aportación
de la documentación justificativa necesaria, o la realización de determinadas pruebas, cuando así se indique en la
norma por la que se regule cada título.

5. En el proceso de admisión para cursar las ofertas en régimen a distancia, cuando no existan plazas suficientes,
tendrán prioridad las personas adultas que reúnan las características personales o laborales que reglamentariamente
determinen las Administraciones educativas.

Artículo 48.Matrícula en las enseñanzas de formación profesional.

1. La matrícula en los ciclos formativos de grado medio y superior estará determinada por la oferta de dichas
enseñanzas.

2. En todo caso, la matrícula se realizará en cada uno de los cursos académicos, o por módulos profesionales en
caso de matrícula parcial de los ciclos formativos.

3. Con objeto de garantizar el derecho a la movilidad de los alumnos, las Administraciones educativas deberán permitir
la matriculación en régimen presencial o a distancia de quienes hayan superado algún módulo profesional en otra
Comunidad Autónoma y no hayan agotado el número de convocatorias establecido. Para ello, tales alumnos podrán
realizar matrícula parcial en aquellos módulos profesionales que tengan pendientes de superar.

4. Durante un mismo curso académico, un alumno no podrá estar matriculado en el mismo módulo profesional a
distancia y en régimen presencial.

5. Las Administraciones educativas regularán el procedimiento de matrícula en las otras enseñanzas de formación
profesional reguladas en el presente real decreto

CAPÍTULO IV
Enseñanzas de formación profesional a distancia

Artículo 49.Oferta de formación profesional a distancia.

1. La oferta de formación profesional a distancia permitirá combinar el estudio y la formación con la actividad laboral
u otras responsabilidades, así como con aquellas situaciones personales que dificulten el estudio y la formación en
régimen de enseñanza presencial.

2. El Ministerio de Educación y las Administraciones educativas impulsarán la generalización de esta oferta educativa
a distancia, dando prioridad a los sectores en crecimiento o que estén generando empleo. Para ello elaborará, en
colaboración con las Comunidades Autónomas, los materiales necesarios para esta oferta.

3. La plataforma de Formación Profesional a distancia, promovida por el Gobierno y desarrollada en colaboración con
las Comunidades Autónomas, proporcionará, al menos, los siguientes servicios:

a) Permitirá cursar ciclos formativos de grado medio y grado superior de formación profesional.

b) Permitirá cursar la formación complementaria que requieran las personas que superen un proceso de evaluación
y acreditación de competencias profesionales adquiridas a través de la experiencia laboral, con la finalidad de que
puedan obtener un título de formación profesional.

c) Permitirá cursar módulos profesionales incluidos en títulos y asociados a unidades de competencia del Catálogo
Nacional de Cualificaciones Profesionales, como formación acumulable para la obtención de un título de formación
profesional.

d) Podrán también ofertarse, en esta modalidad, los cursos de acceso a ciclos de grado medio y de grado superior.

e) Proporcionará información de las ofertas de las diferentes Administraciones educativas, en régimen de enseñanza
a distancia.

4. Las Administraciones educativas colaborarán para facilitar la interoperabilidad de sus plataformas de enseñanza a
distancia.

Artículo 50.Centros.

1. Las Administraciones educativas, en el ámbito de sus competencias, adoptarán las medidas necesarias y dictarán
las instrucciones precisas para la puesta en marcha y funcionamiento de la educación a distancia en las enseñanzas
de formación profesional, con el fin de que estas enseñanzas se impartan con los espacios, equipamientos, recursos y
profesorado que garanticen su calidad. Asimismo, contarán con los materiales curriculares adecuados y se adaptarán
a lo dispuesto en la disposición adicional cuarta de la Ley Orgánica 2/2006 de 3 de mayo, de Educación.



2. Los centros públicos y privados autorizados para impartir enseñanzas de formación profesional a distancia deberán
contar con la autorización previa para impartir dichas enseñanzas en régimen presencial.

3. Los centros públicos de las Administraciones educativas que impartan exclusivamente formación a distancia quedan
exceptuados de lo dispuesto en el apartado anterior.

TÍTULO V
Evaluación y acreditación de las enseñanzas de formación profesional

CAPÍTULO I
Evaluación

Artículo 51.Evaluación de las enseñanzas de formación profesional.

1. La evaluación del aprendizaje del alumnado de las enseñanzas de formación profesional se realizará por módulos
profesionales. Los procesos de evaluación se adecuarán a las adaptaciones metodológicas de las que haya podido ser
objeto el alumnado con discapacidad y se garantizará su accesibilidad a las pruebas de evaluación.

2. En todo caso, la evaluación se realizará tomando como referencia los objetivos, expresados en resultados de
aprendizaje, y los criterios de evaluación de cada uno de los módulos profesionales, así como los objetivos generales
del ciclo formativo o curso de especialización.

3. El tutor de la empresa designado por el correspondiente centro de trabajo para el periodo de estancia del alumno,
colaborará con el tutor del centro educativo para la evaluación del módulo de formación en centros de trabajo. Dicho
módulo profesional se calificará como apto o no apto y no se tendrá en cuenta para calcular la nota media del expediente
académico.

4. Cada módulo profesional podrá ser objeto de evaluación en cuatro convocatorias, excepto el de formación en
centros de trabajo que lo será en dos. Con carácter excepcional, las Administraciones educativas podrán establecer
convocatorias extraordinarias para aquellas personas que hayan agotado las cuatro convocatorias por motivos de
enfermedad o discapacidad u otros que condicionen o impidan el desarrollo ordinario de los estudios.

5. La calificación de los módulos profesionales, excepto el de formación en centros de trabajo, será numérica, entre
uno y diez, sin decimales. La superación de las enseñanzas requerirá la evaluación positiva en todos los módulos
profesionales que las componen. Se consideran positivas las puntuaciones iguales o superiores a cinco puntos.

6. La nota final del ciclo formativo será la media aritmética expresada con dos decimales. La calificación obtenida en
un módulo profesional superado será trasladable a cualquiera de los ciclos en los que esté incluido.

7. Las Administraciones educativas establecerán las condiciones de renuncia a la convocatoria y matrícula de todos
o de algunos módulos profesionales. La renuncia a la convocatoria se reflejará en los documentos de evaluación con
la expresión de renuncia.

8. En el caso de las enseñanzas cursadas a distancia, la evaluación final para cada uno de los módulos profesionales
exigirá la superación de pruebas presenciales en centros autorizados que aseguren el logro de los resultados de
aprendizaje y se armonizará con los procesos de evaluación que se desarrollen a lo largo del curso.

9. La evaluación de los módulos profesionales incluidos en los programas formativos desarrollados en alternancia
con empresas será realizada por el profesor responsable del módulo, en coordinación, en su caso, con el tutor del centro
docente y los tutores de la empresa.

10. Los documentos del proceso de evaluación de las enseñanzas de formación profesional son el expediente
académico del alumno, las actas de evaluación y los informes de evaluación individualizados. Los informes de evaluación
y los certificados académicos son los documentos básicos que garantizan la movilidad del alumnado.

CAPÍTULO II
Acreditaciones oficiales

Artículo 52.Títulos y certificados académicos.

1. El alumno o la alumna que supere en su totalidad las enseñanzas de un ciclo formativo obtendrá un título de
formación profesional:

a) El correspondiente título de Técnico, si supera las enseñanzas de formación profesional de grado medio.

b) El correspondiente título de Técnico Superior, si supera las enseñanzas de formación profesional de grado superior.

Normativa de ámbito estatal
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13. Real Decreto 1147/2011, de la ordenación general de la formación profesional del sistema educativo.

2. Quienes no superen en su totalidad las enseñanzas del ciclo formativo podrán solicitar un certificado académico
que acredite la superación de módulos profesionales concretos. Se hará constar la relación entre módulos profesionales
superados y las unidades de competencia acreditadas del Catálogo Nacional de Cualificaciones Profesionales.

3. El alumnado que se matricule parcialmente en determinados módulos profesionales o en los programas formativos
señalados en el capítulo V del título I de este real decreto recibirá, previa solicitud, una certificación académica expedida
por la Administración educativa que acreditará los módulos superados con la finalidad de acumular la formación
conducente a la obtención de un título de formación profesional o un certificado de profesionalidad.

4. Los títulos y certificados académicos indicados en el presente artículo tendrán efectos en todo el territorio nacional
y permitirán la movilidad del alumnado a otros centros educativos y, en su caso, la acreditación de las unidades de
competencia asociadas al Catálogo Nacional de Cualificaciones Profesionales.

5. La superación del curso de especialización se acreditará mediante certificación académica y tendrá validez en todo
el territorio nacional.

La certificación académica que se expida a las personas tituladas que superen un curso de especialización mencionará
el título al que ésta se refiere y acreditará, en su caso, las respectivas unidades de competencia del Catálogo Nacional
de Cualificaciones Profesionales. Dicha certificación tendrá valor en el Sistema Nacional de Cualificaciones Profesionales
y Formación Profesional.

La expedición y registro de los certificados académicos del curso de especialización se regirá por el Real Decreto
1850/2009, de 4 de diciembre, sobre expedición de títulos académicos y profesionales correspondientes a las
enseñanzas establecidas por la Ley Orgánica 2/2006, de 3 de mayo, de Educación.

6. Las Administraciones laborales competentes expedirán, a quienes lo soliciten, el certificado de profesionalidad
correspondiente, siempre que a través de las enseñanzas profesionales cursadas en el sistema educativo hayan
obtenido la certificación académica que acredite las unidades de competencia que conforman dicho certificado de
profesionalidad, por la superación de los módulos profesionales asociados a ellas.

Artículo 53.Forma y contenido de los certificados académicos.

1. Los certificados académicos serán expedidos por impresos oficiales normalizados, por la Administración educativa
en cuyo ámbito territorial se hayan cursado las enseñanzas de formación profesional del sistema educativo, previa
solicitud de la persona interesada.

2. Los certificados académicos deberán contener, como mínimo, la siguiente información:

a) Datos personales.

b) Datos del ciclo formativo, curso de especialización o programa formativo.

c) Datos del centro donde se han cursado los estudios.

d) Última calificación obtenida en cada módulo profesional. especificando el año y el número de la convocatoria.

e) Calificación final en el caso de finalización de las enseñanzas.

f) Las condiciones de acceso.

TÍTULO VI
Información y orientación profesional en la formación profesional del sistema educativo

Artículo 54.Fines.

La información y orientación profesional en la formación profesional del sistema educativo tendrá los siguientes fines:

a) Facilitar información y orientación sobre las diversas ofertas de formación disponibles, identificando las
oportunidades de aprendizaje a lo largo de la vida, las posibilidades de acceso a las mismas, los requisitos académicos
establecidos y los itinerarios formativos, las ayudas a la formación. Todo ello, adaptado a las condiciones, necesidades
e intereses de las personas que demanden la información.

b) Facilitar información y orientación sobre el mercado laboral, tendencias laborales, oportunidades de autoempleo
así como la movilidad laboral y profesional en los distintos sectores económicos.

c) Ofrecer información y orientación sobre la naturaleza y las fases del procedimiento de evaluación y acreditación de
las competencias profesionales adquiridas a través de la experiencia laboral, el acceso al mismo, las acreditaciones
oficiales que se pueden obtener y los efectos de las mismas, facilitando la toma de una decisión fundamentada sobre
la participación en el procedimiento así como, en su caso, el acompañamiento necesario en el inicio y desarrollo del
mismo.



d) Orientar hacia la definición de los itinerarios formativos y profesionales que mejor se adapten a los intereses y
circunstancias personales, ajustando expectativas y preferencias, e identificando metas profesionales.

e) Orientar al alumnado hacia los ciclos formativos que mejor se adapten a sus circunstancias personales, de manera
que la opción elegida les permita superar los objetivos de los módulos profesionales y terminar la totalidad del ciclo
formativo.

Artículo 55.Organización.

1. Las Administraciones educativas, en el ámbito de sus competencias, proporcionarán información al alumnado del
sistema educativo, a las familias y a la sociedad en general. Asimismo, se establecerán las medidas e instrumentos
necesarios de apoyo y refuerzo para facilitar la información, orientación y asesoramiento tanto a los jóvenes con riesgo
de abandono prematuro del sistema educativo como a los colectivos con mayor riesgo de exclusión social.

2. Con el fin de lograr una mayor eficacia de los servicios y recursos destinados a la información y orientación
profesional, las Administraciones educativas, en el ámbito de su competencia, establecerán las medidas que garanticen
la coordinación necesaria con otros servicios o dispositivos dependientes de las Administraciones educativas y laborales,
de la administración local, de los interlocutores sociales, y de cualquier otro organismo o entidad que preste servicios
de orientación profesional.

3. El Ministerio de Educación impulsará, a través de las Administraciones educativas, la recogida sistemática de datos
a nivel nacional sobre el uso de los servicios de información y orientación profesional en instituciones educativas, con
el fin de elaborar informes, recomendaciones y herramientas que permitan mejorar la calidad de la prestación.

4. El Ministerio de Educación y las Administraciones educativas colaborarán en la actualización de la plataforma
informática integrada de información y orientación profesional (www.todofp.es), con el fin de mejorar la coordinación y
la complementariedad de las distintas plataformas existentes.

5. Los centros integrados de formación profesional y los Centros de Referencia Nacional desarrollarán la
experimentación necesaria para la elaboración de modelos y recursos de información y orientación profesional que
sirvan de base para su aplicación en los centros y servicios de la Administraciones educativas.

6. El Ministerio de Educación y el Ministerio de Trabajo e Inmigración, junto con las Administraciones educativas y
laborales correspondientes, y con los interlocutores sociales, colaborarán en el establecimiento de sistemas de garantía
de calidad para lograr la consecución de los fines de la información y orientación profesional.

TÍTULO VII
La calidad en la formación profesional del sistema educativo

Artículo 56.Impulso a la innovación y calidad: acciones y medidas.

El Ministerio de Educación impulsará junto con las Administraciones educativas, acciones y medidas dirigidas a:

a) Incentivar el esfuerzo de los centros para la mejora de los niveles de calidad como contribución a la excelencia en
el ámbito de la formación profesional.

b) Promover la colaboración con las empresas de los diferentes sectores productivos para potenciar la innovación, la
transferencia de conocimiento y la especialización en materia de formación profesional.

c) Potenciar la innovación en aspectos didácticos, tecnológicos, de orientación e inserción profesional.

d) Desarrollar las actuaciones necesarias para incrementar la participación de estudiantes, trabajadores, profesorado
y formadores en programas de movilidad nacional e internacional.

e) Promover planes de formación específicos para el profesorado y formadores de formación profesional de las
distintas familias profesionales.

Artículo 57.Marco de Referencia de Garantía de la Calidad en la Formación Profesional del Sistema Educativo.

1. Se establece el Marco de Referencia de Garantía de la Calidad en la formación profesional del sistema educativo,
en coherencia con el Marco de Referencia Europeo de Garantía de la Calidad, como instrumento de referencia para
ayudar y supervisar la mejora permanente de la calidad de la formación profesional del sistema educativo.

2. Este Marco estará definido fundamentalmente por instrumentos comunes, descriptores e indicadores de calidad
de referencia.

3. La Dirección General de Formación Profesional del Ministerio de Educación elaborará el conjunto de descriptores
e indicadores de calidad, en colaboración con las Administraciones educativas y los agentes sociales más
representativos, a través de la Red de Garantía de la Calidad en formación profesional.
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4. A los efectos de la recomendación prevista en el Marco de Referencia Europeo aprobada por el Parlamento Europeo
y del Consejo de 18 de junio de 2009, se establece que el punto de referencia nacional de garantía de la calidad en la
formación profesional es la Subdirección General de Orientación y Formación Profesional del Ministerio de Educación.

Artículo 58.Red de calidad en la formación profesional del sistema educativo.

1. El Ministerio de Educación junto con las Comunidades Autónomas establece la red de calidad, que tendrá como
finalidades fundamentales:

a) Convertir la formación profesional del sistema educativo en un referente de calidad de manera que goce de la
máxima confianza del alumnado, del tejido empresarial y de la sociedad en general.

b) Fomentar la cultura de la mejora y aseguramiento de la calidad e innovación en la formación profesional del sistema
educativo.

c) Proponer estrategias y coordinar acciones y medidas de planificación, desarrollo y evaluación conducentes a mejorar
la calidad de la enseñanza y de los servicios de la formación profesional del sistema educativo.

d) Desarrollar procedimientos para el seguimiento y evaluación de la mejora continua de la formación profesional.

3. El Ministerio de Educación, en colaboración con las Administraciones educativas, establecerá la estructura y la
organización de la red de calidad de formación profesional del sistema educativo.

Disposición adicional primera.Colaboración entre la Formación Profesional de Grado Superior, las empresas y la
Universidad.

1. Las Administraciones educativas promoverán la colaboración entre los centros que impartan enseñanzas de
formación profesional de grado superior, las empresas o las universidades, con objeto de desarrollar nuevos modelos
de relaciones entre el tejido productivo, la universidad, la formación profesional y los organismos agregados, con el fin
de crear innovación científica y empresarial y optimizar recursos.

2. Para ello, las Administraciones educativas, en el ámbito de sus competencias, promoverán el desarrollo de proyectos
de actuación conjuntos entre los centros de formación profesional que impartan ciclos formativos de grado superior, la
universidad y empresas de los correspondientes sectores productivos. El desarrollo de estos proyectos conjuntos
permitirá la generación de entornos integrados de trabajo conjunto entre las diferentes enseñanzas de la educación
superior.

3. Los centros de formación profesional que participen en estos entornos tendrán la dependencia orgánica y funcional
establecida actualmente en la normativa vigente para las enseñanzas de formación profesional del sistema educativo
y cumplirán, en cuanto a la estructura de las enseñanzas y su desarrollo, con lo establecido en este real decreto.

Disposición adicional segunda.Accesibilidad en las enseñanzas de formación profesional.

1. El Gobierno y las Administraciones educativas, en el ámbito de sus respectivas competencias, incluirán en el
currículo de los ciclos formativos los elementos necesarios para garantizar que las personas que cursen ofertas de
formación referidas a los campos profesionales citados en la disposición final décima de la Ley 51/2003, de 2 de
diciembre, de igualdad de oportunidades, no discriminación y accesibilidad universal de las personas con discapacidad,
desarrollen las competencias incluidas en el currículo en diseño para todos.

2. Asimismo las diferentes ofertas de formación profesional y las pruebas de acceso deben observar la legislación en
materia de igualdad de oportunidades, no discriminación y accesibilidad universal. A tal fin el alumnado dispondrá de
los medios y recursos que se precisen para acceder y cursar estas enseñanzas.

3. De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 75. 2 de la Ley Orgánica 2/2006, de 3 de mayo, de Educación, las
Administraciones educativas, establecerán un porcentaje de plazas reservadas en las enseñanzas de formación
profesional para el alumnado con discapacidad, que no podrá ser inferior al cinco por ciento de la oferta de plazas.

Disposición adicional tercera.Otras titulaciones equivalentes a efectos de acceso.

A los efectos de lo establecido en los artículos 16 y 18 de este real decreto, se podrá acceder a los ciclos formativos
y a las pruebas para la obtención de los títulos correspondientes, acreditando alguna de las condiciones siguientes:

a) Para los ciclos formativos de grado medio:

− Estar en posesión del título de Graduado en Educación Secundaria.

− Estar en posesión del título de Técnico Auxiliar.

13. Real Decreto 1147/2011, de la ordenación general de la formación profesional del sistema educativo.
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− Estar en posesión del título de Técnico.

− Estar en posesión del título de Bachiller superior

− Haber superado el segundo curso del primer ciclo experimental de reforma de las enseñanzas medias.

− Haber superado, de las enseñanzas de Artes Aplicadas y Oficios Artísticos, el tercer curso del plan de 1963 o el
segundo de comunes experimental.

− Acreditar tener un máximo de dos materias pendientes en el conjunto de los dos primeros cursos del Bachillerato
Unificado y Polivalente.

− Tener alguna de las titulaciones equivalentes para el acceso a los ciclos formativos de grado superior establecidos
en el apartado b).

− Haber superado otros estudios o cursos de formación de los declarados equivalentes a efectos académicos con
alguno de los anteriores.

b) Para los ciclos formativos de grado superior:

− Estar en posesión del título de Bachiller establecido en la Ley Orgánica 1/1990, de 3 de octubre, de Ordenación
General del Sistema Educativo.

− Haber superado el segundo curso de cualquier modalidad de Bachillerato Experimental.

− Haber superado el curso de orientación universitaria o preuniversitario.

− Estar en posesión del título de Técnico Especialista, Técnico Superior o equivalente a efectos académicos.

− Estar en posesión de una titulación universitaria o equivalente.

c) Para los cursos de especialización de formación profesional:

− Estar en posesión del título de Técnico o equivalente a afectos académicos, referenciados en la especialización
correspondiente.

− Estar en posesión del título de Técnico Especialista, Técnico Superior o equivalente a efectos académicos,
referenciados en la especialización correspondiente.

Disposición adicional cuarta.Equivalencias a títulos genéricos de Técnico y Técnico Superior.

1. Los títulos de Técnico Auxiliar de la Ley 14/1970, de 4 de agosto, General de Educación y Financiamiento de la
Reforma Educativa que no tengan declarada la equivalencia a efectos profesionales a un título de Técnico en la
correspondiente profesión, además de tener los efectos académicos que el título de Graduado en Educación Secundaria
Obligatoria establecido en la Ley Orgánica 2/2006, de 3 de mayo, de Educación, tendrán los mismos efectos
profesionales que correspondan al título genérico de Técnico de formación profesional del sistema educativo.

2. Los títulos de Técnico Especialista de la Ley 14/1970, de 4 de agosto, General de Educación y Financiamiento de
la Reforma Educativa que no tengan declarada la equivalencia a un título de Técnico Superior en la correspondiente
especialidad, tendrán los mismos efectos académicos y profesionales que el título genérico de Técnico Superior de la
formación profesional del sistema educativo.

Disposición adicional quinta.Convalidación entre módulos profesionales de los títulos establecidos al amparo de la
Ley Orgánica 1/1990, de 3 de octubre de 1990, de Ordenación General del Sistema Educativo y módulos profesion-
ales de los títulos establecidos al amparo de la Ley Orgánica 2/2006, de 3 de mayo, de Educación.

1. Los módulos profesionales de títulos de la Ley 14/1990, excepto el de Formación en Centros de Trabajo, que figuren
como convalidados en el anexo de los títulos elaborados al amparo de la Ley Orgánica 2/2006, de 3 de mayo, de
Educación, darán derecho a la convalidación del correspondiente módulo profesional que aparezca en dicho anexo,
independientemente del título de formación profesional al que perteneciera.

2. Dicha convalidación será reconocida por la Dirección del centro educativo donde conste el expediente del alumno
e irá acompañada de la documentación acreditativa de cumplir los requisitos exigidos, conforme con lo dispuesto en el
artículo 40 de este real decreto.

Disposición adicional sexta.Titulaciones y especialidad del profesorado, atribución docente y equivalencias a efec-
tos de docencia.

En la disposición estatal que establezca y regule cada título de formación profesional o curso de especialización se
establecerán:

Normativa de ámbito estatal
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13. Real Decreto 1147/2011, de la ordenación general de la formación profesional del sistema educativo.

a) Las especialidades del profesorado del sector público a las que se atribuye la impartición de los módulos
profesionales correspondientes, así como las equivalencias a efectos de docencia y la cualificación de los profesores
especialistas que en cada caso procedan.

b) Las titulaciones requeridas y cualesquiera otros requisitos necesarios para la impartición de los módulos
profesionales, para el profesorado de los centros de titularidad privada o de titularidad pública de otras Administraciones
distintas de las educativas.

Disposición adicional séptima.Régimen especial de los centros militares que impartan enseñanza de formación
profesional.

1. Los centros docentes militares podrán ser autorizados por el Ministerio de Educación para impartir al personal
militar enseñanzas conducentes a la obtención de títulos de formación profesional, de conformidad con el artículo 55.3
de la Ley 39/2007, de 19 de noviembre, de la carrera militar.

2. Las enseñanzas de formación profesional en los centros docentes militares autorizados deberán ser impartidas por
personal que cumpla las titulaciones requeridas y los requisitos necesarios establecidos en los reales decretos por los
que se regulan los correspondientes títulos de formación profesional y demás disposiciones concordantes.

Los centros docentes militares autorizados para impartir enseñanzas de formación profesional podrán integrarse en
la red de centros públicos del sistema educativo de la Comunidad Autónoma en cuyo territorio radiquen, a efectos de
la provisión de plazas y movilidad del profesorado.

3. La Administración educativa del territorio en que radique cada centro podrá proporcionar al Ministerio de Defensa
el personal docente necesario para impartir estas enseñanzas. A estos efectos se suscribirán los correspondientes
convenios de colaboración entre el Ministerio de Educación, el Ministerio de Defensa y la Comunidad Autónoma
correspondiente en los que se precisarán las necesidades de personal de los centros docentes militares, con indicación
de la especialidad o los requisitos de titulación, y la cuantía de la compensación que el Ministerio de Defensa transferirá
a la administración educativa correspondiente al coste de las retribuciones del personal docente que preste servicios
en los centros docentes militares de formación.

En este caso, el personal docente de la Administración Educativa quedará adscrito a los centros docentes militares
autorizados por el Ministerio de Educación.

4. Los funcionarios docentes que impartan enseñanzas de formación profesional en centros militares disfrutarán de
los mismos derechos y obligaciones que los destinados en plazas de centros docentes de la administración educativa
en cuyo territorio radiquen, con las peculiaridades derivadas del carácter militar de los centros.

5. Atendiendo a la singularidad del entorno profesional de las Fuerzas Armadas, las enseñanzas del currículo del
ámbito de gestión del Ministerio de Educación podrán contextualizarse a este entorno. Para ello, el profesorado contará
con la colaboración necesaria del personal militar destinado en los centros.

6. Los estudios conducentes al título de formación profesional podrán tener una duración de tres cursos académicos
para poder combinarlos con las enseñanzas militares.

7. El módulo de formación en centros de trabajo tendrá las mismas finalidades marcadas en el artículo 25 de este real
decreto y se podrá realizar en las unidades, buques, centros y organismos del Ministerio de Defensa. Tendrá una
duración mínima de 30 días con dedicación exclusiva.

Disposición adicional octava.Correspondencia de los títulos de formación profesional con la Clasificación Interna-
cional Normalizada de la Educación.

A los efectos de la Clasificación Internacional Normalizada de la Educación de UNESCO (CINE 1997 o su equivalente
en la versión definitiva de la CINE 2011), el título de Técnico Superior de Formación Profesional acredita un nivel
educativo 5B y el Título de Técnico de Formación Profesional acredita un nivel educativo 3B.

Disposición derogatoria única.Derogación normativa.

Quedan derogadas cuantas disposiciones de igual o inferior rango se opongan a lo dispuesto en este Real Decreto
y, en particular, el Real Decreto 1538/2006, de 15 de diciembre, por el que se establece la ordenación general de la
formación profesional del sistema educativo.

Disposición final primera.Calendario de aplicación.

Todas las disposiciones contempladas en este real decreto serán de aplicación en el curso 2012-2013. Las
Administraciones educativas podrán anticipar la implantación de las medidas que consideren necesarias en el curso
2011-2012.
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Disposición final segunda.Equivalencia entre los títulos anteriores, los actuales títulos de formación profesional y
las nuevas titulaciones.

El Gobierno, previa consulta al Consejo General de la Formación Profesional, determinará las equivalencias entre los
títulos de formación profesional de la Ley 14/1970, de 4 de agosto, General de Educación y de Financiamiento de la
Reforma Educativa, los títulos vigentes de la Ley Orgánica 1/1990, de 3 de octubre, y los que se establezcan al amparo
de la Ley Orgánica 2/2006, de 3 de mayo, de Educación (LOE).

Disposición final tercera.Título competencial y carácter básico.

1. Este real decreto tiene carácter básico y se dicta al amparo de las reglas 1.ª y 30.ª del artículo 149.1 de la
Constitución, que reserva al Estado la competencia para establecer las normas básicas para el desarrollo del derecho
a la educación, a fin de garantizar el cumplimiento de las obligaciones de los poderes públicos en esta materia.

2. Se exceptúan de este carácter el Título II y el Título III de este real decreto, que se dictan al amparo de la
competencia exclusiva del Estado para la regulación de las condiciones de obtención, expedición y homologación de
títulos académicos y profesionales, de conformidad con la regla 30.ª del artículo 149.1 de la Constitución.

Disposición final cuarta.Entrada en vigor.

Este real decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado».

Dado en Madrid, el 29 de julio de 2011.
JUAN CARLOS R.
El Ministro de Educación,
ÁNGEL GABILONDO PUJOL

ANEXO I
Competencias propias de los diferentes niveles de Formación Profesional

Programas de cualificación profesional inicial

1. Realizar tareas sencillas, en un contexto de trabajo concreto; aplicando las competencias básicas y las destrezas
necesarias.

2. Resolver problemas predecibles en la actividad profesional.

3. Desarrollar las tareas propias de su nivel con autonomía y responsabilidad empleando criterios de calidad y
eficiencia.

4. Adquirir nuevos conocimientos por sí mismo, aplicando las habilidades básicas en la utilización de las fuentes de
información.

5. Adaptarse a las nuevas situaciones laborales originadas por cambios tecnológicos y organizativos en su actividad
profesional.

6. Comunicarse eficazmente y trabajar en equipo, respetando la autonomía y competencia de las distintas personas
que intervienen en el ámbito de su trabajo, para mejorar la calidad del trabajo realizado.

7. Asumir medidas de prevención de riesgos y seguridad laboral en la realización de las actividades profesionales.

8. Actuar con espíritu emprendedor, iniciativa personal y responsabilidad en la elección de los procedimientos de su
actividad laboral.

9. Ejercer los derechos y las obligaciones derivadas de la actividad profesional, de acuerdo con lo establecido en la
legislación vigente, participando activamente en la vida económica, social y cultural.

Ciclos formativos de Grado Medio

1. Aplicar técnicas y conocimientos de diferentes ámbitos de conocimiento en un campo profesional especializado.

2. Resolver problemas y contingencias de forma creativa e innovadora dentro del ámbito de su competencia,
identificando las causas que los provocan.

3. Supervisar el trabajo rutinario de otras personas asumiendo la responsabilidad necesaria para la evaluación y la
mejora de procesos y procedimientos de trabajo, que garanticen la calidad del producto o servicio.

4. Adaptarse a las nuevas situaciones laborales originadas por cambios tecnológicos y organizativos en los procesos



productivos, actualizando sus conocimientos utilizando los recursos existentes para el aprendizaje a lo largo de la vida,
especialmente las tecnologías de la información y la comunicación.

5. Realizar y organizar con responsabilidad y autonomía el trabajo asignado en el ámbito de su competencia,
cooperando o trabajando en equipo con otros profesionales en el entorno de trabajo.

6. Comunicarse eficazmente, respetando la autonomía y competencia de las distintas personas que intervienen en el
ámbito de su trabajo, para mejorar la calidad del trabajo y producto o servicio realizado.

7. Aplicar los protocolos y las medidas preventivas de riesgos laborales y protección ambiental durante el proceso
productivo, para evitar daños en las personas y en el entorno laboral y ambiental.

8. Realizar la gestión básica para la creación y funcionamiento de una pequeña empresa y tener iniciativa en su
actividad profesional.

9. Ejercer los derechos y las obligaciones derivadas de la actividad profesional, de acuerdo con lo establecido en la
legislación vigente, participando activamente en la vida económica, social y cultural.

Ciclos formativos de Grado Superior

1. Definir, planificar y organizar procesos y procedimientos de trabajo con autonomía en su campo profesional.

2. Evaluar y resolver problemas y contingencias en contextos variados y generalmente no previsibles, con comprensión
crítica, transferencia de saberes y capacidad para la innovación y la creatividad

3. Supervisar objetivos, técnicas y resultados del trabajo personal y de los miembros del equipo, con liderazgo y
espíritu de mejora, garantizando la calidad del proceso y del producto o servicio.

4. Aplicar e integrar tecnologías y conocimientos avanzados o especializados en los procesos de trabajo

5. Adaptarse a las nuevas situaciones laborales, manteniendo actualizados los conocimientos científicos, técnicos y
tecnológicos relativos a su entorno profesional, gestionando su formación y los recursos existentes en el aprendizaje a
lo largo de la vida, especialmente utilizando las tecnologías de la información y la comunicación.

6. Comunicarse con sus iguales, superiores, clientes y personas bajo su responsabilidad, utilizando vías eficaces de
comunicación, transmitiendo la información o conocimientos adecuados y respetando la autonomía y competencia de
las personas que intervienen en el ámbito de su trabajo.

7. Generar entornos seguros en el desarrollo de su trabajo y el de su equipo, supervisando y aplicando los
procedimientos de prevención de riesgos laborales y ambientales, de acuerdo con lo establecido por la normativa y los
objetivos de la empresa.

8. Realizar la gestión básica para la creación y funcionamiento de una pequeña empresa y tener iniciativa en su
actividad profesional con sentido de la responsabilidad social.

9. Ejercer los derechos y obligaciones derivadas de la actividad profesional, de acuerdo con lo establecido en la
legislación vigente, participando activamente en la vida económica, social y cultural.

ANEXO II
Competencias basicas relacionadas con el acceso a los ciclos formativos de Grado Medio

Las competencias básicas que se tendrán especialmente como referencia son las siguientes:

− Tratamiento de la información y competencia digital.

− Competencia en comunicación lingüística.

− Competencia Matemática.

− Competencia en el conocimiento y la interacción con el mundo físico.

− Competencia social y ciudadana.

Tratamiento de la información y competencia digital.

Descripción: Esta competencia consiste en disponer de habilidades para buscar, obtener, procesar y comunicar
información, y para transformarla en conocimiento. La competencia digital significa, asimismo, comunicar la información
y los conocimientos adquiridos. Esta competencia permite resolver problemas, trabajar en entornos colaborativos y
generar producciones responsables y creativas.
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El tratamiento de la información y la competencia digital implican ser una persona autónoma, eficaz, responsable,
crítica y reflexiva al seleccionar, tratar y utilizar la información y sus fuentes, así como las distintas herramientas
tecnológicas. Tener una actitud critica y reflexiva en la valoración de la información disponible, contrastándola cuando
es necesario, y respetar las normas de conducta acordadas socialmente para regular el uso de la información y sus
fuentes en los distintos soportes.

Resultados esperables: El alumnado que va a ingresar en un ciclo formativo de Grado Medio debería poder realizar
las operaciones básicas de manejo de un ordenador y sus periféricos; utilizar adecuadamente la terminología relacionada
con las TIC; utilizar Internet para buscar y obtener información; ejecutar tareas sencillas con un procesador de textos y
una hoja de cálculo; instalar, desinstalar y actualizar programas en un sistema operativo.

Competencia en comunicación lingüística.

Descripción: Esta competencia se refiere al uso del lenguaje:

como instrumento para la comunicación oral y escrita: leer y escribir; conversar, dialogar, expresar e interpretar
pensamientos, emociones, vivencias, opiniones, creaciones.

para la representación, interpretación y comprensión de la realidad: adaptar la comunicación al contexto; buscar,
recopilar, procesar y comunicar información; conocer las reglas del sistema de la lengua; generar hipótesis, ideas,
supuestos, interrogantes.

para la construcción y comunicación del conocimiento: comprender los textos; estructurar el conocimiento y dar
coherencia y cohesión al discurso, a las propias acciones y tareas; manejar diversas fuentes de información.

para la organización y autorregulación del pensamiento, las emociones y la conducta: adoptar decisiones, convivir,
eliminar estereotipos y expresiones sexistas; formarse un juicio crítico y ético; uso de la comunicación para resolver
conflictos; aceptar opiniones distintas a la propia.

Es la competencia básica fundamental en cualquier proceso de aprendizaje ya que no hay conocimiento ni disciplina
que no requiera de ella. Persigue la adquisición de habilidades y destrezas para la comunicación oral y escrita de tipo
lingüístico (pronunciación, entonación, léxico, estructuración gramatical, ritmo, fluidez), y también discursivos (selección
y ordenamiento de ideas, coherencia) y estratégicos con el uso de estrategias no verbales.

Resultados esperables: El alumnado que va a ingresar en un ciclo formativo de Grado Medio debería demostrar un
nivel de comprensión y uso de expresiones orales y textos escritos que le permitan el acceso al conocimiento. Así,
debería ser capaz de explicar hechos, ideas o emociones de forma oral con claridad. Así mismo, debería ser capaz de
elaborar esquemas y resúmenes de textos sencillos.

En el caso de las lenguas extranjeras.

Descripción: La competencia en lengua extranjera se enmarca dentro de la competencia en comunicación lingüística.
Esta competencia se refiere a la utilización del lenguaje como instrumento de comunicación oral y escrita. La
competencia en lengua extranjera está relacionada con las destrezas discursivas que tienen lugar en ámbitos diversos
como el de las relaciones personales, el ámbito educativo, el académico, el público o el de los medios de comunicación.
Su conocimiento contribuye a la formación del alumnado desde una perspectiva integral en tanto que favorece el respeto,
el interés y la comunicación con hablantes de otras lenguas, desarrolla la conciencia intercultural y es un vehículo para
la comprensión de temas y problemas globales

Resultados esperables: El alumnado que va a ingresar en un ciclo formativo de Grado Medio debería poder obtener
información lingüística de diccionarios y otras obras de consulta y aplicarla a la comprensión y producción de textos
sencillos; conocer el vocabulario básico y las estructuras gramaticales elementales; identificar la idea general e
información relevante en un texto sencillo y en una conversación; leer textos sencillos de forma autónoma con finalidades
diversas.

Competencia Matemática.

Descripción: La competencia Matemática consiste en la habilidad para utilizar y relacionar los números, sus
operaciones básicas, los símbolos y las formas de expresión y razonamiento matemático, tanto para producir e
interpretar distintos tipos de información, como para resolver problemas relacionados con la vida cotidiana y con el
mundo laboral.

Forma parte de la competencia matemática la habilidad para interpretar y expresar con claridad y precisión
informaciones, datos y argumentaciones. Asimismo esta competencia implica el conocimiento y manejo de los elementos
matemáticos básicos (distintos tipos de números, medidas, símbolos, elementos geométricos, etc.) y la puesta en
práctica de procesos de razonamiento que llevan a la solución de los problemas o a la obtención de información. Estos
procesos permiten aplicar esa información a una mayor variedad de situaciones y contextos, seguir cadenas
argumentales identificando las ideas fundamentales, y estimar y enjuiciar la lógica y validez de argumentaciones e
informaciones.
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En consecuencia, la competencia matemática supone la habilidad para seguir determinados procesos de pensamiento
(como la inducción y la deducción, entre otros) y aplicar algunos algoritmos de cálculo para identificar la validez de los
razonamientos y valorar el grado de certeza asociado a los resultados derivados de los razonamientos válidos.

Resultados esperables: El alumnado que va a ingresar en un ciclo formativo de Grado Medio debería poder resolver
problemas en los que intervengan porcentajes y tasas o en los que se precise el planteamiento y resolución de
ecuaciones de primer grado, utilizar los distintos tipos de números y operaciones para resolver problemas relacionados
con la vida diaria, calcular magnitudes, analizar, elaborar e interpretar tablas y gráficos, obtener e interpretar los
parámetros estadísticos más usuales, reconocer situaciones y fenómenos asociados al azar y la probabilidad.

Competencia en el conocimiento y la interacción con el mundo físico.

Descripción: La competencia en el conocimiento y la interacción con el mundo físico tiene un papel esencial en la
habilidad para interactuar con el mundo físico, tanto en sus aspectos naturales como en los generados por la acción
humana, posibilitando la comprensión de sucesos, la predicción de consecuencias y la actividad dirigida a la mejora y
preservación de las condiciones de vida propia, de las demás personas y del resto de los seres vivos. Esta competencia
implica no sólo un mejor conocimiento de cada una de las ciencias de la naturaleza y un conocimiento acerca de la
propia Ciencia sino también del uso que se hace de ese conocimiento para identificar cuestiones a las que puede dar
respuesta la investigación científica, adquirir nuevos conocimientos, explicar fenómenos naturales y extraer conclusiones
basadas en pruebas sobre temas relacionados con las ciencias.

Conlleva, por tanto, la aplicación de los procesos que caracterizan a las ciencias y al método de investigación científica
y requiere la comprensión de los rasgos característicos de la ciencia, entendida como una forma del conocimiento e
indagación humana, su carácter tentativo y creativo, y determinada por las actitudes de la persona hacia las ciencias y
a su disposición por implicarse en cuestiones o temas científicos.

Resultados esperables: El alumnado que va a ingresar en un ciclo formativo de Grado Medio debería poder identificar
hábitos saludables de higiene, salud y alimentación, conocer los fenómenos ambientales generales, conocer el mapa
energético de nuestro tiempo, justificar la importancia de la diversidad de plantas y animales para la estabilidad de la
biosfera, diferenciar el conocimiento científico de otras formas del pensamiento humano, identificar y describir hechos
que muestren a la Tierra como un planeta en continuo cambio.

Competencia social y ciudadana.

Descripción: Esta competencia hace posible comprender la realidad social en que se vive, cooperar, convivir y ejercer
la ciudadanía democrática en una sociedad plural, así como comprometerse a contribuir a su mejora. Integra
conocimientos diversos y habilidades complejas que permiten participar, tomar decisiones, elegir cómo comportarse en
determinadas situaciones y responsabilizarse de las elecciones personales adoptadas. Globalmente supone utilizar,
para desenvolverse socialmente, el conocimiento sobre la evolución y organización de las sociedades y sobre los rasgos
y valores del sistema democrático, así como utilizar el juicio moral tanto para elegir y tomar decisiones, como para
ejercer activa y responsablemente los derechos y deberes de la ciudadanía.

Resultados esperables: El alumnado que va a ingresar en un ciclo formativo de Grado Medio debería saber trabajar
en equipo, siendo capaz de expresar sus opiniones de forma asertiva y razonada en el contexto de diferentes formas
de participación que debe conocer y saber desenvolverse en ellas bajo los principios básicos de la Declaración Universal
de los Derechos Humanos. Debería saber describir la organización social, política y territorial de su entorno más próximo
(local) y más lejano (CC.AA., España, Europa), así como situar en el tiempo los acontecimientos históricos más
relevantes y representativos. Debería hacer uso de diferentes fuentes y herramientas de búsqueda para obtener y
relacionar información.

ANEXO III
Competencias basicas relacionadas con el acceso a los ciclos formativos de Grado Superior

Las competencias básicas que se tendrán especialmente como referencia son las siguientes:

− Tratamiento de la información y competencia digital.

− Competencia en comunicación lingüística.

− Competencia en el conocimiento y la interacción con el mundo físico.

− Competencia social y ciudadana.

Tratamiento de la información y competencia digital.

Descripción: Esta competencia consiste en disponer de habilidades para buscar, obtener, procesar y comunicar
información, y para transformarla en conocimiento. La competencia digital significa, asimismo, comunicar la información
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y los conocimientos adquiridos. Esta competencia permite resolver problemas, trabajar en entornos colaborativos y
generar producciones responsables y creativas.

El tratamiento de la información y la competencia digital implican ser una persona autónoma, eficaz, responsable,
crítica y reflexiva al seleccionar, tratar y utilizar la información y sus fuentes, así como las distintas herramientas
tecnológicas. Tener una actitud critica y reflexiva en la valoración de la información disponible, contrastándola cuando
es necesario, y respetar las normas de conducta acordadas socialmente para regular el uso de la información y sus
fuentes en los distintos soportes.

Resultados esperables: El alumnado que va a ingresar en un ciclo formativo de Grado Superior debería poder utilizar
Internet para buscar, intercambiar y obtener información; ejecutar tareas con un procesador de textos y una hoja de
cálculo; aplicar las normas de seguridad adecuadas; desenvolverse en entornos de trabajo donde se comparte
información digital; instalar, desinstalar y actualizar software; crear y gestionar una base de datos; diseñar y elaborar
presentaciones multimedia e integrarlas en páginas web.

Competencia en comunicación lingüística.

Descripción: Es la competencia básica fundamental en cualquier proceso de aprendizaje ya que no hay conocimiento
ni disciplina que no requiera de ella. Se centra en el conocimiento de los distintos tipos de discursos y, en particular el
científico y el literario, aunque también al conocimiento de los usos básicos de la lengua que regulan la vida social de
la comunicación interpersonal. Esta competencia dota al alumnado de una mayor capacidad para conocer discursos
ajenos y para formalizar el propio y, de otra parte, para elevar el nivel de conocimientos y la capacidad de reflexión,
además de incrementar la experiencia lectora y la potencialidad creadora

Resultados esperables: El alumnado que vaya a ingresar en un ciclo formativo de Grado Superior debería demostrar
un nivel de comprensión y uso de expresiones orales y textos escritos que le permitan el acceso al conocimiento. Debería
expresarse con corrección, así como interpretar y analizar de forma crítica textos escritos y también elaborarlos. También
debería saber comunicar sus ideas y opiniones en interacciones orales, explicando y argumentando activa y
reflexivamente, utilizando adecuadamente la tonalidad y el lenguaje gestual y corporal.

En el caso de las lenguas extranjeras.

Descripción: La competencia en lengua extranjera se enmarca dentro de la competencia en comunicación lingüística.
Esta competencia se refiere a la utilización del lenguaje como instrumento de comunicación oral y escrita. La
competencia en lengua extranjera está relacionada con las destrezas discursivas que tienen lugar en ámbitos diversos
como el de las relaciones personales, el ámbito educativo, el académico, el público o el de los medios de comunicación.
Su conocimiento contribuye a la formación del alumnado desde una perspectiva integral en tanto que favorece el respeto,
el interés y la comunicación con hablantes de otras lenguas, desarrolla la conciencia intercultural y es un vehículo para
la comprensión de temas y problemas globales.

Resultados esperables: El alumnado que vaya a ingresar en un ciclo formativo de Grado Superior debería ser capaz
de identificar la idea general en un texto escrito; comprender un texto escrito de carácter técnico; deducir el significado
de palabras o expresiones desconocidas de acuerdo con el contexto; comprender textos orales y audiovisuales sobre
temas relacionados con sus intereses vocacionales o profesionales; producir textos escritos estructurados, realizar
presentaciones orales claras y estructuradas y comprender e interpretar la información principal transmitida oralmente
por distintos hablantes.

Competencia en el conocimiento y la interacción con el mundo físico.

Descripción: Esta competencia se refiere a la habilidad para interactuar con el mundo físico, tanto en sus aspectos
naturales como en los generados por la acción humana, de tal modo que se posibilita la comprensión de sucesos, la
predicción de consecuencias y la actividad dirigida a la mejora y preservación de las condiciones de vida propia, de las
demás personas y del resto de los seres vivos. En definitiva, incorpora habilidades para desenvolverse adecuadamente,
con autonomía e iniciativa personal en ámbitos de la vida y del conocimiento muy diversos (salud, actividad productiva,
consumo, ciencia, procesos tecnológicos, etc.) y para interpretar el mundo, lo que exige la aplicación de los conceptos
y principios básicos que permiten el análisis de los fenómenos desde los diferentes campos de conocimiento científico
involucrados.

En definitiva, esta competencia supone el desarrollo y aplicación del pensamiento científico-técnico para interpretar
la información que se recibe y para predecir y tomar decisiones en un mundo en el que los avances que se van
produciendo en los ámbitos científico y tecnológico tienen una influencia decisiva en la vida personal, la sociedad y el
mundo natural. También incorpora la aplicación de algunas nociones, conceptos científicos y técnicos, y de teorías
científicas básicas previamente comprendidas. Esto implica la habilidad progresiva para poner en práctica los procesos
y actitudes propios del análisis sistemático y de indagación científica: identificar y plantear problemas relevantes; realizar
observaciones directas e indirectas con conciencia del marco teórico o interpretativo que las dirige; formular preguntas;
localizar, obtener, analizar y representar información cualitativa y cuantitativa; plantear y contrastar soluciones tentativas
o hipótesis; realizar predicciones e inferencias de distinto nivel de complejidad; e identificar el conocimiento disponible,
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teórico y empírico necesario para responder a las preguntas científicas y para obtener, interpretar, evaluar y comunicar
conclusiones en diversos contextos (académico, personal y social). Asimismo, significa reconocer la naturaleza,
fortalezas y límites de la actividad investigadora como construcción social del conocimiento a lo largo de la historia.

Resultados esperables: El alumnado que vaya a ingresar en un ciclo formativo de Grado Superior debería conocer
los fenómenos ambientales generales, conocer el mapa energético de nuestro tiempo, justificar la importancia de la
diversidad de plantas y animales para la estabilidad de la biosfera, conocer el papel de la diversidad genética y sus
efectos sobre la salud, aplicar los conocimientos derivados de la mecánica newtoniana, aplicar los principios de
conservación de la cantidad de movimiento y de la energía, identificar las características de los elementos químicos
más representativos de la tabla periódica y los distintos tipos de enlaces.

Competencia social y ciudadana.

Descripción: Esta competencia busca hacer posible comprender la realidad social en que se vive, y para ello se
requiere del alumnado formación, madurez intelectual y humana, conocimientos y habilidades que le permitan desarrollar
funciones sociales e incorporarse a la vida activa con responsabilidad. Para ello han de integrarse conocimientos
diversos y habilidades complejas que permiten participar, tomar decisiones, y saber elegir cómo comportarse en
determinadas situaciones, responsabilizándose de las elecciones personales y colectivas adoptadas. Supone utilizar
para desenvolverse socialmente, el conocimiento sobre la evolución y organización de las sociedades y sobre los rasgos
y valores del sistema democrático, así como utilizar el juicio moral para elegir y tomar decisiones, y ejercer activa y
responsablemente los derechos y deberes de la ciudadanía.

Resultados esperables: El alumnado que vaya a ingresar en un ciclo formativo de Grado Superior debería saber
trabajar en equipo de forma cooperativa y flexible, enjuiciando de forma crítica sucesos y situaciones, expresándolas
de forma asertiva y razonada en el contexto de diferentes formas de participación en las que debería saber
desenvolverse. Debería conocer elementos clave del mercado de trabajo, de los nichos de empleo, así como la
naturaleza, funciones y características de los tipos de empresas. Todo ello desde el desarrollo de una actitud
emprendedora, y reconociendo y rechazando cualquier conculcación de los Derechos Humanos.

13. Real Decreto 1147/2011, de la ordenación general de la formación profesional del sistema educativo.
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I. COMUNIDAD DE CASTILLA Y LEÓN

A. DISPOSICIONES GENERALES

CONSEJERÍA DE ADMINISTRACIÓN AUTONÓMICA

DECRETO 49/2010, de 18 de noviembre, por el que se regula la organización y
funcionamiento de los centros integrados de formación profesional en la Comunidad
de Castilla y León.

La Constitución Española, en el artículo 27, reconoce el derecho a la educación a todos los ciudadanos con el fin de
alcanzar el pleno desarrollo de la personalidad humana en el respeto de los principios democráticos de convivencia y
a los derechos y libertades fundamentales y, en el artículo 35, el derecho al trabajo, a la libre elección de profesión u
oficio y a la promoción a través del trabajo. En esta línea, el artículo 40, exige a los poderes públicos el fomento de una
política que garantice la formación y readaptación profesionales, aspectos ambos especialmente relevantes para hacer
realidad lo preceptuado en los artículos anteriores.

Con este fin, el Gobierno de la Nación aprobó para el período 1998-2002 un Nuevo Programa de Formación
Profesional, en el que se definieron las directrices básicas para desarrollar un sistema integrado de las distintas ofertas
de formación profesional: reglada, ocupacional y continua. En esta misma línea se promulgaron los Acuerdos de
Formación Continua y los Planes Anuales de Acción para el Empleo.

El sistema integrado, inspirado en los principios de igualdad en el acceso a la formación profesional y de participación
de los agentes sociales con los poderes públicos, debe fomentar la formación a lo largo de la vida, integrando las
distintas ofertas formativas. La Ley Orgánica 5/2002, de 19 de junio, de las Cualificaciones y de la Formación Profesional
ordena este sistema integral de formación, cualificación y acreditación de competencias profesionales para responder
con eficacia y transparencia a las demandas sociales y a las necesidades del mercado laboral. En su artículo 11.1,
determina que el Gobierno, previa consulta al Consejo General de la Formación Profesional, establecerá los requisitos
básicos que deberán reunir los centros que impartan ofertas formativas conducentes a la obtención de títulos de
formación profesional y certificados de profesionalidad, y que las Administraciones, en el ámbito de sus competencias,
podrán establecer los requisitos específicos que habrán de reunir dichos centros. El apartado 2 de este mismo artículo
establece que corresponderá a las Administraciones, en sus respectivos ámbitos de competencias, la creación,
autorización, homologación y gestión de los centros a los que hace referencia el apartado 1. El apartado 4 del mismo
artículo, considera centros integrados de formación profesional a aquellos que impartan todas las ofertas formativas
referidas al Catálogo Nacional de Cualificaciones Profesionales, constituidas por títulos y certificados de profesionalidad.
En consecuencia, los centros integrados deberán ofertar ciclos formativos de grado medio y/o de grado superior que
conduzcan a la obtención de títulos de formación profesional y módulos formativos que permitan obtener certificados
de profesionalidad. Finalmente, el apartado 6 dispone que reglamentariamente el Gobierno y los Consejos de Gobierno
de las Comunidades Autónomas en el ámbito de sus respectivas competencias, adaptarán la composición y funciones
de los centros integrados de formación profesional a sus características específicas.

A su vez, la Ley Orgánica 2/2006, de 3 de mayo, de Educación considera el sistema educativo como un sistema de
formación a lo largo de la vida en el que la formación profesional ocupa un lugar destacado y se concibe como un
conjunto de acciones formativas que capacitan a la ciudadanía para el desempeño cualificado de las diversas
profesiones, el acceso al empleo y la participación activa en la vida social, cultural y económica. La formación profesional
agrupa las enseñanzas propias de la formación profesional inicial, las acciones de inserción y reinserción laboral de las
personas trabajadoras, junto con la orientación y la formación continua en las empresas. En su artículo 118.5, la ley se
refiere a los centros integrados de formación profesional y a los centros de referencia nacional y establece que, en
relación con ellos, se estará a lo dispuesto en la Ley Orgánica 5/2002, de 19 de junio, y en las normas que la desarrollen.

El Real Decreto 1558/2005, de 23 de diciembre, por el que se regulan los requisitos básicos de los centros integrados
de formación profesional desarrolla las normas anteriormente citadas y define estos centros junto con las ofertas
formativas que deben realizar, los servicios de información y orientación profesional y la evaluación de las competencias
adquiridas a través de otros aprendizajes no formales y de la experiencia laboral. En su articulado, el citado real decreto
determina la tipología de centros integrados de formación profesional, pudiendo ser de titularidad pública o privada.
Además establece los fines, funciones y condiciones mínimas que deben reunir, así como los aspectos básicos de su
gobierno, gestión, financiación y funcionamiento.

En el ámbito laboral, el Real Decreto 395/2007, de 23 de marzo, por el que se regula el subsistema de formación
profesional para el empleo, considera que este subsistema está integrado por el conjunto de instrumentos y acciones
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que tienen por objeto impulsar y extender entre las empresas y entre los trabajadores y trabajadoras, en cualquier
situación laboral, una formación que responda a sus necesidades y contribuya al desarrollo de una economía basada
en el conocimiento. En su artículo 9, se definen los centros y entidades que podrán impartir formación profesional para
el empleo, entre ellos los centros integrados de formación profesional de titularidad pública, considerados centros propios
de la Administración, para los que se establecen las ofertas formativas que como mínimo deben impartir.

En este contexto normativo, y en base al artículo 73.1 del Estatuto de Autonomía de Castilla y León, que atribuye a
la Comunidad de Castilla y León la competencia de desarrollo legislativo y ejecución de la enseñanza en toda su
extensión, niveles y grados, modalidades y especialidades, de acuerdo con lo dispuesto en la normativa estatal, se
lleva a cabo el fomento de los centros integrados de formación profesional y su ordenación en Castilla y León.

El 2.º Plan de Formación Profesional de Castilla y León 2007-2010 potencia la figura de los centros integrados de
formación profesional en la Comunidad, contemplando la existencia de un conjunto de centros que garantice la cobertura
que demanda la estructura territorial y el mercado de trabajo en Castilla y León, y la Orden ADM/1635/2007, de 4 de
octubre, regula los centros integrados de formación profesional en Castilla y León. No obstante, desde la aprobación
de la misma, han surgido nuevas necesidades y situaciones en estos centros como consecuencia de la evolución del
sistema de formación y cualificación profesional en la Comunidad. 

Los centros integrados de formación profesional son espacios formativos que deben contribuir al desarrollo del Sistema
nacional de cualificaciones y formación profesional, donde confluyen los dos subsistemas de formación profesional: la
formación profesional inicial y la formación profesional para el empleo. En ellos deben desarrollarse acciones formativas
conducentes tanto a títulos de formación profesional como a certificados de profesionalidad de la familia o área
profesional que tengan autorizadas, así como otras ofertas formativas que den respuesta a las demandas de cualificación
y recualificación de las personas a lo largo de la vida y del entorno productivo. Además, deben convertirse en espacios
de cooperación entre el sistema de formación profesional y el entorno productivo sectorial y local, incrementando los
vínculos con las empresas, impulsando la innovación y el desarrollo a través de proyectos de colaboración con estas y
con los interlocutores sociales, transfiriendo e intercambiando conocimiento, participando en los procesos de
reconocimiento, evaluación y acreditación de competencias profesionales adquiridas mediante experiencia laboral o
vías no formales de formación, y proporcionando servicios de información y orientación profesional tanto a las personas
jóvenes como a las adultas para que tomen las decisiones más adecuadas sobre sus necesidades de formación
profesional; asegurando la calidad y equidad de los servicios prestados. En consecuencia, estos centros poseen unas
características específicas y un valor añadido que requiere la atribución y regulación de funciones formativas y de otras
que van más allá de los aspectos puramente educativos y formativos, así como la definición, con mayor precisión y
concreción, de las competencias de sus órganos de gobierno, la composición, constitución y funciones de sus órganos
de participación y el establecimiento de determinados aspectos relacionados con la autonomía y evaluación de este
tipo de centros. Todo ello, requiere el desarrollo de una normativa propia que regule su organización y funcionamiento.

En el proceso de elaboración de este Decreto se ha recabado dictamen del Consejo Escolar, informe del Consejo
General de Empleo de Castilla y León y del Consejo de Formación Profesional de Castilla y León.

En su virtud, la Junta de Castilla y León, a propuesta de la Consejera de Administración Autonómica e iniciativa
conjunta de los Consejeros de Economía y Empleo y de Educación, de acuerdo con el dictamen del Consejo Consultivo
de Castilla y León y previa deliberación del Consejo de Gobierno en su reunión del día 18 de noviembre de 2010

DISPONE

CAPÍTULO I

Disposiciones generales

Artículo 1.– Objeto y ámbito de aplicación.

El presente Decreto tiene por objeto regular la organización y funcionamiento de los centros integrados de formación
profesional en el ámbito territorial de la Comunidad de Castilla y León, de conformidad con lo establecido en la Ley
Orgánica 5/2002, de 19 de junio, de las Cualificaciones y de la Formación Profesional, y en el Real Decreto 1558/2005,
de 23 de diciembre, por el que se regulan los requisitos básicos de los centros integrados de formación profesional.

Artículo 2.– Denominación.

1. La denominación genérica «Centro Integrado de Formación Profesional» y sus siglas «C.I.F.P.» sólo podrán utilizarla
aquellos centros de titularidad pública o privada que hayan sido creados o autorizados como tales por la Junta de Castilla
y León.

Normativa de ámbito autonómico
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2. De acuerdo con lo establecido en el artículo 4 del Real Decreto 1558/2005, de 23 de diciembre, el conjunto de
centros públicos con esta denominación genérica constituirá la Red de centros integrados de formación profesional de
titularidad pública de Castilla y León para facilitar el ejercicio del derecho a la formación a lo largo de la vida, sin perjuicio
de la existencia de otra u otras redes de centros integrados de formación profesional de titularidad privada que
contribuyan a mejorar la formación y cualificación profesional de los ciudadanos a lo largo de su vida y la productividad
de las empresas en Castilla y León. 

3. La denominación específica de los centros integrados de formación profesional de titularidad pública será la que
apruebe la consejería de la que dependan, a propuesta del Consejo Social y previa consulta al Claustro de Profesores
del Centro. 

4. La denominación genérica y específica del centro figurará en la fachada del edificio en un lugar visible. 

5. No podrán existir centros integrados de formación profesional con igual denominación específica en la misma
localidad.

Artículo 3.– Oferta formativa.

1. Los centros integrados de formación profesional públicos y privados impartirán ciclos de grado medio y/o grado
superior correspondientes a la formación profesional inicial y ofertas formativas correspondientes a la formación
profesional para el empleo, que conduzcan respectivamente a la obtención de títulos de formación profesional y
certificados de profesionalidad. 

2. En el ámbito de la formación profesional inicial, además de ciclos formativos en régimen presencial o a distancia,
conducentes a la obtención de títulos de Técnico y de Técnico Superior del Catálogo de Títulos de Formación Profesional
a los que se refiere el apartado 1 de este artículo, los centros podrán impartir: Programas de Cualificación Profesional
Inicial y módulos profesionales, en régimen presencial o a distancia, incluidos en títulos y asociados a unidades de
competencia del Catálogo Nacional de Cualificaciones Profesionales.

3. En el ámbito de la formación profesional para el empleo, además de las acciones formativas dirigidas a la obtención
de certificados de profesionalidad, que tendrán carácter modular y a los que se refiere el apartado 1 de este artículo,
los centros podrán ofertar otras acciones formativas no vinculadas a la obtención de dichos certificados, dirigidas
prioritariamente a personas trabajadoras en situación de desempleo u ocupación, autónomas y de la economía social.
Todas las acciones formativas tendrán como finalidad la adquisición y mejora de las competencias y cualificaciones
profesionales y su desarrollo se llevará a cabo bien sea de forma presencial, a distancia, mixta o tele-formación en los
términos previstos en el artículo 7 del Real Decreto 395/2007, de 23 de marzo, por el que se regula el subsistema de
formación profesional para el empleo.

4. La programación de módulos profesionales asociados a unidades de competencia del Catálogo Nacional de
Cualificaciones Profesionales será la misma en títulos de formación profesional y en certificados de profesionalidad.

5. Las Consejerías con competencias en materia de educación o empleo garantizarán la coordinación y
complementariedad de las ofertas formativas con objeto de dar respuesta a las necesidades de cualificación de los
diferentes colectivos.

6. La Consejería competente en materia de educación autorizará la implantación y desarrollo de las enseñanzas
correspondientes a la formación profesional inicial y a los programas de cualificación profesional inicial. La consejería
competente en materia de empleo autorizará la implantación y desarrollo de las enseñanzas correspondientes a
certificados de profesionalidad. En ambos casos, con carácter previo se informará al Consejo Regional de Formación
Profesional. 

CAPÍTULO II

Fines y funciones de los centros integrados de formación profesional

Artículo 4.– Fines.

Además de los previstos en el artículo 5 del Real Decreto 1558/2005, de 23 de diciembre, los centros integrados de
formación profesional públicos y privados de Castilla y León tendrán los siguientes fines:

a) Atender a las necesidades de formación y cualificación de las personas y de las empresas según refleja el
mercado laboral de la Comunidad de Castilla y León, fomentando el mutuo conocimiento y la comunicación entre el
sistema formativo y el entorno productivo.

b) Facilitar formación y orientación profesional a las personas jóvenes para el acceso al primer empleo.



c) Facilitar la inserción profesional de las personas trabajadoras en situación de desempleo y favorecer la
conservación del empleo y la promoción profesional en los sectores productivos de nuestra Comunidad.

d) Mejorar aptitudes e incrementar las competencias de las personas destinatarias de la formación promoviendo
proyectos europeos de movilidad, perfeccionamiento profesional y cooperación.

e) Formar en el respeto de los derechos y libertades fundamentales y en la igualdad de derechos y oportunidades
entre mujeres y hombres. 

Artículo 5.– Funciones.

1. Además de las funciones previstas en el artículo 6 del Real Decreto 1558/2005, de 23 de diciembre, para los centros
públicos y privados, los centros integrados de formación profesional públicos y los privados que tengan régimen de
concierto educativo tendrán las funciones siguientes:

a)  Favorecer la formación a lo largo de la vida de las personas trabajadoras, ocupadas y desempleadas.

b)  Colaborar con la Administración, con los agentes económicos y sociales y con las empresas en la identificación
de necesidades de cualificación y formación permanente de las personas y trabajadores y en la mejora de su
empleabilidad, especialmente de quienes tengan mayores dificultades de mantenimiento del empleo o de inserción
laboral.

c)  Colaborar con la Administración en la implantación de sistemas de gestión de calidad, así como en la aplicación
de los sistemas de control y auditoría que la Administración competente establezca.

d)  Promover la cultura emprendedora a través de la formación necesaria y el asesoramiento en la creación de
empresas.

e)  Cuantas otras funciones de análoga naturaleza determinen las Administraciones competentes.

2. Previa autorización de las consejerías competentes en materia de educación o de empleo y cuando lo determinen,
los centros contemplados en el apartado anterior cumplirán la función de centros examinadores para la celebración de
pruebas libres conducentes a la obtención de títulos o certificados de profesionalidad.

CAPÍTULO III

Órganos de gobierno, coordinación y participación

Sección 1.ª– Órganos de gobierno

Artículo 6.– Órganos unipersonales de gobierno.

1. Los centros integrados de formación profesional de titularidad pública y los de titularidad privada que tengan régimen
de concierto educativo tendrán los órganos unipersonales de gobierno siguientes: director, jefe de estudios y secretario. 

2. Los centros integrados de formación profesional de titularidad pública, en función de las especiales características
del centro y cuando lo acuerde la consejería de la que este dependa, podrán contar con un administrador, para la
realización de determinadas funciones asignadas al secretario, y más de un jefe de estudios. En estos casos, la
consejería competente determinará la forma de nombramiento y cese y las funciones atribuidas.

Artículo 7.– Equipo directivo.

1. El equipo directivo de los centros integrados de formación profesional de titularidad pública, constituido por los
órganos unipersonales de gobierno, trabajará de forma coordinada y desarrollará las siguientes funciones:

a)  Velar por el buen funcionamiento del centro.

b)  Estudiar, elaborar y presentar a los órganos colegiados de participación del centro propuestas para facilitar y
fomentar la participación coordinada de estos órganos en la vida del centro.

c)  Proponer procedimientos de evaluación de las distintas actividades y proyectos del centro y colaborar en las
evaluaciones externas de su funcionamiento.

d)  Adoptar las medidas necesarias para la ejecución coordinada de las decisiones de los órganos colegiados de
participación en el ámbito de sus competencias.

e)  Establecer los criterios para la elaboración del proyecto de presupuesto.
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f)  Elaborar la propuesta del proyecto funcional del centro de acuerdo con las directrices del Consejo Social y teniendo
en cuenta las propuestas del Claustro de Profesores.

g)  Impulsar los planes de seguridad y emergencia del centro, responsabilizándose de la ejecución periódica de los
simulacros de evacuación, y evaluar las incidencias de los mismos.

h)  Elaborar anualmente la memoria de dirección para su análisis y valoración por los órganos colegiados de
participación del centro.

i)  Colaborar con los órganos colegiados de participación y órganos de coordinación del centro en aquellas tareas en
las que así se establezca.

j)  Colaborar con los diferentes órganos de la consejería competente en materia de educación o en materia de empleo
en la consecución de los objetivos del centro.

2. El equipo directivo de los centros privados que tengan régimen de concierto educativo, desarrollará las funciones
anteriores, excepto la contemplada en el apartado e), y aquellas otras que determine el titular del centro.

Artículo 8.– Director.

1. El director de cada centro integrado de formación profesional público será nombrado y cesado por el procedimiento
de libre designación de acuerdo con lo establecido en el artículo 13.1 del Real Decreto 1558/2005, de 23 de diciembre.

2. Además de las funciones atribuidas en el artículo 13.2 del Real Decreto 1558/2005, de 23 de diciembre, el director
del centro ejercerá la dirección pedagógica, promoverá la innovación y garantizará el cumplimiento de las leyes y demás
disposiciones vigentes.

3. En caso de ausencia, vacante o enfermedad del director, este será suplido temporalmente por la persona que
ejerza de jefe de estudios.

4. En los centros privados que tengan régimen de concierto educativo, la forma de provisión del cargo de director
será la que determine el titular del centro según la normativa vigente.

Artículo 9.– Jefe de estudios.

1. En los centros integrados de formación profesional públicos, el jefe de estudios será nombrado por el órgano
competente de la Administración de la Comunidad de Castilla y León a propuesta del director, entre funcionarios públicos
docentes si el centro depende de la Administración Educativa, oídos los órganos colegiados de participación del centro,
y será cesado en sus funciones por quien realizó su nombramiento al producirse alguna de las circunstancias siguientes:

a)  Renuncia motivada aceptada por el director, oídos los órganos colegiados de participación del centro.

b)  A petición del nuevo director, cuando se produzca el cese de la persona que lo propuso.

c)  A propuesta del director, mediante escrito razonado, previa comunicación a los órganos colegiados de participación
del centro.

d)  Traslado voluntario o forzoso, cambio de destino, pase a la situación de servicios especiales, excedencia voluntaria
o forzosa, comisión de servicios o situaciones análogas, o suspensión de funciones de acuerdo con lo dispuesto en la
legislación vigente.

2. En caso de ausencia, vacante o enfermedad del jefe de estudios, será suplido temporalmente por la persona que
ejerza de secretario. 

3. El jefe de estudios de los centros integrados de formación profesional públicos desarrollará las siguientes funciones:

a)  Ejercer, por delegación del director, la jefatura del personal docente del centro.

b)  Coordinar la oferta formativa que se desarrolle en el centro.

c)  Potenciar la mejora de la calidad de la oferta formativa y el aseguramiento de la misma.

d)  Confeccionar los horarios para el desarrollo de la oferta formativa y verificar su cumplimiento, junto con el resto de
los órganos unipersonales de gobierno.

e)  Participar en la elaboración y revisión del proyecto funcional del centro.

f)  Organizar los actos relacionados con la actividad formativa del centro.

g)  Fomentar la colaboración y participación de las personas responsables de los órganos de coordinación en la acción
formativa, informativa y de innovación.
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h)  Favorecer la convivencia en el centro, de acuerdo con las disposiciones vigentes, prestando especial atención a
las relaciones de igualdad entre mujeres y hombres.

i)  Cualesquiera otras de análoga naturaleza que le sean encomendadas por la consejería de la que dependa el centro.

4. Las funciones del jefe de estudios, en los centros privados que tengan régimen de concierto educativo, serán las
que determine el titular del centro.

Artículo 10.– Secretario.

1. El secretario de cada centro integrado de formación profesional público será nombrado por el órgano competente
de la Administración de la Comunidad de Castilla y León a propuesta del director, oídos los órganos colegiados de
participación del centro, y será cesado en sus funciones por quien lo nombró al producirse alguna de las circunstancias
contempladas en el apartado 1 del artículo 9 de este Decreto.

2. En caso de ausencia, vacante o enfermedad del secretario, este será suplido temporalmente por el jefe de estudios
o, en su defecto, por la persona que designe el director, dando cuenta a los órganos colegiados de participación del
centro.

3. Las funciones del secretario, en los centros integrados de formación profesional públicos, serán las siguientes:

a)  Ordenar el régimen administrativo del centro de conformidad con las directrices establecidas por el director.

b)  Ordenar el régimen económico del centro de conformidad con las instrucciones del director, realizar la contabilidad
y rendir cuentas ante las autoridades correspondientes.

c)  Actuar como secretario de los órganos colegiados del centro, levantando acta de las reuniones.

d)  Custodiar las actas, expedientes, libros, archivos y otra documentación propia del centro.

e)  Expedir las certificaciones que soliciten las autoridades y las personas usuarias del centro.

f)  Ejercer, por delegación del director, la jefatura del personal de administración y servicios del centro.

g)  Realizar el inventario del material y equipamiento del centro y mantenerlo actualizado.

h)  Velar por el mantenimiento del equipamiento y recursos materiales del centro y disponer la utilización de los medios
informáticos, audiovisuales y didácticos del centro.

i)  Elaborar y revisar el proyecto funcional junto con el resto del equipo directivo.

j)  Cualesquiera otras de análoga naturaleza que le sean encomendadas por la consejería de la que dependa el centro.

4. Las funciones del secretario, en los centros privados que tengan régimen de concierto educativo, serán las que
determine el titular del centro.

Sección 2.ª– Órganos de coordinación

Artículo 11.– Órganos de coordinación.

1. Los centros integrados de formación profesional públicos y los privados que tengan régimen de concierto educativo
contarán con los órganos de coordinación necesarios para garantizar: una formación integrada y de calidad, la
información y la orientación profesional, el reconocimiento y evaluación de competencias profesionales y las relaciones
con las empresas.

2. El órgano encargado de garantizar las relaciones con las empresas se ocupará de promover, dinamizar y organizar
las relaciones del centro con el sistema socioeconómico y productivo de su entorno, colaborando con el equipo directivo
del centro.

3. La Consejería competente determinará el número y denominación específica de los órganos de coordinación con
los que contarán los centros que de ella dependan, así como su composición y funciones.
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Sección 3.ª– Órganos de participación

Subsección 1.ª– Órganos colegiados de participación

Artículo 12.– Órganos colegiados de participación.

Los centros integrados de formación profesional públicos y los privados que tengan régimen de concierto educativo
dispondrán de los órganos colegiados de participación siguientes: Consejo Social y Claustro de Profesores.

Subsección 2.ª– Consejo Social

Artículo 13.– Composición y constitución.

1. El Consejo Social de los centros integrados públicos estará compuesto por:

a)  Cuatro representantes de la administración: uno de los cuales será el director del centro, que lo presidirá, otro
será designado por la consejería de la que dependa el centro y los dos restantes serán designados uno por la consejería
con competencias en materia de educación y otro por la consejería con competencias en materia de empleo.

b)  Cuatro representantes del centro: el jefe de estudios, otro designado por el director, otro por el Claustro de
Profesores y uno en representación del alumnado.

c)  Cuatro representantes de los agentes económicos y sociales: dos de ellos miembros de las organizaciones
empresariales y otros dos de las organizaciones sindicales más representativas y con presencia en el Consejo Regional
de Formación Profesional, designados por las citadas organizaciones.

Actuará como secretario del Consejo Social, con voz pero sin voto, el secretario del centro.

2. La composición del Consejo Social de los centros integrados privados que tengan régimen de concierto educativo
será la determinada en el apartado anterior, exceptuando la persona designada como representante por la Consejería
de la que dependa el centro que, en este caso, será designada por el titular del centro.

3. En el plazo de diez días, a contar desde la fecha de proclamación de los candidatos electos, el director convocará
la sesión de constitución del nuevo Consejo Social.

Artículo 14.– Designación y renovación.

1. Las personas que representen a la administración y a los agentes económicos y sociales serán designadas de
forma directa por el órgano competente u organización correspondiente, a petición del director del centro. 

2. La representación del Claustro de Profesores y del alumnado corresponderá a quienes, dentro de estos colectivos,
obtengan mayor número de votos en el proceso de elección que se organice al efecto.

3. La renovación de los miembros del Consejo Social se producirá cada cuatro años, contados a partir de su primera
constitución, excepto la representación del alumnado que se renovará cada dos años.

4. En el caso de que concurran en una misma persona dos designaciones, esta deberá optar por el desempeño de
un único puesto, debiendo procederse a cubrir el puesto que deje vacante por los mecanismos previstos al efecto en el
artículo siguiente.

Artículo 15.– Procedimiento para cubrir vacantes. 

Las vacantes que se produzcan en el Consejo Social de los centros integrados públicos se cubrirán de forma inmediata
mediante una nueva designación, salvo las de los representantes del Claustro de Profesores y del alumnado, que serán
cubiertas por los siguientes candidatos de acuerdo con el número de votos obtenidos en la última renovación.

Artículo 16.– Proceso electoral. 

1. A efectos de la organización del procedimiento de elección de los representantes del Claustro de Profesores y del
alumnado, se constituirá en cada centro una junta electoral compuesta por los siguientes miembros: el director, que
será su presidente, junto con un profesor y un alumno designados, al igual que sus suplentes, por sorteo. 

2. Aquellas personas que se presenten como candidatos al Consejo Social no podrán formar parte de la junta electoral,
teniendo que renunciar a la misma en el caso de haber sido designadas por sorteo.
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3. La junta electoral ejercerá las funciones siguientes: 

a) Aprobar y publicar los censos electorales correspondientes a los miembros del Claustro de Profesores y al
alumnado del centro, que comprenderán nombre, apellidos y documento nacional de identidad, ordenados
alfabéticamente, así como su condición de pertenencia al profesorado o alumnado del centro.

b)  Concretar el calendario electoral.

c)  Ordenar el proceso electoral.

d)  Admitir y proclamar las distintas candidaturas.

e)  Promover la constitución de las distintas mesas electorales.

f)  Resolver las reclamaciones presentadas durante el proceso electoral.

g)  Proclamar los candidatos elegidos y remitir las correspondientes actas a la autoridad administrativa competente.

4. Contra las decisiones de la junta electoral, en lo relativo a la proclamación de candidatos, cabe recurso de alzada
ante el órgano superior jerárquico que corresponda, según la Consejería de la que dependa el centro, cuya resolución
pondrá fin a la vía administrativa.

Artículo 17.– Elección de las personas representantes del Claustro de Profesores. 

1. La persona representante del profesorado en el Consejo Social será elegido por el Claustro y en el seno de éste.
El voto será directo, secreto e indelegable.

2. Serán electores todos los miembros del profesorado del centro. Serán elegibles quienes hayan presentado su
candidatura.

3. El director del centro convocará una reunión de carácter extraordinario en la que como único punto del orden del
día figurará el acto de elección y proclamación de la persona que haya resultado elegida.

4. En la reunión extraordinaria se constituirá una mesa electoral. Dicha mesa estará integrada por el director del
centro, que actuará de presidente, el profesor de mayor y el de menor antigüedad en el centro, actuando este último
como secretario. Cuando se produzca un empate en cuanto a la antigüedad, formarán parte de la mesa el de mayor
edad entre los más antiguos y el de menor edad entre los menos antiguos.

5. Cada profesor hará constar en su papeleta sólo un nombre de la lista de candidatos. Será elegido el candidato con
mayor número de votos.

6. El desempeño del cargo de director, jefe de estudios o secretario será incompatible con la condición de
representante electo del profesorado en el Consejo Social del centro. 

Artículo 18.– Elección del representante del alumnado.

1. La persona representante del alumnado en el Consejo Social será elegida por el alumnado que curse acciones
formativas en el centro, entre las candidaturas admitidas por la junta electoral.

2. La mesa electoral estará constituida por el director, que actuará de presidente, y por dos alumnos designados por
sorteo, actuando como secretario de la mesa el alumno de menor edad. La mesa deberá prever el nombramiento de
suplentes, designados también por sorteo.

3. La votación será secreta, directa e indelegable. Cada alumno hará constar en su papeleta sólo un nombre de la
lista de candidatos. La votación se efectuará de acuerdo con las instrucciones que dicte la junta electoral.

Artículo 19.– Escrutinio de los votos y elaboración de actas.

1. En cada uno de los actos electorales y una vez finalizada la votación, se procederá por la mesa correspondiente al
escrutinio de los votos. Efectuado el recuento de los mismos que será público, se extenderá un acta, firmada por todos
los componentes de la mesa, en la que se hará constar el nombre de los representantes elegidos y el nombre y número
de votos obtenidos por cada candidato.

2. Las actas serán enviadas a la junta electoral del centro a efectos de la proclamación de los candidatos elegidos.

3. En los casos en que se produzca empate en las votaciones, la elección se dirimirá por sorteo, que será realizado
por la junta electoral.
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Artículo 20.– Proclamación y designación de candidatos electos y reclamaciones.

El acto de proclamación de los candidatos elegidos se realizará por la junta electoral del centro, tras el escrutinio
realizado por las mesas respectivas y la recepción de las correspondientes actas. Contra las decisiones de la junta
cabrá recurso de alzada ante el órgano superior jerárquico que corresponda, según la consejería de la que dependa el
centro, cuya resolución pondrá fin a la vía administrativa.

Artículo 21.– Régimen de funcionamiento.

1. El Consejo Social se reunirá de forma ordinaria al menos dos veces al año, una al comienzo del curso escolar y
otra a su finalización. Además, se podrá reunir de forma extraordinaria siempre que lo convoque el director o lo solicite,
al menos, un tercio de sus miembros. La asistencia a las sesiones del Consejo Social será obligatoria para todos sus
miembros.

2. Las reuniones del Consejo Social del centro se celebrarán en el día y con el horario que posibiliten la asistencia de
todos sus miembros.

3. El Consejo Social del centro utilizará preferentemente medios electrónicos para la realización de las convocatorias
y gestión de la documentación que su funcionamiento precise. 

4. En las reuniones ordinarias el secretario del Consejo Social, por orden del presidente, enviará la convocatoria y
orden del día de la reunión y la documentación que se precise para el desarrollo de la sesión, con la antelación mínima
de una semana. Las convocatorias de las reuniones extraordinarias se realizarán con una antelación mínima de cuarenta
y ocho horas.

5. El Consejo Social adoptará sus decisiones por mayoría de votos. En caso de no alcanzarse esta mayoría en los
acuerdos de aprobación del presupuesto y del balance anual se prorrogará la vigencia del presupuesto anteriormente
aprobado, y en el caso de no alcanzarse en la aprobación del proyecto funcional se comunicará esta circunstancia a la
consejería de la que dependa el centro para que dicte las medidas oportunas.

Subsección 3.ª– Claustro de Profesores

Artículo 22.– Composición.

El Claustro de Profesores es el órgano de participación del profesorado en la actividad del centro y estará formado
por el profesorado del centro.

Artículo 23.– Régimen de funcionamiento.

1. El Claustro se reunirá en sesión ordinaria, como mínimo tres veces al año, de las cuales una reunión se celebrará
al comienzo del curso escolar y otra al final. Además, se podrá reunir, en sesión extraordinaria, siempre que lo convoque
el director o lo solicite al menos un tercio de sus miembros. 

2. La asistencia a las sesiones del Claustro será obligatoria para todos sus componentes.

Artículo 24.– Funciones.

El Claustro de Profesores tendrá, además de las funciones que le atribuye el artículo 14.5 del Real Decreto 1558/2005,
de 23 de diciembre, las siguientes:

a)  Participar en el desarrollo de planes de mejora de la calidad del centro.

b)  Colaborar con el equipo directivo en el desarrollo de la programación de las acciones formativas.

c)  Aprobar y evaluar la concreción del currículo y los aspectos educativos de los proyectos y de la programación
general anual.

d)  Elegir un representante del Claustro de Profesores en el Consejo Social del centro.

e)  Colaborar en las labores de información y orientación del alumnado del centro.

f)  Participar en la elaboración de planes de detección de necesidades formativas.

g)  Participar en el desarrollo de las acciones dirigidas a fomentar el contacto con el entorno productivo y los agentes
económicos y sociales.

h)  Cualesquiera otras que le sean atribuidas en otras disposiciones normativas vigentes.
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CAPÍTULO IV

Autonomía de los centros integrados

Artículo 25.– Modelo de planificación común.

1. Con carácter plurianual se elaborará un modelo de planificación común para el conjunto de centros integrados de
formación profesional de titularidad pública y los de titularidad privada que tengan régimen de concierto educativo, en
los términos previstos en el artículo 10, apartados 1 y 2, del Real Decreto 1558/2005, de 23 de diciembre, que
incorporará, además, los siguientes aspectos:

a)  Las necesidades detectadas en los sectores productivo y social en la Comunidad Castilla y León.

b)  Los objetivos de los centros, que se corresponderán con los fines de cualificación y recualificación de las personas
a lo largo de la vida.

c)  Los métodos de actuación y los procesos de formación para el desarrollo de las funciones y la consecución de los
objetivos previstos. 

d)  Los recursos personales y materiales necesarios para responder a las necesidades planteadas y para alcanzar
los objetivos establecidos.

e)  La evaluación del resultado.

2. La elaboración del modelo de planificación común corresponderá, conjuntamente, a las consejerías competentes
en materia de educación y empleo, con la colaboración de las organizaciones sindicales y empresariales con
representación en el Consejo de la Formación Profesional de Castilla y León.

3. El modelo de planificación así elaborado será aprobado mediante orden de la Consejería competente para dictar
ordenes que afecten a las competencias de varias Consejerías.

Artículo 26.– Proyecto funcional de centro.

1. De acuerdo con el modelo de planificación establecido en el artículo anterior y las directrices elaboradas por el
Consejo Social del centro, el equipo directivo de los centros de titularidad pública, así como el de los privados que
tengan régimen de concierto educativo, confeccionará el proyecto funcional de centro, que será aprobado por el Consejo
Social y su desarrollo autorizado por la consejería de la que dependa el centro en los centros de titularidad pública. En
los centros que tengan régimen de concierto educativo, el desarrollo de los aspectos del proyecto funcional afectados
por dicho concierto será autorizado por la consejería competente en materia de educación.

2. En el proyecto funcional se establecerán los objetivos y prioridades del centro, el sistema organizativo y los
procedimientos de gestión. Formarán parte del mismo, los proyectos curriculares de las enseñanzas que tenga
autorizadas, la programación general anual, las programaciones didácticas y el plan de acción tutorial.

Artículo 27.– Información pública.

Los centros integrados informarán a la ciudadanía sobre la naturaleza de las distintas ofertas formativas impartidas
en ellos y de aquellos otros aspectos que puedan favorecer el conocimiento del centro y su relación con el entorno
social y productivo.

Artículo 28.– Autonomía pedagógica. 

Los centros integrados de formación profesional dispondrán de autonomía pedagógica para:

a) Concretar y desarrollar el currículo de las acciones formativas que tengan autorizadas, mediante las programaciones
didácticas de cada uno de los módulos profesionales que las componen, atendiendo a lo establecido en las normas
reguladoras de los currículos correspondientes a las titulaciones de la formación profesional inicial y a los certificados
de profesionalidad, en el marco general del proyecto funcional de centro y en función de las características de su entorno
productivo.

b)  Establecer y desarrollar el currículo de otras acciones formativas distintas de las contempladas en la letra anterior.
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Artículo 29.– Admisión y matrícula.

El proceso de admisión y matrícula se realizará de conformidad con las normas que al efecto establezcan las
consejerías con competencias en materia de educación o de empleo. El centro, en el marco de lo que establezcan
dichas normas, determinará las condiciones necesarias para facilitar el acceso a las ofertas formativas a toda la
ciudadanía; se prestará particular atención a los colectivos de personas desempleadas con especiales dificultades de
inserción, así como a las personas trabajadoras, ocupadas y desempleadas de sectores en crisis.

Artículo 30.– Programación general anual.

1. Las decisiones sobre la organización y funcionamiento que los centros de titularidad pública y los de titularidad
privada que tengan régimen de concierto educativo adopten anualmente deberán recogerse en una programación
general anual, que se incluirá en el proyecto funcional del centro.

2. Esta programación garantizará el desarrollo coordinado de todas las acciones formativas y el correcto ejercicio de
las competencias de los distintos órganos de gobierno, de participación y de coordinación del centro.

3. La programación general anual será elaborada por el equipo directivo del centro, tendrá en cuenta las propuestas
del Claustro de Profesores y del Consejo Social, e incluirá al menos:

a)  Los horarios para el desarrollo de las acciones formativas previstas.

b)  Las modificaciones anuales del proyecto funcional del centro ya establecido.

c)  La programación general de las acciones formativas que se vayan a desarrollar.

d)  El plan de seguridad y emergencia del centro, los planes de mejora y los de detección de necesidades formativas
que se desarrollen en el centro.

e)  Aquellos otros aspectos que determine la Administración competente.

4. La programación general anual podrá ser modificada para la incorporación de nuevas acciones formativas u otras
actuaciones a lo largo del curso.

Artículo 31.– Autonomía de gestión económica.

1. Los centros integrados de formación profesional dispondrán de autonomía en su gestión económica y elaborarán
su proyecto de gestión económica de acuerdo con lo establecido en las normas legales propias de la Comunidad de
Castilla y León y las leyes estatales de carácter básico.

2. En el caso de los centros integrados de titularidad pública la Consejería de la que dependan podrá delegar la
contratación de expertos, la adquisición de bienes y la contratación de obras, servicios y otros suministros, en los órganos
de gobierno de los centros de acuerdo con lo establecido en las normas legales propias de la Comunidad de Castilla y
León y en las leyes estatales de carácter básico.

Artículo 32.– Uso de espacios e instalaciones.

La Consejería de la que dependa el centro podrá autorizar el uso de ciertos espacios e instalaciones singulares, así
como, en su caso, de aquellas instalaciones y equipamientos propios de entornos profesionales que, siendo necesarios
para impartir los programas formativos y realizar la evaluación de las competencias, se encuentren ubicados en un
recinto distinto al resto de las instalaciones del centro.

Artículo 33.– Autonomía de gestión de personal.

La gestión del personal de los centros integrados de formación profesional públicos se ajustará a lo establecido en
los artículos 15, 16 y 17 del Real Decreto 1558/2005, de 23 de diciembre y en la normativa específica aplicable al
personal docente de la Administración de la Comunidad.
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CAPÍTULO V

Evaluación de los centros integrados

Artículo 34.– Evaluación interna.

1. Los centros integrados de formación profesional de públicos y los privados que tengan régimen de concierto
educativo evaluarán su propio funcionamiento, cada uno de los programas y acciones formativas que se lleven a cabo
y los resultados alcanzados.

2. Los órganos de gobierno y de coordinación impulsarán, en el ámbito de sus competencias, la realización de la
evaluación interna.

3. El Claustro de Profesores evaluará el proceso de enseñanza que desarrolle el centro con la participación del
profesorado.

Artículo 35.– Evaluación externa.

Las Consejerías con competencias en materia de educación y en materia de empleo, en el ámbito de sus respectivas
competencias, llevarán a cabo de forma coordinada la inspección y evaluación periódica de los centros integrados de
formación profesional.

DISPOSICIÓN ADICIONAL

Órganos unipersonales de gobierno.
Los actuales órganos unipersonales de gobierno de los centros integrados de formación profesional públicos de

Castilla y León continuarán desempeñando sus funciones hasta el fin de su mandato, excepto que sobrevenga alguna
de las causas de cese previstas en este decreto.

DISPOSICIÓN DEROGATORIA

Derogación normativa.

Quedan derogadas cuantas disposiciones de igual o inferior rango se opongan a lo establecido en este decreto y en
particular la Orden ADM/1635/2007, de 4 de octubre, por la que se regulan los centros integrados de formación
profesional en Castilla y León.

DISPOSICIONES FINALES

Primera.– Desarrollo normativo.

Se faculta al titular de la consejería competente en materia de educación y al titular de la consejería competente en
materia de empleo para dictar cuantas disposiciones sean necesarias para la aplicación, desarrollo y ejecución del
presente Decreto.

Segunda.– Entrada en vigor.

El presente Decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el «Boletín Oficial de Castilla y León».

Valladolid, a 18 de noviembre de 2010.

El Presidente de la Juntade Castilla y León,Fdo.: Juan Vicente Herrera Campo

La Consejera de AdministraciónAutonómica,Fdo.: Isabel Alonso Sánchez
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I. COMUNIDAD DE CASTILLA Y LEÓN

A. DISPOSICIONES GENERALES

CONSEJERÍA DE ECONOMÍA Y EMPLEO

DECRETO 69/2011, de 22 de diciembre, por el que se crea el Registro de Centros
y Entidades de Formación Profesional para el Empleo de Castilla y León.

El Estatuto de Autonomía de Castilla y León, contempla en su artículo 76, dentro de las competencias de ejecución
que corresponden a la Comunidad, las materias de empleo y relaciones laborales, así como las políticas activas de
ocupación.

El Servicio Público de Empleo de Castilla y León, Organismo Autónomo adscrito a la Consejería competente en
materia laboral, creado por Ley 10/2003, de 8 de abril, tiene atribuidas las funciones de gestión de las políticas de
empleo, dentro del ámbito competencial de la Comunidad de Castilla y León.

Por otro lado, el artículo 30 de la Orden TAS/718/2008, de 7 de marzo, por la que se desarrolla el Real Decreto
395/2007, de 23 de marzo, en materia de formación de oferta, y se establecen las bases reguladoras para la concesión
de subvenciones públicas destinadas a su financiación, prevé que las Administraciones laborales competentes podrán
exigir requisitos adicionales y fijar los criterios para la validación del cumplimiento de los requisitos mínimos para la
inscripción. En este sentido, el procedimiento para la resolución de las solicitudes de acreditación e inscripción en el
correspondiente Registro se establecerá por la respectiva Administración pública competente. 

A su vez, la disposición final tercera de la Orden TAS/718/2008, de 7 de marzo, establece que los órganos
competentes de las administraciones autonómicas podrán dictar, en sus respectivos ámbitos competenciales, las
disposiciones que sean necesarias para su aplicación.

En este sentido, el apartado segundo del artículo 9 del Real Decreto 395/2007, de 23 de marzo, por el que se regula
el subsistema de formación profesional para el empleo, establece que las Comunidades Autónomas podrán crear un
Registro donde se inscribirán los centros y entidades que impartan formación profesional para el empleo en sus
respectivos territorios. De igual modo, dispone que el Servicio Público de Empleo Estatal, en el marco del Sistema
Nacional de Empleo, mantendrá permanentemente actualizado un Registro estatal de centros y entidades de formación,
de carácter público. Este Registro estará coordinado con los Registros Autonómicos a través del Sistema de Información
de los Servicios Públicos de Empleo previsto en el artículo 7.2.c) de la Ley 56/2003, de 16 de diciembre, de Empleo.

En su virtud, la Junta de Castilla y León, a propuesta del Consejero de Economía y Empleo, y previa deliberación del
Consejo de Gobierno en su reunión de 22 de diciembre de 2011

DISPONE

Artículo 1. Objeto.

1. Se crea el Registro de Centros y Entidades de Formación Profesional para el Empleo de Castilla y León.

2. El Registro de Centros y Entidades de Formación Profesional para el Empleo de Castilla y León es público y tiene
carácter de registro único.

3. El Registro de Centros y Entidades de Formación Profesional para el Empleo de Castilla y León estará integrado
por todos los centros y entidades de formación, que impartan formación profesional para el empleo en el ámbito de
Castilla y León.

4. La inscripción se efectuará respecto de las especialidades incluidas en el Fichero de Especialidades Formativas
previsto en el artículo 20.3 del Real Decreto 395/2007, de 23 de marzo. La inscripción y acreditación se efectuará para
la impartición de los certificados de profesionalidad que conforman el Repertorio Nacional de Certificados de
Profesionalidad. En ambos casos deberán  cumplirse  los requisitos que, a tal efecto,  dispone  el artículo  30 de  la
Orden TAS/718/2008, de 7 de marzo, y los adicionales previstos en la Orden por la que se desarrolle el presente Decreto.
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Artículo 2. Adscripción del Registro.

El Registro de Centros y Entidades de Formación Profesional para el Empleo de Castilla y León se adscribe al Servicio
Público de Empleo de Castilla y León.

Disposición transitoria única. Régimen transitorio de los centros de formación ya inscritos.

1. Lo dispuesto en el presente Decreto no será de aplicación a las convocatorias de subvenciones públicas que a la
entrada en vigor del mismo estuvieran vigentes, a los efectos del cumplimiento de los requisitos para ser beneficiario
de las mismas.  

2. Hasta la actualización del Fichero de Especialidades Formativas, en lo que se refiere a las especialidades
correspondientes a la formación de oferta dirigida prioritariamente a ocupados, en aplicación de lo dispuesto en el
párrafo segundo del apartado tercero del artículo séptimo de la Orden TAS/718/2008, de 7 de marzo, será exigible la
inscripción y acreditación de los centros y entidades de formación, únicamente para la impartición de acciones formativas
vinculadas al Catálogo Nacional de las Cualificaciones conducentes a la obtención de un certificado de profesionalidad.

Disposición derogatoria única. Derogación del Decreto 156/1996, de 13 de junio.

A la entrada en vigor del presente Decreto quedará derogado el Decreto 156/1996, de 13 de junio, por el que se
regulan las subvenciones que tengan por objeto el fomento de la Formación Profesional Ocupacional y se crea el
Registro de Entidades Colaboradoras, y la normativa de desarrollo del mismo.

Disposición final primera. Desarrollo reglamentario. 

Se autoriza al Consejero competente en materia laboral para dictar cuantas disposiciones sean necesarias para el
desarrollo y ejecución del presente Decreto.

Disposición final segunda. Entrada en vigor. 

El presente Decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el «Boletín Oficial de Castilla y León». 

Valladolid, 22 de diciembre de 2011.

El Presidente de la Junta de Castilla y León,Fdo.: Juan Vicente Herrera Campo

El Consejero de Economía y Empleo,Fdo.: Tomás Villanueva Rodríguez
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I. COMUNIDAD DE CASTILLA Y LEÓN

A. DISPOSICIONES GENERALES

CONSEJERÍA DE ECONOMÍA Y EMPLEO

ORDEN EYE/867/2013, de 22 de octubre, por la que se crea el Registro de Certi-
ficados de Profesionalidad y Acreditaciones Parciales Acumulables expedidas en
Castilla y León y se establece el procedimiento de expedición e inscripción.

Las competencias de las personas trabajadoras son elemento fundamental de la producción de las empresas, de la
productividad a medio y largo plazo, y del propio crecimiento de las unidades productivas. La certificación de la
competencia profesional consiste en la acreditación de la cualificación profesional que posee la persona trabajadora,
para el ejercicio de una ocupación o una actividad profesional. Con ello se consigue una información oficialmente
comprobada de las competencias profesionales de los trabajadores, a fin de favorecer los procesos de búsqueda de
empleo y de la gestión adecuada de los recursos humanos. 

La Ley Orgánica 5/2002, de 19 de junio, de las Cualificaciones y de la Formación Profesional, establece el Sistema
Nacional de Cualificaciones y Formación Profesional, como un conjunto de instrumentos y acciones necesarios para
promover y desarrollar la integración de las ofertas de formación profesional a través del Catálogo Nacional de
Cualificaciones Profesionales, así como la evaluación y acreditación de las correspondientes competencias
profesionales, de forma que se favorezca el desarrollo profesional y social de las personas y se cubran las necesidades
del sistema productivo.

La regulación del Catálogo Nacional de Cualificaciones Profesionales (CNCP) fue objeto de desarrollo mediante el
Real Decreto 1128/2003, de 5 de septiembre, contemplando entre sus finalidades, el facilitar el carácter integrado y la
adecuación entre la formación profesional y el mercado laboral, así como la formación a lo largo de la vida, la movilidad
de los trabajadores y la unidad de mercado laboral.

El artículo 8 de la Ley Orgánica de las Cualificaciones y de la Formación Profesional, determina que los certificados
de profesionalidad y los títulos de formación profesional acreditan las cualificaciones profesionales de quienes los han
obtenido, tienen carácter oficial y validez en todo el territorio nacional. 

El Real Decreto 34/2008, de 18 de enero, por el que se regulan los certificados de profesionalidad, establece aspectos
esenciales tales como sus efectos, estructura y contenido, vías para su obtención y los relativos a la impartición y
evaluación de las ofertas de formación profesional para el empleo. Este decreto ha sido modificado por el Real Decreto
1675/2010, de 10 de diciembre, y por el Real Decreto 189/2013, de 15 de marzo.

El citado Real Decreto por el que se regula el Catálogo Nacional de Cualificaciones Profesionales, define la unidad
de competencia como el agregado mínimo de competencias profesionales, susceptible de reconocimiento y acreditación
parcial, a los efectos previstos en el artículo 8.3 de la Ley Orgánica de las Cualificaciones y de la Formación Profesional.
Quienes no superen la totalidad de los módulos asociados al certificado de profesionalidad y superen los módulos
asociados a una o varias unidades de competencia del mismo, o mediante el procedimiento de reconocimiento de las
competencias profesionales adquiridas por experiencia laboral no completen las cualificaciones recogidas en algún
título de formación profesional o certificado de profesionalidad, se les expedirá una acreditación parcial acumulable con
la finalidad, en su caso, de completar la formación conducente a la obtención del correspondiente título o certificado.

Por otra parte, el artículo 17 del Real Decreto por el que se regulan los certificados de profesionalidad, establece que
las Administraciones laborales competentes deberán llevar un registro nominal y por especialidades de los certificados
de profesionalidad y de las acreditaciones parciales acumulables expedidas.

En su virtud, y en uso de las facultades que me han sido atribuidas conforme a los artículos 16 y 17 del Real Decreto
34/2008, por el que se regulan los certificados de profesionalidad, así como de conformidad con las atribuciones
conferidas por la Ley 3/2001, de 3 de julio, del Gobierno y de la Administración de la Comunidad de Castilla y León,
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DISPONGO

CAPÍTULO PRIMERO

Disposiciones Generales

Artículo 1. Objeto y ámbito de aplicación.

1.– La presente orden tiene por objeto la creación del Registro de Certificados de Profesionalidad y Acreditaciones
Parciales Acumulables de Castilla y León, así como, el establecimiento del procedimiento para la expedición e inscripción
de los certificados de profesionalidad y acreditaciones parciales acumulables, en desarrollo de los artículos 16 y 17 del
Real Decreto por el que se regulan los certificados de profesionalidad. 

2.– El ámbito territorial de aplicación del procedimiento y de los requisitos establecidos en esta orden se circunscribe
a la Comunidad Autónoma de Castilla y León. Los certificados de profesionalidad y acreditaciones parciales acumulables,
tendrán validez en todo el territorio del Estado, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 8 de la Ley Orgánica de
las Cualificaciones y de la Formación Profesional.

Artículo 2. Creación, naturaleza jurídica y adscripción.

1.– Se crea el Registro de Certificados de Profesionalidad y Acreditaciones Parciales Acumulables de Castilla y León,
es un registro único de naturaleza pública, que tendrá por objeto la inscripción nominal y por especialidades formativas
de los certificados de profesionalidad y las acreditaciones parciales acumulables en el marco de lo dispuesto en el
artículo 17 del Real Decreto por el que se regulan los certificados de profesionalidad. Los certificados que se expidan
con arreglo a la normativa vigente tienen la consideración de documentos públicos.

2.– El Registro de Certificados de Profesionalidad y Acreditaciones Parciales Acumulables de Castilla y León está
adscrito a la Consejería competente en materia de empleo, a través del Servicio Público de Empleo de Castilla y León. 

Artículo 3. Contenido del registro.

1.– El Registro de Certificados de Profesionalidad y Acreditaciones Parciales Acumulables de Castilla y
León, está constituido por el conjunto de inscripciones y asientos que reflejen los datos de todos los
certificados de profesionalidad y acreditaciones parciales acumulables, asociados a una o varias unidades
de competencia cuando no se hayan superado todos los módulos asociados a los mismos, así como las
anotaciones de las unidades formativas adquiridas a través de la vía de formación o mediante los
procedimientos para la evaluación y acreditación de las competencias profesionales, obtenidas a través de
experiencia laboral o de vías no formales de formación, de conformidad con los requisitos y
procedimientos fijados en el Real Decreto 1224/2009, de 17 de julio, de reconocimiento de las
competencias profesionales adquiridas por la experiencia laboral.

2.– El Registro de Certificados de Profesionalidad y Acreditaciones Parciales Acumulables de Castilla y
León se estructura en las siguientes secciones:

a) Sección Primera, Certificados de Profesionalidad.

b) Sección Segunda, Acreditaciones Parciales Acumulables. En esta sección segunda se inscribirán y se
certificarán las acreditaciones parciales acumulables, respecto de aquellos módulos, una vez superados,
asociados a una o varias unidades de competencia de un mismo Certificado de Profesionalidad, cuando
no se hubiesen superado todos los módulos que hubieran dado lugar al mismo, de conformidad con los
Reales Decretos que los regulan.

c) Sección Tercera, Anotaciones de Unidades formativas o Módulos que no completen todos los asociados
a una unidad de competencia.



3.– Las especificaciones técnicas de este Registro se acomodarán a las previstas en el Real Decreto por
el que se regulan los Certificados de Profesionalidad.

4.– Cada certificado de profesionalidad o unidad de competencia acreditada conformará un asiento
registral. El Registro de Certificados de Profesionalidad y Acreditaciones Parciales Acumulables de Castilla
y León siguiendo lo dispuesto en el Real Decreto por el que se regulan los Certificados de Profesionalidad,
asignará una clave alfanumérica a cada inscripción, que deberá ir impresa en la certificación
correspondiente. En el caso de extravío, destrucción u otras causas de pérdida, podrán expedirse
duplicados, que tendrán la misma clave que el original.

5.– El tratamiento y archivo de los datos contenidos en el Registro de Certificados de Profesionalidad y
Acreditaciones Parciales Acumulables de Castilla y León, se llevará a cabo a través de procedimientos
informáticos y de conformidad con la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de Protección de Datos
de Carácter Personal.

Artículo 4. Funciones del Servicio Público de Empleo de Castilla y León en relación con el Registro de
Certificados de Profesionalidad y Acreditaciones Parciales Acumulables de Castilla y León.

Corresponde al Servicio Público de Empleo de Castilla y León las siguientes funciones:

a) Inscripción y anotación de los certificados de profesionalidad y acreditaciones parciales acumulables a que se
refiere esta orden.

b) Custodia y conservación de la documentación que haya servido de soporte de los asientos que se practiquen y, en
especial, de las actas de evaluación y documentos en que se reflejen los resultados de las mismas.

c) Facilitar a las personas interesadas el acceso a sus propios datos.

d) Expedir los certificados y notas simples sobre las inscripciones y anotaciones practicadas cuando proceda. Éstas
últimas tendrán eficacia meramente informativa.

e) Relación, cooperación, coordinación y comunicación de datos al Registro General Estatal.

f) Aquellas otras que se determinen legal o reglamentariamente.

CAPÍTULO SEGUNDO

Procedimiento para la inscripción y expedición de los Certificados de Profesionali-
dad y Acreditaciones Parciales Acumulables

Artículo 5. Certificado de profesionalidad y unidad de competencia.

1.– El Certificado de Profesionalidad es el instrumento de acreditación oficial de las cualificaciones profesionales y
que acredita la capacitación de una persona para el desarrollo de una actividad laboral.

2.– La Unidad de Competencia constituye la unidad mínima acreditable para obtener un certificado de profesionalidad.

Artículo 6. Procedimiento de inscripción en el Registro de Certificados de Profesionalidad y Acreditaciones
Parciales Acumulables. 

La inscripción en el Registro se practicará de oficio en los siguientes casos:

a) En los supuestos de impartición de los Programas de Cualificación Profesional Inicial (PCPI), mediante certificado
expedido por el órgano correspondiente de la Consejería de Educación, en el que se contenga la relación de alumnos
que han superado las enseñanzas correspondientes a una o varias unidades de competencia y, en su caso, al
correspondiente certificado de profesionalidad.

b) En los supuestos de inscripción de acreditaciones parciales acumulables obtenidas en el ámbito de los
procedimientos para la evaluación y acreditación de competencias, en la forma prevista en el artículo 7.10.
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c) En los supuestos en los que hayan superado cursos de formación profesional para el empleo, acreditado a través
de las actas de evaluación expedidos por los centros de formación acreditados para impartir formación profesional para
el empleo, previo cumplimiento de los requisitos y normativa establecida para la impartición en los términos del artículo
7 de esta orden. Si los cursos estuviesen subvencionados por el Servicio Público de Empleo de Castilla y León, se
inscribirá mediante certificación expedida por éste.

Artículo 7. Inscripción en el Registro de Certificados de Profesionalidad y Acreditaciones Parciales
Acumulables, de los alumnos que hayan superado acciones formativas convocadas por centros de
formación acreditados.

1.– La convocatoria, por parte de un centro de formación, de acciones formativas vinculadas al Catálogo Nacional de
Cualificaciones Profesionales y, cuyo Certificado de Profesionalidad ha sido publicado, implicará la previa inscripción
del Centro en el Registro de Centros y Entidades de Formación por el Servicio Público de Empleo de Castilla y León
para impartir las  enseñanzas incluidas en dicho Certificado de Profesionalidad, de conformidad con lo previsto en la
Orden EYE/1598/2011, de 29 de diciembre, por la que se desarrolla el Decreto 69/2011, de 22 de diciembre, por el que
se crea el Registro de Centros y Entidades de Formación Profesional para el Empleo de Castilla y León y se regula el
procedimiento de inscripción y acreditación en el mismo.

2.– El centro deberá comunicar a la Administración la convocatoria de la acción formativa mediante el procedimiento
telemático establecido al efecto, en los términos de la normativa reguladora de la utilización de medios electrónicos en
la Administración de la Comunidad de Castilla y León, o por cualquiera de los medios contemplados en la Ley 30/1992,
de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.
Dicha comunicación no será necesaria, cuando la acción formativa sea financiada por el Servicio Público de Empleo de
Castilla y León, a través de las convocatorias de formación profesional para el empleo. La unidad administrativa
correspondiente realizará la comunicación prevista en este número, así como la prevista en los números siguientes de
este artículo. La comunicación deberá realizarse con una antelación no inferior a treinta días a la fecha de inicio,
debiendo contener los extremos que se refieren en el artículo 19 del Real Decreto 34/2008, en la redacción dada por el
Real Decreto 189/2013 de 15 de marzo.

3.– Los alumnos se inscribirán en dicha acción formativa, a través del modelo previsto como Anexo I en la presente
orden y, que se encuentra publicado en la sede electrónica de la Administración de la Comunidad de Castilla y León
(www.tramitacastillayleon.jcyl.es), acompañando copia del documento nacional de identidad o documento equivalente
de acreditación de la identidad, salvo autorización a la Administración de la Comunidad de Castilla y León para obtener
directamente y/o por medios telemáticos la comprobación de los datos de identidad personal. Igualmente, se aportarán
aquellos otros documentos que acrediten el cumplimiento de los requisitos para obtener el correspondiente certificado.
Todo ello, con independencia de los requisitos que establezcan las distintas convocatorias, en el supuesto de
financiación pública. Los centros procederán a realizar la selección del alumnado, de acuerdo con los principios de
igualdad y no discriminación, además de con los específicamente previstos en las distintas convocatorias, en el supuesto
de que sean financiados por las Administraciones Públicas.

4.– La edad mínima para cursar estas acciones formativas será la establecida por la normativa vigente. El número
máximo de alumnos de cada grupo será el que establezca la normativa vigente.

5.–  Los alumnos, con el fin de obtener el correspondiente Certificado de Profesionalidad, deberán cumplir los requisitos
de acceso al mismo, que deberán ser comprobados por el centro de formación, sin perjuicio de su verificación por la
Administración.

6.– Los centros deberán comunicar los alumnos admitidos en el plazo de diez días desde el inicio oficial del curso, a
través de los medios telemáticos previstos para ello, con la salvedad de aquellas acciones que sean financiadas por el
Servicio Público de Empleo de Castilla y León. En esta comunicación se indicará la duración del curso, fecha de
finalización, así como la programación del mismo, en los términos en los que se establezca en la normativa de desarrollo.
En el supuesto de procesos de acreditación de la experiencia laboral o aprendizajes no formales, la comisión evaluadora
remitirá la relación de las personas que se han inscrito en dichos procedimientos, con indicación de las unidades de
competencia que pretenden acreditar.

7.– La Administración procederá a la apertura de un expediente por cada alumno admitido en el que constarán los
datos remitidos por el centro, de conformidad con el formato de matrícula que consta como Anexo I de la presente
orden. En el supuesto de que los datos sean incompletos, se requerirá al centro de formación para que en el plazo de
diez días complete la información solicitada. En el supuesto de que no se atienda el requerimiento se tendrá al alumno
por no matriculado.

8.– El centro de formación publicará los listados de alumnos admitidos, con indicación expresa de cumplimiento de
los requisitos necesarios para la obtención del Certificado de Profesionalidad. Esta publicación se realizará en los
tablones del centro y/o por medios telemáticos.



9.– El centro de formación remitirá al registro, una vez finalizada la acción formativa, certificado en el que se contenga
relación de alumnos que han finalizado con la calificación de apto el correspondiente proceso formativo, debiendo
haberse superado los módulos formativos asociados a cada una de las unidades de competencia. Igualmente se
acompañarán las actas de evaluación o documento en el que consten las pruebas realizadas, así como la forma de
calificación y los resultados individualizados en relación con la adquisición de competencias profesionales, debiendo
ser calificados en términos de “apto” o “no apto”. En el supuesto de calificación como apto se indicará la calificación con
la que se ha superado. En el supuesto de procesos de acreditación de la experiencia laboral o aprendizajes no formales,
la comisión evaluadora remitirá certificado de personas que han superado el proceso y relación de las unidades
acreditadas. La evaluación  se realizará por la combinación de distintos métodos e instrumentos.

El plazo de remisión será de tres meses desde la finalización de la formación o del proceso de acreditación. El registro
será responsable de la custodia de la documentación.

10.– En el supuesto de formación impartida en la modalidad de teleformación, en los términos previstos en el artículo
10 del Real Decreto 34/2008, en la redacción dada por el Real Decreto 189/2013, de 15 de marzo, deberá establecerse
el sistema de acceso de la administración a la plataforma virtual de aprendizaje. Deberá realizarse una prueba de
evaluación final de carácter presencial, que deberá ser autorizada y supervisada por el Servicio Público de Empleo de
Castilla y León. Las actas serán remitidas en los términos previstos en el número anterior de este artículo.

11.– El Servicio Público de Empleo de Castilla y León realizará el seguimiento y control de las acciones formativas,
tanto en el supuesto de que las haya financiado, como en aquellos otros que no tengan esa financiación. El seguimiento
comprenderá los aspectos formativos y pedagógicos, así como los criterios y procedimientos de evaluación, en relación
con la planificación, instrumentos de evaluación, documentación y actas de evaluación.

Artículo 8. Legitimación para solicitar la expedición de Certificado de profesionalidad y Acreditaciones
parciales acumulables.

1.– Podrán solicitar la expedición de Certificados de Profesionalidad o Acreditaciones parciales acumulables:

a)  Quienes superen, en el ámbito del subsistema de la formación profesional para el empleo, todos los módulos
formativos asociados a las unidades de competencia correspondientes al Certificado de Profesionalidad que se solicita.

b)  Quienes, a través de las enseñanzas profesionales cursadas en el sistema educativo hayan obtenido la certificación
académica que acredite las unidades de competencia que conforman dicho certificado de profesionalidad, por la
superación de los módulos profesionales asociados a ellas, según lo dispuesto en el artículo 52.6 del Real Decreto
1147/2011, de 29 de julio, por el que se establece la ordenación general de la formación profesional del sistema
educativo.

c)  Las personas que, mediante procesos de evaluación y acreditación de las competencias profesionales adquiridas
a través de la experiencia laboral o de vías no formales de formación, acrediten la totalidad de las unidades de
competencia que componen un Certificado de Profesionalidad mediante el procedimiento que se establezca en
desarrollo del artículo 8.2 de la Ley Orgánica de las Cualificaciones y de la Formación Profesional.

d)  Quienes completen, mediante la acumulación de acreditaciones parciales adquiridas por cualquiera de las vías
descritas en los apartados anteriores, la totalidad de las unidades de competencia que correspondan a cada Certificado
de Profesionalidad.

2.– Podrán solicitar la expedición de certificación de acreditación de Unidades de Competencia, quienes hayan
superado una o más unidades de competencia correspondientes al Catálogo Nacional de Cualificaciones Profesionales
y no completen un Certificado de Profesionalidad.

3.– Los solicitantes acreditarán el abono de las tasas vigentes, en los términos preceptuados por la Ley 12/2001, de
20 de diciembre, de Tasas y Precios Públicos de la Comunidad de Castilla y León.

Artículo 9. Presentación de solicitudes.

1.– Los modelos de solicitudes de inscripción y expedición de los certificados de profesionalidad y de las acreditaciones
parciales acumulables, según los modelos contenidos en los Anexos II y III, estarán a disposición de las personas
interesadas en la sede electrónica de la Comunidad de Castilla y León (www.tramitacastillayleon.jcyl.es).

Las solicitudes podrán presentarse de forma telemática en los términos de la normativa reguladora de la utilización
de medios electrónicos en la Administración de la Comunidad de Castilla y León, o en papel en los registros de la
Consejería de Economía y Empleo, sin perjuicio de lo establecido en el artículo 38.4 de la Ley de Régimen Jurídico de
las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.
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2.– Las solicitudes, debidamente cumplimentadas y firmadas, deberán ir acompañadas de la siguiente documentación:

• Copia del documento nacional de identidad o documento equivalente de acreditación de la identidad, salvo
autorización a la Administración de la Comunidad de Castilla y León para obtener directamente y/o por medios
telemáticos la comprobación de los datos de identidad personal, las solicitudes podrán presentarse de forma electrónica.
En el supuesto de que la solicitud se realice telemáticamente, los solicitantes deberán disponer de DNI electrónico, o
de cualquier certificado electrónico que haya sido previamente reconocido por esta Administración y sea compatible
con los diferentes elementos habilitantes y plataformas tecnológicas corporativas.

• En el caso de que el solicitante hubiese superado en otras Comunidades Autónomas, una o más unidades de
competencia correspondientes al Catálogo Nacional de Cualificaciones Profesionales y no completen un Certificado de
Profesionalidad, deberá presentar:

– Certificado de inscripción expedido por la correspondiente Comunidad Autónoma que acredite la circunstancia
descrita.

– La titulación oficial que acredite la formación del solicitante.

• Justificante del pago de la tasa correspondiente, y/o acreditación del derecho a la bonificación o exención de la
misma, mediante declaración responsable de encontrarse en situación de desempleo o aportación de copia del título
de familia numerosa de categoría especial/general, y documentación acreditativa de que la base imponible total, menos
el mínimo personal y familiar, del sujeto pasivo de la tasa no supera 18.900 euros en tributación individual o 31.500 en
tributación conjunta. La documentación acreditativa del derecho a la bonificación o exención podrá no aportarse siempre
que la persona solicitante autorice, cumplimentando el apartado correspondiente de la solicitud, al órgano instructor del
procedimiento para su comprobación.

3.– En caso de que la solicitud no reúna los requisitos establecidos o no se aporte la documentación exigida en el
apartado anterior, se  requerirá al interesado para que en un plazo de diez días hábiles subsane la falta o acompañe
los documentos preceptivos, con indicación de que, si así no lo hiciera, se le tendrá por desistido de su petición, previa
resolución que deberá ser dictada en los términos previstos en el artículo 42 de la Ley de Régimen Jurídico de las
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, de conformidad con el artículo 71.1 de la misma.

Artículo 10. Expedición de Certificados de Profesionalidad y Acreditaciones Parciales Acumulables.

1.– Una vez comprobado el cumplimiento de la totalidad de los requisitos establecidos en la normativa vigente, de
conformidad con lo dispuesto en los artículos anteriores, así como, en su caso, la previa inscripción en el Registro, el
órgano competente notificará al interesado que procede la expedición del certificado de profesionalidad o acreditaciones
parciales acumulables. En caso contrario, se denegara la expedición solicitada.

El plazo máximo para resolver el procedimiento de expedición será de 6 meses. Transcurrido el mismo sin haberse
notificado la resolución, la solicitud podrá entenderse desestimada.

2.– Los Certificados de Profesionalidad o Acreditaciones Parciales Acumulables se expedirán por el Consejero
competente en materia de empleo que los elaborará siguiendo las especificaciones técnicas establecidas en el Anexo
II del Real Decreto, por el que se regulan los Certificados de Profesionalidad.

3.– La fecha de expedición coincidirá con la del registro de entrada de la solicitud en el órgano competente para su
expedición.

4.– Los Certificados de Profesionalidad y Acreditaciones Parciales Acumulables, deberán ser retirados  por el
interesado, previa acreditación de su identidad o por persona autorizada a tal efecto, en la Gerencia del Servicio Público
de Empleo de Castilla y León de la provincia correspondiente al domicilio indicado en la solicitud del interesado. No
obstante, en el supuesto de que resida en provincia distinta de aquella que se indica en la solicitud, la persona interesada
podrá solicitar la remisión de dichos documentos a la oficina correspondiente al lugar de residencia.

5.– Efectuada la recogida del correspondiente certificado de profesionalidad o acreditación parcial acumulable se
practicará anotación marginal de la misma en el Registro de Certificados de Profesionalidad y Acreditaciones Parciales
Acumulables.

6.– Si trascurridos cuatro años desde que se haya notificado al interesado la procedencia de la expedición del
Certificado de profesionalidad o la acreditación parcial acumulable, si no resultasen retirados, se procederá al archivo
sin más trámite, con la correspondiente anotación marginal.

7.– Los certificados de profesionalidad y acreditaciones parciales acumulables cuya expedición se regula por la
presente orden no podrán ser objeto de modificaciones, alteraciones o enmiendas. Cualquier alteración derivada de
eventuales modificaciones que afecten a su contenido, exigirá la expedición de un duplicado.

Normativa de ámbito autonómico
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8.– El extravío de un certificado de profesionalidad o una acreditación parcial acumulable, su destrucción o el deterioro
que comporte la pérdida de su identificación, podrá dar lugar a la expedición de un duplicado tras la solicitud del
interesado.

Para ello será requisito indispensable la publicación de un anuncio en el «Boletín Oficial de la Provincia» o el «Boletín
Oficial de Castilla y León», mediante el cual se haga constar el supuesto extravío, con objeto de propiciar, en su caso,
las oportunas reclamaciones. Si éstas no se hubieran producido, en el plazo de treinta días a partir del día de la fecha
de la publicación del anuncio se iniciará el trámite para la expedición del duplicado correspondiente.

Artículo 11. Cancelación registral.

1.– Serán canceladas las inscripciones registrales cuando los actos que se acrediten hayan sido anulados por la
Administración de la Comunidad de Castilla y León o por sentencia judicial firme. En las anotaciones producidas como
consecuencia de una modificación o cancelación se hará constar esta circunstancia.

2.– Los asientos complementarios, de modificación y de cancelación de las inscripciones registrales tendrán lugar
mediante inscripción marginal de las causas que las originen.

CAPÍTULO TERCERO

Procedimiento para la anotación de unidades formativas y su certificación o módu-
los que no completen todos los asociados a una unidad de competencia

Artículo 12. Procedimiento de anotación

1.– Las unidades formativas y módulos que no completen todos los asociados a una unidad de competencia, se
anotarán en la sección tercera de este Registro a petición del interesado.

2.– Para su anotación se solicitará la certificación de la superación de los contenidos con la salvedad de que esta ya
constara en el Registro.

3.– La certificación de la anotación surtirá únicamente los efectos correspondientes a una anotación, no teniendo
carácter oficial y validez en todo el territorio nacional. 

4.– La solicitud se hará según Anexo IV que figura en la presente orden.

Disposición Adicional Primera. Desarrollo.

Se faculta al Gerente del Servicio Público de Castilla y León para dictar cuantas resoluciones e instrucciones sean
precisas para el cumplimiento y efectividad de la presente orden.

Disposición Adicional Segunda. Incorporación al Sistema de intermediación.

La información contenida en el Registro será incorporada en el momento de su inscripción al sistema de
intermediación, estableciéndose los procedimientos necesarios para la integración en la demanda de empleo e historial
de la persona.

Disposición Transitoria Primera. Expedición de certificados cursados con anterioridad a la entrada en
vigor de la presente orden.

Los trabajadores que a la entrada en vigor de esta orden hayan completado con evaluación positiva, o hayan iniciado
y finalicen posteriormente con evaluación positiva, la formación asociada a un certificado de profesionalidad, en el marco
de los programas financiados por el Servicio Público de Empleo de Castilla y León, podrán solicitar la inscripción en el
Registro y la expedición del correspondiente certificado, siempre que dicha formación se haya realizado durante la
vigencia de Real Decreto que regule el mismo.

Las personas que, conforme a lo dispuesto en la disposición transitoria primera del Real Decreto 34/2008, de 18 de
enero, hayan completado con evaluación positiva la formación asociada a un certificado de profesionalidad afectado
por una derogación con posterioridad a su realización, dispondrán de un plazo de cinco años para solicitar su expedición.

La solicitud se realizará en el modelo contenido en la presente orden. El Servicio Público de Empleo certificará que
dicha formación se ha realizado en los términos exigidos por la normativa vigente. Una vez recibida dicha certificación
se procederá a la expedición e inscripción del certificado.
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Disposición Transitoria Segunda. Procedimiento para la expedición de los certificados de
profesionalidad, correspondientes a la formación impartida por las escuelas de tiempo libre acreditadas por
el Instituto de la Juventud de Castilla y León de la Consejería de Familia e Igualdad de Oportunidades.

Se expedirán los certificados de profesionalidad de la familia profesional servicios socioculturales de acuerdo con el
Real Decreto 1537/2011, de 31 de octubre y Real Decreto 1697/2011, de 18 de noviembre, correspondientes
respectivamente a monitor de tiempo libre nivel 2 e informador juvenil nivel 3, y coordinador de tiempo libre nivel 3, a
aquellos alumnos que hayan superado la formación antes de la entrada en vigor de la presente orden, previo certificado
emitido por el Director General del Instituto de la Juventud de Castilla y León, que acredite que, de conformidad con la
normativa citada, concurre identidad de contenidos del programa formativo impartido, se ha efectuado debidamente el
control de calidad y acreditación de los centros de formación y la relación de aquellos alumnos que hayan superado los
programas formativos.

Esta certificación se solicitará previa solicitud individual conforme el procedimiento contenido en la presente orden.
Una vez recibida se procederá a la expedición e inscripción del certificado correspondiente, previo cumplimento de los
requisitos establecidos normativamente.

Disposición final única. Entrada en vigor.

La presente orden entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el «Boletín Oficial de Castilla y León».

Valladolid, 22 de octubre de 2013.

El Consejero de Economía y Empleo,Fdo.: Tomás Villanueva Rodríguez

Usuario
Cuadro de texto
Índice
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I. COMUNIDAD DE CASTILLA Y LEÓN

C. OTRAS DISPOSICIONES

CONSEJERÍA DE HACIENDA

ORDEN HAC/1605/2011, de 29 de diciembre, por la que se desarrolla la gestión
del procedimiento de evaluación y acreditación de competencias profesionales
adquiridas por experiencia laboral en Castilla y León, así como la estructura organiza-
tiva responsable.

La Ley Orgánica 5/2002, de 19 de junio, de las Cualificaciones y de la Formación Profesional, establece en el artículo
3, apartado 5, que uno de los fines del Sistema Nacional de Cualificaciones y Formación Profesional es el de evaluar y
acreditar oficialmente la cualificación profesional, cualquiera que fuese su forma de adquisición y, en el artículo 4,
establece que uno de los instrumentos es el procedimiento de reconocimiento, evaluación, acreditación y registro de
las cualificaciones profesionales.

Esa misma ley, en su artículo 8, apartado 2, establece que la evaluación y acreditación de la competencia profesional
adquirida a través de la experiencia laboral o de vías no formales de formación se debe desarrollar siguiendo criterios
que garanticen la fiabilidad, la objetividad y el rigor técnico de la evaluación, y que tendrá como referente el Catálogo
Nacional de Cualificaciones Profesionales; y en su apartado 3 contempla la posibilidad de realizar acreditaciones
parciales acumulables. El apartado 4 del citado artículo encomienda al Gobierno, previa consulta al Consejo General
de Formación Profesional, fijar los requisitos y procedimientos para la evaluación y acreditación de las competencias,
así como los efectos de las mismas.

El Real Decreto 1224/2009, de 17 de julio, de reconocimiento de las competencias profesionales adquiridas por la
experiencia laboral, desarrolla lo establecido en el artículo 8.4 de la Ley Orgánica 5/2002, de 19 de junio, estableciendo
el procedimiento y los requisitos para la evaluación y la acreditación de las competencias profesionales adquiridas por
las personas a través de la experiencia laboral o de vías no formales de formación, así como sus efectos. El artículo 21
de este Real Decreto determina que las estructuras administrativas responsables del procedimiento serán la
Administración General del Estado y las Administraciones de las Comunidades Autónomas, respecto de éstas, en cada
Comunidad Autónoma, las administraciones educativa y laboral competentes establecerán conjuntamente la estructura
organizativa responsable de este procedimiento. 

De acuerdo con lo anterior a través de la presente orden, se establece la estructura organizativa responsable del
procedimiento de evaluación y acreditación de competencias profesionales adquiridas por experiencia laboral en Castilla
y León y se ordena el desarrollo de su gestión.

El capítulo I desarrolla determinados aspectos del procedimiento y de su convocatoria.

En el capítulo II y atendiendo a los principios que deben regir las relaciones entre las Administraciones Públicas,
establecidos en el artículo 4.1 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre de Régimen Jurídico de las Administraciones
Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, y desarrollando el artículo 21.1 del Real Decreto 1224/2009, de 17
de julio, se establece la estructura administrativa responsable del procedimiento: una Comisión Directora, integrada
conjuntamente por los responsables de las Consejerías con competencias en materia de educación y empleo, encargada
de coordinar y dirigir aquél.

En el capítulo III se detalla el contenido del Plan Director, cuya finalidad es establecer la estrategia y líneas de
actuación a seguir en el procedimiento de evaluación y acreditación. Será revisado anualmente, incorporando las
mejoras necesarias, y su duración será de cuatro años.

En el capítulo IV se contiene el desarrollo del proceso, que incluye lo relativo a la Formación de asesores y
evaluadores, los requisitos y criterios de selección estos, así como su habilitación, designación y nombramiento.
Igualmente se desarrolla el final del proceso en relación a la Comisión de Evaluación y la expedición de acreditaciones.

Por último, el capítulo V se destina al seguimiento y evaluación del procedimiento. Se prevé la elaboración de un plan
de seguimiento y evaluación por la Comisión Directora, que formará parte del plan de calidad, para comprobar la calidad,
la eficacia y el impacto del procedimiento de evaluación y acreditación en Castilla y León.



En su virtud, a iniciativa conjunta de los Consejeros de Economía y Empleo y de Educación, y en ejercicio de la
competencia atribuida por la Ley 3/2001, de 3 de julio, del Gobierno y de la Administración de la Comunidad de Castilla
y León, previo informe del Consejo General de Empleo y del Consejo de Formación Profesional de Castilla y León y del
Consejo Escolar de Castilla y León, 

DISPONGO

Artículo 1. Objeto y ámbito de aplicación de la norma.

La presente Orden tiene por objeto desarrollar la gestión del procedimiento de evaluación y acreditación de
competencias profesionales, previsto en el Real Decreto 1224/2009, de 17 de julio, de reconocimiento de las
competencias profesionales adquiridas por experiencia laboral, en el ámbito de la Comunidad de Castilla y León, así
como establecer la estructura organizativa responsable. 

CAPÍTULO I

Procedimiento de evaluación y acreditación

Artículo 2. Procedimiento de evaluación y acreditación.

1.– A los efectos de la presente Orden, se entenderá por procedimiento de evaluación y acreditación de competencias
profesionales el conjunto de actuaciones dirigidas a la evaluación y acreditación de las competencias profesionales
adquiridas a través de la experiencia laboral o de vías no formales de formación.

2.– La gestión de este proceso tendrá como criterios inspiradores, además de los contenidos en el artículo 6 del Real
Decreto 1224/2009, de 17 de julio, como principios del propio procedimiento:

a)  La valorización de las personas y su capacidad de intervención en los procesos productivos y de servicios.

b)  La consideración de todos aquellos aprendizajes realizados de manera informal o en el propio puesto de trabajo.

c)  La potenciación del aprendizaje a lo largo de la vida, como elemento dinamizador de la economía y del desarrollo
de la persona.

d)  La atención a las personas con mayores dificultades de inserción en el mercado de trabajo.

e)  La utilización de procedimientos, metodologías y recursos al servicio de las personas, basadas en sistemas que
garanticen la calidad.

3.– Se considera de especial importancia la difusión e información de todo el procedimiento; por ello se establecerá
un sistema a través del cual, toda persona interesada podrá conocer, de una forma básica, las características y requisitos
de procedimiento. La información y orientación sobre la naturaleza y fases del procedimiento de evaluación y
acreditación, el acceso al mismo, las convocatorias, derechos y obligaciones, acreditaciones oficiales que pueden
obtenerse y efectos de las mismas, se publicará en la web de la Junta de Castilla y León (www.jcyl.es), en el portal de
empleo (www.empleo.jcyl.es).

En cada convocatoria se determinarán los órganos, las unidades administrativas o entidades encargadas de la gestión
de la información y orientación y el modo de coordinación.

Estas acciones de información y orientación se llevarán a cabo, preferentemente, a través de las oficinas y centros
de formación propios del Servicio Público de Empleo de Castilla, los centros que impartan formación profesional, los
centros integrados de formación profesional, los centros de referencia nacional dependientes de la Comunidad de
Castilla y León y la Fundación Autonómica para la Formación en el Empleo de Castilla y León.

Los modelos de cuestionarios de autoevaluación de las unidades de competencia que sean objeto de evaluación en
cada convocatoria, contemplados en el artículo 8.3 del Real Decreto 1224/2009, de 17 de julio, se pondrán a disposición
de las administraciones locales, agentes sociales, cámaras de comercio y otras entidades y organizaciones públicas y
privadas que vayan a proporcionar servicios de información y orientación a través de la citada página web.

4.– Las actuaciones que conforman cada una de las fases del procedimiento serán: 

a)  Asesoramiento.– Se establecerán mecanismos por los cuales las personas candidatas serán apoyadas en la
recopilación de evidencias que demuestren el dominio o capacidad profesional en las unidades de competencia que
desea le sean reconocidas. El asesoramiento será individualizado o colectivo, designándose un asesor o asesora para
cada persona. 

Normativa de ámbito autonómico
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La Comisión Directora determinará el número máximo de personas que ejercerán de asesores o asesoras,
estimando la posible concurrencia de los casos contemplados en el artículo 11.2 del Real Decreto 1224/2009, de 17 de
julio, así como el número de aspirantes que cada persona podrá atender.

b)  Evaluación: Se valorarán, de forma objetiva, las realizaciones profesionales de las personas candidatas, relativas
a las unidades de competencia en las que se haya inscrito, comprobando la competencia profesional requerida en las
realizaciones profesionales, en los niveles establecidos en los criterios de realización y en una situación de trabajo real
o simulada en los términos del artículo 16 del Real Decreto 1224/2009, de 17 de julio. 

c)  Acreditación, expedición y registro: A cada aspirante que supere el proceso se le expedirá una acreditación de
cada una de las unidades de competencia en las que haya demostrado su capacitación profesional. Se indicarán, de
forma personalizada, los trámites necesarios para obtener, en su caso, un certificado de profesionalidad o título de
formación profesional. Los datos se incorporarán al registro que se creará, a este efecto, en la Comunidad de Castilla
y León. 

5.– Los candidatos podrán ser ocupados o desempleados con los requisitos establecidos en el Real Decreto
1224/2009, de 17 de julio, así como los específicos no académicos previstos en las convocatorias en los términos
establecidos en el artículo 10.1.b del citado Real Decreto, acordados, entre la Administración General del Estado y las
Comunidades Autónomas, en el marco de la cooperación territorial. 

Artículo 3. Convocatorias.

1.– Las convocatorias del procedimiento de evaluación y acreditación serán realizada por las Consejerías con
competencias en materia de empleo y educación, atendiendo a lo establecido en el artículo 10 del Real Decreto
1224/2009, de 17 de julio.

2.– Las convocatorias se publicarán integras en el «Boletín Oficial de Castilla y León» y un extracto de las mismas en
el «Boletín Oficial del Estado».

3.– La Comunidad de Castilla y León colaborará, en los términos que se determine, en la ejecución de las
convocatorias de carácter supra-autonómico, de conformidad con lo dispuesto al artículo 10.6 del Real Decreto
1224/2009, de 17 de julio. 

CAPÍTULO II

Organización Administrativa

Artículo 4. Comisión Directora.

1.– Se constituirá una Comisión Directora del proceso de evaluación y acreditación de competencias profesionales,
adscrita a la Consejería con competencias en materia de empleo, que tendrá como fin impulsar y garantizar el correcto
desarrollo del proceso. 

2.– Formarán parte de la Comisión Directora quienes ostenten la titularidad de las Consejerías con competencias en
materia de empleo y educación, que ostentarán alternativamente la presidencia, así como quienes ostenten las de las
Viceconsejerías o, en caso de no existir dicho órgano, de las Secretarías Generales y de los centros directivos u
organismos autónomos con competencias en dichas materias. 

3.– La Comisión Directora contará con el apoyo técnico de un Grupo de Trabajo, constituido según lo establecido en
el artículo 8, y con los medios e instrumentos que, en el ámbito de su actuación, las respectivas Consejerías consideren
oportunos y con la asistencia de la Comisión Asesora, prevista en el artículo 9.

4.– La Comisión Directora actuará como órgano colegiado de conformidad con la normativa vigente, reuniéndose al
menos, una vez al año, con carácter ordinario, con el fin de evaluar el seguimiento del Plan Director, sin perjuicio de las
reuniones que soliciten cualquiera de sus miembros con carácter extraordinario y cuantas resulten necesarias para el
ejercicio de sus funciones, así como de la utilización de los medios previstos en la Ley 11/2007, de 22 de junio, de
Acceso Electrónico de los Ciudadanos a los Servicios Públicos y la Ley 2/2010, de 11 de marzo, de Derechos de los
Ciudadanos en sus relaciones con la Administración de la Comunidad de Castilla y León y de Gestión Pública.

Artículo 5. Competencias de la Comisión Directora.

1.– La Comisión Directora ejercerá las siguientes competencias:

a)  Elaborar un Plan Director plurianual para el desarrollo del procedimiento de evaluación y acreditación de
competencias en Castilla y León.



b)  Dirigir y coordinar la gestión del procedimiento, impulsando el desarrollo y la calidad del mismo en Castilla y León.

c)  Determinar las convocatorias a realizar por las Consejerías con competencias en materia de educación y empleo,
de forma independiente o conjuntamente, y el contenido de las mismas, incluidas las convocatorias específicas
solicitadas por organizaciones empresariales y sindicales y las convocatorias anuales dirigidas a personas adultas sin
título de graduado en educación secundaria obligatoria.

d)  Planificar la formación de asesores y evaluadores, determinando las convocatorias de los procesos de selección
y formación. 

e)  Determinar los puntos de información y las sedes para la realización del procedimiento. 

f)  Determinar las comisiones de evaluación, elevando propuesta al presidente de la Comisión Directora para su
nombramiento, así como dictar las instrucciones que orienten sus actuaciones, estableciendo el número y perfil de las
comisiones en función de las unidades de competencia que contengan las convocatorias previstas.

g)  Determinar el número máximo de asesores en cada convocatoria, así como el número de aspirantes que cada
asesor podrá atender.

h)  Autorizar el nombramiento de los asesores y evaluadores en el supuesto del artículo 15. 

i)  Designar los centros en los que podrán solicitar la participación en el procedimiento, las personas adultas sin título
de graduado en educación secundaria obligatoria.

j)  Establecer un plan de calidad de todo el proceso en su ámbito de competencia. 

k)  Elaborar el plan de seguimiento y evaluación que ha de formar parte del plan de calidad, en los términos del artículo
20.2 de esta Orden.

l)  Las previstas en el artículo 15 de esta Orden en relación con la determinación del número de asesores y
evaluadores.

m) Emitir un informe anual de resultados.

n)  Realizar anualmente una previsión de la financiación necesaria para los procedimientos que pretendan ser
convocados en el ejercicio siguiente, a la vista del Plan Director y de los informes que estime pertinentes, para su
inclusión en la propuesta de presupuesto que se efectúe.

2.– Para ejercer las competencias anteriores, la Comisión Directora solicitará los estudios e informes que considere
necesarios, contando para ello con la colaboración de las organizaciones empresariales y sindicales más representativas
en Castilla y León. 

Artículo 6. Presidencia de la Comisión Directora.

1.– La presidencia de la Comisión Directora, corresponderá, alternativamente, en turno anual, a quien ostente la
titularidad de las Consejerías con competencias en materia de empleo y educación.

2.– Además de las funciones señaladas en el artículo 55.1 de la Ley 3/2001, de 3 de julio, del Gobierno y de la
Administración de Castilla y León, las funciones de la Presidencia de la Comisión Directora serán:

a)  Firmar los acuerdos relativos a cuantas decisiones sean adoptados por la Comisión Directora en el ámbito de sus
competencias.

b)  Representar los intereses de la Comunidad de Castilla y León en esta materia, en los órganos de participación
institucional nacional que pudieran constituirse, pudiendo delegar esta función en uno o varios miembros de la Comisión
Directora. 

3.– La Vicepresidencia, que corresponderá al titular de la Viceconsejería, o en defecto de dicho órgano, a la Secretaría
General, con competencias en materia de empleo o educación o, en defecto de las anteriores, al titular del órgano
directivo u organismo autónomo correspondiente, en relación con el titular que ostente la Presidencia, sustituirá a la
Presidencia en los supuestos de ausencia, enfermedad o vacante. 

Artículo 7. Secretario de la Comisión Directora. 

1.– La Presidencia de la Comisión Directora nombrará, a propuesta de la misma, un secretario o secretaria de la
Comisión Directora, que participará en las reuniones de la Comisión, con voz pero sin voto. 

2. Las funciones del secretario o secretaria de la Comisión serán las previstas en el artículo 57 de la Ley 3/2001, de
3 de julio, del Gobierno y de la Administración de la Comunidad de Castilla y León.
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Artículo 8. Grupo de Trabajo de apoyo técnico.

1.– Formarán parte del Grupo de Trabajo de apoyo técnico dos representantes de la Consejería con competencias
en materia de empleo, y dos de la Consejería con competencias en materia de formación profesional inicial, un
representante de la Consejería con competencias en materia de política empresarial, designados por los titulares de
cada una de las Consejerías y un representante de la Fundación Autonómica para la Formación en el Empleo de Castilla
y León, designado por su Director Gerente, Asimismo, cuando la naturaleza de las tareas lo requiera, podrá formar
parte de este grupo de trabajo el personal técnico de otras Consejerías que la Comisión Directora considere oportuno. 

2.– El Grupo de Trabajo de apoyo técnico se reunirá, al menos, cada dos meses, con el fin de cumplir con sus
funciones, realizando las tareas que la Comisión Directora le encomiende, incluyendo la preparación de los acuerdos
que se sometan a la Comisión Directora, el proyecto de Plan Director, los proyectos de convocatoria de procesos de
acreditación de la competencia adquirida mediante la experiencia laboral o vías no formales, de procesos de selección,
formación y habilitación de asesores y/o evaluadores y aquellas otras que, en virtud de la normativa reguladora del
procedimiento de evaluación y acreditación de competencias profesionales, sean decisivas para la consecución del
mismo.

Artículo 9. Comisión Asesora.

1.– Se constituirá una Comisión Asesora del proceso de evaluación y acreditación de competencias profesionales,
que garantizará la participación de los agentes económicos y sociales en el proceso, sin perjuicio de la participación de
los mismos en el Consejo General de Empleo y Consejo General de Formación Profesional, en los términos previstos
en esta Orden y en las resoluciones de convocatoria. 

2.– Formarán parte de la Comisión Asesora quienes ostenten la titularidad de los centros directivos u organismos
autónomos con competencias en dichas materias, el director gerente de la Fundación Autonómica para la Formación
en el Empleo de Castilla y León y dos representantes de las entidades sindicales y dos de las empresariales, en ambos
casos, más representativas de Castilla y León y será presidida alternativamente, en turno anual, por quien ostente la
titularidad del centro directivo u organismo autónomo con competencias en materia de empleo y educación.

3.– La convocatoria de la Comisión Asesora se efectuará por su Presidente quien determinará los asuntos que se
sometan a su dictamen, que prioritariamente tratarán sobre la identificación de los perfiles objeto de convocatoria y las
garantías de calidad y homogeneidad de los procesos en el ámbito de la Comunidad Autónoma.

Artículo 10. Órgano o unidad de gestión del procedimiento. 

1.– La gestión del procedimiento corresponderá al Servicio Público de Empleo de Castilla y León, que realizará las
tareas del procedimiento que requieran una gestión única. El órgano o la unidad que se determine por el Servicio Público
de Empleo de Castilla y León realizará las tareas siguientes: 

a)  Elaborar y mantener actualizada la base de datos del personal asesor y evaluador habilitados. 

b)  Gestionar la publicación y difusión de convocatorias de habilitación del personal asesor y evaluador. 

c)  Gestionar la publicación y difusión de las convocatorias de procesos de acreditación y evaluación de competencias
profesionales.

d)  Guardar y custodiar la documentación que se genere por cada aspirante durante el desarrollo del procedimiento
de evaluación y acreditación contemplado en el Real Decreto 1224/2009, de 17 de julio.

e)  Gestionar la expedición de acreditaciones, así como remitir los planes de formación a los personas candidatas y
las actas del procedimiento a los órganos competentes.

f)  Realizar las tareas necesarias para el registro de las acreditaciones expedidas, transfiriendo los resultados al
registro único estatal.

g)  Colaborar con el Grupo de Trabajo de apoyo técnico a la Comisión Directora en el desarrollo de las tareas que
tenga encomendadas.

2.– En las convocatorias que se realicen de forma independiente, las Consejerías con competencias en el desarrollo
de procedimientos de acreditación y evaluación de competencias profesionales, en los términos del artículo 5.1.c)
determinarán la forma en que los órganos, servicios y centros realizarán las tareas siguientes: 

a)  Gestionar la formación del personal asesor y evaluador que requiera la convocatoria.

b)  Gestionar las inscripciones de participación en el procedimiento, verificar requisitos y documentos y publicar listados
de admisiones.
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c)  Coordinar las fases de asesoramiento y evaluación, asignar a un asesor o asesora a cada aspirante y facilitar las
actuaciones de éstos y de las comisiones evaluadoras. En particular, las tareas de asesoramiento y la relación con los
centros donde se desarrollen las pruebas de evaluación.

d)  Facilitar los cuestionarios de autoevaluación y las guías de evidencia y completar los instrumentos de apoyo para
adaptar la metodología a las necesidades específicas de la convocatoria.

CAPÍTULO III

Plan Director

Artículo 11. Plan Director plurianual.

1.– El Plan Director plurianual tendrá como finalidad establecer la estrategia y líneas de actuación a seguir en el
procedimiento de evaluación y acreditación. Será revisado anualmente, incorporando las mejoras necesarias, y su
duración será de cuatro años. 

2.– Este Plan incluirá, al menos: 

a)  La planificación de los procesos de formación y habilitación de personal asesor y evaluador.

b)  Las actuaciones para conocer los escenarios asociados a los distintos sectores, subsectores y/o familias
profesionales: dimensión cuantitativa o peso en la producción, grado de cualificación de las personas trabajadoras e
interés por acreditar sus competencias profesionales y/o seguir planes de formación.

c)  Las estrategias y actuaciones de información y orientación en cada sector y familia profesional, así como las
actuaciones para garantizar la formación de las personas que ejerzan de orientadores.

d)  Las acciones de difusión y acercamiento informativo y sensibilizador a los agentes sociales y empresas.

e)  Las acciones, criterios e indicadores para evaluar y mejorar el desarrollo del procedimiento de evaluación y
acreditación.

3.– El Plan plurianual será informado por el Consejo de la Formación Profesional de Castilla y León y el Consejo
General de Empleo de Castilla y León, como órganos consultivos y de participación institucional y social en materia de
Formación Profesional y Empleo. Igualmente será informado por la comisión de seguimiento del II Acuerdo Marco de
Competitividad e Innovación Industrial de Castilla y León. 

CAPÍTULO IV

Desarrollo del Procedimiento

Artículo 12. Selección y Formación de personal asesor y evaluador. 

1.– Con carácter previo a la convocatoria de los procedimientos de evaluación y acreditación de las competencias, y
siempre que sea necesario, las Consejerías con competencias en materia de empleo y formación profesional efectuarán
la convocatoria del proceso de selección y formación de personal asesor y/o evaluador, a los efectos de obtención de
la habilitación necesaria para ejercer como tal personal asesor y/o evaluador, según lo dispuesto en los artículos 22.3
y 25.1 del Real Decreto 1224/2009, de 17 de julio. 

2.– La convocatoria del proceso de selección y formación de personal asesor y evaluador tendrá carácter público y
será publicada en el «Boletín Oficial de Castilla y León». 

3.– Cada convocatoria contemplará un perfil profesional determinado, en función de las previsiones de unidades de
competencia que vayan a incluirse en los procedimientos de evaluación y acreditación previstos. Asimismo, establecerá
el número máximo de plazas para cada proceso, el plan de formación de participantes y la duración de los cursos que
deban realizarse. 

4.– La convocatoria del proceso de selección y formación de personal asesor y evaluador establecerá los criterios de
selección y los baremos de puntuación de los méritos que se determinen. 

Artículo 13. Requisitos y criterios de selección del personal asesor y evaluador. 

1.– Podrán participar en los procesos de selección y formación de personal asesor y evaluador, las personas que
acrediten una experiencia de al menos cuatro años en alguno de los siguientes colectivos.
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a)  Profesorado perteneciente a los Cuerpos de Catedráticos, Profesores de Enseñanza Secundaria, o Técnicos de
Formación Profesional con atribuciones en la familia profesional correspondiente, en virtud de la relación de las distintas
unidades de competencia con los módulos profesionales que dicho profesorado pueda impartir de acuerdo con su
especialidad docente.

b)  Formadores y formadoras especializados en las unidades de competencia, conforme certificado expedido, a
petición del interesado, por el Servicio Público de Empleo de Castilla y León o la Dirección General de Formación
Profesional. Deberá acreditarse experiencia docente de cuatro años, de forma continuada o como resultado de la suma
de los diferentes períodos de dedicación docente, en el plazo de los últimos 10 años y en la especialidad formativa
correspondiente a las unidades de competencia de los títulos o certificados de profesionalidad que se acrediten, a través
de la documentación que acredite su experiencia docente. 

c)  Profesional experto en las unidades de competencia que se determinará en virtud del desempeño de cualquiera
de las ocupaciones para las que capacita la cualificación profesional y se acreditará en virtud de la documentación que
se aporte.

2.– No podrán concurrir a este proceso quienes formen parte de cualquiera de los órganos responsables de la gestión
del mismo.

3.– Los criterios de selección de participantes en el proceso de selección, formación y habilitación de personal asesor
y evaluador serán los que determine la convocatoria, que incluirá al menos la valoración de la experiencia como docente
y/o profesional. 

4.– El personal integrante del Cuerpo Técnico Universitario Diplomado Especialista, Escala de Formación Ocupacional,
del Servicio Público de Empleo de Castilla y León tendrá la consideración de formador o formadora, en los términos y
con los requisitos previstos en esta Orden. 

Artículo 14. Habilitación de personal asesor y evaluador.

1.– Superado el proceso de selección y formación, la habilitación de personal asesor y evaluador será expedida por
el titular de la Consejería competente en materia de empleo o por el titular de la Consejería con competencias en materia
de formación profesional, en los términos previstos en la convocatoria del proceso de selección y formación de personal
asesor y/o evaluador. 

2.– La habilitación tendrá carácter nacional y las personas habilitadas formarán parte de la red de asesoramiento y
evaluación de Castilla y León y sus datos serán registrados en una base de datos de carácter provincial, en los términos
previstos en la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de Protección de datos de carácter personal. 

3.– La Comisión Directora podrá acordar la convocatoria de cursos de formación continua para el personal asesor y
evaluador. La concurrencia a dichos cursos será obligatoria para integrantes de la red convocados. La renuncia
injustificada supondrá la exclusión de la red de asesoramiento y evaluación.

Artículo 15. Designación y nombramiento de personal asesor y evaluador.

1.– La unidad que desarrolle las tareas enunciadas en el artículo 10 propondrá a la Comisión Directora, las personas
que vayan a ejercer de asesores y evaluadores, atendiendo al número máximo de participantes que puedan ser
admitidos en el proceso de evaluación fijado en la convocatoria y a las prioridades que en ella se establezcan. 

2.– El nombramiento como asesor o evaluador será realizado por la presidencia de la Comisión Directora. 

3.– La Comisión Directora podrá acordar la exclusión de la red de asesoramiento y/o evaluación de Castilla y León,
de aquellas personas asesoras y/o evaluadoras que no acepten su nombramiento sin causa justificada. 

Artículo 16. Comisiones de evaluación.

1.– El número y composición de las comisiones de evaluación será determinado en cada convocatoria por la Comisión
Directora en función de las diferentes unidades de competencia para las que se haya convocado el procedimiento de
evaluación y acreditación, en los términos establecidos en los artículos 26 y 27 del Real Decreto 1224/2009, de 17 de
julio. 

2.– En cada comisión evaluadora y a petición de la misma, la presidencia de la Comisión Directora podrá autorizar la
incorporación de profesionales cualificados en calidad de expertos o expertas, con voz pero sin voto.

3.– Para la evaluación de unidades de competencia profesional que estén incluidas en títulos de formación profesional
exigidos para el ejercicio de una profesión sanitaria regulada, las comisiones de evaluación deberán incorporar
profesionales cualificados en calidad de profesional experto o como persona evaluadora, si están habilitados para ello.
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En estos casos, el nombramiento lo realizará la presidencia de la Comisión Directora, a propuesta de la Consejería con
competencias en materia de Sanidad.

4.– El funcionamiento y las funciones de las comisiones de evaluación será de aplicación lo dispuesto en los artículos
27 y 28 del Real Decreto 1224/2009, de 17 de julio.

Artículo 17. Expedición de acreditaciones. 

1.– Concluida la fase de evaluación, la comisión de evaluación remitirá las actas, el expediente y la propuesta de
certificación para acreditación de competencias al órgano o unidad competente en materia de evaluación y acreditación
de competencias profesionales adquiridas por experiencia laboral, del Servicio Público de Empleo de Castilla y León.

2.– La acreditación de las unidades de competencia demostradas será expedida por la Consejería con competencias
en materia de empleo.

3.– El órgano o la unidad responsable de la gestión del procedimiento transferirá los resultados al registro de carácter
estatal, nominal y por unidades de competencia acreditadas del Servicio Público de Empleo Estatal. Se remitirá copia
a la Consejería con competencias en materia de educación. 

4.– Cuando a través del procedimiento de evaluación y acreditación la persona candidata complete los requisitos para
la obtención de un certificado de profesionalidad o un título de formación profesional, la unidad responsable de la gestión
del procedimiento remitirá las actas al órgano competente, indicando al candidato o candidata los trámites necesarios
para su obtención.

Artículo 18. Formación.

1.– A todas las personas que hayan participado en el procedimiento de evaluación y acreditación, se les remitirá un
escrito en el que se hará constar, según proceda y conforme lo dispuesto en el artículo 20 del Real Decreto 1224/2009,
de 17 de julio: 

a)  Posibilidades de formación, con las orientaciones pertinentes, para que puedan acreditar en convocatorias
posteriores las unidades de competencia para las que habían solicitado acreditación. 

b)  Posibilidades de formación, con las orientaciones pertinentes, para completar la formación conducente a la
obtención de un título de formación profesional o certificado de profesionalidad relacionado con las mismas.

2.– Se impulsarán el desarrollo de acciones formativas específicas para que las personas que hayan acreditado
competencias profesionales en el procedimiento de reconocimiento de competencias profesionales puedan completar
la formación conducente a la obtención de un título de formación profesional o certificado de profesionalidad relacionado
con las mismas. 

Artículo 19. Tasas.

Para participar en el procedimiento de evaluación y acreditación, las personas que presenten su solicitud deberán
abonar las tasas que se establezcan con la excepción de aquellos supuestos en los que se prevea su exención.

CAPÍTULO V

Seguimiento y Evaluación del Proceso

Artículo 20. Seguimiento y evaluación del procedimiento.

1.– El órgano o la unidad responsable de la gestión del procedimiento facilitará a la Administración General del Estado
los datos necesarios para el seguimiento y evaluación del procedimiento, en los términos establecidos en los artículos
10.6 y 17 de la Ley Orgánica 5/2002, de 19 de junio, de las Cualificaciones y de la Formación Profesional.

2.– La Comisión Directora elaborará un plan de seguimiento y evaluación, que formará parte del plan de calidad, para
comprobar la calidad, la eficacia y el impacto del procedimiento de evaluación y acreditación en Castilla y León.

3.– Anualmente, la Comisión Directora emitirá un informe de resultados que presentará al Consejo de la Formación
Profesional de Castilla y León y al Consejo General de Empleo y que incluirá, en su caso, propuestas de mejora para
los distintos aspectos del procedimiento.
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4.– El Consejo de la Formación Profesional de Castilla y León y el Consejo General de Empleo participarán en el
seguimiento y evaluación del procedimiento a través de sus órganos colegiados o de las Comisiones de Trabajo que
establezca al efecto. 

Disposición adicional única. Constitución de las Comisiones Directora y Asesora. 

Las Comisiones Directora y Asesora se constituirán en el plazo máximo de un mes a partir de la entrada en vigor de
esta Orden. 

Disposición final única. Entrada en vigor. 

La presente Orden entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el «Boletín Oficial de Castilla y León».

Valladolid, 29 de diciembre de 2011.

La Consejera de Hacienda,Fdo.: M.ª Pilar del Olmo Moro
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I. COMUNIDAD DE CASTILLA Y LEÓN

A. DISPOSICIONES GENERALES

CONSEJERÍA DE ECONOMÍA Y EMPLEO

ORDEN EYE/452/2014, de 2 de junio, por la que se establecen las bases regulado-
ras de las subvenciones públicas destinadas a la financiación de acciones de forma-
ción profesional para el empleo, en su modalidad de oferta, dirigidas prioritariamente
a trabajadores desempleados, en la Comunidad de Castilla y León.

La Ley Orgánica 5/2002, de 19 de junio, de las Cualificaciones y de la Formación Profesional, establece la ordenación
de un sistema integral de formación profesional, cualificaciones y acreditación, que pretende responder a las demandas
sociales y económicas a través de las diversas modalidades formativas. En desarrollo de la citada Ley Orgánica, el
Real Decreto 395/2007, de 23 de marzo, por el que se regula el subsistema de formación profesional para el empleo,
desarrolla las distintas iniciativas de formación que configuran el subsistema de formación profesional para el empleo,
su régimen de funcionamiento y financiación, así como su estructura organizativa y de participación institucional.

La Orden TAS/718/2008, de 7 de marzo, por la que se desarrolla el Real Decreto 395/2007, de 23 de marzo, por el
que se regula el subsistema de formación profesional para el empleo, en materia de formación de oferta y se establecen
las bases reguladoras para la concesión de subvenciones públicas destinadas a su financiación, contempla, entre las
modalidades de la formación de oferta financiadas mediante subvenciones públicas y concedidas al amparo de la citada
orden, las acciones formativas dirigidas prioritariamente a los trabajadores desempleados.

La citada Orden TAS/718/2008, de 7 de marzo, no agota la regulación de las materias a las que se refiere, remitiendo
numerosos extremos de la misma a la normativa de las Administraciones Públicas competentes.

El artículo 76 del Estatuto de Autonomía de Castilla y León atribuye a la Comunidad de Castilla y León la función
ejecutiva en materia de empleo y políticas activas de ocupación. Por Real Decreto 148/1999, de 29 de enero, sobre
traspaso de funciones y servicios de la Administración del Estado a la Comunidad Autónoma de Castilla y León, en
materia de gestión de la formación profesional ocupacional, se atribuyó a la Comunidad de Castilla y León la ejecución
del Plan Nacional de Formación e Inserción Profesional, regulado por el Real Decreto 631/1993, de 3 de mayo, o norma
que lo sustituyera, en la actualidad el citado Real Decreto 395/2007, de 23 de marzo.

La Ley 10/2003, de 8 de abril, de creación del Servicio Público de Empleo de Castilla y León, establece en su artículo
4 las funciones de este Organismo, señalándose en el apartado 3.a) que le corresponde la elaboración y gestión de las
acciones del Plan Nacional de Formación e Inserción Profesional, antecedente de la actual Formación Profesional para
el Empleo, en su modalidad de oferta dirigida prioritariamente a trabajadores desempleados.

Por su parte, la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones, establece que con carácter previo al
otorgamiento de subvenciones, deberán aprobarse las bases reguladoras de concesión.

Las subvenciones objeto de las presentes Bases, se financiarán con cargo a los Presupuestos Generales de la
Comunidad de Castilla y León y podrán estar financiadas por el Servicio Público de Empleo Estatal y cofinanciadas por
la Unión Europea a través del  Fondo Social Europeo. En el caso de que exista cofinanciación por el Fondo Social
Europeo, se aplicará la normativa europea. En la Resolución de convocatoria se recogerá la existencia, en su caso, de
dicha cofinanciación y la normativa específica que será de aplicación. 

En consecuencia, oído el Consejo General de Empleo, a propuesta del Gerente del Servicio Público de Empleo de
Castilla y León, de conformidad con lo establecido en la Ley 5/2008, de 25 de septiembre, de Subvenciones de la
Comunidad de Castilla y León, en la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones, y en virtud de las
atribuciones conferidas por la Ley 10/2003, de 8 de abril, de creación del Servicio Público de Empleo de Castilla y León
y por la Ley 3/2001, de 3 de julio, del Gobierno y de la Administración de la Comunidad de Castilla y León,
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DISPONGO:

CAPÍTULO I

Disposiciones generales

Artículo 1. Objeto y ámbito de aplicación.

1. La presente orden tiene por objeto establecer las bases reguladoras de las subvenciones públicas destinadas a la
financiación de acciones de formación profesional para el empleo, en su modalidad de oferta, dirigidas prioritariamente
a trabajadores desempleados, en la Comunidad de Castilla y León, en los términos de la Disposición final tercera de la
Orden TAS/718/2008, de 7 de marzo, por la que se desarrolla el Real Decreto 395/2007, de 23 de marzo, por el que se
regula el subsistema de formación profesional para el empleo, en materia de formación de oferta y se establecen las
bases reguladoras para la concesión de subvenciones públicas destinadas a su financiación. 

2. El objeto de las subvenciones reguladas en las presentes bases está constituido por:

a)  La realización de las acciones formativas dirigidas prioritariamente a trabajadores desempleados que establezca
la correspondiente convocatoria para cada ámbito territorial y modalidad de impartición, en el marco de las
especialidades incluidas en el Fichero de especialidades formativas previsto en el artículo 20.3 del Real Decreto
395/2007, de 23 de marzo, y que se desarrollen por titulares de centros de formación en general.

b)  La realización de las acciones formativas dirigidas prioritariamente a trabajadores desempleados que establezca
la correspondiente convocatoria para cada ámbito territorial y modalidad de impartición, en el marco de las
especialidades incluidas en el Fichero de especialidades formativas previsto en el artículo 20.3 del Real Decreto
395/2007, de 23 de marzo, y que se desarrollen por organizaciones empresariales o sindicales más representativas
que sean titulares de centros de formación, directamente o a través de sus fundaciones o instituciones destinadas al
desarrollo de acciones de formación.

3. Las presentes bases serán de aplicación a las acciones formativas que se desarrollen en el ámbito territorial de
Castilla y León.

Artículo 2. Beneficiarios.

1. Podrán obtener la condición de beneficiario las siguientes personas físicas o jurídicas, públicas o privadas, que
reúnan los requisitos establecidos en el artículo 3 de la Orden TAS/718/2008, de 7 de marzo, y los establecidos en las
presentes bases reguladoras, en la fecha de publicación de la correspondiente convocatoria:

a) Subvenciones previstas en el artículo 1.2.a): Los titulares de centros de formación en general inscritos, y en su
caso acreditados, en el Registro de Centros y Entidades de Formación Profesional para el Empleo de Castilla y León
para la impartición de la correspondiente especialidad formativa, salvo los previstos en el artículo 2.1.b) de esta orden.

b) Subvenciones previstas en el artículo 1.2.b): Las organizaciones empresariales o sindicales más representativas,
que sean titulares de centros de formación inscritos, y en su caso acreditados, en el Registro de Centros y Entidades
de Formación Profesional para el Empleo de Castilla y León para la impartición de la correspondiente especialidad
formativa, directamente o a través de sus fundaciones o instituciones destinadas al desarrollo de acciones de formación.

En los supuestos de impartición de la formación en la modalidad de teleformación, los centros deberán estar
acreditados por el Servicio Público de Empleo Estatal.

2. Igualmente, podrán acceder a la condición de beneficiario las agrupaciones de personas físicas o jurídicas, públicas
o privadas, las comunidades de bienes o cualquier otro tipo de unidad económica o patrimonio separado que, aun
careciendo de personalidad jurídica, se encuentren en alguna de las situaciones a las que se refiere el apartado anterior.

3. No podrán obtener la condición de beneficiario aquellas personas  o entidades en quienes concurra alguna de las
circunstancias previstas en el artículo 13, apartados 2 y 3, de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de
Subvenciones. A estos efectos deberán cumplimentar la declaración responsable conforme al modelo normalizado que
al efecto se establezca en la convocatoria, y que estará disponible en la sede electrónica de la Administración de la
Comunidad de Castilla y León (https://www.tramitacastillayleon.jcyl.es) y en la página web de la Junta de Castilla y León
(www.jcyl.es). 

4. Tampoco podrán ser beneficiarias las entidades solicitantes que no acrediten la observancia o la exención, de la
obligación del cumplimiento de la normativa sobre integración laboral de personas con discapacidad, o, en su caso, la
no sujeción a dicha   obligación de conformidad con lo dispuesto en el artículo 3.2 del Decreto 75/2008, de 30 de octubre,
por el que se regula la acreditación del cumplimiento de la normativa para la integración laboral de las personas con
discapacidad y el establecimiento de criterios de valoración y preferencia en la concesión de subvenciones y ayudas



públicas de la Administración de la Comunidad de Castilla y León, según declaración responsable conforme al modelo
normalizado que a tal efecto se establezca en la convocatoria, disponible también en la sede electrónica de la
Administración de la Comunidad de Castilla y León (https://www.tramitacastillayleon.jcyl.es) y en la página web de la
Junta de Castilla y León (www.jcyl.es).

Artículo 3. Destinatarios de la actividad subvencionable.

Podrán ser destinatarios de las acciones formativas reguladas por las presentes bases los trabajadores  desempleados
y ocupados.

Los trabajadores desempleados deberán figurar inscritos como desempleados en el Servicio Público de Empleo de
Castilla y León, y en el caso de los trabajadores ocupados presentar la correspondiente solicitud, ante las Oficinas de
Empleo del Servicio Público de Empleo de Castilla y León o ante las entidades que desarrollen la actividad formativa,
quienes lo comunicarán al Servicio  Público de Empleo de Castilla y León.

Al tratarse de acciones formativas de formación de oferta dirigidas prioritariamente a trabajadores desempleados, la
participación de éstos deberá alcanzar al menos el 60 por ciento respecto de los trabajadores que inician la formación.

A tal efecto tendrá la consideración de trabajador desempleado la persona inscrita como demandante de empleo en
el Servicio Público de Empleo de Castilla y León. La consideración como trabajador ocupado o desempleado vendrá
determinada por la situación laboral en que se halle al inicio de la formación.

En todo caso los alumnos deberán cumplir los requisitos de acceso a la especialidad formativa conforme al programa
formativo correspondiente.

Artículo 4. Obligaciones de los beneficiarios.

1. Constituyen obligaciones de los beneficiarios las establecidas en:

a)  La Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones.

b)  El Real Decreto 887/2006, de 21 de julio, por el que se aprueba el Reglamento de la Ley 38/2003, de 17 de
noviembre, General de Subvenciones.

c)  La Ley 5/2008, de 25 de septiembre, de Subvenciones de la Comunidad de Castilla y León.

d)  El Real Decreto 395/2007, de 23 de marzo, por el que se regula el subsistema de formación profesional para el
empleo.

e)  El Real Decreto 34/2008, de 18 de enero, por el que se regulan los certificados de profesionalidad.

f)  La Orden TAS/718/2008, de 7 de marzo, por la que se desarrolla el Real Decreto 395/2007, de 23 de marzo, por
el que se regula el subsistema de formación profesional para el empleo, en materia de formación de oferta y se
establecen las bases reguladoras para la concesión de subvenciones públicas destinadas a su financiación.

g)  La Orden ESS/1897/2013, de 10 de octubre, por la que se desarrolla el Real Decreto 34/2008, de 18 de enero, por
el que se regulan los certificados de profesionalidad y los reales decretos por los que se establecen certificados de
profesionalidad dictados en su aplicación.

h)  Reglamento (UE) n.º 1303/2013 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 17 de diciembre de 2013, por el que
se establecen disposiciones comunes relativas al Fondo Europeo de Desarrollo Regional, al Fondo Social Europeo, al
Fondo de Cohesión, al Fondo Europeo Agrícola de Desarrollo Rural y al Fondo Europeo Marítimo y de la Pesca, y por
el que se establecen disposiciones generales relativas al Fondo Europeo de Desarrollo Regional, al Fondo Social
Europeo, al Fondo de Cohesión y al Fondo Europeo Marítimo y de la Pesca, y se deroga el Reglamento (CE) n.º
1083/2006 del Consejo, en el caso de cofinanciación por el Fondo Social Europeo.

i)  Reglamento (UE) n.º 1304/2013 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 17 de diciembre de 2013, relativo al
Fondo Social Europeo y por el que se deroga el Reglamento (CE) n.º 1081/2006 del Consejo, en el caso de
cofinanciación por el Fondo Social Europeo.

j)  Las presentes bases reguladoras.

k)  Las convocatorias efectuadas al amparo de las presentes bases.

l)  Las resoluciones de concesión de subvenciones dictadas al amparo de las presentes bases.

m) El resto de normativa de pertinente aplicación.
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2. En concreto son obligaciones del beneficiario:

a)  Cumplir y justificar ante el órgano concedente la realización de la actividad, el cumplimiento de los requisitos,
condiciones y el cumplimiento de la finalidad que determine la concesión de la subvención.

b)  Hacer constar, en los términos que establezcan las convocatorias, el carácter público de la financiación de la
actividad subvencionada y, en su caso, la cofinanciación por el Fondo Social Europeo. En este último supuesto, la
entidad beneficiaria deberá incluir en las actividades de información de las acciones formativas, publicaciones, material
didáctico y acreditaciones de la realización de la formación a entregar a los participantes el emblema del Fondo Social
Europeo.

c)  Garantizar la gratuidad de las acciones formativas para los participantes en la formación subvencionada.

d)  Colaborar en el procedimiento de selección de alumnos en los términos que a tal efecto establezca el Servicio
Público de Empleo de Castilla y León.

e)  Remitir a la Gerencia Provincial del Servicio Público de Empleo de Castilla y León la comunicación de inicio de la
acción formativa en el modelo que se establezca a tal efecto, incluida cualquier modificación posterior, y, en su caso, la
comunicación de su finalización, conforme al contenido, plazos y procedimiento que a tal efecto establezcan las
convocatorias. La falta de comunicación en los plazos establecidos implicará que la correspondiente acción formativa
se considere no realizada a efectos de la justificación de la subvención, salvo que la no comunicación en plazo se deba
a causas imprevistas, debidamente justificadas y comunicadas en el momento en que se produzcan.

f)  Informar a los alumnos de sus derechos y obligaciones, la gratuidad de la acción formativa para los participantes,
su financiación por el Servicio Público de Empleo Estatal y en su caso la cofinanciación por el Fondo Social Europeo.

g)  Aportar la información y documentación que se requiera durante la fase de instrucción del procedimiento, ejecución
de la formación y justificación de la subvención, así como conservar los documentos justificativos de la aplicación de
los fondos recibidos y de realización de la acción formativa, en tanto puedan ser objeto de las actuaciones de
comprobación y control.

h)  Someterse a las actuaciones de comprobación a efectuar por el órgano concedente así como cualesquiera otras
de comprobación y control financiero que puedan realizar los órganos de control competentes, tanto nacionales como
comunitarios, aportando cuanta información le sea requerida en el ejercicio de las actuaciones anteriores.

i)  Comunicar al órgano administrativo competente la obtención de otras subvenciones, ayudas, ingresos o recursos
que financien las actividades subvencionadas, con anterioridad a la justificación de la aplicación dada a los fondos
percibidos. Estos ingresos serán incompatibles con la subvención destinada a la misma finalidad, por lo que ésta será
minorada en la cantidad ya percibida.

j)  Colaborar en la realización de las actividades de evaluación y control de la calidad de la formación, debiendo
destinar el porcentaje de la subvención concedida que determine la convocatoria a la realización de dichas tareas.

k)  Justificar la realización de la acción formativa subvencionada así como los gastos generados por dicha actividad,
en la forma y plazos establecidos en las presentes bases. La falta de presentación de la justificación o justificación
insuficiente, llevará aparejada la pérdida del derecho al cobro de la subvención o el inicio del procedimiento de reintegro.

[...]
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I. COMUNIDAD DE CASTILLA Y LEÓN

A. DISPOSICIONES GENERALES

CONSEJERÍA DE ECONOMÍA Y EMPLEO
ORDEN EYE/541/2015, de 1 de julio, por la que se modifica la Orden EYE/452/2014, de 2 de junio, por la que se

establecen las bases reguladoras de las subvenciones públicas destinadas a la financiación de acciones de formación
profesional para el empleo, en su modalidad de oferta, dirigidas prioritariamente a trabajadores desempleados, en la
Comunidad de Castilla y León.

El Real Decreto-ley 4/2015, de 22 de marzo, para la reforma urgente del Sistema de Formación Profesional para el
Empleo en el ámbito laboral, introduce novedades de calado en la normativa aplicable a las subvenciones públicas
destinadas a la financiación de acciones de formación profesional para el empleo, en su modalidad de oferta, dirigidas
prioritariamente a trabajadores desempleados.

En aplicación del régimen transitorio previsto en la citada norma, resulta necesario proceder a la inmediata modificación
de la normativa reguladora de las subvenciones indicadas, con el fin de adecuarla a las previsiones de la reforma.

Así mismo, la experiencia acumulada en la gestión de estas acciones de formación profesional para el empleo, en su
modalidad de oferta, dirigidas prioritariamente a trabajadores desempleados en la Comunidad de Castilla y León
aconseja modificar y delimitar determinados extremos referidos a los criterios de valoración.

En consecuencia, de conformidad con lo establecido en la Ley 5/2008, de 25 de septiembre, de Subvenciones de la
Comunidad de Castilla y León, en la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones, y en virtud de las
atribuciones conferidas por la Ley 10/2003, de 8 de abril, de creación del Servicio Público de Empleo de Castilla y León
y por la Ley 3/2001, de 3 de julio, del Gobierno y de la Administración de la Comunidad de Castilla y León,

DISPONGO:
Artículo único.– Modificación de la Orden EYE/452/2014, de 2 de junio, por la que se establecen las bases reguladoras

de las subvenciones públicas destinadas a la financiación de acciones de formación profesional para el empleo, en su
modalidad de oferta, dirigidas prioritariamente a trabajadores desempleados, en la Comunidad de Castilla y León.

La Orden EYE/452/2014, de 2 de junio, por la que se establecen las bases reguladoras
de las subvenciones públicas destinadas a la financiación de acciones de formación profe-
sional para el empleo, en su modalidad de oferta, dirigidas prioritariamente a trabajadores
desempleados, en la Comunidad de Castilla y León, queda modificada como sigue:

Uno. El apartado 2 del artículo 1 queda redactado en los siguientes términos:

«2. El objeto de las subvenciones reguladas en las presentes bases está constituido por la realización de las acciones
formativas dirigidas prioritariamente a trabajadores desempleados que establezca la correspondiente convocatoria para
cada ámbito territorial y modalidad de impartición, en el marco de las especialidades incluidas en el Fichero de
especialidades formativas previsto en el artículo 20.3 del Real Decreto 395/2007, de 23 de marzo.»

Dos. El apartado 1 del artículo 2 queda redactado en los siguientes términos:

«1. Podrán obtener la condición de beneficiario las personas físicas o jurídicas, públicas o privadas, titulares de centros
de formación inscritos, y en su caso acreditados, en el Registro de Centros y Entidades de Formación Profesional para
el Empleo de Castilla y León para la impartición de la correspondiente especialidad formativa, que reúnan los requisitos
establecidos en el artículo 3 de la Orden TAS/718/2008, de 7 de marzo, y los establecidos en las presentes bases
reguladoras, en la fecha de publicación de la correspondiente convocatoria.

En los supuestos de impartición de la formación en la modalidad de teleformación, los centros deberán estar
acreditados por el Servicio Público de Empleo Estatal.»

[...]
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I. COMUNIDAD DE CASTILLA Y LEÓN

A. DISPOSICIONES GENERALES

CONSEJERÍA DE EMPLEO

ORDEN EMP/679/2015, de 7 de agosto, por la que se aprueban las bases regu-
ladoras que deben regir la concesión de subvenciones públicas destinadas a la finan-
ciación de planes de formación dirigidos prioritariamente a trabajadores ocupados en
la Comunidad de Castilla y León.

La oferta formativa para trabajadores ocupados tiene por objeto ofrecerles una formación que atienda a los
requerimientos de productividad y competitividad de las empresas, a las necesidades de adaptación a los cambios en
el sistema productivo y a las posibilidades de promoción profesional y desarrollo personal de los trabajadores, de forma
que les capacite para el desempeño cualificado de las distintas profesiones y les permita mejorar su empleabilidad. 

El Real Decreto-ley 4/2015, de 22 de marzo, para la reforma urgente del Sistema de Formación Profesional para el
Empleo en el ámbito laboral, introduce novedades de calado en la normativa aplicable a las subvenciones públicas
mediante convenios destinadas a la financiación de planes de formación de oferta dirigidos prioritariamente a
trabajadores ocupados.

En aplicación del régimen transitorio previsto en la citada norma, resulta necesario proceder a la inmediata modificación
de la normativa reguladora de las subvenciones indicadas, con el fin de adecuarla a las previsiones de la reforma. En
concreto, se debe configurar un nuevo régimen jurídico para los planes de formación dirigidos prioritariamente a
trabajadores ocupados previstos en el Real Decreto 395/2007, de 23 de marzo, por el que se regula el subsistema de
formación profesional en el empleo, vigentes hasta que se produzca el desarrollo reglamentario de la iniciativa de
formación para trabajadores ocupados prevista en el artículo 9.1 b) del Real Decreto-ley 4/2015, de 22 de marzo, que
contemple el régimen de concurrencia competitiva abierta sólo a entidades de formación acreditadas y/o inscritas en el
correspondiente registro, la prohibición de subcontratación, un nuevo régimen de anticipos y los porcentajes de
financiación máximos previstos para los costes indirectos. Todo ello, hace necesario llevar a cabo una revisión de la
anterior normativa, y por ello en aras al principio de eficacia y de seguridad jurídica, se hace conveniente dictar una
nueva normativa en esta materia, y derogar la anterior. 

En consecuencia, teniendo en cuenta las reglas contenidas en la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de
Subvenciones y su Reglamento de desarrollo, aprobado por Real Decreto 887/2006, de 21 de julio, la Ley 5/2008, de
25 de septiembre, de Subvenciones de la Comunidad de Castilla y León, supletoriamente, en aquellos aspectos
procedimentales no regulados en la normativa estatal o europea y en virtud de las competencias que tengo conferidas
por la Ley 10/2003, de Creación del Servicio Público de Empleo de Castilla y León, y por la Ley 3/2001, de 21 de julio,
del Gobierno y Administración de Castilla y León,

DISPONGO

Artículo único. Aprobación de las bases reguladoras.

Se aprueban las bases reguladoras que deben regir la concesión de subvenciones públicas destinadas a la
financiación de planes de formación de oferta dirigidos prioritariamente a trabajadores ocupados en la Comunidad de
Castilla y León, que se incorporan a esta disposición como Anexo I.

DISPOSICIÓN TRANSITORIA
Los procedimientos de concesión de subvenciones destinadas a la financiación de planes de formación dirigidos

prioritariamente a trabajadores ocupados en la Comunidad de Castilla y León que ya estuvieran iniciados con
anterioridad a la entrada en vigor de la presentes bases se tramitarán conforme al régimen jurídico vigente a la fecha
de publicación de la convocatoria.

DISPOSICIÓN DEROGATORIA ÚNICA
A la entrada en vigor de la presente orden quedará derogada la Orden EYE/676/2013, de 20 de agosto, por la que se

aprueban las bases reguladoras que deben regir la concesión de subvenciones públicas mediante convenios destinadas
a la financiación de planes de formación de oferta dirigidos prioritariamente a trabajadores ocupados en la Comunidad
de Castilla y León.
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DISPOSICIÓN FINAL
La presente orden entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el «Boletín Oficial de Castilla y León».

Valladolid, 7 de agosto de 2015.

La Consejera de Empleo,Fdo.: Rosa María Valdeón Santiago

ANEXO I

BASES REGULADORAS QUE DEBEN REGIR LA CONCESIÓN DE SUBVENCIONES
PÚBLICAS DESTINADAS A LA FINANCIACIÓN DE PLANES DE FORMACIÓN DE

OFERTA DIRIGIDOS PRIORITARIAMENTE A TRABAJADORES OCUPADOS EN LA
COMUNIDAD DE CASTILLA Y LEÓN

Base 1.ª Objeto.

1. Las presentes bases tienen por objeto regular las subvenciones públicas destinadas a la financiación de Planes de
Formación, dirigidos prioritariamente a trabajadores ocupados, referidos a la formación de oferta que regula el Real
Decreto 395/2007, de 23 de marzo, por el que se regula el Subsistema de Formación Profesional para el empleo,
desarrollado por la Orden TAS 718/2008 de 7 de marzo, en materia de formación de oferta, en el ámbito de la Comunidad
de Castilla y León.

2. Podrán ser objeto de la subvención que regula la presente orden los siguientes tipos de planes de formación de
oferta dirigidos prioritariamente a trabajadores ocupados:

a)  Planes de formación intersectoriales, compuestos por acciones formativas dirigidas a la adquisición de
competencias transversales en varios sectores de la actividad económica o de competencias específicas de un sector
para el reciclaje y recualificación de trabajadores de otros sectores, incluida la formación dirigida a la capacitación para
la realización de funciones propias de la representación legal de los trabajadores.

b)  Planes de formación intersectoriales, compuestos por acciones formativas dirigidas a la adquisición de
competencias transversales en varios sectores de la actividad económica o de competencias específicas de un sector
para el reciclaje y recualificación de trabajadores de otros sectores, incluida la formación dirigida a la capacitación para
la realización de funciones propias de la representación legal de los trabajadores, dirigidos a la formación específica de
los colectivos de trabajadores y socios de la economía social, siempre que aporten actividad económica.

c)  Planes de formación intersectoriales, compuestos por acciones formativas dirigidas a la adquisición de
competencias transversales en varios sectores de la actividad económica o de competencias específicas de un sector
para el reciclaje y recualificación de trabajadores de otros sectores, incluida la formación dirigida a la capacitación para
la realización de funciones propias de la representación legal de los trabajadores, dirigidos a la formación específica
del colectivo de autónomos.

d)  Planes de formación sectoriales que se compondrán de acciones formativas dirigidas a la formación de trabajadores
de un sector productivo concreto, con el fin de desarrollar acciones formativas de interés general para el mencionado
sector y satisfacer necesidades específicas de formación del mismo. Las acciones específicas programadas en este
tipo de planes también podrán dirigirse al reciclaje y la recualificación de trabajadores procedentes de sectores en
situación de crisis.

e)  Planes de formación integrados por las acciones formativas vinculadas a la obtención de certificados de
profesionalidad a través de módulos formativos de los mismos, definidas como prioritarias por el Servicio Público de
Empleo de Castilla y León.

3. Las resoluciones de convocatoria de las subvenciones a que se refieren las presentes bases reguladoras fijarán
los tipos de planes de formación de oferta dirigidos prioritariamente a trabajadores ocupados que serán objeto de
subvención a través de las mismas, así como el número máximo de planes de formación a financiar de cada tipo de los
convocados. 

4. Las resoluciones de convocatoria de las subvenciones a que se refieren las presentes bases reguladoras fijarán,
a propuesta de la Comisión Ejecutiva de Formación para el Empleo de la Fundación para el Anclaje Empresarial y la
Formación para el Empleo en Castilla y León, las acciones formativas consideradas prioritarias para cada uno de los
tipos de planes de formación de oferta dirigidos prioritariamente a trabajadores ocupados, que deberán incluir, al menos,
aquellas relacionadas con las competencias de idiomas, ofimática y tecnologías de la información y comunicación,
conocimientos financieros, jurídicos y del funcionamiento de las Administraciones públicas, así como las que tratan de
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anticipar la formación al nuevo modelo productivo, apostando por los sectores más innovadores. Los planes de formación
deberán estar integrados por las acciones formativas calificadas como prioritarias. 

5. La duración de la ejecución de planes de formación dirigidos prioritariamente a trabajadores ocupados, será anual
o plurianual, según lo que establezca la respectiva resolución de convocatoria. Las fechas límites de inicio y finalización
de los planes de formación se establecerán en las correspondientes convocatorias.

6. Los planes de formación tendrán que contener la siguiente información:

•  Ámbito de aplicación del plan.

•  Objetivos y contenidos.

•  Acciones formativas a desarrollar, con indicación, en su caso, de las vinculadas al Catálogo de Nacional de
Cualificaciones Profesionales y, dentro de éstas, a qué certificado o certificados de profesionalidad van dirigidas.

•  Colectivos destinatarios, desglosados por los colectivos prioritarios en virtud de lo establecido en el apartado 8 de
la base quinta de esta orden.

•  Coste previsto de las acciones formativas.

•  Instalaciones y medios previstos para dar las acciones formativas.

•  Experiencia en acciones formativas relacionadas con el plan de formación.

7. Los planes de formación se financiarán con cargo a los créditos asignados en los Presupuestos Generales de la
Comunidad de Castilla y León, de conformidad con lo que establece el artículo 86 de la Ley 47/2003, de 26 de noviembre,
General Presupuestaria. De conformidad con lo dispuesto en el Reglamento (UE) núm. 1303/2013 del Parlamento
Europeo y del Consejo, de 17 de diciembre de 2013, por el que se establecen disposiciones comunes relativas al Fondo
Europeo de Desarrollo Regional, al Fondo Social Europeo, al Fondo de Cohesión, al Fondo Europeo Agrícola de
Desarrollo Rural y al Fondo Europeo Marítimo y de la Pesca, y por el que se establecen disposiciones generales relativas
al Fondo Europeo de Desarrollo Regional, al Fondo Social Europeo, al Fondo de Cohesión y al Fondo Europeo Marítimo
y de la Pesca, y se deroga el Reglamento (CE) n.º 1083/2006 del Consejo y el Reglamento (UE) n.º 1304/2013 del
Parlamento Europeo y del Consejo, de 17 de diciembre de 2013, relativo al Fondo Social Europeo y por el que se deroga
el Reglamento (CE) n.º 1081/2006, del Consejo las ayudas previstas en la presente orden, podrán ser cofinanciadas
por el Fondo Social Europeo (FSE), en función de la ejecución de la programación del Fondo, y el criterio de selección
de las operaciones correspondiente. En el supuesto de que la formación esté cofinanciada por el Fondo Social Europeo,
la convocatoria incluirá desglosados los criterios y porcentajes de cofinanciación. Las resoluciones de convocatoria de
las subvenciones a que se refieren las presentes bases reguladoras fijarán la cuantía correspondiente a cada una de
los diversos tipos de planes de formación que se convoquen, desglosados, y determinando las correspondientes
aplicaciones presupuestarias a que se imputen. Igualmente podrán establecer que, a la financiación que se determine,
podrá añadirse una cuantía adicional, cuyo porcentaje se establecerá en la convocatoria, así como el carácter estimativo
de la distribución, en cuyo caso la alteración de dicha distribución no precisará de nueva convocatoria, pero sí de las
modificaciones que procedan en el expediente de gasto antes de la resolución de concesión.

Base 2.ª Régimen jurídico.

En todo lo no previsto en esta orden será de aplicación la Ley 38/2003, de 17 de noviembre General de Subvenciones
y su normativa básica de desarrollo y, supletoriamente, en aquellos aspectos procedimentales no regulados en la
normativa estatal o europea, la Ley 5/2008, de 25 de septiembre, de Subvenciones de Castilla y León, así como la Ley
30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo
Común, el Real Decreto-ley 4/2015, de 22 de marzo, para la reforma urgente del Sistema de Formación Profesional
para el Empleo en el ámbito laboral, el Real Decreto 395/2007, de 23 de marzo, por el que se regula el subsistema de
formación profesional para el empleo, la Orden TAS/718/2008, de 7 de marzo, que desarrolla el Real Decreto 395/2007,
de 23 de marzo, en materia de formación de oferta y se establecen las bases reguladoras para la concesión de
subvenciones públicas destinadas a su financiación, y cualquier otra disposición normativa aplicable por razón de la
materia. 

Base 3.ª Requisitos de los beneficiarios.

1. Podrán ser beneficiarios de las subvenciones destinadas a la financiación de los planes de formación dirigidos
prioritariamente a trabajadores ocupados regulados en esta orden, todas las entidades de formación inscritas y, en su
caso, acreditadas, en el Registro de Centros y Entidades de Formación Profesional para el Empleo de Castilla y León,
creado por Decreto 69/2011, de 22 de diciembre, para la impartición de la correspondiente especialidad formativa.
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2. Igualmente, podrán acceder a la condición de beneficiario las agrupaciones formadas por entidades de formación
inscritas y, en su caso, acreditadas, en el Registro de Centros y Entidades de Formación Profesional para el Empleo de
Castilla y León. Cuando se trate de agrupaciones sin personalidad jurídica, deberá hacerse constar expresamente en
la solicitud y en la resolución de concesión, los compromisos de ejecución asumidos por cada miembro de la agrupación,
así como el importe de la subvención a aplicar a cada uno de ellos, que tendrán igualmente la condición de beneficiarios.
Los instrumentos de formalización de dichas agrupaciones sin personalidad jurídica propia deberán estar realizados
con carácter previo a la fecha de solicitud de la subvención. Entre las entidades de formación agrupadas deberá
formalizarse un compromiso de ejecución por escrito, concretando qué partes del proyecto realizará cada miembro de
la agrupación y será suscrito por la representación legal de las mismas, y se remitirá copia compulsada al Servicio
Público de Empleo de Castilla y León junto con la solicitud de subvención y concretarán los compromisos de ejecución
de cada uno de los miembros de la agrupación y el compromiso de responsabilidad solidaria de sus miembros frente al
Servicio Público de Empleo de Castilla y León y de no disolución en tanto no hayan transcurrido los plazos de
prescripción legalmente previstos. Deberá nombrarse un representante o apoderado único de la agrupación, con poderes
bastantes, para cumplir las obligaciones que, como beneficiario, corresponden a la agrupación. Las convocatorias, en
el marco de la normativa aplicable, establecerán las condiciones y forma de acreditación de lo previsto en este apartado.

3. Será requisito inexcusable la acreditación del cumplimiento de la normativa sobre la integración laboral de personas
con discapacidad o de la no sujeción a la misma, o, en su caso, de la exención de dicha obligación, en los términos
previstos en el Real Decreto 364/2005, de 8 de abril, por el que se regula el cumplimiento alternativo con carácter
excepcional de la cuota de reserva a favor de los trabajadores con discapacidad, según establece el Decreto 75/2008,
de 30 de octubre, por el que se regula la acreditación del cumplimiento de la normativa para la integración laboral de
las personas con discapacidad y el establecimiento de criterios de valoración y preferencia en la concesión de
subvenciones y ayudas públicas de la Administración de la Comunidad de Castilla y León, según la forma que se
determine en la convocatoria. 

4. No podrán obtener la condición de beneficiarias aquellas entidades en las cuales concurran alguna de las siguientes
circunstancias:

a)  Haber sido condenadas mediante sentencia firme a la pena de pérdida de la posibilidad de obtener subvenciones
o ayudas públicas o por delitos de prevaricación, cohecho, malversación de caudales públicos, tráfico de influencias,
fraudes y exacciones ilegales o delitos urbanísticos.

b)  Haber solicitado la declaración de concurso voluntario, haber sido declarados insolventes en cualquier
procedimiento, hallarse declarados en concurso, salvo que en éste haya adquirido la eficacia un convenio, estar sujetos
a intervención judicial o haber sido inhabilitados conforme a la Ley 22/2003, de 9 de julio, Concursal, sin que haya
concluido el período de inhabilitación fijado en la sentencia de calificación del concurso.

c)  Haber dado lugar, por causa de la que hubiesen sido declarados culpables, a la resolución firme de cualquier
contrato celebrado con la Administración.

d)  Estar incursa la persona física, los administradores de las sociedades mercantiles o aquellos que ostenten la
representación legal de otras personas jurídicas, en alguno de los supuestos de la Ley 3/2015, de 30 de marzo,
reguladora del ejercicio del alto cargo de la Administración General del Estado, de la Ley 53/1984, de 26 de diciembre,
de Incompatibilidades del Personal al Servicio de las de las Administraciones Públicas, o tratarse de los cargos electivos
regulados en la Ley Orgánica 5/1985, de 19 de junio, de Régimen Electoral General, en los términos establecidos en la
misma o en la normativa autonómica que regule esta materia.

e)  No hallarse al corriente en el cumplimiento de las obligaciones tributarias frente a la Agencia Estatal de
Administración Tributaria o frente a la Seguridad Social impuestas por las disposiciones vigentes. Asimismo, no debe
mantener deudas o sanciones de naturaleza tributaria en período ejecutivo con la Hacienda de la Comunidad de Castilla
y León salvo que se encuentren aplazadas, fraccionadas o cuya ejecución estuviese suspendida. Este requisito será
exigible, en todo caso, previamente al momento en que el órgano instructor realice la propuesta de resolución de
concesión, y antes de producirse la propuesta de pago.

f)  Tener la residencia fiscal en un país o territorio calificado reglamentariamente como paraíso fiscal.

g)  No hallarse al corriente de pago de obligaciones por reintegro de subvenciones, debiendo haber realizado, o en
su caso, garantizado las devoluciones de cantidades concedidas y pagadas en convocatorias anteriores y cuya
devolución le haya sido exigida mediante reclamación previa a la vía ejecutiva o mediante resolución de procedencia
de reintegro, salvo que las deudas estén aplazadas, fraccionadas o se hubiera acordado la suspensión con ocasión de
la impugnación de la correspondiente resolución de reintegro.

h)  Haber sido sancionado mediante resolución firme con la pérdida de la posibilidad de obtener subvenciones
conforme a la Ley General de Subvenciones u otras leyes que así lo establezcan.

i)  No cumplir los restantes requisitos exigidos en el artículo 13 de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de
Subvenciones, para obtener la condición de beneficiario de la subvención.
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j)  Tampoco podrán ser beneficiarias las entidades solicitantes que no acrediten la observancia o la exención, de la
obligación del cumplimiento de la normativa sobre integración laboral de personas con discapacidad, o, en su caso, la
no sujeción a dicha obligación de conformidad con lo dispuesto en el artículo 3.2 del Decreto 75/2008, de 30 de octubre,
por el que se regula la acreditación del cumplimiento de la normativa para la integración laboral de las personas con
discapacidad y el establecimiento de criterios de valoración y preferencia en la concesión de subvenciones y ayudas
públicas de la Administración de la Comunidad de Castilla y León. 

5. Las entidades solicitantes deberán justificar ante el Servicio Público de Empleo de Castilla y León que no están
incursas en ninguna de las prohibiciones señaladas en el apartado anterior. Esta justificación se realizará mediante una
declaración responsable.

Base 4.ª Obligaciones de los beneficiarios.

Sin perjuicio de las obligaciones establecidas en la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones, en
la Ley 5/2008, de 25 de septiembre, de Subvenciones de Castilla y León, en el artículo 17 del Real Decreto Ley 4/2015,
de 22 de marzo, para la reforma urgente del Sistema de Formación Profesional para el empleo en el ámbito laboral, y
en el Real Decreto 395/2007, de 23 de marzo y en la Orden TAS/718/2008, de 7 de marzo según lo dispuesto en la
Disposición transitoria primera del Real Decreto Ley 4/2015, de 22 de marzo, las entidades beneficiarias, deberán
cumplir las siguientes obligaciones:

a)  Cumplir y justificar ante el órgano concedente la realización de la actividad, el cumplimiento de los requisitos,
condiciones, y el cumplimiento de la finalidad que determine la concesión de la subvención.

b)  Aportar la información y documentación que se requiera durante la fase de instrucción del procedimiento, ejecución
de la formación y justificación de la subvención, así como tener a disposición de los órganos de control competentes
los documentos acreditativos de la asistencia de los trabajadores a las acciones formativas.

c)  Informar a los participantes de sus derechos y obligaciones, la gratuidad de la acción formativa, su financiación
por el Servicio Público de Empleo Estatal y, en su caso, la cofinanciación por el Fondo Social Europeo. 

d)  Comunicar a la Administración competente la obtención de otras subvenciones, ayudas, ingresos o recursos que
financien las actividades subvencionadas, con anterioridad a la justificación de la aplicación dada a los fondos percibidos.
Estos ingresos serán incompatibles con la subvención destinada a la misma finalidad, por lo que ésta será minorada en
la cantidad ya percibida.

e)  Acreditar con anterioridad a dictarse la propuesta de resolución de concesión de la subvención y al pago de la
misma que se encuentra al corriente en el cumplimiento de sus obligaciones tributarias y frente a la Seguridad Social,
en la forma que se determine en las convocatorias, sin perjuicio de lo previsto en el apartado 4 del artículo 22 del Real
Decreto 887/2006, de 21 de julio, por el que se aprueba el Reglamento de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General
de Subvenciones. Asimismo, deberá acreditar no mantener deudas o sanciones de naturaleza tributaria en período
ejecutivo con la Hacienda de la Comunidad de Castilla y León salvo que se encuentren aplazadas, fraccionadas o cuya
ejecución estuviese suspendida.

f)  Hacer constar el carácter público de la financiación de la actividad subvencionada, haciendo constar expresamente,
en lugar visible, que las acciones formativas se han financiado con cargo a los fondos recibidos del Servicio Público de
Empleo Estatal y, en su caso, la cofinanciación del Fondo Social Europeo, incorporando los logos correspondientes
junto a los identificativos del Servicio Público de Empleo de Castilla y León.

g)  Remitir al órgano competente una comunicación de inicio de la formación que va a desarrollar, incluida cualquier
modificación posterior, y, en su caso, la comunicación de finalización, conforme al contenido, plazos y procedimiento
que a tal efecto establezcan las convocatorias. La falta de comunicación en los plazos establecidos implicará que la
correspondiente acción formativa o grupo de participantes se considere no realizada a efectos de la justificación de la
subvención, salvo que la no comunicación en plazo se deba a causas imprevistas, debidamente justificadas y
comunicadas en el momento en que se produzcan.

h)  Los beneficiarios deberán realizar una evaluación y control de la calidad de la formación conforme al artículo 37.4
del Real Decreto 395/2007 y el artículo 33.5 de la Orden TAS/718/2008, de 7 de marzo, siguiendo los criterios e
indicadores básicos que para dicha evaluación se determinen en la correspondiente convocatoria. En la convocatoria
se determinará la parte de la subvención destinada a esta finalidad y el tamaño de la muestra representativa a evaluar
de los grupos de formación que se impartan.

i)  Informar por escrito al Servicio Público de Empleo de Castilla y León de cualquier cambio referido a la representación
legal de la entidad, sede, razón social, así como cualquier modificación en sus estatutos, que tenga relevancia o
trascendencia para el objeto de la convocatoria.

j)  Disponer de los libros contables, registros diligenciados y demás documentos debidamente auditados en los
términos exigidos por la legislación mercantil y sectorial aplicable al beneficiario, con la finalidad de garantizar el
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adecuado ejercicio de las facultades de comprobación y control y recoger en su contabilidad los gastos imputados a
cada una de las acciones de forma separada o por cualquier medio que permita su identificación y, en su caso, disponer
de una pista de auditoría adecuada en los términos establecidos en el Reglamento (UE) núm. 1303/2013 del Parlamento
Europeo y del Consejo, de 17 de diciembre de 2013, y en el Reglamento (UE) n.º 1304/2013 del Parlamento Europeo
y del Consejo, de 17 de diciembre de 2013,en relación con la disponibilidad de los documentos justificativos.

k)  Conservar, durante un plazo de 4 años, los justificantes de la realización de la actividad que fundamenta la
concesión de la subvención, así como de la aplicación de los fondos recibidos, computado desde la finalización del
plazo establecido para la presentación de la documentación justificativa de la subvención, salvo en los supuestos de
documentación justificativa gastos relativos a acciones cofinanciadas por el Fondo Social Europeo, en cuyo caso, habrá
que estar a lo dispuesto en la normativa reguladora del mismo. 

l)  Contratar una póliza de seguro de accidentes personales que cubra para cada uno de los alumnos de los cursos
en caso de muerte o invalidez, el capital que determine la convocatoria, en ambos casos derivado del riesgo de
accidentes durante el desplazamiento, por cualquier medio y durante la asistencia a cualquier fase de los cursos en
que participen los alumnos.

m)  Justificar la realización del plan de formación así como los gastos generados por dicha actividad en la forma y
plazos que se establezcan en las correspondientes convocatorias. La falta de presentación de la justificación o
justificación insuficiente llevará aparejada la pérdida del derecho al cobro de la subvención o el inicio del procedimiento
de reintegro. 

n)  Incorporar participantes en módulos formativos vinculados al Catálogo Nacional de las Cualificaciones
Profesionales, para la obtención de certificados de profesionalidad, en el porcentaje mínimo establecido en la
correspondiente convocatoria.

ñ)  Cumplir con las demás obligaciones establecidas en el artículo 14 de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, en lo
no previsto expresamente en este artículo.

Base 5.ª Destinatarios de la formación y Ejecución del Plan de Formación.

1. Podrán participar en las acciones formativas incluidas en los planes de formación, los trabajadores por cuenta
propia o ajena, cuyo centro de trabajo esté ubicado en Castilla y León, y coticen por cualquier régimen de la Seguridad
Social o equivalentes, y los socios trabajadores y de trabajo de las cooperativas, sociedades laborales y empresas y
entidades de la economía social.

2. El porcentaje de trabajadores desempleados que podrán participar en esta formación se determinará en la
correspondiente convocatoria, no pudiendo, en ningún caso, superar el cuarenta por ciento respecto del total de
participantes que inician la formación. El cómputo de dicho porcentaje se efectuará respecto de los participantes de
cada plan de formación financiado. Los trabajadores desempleados deberán figurar inscritos como desempleados en
el Servicio Público de Empleo de Castilla y León.

A tal efecto, la consideración como trabajadores ocupados o desempleados vendrá determinada por la situación
laboral en que se hallen al inicio de la formación. No será objeto de minoración económica el cambio de situación laboral
del trabajador que se produzca a partir de la solicitud de su participación en la acción formativa, siempre que no se
superen los límites porcentuales señalados en el párrafo anterior.

Se considerarán, a estos efectos, como ocupados los trabajadores que se encuentren en alguna de las siguientes
situaciones:

–  Trabajadores fijos discontinuos en los períodos de no ocupación.

–  Trabajadores que accedan a situación de desempleo cuando se encuentren en período formativo.

–  Trabajadores acogidos a regulación de empleo en sus períodos de suspensión de empleo por expediente realizado
conforme al Real Decreto 1483/2012, de 29 de octubre, por el que se aprueba el Reglamento de los procedimientos de
despido colectivo y de suspensión de contratos y reducción de jornada. 

3. De conformidad con el artículo 5.1.b) del Real Decreto 395/2007, de 23 de marzo, modificado por la disposición
final tercera del Real Decreto 615/2007, de 11 de mayo, por el que se regula la Seguridad Social de los cuidadores de
las personas en situación de dependencia, los cuidadores no profesionales podrán participar en la formación de oferta
sectorial de referencia en los ámbitos de servicios de atención a las personas dependientes y desarrollo de la promoción
de la autonomía personal, centros y servicios de atención a personas con discapacidad, acción e intervención social y
sanidad.

4. En los planes de formación dirigidos prioritariamente a los trabajadores ocupados que tengan carácter intersectorial
podrán participar trabajadores de las Administraciones públicas siempre que no superen el 10 por 100 del total de
participantes de cada plan de formación.



247

VII. Orden EMP/679/2015, Bases Reguladoras Formación Ocupados en Castilla y León (Extractos)

5. Los trabajadores descritos que deseen participar en las acciones formativas deberán solicitar su participación ante
las entidades que ejecuten el plan de formación, en el modelo que se apruebe en la convocatoria. La resolución de
convocatoria determinará la posibilidad de preinscripción a los cursos aprobados que ofrecerá el Servicio Público de
Empleo de Castilla y León a través de su página web. 

6. La selección de los trabajadores la realizará la entidad beneficiaria atendiendo a las prioridades del plan de
formación y a criterios objetivos y de igualdad. En todo caso, los alumnos deberán cumplir los requisitos de acceso a la
especialidad formativa conforme al programa formativo correspondiente.

7. El número de horas diarias no podrá ser superior a ocho horas si la formación se reparte en jornada de mañana y
tarde. Si se realiza en formato de jornada continuada, la duración máxima diaria será de seis horas. La impartición de
las acciones formativas que integren el plan de formación se ajustará al programa formativo de la correspondiente
especialidad incluida en el Fichero de especialidades formativas o el correspondiente aprobado en la convocatoria.
Ningún trabajador podrá realizar dos o más veces la misma acción formativa en el mismo período de programación, ni
podrá simultanear su participación en más de una acción formativa financiada por el Servicio Público de Empleo de
Castilla y León.

8. Con la finalidad de garantizar el acceso a la formación de los colectivos con mayor dificultad de acceso y
mantenimiento en el mercado de trabajo, la convocatoria determinará los colectivos que tendrán prioridad para participar
en la formación. El incumplimiento de los criterios de prioridad fijados en la misma o comprometidos por la entidad
beneficiaria conllevará la reducción proporcional de la subvención concedida. 

9. Los trabajadores pertenecientes a la plantilla de una entidad de formación que actúe como beneficiaria o proveedora
de la formación de oferta para trabajadores ocupados, podrán participar en las acciones formativas que aquella gestione
hasta un límite del 10 por ciento del total de participantes sin superar, en ningún caso, el límite del 10 por ciento del
total de sus trabajadores en plantilla. 

[...]
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I. COMUNIDAD DE CASTILLA Y LEÓN

A. DISPOSICIONES GENERALES

CONSEJERÍA DE EMPLEO

ORDEN EMP/669/2015, de 31 de julio, por la que se establecen las bases regu-
ladoras de las subvenciones del Programa de Orientación, Formación e Inserción (OFI).

La Comunidad de Castilla y León cuenta, como base de su actuación en materia de políticas públicas destinadas a
la generación de nueva actividad económica y de empleo, con la Estrategia Integrada de Empleo, Formación Profesional,
Prevención de Riesgos Laborales e Igualdad en el Trabajo 2012-2015 y el III Acuerdo Marco para la Competitividad e
Innovación Industrial, cuya vigencia se extiende hasta el año 2020.

La Estrategia Integrada de Empleo, Formación Profesional, Prevención de Riesgos Laborales e Igualdad en el Empleo
fue aprobada por Acuerdo de 2 de marzo de 2012 del Consejo del Diálogo Social de Castilla y León, tiene vigencia para
el período 2012-2015 en el ámbito territorial de la Comunidad Autónoma de Castilla y León; se concibe como
complementaria y subsidiaria frente a las actuaciones que se planteen a nivel nacional, se configura como referencia
básica para la definición de los Planes anuales de Políticas de Empleo a elaborar en el Marco de la Estrategia Española
de Empleo, y constituye un Plan Estratégico de subvenciones en los términos previstos en el artículo 8.1 y la disposición
adicional decimotercera de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones, y en el artículo 4 de la Ley
5/2008, de 25 de septiembre, de subvenciones de la Comunidad de Castilla y León.

Esta Estrategia incorpora el VI Plan Regional de Empleo que, integrado con los correspondientes a la formación
profesional, la igualdad en el empleo y la prevención de riesgos laborales pretende contribuir a la generación de la
actividad económica, al mantenimiento del empleo, a la creación de nuevos puestos de trabajo con la máxima calidad
y seguridad, promoviendo la cualificación de los trabajadores para conseguir su ocupación efectiva. 

La evolución actual de nuestra economía presenta un contexto de recuperación. La situación de la economía de
nuestra Comunidad, en la misma dirección que la española, ha mejorado en relación a años anteriores. Esta situación
de mayor actividad económica ha tenido un reflejo, aún pequeño, en los datos de desempleo que acumulan ya un
periodo de bajas en cómputo interanual. A pesar de ello el desempleo sigue siendo un realidad que afecta a más de
225.000 personas en nuestra Comunidad, por lo que continúa siendo un objetivo prioritario e irrenunciable la generación
de actividad y la consiguiente creación de empleo que permita la incorporación de nuevos trabajadores, especialmente
en aquellos colectivos con especiales dificultades de inserción.

Por ello, desde la Junta de Castilla y León se continuarán reforzando la materialización de los Programas recogidos
en la Estrategia Integrada y claro ejemplo de ello es el Plan de Estímulos para el crecimiento y el empleo 2015, rubricado
el 30 de diciembre de 2014, que potencia, entre las medidas destinadas a la prestación de servicios a los trabajadores,
el Programa de orientación, formación e inserción (OFI). 

La finalidad de este programa es la mejora de la capacidad de inserción de los trabajadores desempleados y su
cualificación profesional, mediante el desarrollo de «itinerarios integrados de orientación, formación e inserción laboral»
a través de los cuales se realizará un acompañamiento integral y continuo al trabajador desempleado, basado en una
orientación profesional adecuada y una búsqueda activa de empleo, siendo la formación una parte más de este
acompañamiento y comprometiéndose la entidad beneficiaria a un mínimo de inserción.

Dicha finalidad del programa determina que las subvenciones reguladas en la presente orden puedan considerarse
compatibles con el mercado interior en los términos previstos en el artículo 107, apartado 3, del Tratado de
Funcionamiento de la Unión Europea, y que, de conformidad con el artículo 108, apartado 3, del Tratado sean objeto
de notificación a la Comisión Europea para que proceda a la evaluación de la compatibilidad de este régimen de ayudas.

Por otra parte, la oferta de formación que se proponga en los itinerarios antes citados, deberá tener en cuenta las
previsiones normativas recogidas en el reciente Real Decreto-Ley 4/2015, de 22 de marzo, para la reforma urgente del
Sistema de Formación Profesional para el Empleo en el ámbito laboral.

Asimismo, en la medida que dicha formación se dirija a la obtención de certificados de profesionalidad deberá tener
en cuenta la regulación que de los mismos se hace en el Real Decreto 34/2008, de 18 de enero, por el que se regula
los certificados de profesionalidad y en la Orden ESS/1897/2013, de 10 de octubre, que lo desarrolla, así como en la
Orden EYE/867/2013, de 22 de octubre, por la que se crea el Registro de Certificados de Profesionalidad y
Acreditaciones Parciales Acumulables expedidas en Castilla y León y se establece el procedimiento de expedición e
inscripción.

VIII. Orden EMP/669/2015, Bases Reguladoras Programa de Orientación, Formación e Inserción (OFI) (Extractos)

249



250

Las entidades que participen en este programa deberán ser titulares de centros inscritos y/o acreditados tal y como
se establece en el Decreto 69/2011, de 22 de diciembre, por el que se crea el Registro de Centros y Entidades de
Formación Profesional para el Empleo de Castilla y León.

La Ley 10/2003, de 8 de abril, de Creación del Servicio Público de Empleo de Castilla y León, establece en su artículo
4 las funciones de este Organismo, señalándose en el apartado 3.a) que le corresponde la elaboración y gestión de las
acciones del Plan de Formación Ocupacional de la Comunidad de Castilla y León.

Por su parte, la Ley 38/2003, de 17 de de noviembre, General de Subvenciones, establece que con carácter previo
al otorgamiento de subvenciones, deberán aprobarse la bases reguladoras de concesión.

En su virtud, oído el Consejo General de Empleo, teniendo en cuenta las reglas contenidas en la Ley 38/2003, de 17
de noviembre, General de Subvenciones, en su Reglamento de desarrollo aprobado por el Real Decreto 887/2006, de
21 de julio y en la Ley 5/2008, de 25 de septiembre, de Subvenciones de la Comunidad de Castilla y León, y en virtud
de las atribuciones conferidas por la Ley 10/2003, de 8 de abril, de Creación del Servicio Público de Empleo de Castilla
y León y la Ley 3/2001, de 3 de julio, del Gobierno y de la Administración de la Comunidad de Castilla y León,

DISPONGO

CAPÍTULO I

Disposiciones Generales

Artículo 1. Objeto y ámbito de aplicación. 

1.– Las subvenciones reguladas en la presente orden tienen por finalidad la financiación de actuaciones dirigidas a
trabajadores desempleados, inscritos en el Servicio Público de Empleo de Castilla y León y que contribuyan a mejorar
su cualificación profesional y su capacidad de inserción laboral, a través del Programa de orientación, formación e
inserción (OFI).

2.– Las subvenciones objeto de este programa se concederán en régimen de concurrencia competitiva.

3.– Las presentes bases serán de aplicación a los itinerarios integrados que se desarrollen, al amparo del citado
Programa, en el ámbito territorial de la Comunidad de Castilla y León.

Artículo 2. Beneficiarios. 

1.– Podrán ser beneficiarios de estas subvenciones, en los términos establecidos en la presente orden, las personas
físicas, las personas jurídicas con ánimo de lucro que tengan naturaleza privada, las personas jurídicas sin ánimo de
lucro y las comunidades de bienes.

En cualquier caso, deberán ser titulares de algún centro de formación que se encuentre inscrito y, en su caso,
acreditado, a la fecha de publicación de la correspondiente convocatoria de subvenciones, en el Registro de centros y
entidades de Formación Profesional para el Empleo de Castilla y León.

Los centros de formación mencionados deberán estar radicados en Castilla y León, y ejecutar los proyectos en este
territorio.

2.– No podrán obtener la condición de beneficiarios del presente programa aquellas personas o entidades en quienes
concurra alguna de las circunstancias previstas en el artículo 13, apartados 2 y 3, de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre,
General de Subvenciones. A estos efectos deberán cumplimentar la declaración responsable conforme al modelo
normalizado de solicitud que al efecto se establezca en la convocatoria, y que estará disponible en la sede electrónica
de la Administración de la Comunidad de Castilla y León (www.tramitacastillayleon.jcyl.es) y en la página web de la
Junta de Castilla y León (www.jcyl.es).

3.– Tampoco podrán ser beneficiarias las entidades solicitantes que no acrediten la observancia o la exención de la
obligación del cumplimiento de la normativa sobre integración laboral de personas con discapacidad o, en su caso, la
no sujeción a dicha obligación, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 3.2 del Decreto 75/2008, de 30 de octubre,
por el que se regula la acreditación del cumplimiento de la normativa para la integración laboral de las personas con
discapacidad y el establecimiento de criterios de valoración y preferencia en la concesión de subvenciones y ayudas
públicas de la Administración de la Comunidad de Castilla y León, según declaración responsable que se formalizará
en el anexo correspondiente, disponible también en la sede electrónica de la Administración de la Comunidad de Castilla
y León (www.tramitacastillayleon.jcyl.es) y en la página web de la Junta de Castilla y León (www.jcyl.es).

Normativa de ámbito autonómico

250



Artículo 3. Destinatarios de la actividad subvencionable.

1.– Serán destinatarios de las acciones realizadas en este programa los trabajadores desempleados inscritos como
demandantes de empleo en el Servicio Público de Empleo de Castilla y León y tengan acreditados en su Oficina de
Empleo los requisitos de titulación y/o experiencia profesional exigidos por la normativa reguladora de la especialidad
formativa incluida en el itinerario de que se trate.

Los destinatarios deberán tener actualizados los datos personales y profesionales que figuren en su demanda de
empleo y que determinen el cumplimiento de requisitos para participar en las acciones que integran el itinerario.

No podrán ser destinatarios los desempleados inscritos como «demandantes de otros servicios».

2.– El demandante de empleo tiene que estar en alta al inicio del proyecto y al inicio de la acción formativa en que
participe.

La consideración como trabajadores desempleados vendrá determinada por la situación laboral en que se hallen al
inicio del proyecto y de la formación.

Los trabajadores desempleados participantes en las acciones formativas que durante el desarrollo de las mismas
pasen a la situación de ocupados podrán continuar realizándolas, siempre que su jornada laboral les permita asistir y
seguir con aprovechamiento el curso de que se trate conforme a lo establecido en la presente orden, y no incurran en
alguna de las causas de exclusión de las acciones formativas, asimismo, previstas.

3.– No podrán participar como destinatarios de los itinerarios, las personas que realicen funciones de dirección y/o
coordinación de los mismos.

4.– Los destinatarios que participen en las acciones formativas incluidas en los itinerarios integrados objeto de este
programa, no podrán participar simultáneamente en ninguna otra acción de formación profesional para el empleo
financiada por los Servicios Públicos de Empleo.

5.– Los destinatarios serán seleccionados por el Centro o Entidad de formación.

En la selección de destinatarios, tendrán carácter prioritario, en los términos que se establezcan en la correspondiente
convocatoria, los desempleados con bajo nivel de cualificación de acuerdo con lo establecido en el artículo 12.3 del
Real Decreto-ley 4/2015, de 22 de marzo. Asimismo, tendrán carácter preferente los trabajadores desempleados
contemplados como colectivos prioritarios con carácter general en la Estrategia Integrada de Empleo, Formación
Profesional, Prevención de Riesgos Laborales e Igualdad en el Empleo 2012-2015, y otros colectivos que necesiten
una atención específica que se recogen en dicha Estrategia; así como, aquellos otros colectivos señalados como
prioritarios en el Plan de Estímulos para el crecimiento y el empleo 2015, rubricado el 30 de diciembre de 2014, o
cualquier otro instrumento que los sustituya.

Artículo 4. Obligaciones de los beneficiarios.

Los beneficiarios, además de las obligaciones establecidas en la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de
Subvenciones, y las recogidas, en su caso, en la convocatoria, deberán cumplir las obligaciones establecidas en este
artículo.

1.– Obligaciones referidas a las tres fases del proyecto:

a) Comunicar a la unidad administrativa competente del Servicio Público de Empleo de Castilla y León la relación de
candidatos seleccionados, para que éste realice las comprobaciones de cumplimiento de requisitos de los mismos y
eleve a definitiva la relación presentada, conforme al contenido, plazo y procedimiento que a tal efecto establezca la
convocatoria.

b) Grabar los datos de los participantes del itinerario en el soporte informático que facilitará el Servicio Público de
Empleo de Castilla y León en el plazo que se indique en la convocatoria.

c) Remitir a la unidad administrativa competente del Servicio Público de Empleo de Castilla y León una comunicación
de inicio del proyecto que va a desarrollar, incluida cualquier modificación de dicho inicio, y la comunicación de
finalización, conforme al contenido, plazo y procedimiento que a tal efecto establezca la convocatoria.

d) Comunicar a la unidad administrativa competente del Servicio Público de Empleo de Castilla y León cualquier
variación o incidencia que se produzca durante el desarrollo del proyecto, que suponga una modificación de lo previsto
en la memoria inicial, y que no obre en el expediente. 

e) Ejecutar los proyectos de acuerdo con las instrucciones técnicas que, en su caso, sean emitidas por a la unidad
administrativa competente del Servicio Público de Empleo de Castilla y León.
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f) Facilitar a la unidad administrativa competente del Servicio Público de Empleo de Castilla y León cuantos datos y
documentos le sean solicitados durante la ejecución del proyecto y justificación de la subvención, al objeto de permitir
la adecuada verificación de su desarrollo, el uso de la financiación concedida y la evaluación de los resultados obtenidos.
Dicha información deberá remitirse en el plazo de 10 días a partir del día siguiente al de la notificación de su petición.

g) Hacer constar, en los términos que se establezcan en la convocatoria, el carácter público de la financiación de la
actividad subvencionada y, en su caso, la cofinanciación por el Fondo Social Europeo u otros organismos públicos. 

h) Comunicar a la unidad administrativa competente del Servicio Público de Empleo de Castilla y León la obtención
de otras subvenciones, ayudas, ingresos o recursos que financien las actividades subvencionadas, con anterioridad a
la justificación de los fondos recibidos. 

i) Informar a los participantes del programa y exponer en los tablones de anuncios de los centros donde la entidad
beneficiaria desarrolla el itinerario y en su caso, las acciones formativas:

•  Un desglose del contenido del itinerario integrado, con el «protocolo de trabajo» de las fases que incluye y, en su
caso, el programa completo de la acción formativa organizado por módulos.

•  Los derechos y obligaciones de los participantes que se recogen en esta orden.

•  La existencia, en su caso, del compromiso de contratación y sus características.

•  La gratuidad del proyecto para el participante.

•  Su financiación por la Junta de Castilla y León (Servicio Público de Empleo de Castilla y León), y en su caso, por el
Fondo Social Europeo u otros organismos públicos.

j) Realizar un seguimiento de la inserción de los participantes del programa, en la forma que se establezca en la
convocatoria.

k) Conservar todos los documentos justificativos referidos a los gastos y pagos realizados, en los términos y plazos
establecidos en esta orden y en la convocatoria, y ponerlos a disposición del Servicio Público de Empleo de Castilla y
León cuando éste se los solicite; sin perjuicio de las competencias que sobre la materia pudieran corresponder a la
Intervención General de la Administración de la Comunidad de Castilla y León, a la Inspección de Trabajo y Seguridad
Social y a otros organismos públicos en el caso de cofinanciación del programa.

l) Suscribir un seguro combinado de accidentes, intervención quirúrgica, hospitalización, asistencia médica y
responsabilidad civil que cubra los riesgos que pudieran derivarse de la asistencia al itinerario integrado de los usuarios
participantes. Se entenderá cumplida está obligación cuando la entidad beneficiaria tenga suscrito un seguro general,
siempre que cubra la actividad realizada por los destinatarios.

m) Tener a disposición del Servicio Público de Empleo de Castilla y León, en el lugar de desarrollo de las distintas
fases que integran los itinerarios subvencionados, un dossier donde aparezca detallado el contenido de cada una de
las acciones que se proponga realizar y los materiales didácticos a emplear para el desarrollo de las mismas (test,
contenido de las entrevista, y de las sesiones grupales, programa detallado de las acciones formativas etc.).

2.– Obligaciones referidas a la fase de formación:

Además de las obligaciones establecidas en el artículo 17 del Real Decreto-ley 4/2015, de 22 de marzo, las entidades
deberán cumplir las obligaciones siguientes:

a) Suscribir, con carácter previo al abono de la subvención, un compromiso verificable de calidad en la gestión,
transparencia y eficiencia en la utilización de recursos públicos, en los términos del artículo 24.2 del Real Decreto-ley
4/2015, de 22 de marzo, y que se formalizará en el Anexo correspondiente disponible en la sede electrónica de la
Administración de la Comunidad de Castilla y León (www.tramitacastillayleon.jcyl.es) y en la página web de la Junta de
Castilla y León (www.jcyl.es).

b) Comunicar la relación de docentes de los módulos formativos, y en su caso, de tutores del módulo de prácticas no
laborales en empresas designados por el centro o entidad de formación y la empresa receptora, junto con la
documentación acreditativa del cumplimiento de los requisitos de la titulación y/o experiencia profesional exigidas por
la normativa reguladora de la especialidad correspondiente para que a la unidad administrativa competente del Servicio
Público de Empleo de Castilla y León realice las comprobaciones de cumplimiento de requisitos de los docentes con
carácter previo al inicio del curso.

c) Durante la realización de las prácticas no laborales en empresas, propuestas en su caso por la entidad beneficiaria,
los alumnos deberán disponer de una identificación de «alumnos en prácticas», que será facilitada por la entidad
beneficiaria, que acredite su condición de alumnos en prácticas, con la identificación corporativa de la Junta de Castilla
y León. En el supuesto de que este programa sea cofinanciado, se indicará también la identificación corporativa del
organismo público que lo cofinancia.
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d) Con anterioridad al comienzo de las citadas prácticas no laborales en empresas, suscribir un convenio de
colaboración con la empresa donde se vayan a desarrollar y poner en conocimiento de los representantes de los
trabajadores de las empresas que reciban a los alumnos, una relación nominal de los mismos.

e) Proceder a la expulsión del alumno cuando este incurra en más de tres faltas de asistencia no justificadas al mes,
comunicando dicha expulsión a la unidad administrativa competente del Servicio Público de Empleo de Castilla y León.

f) Realizar una evaluación de la formación según lo previsto en la normativa reguladora y de conformidad con lo
establecido en la convocatoria.

g) Entregar a cada participante de la acción formativa un diploma acreditativo de la formación cursada con
aprovechamiento, con las características señaladas en la convocatoria.

h) Informar a los participantes en las acciones formativas de los efectos que la participación en las mismas tendrán
sobre su demanda de empleo, en los términos que se determinarán en la convocatoria.

[...]

Usuario
Cuadro de texto
Índice





II. DISPOSICIONES GENERALES 

CONSEJERÍA DE ECONOMÍA Y EMPLEO 

ORDEN EYE/228/2009, de 27 de enero, por la que se establecen las 1}

Bases Reguladoras de las subvenciones dirigidas a incentivar la 

concesión de permisos individuales de formación. 

El Real Decreto 395/2007, de 23 de marzo, por el que se regula el Sub sistema de Formación Profesional para el Empleo contempla la formación de

demanda, y su financiación, como aquélla que realizan las empresas para sus trabajadores, incluyendo los permisos individuales de formación, y res ponde

a las necesidades especiales que plantean unas y otros. 

El papel de la formación profesional para el empleo, como factor de indudable importancia de cara a la competitividad de nuestra economía y al futuro

y calidad del empleo, obtiene reconocimiento expreso en el Plan Estratégico de las Subvenciones del Servicio Público de Empleo de Castilla y León recogido

en el «IV Plan Regional de Empleo de Castilla y León 2007-2010» vigente en la actualidad. Una de las previsiones del «IV Plan Regional de Empleo de

Castilla y León 2007-2010, es la puesta en funcio namiento del Programa de Permisos Individuales de Formación. 

El artículo 13.4 del Estatuto de Autonomía de Castilla y León, al regular los derechos sociales, establece que los trabajadores de Castilla y León tienen

derecho a formarse y promoverse profesionalmente. 

En este sentido, las presentes bases reguladoras establecen las condi ciones necesarias para incentivar la concesión de permisos individuales de formación,

con el fin de facilitar a los trabajadores un ejercicio más sencillo de sus derechos formativos individuales, de fomentar la existen cia de acciones formativas

que garanticen la adquisición de competencias por los trabajadores o que les permita formarse en otros sectores econó micos distintos a aquél en que

despliegan su actividad, anticipándose o reaccionando de esta manera a eventuales situaciones de crisis que pue dan darse en algún sector y, en consecuencia,

de contribuir a impulsar la libre circulación de trabajadores y se enmarca en la Estrategia Europea para el Empleo, la cual, entre las líneas específicas de

actuación recogi das en sus Directrices, destaca, por un lado, la de facilitar el cambio y promover la adaptabilidad y la movilidad en el mercado de trabajo

y, por otro lado, la de promover el desarrollo del capital humano y la educación y aprendizaje permanente. 

La Disposición Final Primera de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones establece el carácter básico de algunos de sus preceptos,

por lo que de conformidad con lo dispuesto en el Art. 3 de la Ley 5/2008, de 25 de septiembre, de Subvenciones de la Comunidad de Castilla y León,

forman parte del régimen jurídico aplicable de las sub venciones en ella reguladas, junto con esta última y sus disposiciones de desarrollo, la Ley de hacienda

y del Sector Público de Castilla y León y las restantes normas de derecho administrativo y, en su defecto, por las del derecho privado. 

Dispone el Art. 6 de la Ley 5/2008, de 25 de septiembre, de Subven ciones de la Comunidad de Castilla y León, que las bases reguladoras son disposiciones

generales que desarrollan el régimen jurídico de cada sub vención y se aprobarán, previo informe de los servicios jurídicos, y se publicarán en el «Boletín

Oficial de la Comunidad» y en la página web de cada Consejería u organismo correspondiente. 

1}La Fundación Autonómica para la Formación en el Empleo de Castilla y León, constituida el 30 de enero de 2006, que tiene entre sus fines con tribuir

al impulso y difusión entre empresarios y trabajadores de forma ción continua proporcionando a estos últimos la formación que puedan necesitar a lo largo

de su vida laboral, podrá colaborar en la gestión de la presente convocatoria en los términos que se prevén en el convenio espe cifico de colaboración entre

el Servicio Publico de Empleo de Castilla y León y la Fundación Autonómica para la Formación en el Empleo de Castilla y León para la gestión de ayudas

a las iniciativas de formación profesional para el empleo, de 24 de septiembre de 2007. 

En su virtud, oído el Consejo General de Empleo, a propuesta del Gerente del Servicio Público de Empleo de Castilla y León, teniendo en cuenta las

reglas contenidas en la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones, en su Reglamento de desarrollo aprobado por el Real Decreto 887/2006,

de 21 de julio y en virtud de las atribuciones conferidas por la Ley 10/2003, de 8 de abril, de creación del Servicio Público de Empleo de Castilla y León y

la Ley 3/2001, de 3 de julio, del Gobierno y de la Administración de la Comunidad de Castilla y León, 

PROPONGO 

Artículo Único.– Aprobar las Bases Reguladoras por las que se regirán las subvenciones dirigidas a incentivar la
concesión de Permisos Individua les de Formación, que se incorporan como Anexo a la presente disposición. 

Disposición Transitoria.– Los procedimientos iniciados por convoca torias publicadas antes de la entrada en vigor de
esta Orden continuarán rigiéndose por la normativa vigente en el momento de su publicación. 

Disposición Final.– La presente Orden entrará en vigor el día siguien te a de su publicación en el «Boletín Oficial de
Castilla y León». 

Valladolid, 27 de enero de 2009. 

El Consejero de Economía y Empleo, 

Fdo.: TOMÁS VILLANUEVA RODRÍGUEZ 
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ANEXO

BASES REGULADORAS DE LAS SUBVENCIONES DIRIGIDAS A INCENTIVAR LA CONCESIÓN DE PERMISOS
INDIVIDUALES DE FORMACIÓN 

CAPÍTULO I 

Disposiciones Generales 

Base 1.ª– Objeto. 

Las subvenciones indicadas en el Artículo Único tienen por objeto incentivar la concesión de permisos individuales
de formación para los trabajadores. 

En todo lo no previsto en esta Orden será de aplicación la Ley 5/2008, de 25 de septiembre, de Subvenciones de
Castilla y León, y su normati va de desarrollo, así como las disposiciones básicas de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre
de General de Subvenciones y su normativa básica de desarrollo, la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, el Real Decreto 395/2007, de 23
de marzo, por el que se regula el subsistema de formación profesional para el empleo, el Decreto 75/2008, por el que
se regula la acreditación del cumplimiento de la nor mativa para la integración laboral de las personas con discapacidad
y el establecimiento de criterios de valoración y preferencia en la concesión de subvenciones y ayudas públicas de la
Administración de la Comuni dad de Castilla y León, y cualquier otra disposición normativa aplicable por razón de la
materia. 

Base 3.ª– Beneficiarios. 

1.– Podrán ser beneficiarios los empresarios o empleadores, enten diendo por éstos las personas, físicas o jurídicas,
o comunidades de bien es que reciban la prestación de servicios retribuidos por cuenta ajena, siempre que tengan
centros de trabajo en el territorio de la Comunidad de Castilla y León, cualquiera que sea su tamaño y ubicación, y
coticen por la contingencia de formación profesional, tengan o no ánimo de lucro. 

2.– No podrán obtener la condición de beneficiarios las empresas o entidades sin ánimo de lucro en las que concurra
alguna de las causas del artículo 13.2 y 3, de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Sub venciones. A estos
efectos deberán cumplimentar la declaración respon sable conforme al reverso de la solicitud conforme al modelo
normaliza do que se recogerá en la convocatoria. 

3.– Los solicitantes deberán acreditar el cumplimiento de la normati va sobre integración laboral de personas con
discapacidad, o la no suje ción a la misma, o, en su caso, la exención de dicha obligación, en los tér minos previstos en
el Real Decreto 364/2005, de 8 de abril, por el que se regula el cumplimiento alternativo con carácter excepcional de la
cuota de reserva en favor de los trabajadores con discapacidad, mediante la pre sentación de una declaración
responsable según el modelo normalizado que se recoja en la resolución de convocatoria. La acreditación de la
observancia, o de la exención, de la obligación del cumplimiento de la normativa sobre integración laboral de personas
con discapacidad, o, en su caso, de la no sujeción a dicha obligación será requisito inexcusable para la obtención de la
subvención solicitada y deberá efectuarse en el momento de la justificación de la subvención. 

Base 4.ª– Obligaciones de los beneficiarios. 

Los beneficiarios/entidades beneficiarias, deberán cumplir las obliga ciones establecidas en la Ley 5/2008, de 25 de
septiembre, de Subven ciones de Castilla y León, y su normativa de desarrollo, así como las dis posiciones básicas de
la Ley 38/2003, de 17 de noviembre de General de Subvenciones y su normativa básica de desarrollo. 

Base 5.ª– Criterios de valoración de las solicitudes. 

1.– La valoración técnica de las solicitudes presentadas se efectuará conforme los siguientes criterios de valoración: 

La concesión de permisos individuales de formación a trabajado res procedentes de la pequeña y mediana empresa.
(40%). 

La concesión de permisos individuales de formación a aquellos trabajadores menos cualificados. (30%). 

La concesión de permisos individuales de formación, cuando la acción formativa desarrollada por el trabajador permita
su promo ción personal y el acceso a enseñanzas superiores. (20%). 

Empresas que acrediten hallarse en alguna de estas circunstancias (10%): 



a) Empresas que, contando con menos de cincuenta trabajadores y no teniendo obligación legal, acrediten tener en
su plantilla a trabajadores con discapacidad. 

b) Empresas que, contando con cincuenta o más trabajadores y teniendo la obligación legal prevista en el artículo
38.1 de la Ley 13/1982, de 7 de abril, de Integración Social de Minus válidos, acrediten tener en su plantilla un porcentaje
mayor de trabajadores con discapacidad que el previsto en la legisla ción vigente. 

c) Empresas que cumplan estrictamente la normativa sobre inte gración laboral de personas con discapacidad y
manifiesten el compromiso de realizar las contrataciones oportunas para alcan zar alguna de las circunstancias anteriores
durante el plazo de ejecución de la actividad objeto de la subvención o ayuda. 

2.– En los supuestos de empate en la valoración tendrán preferencia en su concesión los solicitantes que acrediten
ocupar el mayor porcenta je de trabajadores con discapacidad en relación con sus respectivas plan tillas, o bien, que
cumpliendo estrictamente con lo exigido en la norma tiva sobre integración laboral de personas con discapacidad, se
comprometan a contratar un porcentaje mayor de trabajadores con disca pacidad durante el plazo de ejecución de la
actividad objeto de subven ción o ayuda. 

Base 6.ª– Cuantía de la subvención. 

1.– La subvención a conceder se determinará en función de las horas formadas por permiso concedido, y de la
financiación aprobada, confor 

me al siguiente criterio: De 100 horas a 125 horas 250 € De 126 horas a 150 horas 500 € De 151 horas a 199 horas
750 € De 200 horas en adelante 1.000 € 

2.– Dichas cuantías podrán ampliarse en la resolución de convocato ria, de existir mayor crédito presupuestario
previsto, respetando en todo caso la proporcionalidad antes fijada. 

3.– La cuantía máxima de la subvención será de 3.000 euros, por benefi ciario concedido, con independencia de los
permisos individuales concedidos. 

Base 7.ª– Actividad subvencionable. 

1.– Se entiende por permiso individual de formación, aquél por el que el empleador autoriza a un trabajador la
realización de una acción forma tiva que esté reconocida mediante un acreditación oficial, incluidas las correspondientes
a títulos y certificados de profesionalidad que constitu yen la oferta del Catálogo Nacional de Cualificaciones
Profesionales, con el fin de favorecer su desarrollo personal y profesional. 

2.– Serán trabajadores destinatarios de los permisos individuales de formación, los trabajadores asalariados que
prestan servicios en cualquier régimen de afiliación de la Seguridad Social cualesquiera que sean las funciones que
desempeñen, quedando excluidos los trabajadores de la Administración Pública. 

La formación a que se refieren los permisos individuales deberá estar reconocida mediante una titulación oficial o
mediante acreditación de carácter oficial, incluidas las de título de formación profesional, los cer tificados de
profesionalidad, así como la de cualquier otra que acredite las competencias para el ejercicio de una ocupación u oficio,
considerándo se titulaciones oficiales aquellas expedidas por las Administraciones Públicas educativas competentes,
con validez en todo el territorio estatal y publicadas en el «Boletín Oficial del Estado». Asimismo, se considera rán
incluidos los cursos universitarios que tengan la consideración de Títulos Universitarios Propios por Resolución de la
Junta de Gobierno, o Consejo Social de la Universidad correspondiente. 

Los trabajadores destinatarios de los permisos individuales de forma ción, no podrán participar como alumnos del plan
de formación de las acciones de empresa, durante las horas relativas al permiso concedido. 

Se excluyen los permisos individuales cuyas acciones formativas no se correspondan con la formación presencial.
No obstante se admitirá, la parte presencial de las realizadas mediante la modalidad a distancia con vencional o de tele
formación. 

Quedan excluidos los permisos para concurrir a exámenes a los que los trabajadores puedan tener derecho. 

3.– Los trabajadores destinatarios de los permisos individuales de for mación, deben de solicitar por escrito a la
Dirección de la entidad, el per miso individual de formación, y obtener de la empresa la autorización correspondiente. 
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Base 8.ª– Compatibilidad. 

Las subvenciones serán compatibles con otras ayudas, subvenciones 

o recursos que el beneficiario pueda obtener para la misma actividad. El importe de las subvenciones en ningún caso
podrá ser de tal cuantía que, asiladamente o en concurrencia con subvenciones, ayudas, ingresos o recursos, supere
el coste de la actividad subvencionada. 

B.O.C. y L. - N.º 38 Miércoles, 25 de febrero 2009 

En todo caso, los beneficiarios deberán comunicar, al Servicio Públi co de Empleo cualquier subvención solicitada o
concedida para la activi dad subvencionada. 

Base 9.ª– Órgano competente para aprobar la convocatoria de la subvención. 

La convocatoria de la subvención se aprobará por resolución del Pre sidente del Servicio Público de Empleo de Castilla
y León, de conformi dad con lo dispuesto en el artículo 17.1 de la Ley 5/2008, de 25 de sep tiembre, de Subvenciones
de la Comunidad de Castilla y León. 

CAPÍTULO II 

Procedimiento de concesión 

Base 10.ª– Iniciación del procedimiento. 

El procedimiento de concesión de las subvenciones previstas en estas bases se tramitará en régimen de concurrencia
competitiva y se iniciará mediante convocatoria aprobada por el órgano competente, que será publicada en el «Boletín
Oficial de Castilla y León» y en la página web de la Junta de Castilla y León (www.jcyl.es). 

No será preceptivo fijar un orden de prelación entre las solicitudes que reúnan los requisitos exigidos si el crédito de
la convocatoria es sufi ciente para atender a todas las solicitudes una vez finalizado el plazo de presentación. 

Base 11.ª– Solicitudes. 

1.– La solicitud de subvención se cumplimentará en el modelo nor malizado que se recogerá anexa a la resolución de
convocatoria y en la página web de la Junta de Castilla y León. (www.jcyl.es). 

2.– Las solicitudes se presentarán en el plazo que se fije en la convo catoria, que no será superior a un mes a partir
del día siguiente al de publicación de la convocatoria. 

3.– Las solicitudes se presentarán en los registros de los servicios cen trales del Servicio Publico de Empleo de Castilla
y León, o de la Geren cia Provincial del Servicio Público de Empleo de la provincia correspon diente a la entidad
solicitante/solicitante, sin perjuicio de lo establecido en el artículo 38.4 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de
Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Adminis trativo Común. 

4.– En el caso de que se optara por presentar la solicitud ante una ofi cina de Correos, se hará en sobre abierto, para
que sea fechada y sellada por el funcionario de Correos antes de ser certificada, según lo estableci do en el artículo 31
del Real Decreto 1829/1999, de 3 de diciembre, por el que se regula la prestación de los servicios postales. 

5.– Dada la naturaleza de la documentación a acompañar, se excluye la posibilidad de presentar las solicitudes por
telefax, conforme al artícu lo 1.2.a) del Decreto 118/2002, de 31 de octubre, por el que se regulan las transmisiones por
telefax para la presentación de documentos en los registros administrativos de la Administración de la Comunidad de
Cas tilla y León, y se declaran los números telefónicos oficiales. («B.O.C. y L.» n.º 213, 4 de noviembre). 

6.– La presentación de la solicitud implica la autorización al Servicio Público de Empleo de Castilla y León para poder
solicitar los certificados de estar al corriente de las obligaciones tributarias y frente a la Seguridad Social, salvo que el
interesado manifieste expresamente lo contrario, en cuyo caso tendrá que aportar la certificación en los términos
previstos en el artículo 22 del Real Decreto 887/2006, de 21 de julio y Decreto 27/2008 de 3 de abril, por el que se
regula la acreditación del cumpli miento de las obligaciones tributarias y frente a la seguridad social, en materia de
subvenciones. 
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Base 12.ª– Instrucción. 

El órgano competente para la instrucción del procedimiento será el Servicio de Formación profesional Continua del
Servicio Público de Empleo de Castilla y León. La propuesta de resolución será formulada por el órgano instructor,
previo informe vinculante de la Comisión de Valoración. 

La resolución de convocatoria de la subvención podrá disponer que la valoración técnica sea efectuada por la
Fundación Autonómica para la Formación en el Empleo de Castilla y León. 

Base 13.ª– Comisión de valoración. 

1.– Ordenadas las solicitudes en función de su valoración técnica, salvo en el supuesto previsto en el párrafo segundo
de la base décima, la subvención a otorgar a cada permiso individual se calculará por la Comi sión de Valoración que
estará compuesta por el Secretario Técnico Fun cional o quién le sustituya que ejercerá las funciones de Presidente, el
Jefe de Servicio de Formación Profesional Continua, o persona del cita do Servicio que le sustituya que actuará como
secretario con voz y voto, y tres vocales, nombrados por el Vicepresidente del Servicio Público de Empleo de Castilla
y León, uno de ellos entre miembros del la Fundación Autonómica para la Formación en el Empleo de Castilla y León,
y uno entre el personal del Servicio Público de Empleo de Castilla y León. 

2.– La Comisión de Valoración se ajustará en su funcionamiento al régimen establecido para los órganos colegiados
en la Ley 3/2001, de 3 de julio del Gobierno y de la Administración de la Comunidad de Castilla y León y en la Ley
30/1992, de 26 de noviembre de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo
Común. 

Base 14.ª– Resolución. 

1.– La competencia para resolver las solicitudes corresponderá al Pre sidente del Servicio Público de Empleo de
Castilla y León, sin perjuicio de las delegaciones o desconcentraciones que puedan efectuarse. El plazo máximo de
resolución y notificación será de seis meses contados a partir del día siguiente al de finalización del plazo de presentación
de solicitu des, transcurrido el cual sin que se haya dictado y notificado resolución, se entenderán desestimadas por
silencio administrativo. 

2.– La resolución será motivada atendiendo a los criterios de valoración establecidos en estas bases o, en su caso,
no alcanzar la valoración mínima conforme a dichos criterios o falta de crédito adecuado y suficiente. 

Base 15.ª– Modificación y revisión de la subvención concedida. 

Si una vez concedida la subvención, se produce cualquier variación de las condiciones tenidas en cuenta para la
concesión, esta circunstancia deberá comunicarse al Servicio Público de Empleo de Castilla y León. Siempre que no
suponga un aumento de la subvención concedida, no alte ren la finalidad de la misma y no dañen los derechos de
terceros, el órga no concedente podrá resolver autorizando la modificación de la resolu ción de concesión siempre que
la comunicación se haya producido en el plazo establecido en la convocatoria. 

Base 16.ª– Justificación y pago. 

1.– El plazo para presentar la documentación de justificación para el pago de la subvención prevista por permiso
concedido, será de veinte días desde la notificación de la resolución de concesión de la subvención. 

2.– El beneficiario deberá presentar ante el Servicio Público de Empleo de Castilla y León, en el plazo establecido al
efecto, o junto con la presentación de la solicitud, la acreditación de que el trabajador está matriculado oficialmente. 

3.– El pago, se efectuará, mediante transferencia bancaria en la cuen ta corriente que figure en el impreso de solicitud,
previa justificación por la empresa beneficiaria, de la actividad subvencionada. 

4.– No podrá realizarse el pago de la subvención cuando la entidad no presente la documentación de justificación en
el plazo habilitado al efec to o sea deudora por resolución firme de reintegro. 

Base 17.ª– Seguimiento y control de las acciones subvencionadas. 

1.– El Servicio Público de Empleo de Castilla y León podrá realizar, en cualquier momento, mediante los
procedimientos pertinentes, las com probaciones oportunas respecto al destino y aplicación de las subvencio nes
concedidas. 



2.– Los beneficiarios/entidades beneficiarias de la subvención debe rán someterse a las actuaciones de comprobación
a efectuar por el Servi cio Público de Empleo de Castilla y León, a las de control económico financiero que correspondan
y, en su caso, a la Intervención General de la Comunidad Autónoma. 

Base 18.ª– Criterios de graduación de incumplimientos. 

1.– Consecuencias de los incumplimientos. Reintegro. 

El incumplimiento de cualquier obligación de los beneficiarios de las ayudas, conforme a lo previsto en la Ley 38/2003,
de 17 de noviembre, y Ley 5/2008, de 25 de septiembre, de Subvenciones de la Comunidad de Cas tilla y León, dará
lugar a la cancelación de la subvención, o a la reducción de la cuantía de la misma. Asimismo dará lugar al reintegro
de las cantida 

des percibidas, con los intereses de demora correspondientes, en su caso. 

2.– Procedimiento. 

En el procedimiento para determinar el incumplimiento se tendrá en 

cuenta el grado de ejecución de la acción subvencionable y el grado de consecución de la finalidad de la convocatoria. 

En el procedimiento para determinar el incumplimiento y el reintegro cuando proceda, se garantizará en todo caso el
derecho a la audiencia del concesión. 

CONSEJERÍA DE ECONOMÍA Y EMPLEO 

CORRECCIÓN de errores de la Orden EYE/388/2009, de 18 de febre 1}ro, por la que se
establecen las bases reguladoras de las subvencio nes dirigidas a incentivar la concesión de

permisos individuales de formación. 

Advertido error en la publicación de la citada Orden en el «Boletín Oficial de Castilla y León» n.º 38, de 25 de febrero
de 2009, en el suma rio, y en la página 5587 primera columna, se procede a efectuar la opor tuna corrección: 

Donde dice: «Orden EYE/228/2009, de 27 de enero….» Debe decir: «Orden EYE/388/2009, de 27 de enero….» 

B.O.C. y L. - N.º 90 Viernes, 15 de mayo 2009 14533 

SERVICIO PÚBLICO DE CASTILLA Y LEÓN 

CORRECCIÓN de errores de la Orden EYE/388/2009, de 27 de enero, 1}por la que se
establecen las Bases Reguladoras de las subvenciones dirigidas a incentivar la concesión de

permisos individuales de formación. 

Advertido error en la publicación de la Orden EYE/388/2009, de 27 de enero, por la que se establecen las Bases
Reguladoras de las subven ciones dirigidas a incentivar la concesión de permisos individuales de for mación («B.O.C. y
L.» n.º 38, de 25 de febrero), se procede a efectuar la oportuna rectificación: 

– En la página 5589, base 13.ª (Comisión de valoración), punto 1: Donde dice: «1.– Ordenadas las solicitudes en
función de su valoración técnica, 

salvo en el supuesto previsto en el párrafo segundo de la base décima, la subvención a otorgar a cada permiso
individual se calculará por la Comi sión de Valoración que estará compuesta por el Secretario Técnico Fun cional o quien
le sustituya que ejercerá las funciones de Presidente, el Jefe de Servicio de Formación Profesional Continua, o persona
del cita do Servicio que le sustituya que actuará como secretario con voz y voto, y tres vocales, nombrados por el
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Vicepresidente del Servicio Público de Empleo de Castilla y León, uno de ellos entre miembros de la Fundación
Autonómica para la Formación en el Empleo de Castilla y León, y uno entre el personal del Servicio Público de Empleo
de Castilla y León.» 

Debe decir: «1.– Ordenadas las solicitudes en función de su valoración técnica, salvo en el supuesto previsto en el
párrafo segundo de la base décima, la subvención a otorgar a cada permiso individual se calculará por la Comi sión de
Valoración que estará compuesta por el Secretario Técnico Fun cional o quien le sustituya que ejercerá las funciones
de Presidente, el Jefe de Servicio de Formación Profesional Continua, o persona del cita do Servicio que le sustituya
que actuará como secretario con voz y voto, y tres vocales, nombrados por el Vicepresidente del Servicio Público de
Empleo de Castilla y León, dos de ellos entre miembros de la Fundación Autonómica para la Formación en el Empleo
de Castilla y León, y uno entre el personal del Servicio Público de Empleo de Castilla y León.» 
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REFLEXIONES SOBRE LOS RETOS SINDICALES EN EL DESARROLLO DE LA
CUALIFICACION Y LA FORMACIÓN PROFESIONAL

Javier López y Gema Torres. Secretaría de Formación para el Empleo. Confed-
eración Sindical de CCOO

(Artículo publicado en GACETA SINDICAL REFLEXIÓN Y DEBATE Nº 25, di-
ciembre 2015. C.S. CCOO)

Resumen

El III Acuerdo de Negociación Colectiva 2015-2017 recoge entre los compromisos asumidos
objetivos en relación al desarrollo de la cualificación profesional de trabajadores y trabajadoras. En
este artículo tratamos, en primer lugar, de contextualizar estos compromisos en el conjunto de
reformas realizadas en esta última legislatura en nuestro país vinculadas a esta cuestión, con el fin
de situar las oportunidades y límites de nuestro trabajo en el marco de este Acuerdo. En
contraposición y en segundo lugar se hace una breve referencia a algunas de las propuestas de
políticas públicas que, tanto la Confederación Europea de Sindicatos en Europa, como CCOO para
España, vienen realizando en los últimos años y que son necesarias para un verdadero impulso a
la cualificación de toda la población. 

La ideología que se impone...

Los compromisos relacionados con la cualificación y la formación asumidos en el III Acuerdo de
Negociación Colectiva 2015-2017 se recogen en el capítulo II del mismo -Impulsar el Empleo de
Calidad y con Derechos-

No podía ser de otra forma ya que el valor de la cualificación se construye socialmente y no es
independiente de las condiciones de empleo y de trabajo, ambas profundamente transformadas en
perjuicio de su desarrollo y reconocimiento, en un proceso acumulativo a lo largo de los últimos 25
años, pero especialmente con las reformas acometidas por el PP en esta última legislatura.

No podemos extendernos en este artículo en los detalles de esta transformación, pero sí nos
parece necesario llamar la atención sobre alguno de los elementos ideológicos que han inspirado
las reformas que afectan al acceso a la cualificación y su desarrollo. Las oportunidades de trabajo
en la negociación colectiva, reconociendo el margen de mejora en su ámbito, están limitadas por
las condiciones del contexto social en el que esos elementos ideológicos se han impuesto.

Ni que decir tiene que la orientación de las políticas europeas en los últimos diez años han
impulsado y facilitado la difusión de los conceptos que caracterizan e inspiran estas reformas. Hay
que recordar que ya en la revisión de la Estrategia de Lisboa en 2005, con el argumento de luchar
contra el desempleo (el mismo de siempre), fue perdiendo protagonismo el derecho a la formación
frente a las necesidades de la economía. Con la Estrategia 2020 la economía se reduce al ‘mercado’
y la iniciativa privada y la ‘empresa’ se convierten en  lugares privilegiados de la generación de
riqueza, conocimiento, saber, innovación…

El efecto de esta concepción de lo social en los requerimientos a los sistemas de educación y
formación, se expresa en el ‘mantra’ de la necesaria ‘adaptación a las necesidades del mercado de
trabajo y a las demandas de las empresas’. El desempleo se explicaría en gran medida por los
déficits de cualificación de la población y por la incapacidad de los sistemas de educación y
formación para adaptarse a dichas demandas, especialmente de los sistemas públicos y formales,
que no podrían responder con la suficiente rapidez a los cambios.
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A partir de este diagnóstico, las reformas del mercado de trabajo, de las políticas de ‘activación’
de las personas en desempleo y las específicamente educativas y formativas irían todas ellas
dirigidas a corregir estos supuestos ‘déficits’, promoviendo la flexibilidad, tanto en los sistemas de
educación y formación para su supuesta adaptación a las demandas del mercado laboral, como en
la gestión del ‘conocimiento’ en la empresa. 

La ‘empresa’ se instituye así no sólo como el principal valedor de las necesidades de cualificación,
sino como el mejor lugar de aprendizaje. En el extremo, el contenido de la cualificación se remite al
puesto de trabajo específico de cada empresa, concepción harto contradictoria con un entorno de
elevado empleo temporal.

La formación en alternancia, y las prácticas en empresa, figuras ampliamente promovidas en el
marco de las políticas europeas (y generosamente financiadas) responden a esta misma lógica. No
se trata aquí de descalificarlas sin más, sino de señalar el transfondo ideológico que las sostiene
en relación al conjunto de políticas de empleo y formación que se han venido adoptando.

Con la experiencia de estos últimos años hay suficiente evidencia como para cargar sobre la
cualificación de la población la responsabilidad de la calidad del empleo. La cualificación es
condición del empleo cualificado, pero es sin duda consecuencia de la calidad de las instituciones
del mercado de trabajo (contratación, salarios, negociación colectiva). Por otra parte, y dado que la
cualificación se adquiere por formación y/o experiencia práctica, cabe preguntarse por las
condiciones de acceso a la primera y las oportunidades en la segunda, o lo que es lo mismo, a las
características de la demanda de trabajo. 

Con respecto al acceso a la cualificación veremos en los siguientes apartados cómo se ha visto
afectada por las reformas impulsadas por el actual gobierno. En cuanto a las ‘demandas del mercado
de trabajo’, a la persistente precariedad, agravada en los últimos cinco años2, y la altas tasas de
desempleo hay que añadir la extensión de actividades productivas con una baja valoración social3
y cuyas ocupaciones se clasifican en los niveles de menor exigencia de conocimiento. De acuerdo
a los datos publicados por el Observatorio4  del SEPE, en 2014 el mayor número de contratos se
realizó en la hostelería, correspondiendo el 11% a la ocupación de ‘camareros asalariados’. Esta
ocupación, junto a la de peones en distintos sectores y dependientes de comercio, alcanzaron el
38% del total de contratos realizados ese año. Un 23% de la población asalariada está ocupada en
servicios de restauración, personales, protección, vendedores… 

Como en un espejo, entre los trabajadores en situación de desempleo la mayor parte demanda
empleo en estas ocupaciones: el 15% como ‘peón’, el 12% en ‘trabajos no cualificados del sector
servicios’, el 9% como ‘dependiente de tienda’, un 5% en ‘servicios de restauración’…, en definitiva
el 42% de los demandantes de empleo esperan ocuparse en actividades de baja cualificación. 

En gran medida los niveles de educación y formación de la población que demanda empleo se
corresponden con dichas expectativas de ocupación: un 20% cuenta con estudios primarios o
menos, el 64% tiene estudios de nivel medio, pero el 88% ha realizado estudios de carácter general
(un 57% del total). Sólo un 15% cuenta con formación superior.

En definitiva, hay un segmento más que significativo de la población que está rotando por distintos
puestos de trabajo inestables con bajos requerimientos de cualificación. Continuar exigiendo que
se adapten a las demandas de este mercado supone, a la larga, su ‘descualificación’. No estamos
diciendo con esto que el nivel de formación de las personas que se mueven entre el desempleo y
el empleo precario sea, en general, suficiente, adecuado, bueno5…, lo que aquí cuestionamos son
los reiterados mensajes que dicen que  no está a la altura de nuestro mercado de trabajo. 

Lo que queremos es llamar la atención sobre las relaciones entre la oferta y demanda de empleo,
si la oferta de empleo fuera distinta y tuviéramos una buena formación permanente, la demanda
también sería distinta. Ocurriría a la inversa?, si tuviéramos una población con altos niveles de
cualificación ¿la oferta de empleo cambiaría?, no necesariamente o no de manera masiva como lo
requiere nuestro país.
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Sobrevalorado el empleo porque escasea, devaluadas sus condiciones por lo mismo, devaluado
el valor del trabajo porque no está a la altura de las nuevas necesidades y devaluada la escuela
porque no responde a dichas necesidades, el prestigio de la formación (y de las prácticas) como
medio para ‘marcar’ la diferencia aumenta. Cuanto más mejor…Y es esta la otra cara de la moneda,
a mayor demanda de formación mayores oportunidades de negocio.

En el caso de España, la confluencia de las políticas europeas, los prestigiosos discursos
‘seudotécnicos’ de la OCDE6, y un gobierno conservador identificado con las políticas neoliberales,
ha marcado el sentido de las reformas en la educación y la formación. 

La reforma educativa

Para entender el alcance de la reforma introducida con la Ley Orgánica de Mejora de la Calidad Educativa (LOMCE)
aprobada en 2013, hay que recordar que se está haciendo en paralelo a sostenidos recortes presupuestarios (24%
entre 2009 y 2013), que afectaron, entre otros, a los programas de compensación educativa7, en un contexto de aumento
sin precedentes de la desigualdad y la pobreza. Se hizo contradiciendo los indicadores más relevantes de los propios
informes de la OCDE, que señalan que el factor que incide en mayor medida en los resultados escolares es el de las
condiciones de origen social (recursos y cultura familiar), aunque a pesar de la evidencia esta organización respaldó la
reforma…

El uso, por parte del actual gobierno, de los resultados de los informes PISA de esta misma
organización para desprestigiar la educación pública, es probablemente una de las expresiones
más descaradas en la defensa de determinados intereses privados.  Con esta reforma el sistema
educativo se pone al servicio de la desigualdad social, con discursos sobre la libertad de elección
de centro y la calidad de los resultados que enmascaran la garantía de la estratificación social y la
segmentación de oportunidades, para que cada cuál ocupe el lugar que le ha tocado en suerte,
quizá por ‘gracia divina’ (la religión de hecho ha vuelto a las aulas como materia evaluable..).

Un modelo orientado a los resultados, junto a recortes que afectan precisamente en mayor medida
a la oferta pública, es la fórmula adecuada para una privatización más o menos encubierta del
servicio educativo.

Hay varios indicadores que reflejan cómo se va extendiendo este modelo que viene a garantizar
la desigualdad social. En el último número de la revista ‘En clave de economía’8 se hace un análisis
de las diferentes formas de privatización de servicios públicos como la sanidad y la educación, una
de ellas es el empeoramiento de las condiciones en que se prestan por parte del estado y la apertura
por tanto de las opciones al mercado. Un proceso que, de nuevo según la OCDE, sitúa a España
como el país, dentro de la Unión Europea, con mayor porcentaje de alumnado en centros
concertados o privados. 

Reproducimos los resultados más significativos de este trabajo. Entre los indicadores analizados
se encuentran la distribución del gasto educativo, la evolución del empleo entre el sector público y
el privado, así como el número de horas efectivamente trabajadas en uno y otro. Pues bien, en
todos ellos sale ganando el sector privado.

Se incrementa el gasto educativo en conciertos y subvenciones por encima de lo que ha crecido
en el conjunto del gasto público. Según el análisis que comentamos si se toma el año 2002 como
año base (2002=100) en el año 2013, el incremento ha sido de 161, 2 euros corrientes para el sector
privado frente a 138 del gasto público.

En cuanto al empleo, si se comparan los datos de 2014 con los de 2011, puede verse una pérdida
de 54,3 mil empleos en educación (-4,5%), considerando en ambos casos tanto el sector público
como el privado. Pero analizando lo ocurrido en cada uno de los sectores, entre 2008 y 2014 el
empleo asalariado ha crecido en el sector privado un 14,5% mientras que en el sector público ha
disminuído un -8,1%. 
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En el mismo informe se apunta además la estrategia de reducción de recursos si se cumplen los
objetivos incluidos en la Actualización del Programa de Estabilidad 2014-2017, lo que conllevaría
una reducción en educación del 4,0% al 3,7% del PIB. En otras palabras, aunque la economía
‘mejorara’ en los próximos años, el servicio público educativo tendría, en el mejor de los casos, el
presupuesto congelado. 

Estas decisiones para la educación pública se producen cuando a la vez el número de estudiantes
aumenta, entre el curso 2007-2008 y el curso 2014-2015, el número total de estudiantes se ha
incrementado en un 12,3% (un 12,7% en el ámbito no universitario y un 10,3% en el universitario).

Más desigualdad, más pobreza, y número de estudiantes creciente junto a una disminución
progresiva y sostenida de recursos para la educación pública.

Es en este contexto en el que debe interpretarse el cambio en la ordenación de la formación
profesional que establece la LOMCE, al introducir la formación profesional básica como una de las
medidas para resolver el abandono escolar, y que supone ‘forzar’ la interpretación del nivel de
educación postsecundaria, limitándolo a superar la edad de enseñanza obligatoria estando en la
institución educativa. La clasificación de estos ciclos en dicho nivel (postsecundaria obligatoria)
permitirá al gobierno mostrar mejores resultados en el indicador de abandono escolar.

A quién se dirige la formación profesional básica? Los requisitos no son excluyentes entre sí, pero
hay que decir, que además de la edad (15 años) y el nivel previo realizado (primer ciclo o segundo
curso de la ESO) se incluye el criterio del equipo orientador ‘cuando el grado de adquisición de
competencias así lo aconseje’. Sin programas de compensación, con menos recursos de
profesorado, y repetimos, con un incremento de desigualdad y pobreza ¿quiénes serán aconsejados
a ‘optar’ por la FP básica? 

El CEDEFOP9 ha alertado en varias ocasiones de que la demanda de cualificación en Europa se
está polarizando a costa de los niveles intermedios. No se trataría con la formación básica de
garantizar la reproducción de los niveles ‘elementales’ de cualificación con las personas con menos
oportunidades sociales?

La LOMCE es una ley cruel, injusta, cobarde, irresponsable y absolutamente ideológica.

El problema, reiteradamente señalado en nuestro país, de altas tasas de población sin formación
de nivel medio, no se resuelve con ofrecer a los jóvenes con mayores dificultades de aprendizaje o
de inserción social una formación profesional básica, se confunde intencionadamente atención para
determinados colectivos con la ordenación de la educación limitando estructuralmente las
oportunidades de los más vulnerables.

La reforma del sistema de formación para el empleo

En la evolución del modelo de formación para el empleo, desde los primeros Acuerdos de
Formación Continua en los años 90, a la reforma unilateral realizada a partir del Real Decreto Ley
3/2012 de medidas urgentes para la reforma del mercado laboral, se expresa la continua pérdida
del valor otorgado al diálogo social y la negociación colectiva y al papel que, en distinta medida a lo
largo de estos años, han venido realizando las organizaciones sindicales y empresariales más
representativas en la planificación y gestión de la formación.

Los cambios introducidos en el Decreto Ley 3/2012 han sido:

(i) la incorporación de los centros de formación tanto en los órganos de participación del sistema,
como en la ejecución de los Planes de Oferta; 

(ii) establecimiento de un permiso retribuido de 20 horas anuales de formación vinculada al puesto
de trabajo y el derecho a la formación necesaria (con cargo a la empresa y en horas de trabajo)
para su adaptación a las modificaciones operadas en el mismo; 
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(iii) el anuncio de creación de una cuenta de formación asociada al número de afiliación a la
seguridad social, en la que se inscribirían los cursos vinculados al Catálogo de las Cualificaciones
Profesionales realizados por el trabajador y 

(iv) la posibilidad de poner en marcha el cheque formación

A partir de la reforma comenzaron a aplicarse algunas de estas medidas, coincidentes en su
sentido con las que han caracterizado la reforma educativa. Apoyo incondicional a las empresas y
promoción de la ‘actividad privada’ en la formación. Entre ellas:  

1. Reducción del presupuesto para la formación. 

los fondos asignados a formación a partir de 2011 no afectó a todas las iniciativas por igual, al
contrario, el importe destinado a la formación bonificada por las empresas creció significativamente
(12%), mientras que la formación de oferta para trabajadores ocupados bajó un 54% en el ámbito
estatal y un 70% en el autonómico.

2. Extensión de la formación gestionada en concurrencia competitiva de centros. 

Aumento progresivo de los recursos aplicados a las convocatorias de centros en detrimento de
los recursos para planes de oferta sectorial e intersectorial, impulsando al mismo tiempo la
competencia por precio. 

En marzo de 2015 se aprobó el RD Ley 4/2015 para la reforma urgente del Sistema de Formación
para el Empleo, que desarrolla algunos de los elementos previstos en la reforma y en septiembre
de este año la Ley 30/2015 por la que se regula el Sistema de Formación para el Empleo. 

Uno de los aspectos más relevantes es la pérdida de protagonismo de las organizaciones
sindicales y empresariales en el sistema de formación, incuestionable en los primeros Acuerdos y
que se ha ido debilitando a favor de un mayor poder de la administración. La intervención en el
modelo de formación se ha llevado a cabo en varios niveles: la definición de políticas estratégicas,
su aplicación, la negociación colectiva sectorial y de empresa y la provisión de servicios (orientación
y especialmente formación). Con la reforma, se difumina su papel en las decisiones estratégicas y
pasa a ser fundamentalmente consultivo, excluyéndo a las organizaciones del acceso a las
convocatorias de planes de formación.

Todo lo anterior podría interpretarse como el paso de una cierta garantía colectiva10 de la
formación (planes de distinta naturaleza), a la importancia creciente de la autonomía de la empresa
en la definición y gestión de la formación (bonificaciones), así como a la ‘individualización’ de la
gestión del derecho a la formación (cheque..). Empresa e individuos frente a la representación de
intereses colectivos. 

Si bien es innegable que ha habido diagnósticos sobre los problemas del sistema de formación,
generados a lo largo de casi 25 años, que han dado argumentos a las sucesivas reformas, incluida
esta última, tal como se expresa en el préambulo de la Ley 30/2015, el  contenido de la Ley provoca
muchas dudas sobre las posibilidades de resolverlos. Señalamos algunos de los más significativos:

• Arquitectura institucional compleja por la intervención de múltiples agentes –administración
laboral, tanto central como autonómica, interlocutores sociales, empresas y centros de forma-
ción- 

• Falta de coordinación de las ofertas formativas, que da lugar a solapamientos y duplicidades
entre las ofertas formativas

• Heterogeneidad de modelos de formación autonómicos. A partir de 2004, año en que se
transfirieron los primeros fondos de la cuota a las CCAA, se han ido desarrollando submodelos
regionales que divergen en algunos aspectos de la norma básica estatal o que, como en Eu-
skadi, están al margen de ella. Con la llegada del PP, las diferencias se han acentuado.
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• Exceso de oferta transversal en las distintas iniciativas, por lo que se echa en falta una
buena oferta sectorial especializada. 

• No se han desarrollado procesos de evaluación, reconocimiento y certificación de la
formación

Con respecto al exceso de oferta transversal, señalar que es más intensa en la formación que se
bonifican las empresas, precisamente la que se pretende impulsar con esta reforma. La última
evaluación externa encargada por la FTFE11 en 2012, muestra que las acciones formativas más
comunes fueron “idiomas” (23,7%), “informática de usuario/ofimática” (14,3%) y “prevención de
riesgos laborales” (14,3%). 

Parte importante del desarrollo de algunos de los compromisos asumidos en el III Acuerdo de NC
van a depender de cómo queden finalmente establecidos los cambios institucionales y los procesos
de participación de las organizaciones empresariales y sindicales a nivel confederal y sectorial. Para
que se pueda producir un verdadero impulso a la negociación colectiva,  hay que reconocer y apoyar
el trabajo de las estructuras paritarias bipartitas12, que tendrán competencia sobre la detección de
necesidades, las propuestas de mejora de la gestión y la calidad de la formación, con la orientación
sobre recualificación en procesos de ajuste, reestructuración.., y fundamental, en la mediación en
situaciones de desacuerdo entre empresa y RLT en relación a la formación.

En cuanto a los compromisos directamente vinculados a la negociación de los convenios colectivos
y que se refieren a:

- desarrollo del derecho individual a la formación establecido por la Ley 3/2012, de medidas
urgentes para la reforma del mercado laboral, así como promoción de los permisos individuales de
formación recogidos en los acuerdos nacionales

- facilitar la aplicación de las bonificaciones y el derecho a la información de la representación legal
de los trabajadores

- referencias formativas en relación con la clasificación, movilidad, promoción y 

- planificación de carreras

podemos hacernos una idea de lo mucho que queda por hacer, a pesar de la larga trayectoria de
los Acuerdos de formación, analizando los datos disponibles13 sobre cláusulas de formación
negociadas.

En el 2013, del total de convenios firmados, sólo un 39% incluía cláusulas relacionadas con la
formación, dando cobertura a casi 3.000.000 de trabajadores y trabajadoras. Cláusulas específicas
sobre permisos de formación se recogían en el 25% de los convenios. En el caso de los convenios
de empresa, que son los que se promueven con la última reforma laboral, el número de trabajadores
afectados desciende a 220.522. 

Las referencias a la formación vinculada a la clasificación, promoción, etc., son menores aún,
alcanzando al 10% de los convenios y a cerca de un millón de trabajadores y trabajadoras.

Para complicar lo anterior, la nueva reforma del modelo de formación impulsa la formación decidida
por la empresa (bonificada) sin mejorar los derechos de la Representación Legal de los Trabajadores
(RLT), que se limitan a recibir información y emitir informe sobre las acciones formativas que su
empresa quiere bonificar, sin consecuencias en caso de que el aquél sea desfavorable. En suma,
existe el derecho a ser informado pero no el derecho a negociar la formación. La nueva regulación
reduce si acaso la capacidad de influencia al dificultar la intervención sindical, pues baja de 15 a 10
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días el plazo de respuesta de la RLT a las propuestas de la empresa (actualmente sólo un 25% de
los convenios recogen clásulas sobre la participación de la RLT en la formación).

En cuanto al permiso de 20 h. se dirige a promover la formación ‘vinculada al puesto de trabajo’,
esto no quiere decir que tenga que hacerse de una sólo vez, de hecho el nuevo marco flexibiliza los
requisitos reduciendo la duración mínima a 2 horas, o facilitando que se concentre en jornadas de
más de 8 h. Una gestión más flexible a favor de la empresa y unas condiciones más rígidas para la
intervención de la RLT. La combinación de máxima adaptación y máxima flexibilidad para la empresa
puede conducir a una formación de escaso valor. 

Hay sin duda margen de acción sindical en el nuevo modelo, y la clave de un desarrollo que tenga
cierta eficacia en la formación bonificada depende de la articulación entre las funciones de las
estructuras bipartitas, y el impulso y valor que éstas den a la negociación de los convenios en las
materias de su competencia, y las secciones y delegados y delegadas sindicales. El objetivo de
dotar de un significado sectorial ‘ambicioso’ a la formación ‘vinculada al puesto de trabajo’ no es
tarea fácil en un contexto de cambio tecnológico y de demandas sociales de muy distinto calado
(como por ejemplo la sostenibilidad ambiental). 

Por otra parte, sin formación sindical a todos los niveles, no vamos a poder mejorar el tratamiento
de un tema difícil, en el que creemos se juega un elemento clave del conflicto entre capital y trabajo,
como es el acceso y la apropiación del conocimiento.

Contrato para el aprendizaje y la formación y formación profesional dual

Otro de los compromisos asumidos en el III Acuerdo señala el impulso a la contratación de jóvenes,
a través de los contratos formativos y la formación dual ‘como vía de su inserción laboral y
cualificación, fomentando la incorporación definitiva en la empresa de estos trabajadores, en el
marco del Plan de Garantía Juvenil’.

El impulso a la formación en alternancia o dual por parte de la Unión Europea, se explica por los
indicadores sobre la menor incidencia del desempleo y el abandono escolar entre las personas
jóvenes, en aquellos países que tienen más desarrollada esta modalidad de formación (Alemania,
Austria, Dinamarca…). Hay que señalar que en estos países la formación dual se dirige a jóvenes
de hasta 19 años aproximadamente, que realizan una formación estructurada y a largo plazo,
normalmente en el marco del sistema educativo, que combina periodos en el aula y periodos en la
empresa, y conduce a la obtención de una acreditación oficial. El proceso se articula mediante un
contrato laboral-formativo específico. 

La apuesta de la Unión Europea conlleva la asignación específica de financiaciónon en los
programas del Fondo Social Europeo, la Iniciativa de Empleo de los Jóvenes (Garantía Juvenil) y
del nuevo programa Erasmus. 

España es uno de los primeros Estados que se acogen a esta propuesta de la Comisión Europea.
En la “Estrategia de Emprendimiento y Empleo Joven 2013-2016” el Gobierno asignó un
presupuesto de 3.500 millones de euros, de los cuales el 32% está cofinanciado por el Fondo Social
Europeo. El 22% del presupuesto de esta Estrategia está destinado a medidas relacionadas con la
formación.

Todo lo anterior explica las prisas con las que se elaboró y publicó el RD R.D. 1529/2012 por el
que se desarrolla el contrato para la formación y el aprendizaje y se establecen las bases de la
formación profesional dual.

Previamente se había modificado, de nuevo a través de la reforma laboral del 201214, el artículo
11 del Estatuto de los Trabajadores por el que se establece el contrato de formación y aprendizaje.
Los cambios introducidos afectaron a los siguientes aspectos:
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• se aumentó el límite de edad hasta los 30 años

• se incrementó su posible duración (hasta los 3 años) sin vincularla a la extensión de la for-
mación

• se permite la realización de contratos sucesivos en la misma empresa para ocupaciones dis-
tintas

• se abre el contrato a personas ya tituladas para el acceso a una ocupación distinta (compi-
tiendo a la baja con el contrato en prácticas, que regulaba precisamente la inserción de las
personas tituladas)

• se reduce el número de horas de formación teórica en el segundo y tercer año
• se elimina la obligación de realizar la Enseñanza Secundaria Obligatoria cuando la persona

contratada no cuente con ese título (recordemos que el contrato puede realizarse a partir
de los 16 años)

• se abre el contrato a formaciones de carácter no formal, es decir, cuyos requisitos de calidad
no están formalizados por la administración competente (Títulos del sistema educativo o Cer-
tificados de Profesionalidad). Se pueden impartir programas formativos diseñados por las
empresas o especialidades formativas. 

• existen además bonificaciones específicas, del 100% de las cotizaciones de la empresa a
la Seguridad Social (con plantilla inferior a 250) y del trabajador

Esta reforma no va orientada a mejorar la calidad de la formación y la inserción, más bien al
contrario, debilita la dimensión formativa del contrato y precariza la relación laboral.

Por su parte el RD 1529/2012 establece cinco modalidades diferentes de desarrollo de la formación
dual, dependiendo del papel que jueguen el centro de formación y la empresa, y dos diferentes
trayectorias formativas, la del sistema educativo en la que los jóvenes cursan ciclos de FP Reglada
y la del sistema laboral en la que, como hemos dicho anteriormente, las opciones de formación son
muy diversas (cualquiera que se instrumentalice con el contrato para la formación y el aprendizaje). 

Este real decreto profundiza el sentido de los cambios introducidos en el contrato con la reforma
laboral, al añadir más beneficios para las empresas:

• desaparece la limitación del número de contratos de formación vinculada al tamaño de la
empresa15

• se financia el coste total de la formación cuando se realiza en centros privados 
• la formación puede impartirse en la propia empresa 

Al establecer este RD dos trayectorias formativas y con ellas dos tipos de prácticas, laborales
cuando la formación se hace con el contrato, y no laborales en los programas del sistema educativo,
los derechos de la RLT varían. En el caso del contrato de formación debe informarse a la RLT del
acuerdo16 o acuerdos suscritos por la empresa con el centro y/o la persona trabajadora, lo que
facilita, al menos en las empresas de más de 50 trabajadores, que se controlen los posibles abusos,
pero también que se cumplan las condiciones que garanticen la formación comprometida.

Sin embargo, en los programas de Formación Profesional dual del sistema educativo no se regulan
los derechos de la RLT con carácter estatal, aunque la mayor parte de las CCAA señalan que debe
informarse.

Lo cuál no significa que con el contrato para la formación no puede realizarse la formación de un
título del sistema educativo…o a la inversa…Por todo lo anterior decimos que en España se ha
‘desregulado’ la formación dual, por incluir bajo este término prácticas que poco tienen que la
formación de jóvenes que no cuentan con cualificación, y por la desigualdad en las condiciones en
que acceden a la formación en función de la modalidad o trayectoria.



Después de tres años de desarrollo de la formación dual, contamos con algunas evidencias que
nos obligan a exigir una revisión del marco normativo, si se quiere realmente que esta modalidad
cumpla con los dos objetivos señalados al inicio: cualificación de los jóvenes e inserción laboral.

Las conclusiones con respecto al desarrollo de la modalidad de formación dual a través del contrato
de formación son demoledoras. Un análisis comparativo17 de las estadísticas de contratos del  SEPE
de 2007 y 2014 permite ver las consecuencias de la reforma conservadora de 2012. 

Si bien puede decirse que el resultado de la reforma en términos cuantitativos ha sido espectacular
(incremento de un 131% en el número de contratos para la formación entre 2012 y 2014), la
evolución en relación al perfil de las personas contratadas, la formación realizada y la inserción son
un rotundo fracaso. De la comparación de las características de estos contratos entre 2007 y 2010
se concluye que:

1) aumenta la edad entre las personas contratadas: si en 2007, siete de cada diez personas
contratadas tenía menos de 20 años; en 2014 esta proporción es de 1 a 10 

2) aumenta el número de personas contratadas que cuenta con titulación superior (un 343%) o
que no tienen título de la ESO (153%) y disminuye (un 3%) el número de jóvenes que han
completado la ESO y emprenden FP

3) la contratación se centra en ocupaciones de bajo nivel de cualificación, en 2014 la mitad de los
contratos se vincularon a la ocupación de ‘camarero’ (35.357 jóvenes) o ‘dependiente de tiendas y
almacenes’ (26.404) 

4) si anteriormente había un número de contratos mayor en construcción, en 2014 el
desplazamiento al sector servicios ha producido un aumento en la contratación de mujeres, que
pasa del 38% al 50% de total 

5) la mayor parte de los contratos se realizan por parte de micropymes

6) el número de contratos convertidos en indefinidos en 2014 apenas representa el 2% de los
realizados  (en Alemania es del 57%). El porcentaje era del 7% en 2007 por lo que su eficacia en
este objetivo es claramente menor.

Un contrato de aprendizaje que contrata titulados frente a jóvenes sin titulación es un fracaso.
Pero es que, además, en nuestro país, según la EPA del último trimestre de 2014, cerca del 60 %
de los desempleados menores de 25 años carece del título de Enseñ̃anza Secundaria Obligatoria
(ESO). Cuando se habla de reducir el abandono educativo es este colectivo de jóvenes al que hay
que atender prioritariamente, y no sólo para mejorar su inserción. 

En el informe al que se hace referencia en la nota 17, puede verse por otra parte cómo se está
utilizando la financiación de la formación por parte de centros y entidades privadas. No hace falta
explicar la diferencia entre una formación definida en el marco de un sistema formal, que debe
cumplir determinados requisitos, con un programa formativo definido por una empresa en función
de lo que considere. Si se trata de mejorar la cualificación de jóvenes sin formación, no parece que
programas ajustados a las necesidades de una empresa específica contribuyan a ello.

El pasado 6 de octubre podía leerse la siguiente noticia de Marina Valero en El Confidencial
(aunque  confunde contrato con beca, otra muestra de los que está ocurriendo en el mercado laboral,
lo que importa queremos destacar en esta noticia es la duración del contrato para ‘aprender’ la
ocupación de ‘camarera de pisos‘ y el tipo de formación que se da a las personas contratadas)

Camarera de pisos en prácticas: tres años para aprender a arreglar habitaciones18

Ni uno, ni dos. Algunas empresas consideran que hacen falta hasta tres años para convertirse
en una profesional de la limpieza en los hoteles. Esta es la historia de Rosa, pero no es la
única
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Más de tres años. Es la duración máxima de las prácticas que le ofrecieron a Rosa, una ca-
marera de pisos ‘becaria’ que encadena este tipo de contratos desde hace demasiado tiempo.
“Estaba desesperada por trabajar. Me lo presentaron como una gran oportunidad para los
jóvenes y no me lo pensé”. Rosa cobraba unos 530 euros al mes por dejarse -literalmente-
la espalda arreglando las habitaciones de un concurrido hotel de Sevilla.

Pero también los programas de formación dual en el sistema educativo nos provocan alguna duda.
La mayor parte de estos programas se dirigen a estudiantes de los ciclos de formación profesional
superior19 (el 72%), cuando estos titulados son probablemente los que menos problemas de
inserción han venido teniendo, incluso en estos últimos años. Si consideramos el objetivo de reducir
el abandono escolar, los ciclos a los que deberían dirigirse estos programas son los de grado medio
(por otra parte la oferta menos desarrollada en el sistema educativo). 

En cuanto a las características de las empresa no hay más información que el número de ellas
que participan por Comunidad Autónoma, y el dato es sorprendente. Castilla La Mancha tiene
convenios con 500 empresas, casi tanto como País Vasco, Cataluña, Comunidad Valenciana y
Madrid juntas. País Vasco que es la comunidad autónoma con mayor tradición en la formación
profesional y cuenta con mayor número de empresas que Castilla La Mancha tiene convenios con
140. Cabe preguntarse cómo se están desarrollando estos programas en una y otras para que se
den diferencias tan significativas.

Por otra parte, hay que considerar qué papel deben jugar estos programas, considerando que
serán de difícil generalización dado el número de estudiantes matriculados en los ciclos de formación
profesional. En el año 2015 hay 707.938 alumnos matriculados. La demanda probablemente seguirá
creciendo si se tiene en cuenta el incremento de las tasas universitarias. 

En cuanto al Plan Nacional de implantación de la Garantía Juvenil CCOO20 ha denuciado la
“opacidad absoluta” con la que el Gobierno está gestionando este programa. De los casi 1,4 millones
de jóvenes en desempleo que figuran en la última Encuesta de Población Activa (EPA), sólo 119.514
(el 8,6%) se han dado de alta y han sido aceptados en el registro del Sistema español de Garantía
Juvenil. Con estos datos, no parece que el programa de Garantía Juvenil está resultando “atractivo
y útil“ a un gran número de jóvenes.

Tenemos que recordar por otra parte, y al hilo de estas iniciativas, que en los últimos años se han
publicado distintas y variadas regulaciones que observan la realización de prácticas no laborales, y
sabemos que se han extendido muchas fuera de cualquier regulación (oferta becas empresas
públicas y privadas). En ellas los derechos de la RLT, y las condiciones para las personas jóvenes
en prácticas, varían según el marco normativo o el programa de financiación de la formación. 

Estas iniciativas comparten la visión ideológica de adaptación a la empresa y mercantilización de
la formación, desviación de recursos públicos directamente a aquella, apertura de nuevos ‘nichos
de negocio’ a costa del desempleo de los jóvenes (formación del contrato a través de entidades
privadas, orientación, intermediación), etc…

Con todas las dificultades la intervención sindical21 debe dirigirse a controlar en lo posible que no
se abuse de los jóvenes que se encuentren en alguna de estas modalidades y que se cumpla, como
mínimo, lo previsto en la regulación correspondiente. 

Cualificación y proyecto social

Para CCOO la cualificación se construye con una buena educación y formación inicial, unas
condiciones de empleo y de trabajo que permitan el desarrollo y la proyección profesional, y en su
caso, si es necesario, la readaptación o el cambio a otra actividad, en definitiva en un marco social
que garantice el derecho a la formación permanente. 
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Como hemos intentado mostrar, las reformas que han modificado el sistema de educación y la
formación para el empleo van en contra de este enfoque, y va sobre todo en contra de la igualdad
de oportunidades en el acceso a la cualificación, segmentando las mismas22 en paralelo a la
segmentación de las oportunidades de empleo y mercantilizando ambos mundos.

Reducir las necesidades de cualificación a las demandas del mercado de trabajo supone renunciar
a un proyecto social que reconozca el empleo como institución para la inserción social y al sentido
del trabajo como actividad humana. Supone renunciar al derecho a la educación, al derecho a la
elección de profesión u oficio, al derecho al desarrollo personal y profesional a lo largo de la vida,
todos ellos reconocidos constitucionalmente por otra parte.

Puede entenderse la exigencia de conciliar estos derechos con las demandas productivas, siempre
y cuando éstas no se reduzcan al interés privado y la búsqueda del lucro creciente. Una mirada
menos interesada y reduccionista sobre la evolución de nuestras sociedades apunta al aumento
combinado de complejidad e incertidumbre. La conciencia sobre los retos en todas las dimensiones
–social, económica, política, ambiental- convierte  a la educación y la formación en elemento central
para la vida personal y social. 

La cualificación en sentido amplio, como decíamos más arriba, se construye en un contexto de
ciudadanía, derechos y responsabilidades sociales, por lo que la educación obligatoria e inicial, la
experiencia laboral, y la formación en el ámbito laboral, en sus diversas combinaciones, son las que
le dotan de contenido. 

Pero no vale cualquier educación, ni cualquiera experiencia laboral ni cualquier formación. El
‘contenido’ de la cualificación debe poder responder a distintas demandas legítimas:

• las que se construyan a partir de proyectos acordados de desarrollo social y económico que
miren por el bienestar de la mayoría (estrategia de país)

• las de los trabajadores/as (incluida la formación sindical)

• las demandas sectoriales, en parte vinculadas a estrategias y políticas públicas 

• las de las propias empresas, por cambios en la actividad productiva, innovación tecnológica, or-
ganización

Tanto la Confederación Europea de Sindicatos en su Plan de Inversiones para Europa, como
CCOO, llevan años enfrentando este discurso reduccionista y exigiendo un cambio de políticas
públicas, que resitúen la calidad del empleo y la igualdad como objetivos prioritarios, ligados al
impulso de una transición justa a un modelo productivo sostenible. 

Algunas de las medidas que proponemos tendrían un impacto inmediato sobre la mejora de la
cualificación:

1) reducir la temporalidad contractual: la temporalidad desincentiva la inversión de las empresas
en formación o la concentran en aquellos segmentos de trabajadores que se identifican como
indispensables para la revalorización del capital, produciéndose la ‘acumulación’ de conocimiento
especializado en los que cuentan con una alta formación inicial.

2) revisar las bonificaciones a la contratación23: en el caso de los contratos de aprendizaje y
formación se trataría de establecer requisitos muy selectivos para las bonificaciones, dirigiéndolas
a actividades ligadas al cambio de modelo productivo y empresas que cumplan determinados
requisitos, incluida la existencia de representación legal de los trabajadores

3) fortalecer la negociación colectiva: es necesario derogar las últimas reformas que han llevado
a la preferencia aplicativa del convenio de empresa y debilitado el poder sindical e individualizado
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las relaciones laborales. Para impulsar un diálogo sobre las necesidades y el desarrollo de la
formación, para lo que se requiere estabilidad y proyección. 

4) diversificar y mejorar del tejido productivo (estrategia de país): es esta una de las claves para
generar empleo, diversificar la demanda de diferentes perfiles profesionales y la mejora del nivel de
formación de la población. Hay ya una serie de sectores y actividades que  identificados como de
imprescindible impulso, sea para la reducir la huella de carbono, para la mejora de la calidad de
vida, por su capacidad de innovación tecnológica, etc., sectores en algunos casos novedosos y
otros tradicionales con un gran potencial. Entre ellos:

• biotecnología

• transporte sostenible

• rehabilitación de viviendas y renovación y regeneración de las áreas urbanas consolidadas 

• soberanía y seguridad alimentaria: potenciar un sistema agroalimentario de calidad 

• política energética, en la producción y el transporte de energía

• política de ciencia, tecnología e innovación: investigación pública sobre ámbitos prioritarios (salud,
energía)

• bienestar social (educación, salud, cuidados) 

En la educación es urgente un debate público sobre la educación y la formación que necesitamos.
Para CCOO el principio que debe orientar este modelo es el del derecho a la formación permanente,
y debe responder por tanto a la pregunta sobre una verdadera garantía del acceso en igualdad de
condiciones.

Es evidente que ante los cambios sociales y nuevos retos que se vienen produciendo hay que
repensar la educación, su función social, sus métodos, etc., pero no pueden aprovecharse las
dificultades para imponer el contramodelo y limitar el acceso al conocimiento a los que menos
recursos tienen, más bien al contrario, a mayor complejidad social mayor necesidad de educación
y alternativas de formación para la población. El modelo educativo debe contrarrestar al máximo la
desigualdad social. La mejora de la eficiencia del gasto público en educación debe responder a esta
exigencia, multiplicando los recursos allí donde más se necesitan, y eso incluye todo lo que
acompaña el proceso educativo (comedores,  actividades complementarias, apoyo..). 

Es urgente una política educativa para un proyecto social integrador que permita afrontar los retos
sociales, económicos y medioambientales que hace décadas forman parte de la agenda para el
desarrollo humano sostenible y que en mayo se volvió a ratificar en el Foro Mundial de la Educación
(UNESCO-Agenda 2030).

En la formación para el empleo no podemos renunciar a los principios que inspiraron los Acuerdos
de los años 90, devaluados en las sucesivas reformas, especialmente la dirección tripartita y paritaria
del sistema, con la voluntad de abordar los problemas detectados que se han descrito anteriormente.
Los compromisos asumidos en el III Acuerdo de Negociación Colectiva tienen su espacio natural
de desarrollo en el marco del sistema de formación para el empleo, y dependen en gran medida del
establecimiento del nuevo mapa sectorial y de que las estructuras paritarias sectoriales puedan
realmente asumir y desarrollar las funciones que en principio tienen reconocidas en la nueva
normativa.

En cuanto al contrato de formación y aprendizaje y la formación dual, su promoción entendemos
que debe pasar por el balance de su implantación con la actual regulación y, sin duda, por la reforma
de todos aquellos aspectos que distorsionan el objetivo de formación de jóvenes que no cuenten
con cualificación alguna. Por otra parte, las bonificaciones y ayudas a empresas deberían dirigirse



a sectores y actividades vinculados a proyectos de inversión pública o privada. Hay que preguntarse
si no deberían excluirse sectores con alta tasa de rotación en el empleo o exigir en ellos compromiso
de contratación. 

Finalmente tenemos que llamar la atención sobre la asignatura pendiente en la formación
profesional en nuestro país, y es la necesaria cooperación entre la administración educativa y laboral
en relación a prioridades comunes, como la oferta de formación para personas desempleadas sin
cualificación reconocida (por ejemplo jóvenes…), el uso de centros y recursos públicos, la
acreditación de la experiencia, etc.

Porque se trata del derecho a la formación permanente, no de la obligación a la adaptación
permanente.

1 Sobre la construcción social de la cualificación son de especial interés las investigaciones realizadas por M. Maruani, pionera en la introducción del enfoque

de género sobre el mercado de trabajo. Entre los trabajos publicados con esta perspectiva destaca Trabajo y Empleo de las mujeres (2002), Madrid, Editorial

Fundamentos

2De acuerdo a los datos de la EPA, en el primer trimestre de 2015 la tasa de desempleo alcanzaba el 23,6%  

3Son aquellas actividades que desde la economía dominante se llaman ‘de bajo valor añadido’, es esta una concepción puesta en cuestión por la economía crítica,

y desde un ennfoque de género por la economía feminista que llama la atención sobre la división sexual del trabajo y el menor valor social de las actividades de

cuidado, generalmente asumidas por las mujeres

4http://www.sepe.es/contenidos/que_es_el_sepe/estadisticas/datos_estadisticos/empleo/datos/estadisticas_nuevas.html

5http://www.sepe.es/contenidos/que_es_el_sepe/estadisticas/datos_estadisticos/empleo/datos/estadisticas_nuevas.html

6Hirtt, Nico: ‘Educar y formar bajo la dictadura del mercado de trabajo’, Rev. Con-Ciencia Social, Anuario de Didáctica de la Geografía, la Historia y otras

Ciencias Sociales, 2013, (17) 39-54

7Informe comienzo de curso 2015-2016: ‘Educación: no hay salida de la crisis’. Septiembre, 2015. Federación de Enseñanza de CCOO

8EnClave de Economía-3, 2015-PGE-2016 y Situación Económica de España, Publicación del Gabinete Económico de la CS de CCOO

9Desajuste de competencias, más de lo que parece a simple vista, Nota Informativa CEDEFOP, Marzo 2014.

10Decimos sólo ‘cierta’ porque ha faltado hasta ahora, en la oferta de formación, una participación extensa de la red pública de centros de formación profesiona10

11Formación para el Empleo, Balance de resultados 2012 – Fundación Tripartita para la Formación en el Empleo

12Ley 30/2015, Art. 26: En el marco de la negociación colectiva sectorial, y mediante acuerdos específicos en materia de fomación de igual ámbito, las

organizaciones empresariasles y sindicales más represetativas y las representativas en el sector correspondiente, podrán constituir Estructuras Paritarias Sectoriales

(…). Estas Estructuras Paritarias agruaparán a sectores afines conforme al mapa sectorial que apruebe el Consejo General del Sistema Nacional de Empleo.

13Ministerio de Empleo y Seguridad Social, Estadísticas de Convenios Colectivos, 2013.

14Artículo 2.2 de la Ley 3/2012 de Medidas urgentes para la reforma del mercado laboral por el que se modifica el Artículo 11 del Estatuto de los Trabajadores

15El R.D. 1529/2012 deroga el R.D. 488/1998 por el que se desarrolló el artículo 11 del ET en materia de contratos formativos

16R.D. 1529/2012 Artículo 21.2. La empresa informará a la representación legal de las personas trabajadoras sobre los acuerdos suscritos, indicando, al menos,

las personas contratadas para la formación y el aprendizaje, el puesto de trabajo a desempeñar y el contenido de la actividad formativa.

17La información recogida en este artículo sobre el desarrollo del contrato de formación proviene del informe elaborado por Yolanda Ponce Sanz, Coordinadora

de la Asistencia Técnica de CCOO en la Fundación Tripartita. Puede consultarse en http://www.ccoo.es/cms/g/public/0/8/059303.pdf

18Ver artículo completo en http://www.elconfidencial.com/economia/2015-10-06/camarera-de-pisos-en-practicas-tres-anos-para-aprender-a-arreglar-

habitaciones_1048617/

19II Informe de Seguimiento de Proyectos de FP Dual, Curso 2013-2014, Subdirección General de Orientación y FP, Ministerio de Educación, Cultura y Deporte

20Nota de prensa de la Secretaría de Juventud de CCOO

21Para apoyar la acción sindical en lo que concierte a las prácticas, CCOO publicó la guía ‘Aprendices, becarios y trabajo precario. Una guía sobre prácticas en la

empresa para representantes sindicales.’ Puede consultarse en http://www.ccoo.es/cms/g/public/0/5/025618.pdf y cuenta con un servicio on-line para responder a

cualquier consulta sobre este tema en http://www.forem.es/asesoria-formación

22Junto a la disminución del gasto público en educación se incrementa el gasto de las familias, según datos de la encuesta de Presupuestos Familiares, en el 2011

el gasto medio por hogar ha disminuido y sin embargo ha aumentado el gasto en formación en todos los niveles educativos, especialmente en FP de Grado Medio.

23La Ley 30/2015 por la que se regula el Sistema de Formación para el Empleo, en la Disposición adicional 7ª, señala que se hará un análisis de las bonificaciones

a la contratación y reducción a las cotizaciones a la Seguridad Social antes del 31 de mayo de 2016. Habrá que ver si lo hace el nuevo gobierno que surja de las

próximas elecciones.
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Informe conjunto de 2015 del Consejo y de la Comisión sobre la aplicación del
marco estratégico para la cooperación europea en el ámbito de la educación y la

formación (ET 2020)

Nuevas prioridades para la cooperación europea en educación y formación 
(2015/C 417/04) 

1. CONTEXTO 

Europa se enfrenta a una serie de tareas urgentes: restablecer la creación de empleo y la recuperación económica;
lograr un crecimiento sostenible; subsanar el déficit de inversión; mejorar la cohesión social; coordinar la respuesta al
flujo migratorio; prestar atención prioritaria a la prevención de la radicalización y la violencia. Al mismo tiempo, Europa
debe abordar una serie de desafíos a largo plazo, como el envejecimiento de la población, la adaptación a la era digital
y la competitividad en una economía global basada en el conocimiento. 

La respuesta concreta de Europa en el marco de las orientaciones políticas de la Comisión Europea tituladas «Un
nuevo comienzo para Europa: mi Agenda en materia de empleo, crecimiento, equidad y cambio democrático»1 significa
un nuevo inicio. Existen importantes argumentos económicos a favor de la educación y de la formación como sectores
propicios para el crecimiento, que han de desempeñar un papel fundamental dentro de esta nueva Agenda. La inversión
en capital humano es dinero bien empleado. Una buena educación y una buena formación contribuyen a promover un
crecimiento económico constante y un desarrollo sostenible, ya que alimentan la investigación y el desarrollo, la
innovación, la productividad y la competitividad. Los Estados miembros deben realizar las inversiones necesarias en
todos los sistemas educativos y de formación a fin de aumentar su eficacia y eficiencia en la mejora de la cualificación
y las competencias de la población activa, de modo que dichos sistemas puedan anticipar y responder mejor a la rápida
evolución de las necesidades de unos mercados de trabajo dinámicos en una economía cada vez más digital y en el
contexto de los cambios tecnológicos, medioambientales y demográficos. Los Estados miembros deben intensificar los
esfuerzos para mejorar el acceso de todos a un aprendizaje permanente de calidad y aplicar estrategias de
envejecimiento activo que permitan la prolongación de la vida laboral. 

Los trágicos estallidos de violencia extremista producidos a principios de 2015 han venido a recordarnos seriamente
que nuestras sociedades son vulnerables. La educación y la formación tienen un importante papel que desempeñar a
la hora de garantizar que los valores humanos y cívicos que compartimos se preserven y transmitan a las generaciones
futuras, para fomentar la libertad de pensamiento y expresión, la inclusión social y el respeto de los demás, así como
para prevenir y hacer frente a la discriminación en todas sus formas, reforzar la enseñanza y aceptación de estos valores
fundamentales comunes y sentar las bases para unas sociedades más integradoras mediante la educación, empezando
desde una edad temprana2. La educación y la formación pueden contribuir a prevenir y hacer frente a la pobreza y la
exclusión social, a fomentar el respeto mutuo y a poner los cimientos de una sociedad abierta y democrática sobre la
cual se asienta la ciudadanía activa. 

Al mismo tiempo, los sistemas de educación y formación se enfrentan al desafío de garantizar la igualdad de acceso
a la educación de alta calidad, en particular llegando a los más desfavorecidos e integrando en el entorno educativo a
personas de diversos orígenes, lo que incluye integrar adecuadamente a migrantes recién llegados3, fomentando así
una convergencia social en sentido ascendente. 

En este contexto, la educación y la formación contribuyen de forma sustancial a varias estrategias e iniciativas de la
UE, como la Estrategia Europa 2020, la Garantía Juvenil, la Iniciativa de Empleo Juvenil, la iniciativa del Mercado Único
Digital, la Agenda Europea de Seguridad y la Agencia Europea de Migración y el Plan de Inversiones para Europa, con
pleno respeto de las competencias de los Estados miembros en lo que se refiere a sus sistemas de educación y
formación. La cooperación dentro del ET 2020 («Marco estratégico para la cooperación europea en el ámbito de la
educación y la formación 2020») complementa y apoya la actuación nacional de los Estados miembros mediante los
intercambios de homólogos, el aprendizaje mutuo y la recopilación de conocimientos y datos, a la hora de proseguir las
reformas para mejorar su rendimiento. 
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La enseñanza y la formación dotan a las personas de los conocimientos, capacidades y competencias que les permiten
crecer y actuar sobre su situación al ampliar sus perspectivas, equipándolas favorablemente para sus vidas futuras,
sentando los cimientos de la ciudadanía activa y de los valores democráticos, y fomentando la inclusión, la equidad y
la igualdad. 

El Monitor de la Educación y la Formación de 2015, publicado por la Comisión, pone de relieve que siguen existiendo
problemas importantes: 

— En toda la UE, el 22 % de los alumnos de 15 años de edad obtiene resultados insuficientes en matemáticas. Entre
los alumnos de posición socioeconómica baja, esta tasa alcanza un preocupante 36,6 %. Además, el 18 % de los
alumnos de la UE de 15 años de edad obtiene malos resultados en lectura, y un 17 % obtiene resultados insuficientes
en ciencias. Los resultados insuficientes en estos ámbitos de estudio se dan en torno a un 60 % más entre los niños
que entre las niñas4. 

— En Europa uno de cada cuatro adultos se ve atrapado en la trampa de la escasa cualificación, en la cual se limita
el acceso al mercado de trabajo y simultáneamente se cierra la vía hacia la educación o formación ulteriores. Tan solo
el 4,4 % de los 66 millones de adultos que tienen a lo sumo una titulación de enseñanza secundaria participan en la
educación de adultos5. 

— El abandono escolar prematuro6 se sitúa actualmente en el 11,1 %. Si bien se ha avanzado bastante hacia el
objetivo principal común de Europa 2020, sigue habiendo en toda Europa más de 4,4 millones de alumnos que
abandonan prematuramente la educación, y un 60 % de estos están o bien inactivos o desempleados, lo que supone
mayores riesgos de exclusión social y una menor participación cívica. 

— El número de titulados de la educación superior7 sigue mejorando y es ahora del 37,9 %. También aquí se ha
avanzado bastante hacia el objetivo principal común de Europa 2020, pero la empleabilidad de los titulados sigue
estancada en toda la UE. 

El exhaustivo balance global intermedio del marco estratégico ET 2020 realizado en 2014, con la participación de los
Estados miembros y las principales partes interesadas, que sirve de base para el presente informe, ha dado lugar a
tres conclusiones estratégicas principales: 

— Se ha confirmado el valor de un marco integrado que abarque la educación y la formación a todos los niveles. La
necesidad actual de flexibilidad y permeabilidad entre las experiencias de aprendizaje requiere políticas coherentes
desde la educación infantil y primaria hasta la educación superior, la educación y formación profesionales y la enseñanza
de adultos, sustentando así el principio del aprendizaje permanente. 

— Los cuatro objetivos estratégicos del ET 2020 (actuales criterios de referencia de la UE) siguen siendo válidos tal
como fueron formulados de una manera global y con miras al futuro en las conclusiones del Consejo de 2009 sobre el
ET 2020 y proporcionan una base sólida para las actividades del ET 2020 hasta 2020. Sin embargo, el enfoque de
actuación debe redefinirse para incluir tanto los apremiantes retos económicos y de empleo como el papel de la
educación en la promoción de la equidad y la integración y en la transmisión de los valores europeos comunes, las
competencias interculturales y la ciudadanía activa. 

— El ET 2020 contribuye de manera importante a la estrategia general de la UE en materia de empleo, crecimiento
e inversión, incluido el Semestre Europeo. A este respecto podría reforzarse la base de pruebas y el aprendizaje mutuo
en torno a los retos de la reforma, así como en su caso la importancia específica del marco por país. 

Teniendo en cuenta los desafíos y las conclusiones operativas expuestos hasta ahora, y con el fin de ajustar mejor el
ET 2020 al mandato y las prioridades políticas de la UE, el presente informe conjunto propone encauzar la cooperación
dentro de este marco hasta 2020, aumentando así su ciclo de trabajo de 3 a 5 años. 

2 PRINCIPALES RETOS QUE DETERMINAN LA ELECCIÓN DE LAS PRIORIDADES FUTURAS 

Partiendo del balance realizado, y reconociendo al mismo tiempo las diferencias entre los Estados miembros, en el
presente capítulo se exponen los principales acontecimientos y desafíos en torno a la educación y la formación en
Europa, que han llevado a determinar los nuevos ámbitos prioritarios y cuestiones concretas para proseguir el trabajo
hasta 2020. 

Los nuevos ámbitos prioritarios son los siguientes: 

- Conocimientos, capacidades y competencias pertinentes y de alta calidad, obtenidas mediante el aprendizaje
permanente, centradas en los resultados del aprendizaje en favor de la empleabilidad, la innovación, la ciudadanía
activa y el bienestar. 
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- Educación inclusiva, igualdad, equidad, no discriminación y promoción de las competencias cívicas. 

- Una educación y una formación abiertas e innovadoras, con una plena incorporación a la era digital. 

- Un fuerte apoyo para los profesores, formadores, directores de centros de enseñanza y demás personal educativo. 

- Transparencia y reconocimiento de las capacidades y cualificaciones para facilitar el aprendizaje y la movilidad
laboral. 

Inversión sostenible, calidad y eficiencia de los sistemas de educación y formación. 

Estos ámbitos prioritarios, y los temas concretos correspondientes, se exponen en el anexo. 

2.1 La calidad y la pertinencia de los resultados del aprendizaje son fundamentales para el desarrollo de las
capacidades y las competencias 

El bajo nivel de conocimientos y capacidades básicos en Europa obstaculiza el progreso eonómico y limita
considerablemente las personas en su realización profesional, social y personal. Para mejorar la empleabilidad, la
innovación y la ciudadanía activa, y sobre la base de la recomendación de 2006 del Parlamento Europeo y del Consejo
sobre las competencias clave para el aprendizaje permanente, las capacidades básicas deben ir acompañadas de otras
competencias y actitudes clave: creatividad, emprendimiento y sentido de la iniciativa, competencias digitales8,
competencias en lenguas extranjeras, pensamiento crítico, especialmente a través de la alfabetización digital y mediática,
así como capacidades que reflejen las necesidades en expansión, como las relativas a la economía verde y a los
sectores digital y sanitario. 

La calidad de los resultados del aprendizaje debe estimularse a lo largo de toda la vida. La mayor parte de los Estados
miembros han puesto en marcha estrategias globales de aprendizaje permanente, pero son todos los países los que
deben desarrollar esas estrategias y garantizar la permeabilidad entre diversas formas y niveles de aprendizaje, así
como en la transición de la educación y la formación al trabajo. Para ello se precisa un trabajo constante de coordinación
y asocición entre los distintos sectores de la enseñanza, así como entre los centros educativos y los interesados
correspondientes. 

La educación y los cuidados de la primera infancia (ECPI) constituyen el punto de partida y uno de los medios más
eficaces de contribuir al dominio de las competencias clave, si bien se enfrenta al doble reto de ampliar el acceso y
mejorar la calidad. La prestación de servicios para los niños menores de tres años es especialmente problemática en
algunos países. Como indica el marco de calidad ECPI elaborado por expertos de los Estados miembros durante el
anterior ciclo de trabajo, las cuestiones clave para el futuro trabajo podrían incluir la mejora del acceso, haciendo hincapié
en las personas desfavorecidas, la profesionalización del personal y la eficiencia de la gobernanza, los planes de estudio,
la financiación y los sistemas de seguimiento. 

Todos los Estados miembros han introducido medidas destinadas a reducir el abandono escolar prematuro, pero
estas no siempre constituyen una estrategia exhaustiva con arreglo a lo dispuesto en la Recomendación del Consejo
de 20119 o políticas equivalentes basadas en pruebas. Una respuesta satisfactoria exige un compromiso a largo plazo
y una cooperación intersectorial, centrada en la combinación adecuada de prevención, intervención precoz y medidas
de compensación. Las políticas relativas al abandono escolar prematuro aplicadas en los centros de enseñanza han de
incluir enfoques de colaboración, la participación activa de los padres, asociaciones con las partes interesadas externas
y el entorno local, medidas en apoyo del bienestar de los alumnos y una orientación y asesoramiento de alta calidad
que garantice a cada alumno la igualdad de oportunidades en cuanto al acceso, la participación y el beneficio de una
enseñanza de elevada calidad que permita a todos los alumnos realizar todas sus posibilidades. 

Los sistemas de educación superior deben impulsar la economía del conocimiento y responder a las necesidades de
la sociedad. La educación superior debe responder eficazmente a las exigencias de una sociedad y un mercado laboral
en transformación, aumentando las capacidades y el capital humano de Europa y reforzando su contribución al
crecimiento económico. Para lograrlo, debe garantizar que la modernización se centre en las sinergías entre la
enseñanza, la investigación, la innovación y el empleo, creando vínculos entre las instituciones de enseñanza superior
y el ámbito local y las regiones, aplicando enfoques innovadores para mejorar la pertinencia de los planes de estudios,
incluida la utilización de las tecnologías de la información y la comunicación (TIC), mejorando la transición al empleo y
reforzando la colaboración internacional. Aunque la reducción de los índices de abandono escolar y el aumento de los
porcentajes de titulados sigue siendo un reto para muchos Estados miembros, especialmente entre los grupos
desfavorecidos, es prioritaria la necesidad de garantizar que todas las formas de enseñanza superior doten a los
estudiantes de los conocimientos, capacidades y competencias de alto nivel pertinentes que les preparen para sus
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futuras carreras profesionales. La enseñanza superior también debe ayudar a preparar a los estudiantes para la
ciudadanía activa, sobre la base de una actitud abierta y del pensamiento crítico, así como respaldar el desarrollo
personal, desempeñando al mismo tiempo plenamente su papel a la hora de transmitir y producir conocimientos. 

La educación y formación profesional desempeña un papel esencial a la hora de desarrollar las capacidades
pertinentes. Los titulados en educación y formación profesionales ya tienen buenas tasas de empleo en la mayoría de
los Estados miembros. Esto se debe también a las medidas destinadas a mejorar el rendimiento, la calidad y el atractivo
de la educación y formación profesionales que se adoptaron entre 2011 y 2014 a fin de ejecutar las acciones previstas
en el Comunicado de Brujas de 2010 con arreglo al proceso de Copenhague. Deberán seguir más reformas, con arreglo
a las acciones a medio plazo previstas en las Conclusiones de Riga de 22 de junio de 2015 (véase el anexo). El
desarrollo de las capacidades pertinentes debe continuar, fomentándose todas las formas de aprendizaje basado en el
trabajo, como los períodos de prácticas, la formación de aprendices y los esquemas dobles de educación y formación
profesionales, reforzando la Alianza Europea para la Formación de Aprendices, desarrollando más asociaciones con
todas las partes interesadas a escala local, regional y nacional y fortaleciendo la anticipación de las necesidades en
cuanto a capacidades. Al mismo tiempo, debe reforzarse el desarrollo profesional, tanto inicial como continuo, de los
profesores de educación y formación profesionales, por ejemplo mediante la introducción en las empresas y la industria
para mantenerse al tanto de la evolución en la materia. 

El aprendizaje de adultos es la base para la mejora de las capacidades, el reciclaje profesional, la ciudadanía activa
y la cohesión social. Las encuestas recientes10 muestran el bajo nivel de las capacidades básicas de los adultos y las
repercusiones de la mundialización en la necesidad de capacidades y las altas tasas de desempleo, lo que exige que
se intensifique la aplicación del plan europeo de aprendizaje de adultos renovado. Entre las prioridades han de figurar
una gobernanza más eficaz, aumentos significativos de la oferta y del uso de esta, un suministro más flexible, un acceso
más amplio, un seguimiento más estrecho y una mayor garantía de calidad (véase el anexo). El aprendizaje de adultos
ofrece a los migrantes recién llegados y a las personas de origen migrante la oportunidad de una educación o formación
adicionales, y aumenta las oportunidades de las personas para establecerse por sí mismas en el mercado laboral e
integrarse en la sociedad. 

2.2 La educación y la formación son esenciales para promover la cohesión social, la igualdad, la no discriminación y
las competencias cívicas 

La desigualdad ha alcanzado su nivel más alto en los últimos 30 años en la mayor parte de los países europeos y de
la OCDE, y tiene un impacto negativo en los resultados educativos, dado que los sistemas educativos tienden a
reproducir los modelos de la situación socioeconómica existentes. Por consiguiente, romper el círculo intergeneracional
de bajas cualificaciones debe ser una prioridad. La mayoría de los Estados miembros ha tomado medidas para mejorar
el acceso de los estudiantes desfavorecidos a la educación. Sin embargo, sigue existiendo una importante brecha
educativa y el acceso a una educación y formación de calidad, empezando por la educación y los cuidados de la primera
infancia, sigue suponiendo un reto en muchas partes de la UE. Se precisa una acción eficaz en favor de la diversidad
en todas sus formas y de la facilitación de una educación y formación inclusivas para todos los estudiantes, centrándose
en los grupos desfavorecidos como los alumnos con necesidades especiales, los migrantes recién llegados, las personas
de origen migrante y los gitanos. Debe movilizarse plenamente la Garantía Juvenil (esto es, introducción en el mercado
laboral, aprendizaje y educación y formación de segunda oportunidad). 

Han de abordarse las brechas existentes en la educación y la formación, que se basan también en la continuidad de
los estereotipos de género, y las diferencias de género en las opciones en materia de educación. No pueden tolerarse
ni el acoso ni la violencia en el entorno educativo, y en particular los vinculados a motivos de género. Las instituciones
docentes y los profesores, formadores, directores de centros de enseñanza y demás personal educativo deben contar
con material y apoyo para que los alumnos vivan la inclusión, la igualdad, la equidad, la no discriminación y la ciudadanía
democrática en sus entornos educativos. Deben fomentarse los entornos de aprendizaje abiertos, como las bibliotecas
públicas, los centros abiertos de educación de adultos y las universidades abiertas, como medios de promover la
inclusión social. 

En la Declaración de París de los ministros de Educación, de 17 de marzo de 2015, se llamaba a realizar acciones a
todos los niveles a fin de reforzar el papel de la educación en la promoción de la ciudadanía y los valores comunes de
libertad, tolerancia y no discriminación, fortalecer la cohesión social, y ayudar a los jóvenes a ser responsables, tener
una mentalidad abierta y ser miembros activos de nuestra sociedad diversa e incluyente11. La educación es importante
para prevenir y abordar la marginación y la radicalización. El seguimiento de la Declaración es una prioridad clave en
el nuevo ciclo de trabajo. Adoptará la forma de un análisis conjunto, aprendizaje entre homólogos, reuniones, divulgación
de las prácticas correctas y una serie de medidas concretas respaldadas gracias a la financiación del programa
Erasmus+, en consonancia con las cuatro áreas indicadas en la Declaración: i) garantizar que los niños y los jóvenes
adquieran competencias sociales, cívicas e interculturales, fomentando los valores democráticos y los derechos



fundamentales, la inclusión social y la no doscriminación, así como ña ciudadanía activa; ii) mejorar el pensamiento
crítico y la alfabetización digital; iii) promover la educación de los niños y los jóvenes desfavorecidos, y iv) promover el
diálogo intercultural, mediante todas las formas de aprendizaje en cooperación con otros ámbitos de actuación y partes
interesadas pertinentes. 

La importancia de los citados ámbitos de acción se ve reforzada por el actual flujo de migrantes en Europa. La llegada
de personas de diversos orígenes supone un reto para el sector de la educación y la formación en toda Europa. Para
los migrantes que permanezcan en nuestros países, su integración en la educación y la formación es un paso esencial
hacia su inclusión social, empleabilidad, realización profesional y personal y hacia la ciudadanía activa. En este contexto,
la primera de las prioridades es facilitar la adquisición eficaz de la lengua o lenguas del país de acogida. Además, el
éxito de la integración de los migrantes depende también del desarrollo de capacidades interculturales entre los
profesores, formadores, directores de centros de enseñanza y demás personal educativo, los alumnos y los padres, en
aras de una mayor disposición hacia la diversidad multicultural en el entorno educativo. La dimensión europea de la
migración destaca la pertinencia de apoyar plenamente a los Estados miembros en sus actividades de integración, por
ejemplo mediante la inclusión de análisis conjuntos, aprendizaje entre homólogos, conferencias y divulgación de las
prácticas correctas. 

2.3. Un aprendizaje pertinente y de alta calidad exige … 

Un uso más activo de pedagogías innovadoras y de instrumentos para desarrollar las competencias digitales: La
educación y la formación –a todos los niveles– pueden beneficiarse de la introducción de prácticas y material didácticos
innovadores que hayan sido probados y hayan mostrado ser capaces de contribuir de manera concreta a un aprendizaje
inclusivo y comprometido para distintos tipos de alumnos. Varios Estados miembros informan de iniciativas para
aumentar las competencias digitales de profesores y alumnos, y un tercio ha adoptado estrategias nacionales para la
digitalización de la educación. Sin embargo, continúan existiendo grandes problemas. Las sociedades son cada vez
más digitales, impulsando de esa forma la demanda de competencias digitales. La educación y la formación deben
responder a esta necesidad, que requiere inversiones en infraestructuras, cambios organizativos, dispositivos digitales
y competencias digitales de los profesores, formadores, directores de centros de enseñanza y demás personal educativo,
así como la creación de recursos educativos digitales (y abiertos) y de programas informáticos educativos de alta calidad.
La educación y la formación deben aprovechar las ventajas de la evolución en el ámbito de las TIC y adoptar pedagogías
innovadoras y activas, tomando como base métodos participativos y basados en proyectos. Los entornos de aprendizaje
abiertos, como las bibliotecas públicas, los centros abiertos de educación de adultos y las universidades abiertas, pueden
contribuir a la colaboración entre los sectores educativos, en particular para los alumnos desfavorecidos. 

Brindar un fuerte apoyo a profesores, formadores, directores de centros de enseñanza y demás personal educativo,
que desempeñan un papel esencial a la hora de garantizar el éxito de los estudiantes y aplicar las políticas educativas: 

Muchos Estados miembros informan de medidas para mejorar la formación del profesorado e insisten en que la
educación inicial y el desarrollo profesional permanente de los profesores y los formadores deben ser adecuados a los
fines perseguidos y combinar la materia en cuestión, la pedagogía y la práctica. Sigue siendo prioritario dotar al personal
pertinente, a todos los niveles y en todos los sectores educativos, de serias capacidades y competencias pedagógicas,
basándose en investigaciones y prácticas sólidas. Deben estar formados para tratar las necesidades particulares de
los estudiantes y su creciente diversidad en términos de sus orígenes sociales, culturales, económicos y geográficos,
a fin de prevenir el abandono escolar prematuro y utilizar de manera óptima las pedagogías innovadoras y las
herramientas de las TIC; asimismo, deben contar con el apoyo oportuno al inicio de su vida profesional. 

La escasez de personal supone una merma cada vez mayor de la calidad de la enseñanza en muchos países, mientras
disminuye el interés en la carrera docente. Así pues, los Estados miembros deben adoptar medidas para incrementar
el atractivo y la situación de la profesión docente12. Se requieren políticas generales a largo plazo para garantizar que
se selecciona a los candidatos más adecuados, de diversos orígenes y experiencia, y que se brinde a los profesores
unas oportunidades atractivas para la carrera profesional, también con miras a evitar el fuerte sesgo de género existente. 

Facilitar la movilidad del aprendizaje a todos los niveles: El primer marcador de la movilidad (2014), elaborado como
actuación consecutiva a la Recomendación del Consejo de 2011 sobre movilidad en la formación de 2011, pone de
manifiesto que el entorno de la movilidad del aprendizaje registra grandes variaciones entre los Estados miembros, con
importantes obstáculos en términos de información, apoyo y reconocimiento de los estudiantes. Debe realizarse un
seguimiento de las actuaciones en materia de transparencia, garantía de la calidad y la validación y el reconocimiento
de las capacidades y las cualificaciones que deben proseguir. Es preciso disponer de mejores datos para el seguimiento
objetivo de la movilidad. 
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Apoyar la internacionalización en la educación superior y en la educación y formación profesional seguirá siendo una
prioridad. Ello podría incluir la cooperación con otras regiones del mundo en materia de garantía de calidad y de fomento
de los resultados de los estudios, el desarrollo de las asociaciones estratégicas y los cursos conjuntos, y la promoción
de la movilidad de estudiantes, personal e investigadores, así como el trabajo de facilitación del uso de las cualificaciones
obtenidas fuera de la UE. 

Refuerzo y simplificación de las herramientas de transparencia y reconocimiento y mayor sinergia entre las mismas: 

Las herramientas de transparencia y reconocimiento son esenciales para la movilidad, la empleabilidad y el aprendizaje
permanente. Algunas de ellas, como Europass, se utilizan ampliamente. Para lograr una mayor transparencia, la mayoría
de los Estados miembros han establecido marcos nacionales de cualificaciones (MNC) y han vinculado sus referencias
al Marco Europeo de Cualificaciones (MEC). Varios Estados miembros han aplicado el Sistema Europeo de Créditos
para la Educación y la Formación Profesionales (ECVET), el Marco de Referencia Europeo de Garantía de la Calidad
en la Educación y Formación Profesionales (EQAVET) y el marco de cualificaciones del Espacio Europeo de la
Enseñanza Superior (QF-EHEA). 

Los trabajos futuros deben promover la validación de la enseñanza no formal e informal, así como facilitar la transpa -
rencia y la comparabilidad de las cualificaciones en toda Europa. Por lo que respecta a los migrantes recién llegados,
los instrumentos de transparencia existentes también pueden contribuir a una mejor comprensión de las cualificaciones
extranjeras en la UE, y viceversa. Mediante un reconocimiento y una validación adecuados puede favorecerse la
adopción de prácticas de aprendizaje innovadoras y abiertas, incluidas las que hacen uso de la tecnología digital. 

Los trabajos ulteriores han de centrarse asimismo en una aplicación más efectiva del MEC y de los MNC, así como
en seguir desarrollando el MEC para incrementar la transparencia y comparabilidad de las cualificaciones. El recurso
al MEC y a los MNC puede servir de apoyo a las prácticas existentes de reconocimiento y por lo tanto facilitar el proceso
de reconocimiento. 

Tras una evaluación preliminar de su repercusión, debe asimismo prestarse especial atención a la simplificación y la
racionalización de los instrumentos ya existentes en la UE, como herramientas, portales y demás servicios en materia
de capacidades y cualificaciones dirigidos al público en general con el fin de potenciar su difusión. 

Subsanar el déficit de inversión: Invertir de forma eficaz en una educación y una formación de calidad constituye una
fuente de crecimiento sostenible. Sin embargo, desde el comienzo de la crisis los presupuestos públicos siguen siendo
restringidos, y varios Estados miembros han recortado sus gastos en educación y formación en términos reales. Ello
indica la necesidad de apoyar a los Estados miembros en la concepción de reformas que conduzcan a una educación
y formación de calidad de manera más eficiente, dentro de un contexto social amplio. El Plan de Inversiones para
Europa, Erasmus+, los Fondos Estructurales y de Inversión Europeos, incluidas la Iniciativa de Empleo Juvenil y la
iniciativa Horizonte 2020, pueden ayudar a estimular las inversiones y a apoyar las prioridades de actuación del ET
2020, garantizando vínculos sólidos con las políticas. 

3 GOBERNANZA Y MÉTODOS DE TRABAJO 

Desde el informe conjunto de 2012 ha mejorado la gobernanza del ET 2020, tras reforzar en particular la base de
conocimientos (Monitor de la Educación y la Formación) y la labor operativa de los grupos de trabajo y crear plataformas
que sirven para el intercambio periódico de ideas entre las principales partes interesadas, como el Foro de educación,
formación y juventud. El balance indica un consenso sobre el siguiente enfoque para el próximo ciclo de trabajo: 

— Para que el marco ET 2020 sea eficaz, es esencial disponer de unos datos analíticos sólidos y realizar el
seguimiento de los avances, y ello ha de llevarse a cabo en cooperación con Eurostat, la red Eurydice, el Cedefop, la
OCDE y otras organizaciones. 

— Continúan siendo una prioridad la simplificación y la racionalización de los informes en el marco del ET 2020, a lo
que contribuirá la ampliación del ciclo de trabajo a cinco años. Se utilizarán de forma óptima los datos y cifras analíticos
y actualizados obtenidos, por ejemplo, de la red Eurydice y el Cedefop (ReferNet). Asimismo, en los capítulos que
contengan información específica por países del Monitor de la Educación y la Formación se tendrán también en cuenta
los datos nacionales actualizados si son metodológicamente sólidos. 

— Unos vínculos más sólidos entre la educación, la empresa y la investigación, al igual que la participación de los
interlocutores sociales y la sociedad civil reforzarán el impacto del ET 2020 y la pertinencia de los sistemas de
aprendizaje para incrementar la capacidad de innovación de Europa. Las alianzas para el conocimiento y las alianzas
para las competencias sectoriales en virtud del programa Erasmus+, las acciones Marie Skłodowska-Curie y el Instituto
Europeo de Innovación y Tecnología en el marco de Horizonte 2020 son precursores a este respecto. También se
estimulará la colaboración con las partes interesadas por medio del Foro de educación, formación y juventud, el Foro



europeo de la universidad y la empresa, el Foro EFP-empresa y los foros temáticos en los diversos Estados miembros.
Proseguirá la cooperación con la sociedad civil europea y con los interlocutores sociales europeos con el fin de optimizar
el uso de sus conocimientos y de su capacidad de comunicación. 

Las herramientas del ET 2020 han demostrado su utilidad, pero no siempre han tenido un impacto eficaz a escala
nacional, especialmente debido a la falta de sincronización de las actividades, las deficiencias en la difusión y la escasa
sensibilización nacional acerca de la utilidad de los resultados. Se reforzarán las diversas herramientas del ET 2020: 

— Para mejorar la transparencia y la coherencia de las actividades del ET 2020, la Comisión, en cooperación con los
Estados miembros (incluido el Trío de Presidencias del Consejo), preparará un plan de trabajo progresivo indicativo del
ET 2020, incorporando y ofreciendo una clara visión de conjunto de las actividades de aprendizaje entre homólogos y
de las actividades clave previstas para las reuniones informales de altos funcionarios, es decir, durante las reuniones
de los directores generales responsables de la educación primaria, la EFP, y la educación superior (reuniones de DD.
GG.) y el Grupo de Alto Nivel sobre Educación y Formación, el Grupo ET 2020, el Grupo consultivo MEC y el Grupo
Permanente «indicadores y puntos de referencia». 

— A partir de 2016 una nueva generación de grupos de trabajo13 trabajará en los ámbitos concretos del ET 2020
enumerados en el anexo. La Comisión propondrá sus mandatos y los ajustará a la vista de los comentarios de los
Estados miembros, en particular los manifestados a través del Comité de Educación. Los grupos informarán periódi -
camente a los grupos informales pertinentes de altos funcionarios (es decir, las reuniones de DD. GG. y el Grupo de
Alto Nivel «Educación y Formación»), que facilitan orientaciones, y al Comité de Educación, que transmite los corres -
pondientes resultados a la atención del Consejo. Se fomentarán los métodos de trabajo innovadores, y los resultados
de los grupos serán objeto de una mejor difusión, para facilitar así un auténtico intercambio de conocimientos, así como
para facilitar los trabajos consecutivos. 

— Las actividades de aprendizaje entre homólogos del ET 2020, que generalmente se llevan a cabo en los grupos
de trabajo, serán reforzadas y permitirán que los Estados miembros que comparten similares retos de actuación trabajen
en grupos. Las revisiones entre homólogos, organizadas en aplicación del Informe Conjunto 2012 de manera voluntaria
y centradas en los retos específicos de los países, han demostrado su utilidad en las reuniones informales de DD.GG.,
pero requieren una mayor preparación y un diálogo interactivo. El asesoramiento entre homólogos a medida puede
utilizarse también para apoyar un programa concreto de reforma nacional14. 

— La difusión de buenas prácticas y de experiencia adquirida, utilizando datos internacionales cuando sea oportuno,
será reforzada mediante actos temáticos, intercambios de aprendizaje de políticas y todo mecanismo de transferencia
e intercambio de conocimientos sobre métodos educativos de probada eficacia. Para facilitar que las partes interesadas
en la educación y la formación aborden eficazmente determinados resultados clave del ET 2020, se prestará especial
atención a la divulgación de los mensajes esenciales en las lenguas oficiales de la UE, según permitan los recursos.
Además se incluirán acuerdos de divulgación en los mandatos de los Grupo ET 2020, que quedarán plasmados en el
plan de trabajo. — El Monitor de la Educación y la Formación, sincronizado con el Semestre Europeo y con datos
específicos temáticos y por país actualizados, será utilizado sistemáticamente como fuente para los debates de
orientación a nivel del Consejo, así como del Parlamento Europeo, acerca de los retos y las reformas en materia
educativa. 

— Se hará pleno uso del potencial del programa Erasmus+ para aumentar el impacto de las herramientas del ET
2020, integrando la preparación de las experimentaciones de actuación en los grupos de trabajo y utilizando las pruebas
recopiladas mediante los proyectos de excelencia. 

— Aunque se han dado pasos positivos para aumentar la cooperación sobre educación y formación con el Comité de
Empleo en la actuación consecutiva al Informe Conjunto para 2012, aún pueden estudiarse formas de mejorar y
estructurar mejor esta relación, por ejemplo alentando un debate que se base más en pruebas en torno a los temas
relativos al capital humano, con arreglo a las Conclusiones del Consejo de Empleo, Política Social, Sanidad y
Consumidores de 9 de marzo de 2015. 

— Mejora de la cooperación con el Consejo de Educación, Juventud, Cultura y Deporte y con otras formaciones del
Consejo. ANEXO 

ÁMBITOS PRIORITARIOS PARA LA COOPERACIÓN EUROPEA EN EDUCACIÓN Y FORMACIÓN 

El balance intermedio del ET 2020 ha confirmado la pertinencia de los cuatro objetivos estratégicos establecidos por
el Consejo en 2009:  

1. Hacer del aprendizaje permanente y de la movilidad una realidad.  

2. Mejorar la calidad y la eficacia de la educación y la formación.  

3. Promover la equidad, la cohesión social y la ciudadanía activa.  
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4. Incrementar la creatividad y la innovación, incluido el espíritu empresarial, en todos los niveles de la educación y
la formación. 

En el marco de estos objetivos estratégicos, el balance ha subrayado el objetivo común de los Estados miembros de
racionalizar los actuales ámbitos prioritarios de actuación. En el cuadro que figura a continuación se propone una
reducción de 13 a 6 ámbitos prioritarios, cada uno de los cuales puede contribuir a la consecución de uno o más objetivos
estratégicos para el período hasta 2020, y que son plenamente coherentes con las prioridades de actuación generales
de la UE y contribuyen a su logro. 

En dicho cuadro, los ámbitos prioritarios se traducen en cuestiones concretas, en respuesta a la solicitud del Consejo
de una indicación de temas más concretos para el trabajo futuro. Estos ámbitos serán objeto de seguimiento mediante
los métodos de trabajo del ET 2020 y sus herramientas; asimismo, i) reflejan un reto común para los Estados miembros;
y ii) presentan el valor añadido de ser abordados a escala europea. Las cuestiones concretas constituirán la base de
los mandatos de la próxima generación de grupos de trabajo del ET 2020. 

Los Estados miembros seleccionarán, en función de sus prioridades nacionales, las áreas de trabajo y cooperación
en que deseen participar. 

I. Mejorar la aplicación de políticas selectivas para reducir los malos resultados
en capacidades básicas en toda Europa, abarcando la lengua, la lectoescri¬tura,
las matemáticas, las ciencias y la alfabetización digital 

II. Reforzar el desarrollo de las capacidades transversales y de las
competencias clave, en consonancia con el Marco de referencia sobre las
competencias clave para el aprendizaje permanente, en particular las
competencias digitales, sobre emprendimiento y lingüísticas

III. Relanzar y continuar las estrategias de aprendizaje permanente y abordar
las fases de transición dentro de la educación y la formación, promoviendo al
mismo tiempo, mediante una orientación de gran calidad, la transición entre la
educación y formación profesionales, la educación superior y la educa¬ción de
adultos —incluidos el aprendizaje no formal e informal—, así como de la edu-
cación y la formación al trabajo 

IV.  Fomentar el acceso generalizado y equitativo a una educación y unos
cuidados de la primera infancia asequibles y de alta calidad, especialmente para
los desfavorecidos, y hacer avanzar el marco de calidad en este ámbito 

V. Reducir el abandono escolar temprano mediante el apoyo a estrategias es-
colares con una visión general de la educación integradora y centrada en el
estudiante y a la prestación de segundas oportunidades, haciendo hincapié en
entornos de aprendizaje y pedagogías eficaces 

VI. Promover la pertinencia de la educación superior para el mercado de trabajo
y la sociedad, en particular mediante una mejor comprensión y previsión de las
necesidades y salidas del mercado de trabajo, por ejemplo el seguimiento de la
carrera de los titulados de educación superior, el fomento de la elaboración de
planes de estudio, el aumento del aprendizaje en el lugar de trabajo y una
cooperación reforzada entre las instituciones y los empleadores 

VII. Hacer realidad los objetivos a medio plazo establecidos en Riga en materia
de EFP (véanse los detalles al final del texto), al tiempo que se refuerza la Alianza
Europea para la Formación de Aprendices, e intensificar la previsión de las
necesidades de capacidades del mercado de trabajo viii. Aplicar el Plan europeo
renovado de aprendizaje de adultos (véanse los detalles al final del texto)  

1. Conocimientos, capacidades
y competencias pertinentes y de
alta calidad, obtenidas mediante
el aprendizaje per-manente,
centradas en los resultados del
aprendizaje, en favor de la
empleabilidad, la innovación, la
ciudadanía activa y el bienestar 

ÁMBITOS PRIORITARIOS CUESTIONES CONCRETAS
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I. Abordar la creciente diversidad de los estudiantes y mejorar el acceso a una
educación y formación generales inclusivas y de calidad para todos los
estudiantes, incluidos los grupos desfavorecidos, como los estudiantes con
necesidades especiales, los inmigrantes recién llegados, las personas de origen
inmigrante y los gitanos, al tiempo que se lucha contra la discriminación, el
racismo, la segregación, el acoso incluida la intimidación por Internet), la violencia
y los estereotipos 

II. Abordar el problema de las diferencias debidas al género en la educación y
la formación, así como la desigualdad de oportunidades para mujeres y hombres,
y promover opciones educativas más equilibradas en cuanto al género 

III. Facilitar la adquisición efectiva de la(s) lengua(s) de enseñanza y empleo
por parte de los migrantes mediante el aprendizaje formal y no formal 

IV.  Promover las competencias cívicas, interculturales y sociales, el mutuo
entendimiento y el respeto, y la adhesión a los valores democráticos y a los
derechos fundamentales en todos los niveles de la educación y la formación 

V. Mejorar el pensamiento crítico, junto con la alfabetización digital y mediática 

2.Educación inclusiva, igualdad,
equidad, no discriminación y
promoción de las competencias
cívicas 

ÁMBITOS PRIORITARIOS CUESTIONES CONCRETAS

I. Seguir explorando el potencial de las pedagogías activas e innovadoras como
la enseñanza interdisciplinaria y los métodos colaborativos, para mejorar el
desarrollo de capacidades y competencias pertinentes y de alto nivel y, al mismo
tiempo, promover la educación inclusiva, en especial para los estudiantes con
discapacidad y desfavorecidos 

II. Fomentar la cooperación estimulando el compromiso de los estudiantes,
profesores, formadores, directores de centros de enseñanza y demás personal
educativo, padres y la comunidad local en general, como los grupos de la
sociedad civil, los interlocutores sociales y las empresas 

III. Aumentar las sinergias entre las actividades de educación, investigación e
innovación, con una perspectiva de crecimiento sostenible, partiendo de la base
de los avances en la educación superior y con un nuevo énfasis en la educación
y formación profesionales y en los centros escolares 

IV. Promover la utilización de las TIC con vistas a aumentar la calidad y la
pertinencia de la educación a todos los niveles 

V. Impulsar la disponibilidad y la calidad de los recursos educativos y las
pedagogías abiertos y digitales en todos los niveles educativos, en cooperación
con las comunidades europeas de código abierto 

VI. Abordar el desarrollo de las competencias digitales en todos los niveles del
aprendizaje, incluido el no formal y el informal, en respuesta a la revolución digital 

3. Una educación y una formación
abiertas e innovadoras, con una plena
incorporación a la era digital 

ÁMBITOS PRIORITARIOS CUESTIONES CONCRETAS
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I. Reforzar las fases de contratación, selección e iniciación de los mejores y
más idóneos candidatos para la profesión docente 

II. Aumentar el atractivo, para ambos sexos, y el estatus de la profesión docente 

III. Apoyar la educación inicial y el desarrollo profesional permanente en todos
los niveles, en particular con vistas a tener en cuenta el aumento de la diversidad
de los alumnos, el abandono escolar temprano, el aprendizaje en el trabajo, las
competencias digitales y los enfoques pedagógicos innovadores, también
mediante instrumentos de la UE como el eTwinning, la School Education Gateway
y la plataforma electrónica para la enseñanza de adultos en Europa (EPALE) 

IV.  Apoyar la promoción de la excelencia en la docencia a todos los niveles, en
la concepción programas de formación del profesorado y en la organización del
aprendizaje y las estructuras de incentivos, así como explorar nuevas maneras
de evaluar la calidad de la formación del profesorado  

4. Un fuerte apoyo para los
profesores, formadores, directores
de centros de enseñanza y demás
personal educativo 

ÁMBITOS PRIORITARIOS CUESTIONES CONCRETAS

I. Promover la transparencia, la garantía de la calidad, la validación y el
correspondiente reconocimiento de capacidades o cualificaciones, incluidas las
adquiridas mediante recursos de aprendizaje digital, abierto y en línea, así como
el aprendizaje informal y no formal 

II. Simplificar y racionalizar las herramientas relacionadas con la transparencia,
la documentación, la validación y el reconocimiento que implican una
comunicación directa con los estudiantes, los trabajadores y los empleadores, y
seguir aplicando el MEC y los MNC 

III. Apoyar la movilidad de los alumnos, aprendices, estudiantes, profesores, el
personal educativo y los investigadores 

IV. Desarrollar asociaciones estratégicas y cursos conjuntos, en particular
aumentando la internacionalización de la educación superior y la educación y
formación profesionales 

5. Transparencia y reconocimiento
de las capacidades y cualificaciones
para facilitar el aprendizaje y la
movilidad laboral 

ÁMBITOS PRIORITARIOS CUESTIONES CONCRETAS

I. Explorar el potencial del Plan de Inversiones para Europa en el ámbito de la
educación y la formación, en particular promoviendo modelos de financiación que
atraigan a agentes y capital privados 

II. Animar a los Estados miembros a formular políticas basadas en datos,
incluidas la evaluación y valoración de los sistemas educativos y de formación,
para realizar el seguimiento de las políticas y concebir reformas que conduzcan
a una educación de calidad de forma más eficiente 

III. Fomentar las maneras innovadoras de garantizar una inversión sostenible
en la educación y formación estudiando las formas de financiación basada en los
resultados y de reparto de los costes, cuando proceda  

6. Inversión sostenible, calidad
y eficiencia de los sistemas de
educación y formación 

ÁMBITOS PRIORITARIOS CUESTIONES CONCRETAS
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PRIORIDADES ESPECÍFICAS EN MATERIA DE EDUCACIÓN Y FORMACIÓN PROFESIONALES Y
APRENDIZAJE DE ADULTOS HASTA 2020 

Los programas sectoriales para la educación y formación profesionales (el proceso de Copenhague-Brujas) y el
aprendizaje de adultos exigen una identificación más detallada —y el respaldo mediante este informe conjunto— de los
objetivos o prioridades para el período que va hasta 2020. 

I. EDUCACIÓN Y FORMACIÓN PROFESIONALES (EFP) 

En las Conclusiones de Riga de 22 de junio de 2015 se propusieron los siguientes nuevos objetivos a medio plazo (1)
en el ámbito de la EFP para el período 2015-2020:— 

— Promover el aprendizaje en el trabajo en todas sus formas, con especial atención a la formación de aprendices,
mediante la participación de los interlocutores sociales, las empresas, las cámaras y los proveedores de EFP, y el
estímulo a la innovación y el emprendimiento. 

— Seguir desarrollando los mecanismos de garantía de la calidad en la EFP en consonancia con la recomendación
del Marco de Referencia Europeo de Garantía de la Calidad en la Educación y Formación Profesionales (2) y, como
parte de los sistemas de garantía de la calidad, establecer circuitos de información y retroalimentación continuas para
los sistemas de EFP inicial y continua (3), tomando como base los resultados del aprendizaje. 

— Mejorar el acceso a la EFP y a las cualificaciones para todos a través de sistemas más flexibles y permeables, en
particular mediante la oferta de servicios integrados y eficientes de orientación y de la validación del aprendizaje no
formal e informal. 

— Seguir reforzando las competencias clave en los planes de estudios de la EFP y ofrecer oportunidades más eficaces
de adquirir o desarrollar esas capacidades por medio de la EFP inicial y la EFP continua. 

— Introducir enfoques sistemáticos y oportunidades de desarrollo profesional inicial y permanente de los profesores,
formadores y tutores de EFP, tanto en un contexto educativo como en el lugar de trabajo. 

II. APRENDIZAJE DE ADULTOS 

El Plan europeo renovado de aprendizaje de adultos (4) que el Consejo adoptó en 2011 presentaba una serie de
ámbitos prioritarios para el período 2012-2014, pero en el contexto de una perspectiva a más largo plazo en consonancia
con los cuatro objetivos estratégicos del ET 2020. Las prioridades específicas en las que los Estados miembros, con el
apoyo de la Comisión Europea, deben concentrarse de aquí a 2020 para realizar las aspiraciones a largo plazo del Plan
son las siguientes: 

— Gobernanza: garantizar la coherencia del aprendizaje de adultos con otros ámbitos de actuación, mejorar la
coordinación, la eficacia y la adecuación a las necesidades de la sociedad, la economía y el medio ambiente; aumentar
la inversión, tanto privada como pública, cuando proceda. 

— Oferta y participación: aumentar significativamente la oferta de aprendizaje de adultos de alta calidad, especialmente
en cuanto a lectoescritura, cálculo y competencias digitales, y aumentar la participación en dichas actividades gracias
a unas estrategias de comunicación, orientación y motivación eficaces, dirigidas a los grupos más necesitados. 

— Flexibilidad y acceso: ampliar el acceso mediante el aumento de la disponibilidad de formación en el puesto de
trabajo y haciendo un uso eficaz de las TIC; establecer procedimientos para detectar y evaluar las capacidades de los
adultos poco cualificados, y ofrecer suficientes segundas oportunidades que conduzcan a una cualificación reconocida
en el Marco Europeo de Cualificaciones a las personas que no tengan el nivel 4 de cualificaciones de dicho Marco. 

— Calidad: mejorar la garantía de la calidad, incluido el seguimiento y la evaluación de impacto, mejorar la formación
inicial y continua de los educadores de adultos, y recoger los datos necesarios sobre las necesidades al objeto de
orientar y diseñar la oferta de forma eficaz.  

(2) DO C 155 de 8.7.2009. (3) DO C 324 de 1.12.2010, p. 5. (4) DO C 372 de 20.12.2011, p. 1. 

1Presentada por el presidente de la Comisión, Jean-Claude Juncker, al Parlamento Europeo en Estrasburgo el 15 de julio de 2014.

2Declaración sobre la promoción de la ciudadanía y de los valores comunes de libertad, tolerancia y no discriminación mediante la educación, París, 17 de marzo

de 2015. 
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3En todos los lugares de este texto en que se haga referencia a los migrantes es de aplicación lo siguiente: Esto se entiende sin perjuicio de la situación jurídica en

cuanto al acceso a la educación y la formación para las distintas categorías de migrantes, tal como se definen en el Derecho internacional aplicable, el Derecho de la

Unión Europea y la legislación nacional. 

4OCDE: resultados de PISA 2012: Llegar a la excelencia a través la equidad (solo en inglés). 

5La Evaluación de competencias de adultos: consecuencias para las políticas de educación y formación en Europa, Comisión Europea (2013) (solo en inglés). 

6Proporción de población de edad comprendida entre 18 y 24 años que solo tiene estudios secundarios inferiores o menos y que ya no cursa estudios ni formación. 

7Porcentaje de las personas de edad comprendida entre los 30 y los 34 años que han finalizado con éxito la enseñanza terciaria (Eurostat). 

8El aprendizaje y la asimilación de competencias digitales van más allá de las meras capacidades para las tecnologías de la información y la comunicación (TIC),

y suponen la utilización segura, colaborativa y creativa de estas últimas, así como la programación. 

9El Reino Unido votó en contra de la Recomendación. 

10Véase en particular la Evaluación de competencias de adultos de la OCDE, llevada a cabo en el marco del Programa para la Evaluación Internacional de

Competencias de Adultos (PIAAC). 

11La educación no formal es importante para promover la participación social y democrática de los jóvenes, que es una prioridad en el marco de la cooperación de

la UE el ámbito de la juventud (Informe de la UE sobre la Juventud 2015). 

12Medidas para incrementar el atractivo de la docencia en Europa, Comisión Europea (2013) (solo en inglés). 

13Estos grupos de trabajo -creados inicialmente por la Comisión en el marco del programa de trabajo Educación y Formación 2010 con el fin de poner en práctica

el método abierto de coordinación en materia de educación y formación- ofrecen un foro para el intercambio de las mejores prácticas en estos ámbitos. Agrupan, de

manera voluntaria, a expertos de los Estados miembros. 

14El asesoramiento entre homólogos es un instrumento que reúne, con carácter voluntario y transparente, a los homólogos profesionales de un pequeño número de

administraciones nacionales para prestar asesoramiento externo a un país cuyas políticas están experi¬mentando cambios importantes. Pretende ir más allá del

intercambio de información y constituir un foro para hallar soluciones a los retos nacionales en talleres de participación. 
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PROGRAMA DE ACCIÓN DE LA CES 2015-2019 

[...]

Competencias, educación y formación: desarrollar la sociedad del conocimiento 

62. Las políticas de educación y formación son clave para el desarrollo de la sociedad civil, la cohesión social, el
crecimiento sostenible y el empleo de calidad. Todos los ciudadanos y los trabajadores deben tener acceso pleno e
igual a todas las oportunidades de formación con el fin de obtener los conocimientos y las competencias que necesitan
para sus vidas profesionales y su bienestar personal. En muchos países europeos, las medidas de austeridad han
puesto en riesgo el derecho universal de acceso a la educación. Este derecho, junto al derecho a la formación a lo largo
de toda la vida para todos, debe estar garantizado, por ejemplo mediante un marco europeo para el derecho a una
formación interna y a un permiso de formación para todos los trabajadores. 

63. Sindicatos, empleadores, gobiernos e instituciones educativas deben trabajar juntos para hacer frente a los
desajustes de capacidades y a los estereotipos sexistas en el mercado laboral. Esto contribuirá en gran medida a reducir
el desempleo juvenil y de las mujeres y a proporcionar formación a los trabajadores que necesitan actualizar sus
competencias. En particular, para hacer frente a las brechas de formación en la industria, debe promoverse a todos los
niveles la educación en ciencia, tecnología, ingeniería y matemáticas (CTIM), especialmente entre los jóvenes y las
mujeres, 

64. Los itinerarios de formación tienen que responder a las necesidades del mercado de trabajo e impulsar la calidad
del empleo y de las condiciones de trabajo, pero al mismo tiempo apoyar el desarrollo personal y la ciudadanía y ofrecer
una mejor calidad de vida para todos. Además, son esenciales para apoyar el desarrollo sostenible y la transición hacia
una economía verde. Se necesita más inversión pública para la educación y la formación en todos los niveles, prestando
especial atención a los resultados del aprendizaje y a la calidad. Las empresas también deberían invertir en formación,
para actualizar a su mano de obra y permitirle mantener el ritmo de los rápidos cambios tecnológicos y económicos. 

65. La calidad de la educación y de la formación debe reforzarse, así como la permeabilidad entre los itinerarios de
formación, el reconocimiento del aprendizaje formal, no formal e informal y la experiencia profesional, en particular en
los sectores feminizados, en el contexto de la puesta en marcha del derecho a la formación a lo largo de toda la vida. 

66. La formación por el trabajo y en el lugar de trabajo tienen que ser prioridades absolutas para los países europeos,
con el fin de facilitar la transición de los jóvenes del mundo de la educación y la formación hacia el mercado laboral, y
para garantizar que los trabajadores tengan acceso a la formación continua que les permita conservar sus puestos de
trabajo y mejorar sus competencias y carreras. La calidad de los programas de aprendizaje y de las prácticas debería
mejorar, sobre todo en términos de resultados de la formación, condiciones de trabajo y la protección laboral. La CES
apoya con firmeza el desarrollo de un amplio marco de calidad europea para el aprendizaje, con normas de calidad
mínimas. Los programas de aprendizaje deben plantearse de manera que eviten los estereotipos sexistas habituales
desde el principio. 

67. Deben tomarse más medidas para mejorar la educación y la formación profesional inicial y continua, para garantizar
una empleabilidad sostenible para todos. Es esencial mejorar el diálogo con los empleadores y los gobiernos, para
garantizar el desarrollo profesional de los trabajadores y las competencias que satisfagan las necesidades del mercado
laboral. Además de participar en el diálogo, los sindicatos tiene un papel directo en la promoción de un acceso más
amplio a una educación y a una formación de calidad en el lugar de trabajo, mediante una serie de iniciativas sindicales
y en el apoyo al derecho de todos los trabajadores a mejorar sus competencias de manera continua. 

68. Los estudiantes y los trabajadores deberían tener acceso a los sistemas de movilidad con fines de formación y
empleo, así como al reconocimiento transfronterizo de las cualificaciones, competencias y experiencia profesional. Se
debe reforzar el papel de los interlocutores sociales en la política y la coordinación a nivel europeo y nacional en materia
de educación y formación de calidad, para mejorar las condiciones de vida y trabajo y garantizar el empleo sostenible.
Se deben mejorar y coordinar mejor las herramientas, organismos y acciones europeas y nacionales en esas áreas.
Debe prestarse una atención particular al intercambio de información y de buenas prácticas para aumentar la implicación
sindical. 

69. Las recomendaciones específicas por país (REP) deberían alentar a todos los Estados miembros a invertir en
educación y formación, para responder a las prioridades mencionadas anteriormente. La CES subraya que son
necesarias inversiones importantes para crear una “sociedad del conocimiento” y para llevar a cabo las reformas
indispensables en educación y formación para garantizar la igualdad en el acceso al conocimiento. Los interlocutores
sociales, y en particular los interlocutores sociales en el sector de educación, deben estar plenamente implicados en la
gobernanza económica y las reformas en materia de educación y formación en todos los niveles. En un momento en
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que algunos gobiernos han socavado el diálogo social en respuesta a la crisis y las reformas, una mayor cooperación
entre los interlocutores sociales es vital para la educación y formación de calidad en el futuro. El diálogo social sobre
educación y formación debe ser reforzado a todos los niveles, como es el caso del Diálogo estructurado sobre educación
y formación a nivel europeo. 

REIVINDICACIONES Y COMPROMISOS 

70. La CES se compromete a trabajar por estos objetivos y prioridades, en estrecha cooperación con el Comité Sindical
Europeo para la Educación (CSEE), mediante : a) la participación en el proceso del Semestre europeo, influyendo en
los contenidos sobre educación y formación de la Encuesta Anual de Crecimiento, los programas nacionales de reforma
y las recomendaciones específicas por país, y defendiendo el derecho a la educación y la formación, garantizado como
servicio público; 

b) la implicación en el diálogo estructurado informal a nivel europeo instaurado recientemente con la Dirección General
de Educación y Cultura y ampliándolo a la Dirección General de Empleo; 

c) la participación en los organismos, grupos de trabajo, programas e iniciativas a nivel europeo en materia de
educación y formación, incluido el Cedefop, el programa Erasmus+ y el Fondo Social Europeo, la Alianza para el
Aprendizaje y todos los mecanismos europeos de garantía de calidad, de reconocimiento, adecuación y evaluación de
las competencias; 

d) la presión por un marco de calidad europeo para el aprendizaje y una Alianza Europea para la Educación en los
lugares de trabajo; 

e) el fortalecimiento de la consulta y la cooperación con sus organizaciones afiliadas, especialmente el CSEE, otras
FSE y las confederaciones nacionales, el Comité de Jóvenes y el Comité de Mujeres y Eurocadres, así como las redes
y grupos concernidos externos que actúan en las áreas de educación y formación.
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La presente recopilación normativa repasa el marco legal vigente de la formación
profesional y para el empleo, tanto en el ámbito de la Administración del Estado como en
Castilla y León, donde la mayoría de las normas de desarrollo de la Ley 5/2002, de las
Cualificaciones y la Formación Profesional, han sido objeto de aplicación y desarrollo en el
marco de la Estrategia Integrada de Empleo, Formación Profesional, Prevención de Riesgos
Laborales e Igualdad en el Empleo 2012-2015.




